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Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1904. 

A  S.  E.  el  señor   Ministro    del  Interior^  doctor  Joa- 
quín  V.    González. 

Excmo.  señor: 

Tengo  el  honor  de  presentar  á  la  consideración  de 
V.  lí.  una  recopilación  de  los  antecedentes  de  las  in- 
tervenciones del  Gobierno  Federal  en  las  provincias, 
desde  el  año  1853  hasta  1903  inclusive,  que  me  he 
permitido  llevar  á  cabo  en  la  creencia  de  que  pueda 
ser  de  alguna  utilidad. 

Bien  sé  que  las  deficiencias  que  dicha  recopilación 
pueda  contener,  han  de  ser  muchas,  por  haber  teni 
do  que  buscar  todos  los  antecedentes  en  diversas  pu- 
blicaciones, memorias  y  documentos  del  Ministerio, 
muchos  de  los  cuales  ni  han  sido  publicados  en  los 
Registros  Oficiales. 

Si  he  conseguido  llenar  el  propósito  enunciado,  V.  E. 
sabrá  apreciarlo,  prestándole  ó   nó  su  aprobación. 

Quiera  V.  E.  aceptar  los  sentimientos  de  mi  distin- 
guida   consideración. 

Manuel  Alberto  Urrótia. 


1853 


Tucuman,  Santiago  del  Estero 
y  Buenos  Aires 


INTERVENCIONES 


DEL 


GOBERNÓ    FEDERAL 

EN  LAS  PROVINCIAS 


DEPARTAMENTO   DEL   INTERIOR 


Instrucciones  del  Gobierno  Delegado  á  la  comisión 

del  Norte 


Paraná;  12  de  Noviembre  de  1853. 

Instrucciones  que  deben  observar  los  comisionados  doc- 
tor don  Benjamín  Lavaise  Diputado  del  Congreso  Gene- 
ral Constituyente,  y  el  coronel  doctor  don  Marcos  Paz, 
enviados  cerca  de  los  Gobiernos  y  Gefes  de  fuerzas  de  las 
Provincias  del  Norte  de  la  Confederación  Argentina. 

1*  Hacer  cesar  la  guerra  civil  que  ha  estallado  sin  res- 
peto á  las  disposiciones  del  Gobierno  Nacional  entre  las 
provincias  de  Tucumán  y  Santiago,  minorar  sus  consecuen- 
cias y  restablecer  la  concordia  entre  ellas,  es  el  objeto  que 
se  ha  propuesto  el  Gobierno  Delegado  Nacional  en  la.  co- 
misión que  confía  al  patriotismo  de  los  señores  arriba  de- 
signados. 

2*  Al  efecto,  los  señores  comisionados  se  pondrán  inme- 
diatamente en  marcha,  y  pasando  por  Ja  capital  de  la  pro- 
vincia  de  Córdoba  se  acreditarán  ante  el  Gobierno  de  esa 
Provincia,  y  manifestándole  el  objeto  de  su  misión,  pondrán 
en  su  mano  la  circular  que  con  fecha  7  del  corriente  se 
dirigió  á  los  Gobiernos  de  Salta,  Catamarca  y  Jujuy,  para 
que,  teniendo  entendido  que  iguales  disposiciones  le  com- 
prenden, se   disponga    á  obrar    como    lo   requieran  las  cir- 
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cunstancias,  así  que  los  comisionados  de  acuerdo  con  aque- 
llos gobiernos  exijan  su  acción  y  concurrencia,  pidiendo 
desde  luego  que  el  señor  gobernador  de  Córdoba  recomien- 
de los  objetos  de  la  Comisión  á  sus  numerosas  é  influyen- 
tes relaciones  en  aquellas  provincias. 

3*  Sin  perder  más  tiempo,  pasarán    inmediatamente  á  la 
provincia  de  Santiago  del    Estero  en  donde    pueden  existir 
dos  diferentes  casos.  Primero:  que  el  Gobernador  de  Santia- 
go   haya    vencido  y   dispersado    completamente  al    ejército 
invasor  del    General   Gutiérrez,   Segundo:  que  aún   después 
de  algunos  triunfos    obtenidos  contra  él,  el  ejército  de  este 
General   permanezca  en  la  provincia    de    Santiago.    En   el 
primer  caso,  los  Señores  Comisionados  deben  dirigir  todos 
sus   esfuerzos  á  contener  dentro  de  los  límites  de    la  Pro- 
vincia de  Santiago  á   S.  E.,   el  señor  don  Manuel  Taboada, 
llegando  hasta  intimarle  seriamente  de  parte  de  la  autoridad 
nacional,  que  no  mande   ni   permita   salir  fuerza  alguna  de 
la  Provincia  de  Santiago,  ni  de  las  que  pueden  haber  reu- 
nido, los   gefes  asilados  allí  contra  ninguna  de  las  provin- 
cias vedncis;  y  si  lo  que  es  de  presumir,  lo  hubiere  hecho 
ya,  las  mande  retirar  sin  pérdida  de  tiempo.  En  el  segun- 
do caso,  intimarán   al  señor  General  [Gutiérrez  la  evacuación 
instantánea    del   territorio  santiagueño    retirándose    para  el 
de  la  Provincia  de  Tucumán  en  un   término  perentorio,   ó 
para  el   territorio  de  cualquiera    otra  provincia    de  las  in- 
mediatas dentro  de  cuya  frontera  depondrá  las  armas  ante 
las  autoridades    locales,    y   será   dispersada    la    fuerza  que 
acompañare  á  dicho  General  Gutiérrez,  previo  aviso  de  los 
comisionados  á  los  gobiernos  de  las  provincias  á  donde  se 
les  permitiere    dirigirse  bajo   de  salvo  conducto,   para  que 
se  practique  la  operación  del  desarme  y  disolución  de  sus 
fuerzas. 

4*  En  el  caso  inesperado  de  inobediencia  á  las  intima- 
ciones que  requieran  una  y  otra  de  las  circunstancias  pre- 
vistas en   el  artículo  anterior,   los  comisionados  exigirán  el 
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auxilio  y  combinación  de  todas  ó  parte  de  las  fuerzas  de 
los  gobiernos  de  Catamarca,  Salta  y  Jujuy  y  aún  del  de 
Cóidoba,  si  fuese  necesario,  para  robustecer  al  gobierno  de 
los  beligerantes,  que  se  conformare  con  las  intimaciones 
de  los  comisionados,  y  forzar  á  la  obediencia  al  refrac- 
tario. 

5*  Si  para  llevar  á  efecto  cualquiera  combinación  para  es- 
tos fines,  fuese  necesario  que  los  comisionados  se  trasla- 
dasen á  Salta,  Catamarca  y  Jujuy,  no  deben  escusarse  esta 
molestia  hasta  conseguir  que  se  arregle  un  convenio  entre 
sus  gobiernos  con  el  objeto  de  regularizar  su  acción,  y  sea 
reconocido  de  común  acuerdo  un  superior  de  entre  ellos 
mismos,  ó  sometiendo  las  fuerzas  al  mando  del  gobierno 
auxiliado. 

6*  Se  encarga  á  los  comisionados  que  hagan  todos  sus 
esfuerzos  para  garantir  la  estabilidad  de  los  gobiernos  ac- 
tuales de  Salta  y  Catamarca  procurando  por  parte  de  San- 
tiego  y  Tucumán  se  les  den  todas  las  seguridades  necesa- 
rias para  afirmar  la  confianza,  la  paz,  la  armonía. 

7*  Si  llegando  á  Córdoba  los  comisionados  fueren  infor- 
mados que  algún  gobierno  se  ha  movido  por  su  propia 
deliberación  á  tomar  parte  en  la  guerra  de  Tucumán  y 
Santiago,  los  señores  comisionados  ¿>e  dirigirán  á  él  en 
nombre  de  la  Autoridad  Nacional,  mandándole  permane- 
cer quieto  en  su  provincia  bajo  la  más  seria  responsabi- 
lidad, y  los  señores  comisionados  darán  cuenta  de  este  in 
cidente  á  la  Autoridad   Nacional   con    la  mayor  prontitud. 

8*  Los  señores  comisionados  están  obligados  á  emplear 
toda  su  influencia  para  que  el  gobierno  de  Tucumán  se 
reorganice  conforme  á  sus  leyes  é  instituciones  y  de  ma- 
nera que  por  su  composición  personal  pueda  garantir  todas 
las  opiniones,  todos  los  intereses  y  asegurar  a  todos  su 
práctica,  el  goce  de  los  derechos  que  la  Constitución  ha  ga- 
rantido. 

9*  Las  personas  del. General  Gutiérrez   y  de  don  Manuel 
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Saravia,  deben  ser  respetadas,  y-  garantidos  sus  biene?;  pe* 
ro  pudiendo  su  permanencia  en  aquellas  provincias  ser  cau-.* 
sa  de  alarmas  para  su  gobierno  y  de  inquietud^  para  sus 
habitantes/  los  comisionados  pneden  requerir,  si  para  ello, 
fuesen  solicitados,  á  los  g:obiéri.ios  en. cuyo  territorio  se  asi- 
lasen para  que  los  manden  salir,  y  los  comisionados  deben 
ordenarle  que  así  lo  hagan  á  ellos  mismos,  y  á  Fas  au- 
toridades que  ]ós  amparen  intimándoles  que  se  trasladen 
al  lugar  de  la  residencia  /  de  la  Autoridad  Nacional,  dé 
donde  bajo  el  amparo  dé  la  Constitución  tendrán  salvo 
sus  derechos  para    deducir  las  accioíies  que  les  convengan. 

Ib.  El  programa  de  la  Autoridad  Nacional  está  detallado 
en  ía  circular  fecha  7  del  presente,  y  su  contenido  en  to- 
do caso  debe  servir  de  guía  á  los  señores  comisionados. 
No  más  guerras'  intestinas,  plaga  hedionda  y  vergonzosa 
para  los  pueblos  argentinos,  no  más  partidos,  no  más  ven- 
ganzas: fusión,  paz  y  concordia  entre  todos,'  obediencia  á 
la  ley  y  respeto  religioso  á  la  Constitución  jurada* 

II.  Los  artículos  anteriores  de  esta  instrucción  han  sido 
redactados  con  presencia  de  los  documentos  que  comprue- 
ban la.  actualidad  de  las  provincias  de  Tucumán  y  Santia- 
go y  de  las  fuerzas  beligerantes.  Pero  si  las  circunstancias 
que  han  servido  de'  base  á  estas  instrucciones  hubieren 
sido  modificadas  totalmente  ó  en  parte  por  los  aconteci- 
mientos; y  el  señor  Gobernador  Gutiérrez  retirándose  al  te- 
rritorio tucumano  hubiere  restablecido  completamente  su 
autoridad,  ó  se  mantuviese  con  fuerzas  suficientes  para 
entretener  la  guerra;  en  tal  caso,  los  comisionados  se  di- 
rigirán á  dicho  señor  Gobernador,  y  le  exigirán  en  nom- 
bre de  la  Autoridad  Nacional  ^qué  desarme  sus  fuerzas  y 
ponga  á  la  provincia  de  sn  mando  en  el  pié  normal  de 
paz,  empezando  por  hacer  derogar  las  leyes  sancionadas 
en  Agosto  para  declarar  la  guerra  á  otra  provincia;  le- 
yes derogatorias  de  la  Constitución  jurada  que  prohibe  las 
guerras    privadas    y    las    invasiones  armadas;  y  dando    al 
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misraq  tiempo  las  garantías  necesarias-  á  todos  los  vecinos 
de  Tucuni¿n,  para  que  puedan  restituirse  al  seno  de  su 
provincia  al  goce  de  sus  propiedades  y  de  todos  su^  de- 
rechosf».  ;Si  á  esto  no  se  conformare  el  señor  Gobernador 
Gutiérrez,  por  el  supremo  bien  de  I4 .  paz  pública,  los  co- 
misionados procederán  en  conformidad  con  todo  el  con-» 
texto  de  estas  instrucciones  á  buscar  el  remedio  más  efi- 
caz en  el  acuerdo,  .y  combinación  de  todos,  los  gobiernos 
de  las  provincias  inmediatas. 

12.  Los  comisionados  quedan  autorizados  para  librar, 
aquellas  moderadas  cantidades  para  cubrir  sus  gastos,  y 
los  del  servicio  público  en  el  caso  que  el  viático  de  que 
se  les  ha  provisto  fuere  insuficiente. 

Salvador  M.  del  Carril. 
Facundo  Zuviria, 
Mariano  Fragueiro. 


MINISTERIO    DEL   INTERIOR 
DE   LA    CONFEDERACIÓN   ARGENTINA 


Se  nombra  una  Comisión  por  el  Gobierno  Delegado 
para  intervenir  en  el  orden  público  alterado  en 
las  Provincias  del  Norte. 


Paraná,  11  de  Noviembre  de  1853. 

El  gobierno  Delegado  Nacional; 

.  Teniendo  en  consideración  ]a  situación  alarmante  en  que 
se  encuentran  algunas  provincias  de  la  Confederación,  con 
motivo  de  la  guerra  que  h^  estallado  entre  ellas;  deseoso 
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de  promover  por  todos  los  medios  que  estén  en  la  exten- 
sa órbita  de  sus  altas  facultades  constitucionales,  los  obs- 
táculos que  se  opongan  al  completo  restablecimiento  de  la 
paz;  de  evitar  las  funestas  consecuencias,  que  el  desenvol- 
vimiento de  los  sucesos  que  allí  se  desarrollan  puede  traer 
en  la  actualidad  política  de  la  Confederación,  y  de  hacer 
se  calme  la  excitación  de  las  pasiones,  y  el  furor  crimi- 
nal de  la  exaltación  de  los  partidos,  haciendo  cumplir  las 
augustas  prescripciones  de  la  Constitución,  con  tan  entu- 
siasta decisión  jurada  por  todos  los  pueblos, 

HA  ACORDADO  Y  DECREIA: 

Artículo  I. o — Nómbrase  una  Comisión  compuesta  del 
presbítero  doctor  don  Benjamín  J.  I^vaisse,  Diputado  al  So- 
berano Congreso  General  Constituyente  por  la  Provincia 
de  Santiago,  y  del  Coronel  don  Marcos  Paz,  cerca  de  los 
gobiernos  de  Córdoba,  Santiago,  Tucumán,  Catamarca,  Sal- 
ta y  Jujuy,  y  de  los  jefes  en  campaña  que  manden  las  ar- 
mas en  sus  territorios. 

Art  2.®— Dicha  Comisión,  que  irá  premunida  de  instruc- 
ciones suficientes,  queda  amplia  y  plenamente  autorizada 
para  decir  y  obrar  á  nombre  del  Gobierno  Delegado  Na- 
cional con  los  altos  fines  expresados  en  la  introducción  de 
este  decreto. 

Art  3.® — Los  gobiernos  de  las  provincias  y  jefes  expre- 
sados en  el  artículo  i*>,  reconocerán  y  harán  reconocer  dicha 
comisión  del  Gobierno  Delegado  Nacional. 

Art  4.** — Extiéndanse  los  nombramientos  transcribiéndo- 
seles en  copia  legalizada  este  Decreto,  lo  que  les  servirá 
de  suficiente  credencial,  comuniqúese  á  quienes  correspon- 
da y  dése  al  Registro  Nacional. 

Salvador  María  del  Carril. 
Facundo  ZuvirCa. 
Mariano  Fragueiro, 
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EL  CONGRESO   GENhRAL  CONSTITUYENTE 
DE  LA  CONFEDERACIÓN  ARGENTINA 


Art  I."— Se  autoriza  al  Director  Provisorio  de  la  Confe- 
deración para  que  empleando  todas  las  medidas  que  su 
prudencia  y  acendrado  patriotismo  le  sugieran,  haga  cesar 
la  guerra  civil  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  obtenga 
el  libre  asentimiento  de  ésta  al  pacto  nacional  de  31  de 
Mayo  de   1852. 

Art  2.® — Comuniqúese  al  Director  Provisorio,  esplanando 
en  la  nota  de  remisión  el  pensamiento  del  Soberano  Con- 
greso. 

Sala  de  sesiones  del  Congreso  General  Constituyente,  en 
la  Ciudad  de  Santa  Fé,  á  veintidós  días  del  mes  de  Enero 
del  año  del  Señor  de  mil  ochocientos   cincuenta  y  tre& 

Facundo  ZuvirIa, 

Presidente. 

Jtmn  F.  Segui, 

Secretario. 


1854 


Corrientes 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  declara  en  estado  de  sitio  la   Provincia  de  Co- 
rrientes por  la  invasión  del  General  Cáceres 

Paraná  V  de  Septiembre  de  1854. 

El  Presidente  de  la  Confederación    Argentina. 

Considerando  que.  el  emigrado  General  Don  Nicanor  Cá- 
ceres, por  disturbios  anteriores  en  la  Provincia  de  Corrien- 
tes, permanecía  en  el  territorio  federal  gomando  de  su  liber- 
tad y  de  distinciones  singulares  de  parte  de  la  autoridad 
nacional,  bajo  la  fianza  de  su  honor; 

Considerando  que  dicho  general  ha  faltado  afrentosamen- 
te á  los  sagrados  deberes  que  le  imponía  esta  posición,  por 
su  reciente  invasión  armada  á  la  Provincia  de  Corrientes, 
violentando  de  paso  una  guardia  de  la  frontera  de  esta 
capital; 

Considerando  que  por  las  comunicaciones  del  Excmo.  Go- 
bierno de  Corrientes  y  por  las  del  Inspector  General  y 
Comandante  en  Gefe  del  Ejército  General  Don  Manuel  An- 
tonio Urdinarrain  y  los  demás  partes  que  instruyen  de  este 
suceso,  se  infiere  que  los  designios  del  General  Cáceres 
son  deshonrosos  ó  sediciosos  y  anárquicos; 

Y  atendiendo  al  deber  en  que  está  de  conservar  la  paz 
pública  y  de  garantir  la  estabilidad  de  los  gobiernos  pro- 
vinciales legalmente   instituidos,    consagrando  la  invtolabili- 
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dad  de  los  principios  constitucionales  por  la  lealtad  y  fir- 
meza con  que  se  sostengan,  á  fin  de  que  no  renazcan  las 
revueltas  y  la  guerra  civil  con  su  aspecto  aterrante,  á  re- 
novar en  la  República  una  época  de -odiosos  recuerdos;  y 
en  conformidad  á  los  artículos  6,  23  y  atribuciones  19  y  20 
del  artículo  83  de. la, Constitución  Na,cional; 


HA   ACORDADO   Y   DECRETA: 


Artículo  i.° — Declárase  á  la  Provincia  de  Corrientes  en 
estado  de  sitio  por  el  término  de  treinta  días  contados  des- 
de la  fecha  de  este  decreto,  quedando  suspensas  allí  las 
garantías  constitucionales.  ,     .. 

Art.  2.°— Queda  facultado  el  Excmo.  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia de  Corrientes  para  (restablecer  la -paz  pública,  usando 
de  las  facultades  que  en  el  estado  de  sitio  acuerdan  al 
Presidente  de  la  República  los  precitadois  artículos  de  la 
Constitución. 

Art.  3.® — Sin  perjuicio  de  las  órdenes  que  se  han  impar- 
tido á  los  jefes  de  la  frontera  de  esta  capital  y  territorio 
federalizado,  para  concurrir  al  mismo  objeto,  comisiónase  al 
General  don  José  Miguel  Gtilán  para  velar  sobre  la  exacta 
ejecución  de  dichas  disposiciones. 

Art.  4.® — El  General  Comisionado  mandará  notificar  á  la 
mayor  brevedad  el  presente  decreto  al  General  don  Nica- 
nor Cáceres  intimándole  el  debido  sometimiento  á  la  auto- 
ridad y  remitiéndolo  en  caso  que  se  desarme,  con  los  que 
le  acompañan,  á  esta  capital,  para  responder  de  su  conducta 
conforme  a  las  leyes. 

Art.  5.** — En  el  caso  de  denegación  y  resistencia  de  parte 
del  General  Cácerés,  et  General  en  comisión  procederá  con 
arreglo  á  las  instrucciones  que  se  le  han  dado  por  el  Mi- 
nisterio de  la  Guerra. 
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Art.  6.** — Dése  oportunamente  cuenta  de  este  decreto  á  las 
Cámaras  Legislativas. 

ArL  7.** — Comuniqúese  al  Excmo.  Gobierno  de  la  Provin- 
cia de  Corrientes  y  á  los  demás  que  corresponda  y  publíquese. 

Urquiza. 
José  Benjamín  Gorostiaga, 


1855 


Corrientes  g  San  Juan 


MINISTERIO   DEL   INTERIOR 


Se   declara  en  estado  de  sitio  la    Provincia  de    Co- 
rrientes por  la  invasión  del  General  Cáceres 


Paraná,  Marzo  16  de  1855. 
El  Vice-Presidente  de  la  Confederación  Argentina 
CONSIDERANDO: 

I." — Que  el  General  don  Nicanor  Cáceres  ha  fugado  de 
la  Capital  burlando  la  garantía,  en  virtud  de  la  cual  se  le 
concedió  la  excarcelación,  y  faltando  á  los  deberes  que  le 
imponía  el  generoso  indulto  cicl  gobierno  de  Corrientes; 

2.° — Que  á  esta  fuga  ha  sucedido  inmediatamente  la  nue- 
va invasión  que  ha  emprendido  contra  dicha  provincia,  al- 
terando el  orden,  atacando  la  autoridad  y  faltando  á  la 
lealtad  prometida  al  Gobierno  de  la  Nación; 

3.'* — Que  esta  ocurrencia  pone  al  Gobierno  de  Corrientes 
en  la  imperiosa  necesidad  de  sostener  las  instituciones,  y 
defender  los  derechos  de  la  provincia  de  su  mando,  para 
cuyo  objeto  pueden  no  bastarle  las  facultades  constitucio- 
nales que  son  propias  de  su  autoridad; 

Y  atendiendo  finalmente  a  la  necesidad  en  que  se  halla 
el  Gobierno  Nacional  de  conservar  la  paz,  de  garantir  la 
estabilidad  de  los  gobiernos    provinciales    legalmente  insti- 
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tuídos,  de  afianzar  la  inviolabilidad  de  los  principios  cons- 
titucionales, y  de  evitar,  o.n  fin,  la  repetición  de  nuevas  lu- 
chas que  hagan  verter  más  sangre  3'  producir  nuevos 
escándalos;  y  de  conformidad  á  los  artículos  6,  23  y  atri- 
buciones 19  y  20  del  artículo  83  de  la  Constitución  Na- 
cional, 

HA    ACORDADO  Y    DECRETA: 

Artículo  I. o — Declárase  á  la  Provincia  de  Corrientes  en 
estado  de  sitio,  por  el  término  de  treinta  días  contados 
desde  la  fecha  de  este  decreto,  quedando  allí  suspensas  las 
garantías   constitucionales. 

Art.  2.** — Queda  facultado  el  Excmo.  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia de  Corrientes  para  restablecer  la  paz  pública,  usando 
de  las  facultades  que  eu  el  estado  de  sitio  acuerdan  al  Pre- 
sidente de  la  República,  los  precitados  artículos  de  la  Cons- 
titución. 

Art.  3.** — Sin  perjuicio  de  las  órdenes  que  se  han  impar- 
tido á  los  jefes  de  la  frontera  de  esta  capital  y  territorio 
federalizado,  para  concurrir  al  mismo  objeto,  y  en  virtud 
del  decreto  de  fecha  26  de  Febrero,  se  autoriza  al  Excmo. 
señor  Presidente  de  la  República,  comandante  en  jefe  de 
la  división  del  Este,  Brigadier  General  don  Justo  José  de 
Urquiza,  para  velar  sobre  la  exacta  ejecución  de  dicha  dis- 
posición. 

Art.  4.** — Dicho  Brigadier  General,  en  caso  que  el  Ge- 
neral Cáceres  no  hubiese  sido  aprehendido,  en  virtud  de  las 
órdenes  que  el  Gobierno  Nacional  y  él  mismo  ha  diotado 
al  efecto,  le  mandará  notificar  á  la  mayor  brevedad  el  pre- 
sente decreto,  intimándole  el  debido  sometimiento  á  la  au- 
toridad, y  remitiéndole  á  esta  capital  con  los  que  lo  acom- 
pañan, en  caso  que  se  desarme,  para  responder  de  su  con- 
ducta conforme  á  las  le^'es. 

Art.  5.<> — En  caso  de  denegación  y    resistencia    de  parte 
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del  General  Cáceres,  el  Excmo.  señor  Brigadier,  Coman- 
dante en  Jefe  de  la  división  del  Este^  procederá  con  arre- 
glo á  las  instrucciones  que  se  le  den  por  el  Ministerio  de 
la  Guerra,  con  el  objeto  de  atender  á  los  fines  de  este  de- 
creto y  movilizar  las  fuerzas  necesarias. 

Art.  6y — Dése  oportunamente  cuenca  de  este  decreto  á 
las  Cámaras  Legislativas. 

Art.  7." — El  presente  decreto  será  firmado  por  todos  los 
miembros  "del  Gobierno   Nacional    residentes  en  la  Capital. 

Art.  b.^ — Comuniqúese  ai  Excmo.  Gobierno  de  la  provin- 
cia de  Corrientes,  y  á  los  demás  que  corresponda,  publí- 
quese  y  dése  al  Registro  Nacional. 

Carril. 

Juan  del  Campillo — Santiago 
Derqui—Juan  M.  Gutiérrez 
— José  Miguel  Galán. 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  reconoce  al  Gobierno  provisorio  de  San  Juan  y  se 
manda  presentar   la  Constitución  Provincial. 


ACUERDO: 

Paraná,  Marzo  9  de  1855. 


El  Gobierno  Nacional  ha  tomado  en  detenida  considera- 
ción, las  notas  oficiales  y  los  documentos  que  ha  recibido 
de  las  autoridades  de  la  Provincia  de  San  Juan,  y  son:  las 
notas  del  Gobierno 'fecha   8  de  Enero;  la  colección  de  docu- 
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mcntos  relativos  á  los  acontecimientos  últimos  de  esa  misma 
provincia,  y  los  fundamentos  en  que  apoya  su  reclamo  la 
Sala  de  Representantes  saliente,  alegando  contra  la  legiti- 
midad de  las  actuales  autoridades  de  San  Juan. 

El  Gobierno  Nacional,  deduciendo  del  examen  de  dichos 
documentos,  que: 

La  sociedad  sanjuanina  se  halla  dolorosamente  agitada  por 
discordias  intestinas  que  han  exaltado  los  ánimos,  hacién- 
dolos caer  en  las  exageraciones  propias  del  espíritu  de  par- 
tidos; 

Que  ha  reinado  demasiada  pasión  en  el  ejercicio  pasivo  y 
reflexivo   de  los  derechos  de  la  ciudadanía; 

Que  el  alcance  legal  de  aquel  gobierno  no  es  bastante  po- 
deroso para  dominar  todas  las  opiniones,  talvez  porque  sus 
atribuciones  no  se  apoyan  todavía  en  la  Constitución  que 
por  el  artículo  5°  de  la  Nacional,  debe  darse  cada  provin- 
cia confederada,  para  tener  entonces  el  derecho  de  exigir 
la  garantía  del  goce  y  ejercicio  de  sus  instituciones; 

Y  teniendo  en  consideración: 

Que  no  conoce  oficialmente  las  instituciones  que  rigen  á 
la  Provincia  de  San  Juan,  y  que  por  consiguiente,  no  puede 
juzgar  de  las  cosas  resultantes  del  ejercicio  de  sus  autori- 
dades; 

Que  el  período  constituyente  de  aquella  Provincia  se  ha 
postergado  sensiblemente  por  cuanto,  cuando  menos,  habría 
contribuido  á  dar  á  la  atención  pública  una  dirección  saluda- 
ble y  moralizadora; 

Que  en  virtud  de  los  preceptos  de  la  Constitución  Nacio- 
nal, el  estado  actual  de  San  Juan,  tal  cual  puede  comprenderse 
por  los  documentos  á  la  vista,  puede  dar  lugar  á  una  acu- 
sación por  ante  de  la  Cámara  de  Diputados,  conforme  al  artícu- 
lo 41,0  una  querella  ante  el  Poder  Judicial  Federal,  en  con- 
sonancia con  lo  que  dispone  el  art.  97; 

Que  la  masa  del  pueblo  sanjuanino,  que  no  participa  sino 
indirectamente,  y  con  perjuicio  de  su  moral  3''.  de  sus  labores, 
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de  las  exigencias  y  miras  políticas  de  los  partidos,  no  puede 
estar  privada  ni  por  un  momento  de  la  influencia  de  un  go 
bierno  autorizado,  que  es  la  primera  y  más  urgente  necesi- 
dad del  ordtn  social; 

Que  el  Gobierno  Nacional  no  puede  ser  indiferente  al  es- 
tado de  impaciente  agitación  en  que  se  halla  aquella  Provin- 
cia y  que  es  debjr  suyo  de  consagrarle  sus  vigilias,  su  em- 
peño, su  autoridad,  su  influencia  y  consejos  para  remediarle, 
adoptando  al  efecto  las  medidas  que  estén  en  la  esfera  de 
sus  atribuciones; 

Que  de  la  totalidad  y  eficacia  de  3stos  medios  es  de  espe- 
yarse  fundadamente  la  paz  y  armonía  sólidamente  basadas  en 
un  orden  legal,  incuestionable  y  respetado,  por  lo  tanto,  de 
todas  las  opiniones; 

Que  para  el  logro  de  esos  fines  deben  influir  poderosa- 
mente el  ejemplo  de  sensatez  y  patriotismo  que  acaba  de  dar 
el  Brigadier  General  de  la  Nación,  don  Nazario  Benavidez^ 
denunciando  el  ejercicio  del  mando  para  evitar  mayores  con- 
flictos en  las  opiniones  encontradas  de  sus  comprovincianos; 

Que  para  los  mismos  fines  ha  de  hallar  una  franca  coo- 
peración, tanto  en  las  autoridades  como  en  los  vecinos  in- 
fluyentes, en  los  militares  que  pertenecen  á  la  Nación,  y 
existen  actualmente  en  San  Juan,  en  el  señor  Brigadier  Be- 
navidez.  Comandante  en  Jefe  del  Departamento  Militar  del 
Oeste; 

Ha  resuelto  y  acordado  lo  siguiente  dentro  de  los  límites 
de  la  autoridad: 

i.° — El  Gobierno  Nacional,  por  su  parte,  reconoce  al  Go- 
bernador provisorio  de  la  Provincia  de  San  Juan,  Coronel 
don  Francisco  Diaz,  y  demás  poderes  que  existen  allí  de 
hecho. 

2P — Dicho  Gobierno  provisorio,  á  la  mayor  brevedad  posi- 
ble procederá  á  dar  cumplimiento  á  la  ley  de  29  de  Noviem- 
bre de  1854,  que  ordena  el  cumplimiento  del  art  5.**  déla 
Constitución  y  señala  el  plazo  de  ocho  meses  desde  su  fe- 
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cha,  para  la  presentación  de  las  constituciones  provinciales  á 
la  revisión  del  Congreso,  cuyo  cumplimiento  se  ha  recomen- 
dado más  de  una  vez  por  notas  circulares  del  Gobierno  Na- 
cional á  los  Excmos.  Gobernadores  de  provincia. 

3," — Al  efecto,  convocará  una  convención  especial  que  re- 
presente en  lo  posible,  todas  las  clases  é  i  itereses  de  la  pro- 
vincia, para  redactar  y  sancionar  la  Constitución  de  la  pro- 
vincial, [vigilando  el  ejercicio  libre  de  los  sufragios,  para 
que  aquella  obra  fundamental  merezca  el  voto  y  aprobación 
general. 

4.*' — El  Gobierno  Nacional  acompañará  la  presente  resolu- 
ción con  una  nota  al  Gobernador  provisorio  de  San  Juan, 
explicándole  mis  detenidamente  las  razones  y  fundamentos 
de  esta  resolución,  y  excitando  su  prudencia  y  patriotismo, 
para  que  se  llene  cuanto  antes  el  anhelo  del  Gobierno  Na- 
cional, que  es  la  terminación  de  las  desavenencias  domésti- 
cas de  San  Juan  por  los  medios  conciliatorios  y  pacíficos, 
los  únicos  que  bajo  el  imperio  del  orden  constitucional,  pue- 
den dar  resultados  racionales  y  definitivos. 

5." — El  Comandante  en  Jefe  de  división  militar  del  Oeste, 
creada  por  el  decreto  nacional  de  26  de  Febrero  último,  to- 
mará léis  medidas  y  empleará  los  medios  á  su  alcance,  para 
evitar  que  los  partidos  políticos  en  esa  provincia  recurran 
al  uso  de  las  armas;  para  evitar  los  fatales  resultados  de 
este  recurso,  reprobado  y  calificado  de  sedición  en  la  segun- 
da parte  del  artículo  106  de  la  Constitución  Nacional,  sin 
perjuicio  de  las  garantías  sociales  protegidas  por  la  misma 
Constitución. 

6.'^  — Este  acuerdo  será  firmado  por  todos  los  miembros 
del  Gobierno  Nacional  residentes  actualmente  en   la  Capital. 

Carril. 

ftmn  del  Campillo,- Juan 
AI.  Gutiérrez,  —  /osé 
Miguel  Galdfi, 


1856 


La  Pioja  g  Santa  Té 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  comisiona  al  Brigadier  General  don  Nazario  Bena- 
videz  para  intervenir  y  establecer  la  paz  alterada 
en  la  Provincia  de  La  Rioja 


Paraná,  Marzo  5  de  1856. 

El  Vice-Presidente  de  la  Confederación  Argentina: 

Teniendo  conocimiento  que  en  la  Provincia  de  La  Rioja, 
ha  sido  alterado  el  régimen  constitucional,  en  cuyo  caso  es 
deber  del  Gobierno  Nacional,  intervenir  para  restablecerlo, 
oído  el  consejo  de  Ministros. 

HA   ACORDADO   Y  DECRETA: 

Artículo  1.0 — Comisiónase  al  Comandante  en  Jefe  de  la  Di- 
visión Militar  del  Oeste,  Brigadier  General  don  Nazario  Be- 
navidez.  para  que  á  nombre  del  Gobierno  Nacional,  y  ejer- 
ciendo las  atribuciones  constitucionales  de  éste,  se  traslade 
á  la  Provincia  de  La  Rioja,  é  intervenga  en  los  asuntos  que 
han  tenido  lugar  en  dicha  provincia,  al  objeto  de  restable- 
cer el  régimen  constitucional,  alterado  por  ellos. 

Art.  2® — En  el  cciso  que  fueren  malogrados  los  esfuerzos 
pacíficos  del  Comisionado,  queda  éste  autorizado  para  mo- 
vilizar las    fuerzas  de  la  división   militar  que  él    comanda, 
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debiendo  en  este  caso,   como  en   todos   los  demás,  sujetarse 
á  las  instrucciones  que  se  le  comunican   al  efecto. 

Art.  3.0 — A  sus  efectos,  comuniqúese  en  copia  debida- 
mente autorizada,  póngase  en  conocimiento  del  Gobierno  de 
La  Rioja  y  comuniqúese  al  Ministerio  de  la  Guerra. 

Carril. 
Bernabé  López, 


MINISTERIO   DEL  INTERIOR 


Se  comisiona  al  Ministro  del  Interior  doctor  don 
Santiago  Derqui  para  intervenir  y  establecer  el 
orden  en  Santa  Fe. 

Paraná,  Octubre   26   de  1856. 
El  Vice  Presidente  de  la   Confederación   Argentina, 

CONSIDERANDO: 

1°  Que  ha  sido  alterado  el  orden  público  en  la  Provincia 
de  Santa  Fé,  y  derrocado  sus  autoridades  por  la  interven- 
ción de  las  armas; 

2'  Que  este  Cciso  previsto  en  el  artículo  6'\  capítulo  único, 
parte  primera  de  la  Constitución  Nacional  para  el  restable- 
cimiento del  orden  público,  perturbado  por  el  suceso  men- 
cionado; 

30  Y  finalmente,  que  es  más  eficaz  y  espeditiva  la  acción 
del  Gobierno  Nacional,  ejercida  allí  en  el  teatro  mismo  de 
los  acontecimientos;  oído  el  consejo  de  Ministros, 
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HA   ACORDADO   Y   DECRETA: 


Artículo  i".  -  Comisiónase  omnimodamente  al  Ministro  Se- 
cretario de  Estado  en  el  Departamento  del  Interior,  doctor 
don  Santiago  Derqui,  para  que  pasando  á  la  Provincia  de 
Santa  Fé,  intervenga  á  nombre  del  Gobierno  Nacional,  en 
los  sucesos  que  se  han  desarrollado  en  dicha  Provincia. 

Art  2\ — En  consecuencia,  las  fuerzas  militares  de  la  Pro 
vincia  de  Santa  Fé,  se  pondrán  bajo    las    órdenes  del    Mi- 
nistro comisionado,  bajo  la  más  seria  responsaoilidad. 

Art  3". — El  Ministro  comisionado  podrá  usar  en  el  de- 
sempeño de  su  comisión,  y  en  caso  lo  crea  necesario,  de 
las  facultades  constitucionales  que  corresponden  al  Gobierno 
Nacional  en  las  cosas  de  estado  de  sitio,  dando  oportuna- 
mente cuenta  del  ejercicio  que  hiciere  de  ellas,  para  la  co- 
rrespondiente aprobación. 

Art.  4^— Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  publíquese. 

Carril. 
Santiago   Derqui, 


MINISTERIO   DEL  INTERIOR 


Apruébase  la  conducta  del  Ministro  del  Interior 
doctor  don  Santiago  Derqui,  en  su  comisión  á 
Santa  Fé. 

Paraná,  Noviembre  23  do  1856. 

El  Vice-Presidente  de  la  Confederación    Argentina. 

Vista  la  nota  pasada  por  el  Ministro  del  Interior,  doctor 
don  Santiago  Derq\n',  en  30  del  mes  próximo  pasado,  dando 
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cuenta  justificada  del  resultado  de  la  comisión  que  se  le 
confió,  para  intervenir  en  los  sucesos  que  alterairon  el  orden 
en  Santa  Fé,  el  día  25  del  pasado;  y  considerando: 

Que  el  dicho  Ministro  comisionado  ha  desempeñado  su 
comisión,  sin  salir  de  la  órbita  de  las  atribuciones  que  se  le 
confiaron,  y  llenando  los  fines  que  el  Gobierno  Nacional  se 
propuso  al  investirlo  con  el  carácter  que  representaba;  oído 
el  consejo  de  Ministro, 

ACUERDA: 

Apruébase  la  conducta  observada  por  el  Ministro  del  In- 
terior, doctor  don  Santiago  Derqui,  en  el  desempeño  de  la 
comisión  que  se  le  confió,  por  decreto  de  26  de  Octubre 
último,  reconociéndole  el  servicio  que  ha  prestado  al  país 
en  esta  vez,  y  la  energía  y  prudencia  con  que  ha  procedido. 

Transcríbasele  para  su  conocimiento  y  demás  efectos  con- 
siguientes. 

Carril. 

Bernarbe    López-  fosé 
M,  Galán. 


185Y 


San  Juan,  La  Pioja,  Santa  Té 
y  Jujuu 
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cuenta  justificada  del  resultado  de  la  comisión  que  se  le 
confió,  para  intervenir  en  los  sucesos  que  alteraron  el  orden 
en  Santa  Fé,  el  día  25  del  pasado;  y  considerando: 

Que  el  dicho  Ministro  comisionado  ha  desempeñado  su 
comisión,  sin  salir  de  la  órbita  de  las  atribuciones  que  se  le 
confiaron,  y  llenando  los  fines  que  el  Gobierno  Nacional  se 
propuso  al  investirlo  con  el  carácter  que  representaba;  oído 
el  consejo  de  Ministro, 

ACUERDA: 

Apruébase  la  conducta  observada  por  el  Ministro  del  In- 
terior, doctor  don  Santiago  Derqui,  en  el  desempeño  de  la 
comisión  que  se  le  confió,  por  decreto  de  26  de  Octubre 
último,  reconociéndole  el  servicio  que  ha  prestado  al  país 
en  esta  vez,  y  la  energía  y  prudencia  con  que  ha  procedido. 

Transcríbasele  para  su  conocimiento  y  demás  efectos  con- 
siguientes. 

Carril. 

Bernarbe    López-  fosé 
M,  Galán. 


1857 


San  Juan,  La  Pioja,  Santa  Té 
U  Jujuu 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  comisiona  al  doctor  don  Nicanor  Molinas  para 
intervenir  en  la  Provincia  de  San  Juan  y  res- 
tablecer el  orden  turbado. 

Paraná,  Abril  6  de  1857. 

CONSIDERANDO: 

1°  Que  para  el  restablecimiento  de  los  poderes  constitu- 
cionales que  deben  formar  el  Gobierno  de  la  Provincia  de 
San  Juan  es  necesario  allí  la  presencia  de  la  autoridad  na- 
cional, que  remueva  los  obstáculos  que  lo  han  retardado 
hi^sta  hoy. 

2°  Que  esta  necesidad  puede  llenarse  con  el  envi'o  de 
una  comisión  competentemente  autorizada  y  que  en  repre- 
sentación de  la  autoridad  nacional,  ejerza  allí  las  atribucio- 
nes de  que  dicha  autoridad   está  investida. 

3**  Que  la  presencia  de  esta  comisión  en  la  Provincia  de 
San  Juan,  es  necesaria  también  para  llenar  otros  objetos 
de  los  diversos  ramos  de  la    administración  general; 

Oído  el    consejo  de  Ministros, 

DECRETA: 

Artículo  i^ -Comisiónase  omnímodamente  al  Ministro  de 
la  Corte  Suprema  de  Justicia,  doctor  don  Nicanor  Molinas, 
para  que,  representando  al  Gobierno  Nacional  en  la  Pro- 
vincia  de  San  Juan,  tome  las  medidas  conducentes  á    los 
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objetos  de*su  comisión,  segúa  el  tenor  de  las  instrucciones 
que  se  le  comunican  al  efecto. 

Art  2**. — En  su  consecuencia,  el  Gobierno  de  la  Provincia 
de  San  Juan,  y  todas  las  oficinas  y  autoridades  federales 
en  aquella  Provincia,  en  cualquier  ramo  de  la  administra- 
ción, obedecerán  sus  órdenes  como  emanadas  directamente 
del  Gobierno  Nacional;  debiendo  los  jefes,  oficiales  y  tropas 
nacionales  existentes  en  la  misma,  ponerse  inmediatamente 
á  sus  órdenes,  á  cuyo  efecto  se  impartirán  las  que  sean  ne- 
cesarias por  el  Ministerio  de  la  Guerra. 

.Art.  3*».— Autorízase  especialmente  á  dicho  comisionado 
para  declarar  en  estado  de  sitio  la  Provincia  de  San  Juan 
ó  la  parte  de  su  territorio  que  crea  necesario,  pudiendo  en  su 
consecuencia  ejercer  las  facultades  que  la  ley  acuerda  al 
Gobierno  Nacional  en  esos   casos. 

Art.  4®. — Comuniqúese  este  decreto  al  señor  Ministro  co- 
misionado, al  Gobierno  de  la  Provincia  de  San  Juan  y  de- 
más á   quienes  corresponda,  y  en  oportunidad  publíquese. 

Carril. 
Bernabé  López—Juan  del  Cam-- 
pillo— /osé  Miguel  Galán. 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  nombra  secretario  de  la  misión  especial  á  San 
Juan,  al  doctor  don  Teófilo  García,  y  escribiente 
á  don  Rufo  Rios. 

Paraná,  Abril  6  de  1857. 

El  Vice-Presidente  de  la  Confederación  Argentina,  en  ejer- 
cicio del  Poder  Ejecutivo 
Habiéndose  nombrado  con  esta  fecha  en  comisión  espe- 
cial á  la  Provincia  de  San  Juan,  al  señor  Ministro  de  la 
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Suprema  Corte  de  Justicia,  doctor  don  Nicanor  Molinas,  y 
siendo  necesario  acompañar  á  dicho,  comisionado  un  secre- 
tario que  autorice  sus  disposiciones,  y  un  oficial  al  servicio 
de  su  secretaría 

ACUERDA    Y    DECRETA: 

Artículo  I. *>— Nómbrase  secretario  de  la  expresada  comi- 
sión al  doctor  don  Teófilo  Garcia,  con  el  sueldo  de  cien 
pesos  mensuales,  durante  el  tiempo  de  su  comisión. 

Art  2.*»— Póngase  á  disposición  del  señor  Ministro  co- 
misionado, al  oficial  segundo  don  Rufo  Rios,  con  opción 
á  una  gratificación,  que  en  oportunidad  le  acordará  el  go- 
bierno, y  con  el  goce  del  sueldo  de  su   empleo. 

Art.  3.® — Comuniqúese  á  quienes  co/responda  y  en  opor- 
tunidad publíquese. 

Carril. 
Bernebé  López, 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  aprueba  la  conducta  del  comisionado  doctor  don 
Nicanor  Molinas,  para  intervenir  en  las  Provin- 
cias de  San  Juan  7  La^Rioja. 


Paraná,  Octubre  15  de  1857. 

El  Vice-Presidente  de  la   Confederación  Argentina. 

Vistas  las  notas  pasadas  en  primero  y  dos  del  corriente 
por  el  señor  Ministro  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  doctor 
don  Nicanor  Molinéis,  dando  cuenta  justificada  del  resultado 
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de  las  comisiones  que  se  le  confiaron  por  decreto  de  6  y  i8  de 
Abril  del  corriente  año.  para  intervenir  en  los  sucesos  que 
alteraron  el  orden  en  las  provincias  de  San  Juan  y  La 
Rioja;  y  considerando:  que  el  dicho  Ministro  comisionado 
ha  desempeñado  su  comisión  sin  salir  de  la  órbita  de  las 
atribuciones  que  se  le  confiaron  y  llenando  los  fines  que  el 
Gobierno  Nacional  se  propuso  al  investirlo  con  el  carácter 
que  representaba; 

ACUERDA: 

Apruébase  la  conducta  observada  por  el  Ministro  de  la 
Suprema  Corte  de  Justicia,  doctor  don  Nicanor  Molinas,  en  el 
desempeño  de  las  comisiones  que  se  le  confiaron  por  de- 
creto de  6  y  i8  de  Abril  del  presente  año,  reconociéndole 
el  importante  servicio  que  ha  prestado  al  país. 

Comuniqúese  esta  resolución  con  la  nota  acordada,  pu  • 
blíquese  y  dése  al  Registro  Nacional. 

Carril. 
Santiago  Derquu 


MINISTERIO    DEL  INTERIOR 


Se  comisiona  al  brigadier  general  don  Nazario  Be- 
navidez  para  intervenir  y  restablecer  la  paz  al- 
terada en  la  Provincia  de  la  Rioja. 

Paraná,  Marzo  5  de  1857. 

El  Vice- Presiden  te  de  la  Confederación  Argentina,  en  ejer- 
cicio del   Pi)der  Ejecutivo 

Teniendo  conocimiento  que  en  la  Provincia  de  la  Rioja 
ha  sido  alterado  el  régimen  constitucional,  en  cuyo  caso 
es  deber  del  Gobierno  Nacional  intervenir  para  restable- 
cerlo, 

Oído  el  Consejo  de  Ministros 

HA  ACORDADO   Y   DECRETA: 

Artículo  I.®  —  Comisiónase  al  comandante  en  jefe  de  la 
división  militar  del  Oeste,  Brigadier  General  don  Nazario 
Benavidez,  para  que  á  nombre  del  Gobierno  Nacional,  y 
ejerciendo  las  atribuciones  constitucionales  de  éste,  se  tras- 
lade á  la  Provincia  de  la  Rioja,  é  intervenga  en  los  asun- 
tos que  han  tenido  lugar  en  dicha  provincia,  al  objeto  de 
restablecer  el  régimen  constitucional  alterado  por  ellos. 

Art.  2.0— En  el  caso  que  fueren  malogrados  los  esfuer- 
zos pacíficos  del    comisionado,  queda  éste  autorizado    para 
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movilizar  las  fuerzas  de  la  división  militar  que  él  coman, 
da,  debiendo  en  este  caso,  como  en  todos  los  demás,  suje- 
tarse á  las  instrucciones  que  se  le  comunican  al  efecto. 

Art.  3.** — A  sus  efectos,  comuníquesele  en  copia  debida- 
mente autorizada,  póngase  en  conocimiento  del  gobierno 
de  la   Rioja  y  comuniqúese  al  Ministerio   de  la  Guerra. 

Carril. 
Bernabé  López, 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  transfiere  al  comisionado  doctor  Molinas  la  co- 
misión conferida  al  general  Benavidez,  para  in- 
tervenir en  la  Rioja. 

Paraná,  Abril  18  de  1857. 
El  Presidente  de  la   Confederación   Argentina: 
CONSIDERANDO: 

I. o — Que  la  permanencia  del  Brigadier  General  don  Na- 
zario  Benavidez  puede  ser  necesaria  hoy  en  la  Provincia 
de  San  Juan,  en  virtud  de  los  últimos  sucesos  que  han 
tenido  lugar  allí;  en  cuyo  caso  serviría  de  inconveniente 
la  circunstancia  de  estar  dicho  Brigadier  General  comisio- 
nado por  el  gobierno  para  representar  su  autoridad  en  la 
Provincia  de  la  Rioja; 

2.° — Que  esta  dificultad  puede  salvarse,  aprovechando  la 
favorable  circunstancia  de  estar  en  la  Provincia  de  San 
Juan  el  ministro  de  la   Corte  Suprema  de  Justicia,  doctor 
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don  Nicanor  Molinos,  comisionado  también  del  Gobierno  de 
la  Confederación — 

ACUERDA  Y  DECRETA: 

Artículo  I." — Retírase  la  comisión  conferida  al  Brigadier 
General  don  Nazario  Benavidez  por  decreto  de  5  de  Marzo 
del  corriente  año. 

Art.  2.** — Confiérese  la  misma,  al  señor  Ministro  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  doctor  don  Nicanor  Molinás, 
quien  deberá  desempeñarla  al  tenor  de  las  instrucciones 
que  se  le  adjuntan. 

Art  3.°— Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  en  opor- 
tunidad publíquese. 

Urquiza. 
Bernabé  López, 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  toman  medidas  para  calmar  el  orden  alterado  en 
la  Provincia  de  Santa  Fe 

Paraná,  Abril  2  de  1857. 
El  Vice-Presidente  de  la  Confederación  Argentina. 
considerando: 

i"  Que  el  acta  del  señor  Brigadier  General  de  la  Nación 
don  Benjamín  Vírasoro,  recibida  en  esta  fecha  y  datada 
ayer  en  la  ciudad  del  Rosario,  resulta  haber  ocurrido  en 
dicho  departamento,  movimientos  alarmantes  de  fuerzas  arma- 
das que  han  producido  en  el  vecindario  de  la  ciudad,  el 
temor  de  llegar  al  extremo  de  un  combate  y  la  posibilidad 
de  una  güera  civil. 

2°  Que  á  consecuencia  de  estas  emergencias  y  de  los 
justos  temores  que  ellas  inspiraron,  el  vecindario  del  Ro- 
sario se  reunió,  para  solicitar  y  reclamar  de  dicho  Briga- 
dier Virasoro,  la  intervención  que  él  pudiera  ofrecer  en  favor 
del  orden  y  de  las  seguridades  de  la  vida  y  la  fortuna  de 
los  ciudadanos,  según  acredita  el  acta  original  de  dicho 
señor  Brigadier  adjunta  á  su  nota. 

3**  Que  estrechado  por  esta  manifestación,  se  decidió  á 
asumir  esa  posición,  con  asentimiento  de  la  autoridad  local 
y  acatamiento  de  la  fuerza  y  guardia  nacional  de  dicha 
ciudad. 
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4**  Que  todos  estos  antecedentes  están  completamente  con- 
firmados por  la  exposición  que  ha  hecho  la  comisión  que 
ha  venido  del  Rosario,  ante  el  Gobierno  Nacional;  en  con- 
sejo de  Ministros, 

ACUERDA: 

I®  Que  el  Brigadier  General  de  la  Nación,  don  Benja- 
mín Viras  oro,  continúe  en  ejercicio  de  las  funciones  que 
ha  asumido,  á  solicitud  del  vecindario  del  Rosario,  con  el 
objeto  de  conservar  el  orden  en  aquel  Departamento,  evitar 
la  guerra  civil  y  garantir  la  vida  y  propiedades,  tomando 
al  efecto  las  medidas  que  estime  necesarias,  sin  alterar  las 
prescripciones  de  la  Constitución  Nacional,  y  poniéndose  de 
acuerdo  con  el  Gobernador  de  la  Provincia  de  Santa  Fe,  Bri- 
gadier General  don  Juan  Pablo  López,  en  el  sentido  de 
aquellos  objetos;  pues  que  el  restablecimiento  del  orden  y 
conservación  de  la  paz  sin  efusión  de  sangre  y  salvando 
las  garantías,  es  el  anhelo  del  gobierno  y  debe  serlo  tam- 
bién  de  todo  argentino. 

2®  Que  todas  las  fuerzas,  jefes  y  oficiales  nacionales  exis- 
tentes en  el  Departamento  del  Rosario,  se  pongan  á  las 
órdenes  del  Brigadier  General  don  Benjamín  Virasoro,  para 
llenar  los  objetos  del  artículo  anterior,  y  hasta  que  S.  E. 
el  señor  Presidente  de  la  Confederación,  comandante  en 
jefe  de  la  división  militar  del  Este,  y  especialmente  encar- 
gado de  la  fuerza  de  la  frontera,  disponga  lo  conveniente. 

3**  Que  se  comunique  este  acuerdo  al  Gobernador  de 
Santa  Fe,  Brigadier  General  don  Juan  Pablo  López,  con 
la  nota  también  acordada,  y  al  Brigadier  General  don  Benja- 
mín Virasoro,  dándose  las  órdenes  respectivas  por  el  Mi- 
nisterio de  la  Guerra. 

Carril. 
Bernabé  López— Juan  del  Cam- 
pillo -José  Migtiél  Galán, 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Comisiónase  al  doctor  Laque  para  intervenir  y  pro- 
curar un  arreglo  entre  los  poderes  públicos  de 
Jujuy  alterados,   según  sus  instrucciones. 

Paraná,  Octubre  3  de  1857. 

El  Vice-Presidente  de  la  Confederación  Argentina: 

Deseando  que  las  cuestiones  que  se  agitan  hoy  entre  los 
poderes  públicos  de  la  Provincia  de  Jujuy,  lleguen  cuanto 
antes  á  una  terminación  pacífica;  y  comprendiendo  que  la 
intervención   constitucional  pueda  dar  este   resultado; 

ACUERDA: 

I. <>— Comisiónase  al  doctor  don  Mateo  J.  Luque,  para  que 
presentándose  en  la  capital  de  la  Provincia  de  Jujuy,  en  re- 
presentación del  Gobierno  Nacional,  procure  terminar  las 
cuestiones  que  se  han  suscitado  entre  los  poderes  públicos 
de  ella,  atrayendo  los  ánimos  á  una  reconciliación  que  deje 
asegurado  el  orden  y  robustecido  el  régimen  constitucional, 
por  el  común  acuerdo  de  todos  en  el  propósito  de  soste- 
nerlas. 

2'\ — El  Ministro  del  Interior  comunicará  al  Comisionado 
las  instrucciones  necesartas  para  el  desernpeño  de  su  cargo. 
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3.® — Acuérdase  á  dicho  comisionado,  para  los  gastos  de 
esta  comisión  y  de  la  que  se  le  ha  librado  en  esta  fecha  so- 
bre inspección  de  postas  y  caminos,  la  suma  de  ($  2.500)  do^ 
mil  quinientos  pesos. 

4.® — Comuniqúese  al  Excmo.  Gobierno  de  la  Provincia  de 
Jujuy  y  demás  á  quienes  corresponda. 

Urquiza. 
Santiago  Derquu 


1858 


Jujuy  g  San  Juan 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  aprueba  la  conducta  de  la  Comisión  encargada 
para  intervenir  en  un  arreglo  sobre  conflictos  de 
los  poderes  públicos  de  Jujuy. 

Paraná^  Enero  14  de  1858. 

El  Vice-Presidente  de  la  Coafederación  Argentina. 

Vistos  los  documentos  adjuntos  á  la  nota  fecha  lo  de 
Diciembre  del  año  pasado,  que  han  dirigrido  los  señores  don 
Ramón  Al  varado,  General  don  Manuel  de  Puch  y  don 
Plácido  J.  Bustamante,  comisionados  por  el  Excmo.  Gobierno 
Nacional,  para  intervenir  de  una  manera  confidencial  entre 
los  poderes  públicos  de  la  Provincia  de  Jujuy,  que  estaban 
en  disidencia, 

ACUERDA: 

Apruébase  la  conducta  observada  por  los  comisionados 
don  Ramón  Alvarado,  General  don  Manuel  de  Puch  y  don 
Plácido  J.  Bustamante. 

Comuniqúese  esta  resolución  con  la  nota  acordada  y  ar- 
chívese. 

Carril. 

Santiago   Derquu 


MINISTERIO   DEL  INTERIOR 


Se  nombra  una  comisión  para  intervenir  en  la  Pro- 
vincia de  San  Juan 

Paraná,  Octubre  U  de  1858. 

El  Vice- Presidente  de  la  Confederación  Argentina: 

Habiendo  el  gobierno  de  la  Provincia  de  San  Juan  comu- 
nicado oficialmente,  un  conato  de  conspiración  contra  el  or- 
den constitucional  de  ella,  y  que  en  su  consecuencia  se  halla 
preso  y  sometido  al  juicio  de  sus  autoridades  locales,  el 
Brigadier  General  don  Nazario  Benavídez,  comandante  en 
jefe  de  la  sección  militar  del  Oeste,  lo  que  hace  indispen- 
sable la  presencia  de  la  autoridad  nacional  en  aquella  Pro- 
vincia. 

HA    ACORDADO    Y    DECRETA: 

Artículo  i.<> — Nómbrase  una  comisión  compuesta  del  Mi- 
nistro y  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento  de  Gue- 
rra y  Marina,  General  don  José  Miguel  Galán  y  Don  D.  Baldo- 
mero  García,  en  calidad  de  agentes  del  Excmo.  Gobierno 
Nacional: 

Art.  2."* — Dicha  comisión  lleva  toda  la  autoridad  legal  que 
el  gobierno  general  puede  ejercer  constitucionalmente,  en  la 
Provincia  de  San  Juan,    á  los  objetos  que   determinan   las 
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instrucciones   que    se    le  expedirán  y  aconsejaren    las    cir- 
cunstancias imprevistas.  :' 

Art.  3/ — I-a  autoridad  de  que  habla  el  articulo  anterior, 
es  extensiva  á  las  Provincias  de  Mendoza,  San  Luis  y  La 
Rioja  y.lcis  fuerzas  nacionales  ^residentes  en  ellas. 

•Art.,  4," — Comuniqúese,  á. quienes orresponda  y  dése  al 
Registro  Nacional.        .    ,-     "  ' 

.         ,  Carril. 

Santiago  Derquú 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  nombra  miembro  de  la  comisión  para  intervenir 
en  la  Provincia  de  San  Juan  al  Ministro  del  In- 
terior, doctor  don  Santiago  Derqui. 


Paraná,  Noviembre  11  de  1858. 

El  Vice-Presidente  de  la  Confederación  Argentina: 

Comprendiendo  que  en  las  graves  circunstancias  en  que 
han  venido  á  colocar  al  país  los  tristes  acontecimientos  ocu- 
rridos últimamente  en  la  Provincia  de  San  Juan,  es  necesa- 
rio robustecer  la  acción  del  Gobierno  Nacional,  y  teniendo 
en  vista  qne  esta  necesidad  puede  llenarse  integrando  la 
comisión  nombrada  por  decreto  de  14  de  Octubre  último, 
con  el  Ministro  y  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento 
del  Interior,  doctor  don  Santiago  Derqui;  como  que  por  su 
posición  está  más  en  el  pensamiento  del  gobierno  en  esta 
clase  de  asuntos, 
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DECRETA: 


Artículo  I. o  > Nómbrase  miembro  integrante  y  Presidente 
de  la  Comisión  Nacional  nombrada  por  decreto  ya  citado,  ai 
Ministro  y  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento  del  In- 
terior, doctor  don  Santiago  Derqui. 

Art,  2.0 — El  presente  decreto  será  refrendado  por  el  Mi- 
nistro y  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento  de  Justi- 
cia, Culto  é  Instrucción  Pública. 

Art  3.® — Comuniqúese  á  quienes  corresponda,  publíquese 
y  dése  al  Registro  Nacional. 

Carril 
Pedro  L.  Funes. 


18B9 


Mendoza,  San  Juan  y  Rosario 
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DECRETA: 


Artículo  I.»  -Nómbrase  miembro  integrante  y  Presidente 
de  la  Comisión  Nacional  nombrada  por  decreto  ya  citado,  ai 
Ministro  y  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento  del  In- 
terior, doctor  don  Santiago  Derqui. 

Art,  2.0— El  presente  decreto  será  refrendado  por  el  Mi- 
nistro y  Secretario  de  Estado  en  el  Departamento  de  Justi- 
cia, Culto  é  Instrucción  Pública. 

Art  3.** — Comuniqúese  á  quienes  corresponda,  publíquese 
y  dése  al  Registro  Nacional 

Carril 
Pedro  L.  Funes. 


1859 


Mendoza,  San  Juan  y  Rosario 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  nombra  en  comisión  especial  cerca  de  la  Provin- 
cia de  BCendozn,  al  Brigadier  Greneral  don  Pas'- 
cual  Echagüe.  < 

Paraná,  Marzo  24  de  1859. 

El  Vice-Presidente  de  la  Confederación  Argentina,  en  ejer" 
cicio  del  Poder  Ejecutivo: 

Habiendo  tenido  lugar  un  desacuerdo  entre  los  poderes 
constitucionales  de  la  Provincia  de  Mendoza,  y  compren- 
diendo que  la  intervención  de  la  autoridad  nacional,  ejercida 
por  medio  de  un  comisionado  competentemente  autorizado» 
puede  restablecer  la  legalidad,  y  evitar  las  consecuencias 
que  pueden  surgir  de  ese  desacuerdo: 

ACUERDA   Y.  DECRETA: 

-  Artículo  I. o —Nómbrase  en  comisión   cerca  de  la  Provincia 

de  Mendoza,  al  señor  Brigadier  General  don  Pascual  Echagüe 

Arr.  2.®— Dicho  comisionado  queda  investido  de    toda    la 

autoridad  legal,  que  el  gobierno  general  puede  ejercer  cons- 

tituciónalmente  en  la  Provincia  de  Mendoza,  á  los  objetos 

que  determinan  las  instrucciones  que  se  le  expedirán  y  que 

le  aconsejen  las  circunstancias  imprevistas. 

Art.  3,<>— A  siis  efectos,  comuniqúese    este  decreto  á  los 

gobiernos  de    San   Luis,   Mendoza  y    San  Juan  y  demás  á 

quienes  corresponda. 

Carril. 

Pedro  L,  Funes, 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Sé  aprueba  la  oonducta  de  la  oomisióil  del  Gobierno 
para  interrenir  en  los  negocios  de  San  Juan 

Paraná,  Julio  dO  de  1859. 

El  Presidente  de  la  Confederación  Argentina, 

Visto  el  memorándum  que  han  dirigido  con  fecha  5  de 
Abril  último,  los  Ministros  Secretarios  de  Estado  en  los 
Departamentos  del  Interior  y  de  Guerra  y  Marina,  doctor 
don  Santiago  Derqui  y  general  don  José  Miguel  Galán  y 
el  vocal  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  doctor  don  Bal- 
domcro García,  resumiendo  el  relato  de  sus  actos  en  la 
importante  comisión  que  les  había  sido  confiada  por  decretos 
de  14  de  Octubre  y  12  de  Noviembre  de  1858,  para  res- 
tablecer al  Ejecutivo  Nacional  en  las  provincias  de  San 
Juan,  Mendoza,  San  Luis  y  Rioja,  con  motivo  de  los  sucesos 
ocurrridos  en  la  primera;  teniendo  presente  los  documentos 
y  expedientes  de  su  referencia;  considerando  que  dichos 
comisionados  han  llenado  cumplidamente  el  objeto  de  su 
cometido;  que  han  restablecido  la  tranquilidad  alterada,  que 
han  reivindicado  los  derechos  y  fueros  de  la  autoridad  na- 
cional, que  han  preparado  la  punición  de  los  que  resulten 
responsables,  por  el  asesinato  perpetrado  en  la  persona  del 
comandante  en  jefe  de  la  circunscripción  militar  del  Oeste, 
Brigadier  General  don   Nazario  Benavidez,  por  infracciones 
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de  la  Constitución  ó  por  otros  crímenes  del  fuero  federal, 
obrando  en  todo  dentro  de  la  esfera  de  las  atribuciones  cons- 
titucionales que  se  les  confiaron,  y  según  las  instituciones 
que  les  fueron  comunicadas 

ACUERDA   Y    DECRETA: 

Artículo  l^ — Apruébase  en  todas  sus  partes  la  conducta 
observada  por  los  dichos  Ministros  Secretarios  de  Estado,  en 
los  Departamentos  del  Interior  y  de  Guerra  y  Marina  y 
Vocal  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  el  desempeño  de 
la  comisión  que  les  fué  confiada  por  decreto  de  14  de  Octu- 
bre y  12  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado. 

Art  2^ — Comuniqúese  esta  resolución  á  cada  uno  de  los 
comisionados,  doctor  Santiago  Derqui,  general  don  José  Mi- 
guel Galán  y  Baldomero  García,  con  declaración  de  haber 
merecido  bien  de  la  patria. 

Art  3®. — Quedando  copia  autorizada  de  este  acuerdo,  en 
los  Ministerios  del  Interior,  de  Guerra  y  de  Marina,  pase 
original  con  el  memorándum,  al  archivo  y  expediente  de  su 
referencia,  y  con  el  mensaje  acordado,  á  la  Honorable  Cá- 
mara de  Diputados  al  efecto,  en  su  caso  del  art.  41  de  la 
Constitución  Nacional. 

Art  4^ — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Urquiza. 
Pedro  Z.  Funes. 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  cbxáisiona  al  Ministro  del  Interior  doctoi^  (don  ÍSán- 
tiago  Derqüi  para  sostener  el  orden  público  en 
el  Rosario. 

Paraná,  Mayo  9  4e  185d.. 

consid:5Rando: 

Que  la  actitud  hostil  del  Gobierno  de  Buenos  Aires  ha- 
ce necesaria  la  actitud  inmediata  de  la  autoridad  nacional 
en  la  ciudad  del  Rosario,  para  la  más  pronta  y  oportuna 
ejecución  de  las  m^jdidas  en  que  deba  intervenir,  el  Go- 
bierno Nacional. 

El  Vice-Pfesidente  de  la  Confederación  Argentina,  en  ejer- 
cicio del  Poder  Ejecutivo 

HA   ACORDADO  Y  DECRETA: 

Artículo  I. o — Comisiónase  al  Ministro  del  Interior  para 
que  en  representación  del  Gobierno  Nacional  se  traslade  á 
la  ciudad  del  Rosario,  en  donde  adoptará  todas  las  medi- 
das que  creyere  convenientes,  y  competa  al  Gobierno  Na- 
cional. 

Art.  2.0 — Mientras  dure  su  ausencia  de  esta  Capital,  que- 
da encargado  del  despacho  del  Interior,  el  Ministro  de 
Justicia,  Culto  é  Instrucción  Pública,  el  mismo  que  refren- 
dará y  comunicará  el  presente  decreto. 
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ArL  3.0— Queda  á  cargo  del.  Ministro  de  Hacier^da,  el 
despacho  de  Relaciones  Exteriores. 

Art.  4.** — Comuniqúese,  publíquese  y  désQ  al  Registro 
Nacional.        ......  .     .-  ..    :        . 

Pedro  L.  Funes, 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  declara  en  estado  de  sitia  la  ciudad  del  Rosario 
y  su  Departamento  por  el  término  de  treinta  días 

Cuiirtei  general  en  Arroyito  deMtósarío^  0(^tubré  8-de  1859. 

El  Presidente    de   la    Confederación   Argentina   y  Capitán 
General  de  los  ejércitos  de  la  misma, 

CONSIDERANDO- 

I**  Que  según  el  artículo  83,  inciso  19  de  la  Constitución 
Nacional,  es  llegado  el  caso  en  que  el  Gobierno.  Náciotial 
está  facultado  para  declarar  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios 
puntos  del  territorio  de  la  Confederación. 
.  2^  Que  en  la  ciudad  y  Departamento  del  Rosario  ame- 
nazada de  los  ataques  dé  un  enemigo  alevoso,  se  hace 
necesaria  la  acción  de  esa  facultad.  Y  en  uso  de.  la. auto- 
rización de  20  de  Mayo  del  presente  año;     • 

HA    ACORDADO   Y    DECRETA:/ 

Artículo  I?. — Declárase  en  estado  de  sitio  la  ciudad    del 
Rosario  y  su  Departamento,  por  el  término  de  treinta  días. 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  intervenir  en 
la  Provincia  de  la  Rioja  y  declararla  en  estado 
de  sitio  conforme  á  la  Constitución. 

Paraná,  Septiembre  15  de  1860. 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados,  etc.,  etc.. 

Artículo  I. ®-r Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  intervenir 
conforme  al  artículo  6**  .de  la  Constitución  en  el  territorio 
de  la  Provincia  de  la  Rioja,  al  sólo  objeto  de  restablecer 
en  ella  el  orden   público,  perturbado  por  la  sedición. 

Art  2.® — Autorízase  igualmente  á  los  fines  del  artículo 
anterior,  para  declarar  si  fuere  necesario,  en  estado  de  si- 
tio, la  expresada  provincia,  para  movilizar  todas,  ó  parte 
de  sus  milicias,  de  las  de  Córdoba,  San  Luis,  Catamarca 
y  San  Juan,  así  como  para  hacer  los  gastos  que  demande 
la  ejeciición  de  esta  ley;  debiendo  dar  cuenta  de  todo  al 
Congreso. 

ArL  3.** — Comuniqúese  al   Poder  Ejecutivo. 

Sala  de  sesiones  del  Congreso  en  el  Paraná,  capital  pro- 
visoria de  la  Nación  Argentina,  á  los  catorce  días  del  mes 
de  Septiembre  de  mil  ochocientos  sesenta. 

Ángel  Elias.  Alejo  C.  GuzmAn. 

Carlos  M.  Saravia.  Benjamín   de  IgarzábaL 

Secretario.  Secretario. 

Téngase  por  ley,  publíquese  y  dése  al  Registro   Nacional, 

Derqul 
Juan  Pujol, 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  comisiona  al  Gobernador  de  Tucnmán  para  interre^ 
nir  en  el  Gobierno  de  Santiago  y  restablecer  el 
orden. 

Paraná,  Octubre  30  de  1860. 

El  Presidente  de  la  República  Argentina. — Habiendo 
sido  depuesto  por  una  revolución  á  mano  armada,  el  Excmo. 
Señor  Gobernador  legal  de  la  Provincia  de  Santiago  del 
Estero,  D.  Pedro  R.  Alcorta,  el  Presidente  de  la  Repúblicat 
á  requisición  de  las  autoridades  constitucionales  de  dicha 
Provincia  y  en  cumplimiento  del  art.  6®  de  la  Constituci6n 
Nacional. — Oído  el  Consejo  de  Ministros, 

ACUERDA  Y  decreta: 

Artículo  i^ — Confiérese  comisión  al  Excmo.  Señor  Gober- 
nador de  Tucumán  D.  Salustiano  Zavalía,  para  que  en  repre- 
sentación del  Gobierno  Nacional,  intervenga  en  la  Provincia 
de  Santiago  del  Estero,  á  los  objetos  que  espresa  el  artículo  6* 
de  la  Constitución  Nacional,  sí  es  llegado  el  caso  previsto 
en  él. 

Art  2®. — Autorízase  al  comisionado,  para  hacer  uso  de 
todas  las  facultades  que  acuerda  la  Constitución  al  Presidente 
de  la  República  en  tales  casos. 

Art  3®. — Comuniqúese  á  quienes  corresponde,  publíquese 
y  dése  al  Registro  Nacional. — Derqui. — Jiuin  Pujol, 


MINISTERIO  DEL   INTERIOR 


Se  comisiona  al  Gobernador  de  San  Luis  para  in- 
tervenir en  la  Provincia  de  San  Juan  y  restable- 
cer el  orden  público. 

Paraná,  Noviembre  25  de  1860. 
El  Presidente  de  la  República  Argentina, 

CONSIDERANDO: 

Que  los  deplorables  y  sangrrientos  sucesos  ocurridos  en 
la  Provincia  de  San  Juan,  exigen  medidas  que  con  pron- 
titud contengan  eficazmente  los  resultados  de  la  inmoral  y 
^candalosa  sedición,  garantiendo  las  propiedades  y  vidas  de 
los  ciudadanos  que  se  hallan  amenazados  por  la  absoluta 
desaparición  del  orden,  autoridades  constitucionales  y  todo 
elemento  de  gobierno  legal.  Que  no  es  posible  sin  grave 
responsabilidad,  dejar  esta  Provincia  abandonada  al  pillaje, 
arbitrariedad  y  desenfreno  desplegados  en  los  sucesos  del 
1 6.  Que  finalmente,  es  indispensable  restablecer  y  garantir 
la  libertad  del  sufragio,  que  ha  de  reparar  y  reemplazar 
oportunamente  las  autoridades  constitucionales  estinguidas 
por  el  crimen  más  horrendo  y  alevoso.— Oido  el  consejo 
de  Ministros 
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ACUERDA  Y  DECRETA: 


Artículo  I^ — Comisiónase  á  S.  E.  el  señor  Gobernador  de 
la  Provincia  de  San  Luis,  coronel  don  Juan  Saa,  para  que 
representando  al  Gobierno  Nacional  en  la  Provincia  de  San 
Juan  restituya  en  ella  el  <>r3en  aniquilado  y  garantice  las 
vidas  y  las  propiedades,  adoptando  al  efecto  las  disposicio- 
nes y  medidas  que  creyere  convenientes  y  legales. 

Art.  2". — A  los  objetos  prevenidos  en  el  artículo  anterior, 
queda  igualmente 'aütorí¿ado  el  mismo  sMor  *  Góbet-hador 
cofoneí  don  Júáh  Saá,  para  movilizar  las  fuerzas  de  la  Pro- 
vincia de  su  mando  y  las  de  Metidoza,  haciendo  por  cuenta 
del  Tesoro  Nacional  los  gastos  que  fueren  necesarios. 

Art.  3^— Nómbtáse  Secretario  de  la  comisión  al  ciudada- 
no don  José  Manuel  Lafuente. 

ArL  4°. — Por  qI  Ministerio  del  Interior  se  espedirán  al 
comisionado  las  instrucciones  correspondientes. 

Art  5**. — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional; debiendo  darse  cuenta'  oportunamente  al  Congreso 
Federal. 

Derqui. 
José  S.  de  Olmos — Norberto  de 
la  Riestra—José  M,  Francia* 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Instrucciones  dadas  al  Gobernador  de  San  Luis  en  su 
misión  á  San  Juan. 

Paraná,  Noviembre  25  de  1860. 

Instrucciones  que  deberá  observar  el  Excmo.  Gobernador 
de  la  Provincia  de  San  Luis,  Coronel  D.  Juan  Saa,  en  el 
desempeño  de  la  comisión  que  el  Gobierno  le  ha  conferido 
por  decreto  de  esta  fecha,  para  restablecer  el  orden  alte- 
rado en  la  Provincia  de  San  Juan. 

Si  encontrare  al  pueblo  de  San  Juan  en  plena  posesión  y 
ibre  ejercicio  de  sus  derechos,  apoyará  sus  deliberaciones 
si  en  ellas  no  tuviere  influencia  directa  ni  Indirecta  la  revolu- 
ción, y  fueren  conducentes  á  restablecer  legalmente  las 
autoridades  constitucionales,  sin  retirarle  su  protección  hasta 
que  el  orden  y  tranquilidad  pública  sean  completamente  resti- 
tuidas y  afianzadas. 

Si  los  revolucionarios  y  anarquistas,  como  es  creible» 
-estuvieren  dominando  la  Provincia  de  San  Juan,  y  sus 
destinos,  les  someterá  de  la  manera  que  estimare  más  con- 
veniente, haciendo  la  declaración  del  estado  de  sitio  y 
asumiendo  el  mando  de  la  Provincia;  asegurará  á  todos 
los  que  de  ellos  aprehendiere,  y  dará  cuenta  al  Gobierno 
Nacional  para  su  conocimiento  y  disposiciones  ulteriores. 

Pedirá  las  fuerzas  que  juzgare  necesarias,  no  sólo  al  Gobierno 
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de  Mendoza,  de  conformidad  con  el  decreto  expedido  en  la 
fecha  y  que  en  copia  legalizada  se  acompaña,  sino  también  al 
de  Catamarca,  á  quien  se  previene  lo  conducente  al  efecto 
autorizándole  asi  mismo  para  movilizar  aquellas  que  á  si 
juicio  fueran  precisas  para  el  más  puntual  cumplimiento  d( 
dicho  decreto  y  consecución  de  su  objeto. 

Dará  pronto  y  oportuno  aviso  al  Gobierno  de  todos  lo 
sucesos,  que  durante  su  comisión  y  en  el  desempeño  d 
ella,  fueren  ocurriendo,  para  dictar  en  su  mérito  las  prov 
dencias  convenientes. 

Podrá  contraer  créditos  á  nombre  del  Gobierno  Nación 
para  proveer  de  víveres,  etc.,  á  las  fuerzas  de  su  mando,  cuy 
créditos  serán  puntualmente  cubiertos,  debiendo  hacerse  ■ 
gfiros  contra  el  Ministerio  de  Hacienda. 

Finalmente,    revelándose    por    el    mencionado    decrete 
anteriores  artículos    de    estas   instrucciones,   el    proposite 
miras  del  Gobierno;  el  comisionado  Coronel  D.  Juan  Saa 
mará  todas  las  medidas  que  su  conocida  prudencia  y  dií^ 
ción  le  aconsejaren,  para  llenar  cumplidamente   la  import 
comisión  que  se  le  confiere,  .recomendándosele,  en  to( 
mayor  celo  y  actividad. 

Derqui. 
José  S.  de  Olmo 


1861 


i    JuaiA,  Entre  Ilios,  Corrientes, 
mta  P"eí,  Córdoba  y  San  Luis 
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de  Mendoza,  de  conformidad  con  el  decreto  expedido  en  la 
fecha  y  que  en  copia  legalizada  se  acompaña,  sino  también  al 
de  Catamarca,  á  quien  se  previene  lo  conducente  al  efecto; 
autorizándole  asi  mismo  para  movilizar  aquellas  que  á  su 
juicio  fueran  preciséis  para  el  más  puntual  cumplimiento  de 
dicho  decreto  y  consecución  de  su  objeto. 

Dará  pronto  y  oportuno  aviso  al  Gobierno  de  todos  los 
sucesos,  que  durante  su  comisión  y  en  el  desempeño  de 
ella,  fueren  ocurriendo,  para  dictar  en  su  mérito  las  provi- 
dencias convenientes. 

Podrá  contraer  créditos  á  nombre  del  Gobierno  Nacional^ 
para  proveer  de  víveres,  etc.,  á  las  fuerzas  de  su  mando,  cuyos 
créditos  serán  puntualmente  cubiertos,  debiendo  hacerse  los 
gfiros  contra  el  Ministerio  de  Hacienda. 

Finalmente,  revelándose  por  el  mencionado  decreto  y 
anteriores  artículos  de  estas  instrucciones,  el  propósito  y 
miras  del  Gobierno;  el  comisionado  Coronel  D.  Juan  Saa  to- 
mará todas  las  medidas  que  su  conocida  prudencia  y  discre- 
ción le  aconsejaren,  para  llenar  cumplidamente  la  importante 
comisión  que  se  le  confiere,  recomendándosele,  en  todo  el 
mayor  celo  y  actividad. 

Derqui. 
José  S,  de  Olmos, 


1861 


San  Juan,  Entre  Kíos,  Corrientes, 
Santa  ré,  Córdoba  u  San  Luís 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Se  nombra  una  comisión  para  intervenir  en  el  Go- 
bierno de  San  Juan,  y  reponer  al  Gobernador  don 
Filomeno  Valenzuela. 

Paraná,  Mayo  24  de  1861. 

El  Presidente  de  la  República  Argentina, 

CONSIDERANDO: 

.  Que  el  ciudadano  don  Filomeno  Valenzuela  ha  reclamado 
oficialmente  al  Gobierno  Nacional,  su  reposición  al  ejercicio 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  de  San  Juan,  del  que 
dice  haber  sido  violentamente  despojado;  y  á  fin  de  escla- 
recer los  hechos  que  denuncia  y  con  el  debido  conocimiento 
de  la  verdad  de  ellos,  proveer  lo  que  fuere  más  justo  y 
conveniente; 

HA   ACORDADO   Y   DECRETA: 

Artículo  i<>. — Comisiónase  á  los  ciudadanos  don  Baltazar 
Sánchez,  coronel  don  Manuel  Fernandez  y  don  Manuel  Za- 
pata, para  que  asociados  y  con  presencia  de  la  nota  y  nó- 
mina, que  el  ciudadano  don  Filomeno  Valenzuela  ha  dirigido 
al  Gobierno  Nacional,  procedan  á  la  indagación  de  los  he- 
chos que  en  aquella  se  relacionan,  y  de  las  personas  que  se 


designan  como  autores  de  la  destitución  del  Gobierno  de 
la  Provincia  de  San  Juan. 

Art.  2°. — Queda  plenamente  facultada  dicha  comisión  para 
entender  con  todas  las  autoridades  civiles  y  militares,  á  los 
objetos  que  fueren  necesarios  para  desempeñar  su  encargo* 

Art.  3^ — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro 
Nacional. 

Derqui. 
José  S.  de  Olmos, 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Aprobando  la  conducta  del  Gobernador  de  San  Luis, 
por  el  desempeño  de  la  Comisión  que  se  le  había 
encargado  cerca  de  la  Provincia  de  San  Juan. 

Paraná,  Mayo  29  de  1861. 

Visto  el  precedente  informe  del  Excm.  Sr.  Gobernador 
de  la  Provincia  de  San  Luis,  Coronel  D.  Juan  Saá,  comisio- 
nado por  el  E.  N.  para  restablecer  las  autoridades  consti- 
tucionales, el  orden  y  la  tranquilidad  alteradas  por  la  san- 
grienta sedición  del  \  6  de  Noviembre  último,  con  el  mérito 
de  los  documentos  anexos,  é  instrucciones  que  al  efecto  se 
le  confirieron;  oido  el  Consejo  de  Ministros. — El  Presidente 
de  la  República  Argentina 

ACUERDA   Y  DECRETA: 

Artículo  I**. — Apruébase  la  conducta  del  Excmo.  Señor 
Gobernador  de  la  Provincia  de  San  Luis,  Coronel  D.  Juan 
Saa,    comisionado  por  el    E.  N.  cerca    de   la   Provincia  de 
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San  Juan,  por  decreto  espedido  con  fecha  25  de  Noviembre 
próximo  pasado. 

Art  2**. — Se  declara  á  dicho  comisionado  altamente  meri- 
torio por  los  importantes  servicios  prestados  ala  Patria  en 
el  desempeño  de  dicha  comisión. 

Art.  y. —  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro 
Nacional. 

Pedernera. 

José  S,  de  Olmos, — Nicanor  Mo- 
linas. —  Vicenle  del  Cantillo,  — 
José  M,  Francia, 


MINISTERIO   DEL  INTERIOR 


Se  comisiona  al  Miniatro  del  Exterior,  para  que  tras- 
ladándose al  Rosario,  restablezca  el  orden 

Paraná,  Mayo   31  de   1861. 

El  Vice-Presidente   de  la  República    Argentina,  en    ejerci- 
cio del   Poder  Ejecutivo, 

HA   ACORDADO   Y   DECRETA: 

Artículo  i.° — Confiéresele  á  S.  E.  el  señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  la  mas  Ijástañte  comisión  en  forma, 
á  fin  de  que  trasladándose  á  la  ciudad  del  Rosario,  dicte 
las  disposiciones  y  providencias  que  estimare  conveniente, 
para  conservar  el  orden,  seguridad  y  tranquilidad  de  la 
misma  conforme  á  las  instrucciones  recibidas. 

Art.  2.0 — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro 
Nacional. 

Pedernera. 
José  S,  de  0Í7H0S, 
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MINISTERIO  DE  GUERRA 


Ley  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  declarar 
en  estado  de  sitio  la  ciudad  del  Rosario  y  su 
Departamento. 

Paraná,  Junio  14  de  1861. 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados,  etc. 

Artículo  I  .^ — Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  Nacional  para 
declarar  en  estado  de  sitio  la  ciudad  del  Rosafio  y  su  De- 
partamento; en  el  caso  previsto  por  el  artículo  67,  inciso  26 
de  la  Constitución. 

Art.  2.° — Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Sala  de  Sesiones  del  Congreso  en  el  Paraná,  Capital  pro- 
visoria de  la  Nación  Argentina,  á  los  doce  días  del.  mes  de 
Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno. 

García  Isas  a..  Anjel  Elías. 

Benjatnin  de  IgarzdhaL  Carlos  M,  Saravia. 

S'vrotíirio.  Secrotiirio 

Téngase  por  ley^  publiquese  }''  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Pedernera. 
Pasctial  Echahüe, 
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Ley  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  movilizar 
las  milicias  de  Entre  Rios,  Corrientes  y  demás 
Provincias  de  la  República. 

Paraná,  Junio  10  de  1861. 

El  Senado  y   Cámara  de   Diputados,  etc.,  etc. 

Artículo  I." — Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  Nacional, 
para  movilizar  las  milicia?  de  Entre  Rios  y  Corrientes  y 
demás  Provincias  de  la  República,  al  objeto  de  afianzar 
el  orden  y  las  instituciones  nacionales,  donde  quiera  que 
sean  amenazadas   y   perturbadas. 

Art.  2.° — Autorízasele  igualmente  para  hacer  los  gastos 
necesarios  á  tales  objetos,   dando  cuenta  en   oportunidad. 

Art.  3.** — Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Sala  de  Sesiones  del  Congreso  en  el  Paraná,  Capital 
provisoria  de  la  Nación  Argentina,  á  los  nueve  dias  del 
mes  de  Junio  de  mil    ochocientos    sesenta  y  uno. 

García  Isasa.  Ángel  Elías. 

Bc7ijamin  de  IgarzábaL  Carlos  AI.   Saravia, 

Soí'ivtario.  Si'pretarin. 

Téngase  por  ley,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Pedernera. 
Pascual  Echagüe, 
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MINISTERIO  DE  GUERRA  Y  MARINA 


Se    autoriza  al  General    Urquiza   para    organizar  el 
Ejército  y  movilizar  fuerzas  de  las  Provincias 

Paraná,  Junio  11  de   1861. 

El  Vice-Presidente  de  la  República  Argentina,  en  ejercicio 
del   Poder  Ejecutivo 

considerando: 

Que  para  atender  debidamente  á  la  tranquilidad  y  segu- 
ridad del  país,  al  mantenimiento  de  las  instituciones  que 
se  ha  dado  á  la  República  y  al  sostén  de  la  integridad  de 
la  Nación,  es  preciso  conferir  las  facultades  necesariíis  al 
Excmo.  señor  Capitán  General  de  mar  y  tierra  y  gefe  del 
Ejército  y  Armada. 

En  virtud  de  la  autorización  dada  por  la  ley  de  lo  del  co- 
rriente  mes; 

HA  ACORDADO  Y    DECRETA: 

Artículo  i.° — Confiéresele  al  Excmo.  señor  Capitán  Ge- 
neral de  mar  y  tierra,  y  en  gefe  del  Ejército  y  Armada  de 
la  República  don  Justo  José  de  Urquiza,  la  facultad  de  mo- 
vilizar las  milicias  dé  Entre  Rios  y  Corrientes  y  demás 
Provincias  de  la  República,  en  el  número  y  forma  que 
juzgare  conveniente  para  los  objetos  indicados  de  afianzar 
el  orden  y  las  instituciones  nacionales,  donde  quiera  que 
sean  amenazadas  y  perturbadas,  salvo  la  autorización  dada 
al  Excmo.  señor    Presidente    de  la   República  en  campaña. 

Art.  2.^ — Se  acuerda  al  mismo  Capitán  General  la  mas 
amplia  facultad,  para  organizar  el  Ejército  bajo  sus  órdenes, 
en  la  forma. que  considere    mas   adecuada   al  éxito  del  de- 
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signio  espresado,  con  la  sola  limitación    impuesta  al  Poder 

Ejecutivo,  por  la  Constitución    federal  en  casos  de   Guerra. 

Art.  3/ — Comuniqúese,     publíquese    y   dése  al    Registro 

Nacional. 

Pederneha. 

Pascual  Echagüe, 


MINISTERIO   DEL  INTERIOR 


Autorizando   al   Poder  Ejecutivo  para  restablecer  el 
orden  en  las  Provincias  de  Córdoba  y  San  Luis 

Paraná,  Mayo  27  de  1861. 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados,  etc.,  etc. 

Artículo  I  o — Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  Nacional  para 
movilizar  las  fuerzas  necesarias  y  declarar  si  fuere  preciso, 
en  estado  de  sitio,  las  Provincias  de  Córdoba  y  San  Luis; 
así  como  para  hacer  los  gastos  que  demande  la  ejecución 
de  esta  ley,  á  fin  de  restablecer  la  armonía  y  tranquilidad 
en  dichas  Provincias,  debiendo  dar  cuenta  de  todo  lo  obrado 
al  Congreso  Nacional. 

Art.  2" — Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Sala  de  sesiones  del  Congreso  en  el  Paraná,  Capital  Pro- 
visoria de  la  Nación  Argentina,  á  los  24  días  del  mes  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno. 

Gakcía  Isasa,  Juan  E.  Pedernera, 

Presidente.  P  resiliente. 

BeNjamín  de  Igarzdbal,  Carlos  M.  Saravia, 

Secretario.  Secretario. 

Téngase  por  ley,  publíquese  y  dése  al  Registro  Nacional. 

Drrqui. 
Joíié  S,  de   Olmos, 
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MINISTERIO   T>]1  GUERRA  Y  MARINA 


Ley  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  movilizar 
las  milicias  de  Santa  Fé,  Córdoba,  San  Luis  y 
Santiago  del  Estero. 

Paraná,  Mayo  27  de  1861. 

El  Senado  y  Cámara   de  Diputados  de  la  Confederación 
Argentina,  reunidos  en  Congreso,  sancionan   con    fuerza  de 


LEY 


Artículo  1°.— Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  llamar 
al  servicio  activo  de  las  armas,  á  las  milicias  de  las  Provincias 
de  Santa  Fé,  Córdoba,  San  Luis  y  Santiago  del  Estero,  en 
el  número  que  fuere  necesario,  por  el  término  de  seis  meses 
hasta  un  año. 

Art.  2°. — Comuniqúese    al  Poder   Ejecutivo. — Dada  en   la 

Sala  de  sesiones  del  Congreso  en  el  Paraná,  Capital  provisoria 

de  la  Confederación  Argentina,  á  los  veinte  y  cuatro  días  del 

mes  de  Mayo  del  año  del  señor  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
uno. 

García  Isasa.  Ángel  Elias. 

Benjamín   de  Igarzábal  Carlos    M,    S atavia 

Secretario.  Soc  ro  t  a  ri  ü . 

Téngase  por  ley,  publíque.se  }'  dése  al  Registro  Nacional. 

Derqui. 
fose  AL  Francia, 


8o 


MINISTERIO  DE    GUERRA  Y  MARINA 


Ley  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  declarar  en 
estado  de  sitio  cualquier  punto  de  la  República 
y  restablecer  el  orden. 

Paraná,  Septiembre  19  de  1861. 

El   Senado  y   Cámara  de  Diputados,  etc. 

El  Presidente  de  la  República  Argentina. 

Por  cuanto: 

El  Soberano  Congreso  Legislativo  ha  sancionado  la  si- 
guiente ley: 

Artículo  I ^  — «Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  decla- 
rar en  estado  de  sitio  la  Capital  provisoria  de  la  República 
y  todos  los  puntos  del  territorio  argentino»,  donde  sea  ne- 
cesario defender  las  leyes  y   reprimir  la  rebelión. 

Art.  2°. — Autorízase  igualmente  para  tomar  todas  las  me- 
didas necesarias  para  restablecer  el  orden,  donde  fuese  altera- 
do por  la  sedición,  y  hacer  todos  los  gastos  necesarios  á  estos 
fines. 

Art.  3°. — La  presente  ley  no  altera  en  manera  alguna  las 
funciones  del  Soberano  Congreso  Federal;  ni  afecta  á  las  in- 
munidades y  prerogativas  de  sus  niiembros. 

Art.  4". —Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  sala  de  sesiones  del  Congreso  en  el  Paraná,  ca- 
pital provisoria  de  la  Nación  Argentina,  á  los  diez  y  ocho 
días  del  mes  de  Septiembre  del  año  del  Señor  de  mil  ocho- 
ciento.^  sesenta  y  uno. 

Ángel  Elías.  García  Isas  a. 

Carlos  AL  Saravia,  Benjamín  de   Igarzabal, 

Secretario.  Socrotario. 
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Por  tanto: 

HA    ACORDADO    Y    DECRETA: 

Téngase  por  ley,  publiquese  y  dése  al  Registro  Nacional. 

Derqui. 
Pascual  Echagüe, 


MINISTERIO  DE  GUERRA  Y  MARINA 


Declarando  en  estado  de    sitio  todo  el  territorio  de 

la  República 

Paraná,  Septiembre  19  de  1861. 
El  Presidente  de  la  República  Argentina. 

En  uso  de  la  autorización  conferida  por  la  ley  de  esta 
fecha: 

HA    ACORDADO   Y   DECRETA: 

Artículo  I  *^. —Declárase  en  estado  de  sitio  todo  el  territo- 
rio de  la  República,  por  todo  el  tiempo  que  dure  la  pre- 
sente guerra. 

Art.  2**. — El  Presidente  de  la  República  podrá  delegar  en 
las  autoridades  que  juzgue  convenientes,  las  facultades  que 
en  dicho  estado  de  sitio  le  competen  según  el  artículo  23 
de  la  Constitución   Federal. 

Art.  3°. — Comuniqúese,  publiquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Derqui. 

Pascual  Echagüe, 


1862 


Corrientes  g  Catamarca 


EL  ENCARGADO  DEL  PODER    EJECUTIVO 
NACIONAL 


Declarando  en  estado  de  sitio  por  sesenta  días  todo 
el  territorio  de  la  Provincia  de  Corrientes 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1862. 

POR    cuanto: 
el  Congreso  Nacional  ha  sancionado  la  siguiente: 

LEY 

El  Senado  y  Cámara  de    Diputados   de   la  Nación   Argen- 
tina reunidos  en  Congreso,  sancionan  con  fuerza  de  ley. 

Artículo  i*> — Declárase  en  estado  de  sitio  todo  el  territo- 
rio de  la  Provincia  de  Corrientes  por  el  término  de  sesen- 
ta días,  desde  la  publicación  de  la  presente  ley,  quedando 
el  Encargado  del  Poder  Ejecutivo  Nacional  autorizado  para 
acortar  este  término,  si  hubiesen  cesado  las  causas  que  lo 
motiva. 

Art.  2" — Autorízase  al  Encargado  del  Poder  Ejecutivo 
Nacional  para  movilizar  las  milicias  de  las  Provincias  de 
Entre-Rios  y  Corrientes,  á  objeto  de  sofocar  la  rebelión  en 
esta  última,  y  para  hacer  los  gastos  que  esta  medida  de- 
mandare. 

Art.  3" — El  Encargado  del  Poder  Ejecutivo  Nacional 
dará  oportunamente  cuenta  al  Congreso  Nacioual  del  cum- 
plimiento de  la  presente  ley. 


—  86  — 

Art  4^ — Comuniqúese  al  Encargado  del  Poder  Ejecutivo 
Nacional. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  en  Buenos 
Aires,  á  los  doce  días  del  mes  de  Agosto  del  año  del  Se- 
ñor de  mil  ocho  cientos  sesenta  y  dos. 

Pastor  Obligado.  Marcos  Vaz, 

Ramón  B.  Muñiz,  Carlos  M.  Saravia, 

Secretario    de    la    C&mara  Secretario  del  Senado, 

de  Diputados. 


Por  tanto:  cúmplase,  publíquese,  comuniqúese  é  insértese 
en  el  Registro  Nacional. 

Mitre. 
Eduardo  Costa, 


EL  PRESIDENTE  DEL  SENADO 


Comunicando  la  declaración  del  estado  de  sitio  por 
sesenta  dias  á  la  Provincia   de  Corrientes 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1862. 

Al  Poder  Ejecutivo   Nacional. 

El  infrascrito  tiene  el  honor  de  adjuntar  á  V.  E.  á  los 
efectos  consiguientes,  la  ley  que,  en  sesión  de  hoy,  ha  te- 
nido sanción  definitiva  en  esta  Cámara,  iniciada  en  la  de 
Diputados,  declarando  en  estado  de  sitio  al  territorio  de  la 
Provincia  de  Corrientes,  y  autorizando  á  V.  E.  para  movi- 
lizar las  milicias  de  Entre    Ríos    y  Corrientes  á  objeto    de 
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sofocar  la  rebelión  en  esta  última,  y  para  hacer  los  gastos 
que   esta  medida  demandare. 

Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años. 

Marcos  Paz. 
Carlos  M,  Saravia, 

Secretario . 


Baenos  Aires,  Agosto  12  de  1862. 
Acúsese  recibo,  promulgándose  la  ley  adjunta. 

Mitre. 
Eduardo  Gosta, 


EL  ENCARGADO  DEL    PODER   EJECUTIVO 
NACIONAL 


Ley  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  Nacional  para 
intervenir  en  la  Provincia  de  Catamarca,  á  efecto 
de  restablecer  el  orden. 

•        Buenos  Aires,  Agosto  16  de  1862. 

Por  CUANTO:  el  Congreso  Nacional  ha  sancionado  la  si- 
guiente— 

LEY 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argenti- 
na reunidos  en  Congreso  sancionan  con  fuerza  de  ley. 

Artículo  1° — Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  Nacional 
para  intervenir  en  la  Provincia  de  Catamarca,  á  efecto  de 
restablecer  el  orden  pertuibado  en  ella  por  actos  de  guerra 
civil  y  garantir  á  dicha  Provincia,  el  goce  del  ejercicio  de 
sus  instituciones. 

Art.  2** — El  Poder  Ejecutivo  podrá  movilizar  las  milicias 
de  Catamarca,  y  aún  las  de  las  Provincias  vecinas  si  fuere 
necesario,  para  hacer  efectivo  el  objeto  de  la  intervención 
á  que  se  refiere  el  precedente  artículo. 

Art.  3** — Se  le  autoriza  igualmente  á  invertir  del  Tesoro 
público  las  sumas  necesarias  al  lleno  de  los  objetos  de  la 
intervención. 
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Art.  4® — Apruébanse  las  medidas  tomadas  en  este  sen- 
tido por  el  Poder  Ejecutivo  Nacional,  en  el  decreto  de 
II  del  corriente  que  se  ha  comunicado  al  Congreso. 

Art.  5° — Comuniqúese  al  Encargado  del  Poder  Ejecutivo 
Nacional. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  en  Buenos 
Aires,  á  los  quince  dias  del  mes  de  Agosto  del  año  del 
Señor  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos. 

Pastor  Obligado.  Marcos  Paz. 

Ramón  B,  Muñiz,  Carlos  M.  Saravia, 

Secretario   de   la    CAmara  Secretario  del  Senado, 

de  Dipat>ido8. 

Por  tanto,  cúmplase,  publiquese,  comuniqúese  é  insértese 
en  el  Registro  Nacional. 

Mitre. 
Eduardo  Costa. 


1865 


Córdoba 


i 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Acordando  la  Intervención  Nacional  en  la  Provincia 
de  Córdoba  (En  receso  del  Congreso) 

Buenos  Aires,   Mayo  9  de  1865. 

Habiendo  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Córdoba,  soli- 
citado la  intervención  Nacional,  con  motivo  de  los  lamen- 
tables sucesos  que  tuvieron  lugar  en  aquella  Provincia  el 
día  2  del  corriente,  y  de  la  situación  violenta  que  se  ha 
creado  allí  á  consecuencia  de  esos  sucesos  que  ponen  en 
peligro  el  orden  público  y  crean  conflictos  para  los  pode- 
res constituidos; 

El  Presidente  de  la  República,  en  Consejo  General  de 
Ministros 

HA   ACORDADO  Y   DECRETA: 

Artículo  I  o — En  virtud  de  lo  establecido  en  los  artículos 
50  y  6°  de  la  Constitución  Nacional,  acuérdase  la  interven- 
ción pedida  al  Poder  Ejecutivo  Nacional  por  el  de  la  Pro- 
vi  nt:ia  de   Córdoba. 

Art  2** — Por  los  Ministerios  respectivos,  díctense  las  ór- 
denes necesarias  para  la  ejecución    de  este  decreto. 

Art.  3" — Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. 

Mitre 

Guillermo  Rawson — Lucas  González 
—  Rufino  de  Elizalde — Juan  A, 
Gelly  y  Obes. 
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DEPARTAMENTO    DEL   INTERIOR 


Nombrando  Interventor  al  Excmo.  señor  Ministro  del 
Interior  doctor  Guillermo  Rawson  en  la  Provin- 
cia de  Córdoba  y  al  doctor  don  José  A.  Ocan- 
tos,  Secretario. 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1865. 

Habiéndose  acordado  la  Intervención  Nacional  pedida 
por  el  Gabierno  de  Córdoba,  y  pudiendo  ser  necesario  pro- 
veer especialmente  el  cumplimiento  de  las  leyes  de  la  Na- 
ción  en    su  Territorio; 

El   Presidente  de  la  República. — 

HA  ACORDADO   Y    DECRETA: 

Artículo  i'^ — Nómbrase  al  Ministro  del  Interior  doctor 
don  Guillermo  Rawson,  para  que,  como  comisionado  del 
Gobierno  Nacional,  se  traslade  á  la  Provincia  de  Córdoba 
al  objeto  indicado,  con  sujeción  á  las  instrucciones  que  se 
le  espidan. 

Art.  20 — Nómbrase  Secretario  del  Comisionado  al  doctor 
don  José  A.  Ocantos. 

Art.  3" — Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. 

Mitre. 
Rtifino  de  Elizalde, 


1866 


Catamarca  u  Mendoza 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


lioy  autorizando  al  P.  E.  para  intervenir  en  la  Pro- 
vincia de  Catamarca 

Baenos  Aires,  Octubre  4  de  1866. 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados   de  la  Nación  Argenti- 
na, reunidos    en  Congreso  sancionan   con  fuerza  de: — 


LEY 


Artículo  1^ — Autorízase  al  P.  E.  para  intervenir  en  la 
Provincia  de  Catamarca  con  el  objeto  de  restablecer  las 
autoridades  constitucionales. 

Art.  2^ — En  caso  de  acefalía  imprevista  por  la  Constitu- 
ción de  la  Provincia,  el  P.  E.  usará  de  esta  misma  autori- 
zación, designando  algún  ciudadano  á  fin  de  que  con  el 
carácter  de  Gobernador  provisorio,  presida  los  actos  estric- 
tamente indispensables  para  reorganizar  los  poderes  públi- 
cos, conforme  á  su  constitución.  .  /        i 

Art.  ^°—El  Comisionado  que  el  P.  E.  nombre  á  los  fi- 
nes de  esta  ley  preferirá  los  medios  pacíficos  y  los  sim- 
plemente conminatorios  antes  de  acudir  al  recurso  extremo 
de  las  armas. 

Art.  4® — El  uso  de  aquellos  medios  ao  esclüye  el  apres- 
to de  la  fuerza  que  la   intervención  pudiera   requerir. 
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Art.  5* — En  todo  caso,  para  que  el  empleo  de  la  fuerza 
sea  justificado,  jamás  dejará  de  preceder  una  intimación,  al 
menos  por  parte  del  comisionado. 

Art  6® — El  Comisionado  no  asumirá  el  Grobierno  de  la 
Provincia. 

Art.  7<> — El  P.  E.  queda  autorizado  para  movilizar  la 
Guardia  Nacional  que  considere  necesaria  para  la  ejecución 
de  esta  ley. 

Art  8**— Está  igualmente  autorizado  para  hacer  los  gas- 
tos que  ella  demande. 

Art.  9** — El  "Congreso  será  instruido  del  estado  ó  del  re- 
sultado de  la    intervención    oportunamente  si    se   halla  en  - 
sesión,  ó  inmediatamente  después  de  la  apertura  del  próxi- 
mo período  legislativo. 

Art  I  o — Comuniqúese  al  P.  E. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino  en 
Buenos  Aires,  á  los  veintiocho  días  del  mes  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis. 

José  E.  Uriburu.  Valentín   Alsina. 

Ramón  B.  Muñiz,  Honorio  H.  Gómez, 

Secretario   de  la  Cámara  Pro-Seoretario    del    Senado, 

de  Dipatados. 

Buenos  Aires,  Octubre  4  de  1866. 

Cúmplase  como  ley  de  la  República,  pubhquese  é  insér- 
tese en  el  Regfistro  Nacional. 

Paz. 
Guillermo  Hawson. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Nombrando  Comisionado  nacional  para  intervenir  en 
Catamarca,  al  Senador  don  Plácido  S.  de  Bus- 
tamante. 

Buenos  Aires,  Octubre  18  de  1866. 

Para  hacer  efectiva  la  disposición  contenida  en  el  ar- 
tículo 6o  de  la  Constitución  Nacional,  y  para  dar  cumpli- 
miento á  la  ley  de  4  del  corriente  mes,  que  autoriza  al 
P.  E.  para  intervenir  en  la  Provincia  de  Catamarca  á  los 
efectos  constitucionales; 

El  Vice-Presidente  de  la  República  en  ejercicio  del  P,  E. 

HA  ACORDADO  Y  DECRETA: 

Artículo  I** — Nómbrase  al  Senador  don  Plácido  S.  de 
Bustamante  con  el  carácter  de  Comisionado  nacional  para 
que  en  nombre  y  representación  del  Presidente  de  la  Re- 
pública, intervenga  en  la  Provincia  de  Catamarca  con  el 
objeto  y  en  la  forma  que  la  Constitución  y  la  ley  mencio- 
nada determina. 

Art  2*» — El  Comisionado  tendrá  todas  las  facultades  que 
al  Ejecutivo  nacional  corresponden  en  los  actos  relativos  á 
la  intervención. 

Art.  30 — Estíéndanse  las  instrucciones  acordadas,  comu- 
niqúese este  decreto  á  quienes  corresponda,  públíquese,  y 
dése  al  Registro  Nacional 

Paz. 
Guillermo  Rawson. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Comisionando  al  general  Paunero  para  intervenir  en 
la  Provincia  de  Mendosa 


Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  1866. 

Habiendo  sido  derrocadas  por  una  sedición  las  autoridades 
constituidas  de  la  Provincia  de  Mendoza  y  requerido  estas 
en  consecuencia  su  reposición  por  la  intervención  del  Go- 
bierno Nacional;  y  considerando  que  no  sólo  es  deber  cons- 
titucional acudir  á  esta  legítima  demanda,  sino  que  corres, 
ponde  á  las  exigencias  actuales  de  la  República,  reprimir 
pronto  y  rigurosamente  estos  movimientos  de  sediciosos,  cuyo 
primer  efecto  es  embarazar  parcialmente  la  acción  del  Gobierno 
en  la  guerra  nacional  que  la  República  sostiene  y  á  la 
cual  deben  concurrir  todos  los  elementos  del  país;  el  Vi- 
cepresidente de  la  República  en  ejercicio  del  Eoder  Ejecutivo 

HA    ACORDADO    Y    DECRETA: 

Artículo  I**. — Encárgase  al  general  don  Wenceslao  Pau- 
nero la  comisión  de  restablecer  en  Mendoza  las  autoridades 
legales  que  han  sido  derrocadas  por  el  motín  del  nueve 
del  corriente. 

Art.  2°. — Por  el  Ministerio  de  la  Guerra  se  tomarán  las 
disposiciones  convenientes,  para  poner  á  las  órdenes  del  co- 
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misionado  las  fuerzas  suficientes  para  desempeñar  eficaz- 
mente su  comisión  y  se  declara  además  especialmente  movi- 
lizada para  el  mismo  objeto  la  Guardia  Nacional  de  las 
provincias  de  Córdoba,  San  Luis,  Mendoza,  San  Juan,  La 
Rioja,  pudiendo  el  comisionado  usar  de  ella  en  la  forma  y 
el  número  que  se  considere  necesario. 

Art,  3®. — Estiéndanse  las  instrucciones  acordadas,  comuni- 
qúese á  quienes  corresponda,  publíquese  y  dése  al  Registro 
Nacional. 

Paz. 
Guillermo  Rawson — Lucas  Gon-^ 
zdlez  —  Rufino  de  Elizalde  — 
Edtiardo  Costa — fosé  M.  More- 
no.  Subsecretario  del  Ministerio 
de  Guerra  y  Marina,  enc2u-gado 
del  despacho. 


1867 


La  Rioja  g  Santa  Te 


•DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Bí lindando  llevar  una  intervención  á  la  Provincia  de 
La  Rioja  y  comisionando  para  llevarla  á  efecto 
al  señor  don  José  Mannel  Lafnenté. 

Buenos  Airee,   Noviembre   30  de   1867. 

Habiendo  el  Gobierno  interino  de  la  Rioja  en  nota  de  lo  de 
Noviembre  requerido  la  intervención  nacionai  en  mérito  de 
hallarse  gravemente  amenazada  su  autoridad  por  una  sedi- 
ción y  habiendo  ^'reiterado  la  requisición  en  14  del  mismo 
despué$  de  haber  sido  depuesto  por  la  sedición  armada 
ocurrid^  el  día  10  en   que   se  denunciaba;  y    considerando: 

1°  Que  el  Gobernador  interino  don  Cesario  Dávila,  fué 
nombrado  en  el  mes  de  Junio  último,  cuando  la  Provincia 
-se  hallaba  bajo  la  Intervención  Nacional,  llevada  allí  para 
rechazar  la  invasión  y  sofocar  la  rebelión  y  cuando  los  Po- 
deres constituidos  habían  terminado  su  período  legal  en 
medio  de  aquellos  sucesos,  teniendo  este  nombramiento  que 
fué  reconocido  debidamente  por  el  gobierno  interventor,  por 
principal  objeto  promoverla  reinstalación  de  los  poderes  pú- 
blicos conforme  á  la  Constitución  y  á  las  leyes  de  la  Pro- 
vincia. 

2**  Que  estos  antecedentes  hacen  más  directa  que  en  los 
casos  ordinarios  la  obligación  dé  parte  del  Gobierno  General, 
de  sostener  y  restablecer  aquella  autoridad  instituida  para 
"  leg-alizar  el  orden   público  de  la  Rioja. 

3^  Que  la  circunstancia  de  atribuirse  una  participación  prin- 
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cipal  en  los  sucesos,  del  lo  de  Noviembre  á  personas  que 
obraban  en  servicio  nacional  y  bajo  la  dependencia  inme- 
diata del  Jefe  de  la  Nación,  obliga  especialmente  á  proceder 
sin  demora  dentro  de  las  facultades  constitucionales,  á  la 
reparación  de  los  males  que  por  aquel  suceso  hayan  cau- 
sado y  considerando  finalmente;  Que  la  situación  política  de 
la  República  reclama  la  mayor  eficacia  en  la  represión  de 
abusos  que  alarman  la  opinión  y  tienden  á  destruir  la  con- 
fianza del  pueblo  en  el  imperio  de  las  instituciones;  el  Vi- 
cepresidente de  la  R'^pública  en  ejercicio  del  Poder  Ejecu- 
tivo, haciendo  uso  de  las  facultades  que  confiere  al  Gobierno 
General  el  art  6°   de  la  Constitución  Nacional, 

ACUERDA    Y    DECRETA: 

Artículo  i". — Llévese  á  la  Provincia  de  la  Rioja  la  inter- 
vención pedida  por  el  Gobierno  interino  de  la  misma  á  los 
objetos  señalados  en  la  Constitución  de  la  República. 

Art  2*». — Comisiónase  al  ciudadano  don  José  M.  Lafuente 
para  que  en  nombre  y  representación  del  Poder  Ejecutivo 
Nacional,  haga  efectiva  y  lleve  á  cabo  la  intervención 
decretada, 

Art.  3®.— Expídanse  por  el  Ministerio  del  Interior  instruc- 
ciones según  las  cuales  el  comisionado  debe  desempeñar  el 
encargo  que  se  le  confía,  y  por  los  Ministerios  respectivos 
díctense  las  órdenes  necesarias  para  el  éxito  de  la  inter- 
vención. 

Art  4®. — Comuniqúese  á  quienes  corresponde,  publiquese 
y  dése  al  Registro  Nacional. 

Paz. 

Guillermo  Rawson — Lucas  Gon^ 
zalez  —  Marcelino  Ugarte—Jose 
K  Uriburu—José  Mafia  Mo- 
reno.  Prosecretario. 


EL  PODER  EJECUTIVO  DE  LA  PROVINCLA 


Santa  Fé,  Diciembre  22  de  1867. 
(6  de  la  mafiana). 


Al^seflor  Sub-Secretario  del  Ministerio  de  Guerra  y  Mari- 
na de  la  República* 

Con  profundo  pesar  pongo  en  conocimiento  de  V.  S.  pa- 
ra que  lo  transmita  al  de  S.  E.  el  Sr.  Vice  Presidente  de  la 
República,  que  en  la  madrugada  de  hoy  se  ha  presentado 
en  los  suburbios  de  esta  ciudad  el  Sargento  Mayor  de  las 
fuerzas  de  línea  de  la  frontera  Norte  de  la  Provincia  D.  Ni- 
colás Denis  trayendo  á  sus  órdenes  una  fuerza  como  de  qui- 
nientos hombres  de  caballería  con  la  cual  asumiendo  una 
actitud  abiertamente  hostil  y  rebelde  contra  el  orden  cons- 
titucional de  la  Provincia,  ha  procedido  á  atacarla  antigua 
fortaleza  donde  se  halla  el  cuartel  de  Guardias  Nacionales 
y  la  Cárcel  pública,  con  el  propósito  bien  manifiesto  de 
apoderarse  de  ese  punto  estratégico  para  dominar  la  ciudad. 

Ante  un  acto  tan  inusitado  y  bárbaro,  ejecutado  con  es- 
tudiada sorpresa  el  gobierno  ha  reunido  los  elementos  de 
que  podía  disponer  en  tan  premiosos  momentos,  para  repe- 
ler aquella  agresión;  y  no  obstante  esto,  el  orden  constitu- 
cional de  la  Provincia  se  halla  amenazado,  y  es  por  lo  tanto 
que  me  dirijo  á  V.  S.  solicitando  del  Gobierno  de  la  Na- 
ción la  intervención  constitucional  requerida  por  el  presente 
caso,  como  también  que  se  sirva   ordenar  la  destitución  in- 
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mediata  y  correspondiente  enjuiciamiento  del  jefe  D.  Nicolás 
Denis  ya  citado  y  de  los  oficiales  que  perteneciendo  como 
éste  á  la  Nación,  se  hallaren  comprendidos  en  la  asonada  de 
esta  madrugada. 

Me  persuado  que  al  tomar  conocimiento  de  este  desagra- 
dable suceso,  el  señor  Vice-Presidente  se  penetrará  de  la 
gravedad  de  la  ^situación  en  que  se  halla  esta  capital,'/  que 
en  precaución  de  las  complicaciones  que  ese  mismo  hecho 
puede  producir,  sabrá  adoptar  medidas  oportunas  y  eficaces 
que  conjuren  el  mal. 

Dios  guarde  á  V.  S. 

NlCASIO  Oroño. 

Lisandro  San¿a-A?ia, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Nombrando  al  Procurador  General  de  la  Nacíónv 
doctor  don  Francisco  Pica,  para  que  en  nombre 
del  Gobierno  Nacional  lleve  á  efecto  la  intei  ven- 
ción decretada  á  la  Provincia  de  Santa  Fe« 

Bueuos  Aires,  Diciembre  25  de  1867. 

Habiéndose  requerido .  por  el  Gobierno  de  Santa  Fe  la 
intervención  nacional  para  restablecer  el  orden  perturbado 
por  una  sedición  contra  las  autoridades  provinciales,  de  con- 
formidad á  lo  prescripto  en  el  art  6"  de  la  Constitución 
Nacional,  el  Vicepresidente  de  la  República  en  ejercicio  del 
Poder  Ejecutivo 

HA    ACORDADO    Y    DECRETA: 

Art.  1^. — Llévese  á  la  Provincia  de  Santa  Fe  la  inter- 
vención que  ha*  sido    solicitada  á  fin  de  sostener  sus. auto- 
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ridades  y  de  restablecerlas  si  hubieran  sido  depuestcis  por  la 
sedición. 

-  Art  2^ — Comisiónase  al  Procurador  General  de  la  Na- 
ción doctor  don  Francisco  Pico  para  que  representando  al 
Poder  Ejecutivo  Nacional,  haga  efectiva  la  intervención 
decretada. 

Art.  3®.— Expídanse  al  nombrado  las  instrucciones  acor- 
dadas para  el  desempeño  de  su  comisión  y  por  los  Minis- 
terios respectivos  dense  las  órdenes  convenientes,  comuni- 
qúese á  quienes  corresponde,  pubiiquese  y  dése  al  Registro 
Nacional. 

Paz. 
Guillermo  Rawson, 


INSTRUCCIONES 


Que  debe  observar  el  Comisionado  Nacional  al  ejercer  en 
la  Provincia  de  Santa  Fé  la  intervención  política  en  nombre 
y  representación  del  Gobierno  General: 

I*  El  Comisionado  no  debe  perder  de  vista  que  es  de  un 
interés  político  muy  trascendental  el  pronto  restablecimiento 
de  las  autoridades  constituidas  en  Santa  Fé,  si  hubieren  sido 
derrocadas,  ó  su  eficaz  sostenimiento  en  el  caso  de  que  se 
mantengan  todavía  en  el  poder,  como  induce  á  esperarlo  la 
notalde  fecha  22  del  corriente,  en  que  el  Gobernador  déla 
Provincia  solicita  la  intervención.  Una  revolución  triunfante 
en  lugares  tan  vecinos  al  asiento  del  Gobierno  Nacional, 
•sería  un  escándalo  de  fatales  consecuencias  y  que  es  preci- 
so evitar  á  todo  trance. 

2*  El   Comisionado  hará  valer   desde  luego  en  la  forma 
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que  juzgue  más  conveniente,  la  autoridad  de  su  investidura, 
intimando  á  los  revolucionarios  en  nombre  del  Gobierno  Na- 
cional que  desalojen  ios  puestos  que  hayan  ocupado,  que 
entreguen  las  armas  á  las  autoridades  provinciales,  ó  á  la 
persona  6  personas  que  el  Comisionado  designe,  y  que  su- 
prima toda  resistencia  material  al  ejercicio  de  los  poderes 
legales  de  la  Provincia  haciéndoles  comprender  que  aunque 
el  Gobierno  Nacional  pone  todo  su  empeño  en  evitar  la 
guerra  civil  y  el  empleo  de  las  armas  para  el  cumplimiento 
de  sus  deberes  constitucionales  está  resuelto  á  llegar  á  ese 
extremo,  si  una  resistencia  criminal  de  parte  de  ellos,  hiciere 
nacer  esta  necesidad. 

3»  Si  después  de  estas  manifestaciones  dirigidas  á  los  que 
ejercen  autoridad  política  ó  militar  á  titulo  de  la  revolución, 
no  se  consiguiere  el  fin  indicado  en  el  articulo  anterior,  el 
Comisionado  dirigirá  una  intimación  conminatoria  declarando 
que  los  revolucionarios  serán  considerados  y  tratados  como 
rebeldes  á  la  Nación,  si  persistiendo  en  mantenerse  en  armas 
ó  en  ejercer  actos  públicos  no  autorizados  por  la  ley,  des- 
obedeciesen las  órdenes  impartidas  por  el  repressentante  de 
la  autoridad  nacional. 

4*  Se  sabe  que  la  ciudad  del  Rosario  ha  caído  ya  en  po- 
der de  la  revolución  y  que  se  ha  establecido  allí  una  auto- 
ridad local.  El  Comisionado  puede  dirigirse  á  la  persona 
encargada  de  esta  autoridad  en  el  sentido  de  los  artículos 
anteriores.  Pero  si  la  capital  de  la  Provincia  hubiese  sido 
ocupada  por  los  revolucionarios,  y  se  hubiese  erigido  un 
gobierno  de  hecho,  el  Comisionado  hará  á  éste  las  declara- 
ciones é  intimaciones  ya  dichas,  sin  perjuicio  de  dirigirse  por 
proclamación  á  los  habitantes  todos  de  la  Provincia  para  que 
sepan  y  les  conste  la  actitud  asumida  por  el  Gobierno  de  la 
Nación,  y  las  responsabilidades  en  que  incurren  todos  los  que 
sirvan  ó  ayuden  á  la  revolución,  después  que  el  Gobierno  Ge- 
neral ha  ocurrido  allí  con  su  intervención  constitucional. 

5»  En   el  caso  favorable  de   que  la  voz  del  Comisionado 
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sea  escuchada  con  ei  debido  acatamiento  por  los  autores  y 
cabezas  de  la  sedición,  procurará  este  que  la  reasunción  del 
poder  por  parte  de  las  autoridades  legales,  se  verifique  sin  los 
desórdenes  y  las  inútiles  persecuciones  que  suelen  acompa- 
ñar á  estos  cambios,  dejando  á  salvo  la  acción  de  la  justicia 
local  respecto  de  los  que  en  cualquiera  manera  hubieren  in- 
fringido las  leyes  provinciales. 

6*  Si  por  el  contrario  las  intimaciones  del  Comisionado 
fueren  desoídas,  aún  después  de  haberse  expedido  la  con- 
minación de  que  habla  el  artículo  2"  hará  éste  con  la  auto- 
ridad que  representa  la  solemne  declaración  de  que  son  re- 
beldes á  la  Nación  los  refractarios  á  las  resoluciones  del 
Comisionado  Nacional;  y  al  mismo  tiempo  que  dé  cuenta  de 
este  hecho  al  Gobierno,  lo  comunicará  á  los  jefes  de  fuerzas 
nacionales  que  están  en  marcha  aproximándose  al  teatro  de 
los  sucesos,  á  fin  de  que  hagan  uso  de  las  armas  para  ven- 
cer las  resistencias,  sujetar  á  los  delincuentes  al  juicio  de 
los  Tribunales  Nacionales  y  completar  el  restablecimiento 
de  las  autoridades  constituidas  que  hubieren  sido  derro- 
cadas. 

7*  Aún  llegado  este  caso  extremo  el  jefe  ó  los  jefes  de 
fuerzas  de  la  Nación,  deben  hacer  preceder  sus  actos  de  hos- 
tilidad de  una  intimación  premonitoria,  siempre  que  le  per- 
mitan las  conveniencias  estratégicas,  sin  que  se  comprometa 
el  resultado  del  combate,  á  no  ser  que  los  actos  de  guerra 
hayan  sido  iniciados  por  los  mismos  revolucionarios  en  cuyo 
caso  la  intimación  no  es  estrictamente  necesaria. 

8*  Al  hacer  uso  de  la  fuerza,  el  Comisionado  declarará 
movilizada  al  servicio  de  la  Nación,  toda  la  Guardia  Nacio- 
nal de  la  Provincia,  señalándole  los  puntos  de  reunión,  los 
jefes  que  deben  mandarla,  y  el  rol  que  deben  desempeñar 
en  la  campaña. 

9*  El  Ejército  del  Interior  á  las  órdenes  del  Brigadier  Ge» 
neral  D.  Wenceslao  Paunero  está  en  marcha  hace  doce  días 
hacia  el  litoral   y  se  puede  calcular  que  en    doce  ó  quince 
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dias  más  habrá  llegado  á  las  inmediaciones  del  Rosario. 
Se  forma  también  una  división  sobre  el  Arroyo  del  Medio, 
en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  la  cual  estará  pronta  para 
entrar  en  operaciones  por  ese  mismo  tiempo  ó  algunos  días 
antes.  Una  y  otra  fuerza  se  ponen  á  la  disposición  del  Co- 
misionado Nacional  para  los  fines  de  la  intervención. 

I  o.  En  el  desenvolvimiento  de  los  sucesos  pueden  ocurrir 
circunstancias  no  previstas  en  estas  instrucciones;  por  con- 
siguiente se  deja  á  la  inteligencia  y  á  la  prudencia  del  Co- 
misionado dar  á  esas  dificultades  la  solución  más  conveniente 
á  la  paz  y  al  servicio  público,  procediendo  dentro  del  es- 
píritu consignado  en  las  mismas  instrucciones. 

II.  El  Comisionado  comunicará  al  Gobierno  con  toda  la 
posible  frecuencir.  el  resultado  de  las  n>ed¡das  que  sucesiva- 
mente adopte,  y  hará,  en  fin,  todos  los  esfuerzos  posibles 
para  que  los  objetos  de  la  intervención  sean  plenamente  sa- 
tisfechos con  el  menor  sacrificio  que  sea  compatible  con 
este  resultado  y  con  el  afianzamiento  de  la  autoridad  moral 
de  la  Nación. 

Guillermo  Ratüson. 
Buenos  Aires,  Diciembre  26  de  1867. 
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Santa  Te  y  San  Juan 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


ACUERDO: 


Buenos  Aires,  Enero  31  de  1868. 

Deseando  el  Presidente  de  la  República  facilitar  por 
todos  los  medios  constitucionales  el  ejercicio  de  las  autori- 
dades constituidas  de  la  Provincia  de  Santa  Fé  y  hacer  efec- 
tivo en  ella  el  imperio  de  la  ley;  con  arreglo  á  las  instruc- 
ciones que  tiene  el  Comisionado  Nacional  Dr.  D.  Francisco 
Pico  para  este  negocio  y  las  que  con  fecha  se  le  trasmiten,  ha 
acordado  que  el  Excmo.  Sr.  Ministro  de  Justicia,  Culto  é 
Instrucción  Pública,  encargado  interinamente  del  Ministerio 
del  Interior,  se  traslade  á  aquella  Provincia  para  que,  en 
representación  suya,  adopte  aquellas  medidas  que  repute 
más  eficaces  al  f)bjeto  de  conseguir  los  propósitos  de  esta 
intervención  á  cuyo  efecto  le  confiere  todas  las  autorizacio- 
nes necesarias.  Comuniqúese  al  Comisionado  Nacional  Dr. 
D.  Francisco  Pico  y  al  Gobernador  de  Santa  Fé  D.  Nicolás 
Oroño. 

Mitre 
Eduardo  Costa. — Rufino  de  Eli- 
zalde,  —  Cristóbal  Aguirre.  — 
W.  Paunero, 
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INSTRUCCIONES: 


Para  el  Excmo.  Sr.  Ministro  de  Justicia,  Culto  é  Instruc- 
ción Pública,  encargado  interinamente  del  Ministerio  del 
Interior,  en  su  comisión  á  la  Provincia  de  Santa  Fé. 

i°— Tendrá  como  instrucciones  las  espedidas  al  Comisio- 
nado Nacional  Dr.  D.  Francisco  Pico. 

2° — Procurará  por  todos  los  medios  que  su  prudencia  le 
dicte,  que  esas  instrucciones  se  ejecuten  á  la  brevedad 
posible. 

3** — Deberá  hacer  comprender  á  los  revolucionarios  la 
necesidad  de  acatar  la  autoridad  legítima  y  deponer  inme- 
diatamente las  armas. 

4<> — Si  en  el  ejercicio  de  esta  Comisión  encontrase  dificul- 
tades que  á  su  juicio  exijiesen  el  conocimiento  y  resolución 
del  Gobierno,  sin  perjuicio  de  que  la  intervención  siga  su 
curso  y  dejando  las  órdenes  que  sean  del  caso,  regresará 
á  informar  al  Gobierno  para  la  adopción  de  las  medidas 
que  juzgue  oportunas. 

5"— Si  no  fuese  esto  necesario  por  la  sumición  de  los 
revolucionarios,  procurará  facilitar  esta  sumición  dentro  de 
los  límites  de  las  instrucciones  del  Comisionado  Dr.  Pico. 

J,  M.   Cantilo. 

Sub-SecroUirio. 

Buenos  Aires,  Enero  31  de  1868. 
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EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN    COMISIÓN 


Sometimiento  del  Coronel  Don   Patricio   Rodríguez 

Rosario,  Febrero  10  de  1868. 

Af  Sub-Secretario,  encargado  del  despacho  del  Ministerio  del 
Interior. 

Cumplo  con  satisfacción  el  deber  de  participar  al  Sr 
Sub  Secretario,  el  resultado  de  la  Comisión  que  tuvo  á 
bien  confiarme  para  cooperar  al  mejor  éxito  de  la  inter- 
vención decretada  al  objeto  de  restablecer  y  sostener  las 
autoridades  constituidas  de  esta  Provincia. 

Llegado  á  esta  Ciudad  el  día  i  del  corriente  á  la  una 
de  la  tarde,  pasé  inmediatamente  con  el  Sr.  Comisionado 
Dr.  Pico,  á  tener  una  conferencia  con  el  Sr.  Gobernador 
Oroño. 

Impuesto  de  la  situación  en  que  se  encontraban  las  cosas 
y  los  ánimos  y  no  obstante  que  ese  mismo  día  había  mar- 
chado el  General  Conesa  y  debía  encontrarse  con  su  división 
á  una  jomada,  sino  á  la  vista  de  las  fuerzas  del  Coronel 
Rodríguez,  juzgué  que  era  todavía  tiempo  de  buscar  la 
solución  pacifica  que  era  el  principal  objeto  de  mi  comisión 
y  mi  mayor  aspiración. 

La  resistencia  al  Gobierno  del  Sr.  Oroño  había  levantado 
por  bandera  la  falta  de  garantías  individuales  y  de  libertad 
en  el  ejercicio  del  sufragio  electoral.  El  Sr.  Oroño  cuyo 
Gobierno  progresista  ha  debido,  sin  duda,  alejar  los  temores 
que  manifiestan  abrigar  los  que  resisten  á  su  autoridad,  aún 
después  de    esta  misma   resistencia    injustificada    no    podía 
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rehusar  las  garantías  que  ellos  exijian  y  por  repetidas  veces 
las  ha  ofrecido,  en  las  diversas  tentativas  que  se  han  hecho 
para  traer  esta  cuestión  á  una  solución  pacifica. 

Por  otra  parte,  terminando  su  período  el  Gobierno  del 
mismo  Sr.  Oroño  el  23  del  corriente,  las  elecciones  para  el 
Gobernador  que  haya  de  sucederle,  por  falta  de  tiempo 
material,  no  podían  tener  lugar,  sino  después  de  terminado, 
y  bajo  el  Gobernador  provisorio  que  se  nombrare  para 
presidirlas,  con  arreglo  á  la  Constitución  de  esta  Provincia  ó 
bien  por  el  Gobierno  de  la  Nación,  si  la  acefalia  de  los 
poderes  públicos,  fuese  tal  que  no  permitiese  hacer  de  otra 
manera  el  nombramiento.  Era  esta  pues,  una  dificultad  de 
menos.  Sólo  faltaba  inspirar  á  todos  la  confianza  de  que 
las  garantías  ofrecidas  en  uno  y  otro  caso  serian  efec- 
tivas. 

Con  este  objeto  comisioné  á  dos  personas  influyentes 
cerca  del  Coronel  Rodríguez,  jefe  de  las  fuerzas  en  armas 
en  este  Departamento,  para  que  llevasen  la  carta  cuya  copia 
adjunto  bajo  el  número   1®  invitándole  á  una  conferencia. 

Al  mismo  tiempo  previne  al  General.  Conesa,  suspendiera 
sus  operaciones,  á  no  ser  que  la  defensa  y  la  conservación 
de  su  división  exijieran  continuarlas. 

Protestando  sentimientos  de  adhesión  y  respetos  á  la  auto- 
ridad nacional,  el  Coronel  Rodríguez,  acepto  en  su  contes- 
tación, (número  2),  la  conferencia  á  que  le  invitaba  indican" 
dome  como  el  punto  más  aparente  la  estación  del  Ferro- 
Carril  Central,  sobre  el  puente  del  Carcaraflá.  El  día  5  del 
corriente  me  trasladé  al  lugar  indicado,  y  encontré  allí  que 
á  corta  distancia  me  esperaba  con  el  Sr,  Nelson  y  el  Coro- 
nel Nelson,  y  un  número  considerable  de  oficiales  y  sol- 
dados. 

Procurando  mover  los  sentimientos  de  patriotismo  del 
Coronel  Rodríguez  y  demás  jefes  que  le  acompañaban,  les 
hice  presente  que  la  actitud  hostil  en  que  se  encontraban, 
no  tenía  razón  de  ser,  desde  que    la  seguridad   que  el  Go- 


—   119  — 

bierno  Nacional,  les  ofrecía  de  que  las  garantías  que  exijían 
no  serían  ilusorias,  hacia  cesar  el  único  motivo  que  habían 
invocado    en    su    resistencia  á  la   autoridad  del  Sr.  Oroño. 

Al  mismo  tiempo  les  hice  entender  bien  esplícitamente 
que  la  posición  del  Gobierno  Nacional  era  tan  clara  y 
definida  en  este  negocio,  que  sin  faltar  á  sus  más  sagrados 
deberes,  no  podría  dejar  de  recurrir  al  empleo  doloroso  de 
la  fuerza  si  su  voz  y  su  oficiosa  intervención  fuesen  desa- 
tendidas. 

Después  de  una  discusión  tranquila  y  amistosa  de  muchas 
horas,  en  la  que  debo  declarar,  escuché  con  placer  caluro- 
rosas  manifestaciones  de  adhesión  al  Gobierno  Nacional, 
tanto  del  Coronel  Rodríguez,  como  del  Coronel  Nelson  y 
muy  especialmente  del  primero;  el  Coronel  Rodríguez  se 
manifestó  convencido  de  la  justicia  y  conveniencia  de  la 
solución  que  se  ofrecía  y  decidido  á  aceptarla,  en  la  que 
era  también  apoyado  por  el  Coronel  Nelson.  Observó  sin 
embargo  que  no  podía  tomar  una  resolución  definitiva  sin 
consultar  á  sus  amigos  ó  á  lo  que  él  llamaba  Gobierno  de 
Santa  Fe.  No  obstante  que  comprendía  los  sentimientos 
de  delicadeza  y  pundonor  que  obraban  en  el  ánimo  del 
Coronel  Rodríguez,  le  contesté  que  ni  por  un  momento 
podía  admitir  que  la  aceptación  de  la  solución  propuesta, 
quedara  dependiente  de  la  voluntad  de  los  que  en  Santa 
Fé  habían  también  desconocido  el  Gobierno  del  Sr.  Oroño 
y  á  los  que  no  podía  reconocer  en  otro  carácter  que  en  el 
mismo  en  que  reconocía  á  los  que  estaban  en  armas  en 
este  Departamento. 

Apesar  de  todos  los  esfuerzos  que  hice  para  persuadirle 
que  las  mismas  garantías  que  á  él  se  le  acordaban,  serían 
extensivas  á  sus  amigos  de  Santa  Fé,  y  que  no  incurría  en 
ninguna  inconsecuencia  al  aceptar  una  solución  que  era  á 
todas  luces  conveniente  para  todos,  el  Coronel  Rodríguez  se 
manifestó  inflexible  en  este  punto. 

En  este  estado,  le  declaré  franca  y  lealmente  que  el  Go- 
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bierno  Nacional  había  agotado  todos  los  medios  de  concilia- 
ción á  su  alcance,  y  que  en  la  situación  á  que  habían  llegado 
los  sucesos,  sin  comprometer  su  propio  decoro,  no  podría 
dejar  pasar  más  tiempo  sin  recurrir  al  uso  de  la  fuerza  para 
vencer  la-  resistencia  injustificable  que  se  oponia  al  ejercicio 
de  su  autoridad  y  le  anuncié  que  al  día  siguiente  por  conducto 
del  General  Conesa,  recibiria  una  intimación  formal  requi- 
riéndole  la  deposición  y  entrega  de  las  armas  en  el  término 
de  24  horas. 

Afectado  y  conmovido  al  parecer  me  ofreció  entonces 
que  aprovecharía  este  tiempo,  no  obstante  ser  tan  angustioso 
para  ponerse  de  acuerdo  con  sus  amigos  y  aceptar  las  garan- 
tías que  se  le  ofrecían. 

Terminada  de  este  modo  la  conferencia  remití  en  la 
mañana  del  dia  siguiente,  6  del  corriente,  al  Greneral  Conesa 
la  nota  que  se  registra  bajo  el  número  4,  previniéndole  al 
mismo  tiempo  que  si  vencido  el  plazo  acordado  no  recibiera 
una  contestación  satisfactoria,  siguiera  sus  operaciones  con  la 
energía  y  actividad  posible,  (número  4). 

Debo  aquí  decir,  en  justicia  á  los  sentimientos  de  civismo 
y  rectitud  que  creí  encontrar  en  el  Coronel  Rodríguez,  que  el 
mismo  día  6,  muchas  horas  antes  de  que  hubiese  recibido  esta 
intimación,  me  dirigió  la  carta  número  5,  que  me  fué  entregada 
á  las  6  de  la  tarde,  en  la  que  me  nanifestaba  su  disposición  á 
aceptar  las  bases  de  sometimiento  que  le  había  ofrecido,  y 
ratifiqué  por  la   contestación  número  6. 

El  8  del  corriente  el  General  Conesa  me  entregó  la  acep- 
tación formal  del  Coronel  Rodríguez,  número  7,  y  ayer  me 
dirigfió  la  nota  número  8,  en  la  que  me  hace  saber  la  manera 
en  que  ha  convenido  se  haga  el  desarme. 

De  esta  manera  ha  terminado  la  situación  anómala  y  vio- 
lenta en  que  encontraba  este  Departamento.  En  pocos  días 
más  pasaré  á  Santa  Fé  y  muy  en  breve  espero  que  el  orden 
constitucional  quedará  restablecido  en  toda  la  Provincia. 

Esperando  que  S.  E.  el  Sr.  Presidente  aprobará  mi  proce- 
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der  en  el  desempeño  de  esta  comisión,  me  permito  felicitar 
al   Gobierno    por    este  triunfo  de  la  autoridad  moral  de  la 
Nación,  tanto    más  importante  cuando   que  no    cuesta  á  la 
República  ni  sacrificios  ni  dolores. 
Dios  guarde  al  Sr.  Sub-Secretario. 

Eduardo  Costa. 


MINISTERIO  DEL   INTERIOR 


Buenos  Aires,  Febrero  11  de  1868. 

Apruébanse  los  procedimientos  de  que  dá  cuenta  el  señor 
Ministro  de  Justicia,  Culto  é  Instrucción  Pública  é  interino 
del  Inierior,  en  la  importante  comisión  que  le  fué  confiada; 
manifiéstesele  la  satisfacción  con  que  el  Gobierno  ha  visto 
la  terminación  pronta  y  plausible  de  la  situación  creada  en 
la  Provincia  de  Santa  Fé  por  los  últimos  acontecimientos 
que  motivaron  la  intervención  á  cuyo  feliz  éxito  tanto  ha 
cooperado  en  unión  con  el  Sr.  Comisionado  Nacional  doctor 
D.  Francisco  Pico;  y  publíquese  ron  los  documentos  de  su 
referencia  y  las  instrucciones  que  fueron  dadas  al  referido 
Comisionado. 

Mitre. 

J.  M.  Cullen, 

Sub-Sacretario. 
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EL  PRESIDENTE  DE  LA  H.  C.  DE  R.  R. 
DE    LA  PROVINCIA 


Rosario,  Febrero  12  de  1868. 

Al  Poder  Ejecutivo — 

La  Cámara  que  tengo  el  honor  de  presidir  ha  resuelto  en 
sesión  de  este  día  proceder  al  nombramiento  de  un  Gober- 
nador Interino  que  debe  suceder  á  V.  E.  mientras  duren  las 
actuales  circunstancias. 

La  Honorable  Legislatura  en  virtud  del  artículo  23  de  la 
Constitución  Provincial  y  en  presencia  de  las  circunstancias 
porque  atraviesa  la  Provincia,  ha  creído  de  su  exclusivo  re- 
sorte la  designación  del  dia  en  que  se  ha  de  hacer  la  elec- 
ción de  electores  que  han  de  nombrar  al  Gobernador  Cons- 
titucional, razón  por  la  que*  se  ha  limitado  á  designar  la 
persona  que  interinamente  ha  de  ejercer  las  atribuciones  del 
P.  E.  hasta  tanto  que,  restablecido  el  imperio  del  orden  y 
de  las  instituciones,  pueda  ejercer  el  pueblo  libremente  el 
derecho  de  elección  que  nuestra  Constitución  le  acuerda. 

En  esta  virtud  adjunto  al  P.  E.  y  á  los  efectos  consi- 
guientes el  decreto  por  el  cual  se  nombra  Gobernador  in- 
terino de  la  Provincia  al  ciudano  D.  Camilo  Aldao. 

Dios  guarde  á  V,  E. 

Ramón  Al  varado. 
Manuel  Alhertu 

Secretario. 
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La  Cámara   Legislativa  de  la  Provincia  de  Santa   Fé 

DECRETA: 

Artículo  i^  Nómbrase  Gobernador  interino  déla  Provin- 
cia al  ciudadano  D.  Camilo  Aldao,  hasta  tanto  se  restablezca 
en  ella  el  imperio  de    todas  las  instituciones. 

Art.  2®  El  Gobernador  interino  dará  cuenta  oportunamen- 
te á  la  Cámara  Legislativa  de  la  Provincia  del  pleno  res- 
tablecimiento del  orden  constitucional,  para  que  ésta  pueda 
designar  el  día  en  que  debe  hacerse  la  elección  de  electores 
que  deben  nombrar  el  Gobernador  constitucional. 

Art.  3°  El  Gobernador  interino,  terminado  que  sea  el  pre- 
sente período  gubernativo,  entrará  al  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, previo  el  juramento  de  costumbre  que  prestará  ante 
el  Presidente  de  la  Cámara  Legislativa. 

Art.   4°  Comuniqúese  al   Poder  Ejecutivo. 

Sala  de  Sesiones,  Rosario,  Febrero  13  de  1868. 

Ramón  Alvarado. 
Manuel  Albéttu 

SccretRrio. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN   COMISIÓN 


Rosario,  Febrero  19  de  1868. 

Al  Excmo.  Sr.  Gobernador  de  la  Provincia  de  Santa  Fé — 

He  tenido  el  honor   de   recibir  la  nota    de  V,  E.  fecha 
14  del  corriente,  al  mismo  tiempo  que  las  copias  legaliza- 
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das  que  venían  adjuntas,  la  primera  del  decreto  sancionado 
por  la  Honorable  Legislatura  de  esta  Provincia,'  nombran- 
do al  ciudadano  D.  Camilo  Aldao.  Gobernador  interino;  y 
la  segunda,  de  la  nota  dirigida  por  el  Pr,esidente  de  la 
misma  Honorable  Legislatura,  haciéndole  saber,  que  ella 
hahia  creído  de  su  excltisivo  resorte  la  designación  del  dia 
en  que  ha  de  tener  lugar  la  elección  de  los  electores  que  han 
de  nombrar  el  Gobernador  constitucionaL 

Comprendiendo  que  no  es  al  Gobierno  General  á  quien 
incumbe  determinar  la  manera  como  haya  de  organizarse 
el  Gobierno  interino  de  la  Provincia,  dadas  las  circunstan- 
cias especiales  porque  ella  atraviesa,  pues  su  acción  está 
limitada  al  caso  en  que  los  poderes  públicos  de  la  misma 
Provincia  llegaren  á  encontrarse  en  acefalía,  sólo  me  per- 
mitiré aducir  algunas  observaciones,  que  espero  encontrará 
justas  V.  E.  relativamente  á  la  sanción  legislativa  que  dejo 
transcripta. 

Aún  sin  tomar  en  cuenta  los  deberes  generales  que  la 
Constitución  impone  al  Gobierno  Nacional,  para  .asegurar  á 
las  Provincias  el  goce  de  las  instituciones  que  ella  les  ga- 
rante, el  hecho  de  la  intervención  á  que  fué  llamado  por 
V.  E.  bastaría  por  sí  sólo  para  crearle  en  el  presente  caso 
con  respecto  á  esta  Provincia,  obligaciones  especiales  de  que 
no  podría  prescindir. 

La  constante  rotación  de  ¡os  poderes  públicos,  trayendo 
la  acción  directa  del  pueblo,  fuente  de  todo  poder,  á  la  ges- 
tión de  la  cosa  pública,  es  con  justicia  reputada,  la  más 
eficaz  garantía  de  las  instituciones  republicanas.  Por  esta 
razón  la  Constitución  de  esta  Provincia,  y  las  constituciones 
todas  que  admiten  por  base  el  principio  democrático,  acerta- 
damente disponen  que  el  Gobernador  de  la  Provincia,  cesa  en 
el  poder  en  el  mismo  dia  en  que  espira  su  periodo,  sin  que 
evento  alguno  pueda  prolongarlo:  y  que  en  los  casos  de  ace- 
falía^ fáciles  de  preveer  y  acaecer,  el  P,  E.  sea  desempe. 
nado  por  un  Gobernador  interino  ó  provisorio,  mientras  se 
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procede  al  nombramiento  del  propietario:  dejando  de  esta 
manera  bien  claramente  establecido  que  la  misión  del  pri 
mero,  no  es  otra  que  presidir  la  elección  del  segundo.  La 
decisión  de  la  Legislatura  que  declara  de  su  exclusivo  re- 
sorte la  designación  del  dia  en  que  se  ha  de  hacer  la  elec- 
ción de  electores,  y  parece  así  aplazaría  á  un  término  in- 
definido ó  por  lo  menos  remoto,  no  puede  ser  considerada, 
por  consiguiente,  sino  en  manifiesta  oposición  á  los  princi- 
pios que  brevemente  he  expuesto  y  cuya  exactitud  por  na- 
die podrá  ser  contestada. 

Por  otra  parte,  segfún  he  hecho  presente  ya  á  V.  E.  la 
misma  intervención  á  que  V.  E.  le  llamó,  ha  hecho  crear 
al  Gobierno  General,  derechos  y  deberes  especiales  con  res- 
pecto á  esta  Provincia. 

Ella  le  hace,  en  efecto,,  hasta  cierto  punto  responsable  de 
su  tranquilidad;  y  para  remover  el  obstáculo  que  se  oponía 
á  una  solución  pacífica,  por  injustificado  que  fuera,  á  fin  de 
evitar  el  derramamiento  de  sangre  argentina  y  mayores  ma- 
les, le  obligó  á  garantir  directamente  la  libertad  del  sufra- 
gio. El  aplazamiento  indefinido,  ó  simplemente  la  posterga- 
ción inmotivada,  podría  crear  de  nuevo  una  situación  violenta, 
y  dejaría  en  suspenso  y  aplazada  sin  término  la  garantía  ofre- 
cida; y  V.  E.  comprenderá  sin  dificultad  que,  en  manera  al- 
guna, podría  consentirlo,— y  muy  especialmente,  cuando  al 
reponer  á  V.  E.  dominada  la  rebelión  en  toda  la  Provincia 
y  con  los  medios  bastantes  para  hacer  respetar  su  autoridad, 
ha  declarado  libre  y  expedito  el  ejercicio  de  los  poderes 
constitucionales  de  V.  E.  en  toda  ella,  y  la  ha  considerado, 
por  consiguiente,  en  condiciones  electorales. 

Por  todas  estas  consideraciones,  cuya  exactitud  no  podrá 
escapar  á  su  ilustrado  juicio,  espero  se  persuadirá  V.  E.  de 
la  justicia  con  que,  como  representante  del  Gobierno  de  la 
Nación,  no  he  podido  ni  debido  admitir  en  silencio  una  san- 
ción legislativa  que  podría  importar  la  postergación  ó  el 
aplazamiento  de  un  deber  sagrado,  que,  sin  dificultad,  puede 
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y  debe  ser  cumplido  en  los  treinta  primeros  días  después 
que  haya  tomodo  posesión  de  su  cargo  el  Gobernador  in- 
terino. 

Con  este  motivo,  reitero  á  V.  E.  la  seguridad  de  mi  con- 
sideración distinguida. 

Eduardo  Costa. 


Conforme: 


D,   O.  Mag fiasco. 

SecretMrio. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa  Fé,  Febrero  22  de  1868. 

Al  Sub-Secretario  del  Ministerio  del  Interior,  encargado  del 
despacho  del    mismo. 

Participo  al  Sr.  Sub-Secretario,  para  que  se  sirva  elevarlo 
al  conocimiento  de  S.  E.  el  Sr.  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, que  el  día  de  anteayer,  20  del  corrt.,  llegamos  á  esta 
ciudad  con  el  Sr.  Gobernador  D.  Nicasio  Oroño;  y  que,  apar- 
te de  un  pequeño  tumulto  que  se  suscitó  al  tiempo  de  des- 
embarcar, y  que  fué  al  instante  apaciguado,  no  ha  ocurrido 
novedad  alguna,  habiéndose  conservado  el  orden  en  esta 
ciudad  con  bastante  regularidad,  atendida  la  situación  violenta 
porque  acaba  de  pasar. 

El  Capitán  del  Puerto  de  esta  ciudad  comisionado  para 
proceder  al  desarme,  me  ha  dado  cuenta  de  su  comisión  en 
los  términos  que  V.  S.  se  impondrá  por  la  nota  adjunta.  La 
falta  de  una  fuerza  de  caballería  nacional  ha  obstado  á  que 
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el  desarme  no  haya  sido  hasta  ahora  tan  eficaz  como  fuera 
de  desear.  Con  esta  misma  fecha  pido  al  General  Conesa,  me 
remita  sin  pérdida  de  tiempo  la  que  tenga  más  disponible,  á 
fíii  de  hacer  recorrer  la  campaña  en  todas  direcciones,  y  re- 
cojer  las  armas  que  hubieren  podido  llevar  los  dispersos. 

La  situación  de  esta  Provincia  es  todavía  delicada.  El  nom- 
bramiento que  hizo  la  Legislatura  en  la  ciudad  del  Rosario 
de  Gobernador  Interino  en  la  persona  del  ciudadano  D.  Ca- 
milo Aldao,  pariente  inmediato  del  señor  Oroño,  la  incerti- 
dumbre  en  que  se  dejaba  la  fecha  en  que  debían  tener  lugar 
las  elecciones,  ha  agitado  nuevamente  los  ánimos,  que  apenas 
principiaban  á  tranquilizarse  después  de  tan  fuerte  sacudi- 
miento. A  mi  pasada  por  aquella  ciudad  me  fué  entregada  una 
solicitud  con  un  numero  considerable  de  firmas,  reclamando 
de  aquel  nombramiento,  y  aquí  me  ha  sido  presentada  otra 
en  el  mismo  sentido. 

Se  me  ha  informado,  además,  que  en  las  inmediaciones  de 
esta  ciudad  se  encuentran  reunidos  algunos  grupos  con  el 
objeto  de  protestar  mañana  contra  el  citado  nombramiento* 
He  ordenado  eu  consecuencia,  salgan  algunas  partidas  de 
fuerzas  nacionales  á  disiparlos  y  desarmarlos,  si  aún  con- 
servasen armas;  y  no  omitiré  esfuerzo  alguno  para  evitar  des- 
órdenes, procurando  por  todos  los  medios  posibles,  inspirar 
confianza  á  todos,  en  la  lealtad  con  que  el  Gobierno  de  la 
Nación  ha  de  cumplir  sus  compromisos,  y  en  los  elemen- 
tos con  que  cuenta  para  hacerlos  efectivos. 

Dios  guarde  al  señor  Sub-Secretario. 

Eduardo  Costa. 
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EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa-Fé,  Febrero  22  de  1868. 

Al  Excmo.   Sr.    Gobernador   de   la  Provincia,  Don  Nicasio 
Oroño: 

En  los  momentos  en  que  preparaba  mi  correspondencia 
para  el  vapor  de  hoy,  recibí  las  dos  notas  de  V.  E.,  una  fe- 
cha de  ayer,  y  la  otra  de  este  mismo  día,  y  esta  circunstan- 
cia y  otras  atenciones  premiosas,  me  han  impedido  contes- 
tarlas antes  de  esta  hora,  como  hubiera  deseado. 

En  ellas,  después  de  relatar  los  hechos  que  á  juicio  de 
V.  E.  colocan  á  los  que  se  sometieron  á  la  autoridad,  en  la 
misma  actitud  hostil  en  que  antes  se  encontraban,  dice  V.  E. 
que,  cediendo  á  las  seguridades  que  por  mi  parte  le  di,  el 
Gobierno  de  la  Provincia  había  caido  en  una  celada,  prepa- 
rada no  ya  contra  su  Gobierno,  sino  contra  el  que  ha  de  su- 
cederle,  le»  que  atribuye  V.  E.  á  la  manera  como  se  ejercita 
la  intervención  por  parte  mía,  y  concluye,  pidiéndome  le  in- 
dique las  medidas  que  pienso  adoptar  para  conjurar  el  peli- 
gro inminente  en  que  V.  E.  considera  estar  esta  ciudad  de 
ser  asaltada,  y  aún  entregada  al  saqueo. 

No  entraré  á  discutir  con  V.  E.  si  és  ó  nó  acertada  la  ma- 
nera como  ejercito  la  comisión  con  que  el  Gobierno  de  la 
Nación  me  honró,  y  que,  de  paso,  recordaré  á  V.  E,.  ha  me- 
recido su  entera  aprobación. 

No  discutiré  tampoco  la  manera  como  V.  E.  haya  coope- 
rado á  los  fines  de  la  intervención,  que  V.  E.  mismo  pidió 
y  cuyo  objeto  no  era  precisamente  recurrir  al  empleo  de  la 
fuerza,  siempre  que  por  la  conciliación  y  la  prudencia  pudie- 
ra obtenerse  el  resultado  que  se  buscaba,  que  no  era  otro 
que  reponer  á  V.  E.  en  el  ejercicio  de  su  autoridad.  El  país. 
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en  uno  y  otro  caso,  juzgará,  y  por  mi  parte  entiendo  además 
que  los  que  representan  los  altos  poderes  públicos,  se  deben 
entre  sí  ciertos  respetos  y  cierto  decoro  de  que  no  estoy  dis- 
puesto á  prescindir. 

Permítame  ahora  V.  E.  rechazar  con  toda  energía  el  cargo 
que  importa  la  aserción  de  V.  E.  de  que  el  Gobiemo  de  la 
Provincia  cediendo  á  las  seguridades  que  le  había  dado,  haya 
caído  en  una  celada,  no  ya  contra  el  Gobierno  que  concluye, 
sino  contra  el  que  haya  de  sucederle. 

V.  E.  ha  sido  repuesto  en  el  ejercicio  de  toda  su  autoridad^ 
y  si  ha  encontrado  algún  tropiezo  para  ejercerla  en  toda  su 
plenitud,  no  ha  debido  olvidar  que  ha  faltado  el  tiempo  ma- 
terial para  removerlo,  y  que  el  Gobierno  de  la  Nación  no  es 
ni  puede  ser  responsable  de  la  falta  de  cooperación  que,  des- 
pués de  un  sacudimiento  tan  violento  como  el  que  ha  sufrido 
esta  provincia,  haya  podido  encontrar  V.  E.  en  la  opinión  de 
sus  gobernados,  sin  la  qué  en  todo  pueblo  democrático,  será 
siempre  difícil  y  penoso   el  ejercicio  de  los  poderes  públicos. 

El  Gobierno  de  la  Nación  ha  cumplido,  pues,  para  con 
V.  E.  plenamente  los  deberes  que  la  Constitución  le  impo- 
nía;— y  si  V.  E.  no  le  debe  por  ello  alguna  consideración,  de- 
biera excusarle,  al  menos,  los  cargos  que  inmerecidamente 
le  hace,  no  ya  tan  sólo  á  su  nombre,  sino  también  en  antici- 
pación de  el  que  ha  de  sucederle.  Con  más  justicia  ha  debido 
suponer  V.  E.,  que  el  Gobierno,  que  ha  cumplido  sus  deberes 
para  con  V.  E.  los  ha  de  cumplir  también  para  con  el  que 
venga  después. 

No  permitiéndome  la  urgencia  con  que  V.  E.  desea  esta 
contestación,  entrar  á  analizar  los  diversos  puntos  que  abra- 
zan las  notas  citadas  al  principio,  me  permitiré  adjuntar  copia 
de  los  partes  que  hoy  mismo  he  recibido  de  los  encargados 
del  desarme,  y  del  oficial  que  antes  de  recibir  las  notas  de 
V.  E.  había  ya  mandado  con  una  partida  de  fuerzas  naciona- 
les á  recorrer  los  alrededores  de  esta  ciudad,  donde  se  me 
babía  asegurado  existían  grupos  de  gente  armada. 
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Por  ellos  se  persuadirá  V.  £.  de  qne  los  informes  bajo 
cuya  impresión  escribía  aquellas  notas  tan  alarmantes,  son 
por  demás  exajeradasL  Tal  vez,  por  falta  de  una  fuerza  de 
caballería,  el  desarme  no  haya  sido  tan  eficaz  como  hubiera 
sido  de  desear. 

He  pedido  con  urgencia  alguna,  al  General  Conesa,  y  así 
que  llegue  recorrerá  la  campaña  para  recocer  las  armas  que 
no  se  hubieren  entregado.  Espero  que  V.  £.  verá  con  satis- 
facción por  la  nota  del  Mayor  Brest.  que  son  de  todo  punto 
inciertos  los  excesos  y  los  crímenes  de  todo  género»  que  V.  £. 
había  sido  informado  haberse  perpetrado  en  el  departamento 
de  Coronda. 

Viniendo  ahora  al  punto  esencial  de  la  nota  de  V.  £.,  debo 
decirle  en  contestación  que  abrigo  la  esperanza  de  que  sus 
temores  no  se  han  de  realizar,  y  que  en  todo  caso,  V.  £.  ha 
debido  y  debe  contar  con  que  las  fuerzas  nacionales  que  aquí 
existen,  concurrirán  al  mantenimiento  del  orden  y  á  prestar 
la  protección  que  deben  á  las  autoridades  constituidas. 

En  este  sentido  he  dado  las  órdenes  convenientes  á  los 
jefes  que  las  mandan. 

Dios  gfuarde  á  V.  E. 

Eduardo  Costa. 
Es  copia — 

Damingo   O,  Moyano, 
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EL  MINISTRO    INTERINO    DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa  Fe,  Febrero  23  de  1868. 

Al  señor   Presidente   de  la   H.  Cámara  Legislativa  de    la 
Provincia,  ciudadano  don   Ramón  Alvarado. 

En  los  momentos  de  regresar  del  acto  á  que  había  sido 
invitado  por  el  señor  Gobernador  cesante  don  Nicasio 
Oroño,  una  numerosa  comisión  de  vecinos  respetables  viene 
á  decirme  que  la  H.  Cámara  que  V.  S.  preside,  habia  pro- 
cedido á  poner  en  posesión  del  mando  y  tomar  juramento 
de  ley  al  señor  Gobernador  interino  sin  el  qtwrum  que  la 
Constitución  prefija  para  sus   sesiones. 

Me  sorprendió  tanto  más  esta  aserción,  señor  Presidente, 
cuanto  que,  poco  antes  de  ir  á  la  casa  de  Gobierno,  te- 
niendo en  la  mía  muchos  gefes  y  empleados  nacionales, 
mandé  rogar  á  V.  S.  por  intermedio  del  Capitán  del  Puerto, 
don  Esteban  E.  Guastavino,  tuviera  la  bondad  de  hacerme 
avisar  luego  que  hubiese  número,  y  V.  S.  poco  tiempo 
después,  me  mandó  decir  que  ya   lo  había. 

Los  deberes  especíales  que  el  Gobierno  de  la  Nación 
ha  contraído  para  con  esta  Provincia,  sin  tomar  en  cuenta 
los  que  la  Constitución  le  impone  en  general,  con  relación 
á  todas  las  Provincias,  me  obligan  á  dirigirme  al  señor 
Presidente  pidiéndole  una  explicación  sobre  el  hecho  de- 
nunciado que,  espero,  no  será  exacto,  con  la  brevedad  que 
el  caso  exije,  y  si  es  posible  acompañando  una  relación  no- 
minal de   los  Diputados  que  hayan   asistido  á  la  sesión. 

Procediendo  con  la  lealtad  que  he  procurado  acreditar  á 
todos  en  el  desempeño  de  esta  comisión,  no  ocultaré  des- 
de ahora  al   señor   Presidente,   que   de  su  contestación,   de- 
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penderá  la  actitud  que,  como  representante  del  Gobierno 
de  la  Nación  haya  de  asumir  con  respecto  á  la  autoridad 
nacida  del  acto  de  este  día;  pues]  es  fácil  comprender  que, 
si  el  Gobierno  de  la  Nación  no  debe  mezclarse  en  este 
juego  interno  de  las  instituciones  de  la  Provincia,  no  debe 
tampoco  protección  ni  apoyo  á  los  poderes  que  considere 
constituidos  en  maniñesta  oposición  á  ellas. 
Dios  guarde  al  señor  Presidente. 

Firmado:  Eduardo  Costa. 


EL    PRESroENTE  DE  LA  H.  C.   LEGISLATIVA 


Santa  Fe,  Febrero  23  de.  1868. 

Al  Excmo,  señor  Ministro  del  Interior  en  comisión  doctor 
don  Eduardo  Costa. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  que  V.  E.  se  ha 
servido  dirigirme  con  esta  fecha,  en  la  que  me  pide  le  dé 
una  explicación  sobre  la  denuncia  que  dice  V.  E.  haberle 
sido  hecha  por  una  comisión  de  vecinos,  respecto  á  que  la 
Cátnara  que  yo  presido  había  procedido  á  poner  en  pose- 
sión del  mando  grubernativo  de  la  Provincia  y  tomar  el 
juramento  de  ley  al  Gobenador  interino,  sin  el  qtiorum  que 
la  Constitución   prefija  para  sus   Sesiones. 

Consideróme,  señor  Ministro,  desautorizado  para  dar  á 
V.  E.  las  explicaciones  que  me  pide,  por  más  que  deseara 
satisfacerlo:  y  me  veo  en  el  caso  de  suplicar  á  V.  E.  me 
dispense  de  hacerlo  sobre  el  punto  principal  de  la  nota 
referida. 

No  así  sobre  la  nota  del  mensaje  mandado  con  el  señor 
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Capitán  del  Puerto,  don  Esteban  E.  Guastavino,  y  que  me 
concierne  en  todas  sus  partes. 

Este  señor  díjome  en  nombre  de  V.  E.  que,  ctuindo  es- 
tuviesen reunidos^  le  hiciera  la  .  gracia  de  participárselo 
para  asistir  al  acto  del  recibimiento. 

Contesté  al  señor  Guastavino  que,  tan  luego  como  llegase 
el  momento  de  la  recepción  se  le  prevendría  á  V,  -£.,  como 
lo  hice  en  efecto. 

Es  cuanto  ha  pasado  y  estraño  habría  sido  para  mí  otro 
género  de  mensaje:  siendo  de  todo  punto  probable  que  el 
referido  señor,  ha  sufrido  en  esto  una  equivocación. 

Me  es  grato  aprovechar  la  ocasión  que  me  ofrece  el  se- 
ñor Ministro,  para  manifestarle  la  expresión  de  mi  alta  con- 
sideración. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

Ramón  Alvarado. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Recibimiento  del  Sr    D.  Camilo  Aldao 

Santa-Fe,  Febrero  25  de  1868. 

Al  Sr.   Sub-Secretario.  encargado   del  despacho  del  Minis- 
terio del  Interior. 

Pongo  en  conocimiento  del  Sr.  Sub-Secretario  que  el  día 
23  del  corriente,  término  del  Gobierno  de  D.  Nicasio  Croño, 
tuvo  lugar  el  recibimiento  del  Sr.  D.  Camilo  Aldao,  nombra- 
do Gobernador  interino  de  esta  Provincia,  segfún  antes  lo  he 
participado. 


—   134  — 

Habiendo,  sin  embargo,  faltado  á  este  acto  el  número  de 
Diputados  necesario  para  hacer  fuorum;  en  presencia  de  dis- 
posiciones claras  y  terminantes  de  la  Constitución  de  esta  Pro- 
vincia, .que  dispone  que  la  toma  de  posesión  del  mando  y  la 
prestación  del  juramento,  tengan  lugar  ante  el  Presidente  de 
la  Cámara  Legislativa,  reunida  en  mayoría  absoluta, — sin  que 
admitan  diversa  interpretación, — creí  de  mi  deber  no  recono- 
cer al  Sr.  Aldao  en  el  carácter  que  pretendía  asumir,  mien- 
tras no  llenase  aquel  requisito  esencial.  Háse  originado  con 
este  motivo  un  incidente  que  espero  terminará  satisfactoria- 
mente, y  del  que  daré   cuenta  en  el  próximo  correo. 

Me  es  agradable  decir  al  Sr.  Sub-Secretario  que  á  pesar  de 
los  temores  tan  alarmantes  que  manifestaba  el  Sr.  Goberna- 
dor cesante,  don  Nicasio  Oroño,  en  las  dos  notas  que  con  su 
contestación  acompaño  en  copia,  no  ha  ocurrido  desorden  ni 
desgracia  alguna  que  lamentar  ni  en  el  día  del  recibimiento, 
ni  después. 

Con  la  llegada  de  las  fuerzas  de  caballería  que  pedí  al  Ge- 
neral Conesa  y  que  tienen  ya  orden  de  recorrer  la  campaña 
para  recojer  las  armas  y  caballos  que  no  se  hubiesen  entrega- 
do, la  confianza  se  ha  robustecido,  y  espero  que  antes  de  mu- 
cho la  tranquilidad  será  completa. 

El  General  Conesa  me  escribe  que  en  el  Departamento  del 
Rosario  no  ocurre  novedad  alg^una.  En  mucha  parte,  es  esto 
debido  á  la  confianza  que  ha  sabido  inspirar  á  todos  el  mismo 
General,  cuya  inteligente  y  eficaz  cooperación  en  el  éxito  de 
esta  comisión,  me  es  agradable  reconocer  y  recomendar  al 
Gobierno. 

Dios  guarde  al  Sr.  Sub  Secretario. 

Eduardo  Costa. 
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EL  MINISTRO  INTERINO    DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa  Fe,  Febrero  25  de  1868. 

Al  ciudadano  D.  Camilo  Aldao,  nombrado  Gobernador  inte- 
rino de  la  Provincia,  por  la  Hi  Legislatura  de  la  misma. 

He  recibido  la  nota  de  fecha  de  ayer,  en  que  me  participa 
Vd.  que  habiendo  sido  nombrado  Gobernador  interino  de  esta 
Provincia  por  su  H.  Legislatura  en  sesión  de  13  del  corriente, 
había  tomado  posesión  del  mando  el  día  anterior. 

Las  notas  que  he  cambiado  con  el  señor  Presidente  de  la 
Legislatura  que  acompaño  en  copia,  instruirán  al  Sr.  Aldao  de 
las  muy  serias  objeciones  que  obstan  á  que  pueda  reconocer 
la  validez  del  acto  que  debió  preceder  á  la  trasmisión  del 
poder  á  sus  manos. 

En  consecuencia  y  en  mérito,  de  las  consideraciones  que 
extensamente  he  expuesto,  con  especialidad  en  mi  nota  de  esta 
misma  fecha,  que  ruego  al  Sr.  Aldao  tenga  por  reproducida  en 
esta,  disculpando  esta  forma  en  atención  á  la  premura  del 
tiempo,  cumplo  con  pesar  el  deber  de  participarle  que  he  nom- 
brado al  Dr.  D.  Luciano  Torrent,  al  efecto  de  presidir  las  elec- 
ciones para  Gobernador  propietario,  habiendo  encargado  de 
la  conservación  del  orden  público,  durante  su  ausencia,  al 
ciudadano  D.  Domingo  Crespo. 

Esperando  que  el  Sr.  Aldao,  inspirándose  en  los  sentimien- 
tos de  patriotismo  de  que  ha  d^ido  siempre  pruebas,  y  persua- 
dido de  que  el  Representante  de  la  Nación  al  desconocer  el 
carácter  de  que  pretende  estar  investido  sólo  procede  en  cum- 
plimiento de  un  imperioso  deber  en  resguardo  délas  institu- 
ciones que  á  fuerza  de  tantos  sacrificios  hemos  conquistado,  y 
consultando  el  bien  de  todos  aquellos  nombramientos,  me  es 
grato  saludarle  con  toda  consideración. 

Eduardo  Costa. 
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EL   MINISTRO    INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa  Fe,  Febrero  25  de  1868. 

Al  señor   Presidente  de  la  H.  Cámara    Legislativa    de  la 
Provincia,  ciudadano  don  Ramón  Alvarado. 

He  recibido  la  nota  de  V.  S.  fecha  de  ayer,  en  contes- 
tación á  la  mía  del  día  anterior,  relativa  al  incidente  á  que 
ha  dado  origen  la  forma  en  que  el  señor  Aldao  tomó  po- 
sesión del  cargo  de  Gobernador  interino  á  que  había  sido 
llamado   por  la  H.  Legislatura  de  la  Provincia. 

En  ella  declara  . V.  S.  que  no  asistió  á  aquel  acto  el  nú- 
mero requerido  para  hacer  sesión,  sino  algunos  señores  Di- 
putados que  había  citado  para  darle  mayor  solemnidad,  por 
no  haberlo  creido  necesario,  en  virtud  de  las  razones  que 
tiene  la  deferencia  de  hacerme  saber. 

Respetando  como  debo,  el  juicio  del  señor  Presidente,  en 
presencia  de  textos  constitucionales,  claros  y  expresos  que 
no  pueden  ser  derogados  ni  puestos  en  duda  por  opiniones 
ó  interpretaciones  más  ó  menos  fundadas,  esta  declaración 
basta,  sin  embargo,  confirmarme  en  el  deber,  en  que  me 
encuentro  colocado  y  que  he  manifestado  ya,  de  no  reco- 
nocer al  señor  Aldao  en  el  carácter  de  Gobernador  inte- 
rino de  que  V.  S.  le  cree  en  posesión,  y  de  proceder  des- 
de luego  al  nombramiento  de  la  autoridad  que  haga  q^sar 
la  acefalía.en  que,  la  falta  de  legalidad  de  aquel  acto,  deja 
á  la  Provincia. 

En  efecto,  señor,  el  art.  34  de  la  Constitución  de  la  Pro- 
vincia, entre  las  atribuciones  del  Poder  Legislativo,  enu- 
mera la  siguiente:  Inciso  24:  Poner  en  posesión  .  del  mando 
al  Gobernador  interino  y  tomarle  el  juramento  prescripto 
por  esta  Constitución, 
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El.  art  6 1  .di^)one  que  el  Gobernador  propietario,  al  tomar 
posesión  de  su  cargo,  prestará  juramento  ante  el  Presidente 
de  la  Junta  Electoral,  estando  esta  reunida  en  mayoría 
absoluta  y  más  directamente  al  caso  presente:  el  siguiente, 
prescribe  que  el  Gobernador  interino  lo  hará  ante  la  Cá" 
mará  de  Representantes,  cuando  esté  reunida. 

Difícil  sería  que  con  más  insistencia  ni  más  explícita- 
mente hubiesen  los  leg¡slad(»res  consignado,  que  fué  su  men- 
te que  la  toma  de  posesión  y  el  juramento,  ast  del  Gober- 
nador propietario  como  del  interino,  debieran  tener  lugar 
ante  el  Presidente  de  la  Cámara,  reunida  esta,  es  decir, 
en  número  bastante;  ni  se  concibe  como  pudiera  darse  á 
términos  tan  terminantes  y  positivos,  una  interpretación  dis 
tinta. 

Sin  pretender  V.  E.  como  era  natural,  expresar  los  sen- 
timientos de  la  Cámara,  ha  tenido  la  deferencia  de  mani- 
festarme las  razones  que,  en  su  opinión,  justifican  el  proce- 
dimiento observado.  A  mi  vez,  y  sin  pretender  tampoco 
abrir  ni  continuar  una  discusión  con  el  Sr.  Presidente,  me 
permitiré  analizar  brevemente  los  fundamentos  en  que  apoya 
su  ilustrado  juicio,  en  la  esperanza  de  que,  si  este  incidente 
llegare  al  conocimiento  de  la  H.  Legislatura,  no  será,  acaso, 
sin  objeto  que  fuese  desde  ahora  un  tanto  discutido. 

Fúndase  V.  S.  en  primer  lugar,  en  la  sanción  legislativa 
del  13  del  corriente,  que,  al  nombrar  Gobernador  interino 
estatuyó  que  el  juramento  se  prestase  ante  el  Presidente 
de  la  Cámara,  cuya  mente  dice  V.  S.  haber  sido  que  por 
el  Presidente  se  entendiera,  simplemente  el  Presidente  sin 
Cámara;  es  decir  sin  quorum,  en  consideración  á  la  espe- 
cialidad del  caso  en  que  se  hacía  este  nombramiento,  no 
previsto  por  la  Constitución. 

No  discutiré  con  el  señor  Presidente  acerca  de  la  inter- 
pretación que  pretende  dar  á  aquella  sanción  legislativa^; 
solo  me  permitiré  observar   de  paso,  que  es  á  mi  entender 
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violenta  y  arbitraria,  puesto  que  por  Presidente  se  entiende 
siempre  el  Presidente  de  la  Cámara  reunida  esta,  siendo 
necesaria  una  disposición  espresa  para  que  el  Presidente  pueda 
ejercer  por  sí  solo  aquellas  atribuciones,  que  son  indispen- 
sables para  el  buen  servicio  de  la  secretaría  y  dirección  de 
las  sesiones. 

No  alcanzo,  empero,  á  comprender  de  qué  principio  ad- 
ministrativo ó  de  justicia  pueda  deducirse  que  la  especiali- 
dad de  las  circunstancias  que  precedieron  al  nombramiento 
del  Sr.  Aldao,  hagan  de  él  un  Gobernador  interino  especial, 
fuera  de  la  Constitución;  y  esto,  sin  tomar  en  cuenta  que 
esta  pretendida  especialidad,  ha  cesado  con  el  restableci- 
miento del  régimen  Constitucional  de  toda  la  Provincia. 

Para  mí,  señor  Presidente,  no  hay  en  el  nombramiento  en 
cuestión  otra  especialidad,  que  la  de  haber  sido  nombrado 
Gobernador  interino  por  la  Legislatura,  en  vez  de  ser  lla- 
mado por  el  ministerio  de  la  ley,  como  lo  es  el  Presidente 
de  la  Cámara  de  Justicia  en  los  casos  previstos  en  el  art.  45; 
5^  repito,  no  alcanzo  á  comprender  y  creo  difícil  que  lo 
alcance  nadie,  por  qué  razón  esta  especialidad  haga  del 
señor  Aldao  un  Gobernador  interino  especial  que  no  esté 
sugeto  á  los  mismos  deberes  y  responsabilidades  que  la  Cons- 
titución impone  al  Gobernador  interino,  llamado  por  el  minis- 
terio de  la  ley. 

Uno  de  estos  deberes,  es  tomar  posesión  del  cargo  y 
prestar  juramento  ante  la  Cámara  reunida  ¿por  qué  razón  le 
será  dispensado?  Con  más  justicia  podría  sostenerse  que  no 
estando  investido  el  Gobernador  nombrado  por  la  Legislatura, 
del  alto  carácter  que,  tanto  por  su  posición,  como  por  el  hecho 
mismo  de  ser  llamado  por  la  ley  inviste  el  Presidente  de  la 
Cámara  de  Justicia,  la  formalidad  requerida  para  la  toma  de 
posesión  y  prestación  del  juramento,  debiera  ser  mayor  y 
más  solemne. 

Pero  dice  ó  podría  decir  el  señor  Presidente,  que,  dada  la 
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interpretación  que  él  da  á  la  sanción  legislativa  que  analizo, 
sería  su  deber  cumplirla. 

Por  mi  parte,  observaré  para  poner  término  á  la  discusión 
sobre  este  punto,  que  no  conozco,  ni  admito  especialidad  alguna 
que  pueda  autorizar  la  derogación  de  los  preceptos  constitu- 
cionales, sino  es  por  aquellos  medios  que  la  misma  Constitu- 
ción ha  establecido  para  su  reforma. 

Dice  también  el  señor  Presidente  que  siendo  el  nombra- 
miento del  señor  Aldao,  que  nadie  le  disputa,  lo  substancial,  y 
lo  accesorio  el  juramento,  seria  injusto  y  contrario  á  todos  los 
principios  administrativos,  privarle  de  su  ejercicio,  solo  porque, 
debido  i  circunstancias  en  que  no  tuvo  participación  ni  pudo 
evitar,  no  hubiese  podido  prestarlo. 

No  sé,  señor  Presidente,  si  para  los  legisladores  de  esta  Pro- 
vincia, fué  ó  nó  el  juramento  simple  accesorio,  pero  sí  creo 
saber  que  accesorios  de  esta  naturaleza,  están  de  tal  manera 
adheridos  en  todas  las  naciones  cultas  á  lo  que  V.  S.  llama 
substancial,  que  sin  ellos,  lo  substancial  no  produce  efecto 
alguno. 

El  Parlamento  Ingles  por  veinte  años  consecutivos  rechazó 
los  mismos  Diputados  que  el  pueblo  le  enviaba  cada  año 
sólo  porque  «por  motivos  di  religión»,  rehusaban  aceptar  la 
fórmula  de  ese  juramento  que  V.  S.  llama  accesorio,  hasta  que 
al  fin  lo  reformó.  Y  entre  nosotros  mismos  ¿qué  Diputado  sin 
haber  previamente  prestado  el  juramento  que  la  Constitución 
exije,  aunque  se  lo  hubiera  recibido  el  mismo  Presidente  de  la 
República  y  hubiese  sido  elegido  bajo  todas  las  circunstancias 
especiales  posibles,  qué  Diputado,  digo,  osaría  sentarse  en  las 
bancas  de  la  legislatura,  ni  qué  legislatura  lo  consentiría? 

Con  motivo  de  este  incidente  llama  V.  S.  mi  atención 
sobre  la  disposición  del  art  ti,  cuyos  términos  transcribe  y 
que  de  antemano  conocía.  Yo  no  he  negado,  señor  Presidente, 
al  Sr.  Aldao,  el  derecho  de  convocar  á  la  Legislatura,  para 
prestar  ante  ella  el  juramento  de  ley;  no  he  negado  tampoco 
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á  la  Legislatura .  el  derecho  de  reunirse  por  si  sola,  sino  fuere 
convocada  por  el  Gobernador  interino,  en  el  mismo  día,  ó  al 
siguiente  de  tomar  posesión  del  mando,  según  el  articulo  cita- 
do lo  dispone,  no  he  negado  ni  desconocido,  finalmente,  el 
carácter  de  Gobernador  interino  con  que  él  fué  investido  por 
la  Legislatura.  He  sostenido  y  sostengo  simplemente,  que 
el  Sr.  Gobernador  interino  nombrado  por  la  Legislatura,  no 
tiene  el  derecho  de  gobernar,  mientras  no  tome  posesión  del 
mando  y  preste  el  juramento  en  la  forma  que  la  Constitución 
prescribe;  del  mismo  modo  que  el  Diputado  nombrado  por  el 
pueblo,  no  tiene  el  derecho  de  legislar,  ni  el  Juez  el  de  juzgar 
mientras  no  hayan  prestado  el  juramento,  y  tomado  posesión 
de  sus  cargos  respectivos  con  arreglo  á  lo  que  la  Constitución 
prescribe.  Siempre  que  el  Sr.  Aldao  se  encuentre  en  las 
condiciones  legali^  que  reputo  indispensables,  no  tendré 
embarazo  en  reconocerlo  en  su  carácter  de  Gobernador  inte 
riño,  y  le  prestaré  en  su  ejercicio  el  apoyo  que  el  Gobierno 
Nacional  debe  á  los  poderes  debidamente  constituidos. 

Mientras  tanto,  Sr.  Presidente,  [debo  declarar  nuevamente, 
esta  situación  no  puede  prolongarse. 

No  obstante  la  invitación  ó  requirimiento  que  mi  primera 
nota  importaba,  no  oculté  su  alcance;  olvidando  un  precepto 
constitucional,  me  negó  al  principio  toda  esplicación  sobre 
un  hecho  que  era  y  debia  ser  del  dominio  público  y  persiste 
después  en  sostener  la  legalidad  de  un  acto. que,  por  mi  parte; 
he  reputado,  y  reputo  notoriamente  inconstitucional.  No  obs- 
tante el  mandato  expreso  del  artículo  62  antes  citado,  van 
corridos  tres  días  sin  que  el  Sr.  Gobernador  interino,  ni  V.  S. 
ni  ninguno  de  los  señores  Diputados  haya  pedido  la  reunión 
de  la  Legislatura  para  revalidar  el  acto  tachado  de  nulidad. 
Y  lo  que  és  más  grave  todavía,  el  Sr.  Aldao,  no  obstante  el 
conocimiento  que  privadamente  le  di  y  que  dvíbe  suponerle 
ha  tenido,  de  las  [muy  fundadas  objeciones  y  resistencias, 
que  la  forma  en  que  ha  pretendido  tomar    posesión  de  su 
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carjaro,  ofrecía;  en  vez  de  llamar  á  la  Legislatura  para  legali- 
zarlo,— sigue  ejerciendo  una  autoridad  que  no  reputo  legítima 
y  á  la  que  no  debo  prestar  el  apoyo  que  sólo  debe  el  Go- 
bierno de  la  Nación  á  las  autoridades  legalmente  consti- 
tuidas. 

En  vista  de  esto,  Sr.  Presidente,  en  presencia  de  la  situación 
difícil  en  que  el  ejercicio  de  una  autoridad  ilegítima  que  no 
tiene  el  derecho  de  ser  obedecida,  excitando  de  nuevo  las 
pasiones  y  los  ánimos,  coloca  á  esta  Provincia;  en  presencia 
de  los  deberes  generales  que  la  Constitución  impone  al  Gobier- 
no de  la  Nación,  y  de  los  que,  el  hecho  de  la  intervención  á 
que  fué  llamado  le  ha  hecho  contraer  con  especialidad  para 
con  esta  Provincia,  he  creido  llegado  el  caso  previsto  en  las 
garantías  ofrecidas  á  los  que  depusieron  las  armas,  de  pro- 
veer á  la  acefalía  en  que  se  encuentra  la  Provincia  por  el 
hecho  de  no  hallarse  el  Sr.  Gobernador  interino  D.  Camilo 
Aldao»  ni  el  Presidente  de  la  Cámara  de  Justicia  en  las  con- 
diciones que  la  Constitución  exige,  y  cumplo  con  el  deber 
de  poner  en  conocimiento  de  V.  S.  que  ha  nombrado  en  con- 
secuencia al  Dr.  D.  Luciano  Torrent  al  efecto  de  presidir 
la  elección  de  los  electores  que  han  de  nombrar  al  Gobernador 
propietario,  nombramiento  que  no  puede  postergarse  ni  demo- 
rar indefinidamente,  sin  falsear  el  espíritu  de  las  instituciones 
republicanas  que  nos  rigen.  Estando  ausente  el  Dr.  Torrent,  el 
ciudadano  D.  Domingo  Crespo  será  encargado  de  la  conserva- 
ción del  orden  público. 

Con  este  motivo  me  es  grato  saludar  al  Sr.  Presidente  con 
toda  consideración. 

Eduardo  Costa. 
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EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN   COMISIÓN 


Santa  Fé,  Febrero  27  de  1868. 

Al  ciudadano  D.  Camilo  Aldao,  nombrado  Gobernador  inte- 
rino de  la  Provincia  de  Santa  Fé. 

He  recibido  la  nota  de  Vd.  fecha  de  ayer,  en  contestación  á 
la  mía  del  mismo  día  y  no  del  anterior,  según  sabe  Vd.  por  la 
rectificación  que  mandé  hacer  á  un  error  de  copia. 

Dejando  al  buen  juicio  del  Gobierno  de  la  Nación  y  del 
país,  apreciar  la  manera  algo  más  que  inconveniente  y  des- 
comedida con  que,  contestando  á  una  nota  que  no  con- 
tenía ni  un  concepto,  ni  una  palabra  que  pudiera  herir 
la  susceptibilidad  de  nadie,— se  dirige  Vd.  al  representante 
de  la  Autoridad  Nacional,— sólo  me  permitiré  recordar  al 
Sr.  Aldao  que  la  ley,  ya  qne  no  otras  consideraciones  de 
civilidad  y  de  decoro,  le  obliga  á  guardar  respeto  á  la  auto 
ridad  de  la  Nación  que  represento  y  que,  puesto  que  pre- 
tende investir  el  alto  carácter  de  Gobernador  de  una  Pro- 
vincia,  debiera  ser  el  primero  en   no  olvidarlo. 

No  descenderé  tampoco  á  vindicarme  de  las  tendencias 
y  prevenciones  que  tan  gratuita  como  indebidamente,  cree 
Vd.  encontrar  en   mis  procedimientos. 

La  manera  como  he  ejecutado  la  Comisión  con  que  fui 
honrado,  procurando  por  la  conciliación  de  todos,  evitar  el 
derramamiento  de  sangre  argentina  ha  recibido  ya  la  más 
plena  aprobación  del  Gobierno  de  la  Nación,  y  alguna  con- 
sideración espero,  ha  de  merecer  en  la  opinión  de  la  Repú- 
blica, si  bien  es  sensible  no  haya  alcanzado  á  conquistar  las 
simpatíéis  de  aquellos,  muy  pocos,  que,  al  parecer,  hubieran 
preferido  ver  subordinada  la  acción  de  la  Autoridad  Nació 
nal  al  servicio  de  las   pasiones  rencorosas   de  partido. 


i 


—    «43   — 

Las  consideraciones  de  que  hace  Vd.  mérito  en  defensa 
del  carácter  que  pretende  investir,  han  sido  de  antemano 
previstas  y  contestadas.  Considero  por  consiguiente  excu- 
sado detenerme  í  demostrar  nuevamente  que  ellas  son  con- 
trarias, á  mi  juicio,  á  los  principios  más  elementales  en  ma- 
terias constitucionales. 

Al  mismo  tiempo  que  recibía  la  nota  á  que  contesto,  el  se- 
ñor Presidente  de  la  H.  Legislatura  de  la  Provincia  me 
participaba  que  había  resuelto  llamar  á  sesión  para  el  día  de 
hoy.  Deseando  abundar  en  las  pruebas  de  conciliación  y  de 
templanza,  que  creo  haber  dado  con  repetición  en  el  des- 
empeño de  esta  comisión,  y  no  obstante  el  grave  peligro 
en  que  el  ejercicio  de  la  autoridad  inconstitucional  que 
Vd.  pretende  investir,  coloca  la  tranquilidad  pública, — he 
decidido  demorar,  poner  en  posesión  de  sus  cargos  respec- 
tivos á  las  personas  cuyo  nombramiento  he  comunicado  á 
Vd.,  h¿ista  saber  lo  que  la  Honorable  Cámara  'resuelve. 

Abrigo  la  esperanza  de  que,  mejor  inspirada  que  el  señor 
Aldao,  le  hará  ella  comprender  el  grave  error  en  que  está, 
y  que,  llamándole  á  su  seno,  para  que  preste  de  nuevo  el 
jurameuto  de  ley,  le  dará  la  investidura  legal  que  hoy  le 
falta.  No  tendré  entonces  embarazo,  según  con  repetición 
lo  he  declarado,  en  prestar  á  su  gobierno  el  apoyo  que 
solo  debe  el  de  la  Nación  á  los  poderes  legalmente  consti- 
tuidos. Si,  empero,  lo  que  no  espero  la  Cámara  creyese  que 
está  en  sus  atribuciones,  derogar  preceptos  constitucionales 
|X)r  circunstancias  especiales,  según  la  doctrina  que  su  ilus- 
trado Presidente  ha  sostenido, — abrigando  por  mi  parte,  la 
convicción  más  profunda  de  que  es  ella  contraria  á  las  no- 
ciones más  vulgares  del  derecho  constitucional, — con  la 
conciencia  tranquila,  asumiré  ante  la  Nación  y  ante  la  ley 
las  responsabilidades  con  que  el  Sr.  Aldao  pretende  con- 
minarme, procediendo  sin  pérdida  de  tiempo  á  hacer  cesar 
la  acefalía  en  que  se  encuentra  y  quedaría  la  Provincia,  y  que 
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no  puede  prolongarse,    sin   los   más   graves  inconvenientes 
para  todos. 

Saludo  ál  señor  Aldao  con  la  debida  consideración. 

Eduardo  Costa. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa  Fé,  Febrero  27  de  1868. 

Al  Sr.   Presidente  de  la  Honorable  Cámara  Legislativa  de 
la  Provincia. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  de  V.  S.  fecha 
de  hoy,  en  la  que  me  comunica  que  la  Cámara  que  preside  á 
fin  de  salvar  conflictos,  y  sin  que  ello  importe  menoscabo  pa- 
ra la  soberanía  de  la  Provincia,  había  resuelto  se  me  hiciese 
saber  que  el  ciudadano  D.  Camilo  Aldao  había  reiterado  el 
juramento  constitucional  en  qtiorum  legal,  quedando,  en  con- 
secuencia en  posesión  de  su  cargo. 

Sin  admitir  por  un  momento,  que  exigir  el  cumplimiento 
de  un  precepto  constitucional,  en  manera  alguna  puede  im- 
portar menoscabo  á  la  Soberanía  de  ninguna  Provincia  ni 
menos  producir  conflictos,  —  bástame  saber  que  el  precepto 
constitucional  se  ha  cumplido. 

Consecuente  con  mis  declaraciones  anteriores,  me  es  grato 
manifestar  al  Sr.  Presidente,  que  dejando  sin  efecto  los  nom- 
bramientos que  le  había  dado  parte  haber  hecho,  no  tengo 
embarazo  en  reconocer  al  Sr.  Aldao  en  el  carácter  con  que 
ha  sido  investido,  y  en  prestarle  el  apoyo  que  el  Gobierno 
de  la  Nación  debe   á  las  autoridades  legalmente  constituidas. 

Dios  guarde  al  Sr.  Presidente. 

Eduari:)0  Costa. 
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EL  MINISTRO  INTERINÓ  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Incidente  sobre  designación  del  dia  para  la  elección 
de  Gobernador  propietario 

Santa-Fe,  Febrero  28  de  1868. 

Al  Excmo.  Sr.  Gobernador  interino  de  la  Provincia  de  San- 
ta-Fé,  ciudadano  D.  Camilo  Aldao. 

En  19  del  corriente  tuve  el  honor  de  dirigir  al  Gobierno  á 
que  ha  sucedido  V.  E.,  la  nota  que  en  copia  legalizada  adjun- 
to, y  de  la  que  me  es  sensible  no  haber  recibido  hasta  esta 
fecha  contestación  alguna — páj.  95. 

Las  consideraciones  que  en  ella  hago  valer,  para  hacer  pal- 
pable la  necesidad  de  poner  término  á  la  situación  violenta  en 
que  se  encuentra  esta  Provincia,  por  la  falta  del  Poder  Pú- 
blico, que  más  en  inmediato  contacto  está  con  el  pueblo  y  en 
cuya  creación  mayor  interés  demuestra  siempr  e,  no  pueden 
escapar  á  la  ilustrada  penetración  de  V.  E.  y  son,  á  mi  juicio, 
demasiado  obvias  y  evidentes,  para  que  crea  necesario  de- 
tenerme en  esforzarlas. 

Permitiéndome,  en  esta  inteligencia  pedir  á  V.  E.  tenga 
por  reproducido  en  esta,  el  tenor  de  aquella  nota, — hoy  que 
V.  E.  está  ya  en  posesión  legal  del  cargo  con  que  fué  inves- 
tido por  la  H.  Legislatura  de  la  Provincia,  he  creído  llegada 
la  oportunidad  de  dirigirme  á  V.  E.,  pidiéndole  tenga  á  bien 
designar  el  día  en  que  hayan  de  tener  lugar  las  elecciones  de 
los  electores  que  han  de  nombrar  el  Gobernador  propietario 
de  la  Provincia. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

Eduardo  Costa. 
10 
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EL    MINISTRO   INTERINO  DEL  INTERIOR   EN 
COMISIÓN 


Incidente  sobre  el  juramento  que  prestó  el  señor  Al*¿ 
dao  ante  la  Cámara  sin  «quorum»  legal 

Santa  Fe,  Febrero  29  de  1868. 

Al  señor  Subsecretario,  encargado  del  despacho  del   Minis- 
terio del  Interior. 

Paso  á  dar  cuenta  al  seflor  Subsecretario  del  incidente  que 
en  mi  anterior  comunicación  anuncié  haberse  suscitado  con 
motivo  de  la  forma  en  que  el  señor  don  Camilo  Aldao, 
nombrado  Grobernador  interino,  prestó  el  juramento  de  ley 
y  tomó  posesión  de  su   cargo. 

El  23  del  próximo  pasado,  en  que  terminaba  el  período 
del  señor  Oroño,  era  el  día  señalado  para  aquella  ceremo- 
nia requerida  por  la  ley  y  la  costumbre  para  la  trasmisión 
del  poder.  Fui  invitado  oficialmente  y  de  acuerdo  con  el 
señor  Oroño  ordené  formara  el  batallón  movilizado,  tanto 
l)ara  dar  mayor  solemnidad  al  acto  como  para  acallar  los 
temores  tan  alarmantes  que  el  mismo  señor  Oroño  me  había 
manifestado  el  día  anterior,  de  que  la  Cámara  y  el  señor 
Gobernador  interino  fueran  objeto  de  insultos  y  violencias 
criminales  por  parte  del  pueblo. 

Poco  antes  de  la  hora  señalada,  me  encontraba  en  mis 
habitaciones  con  todos  los  jefes,  oficiales  y  empleados  na- 
cionales existentes  en  esta  ciudad,  á  los  que  había  llamado 
tanto  para  dar  mayor  realce  á  la  ceremonia,  cuanto  para 
concurrir  con  ellos  á  la  defeni^  del  orden  público,  si  lle- 
gase á  ser  necesario,  lo  que,  debo  declararlo,  no  temí  un 
sólo  instante.  Para  no  esperar  en  las  antesalas,  como  es  de 
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práctica,  mandé  rogar  al  señor  Presidente  de  la  Legislatura, 
don  Ramón  Alvarado,  tuviera  la  deferencia  de  hacerme 
avisar,   tan   luego  como  hubiera  número. 

Pocos  momentos  después,  el  señor  Presidente  me  mandó 
decir  que  ya  lo  había,  é  inmediatamente  me  trasladé  con 
los  empleados  nacionales  al  local  de  las  sesiones. 

Allí  encontré  al  señor  Oroño  y  con  él  me  entretenía  en 
las  antesalas,  mientras  el  señor  Presidente  recibía  el  jura- 
mento del  señor  Aldao  y  éste  pronunciaba  su  discurso  inau- 
gural. La  disposición  del  local,  no  existiendo  una  división 
marcada  entre  los  asientos  de  los  señores  diputados  y  los 
de  los  particulares  que  asistían  al  acto,  y  mi  falta  de  cono- 
cimiento de  las  personas  de  esta  localidad  me  impidieron  ver 
si  se  hallaban  ó  nó  presentes  los  nueve  diputados  que  la 
G>nstitución  Provincial  exige  para  que  haya  quorum,  sobre 
lo  que,  por  otra  parte,  después  del  aviso  del  señor  Presi- 
dente no  abrigaba  duda  alguna  El  señor  Alvarado  ha  ex- 
plicado después  la  mala  inteligencia  que  había  habido  en 
las  palabras  cambiadas  sobre  este  particular  entendiendo  él 
que  para  esta  ceremonia  no  se  necesitaba  número  de  dipu- 
tados que  hiciese  qtwrU,m  áino  de  personas,  para  dar  mayor 
expectabilidad  al  acto.  Terminado  su  discurso,  vino  el  señor 
Aldao  á  las  antesalas,  y  después  de  algunas  sentidas  pala- 
bras, vi  que  el  señor  Oroño  le  hizo  entrega  del  bastón,  aquí 
como  en  otras  partes,  termina  la  ceremonia  de  la  trasmisión 
del  poder.  Nos  dirigimos  en  seguida  á  acompañar  hasta  su 
casa  al  señor  Gobernador  cesante. 

Apenas  había  llegado  de  regreso  á  mis  habitaciones,  cuando 
una  comisión  de  vecinos  respetables  se  me  presentó  pro- 
testando contra  la  ilegalidad  del  acto  que  acababa  de  tener 
lugar  al  garantir  el  compromiso  que  el  Gobierno  de  la 
Nación  había  contraído,  haciendo  valer  que  el  Gobernador 
interino  se  nombraría  con  arreglo  á  la  Constitución  de  la 
Provinda  ó  que  en   su  defecto,   lo  nombraría  él.  En  vista 
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convocarla  ese  mismo  día.  Felicitándome  de  esta  resolución 
y  lamentando  que  no  la  hubiese  tomado  desde  mi  primera 
requisición,  le  contesté  que  demoraría  poner  en   posesión  al 
doctor  Torrent  hasta  tanto  se  me  comunicase  loque  la  Cá 
mará  tuviese  á  bien  resolver. 

Al  día  siguiente  se  me  comunicó  que  el  señor  Aldao 
había  prestado  nuevamente  juramento  en  debida  forma,  y 
desde  entonces  no  he  tenido  inconveniente  en  reconocerle  en 
el  carácter  de  Gobernador  interino,  y  de  ofrecerle  el  apoyo  y 
protección  que  el  Gobierno  Nacional  debe  á  los  poderes 
legalmente  constituidos. 

Así  ha  terminado  señor  Subsecretario,  este  incidente,  en 
el  que  el  respeto  á  la  Constitución,  base  de  nuestras  insti- 
tuciones, seriamente  comprometido  en  una  de  sus  más  claras 
manifestaciones,  se  ha  salvado,  por  fortuna:  me  lisonjea  la 
esperanza  de  que  mi  proceder  ha  de  merecer  la  aprobación 
del  Gobierno. 

Me  es  agradable,  participar  al  mismo  tiempo  al  señor  Sub- 
secretario, que  esta  Provincia  continúa  tranquila  sin  que 
tenga  hasta  ahora  conocimiento  de  que  hayan  ocurrido  exce- 
sos ó  desórdenes  de  ningún  género  después  de  mi  llegada. 
Para  disipar  los  vestigios  de  la  alarma  de  que  parecen  to- 
davía poseídos  algunos  espíritus,  he  dispuesto  que  esta  ciudad 
sea  recorrida  de  noche  por  patrullas  de  fuerzas  nacionales  y 
la  campaña  por  partidas  de  caballería  en  todas  direcciones 
al  objeto  de  recoger  las  armas  y  caballos  que  aún  no  se 
hubiesen  entregado  é  inspirar  á  la  vez  confianza  á  todos. 

Organizado  por  el  Gobierno  interino,  cuya  primordial, 
sino  única  misión,  es  ordenar  las  elecciones  de  los  electores 
que  han  de  nombrar  el  Gobernador  propietario,  reproduciendo 
la  nota  que  en  1 9  del  corriente  anuncié  4  V.  S.  haber  pa- 
sado á  la  administración  del  señor  Oroño,  referente  á  la 
facultad  que  la  Legislatura  de  la  Provincia  se  había  reser- 
vado para  dirigir   aquellas  elecciones  hasta  tanto  lo   consi- 
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derase  oportuno,  juzgué  ser  mi  primer  deber  dirigirle  la  que 
en  copia  adjunto,  pidiéndole  tuviera  á  bien  designar  el  día 
en  que  debieran  tener. lugar,  pues  nada  considero  mas  ur- 
gente, que  poner  un  término  á  la  agitación  en  que  la  lucha 
electoral  apasionada  y  ardiente  mantiene  ha  tiempo  esta 
Provincia  con  tan  grande  perjuicio  de  sus  intereses.  Oportu- 
mente  daré  cuenta  al  señor  Subsecretario  de  la  contestación 
que  reciba. 
Dios  guarde  al  señor  Subsecretario. 

Eduardo    Costa, 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa-Fé,  Marzo  lo  de  1868. 

Al  Excmo.  Sr.  Gobernador  interino  de  la  Provincia  de  San- 
ta-Fé,  D.  Camilo  Aldao. 

Tarde  recibí  ayer  la  nota  de  V.  E.  de  la  misma  fecha,  con- 
testando á  la  mía  del  día  anterior,  en  la  que  hacía  presente 
la  necesidad  de  fijar  el  día  para  las  elecciones  de  los  electo- 
res que  han  de  nombrar  el  Gobernador  propietario. 

Me  dice  en  ella  V.  E.  que  las  razones  en  que  he  fundado 
esta  necesidad  son  tan  obvias  y  manifiestas,  que  puede  ase- 
gurarme que  tan  luego  como  tenga  conocimiento  oficial  de 
estar  totalmente  pacificados  los  departamentos  de  Corondá  y 
San  José,  ¿imperando  en  ellos  tas\instituciones,  y  en  ejercicio 
las  autoridades  legales,  dará  cuenta  á  la  Honorable  Asam- 
blea Legislativa  para  que,  en  virtud  del  art,  j/  inc,  2j  de 
la  Constitución  de  la  Provincia,  haga  aquella  designación, 
pues  es  á  ella  y  no  al  Gobierno,  á  quien  compite  hacerla. 
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Esta  declaración  tan  esplícita  de  parte  de  V.  E.,  que  con- 
signo con  placer,  me  escusa  la  tarea  de  esforzarme  en  de- 
mostrar, que,  estando  la  Provincia  en  completa  tranquilidad 
y  bajo  la  garantía  que  á  todos  ofrece  la  presencia  de  un  miem- 
bro del  Gobierno  Nacional  y  de  un  numeroso  y  disciplinado 
ejército,  de  que  ella  no  será  alterada,  —  la  postergación  en 
convocar  á  las  citadas  elecciones,  por  parte  de  V.  E.,  impor- 
taría la  usurpación  de  los  derechos  del  pueblo,  que  no  le  ha 
conferido  otra  misión,  ni  otro  mandato,  que  proveer  al  nom- 
bramiento de  su  primer  magistrado,  y  por  la  parte  del  Go- 
bierno de  la  Nación,  obligándole  á  conservar  distraídas  sin 
causa  justificada,  su  atención  y  sus  fuerzas  en  esta  cuestión 
local, — comprometería  no  sólo  los  intereses  de  la  generalidad 
que  tienen  el  derecho  de  ser  igualmente  atendidos,  sino  tam- 
bién, el  mismo  lustre  de  nuestras  armas  y  hasta  la  lealtad  en 
el  cumplimiento  de  deberes  solemnes  para  con  nuestros  gene- 
rosos aliados  en  la  lucha  gigante  y  gloriosa  en  que  está  com- 
prometida la  República.  De  acuerdo  con  V.  E.  sobre  este  pre- 
cedente, debo  ahora  declararle  que  absolutamente  no  lo  estoy, 
en  cuanto  á  los  motivos  que  dá  para  aplazar  la  convocación 
á  una  época  dependiente  de  tantas  eventualidades,  que  la 
harían  en  realidad  indefinida. 

No  es  exacto,  en  primer  lugar,  permítame  V.  E.  que  le  ob- 
serve, que  los  Departamentos  de  Corondá  y  San  José  no  es- 
ten  enteramente  pacificados.  No  hay  en  ellos  resistencia  de 
ningfún  género  al  ejercicio  de  la  autoridad  de  V,  E.  Tengo 
noticias  de  que  las  autoridades  Departamentales  de  Corondá 
han  sido  repuestas  ya  por  el  Gefe  Nacional,  que  sabe  V.  E. 
mandé  al  efecto,  y  en  cuanto  al  Departamento  de  San  José, 
entiendo  que  si  las  autoridades  locales  no  han  entrado  en  po- 
sesión, es  simplemente  porque  no  han  ido  á  tomarla,  pues,  no 
tengo  conocimiento  de  que  á  ello  se  oponga  la  menor  oposi  • 
ción,  y  si  se  opusiera,  hoy  mismo  se  haría  cesar.  Y  sobre 
todo,  señor  Gobernador,  la  resistencia  parcial  que  pudiera 
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existir  en  un  punto  aislado,  y  que  con  toda  certeza  se  sabe 
puede  ser  dominada  eti  uno  ó  dos  días,  no  es  razón  bastante 
para  que  de  tan  pequeño  accidente  se  haga  depender  la  rea- 
lización de  un  acto  que  debe  tener  lugar,  en  1 5  ó  en  20,  en 
toda  la  Provincia,  que  V.  E.  reconoce  por  lo  demás  estar  en 
perfecta  tranquilidad. 

Pero,  si  no  es  exacto  que  los  departamentos  de  Corondá  y 
San  José  no  están  totalmente  pacificados,  y  es,  por  lo  tanto» 
destituido  de  fundamento  este  primer  motivo  de  aplazamiento* 
no  puedo  explicarme  como,  renunciando  á  una  de  las  prerro- 
gativas del  Poder  hjecutivo,  dice  V.  E.  que  espera  que  lo 
estén  para  dar  cuenta  d  la  Legislatura  d  quien  en  virtud  del 
artículo  24,  i^c,  23  de  la  Constitución  Provincial  corresponde 
hacer  la  eonvocatoria. 

Me  permitiré  transcribir  este  artículo  y  el  de  su  referencia, 
que  necesariamente  conoce  V.  E.. 
Atribuciones  del  Poder  Legislativo: 

€  Art  34  inc.  23. — Mandar  hacer  el  nombramiento  de  Elec- 
tores que  han  de  nombrar  Gobernador,  si  el  que  estd  en  el 
mando  no  dispone  se  verifique  en  el  diá  designado  por  la  ley, 
para  cuyo  caso  podrá  reunirse  p>or  sí  sola,  sin  necesidad  de 
ser  convocada  por  el  P.  Ejecutivo.» 
Atribuciones  del  P.  Ejecutivo: 

cArt  63,  inc.  16.— Convoca  al  pueblo  á  elecciones  en  los 
casos  determinados  por  esta  Constitución  y  en  las  épocas  de- 
signadas por  la  Ley». 

Ante  disposiciones  de  esta  naturaleza,  no  es  posible  discu- 
tir con  aquella  seriedad,  que,  por  mi  parte,  no  estoy  dispuesto 
á  abandonar  en  la  gestión  de  los  negocios  públicos. 

En  nota  del  19  del  ppdo.,  á  la  que  creo  oportuno  recordar., 
no  he  recibido  hasta  esta  fecha  contestación  alguna,  he  teni- 
do antes  de  ahora  ocasión  de  hacer  saber  á  V.  E.,  que,  tanto 
por  la  garantía  general  que  la  Constitución  de  la  Nación  acuer- 
da á  cada  una  de  las  Provincias  con  respecto   al  manteni- 
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miento  de  sus  instituciones  republicanas,  como  por  la  espe- 
cial que  á  esta  prestó  el  Gobierno  de  la  Nación,  relativamente 
á  la  libertad  del  sufragio  electoral,  >  no  podía  aceptar  la  san- 
ción Legislativa  de  13  del  ppdo.,  que  pretendía  dejar  reserva- 
da á  la  Legislatura  la  facultad  de  ordenar  las  elecciones  cuan- 
do lo  creyera  oportuno.  Mucho  menos  podré  hoy  reconocer 
como  legítima  la  declinación  que  hace  V.  E.  de  una  facultad 
que  le  está  expresamente  reservada  por  la  Constitución  de  su 
Provincia. 

No  pudiendo,  por  tanto,  admitir,  ni  que  sea  exacto  que  la 
Provincia  nó  esté  en  condiciones  electorales,  ni  que  sea  la 
Legislatura  la  que  deba  hacer  la  designación  del  dia  en  cues- 
tión, colocado,  por  otra  parte,  en  la  imperiosa  necesidad  de 
requerir  se  ponga  término  á  una  situación  que  nada  justifica 
prolongar  un  sólo  día  más,  me  creo  autorizado  á  pedir  á  V.  E. 
se  sirva  contestarme,  en  todo  el  día  de  mañana,  en  términos 
precisos,  acerca  de  los  puntos  siguientes: 

i.°  Si  V.  E.  insiste  ó  nó,  en  que  es  la  Legislatura,  y  no 
V.  E.  quien  debe  designar  el  día  en  que  hayan  de  tener  lugar 
las  elecciones. 

2,^  Si  dado  el  caso  de  que  V.  E.  se  crea  con  el  derecho  de 
hacer  esta  designación,  —está  ó  no  dispuesto  á  aceptar  el  pla- 
zo, dentro  del  cual,  en  mi  citada  nota  de  ig  del  ppdo.  tuve  el 
.  honor  de  decir  á  V.  E.  que  el  Gobierno  de  la  Nación  entendía 
que  las  elecciones  podían  y  debían  tener  lugar. 

Reitero  á  V.  E.  la  expresión  de  mi  distinguida  considera- 
ción. 

Eduardo  Costa. 
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MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1868. 

Al  Excmo.  señor  Grobemador  Interino   de  la  Provincia  de 
Santa   Fe. 

Tengo  el  honor  d2  acusar  recibo  de  la  nota  de  V.  E.  de 
24  del  corriente. 

Después  de  lo  que  ha  sido  comunicado  al  Gobierno  Nacional 
por  el  Excmo.  señor  Comisionado,  Ministro  Interino  del  In- 
terior, el  señor  Presidente  de  la  República  se  felicita  de 
que  hayan  sido  salvadas  las  dificultades  que  obstaban  al  re- 
conocimiento de  V.  E.,  como  Gobernador  interino. 

Tanto  más  agradable  ha  sido  esto^  cuanto  que  el  señor 
Presidente  desea  que  sin  pérdida  de  momento,  se  proceda 
á  la  elección  de  Gobernador  propietario,  para  hacer  cesar 
la  situación  extraordinaria  en  que  se  encuentra  esa  Provincia, 
y  dar  fin  ala  intervención  que  origina  inconvenientes  serios 
al  Gobierno  Nacional. 

Dios-  guarde  á  V.  E. 

y.  Af.   Cantilo. 

Subsoc  rotarlo. 
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EL  MINISTRO  INTERINO   DEL    INTERIOR 
EN   COMISIÓN 


Santa  Fe,  Marzo  3  de  1868. 

Al  Excmo.  Sr.  Gobernador  Interino  de  la  Provincia,  D.  Camilo 
Aldao. 

He  recibido  hoy  poco  antes  de  medio  día,  la  extensa  nota  de 
V.  E.  fecha  de  ayer,  que  contesta  á  la  mía  del  día  anterior, 
en  que  hacía  presente  la  necesidad  de  que  cuanto  antes  se 
fijara  el  día  en  que  deban  tener  lugar  las  elecciones;  y  pedía 
á  la  vez,  una  contestación  esplícita  sobre  ciertos  puntos, 
que  debían  serlo  de  partida  para  mi,  con  respecto  á  la  resolu- 
ción que  hubiere  de  adoptar. 

V.  E.  contesta  negativamente,  es  decir,  insiste  en  creer  y 
sostener,  que  la  Provincia  no  está  todavía  en  condiciones 
electorales,  y  que  es  á  la  Legislatura,  y  no  á  V.  E.  á  quien 
corresponde  fijar  el  día  en  cuestión. 

En  la  nota  á  que  contesta  V.  E.  entiendo  haber  demostrado 
de  una  manera  concluyente  el  grave  error  en  que  V.  E.  incur- 
re en  uno  y  otro  caso.  Las  consideraciones  que  aduje  enton- 
ces no  las  ha  tomado  en  cuenta  V.  E.  en  su  mayor  parte; 
quedan  por  tanto,  en  ^ie  y  me  exoneran  de  entrar  á  contestar 
detenidamente  la  extensa  nota  de  V.  E.  y  sólo  me  limitaré  á 
hacer  algunas  breves  observaciones  sobre  los  puntos  que  ella 
abraza,  más  por  un  deber  de  cortesía  para  con  V.  E.,  que  por 
entender  ofrezcan  ellos  materia  á  una  discusión  seria. 

Llama  V.  E.  en  primer  lugar  mi  atención  sobre  la  manera 
insólita  con  que  exijo  ser  contestado  en  el  día,  en  términos 
perentorios  y  apremiantes.  A  mi  vez  observaré  á  V.  E.  con 
toda  ingenuidad,  que  lo  que  únicamente  llama  mi  atención 
en    este   caso,   es  que,     cuando  V.  E.    mismo   reconoce   la 
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necesidad  imperiosa  de  que  cuanto  antes  se  ponga  término 
á  la  situación  violenta  en  que  se  encuentra  esta  Provincia, 
y  cuando  V.  E.  no  tiene  más  misión,  ni  más  mandato  que 
proveer  á  la  elección  de  Gobernador  propietario,  desde  el 
primer  día  en  -que  tomó  posesión  de  su  elevado  cargo,  no 
haya  llamado  al  pueblo  á  ejercer  un  derecho  de  que  nadie 
puede  despojarlo.  Marchando  al  parecer,  en  rumbos  opues- 
tos, no  es  de  admirar  que  nuestra  atención  respectiva  sea 
lla-mada  en  opuestas  direcciones. 

Para  probar  que  no  había  llegado  todavía  el  momento  de 
convocar  al  pueblo,  decia  V.  E.  en  su  nota,  que  en  los  Depar- 
tamentos de  Corondá  y  San  José  las  autoridades  de  la  Pro- 
vincia no  habían  sido  aún  repuestas.  Al  mismo  tiempo  que 
escribía  V.  E.  aquella  nota,  la  autoridad  del  Departamento 
de  Corondá  tomaba  posesión  pacífica  de  su  puesto,  de  la 
manera  más  satisfactoria,  según  resulta  de  la  nota  que  V.  E. 
mismo  me  acompaña;  y  cuando  V.  E.  me  escribía  la  segun- 
da, sucedía  lo  mismo  en  el  Departamento  de  San  José.  Y  bien, 
señor  Gobernador,  cuando  se  sabe  con  toda  certeza  que  cual- 
quiera resistencia  que  aparezca — que  no  ha  aparecido  hasta 
ahora, — será  en  el  acto  vencida;  cuando  la  tranquilidad  de  la 
Provincia  reposa  bajo  la  garantía  que  ofrece  la  presencia  de 
un  miembro  del  Gobierno  de  la  Nación,  y  de  un  ejército  que 
hadado  las  más  garandes  pruebas  de  subordinación  y  de  valor, 
¿hay  justicia  en  demorar  el  cumplimiento  de  un  deber  sagrado, 
pretendiendo  que  no  está  tranquila  la  Provincia?— ¿Cuándo  lo 
estará  más?  ¿Cuándo  reposará  el  orden  público  en  base  más 
segura? 

Pero  dice  V.  E.  que  con  frecuencia  ocurren  desórdenes, 
robos  y  asesinatos.  Pocas  veces  presentará  una  población  un 
aspecto  más  tranquilo  que  el  que  ésta  ofrece; — y  en  cuánto  á 
la  campaña,  los  partes  diarios  que  recibo  de  las  partidas  que  la 
recorren,  y  mi  propia  inspección  en  la  visita  que  he  hecho  á  la 
Colonia   Esperanza,   me  aseguran  que  se  encuentra  gozando 
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de  la  misma  tranquilidad.  No  tengo  conocimiento  de  los  robos 
y  asesinatos  á  que  se  refiere  V.  £.  sino  en  dos  casos  aislados, 
uno  perpetrado  por  un  documento,  y  otro  por  una  cuestión 
personal  que  se  suscitó  en  un  baile.  Y  si  se  cometieran,  señor 
Gobernador,  algunos  crímenes  inevitables  en  toda  sociedad 
¿sería  este  un  motivo  para  no  convocarse  a!  pueblo  á  elec- 
ciones? 

No  debe  V.  E.  olvidar,  por  otra  parte,  que  la  Provincia  pasa 
por  una  crisis  violenta,  por  la  crisis  que  conmueve  siempre  á 
todo  pueblo  democrático. 

Aproximase  la  época  en  que  el  pueblo  Argentino  deberá 
elegir  el  prímer  magistrado  que  haya  de  regir  sus  destinos;  y 
no  hay  razón  para  que.  el  de  esta  Provincia  no  sea  cuanto 
antes  llamado  á  elegir  su  Gobernador  propietario.  ¿Que  estra- 
ño  es  entonces  que  haya  agitación,  y  aún  que  ocurran  des- 
órdenes? Más  sensible  sería  que  el  pueblo  se  mostrara  indife- 
rente al  cumplimiento  de  tan  sagrados  deberes.  Esta  agitación 
crecerá,  como  crece  toda  pasión,  con  los  obstáculos  que  su 
satisfacción  encuentra,  no  lo  dude  V.  E.,  á  medida  que  el  pue- 
blo sea  postergadas  ó  desconocidas  sus  más  legitimas  aspira- 
ciones; y  si  V.  E.  entiende  que  con  aplazar  las  elecciones  va 
á  calmar  la  agitación,  que  tanto  le  alarma,  puede  estar  bien 
seguro  de  que  no  hará  sino  aumentarla,  hasta  comprometer  la 
misma  tranquilidad  pública.  De  esta  manera  jamás  llegaría  la 
oportunidad  que  V.  E.  parece  esperar  para  trasmitir  el  poder 
que  tan  transitoriamente  ejerce. 

Voy  ahora  á  analizar  brevemente  el  punto  relativo  á  la  fa- 
cultad que  V.  E.  supone  reservada  á  la  Legislatura. 

El  texto  de  los  artículos  que  en  mi  anterior  comunicación 
transcribí,  es  demasiado  explícito  y  pone  de  tal  manera  en  evi- 
dencia lo  contrario  de  lo  que  V.  E.  pretendía  probar  al  citarlos, 
que  no  era  posible  la  insistencia  de  parte  de  V.  E.  en  continuar 
apoyando  en  ellos  su  negativa. 

Pero  dice  ahora  V.  E.  que  aquella  facultad  está  reservada  á 
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la  Legislatura,  en  virtud  de  la  disposición  del  artículo  34  inci- 
so 23  que  previene  que  cuando  el  Gobernador  propietario  no 
ha  llamado  al  pueblo  á  elegir  electores  en  el  dia  designado,  es 
decir,  en  los  primeros  quince  días  de  los  treinta  últimos  de  su 
periodo,  puede  la  Legislatura  convocarlo  ella  misma. — y  que 
es  este  el  caso  en  que  la  revolución  ha  colocado  á  la  Provincia. 
Permítame  V.  E.  que  le  observe  que  no  es  esta  vez  más  feliz 
que  en  la  anterior. 

La  intervención  de  la  Legislatura  según  lo  demuestra  el 
tenor  y  espíritu  de  los  artículos  citados,  está  únicamente 
reservada  para  el  caso  en  que  tanto  el  Gobernador  propie- 
tario como  el  interino  no  convocasen  al  pueblo  en  las  épocas 
marcadas  por  la  ley;  es  decir,  el  propietario  treinta  días 
antes  de  cumplir  su  término;  y  el  interino,  inmediatamente. 
La  posición  que  en  vista  de  estas  disposiciones,  tan  claras  y 
esplícitos  asume  V.  E.  en  el  presente  caso,  no  puede  ser 
por  consiguiente,  más  singular;  es  en  efecto,  sensible  me  es 
decirlo,  la  de  un  Gobernador,  que  pudiendo  y  debiendo  cum- 
plir un  deber  sagrado,  quiere  y  necesita  ser  á  ello  compe- 
lido. 

Cierto  es  que  V.  E.  invoca  ahora  en  su  apoyo  el  decreto 
que  sancionó  la  Legislatura  en  la  ciudad  del  Rosario  en  13  del 
próximo  pasado,  que  tantas  veces  he  citado;  espero  haber 
demostrado  de  una  manera  concluyen  te,  que  aquella  sanción 
era  contraria  á  las  instituciones  republicanas  que  nos  rigen,  y 
á  la  garantía  espresa  que  el  Gobieruo  prestó  á  los  que  depu- 
sieran las  armas.  Como  V.  E.  hasta  ahora  se  ha  servido  con- 
testar aquella  nota,  no  obstante  haberlo  pedido  con  repetición, 
los  fundamentos  en  ella  espuestos,  quedan  subsistentes,  y 
escuso  reproducirlos. 

Incidentalmente  parece  desconocer  V.  E.  en  la  nota  á  que 
contesto,  el  derecho  del  Gobierno  de  la  Nación  para  tomar, 
de  acuerdo  con  V.  E.,  aquella  participación  en  las  elecciones 
de  Gobernador    propietario,    que  fuese  indispensable  al  ob- 
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jeto  de  hacer  efectivas  las  garantías  que  ofreció.  Si  bien  no 
es  llegada  la  oportunidad  de  discutir  esta  singular  doctrina 
que  inicia  ahora  V.  E.,  no  puedo  prescindir  de  observar  desde 
ahora  á  V.  E.  que  en  manera  algfuna  puedo  admitirla. 

En  vista  de  todo  lo  que  dejo  expuesto,  y  esperando  todavía 
que  V.  E.  mejor  inspirado,  y  persuadido  de  que  arriba  de  las 
Legislaturas  de  provincia  está  la  Constitución  de  la  Nación, 
volverá  sobre  el  error  en  que  visiblemente  está  con  respecto 
á  las  facultades  que  le  están  conferidas, — es  de  mi  deber 
declarar  solemnemente  á  V.  E.  que,  no  habiendo  razón  alguna 
que  justifique  prolongar  esta  situación  un  sólo  día  más, — 
si  V.  E.  no  designa  en  todo  el  día  de  mañana,  el  día  en  que 
deban  tener  lugar  las  elecciones  de  electores  para  el  nom- 
bramiento del  Gobernador  propietario,  á  nombre  del  Gobierno 
de  la  Nación  y  de  la  Ley, — procederé  inmediatamente  á 
designarlo. 

Reitero  á  V.  E.  la  expresión  de  mi  consideración  distin- 
guida. 

Eduardo  Costa. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa  Fe,  Marzo  7  de  1868. 

AI  Excmo.  Sr.    Gobernador  Interino    de    la    Provincia,    D. 
Camilo  Aldao. 

He  recibido  la  nota  de  V.  E.  fecha  4  del  corriente,  en 
contestación  á  la  mía  del  3. 

Insistiendo  en  ella  en  las  equivocadas  doctrinas  que  en 
sus  notas  anteriores  ha    sostenido,  rehusa    V.   E.    convocar 
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al  pueblo  á  ejercer  el  derecho  sagrado  de  elegir  su  pri- 
mer magistratura,  y  me  anuncia  al  final,  que  ha  citado  á 
la  H.  Cámara  Legislativa  de  la  Provincia,  al  objeto  de 
darle  cuenta  de  la  determinación  en  que,  por  parte  mía, 
le  he  manifestado  estar,  de  proceder  inmediatamente  á  hacer 
la  designación  del  día  en  que  hayan  de  tener  lugar  las 
elecciones,  sino  la   hubiese   hecho  V.   E. 

No  obstante  que  considero  ya  esta  discusión  agotada,  y 
podría  aun  decir,  no  obstante,  que  cuando  los  textos  cons- 
titucionales que  se  invocan  en  apoyo  de  una  doctrina,  prue- 
ban precisamente  todo  lo  contrario, — no  hay  discusión  po- 
sible,— no  quiero  dejar  sin  contestar,  aunque  sea  ligera- 
mente, la  nota  de  V.  E.  tanto  más,  cuanto  que  me  hace 
saber  que,  será  esta  quizá  la  última  que  tenga  que  diri- 
girme, lo  que  á  la  verdad  no  alcanzo   á  comprender. 

Permítame  antes,  sin  embargo,  V.  E.  que  le  observe 
que  no  ha  tenido  ni  razón,  ni  derecho  pa.'a  faltar  por  se- 
gunda vez  al  respeto  que  debe  á  la  autoridad  nacional. 

Después  del  reconocimiento  que  hice  del  carácter  de 
Gobernador  interino  con  que  había  sido  investido  V.  E. 
tan  luego  como  tomó  posesión  de  su  cargo  en  debida  for- 
ma,— ha  debido  V,  E.  persuadirse,  ante  la  evidencia  de  los 
hechos,  de  que  estoy  muy  lejos  de  proceder  animado  de 
los  propósitos,  tendencias  y  combinaciones  de  partido,  que 
V.  E.  tan  injusta  como  inmerecidamente  me  atribuye;  sino 
que,  por  el  contrario,  no  he  tenido,  ni  tengo  otra  aspira- 
ción, ni  otra  norma  en  mi  conducta,  que  el  cumplimiento 
de  la  ley  y  la  conciliación  y  el  bien  de  todos.  Estimo  de- 
masiado la  dignidad  del  puesto  que  ocupo,  para  que  des- 
cienda á  vindicarme  de  aquellos  tan  gratuitos  como  ofensi- 
vos cargos,  y  mucho  más,  para  que  me  permita  retribuirlos, 
entrando  á  analizar  la  cooperación  que  la  acción  de  la 
autoridad   nacional  haya  recibido  de  parte  de   V.  E. 

Volviendo  ahora  á  la  nota  á  que  contesto,  repetiré  á  V. 
ü.  que  cada  vez  me  sorprende  más  su  insistencia  en  sos- 
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tener  que  es  á  la  Legislatura,  y  no  á  V.  E.  á  quien  co- 
rresponde convocar  al  pueblo;  y  esto  apoyándose  en  dis- 
posiciones constitucionales,  que  dicen  precisamente  todo  lo 
contrario. 

En  efecto,  lo  diré  por  última  vez,  la  disposición  de  los 
artículos  que  en  mi  nota  anterior  transcribí,  que  confiere 
al  Poder  Legislativo  la  facultad  de  reunirse  por  si  sólo  y 
ordenar  las  elecciones,  si  el  P,  E.  no  lo  hubiere  ordenado^ 
es  simplemente  una  garantía  más  con  que  el  legislador 
<)uiso  poner  á  cubierto  los  derechos  del  pueblo  de  las  usur- 
paciones de  los  malos  gobernantes,  que  pretendieran  per- 
petuarse en   el  poder. 

¿Pero  será  posible  que  de  esta  facultad  pueda  deducirse  que 
V.  E.  haya  de  quedar  despojado  del  derecho  que  la  Cons- 
titución expresamente  le  acuerda? 

Dice  en  seguida  V.  E.  que,  si  reconozco  que  es  al  P.  E. 
á  quien  compete  la  facultad  de  hacer  la  convocación,  esta 
facultad  no  puede  ser  ejercida  por  el  Comisionado  Nacio- 
nal sin  violación  de  la  Constitución. 

Pero  es  precisamente  porque  es  el  deber  de  V.  E.  con* 
vocar  al  pueblo,  y  V.  E.  no  lo  convoca;  es  precisamente 
porque  es  á  la  H.  C.  Legislativa  á  quien  incumbe  velar  por 
el  cumplimiento  de  este  deber,  y  en  vez  de  incitar  á  V.  E. 
á  que  lo  cumpla,  ó  de  cumplirlo  por  su  parte,  pretende  ella 
arrogarse  el  derecho  de  demorar  sin  término  su  cumplimiento: 
es  precisamente,  en  una  palabra,  porque  los  encargados  de 
convocar  al  pueblo  no  lo  convocan,  la  razón  porque  el  Co- 
misionado Nacional  se  encuentra  colocado  en  el  doloroso 
deber  de  convocarlo  por  su  parte;  pues  arriba  de  la  buena 
ó  mala  voluntad  de  los  gobernantes,  está  el  cumplimiento 
sagrado  de  nuestra  carta  fundamental. 

Agrega  V.  E.  que  la  designación  por  parte  mía  impor- 
tará el  más  grande  avasallamiento  di  la  soberanía  de  una 
Provincia  de  que  haya  sido  testigo  la  República. 

A  la  verdad,  Sr.  Gobernador,  cuando  el  Gobierno  de  la 
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Nación  es  llamado  á  ejercer  el  penoso  deber  de  intervenir 
en  los  negocios  de  una  Provincia,  su  acción  no  es  la  de 
un  mero  instrumento,  cuya  misión  sea  sólo  reducir  por  el 
poder  de  las  armas  y  castigar  á  los  que  dieran  ocasión  á 
que  se  le|llamara.  Si  tal  fuera  su  triste  y  menguado  rol,  se 
mandaría  simplemente  un  General,  que  obedeciera  las  ins- 
piraciones del  Gobierno  que  pidió  la  intervención,  y  no  un 
Comisionado  Nacional,  que  inspirándose  en  sentimientos 
más  altos,  busque  el  bien  de  todos,  y  exiga  de  los  unos  y 
de  los  otros  el  cumplimiento  de  los  preceptos  constitucio- 
nales. El  hecho  de  ser  llamado  á  intervenir,  confiere  al  Go- 
bierno de  la  Nación  el  derecho  de  tomar  en  los  asuntos  in- 
ternos de  la  Provincia  aquella  participación  indispensable 
para  asegurar  los  altos  fines  de  la  intervención,  y  muy  es- 
pecialmente, para  garantir  la  forma  republicana  del  Go- 
bierno, que  es  entre  otros  uno  de  sus  principales  objetos 
del  artículo  6^  de  la  Constitución  Nacional.  El  poder  in- 
terventor no  es,  lo  repito,  mero  autómata,  que  no  tenga  más 
misión  que  sostener  ó  restablecer  á  la  autoridad  que  le 
llamó  en  su  auxilio,  y  bajo  cuyo  amparo  pueda  ella  opri- 
mir al  pueblo  y  usurpar  poderes  que  no  le  corresponda. 
¿Cree,  por  ventura  V.  E.,  que  si  prorrogando  un  interinato 
inconstitucional,  y  continuando  el  ejercicio  de  poderes  que 
el  pueblo  no  le  confirió,  olvidará  V.  E.  su  única  misión,  su 
exclusivo  mandato,  por  tres,  por  dos,  ó  sólo  por  un  año,  el 
poder  interventor  no  tendría  el  derecho  de  llamarle  al  cum- 
plimiento de  sus  deberes?  Y  no  es  otro  el  caso  que  nos 
ocupa,  pues  que,  si  los  derechos  del  pueblo  no  pueden  ser 
usurpados  por  un  año,  no  pueden  serlo  tampoco  por  un  sólo 
día.  ¡Pero  dice  todavía  V.  E.  que  la  tranquilidad  pública 
no  está  restablecida,  y  que  la  Provincia  no  está  en  condi- 
ciones electorales! 

Jamás,  Sr.  Gobernador,  la  tranquilidad  de  esta  Provincia 
reposará  en  base  más  sólida  que  la  que  hoy  ofrece  la  pre- 
sencia de  un  miembro  del  Gobierno  de  la  Nación  y  de  un 
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numeroso  ejército  de  una  disciplina  ejemplar;  jamás  bajo  ta- 
les garantíeis  el  sufragio  electoral  podrá  ejercerse  más  li- 
bremente, no  sólo  por  los  que  se  sometieron  á  la  autoridad, 
sino  por  los  que  se  conservaron  fieles  en  el  deber,  pues  la 
garantía  ofrecida  alcanza  naturalmente  á   todos. 

He  recorrido  expresamente  la  campaña  hasta  la  Colonia 
Esperanza,  y  he  encontrado  por  todas  partes  la  más  com- 
pleta tranquilidad.  He  ido  al  Departamento  de  San  José, 
donde  decía  V,  E.  que  sa  autoridad  era  desconocida,  y  he 
tenido  así  ocasión  de  persuadirme  de  que  después  del  so- 
metimiento no  ha  habido  resistencia  alguna  á  la  autoridad 
de  V.  E.  y  de  que  el  Juez  de  Paz  nombrado  por  V.  E, 
había  tomado  posesión  de  su  cargo  sin  obstáculo  de  nin- 
gún género.  No  tengo  conocimiento  alguno  de  los  exce- 
sos, de  los  robos  y  asesinatos  que  V,  E.  dice  se  perpetran 
diariamente,  y  como  estos  son  hechos  que  no  pueden  ocul- 
tarse, es  sensible  que  V.  E.  no  los  haya  especificado. 

Lo  que  hay,  Sr.  Gobernador,  en  el  fondo  de  la  situación 
violenta  porque  atraviesa  la  Provincia,  he  tenido  ya  oca- 
sión de  decirlo  á  V.  E.,  no  es  ni  rebelión,  ni  revolución, 
sino  la  agitación  ardiente  y  apasionada  que  precede  á  las 
grandes  luchas  electorales;  y  á  la  que  debo  decirlo  con 
franqueza,  no  considero  extraña  la  insistencia  con  que,  ol- 
vidando V.  E.  el  hecho  del  sometimiento,  considera  siem- 
pre como  rebeldes  á  los  que  resistieron  su  autoridad,  y  pa- 
rece reservar  toda  su  simpatía  y  toda  protección  á  los  que 
se  conservaron  fieles  á  su  lado;  apareciendo  así,  más  como 
Jefe  de  un  partido,  que  como  un  gobernante,  para  quien 
todos  sus  gobernados  son  y  deben  ser  iguales. 

Antes  de  terminar  esta  nota,  ya  por  demás  extensa,  per- 
mítame V.  E.  que  le  manifieste  el  pesar  que  me  ocasiona 
ver  consignados  en  la  que  contesto  ciertos  cargos,  que. 
tanto  por  su  falta  de  exactitud,  como  por  su  trivialidad,  no 
debieran  figurar  en  una  discusión  en  que  se  debaten  tan 
altos  intereses.     Dice  V.  E.  que  en  mi  propósito  de    crear 
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resistencias  y  dificultades  á  su  gobierno,  he  rehusado  en- 
tregarle las  armas  que  ha  pedido,  retengo  la  imprenta  del 
Estado,  provoco  discusiones  sobre  cuestiones  constitucio- 
nales, y  aun  parece  hacerme  un  reproche  de  haber  ido  en 
mi  visita  al  Departamento  de  San  José,  con  los  que  V.  E. 
llama  cabecillas  de  la  rebelión. 

Xo  ha  mucho  mandé  entregar  las  armas  que  el  Jefe  Po- 
lítico me  dijo  necesitaba,  y  si  más  se  me  hubiera  pedido 
ya  fueran  de  pertenencia  de  la  Provincia  ó  de  la  Nación 
no  hubiera  tenido  inconveniente  en  mandarlas  entregar 
Por  lo  que  respecta  á  la  imprenta,  extraño  que  V.  E. 
haya  olvidado,  que  la  llave  fué  entregada  por  el  Sr.  Guasta- 
vino  á  las  autoridades  de  la  Provincia,  y  que  no  tengo 
más  intervención  en  ella  que  el  haber  pedido  el  asenti- 
miento de  V.  E.  para  publicar  unos  documentos  oficiales. 
Sabe  V.  E.  que  en  la  visita  que  hice  al  Departamento  de 
San  José,  fueron  el  Sr.  Iturraspe  y  algunos  de  sus  amigos 
los  primeros  á  quienes  rogué  me  acompañaran,  y  que  si  no 
fueron,  fué  simplemente  porque  habiendo  sabido  que  iban 
también  los  que  llaman  sus  contrarios,  desistieron  por  no 
encontrarse  con  ellos,  olvidando  que  la  bandera  Nacional 
es  bastante  grande  para  abrigar  á  todos.  Y  finalmente, 
Sr.  Gobernador,  en  cuanto  á  la  discusión  sobre  cuestiones 
constitucionales,  puedo  asegurar  á  V.  E.  que  la  sigo  con 
pesar  y  que  son  los  hechos  y  no  mi  voluntad  los  que  á 
ello   me  han  obligado. 

Dejando  así  contestados  los  puntos  principales  que  abraza 
la  nota  de  V.  E.  y  dando  por  mi  parte,  por  terminada  esta 
discusión,  sólo  me  resta  ahora  decir  á  V.  E.  que  según  se 
impondrá  por  el  decreto,  que  en  copia  autorizada  adjunto 
consecuente  con  mis  declaraciones  anteriores,  he  designado 
el  día  22  del  corriente  para  que  tengan  lugar  las  eleccio- 
nes de  los  electores  que  han  de  nombrar  el  Gobernador 
propietario;  y  espero  que  V.  E,  se  apresurará  á  darle  cum- 
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plimiento,  dictando   al  efecto  las   disposiciones    que  estime 
convenientes. 

Reitero  á  V.  E.  la  espresión  de  mi  consideración  distin- 
guida. 

Eduardo  Cost\. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa-Fé,  Marzo  7  de  1868. 
CONSIDERANDO: 

i.°  Que  nombrado  el  Gobernador  interino  de  la  Provincia, 
y  hallándose  restablecida  la  tranquilidad  en  toda  ella,  ha  lle- 
gado la  oportunidad  de  proceder  sin  pérdida  de  tiempo  á  la 
elección  de  los  electores  que  han  de  nombrar  el  Gobernador 
propietario. 

2.0  Que  el  Excmo.  Gobernador  interino,  á  quien  según  el 
tenor  expreso  y  terminante  del  art.  63  inc.  16  de  la  Consti- 
tución Provincial,  incumbe  el  deber  de  hacer  la  convocación, 
rehusa  hacerla  bajo  pretextos  admisibles. 

3.^  Que  la  Legislatura  de  la  Provincia,  en  vez  de  requerir 
del  Poder  Ejecutivo  el  cumplimiento  de  este  deber,  ó  de  man- 
dar practicar  directamente  las  elecciones,  según  debía,  vista 
la  disposición  explícita  del  art.  34  inc.  23  de  la  misma  Cons- 
titución, pretende  por  el  contrario,  á  virtud  del  decreto  que 
sancionó  en  la  ciudad  del  Rosario  en  14  del  próximo  pasado, 
arrogarse  el  derecho  de  postergarlas  sin  término,  hasta  tan- 
to que  ella  lo  juzgue  oportuno. 

4.<>  Que  de  esta  manera  el  Gobernador  interino  nombrado 
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al  sólo  objeto  de  mandar  practicar  y  presidir  las  elecciones,  se 
perpetúa  en  un  interinato  que  no  está  previsto  por  la  Consti- 
tución y  el  pueblo  se  vé  defraudado  en  uno  de  sus  más  legí- 
timos y  valiosos  derechos. 

5.**  Que  la  resistencia  injustificada  del  P.  E.  interino,  por 
una  parte,  y  por  otra,  el  silencio  de  la  Legislatura,  en  pre- 
sencia del  olvido  del  mismo  P.  E.  en  el  cumplimiento  de  su 
primordial  deber,  así  como  la  facultad  que  la  misma  Legisla- 
tura ha  pretendido  reservarse  para  aplazar  sin  término  las 
elecciones,  importan  una  manifiesta  violación  de  la  forma  repu- 
blicana de  gobierno,  cuya  más  esencial  garantía  es  la  renova- 
ción de  los  poderes  públicos  en  épocas  precisas  y  determinadas- 

6.®  Que  es  un  deber  del  Gobierno  de  la  Nación  garantir 
las  instituciones  republicanas,  y  uno  de  los  principales  obje- 
tos de  toda  intervención;  que,  además,  en  el  presente  caso 
en  que  el  mismo  Gobierno  Nacional  fué  obligado  á  prestar 
su  garantía  directa  é  inmediata,  concurren  circunstancias  es- 
peciales que  le  colocan  en  la  necesidad  imprescindible  de 
hacer  cesar  una  situación  violenta  é  insostenible,  que  compro- 
mete seriamente  los  intereses  generales  de  la  Nación,  y  aún 
el  lustre  y  el  honor  de  sus  armas. 

Por  todo  esto,  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  los  artículos  5** 
y  6**  de  la  Constitución  Nacional,  y  en  uso  de  las  facultades 
de  que  como  Comisionado  Nacional  estoy  investido,  á  nom- 
bre del  Gobierno  de  la  Nación  y  de  la  ley,  he  venido  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

Artículo  1.®  Convócase  al  pueblo  de  la  Provincia  de  Santa 
Fé  el  día  22  del  corriente  á  elegir  los  electores  que  han  de 
nombrar  el  Gobernador  propietario  de  la  misma  Provincia. 

ArL  2."  Comuniqúese  al  Excmo.  Gobierno  déla  citada  Pro- 
vincia, al  objeto  de  que  se  sirva  dictar  las  disposiciones  nece- 
sarias al  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior; 
publíquese  por  edictos  y  dése  cuenta  al  Gobierno  de  la  Nación. 

Eduardo  Costa. 
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EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa-Fé,  Marzo  7  de  1868. 

Al  Sr.  Sub-Secretario,  encargado  del  despacho  del  Ministe- 
rio del  Interior. 

Hoy  á  las  seis  de  la  tarde,  algunas  horas  después  de  la  sa- 
lida del  vapor,  he  recibido  la  nota  que  en  copia  autorizada 
adjunto,  en  la  que  el  Excmo.  Gobernador  de  ésta  Provincia 
contesta  á  la  que  en  la  misma  fecha  le  había  dirigido,  hacién- 
dole saber  que,  visca  su  reiterada  negativa,  había  expedido 
el  decreto  de  que  he  dado  ya  cuenta  al  Gobierno  de  ia  Na- 
ción, designando  el  día  en  que  debieran  tener  lugar  las  elec- 
ciones. Verá  V.  E.  por  ella  que  el  Gobierno  de  la  Provincia 
declara  que  no  dará  cumplimiento  al  expresado  decreto;  y  no 
obstante  las  requisiciones  que  le  haré,  es  mi  opinión,  apoyada 
en  todas  los  antecedentes  de  su  conducta  relativamente  á  la 
intervención  nacional  que  así  lo  hará. 

En  esta  grave  emergencia,  y  no  obstante  que  mi  juicio  no 
vacila  acerca  de  lo  que  corresponde  hacer  para  no  dejar  bur- 
lada la  autoridad  nacional,  ya  que  no  es  posible  retirar  la 
intervención,  pues  esto  daría  indudablemente  origen  á  nue- 
vos disturbios,  he  creído  de  mi  deber,  antes  de  recurrir  á  me- 
didas extremas,  á  que,  es  mi  opinión,  será  forzoso  recurrir 
llevar  éste  nuevo  incidente  al  conocimiento  de  S.  E.  el  señor 
Presidente  de  la  República,  y  pedirle  me  demarque  el  pro- 
cedimiento  que  en  él  haya  de  observar.  Únicamente  me  per- 
mitiré encarecer  la  necesidad  de  que  la  resolución  que  el  Go- 
bierno de  la  Nación  llegue  á  adoptar,  se  me  comunique  tan 
pronto  como  sea  posible,  pues,  la  situación  de  ésta  Provincia 
se  hace  cada  día  más  difícil. 
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Mientras  tanto,  me  dirigiré  al  Gobierno  de  ésta  Provincia, 
requiriéndole  la  obediencia  que  debe  á  la  autoridud  nacional, 
si  bien  tengo  la  seguridad  de  que  será  sin  objeto. 

Quiera  el  Sr.  Sub  Secretario  llevar  el  contenido  de  esta 
nota  al  conocimiento  de  S.  E.  el  Sr.  Presidente  de  la  Repú- 
blica. 

Dios  guarde  al  Sr.  Sub-Secretario. 

Eduardo  Costa, 


MINISTERIO  DEL   INTERIOR 


Buenos  Aires^  Marzo  11  de  1868. 

Al  Excmo.  Sr.  Ministro  Interino  del  Interior  Dr.  D.  Eduardo 
Costa. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  en  éste  día  la  nota  de  V* 
E.  de  fecha  7  del  corriente,  acompañando  la  del  Excmo 
señor  Gobernador  Provisorio  de  Santa  Fe  de  la  misma  fecha, 
y  llevadas  á  conocimiento  del  señor  Presidente  de  la  Repú- 
blica, me  ha  ordenado  decir  á  V.  E.  lo  que  paso  á  mani- 
festar. 

El  señor  Presidente  no  ha  podido  menos  de  mirar  con 
estrañeza  la  actitud  asumida  por  el  Gobierno  de  Santa  Fé, 
negándose  á  cumplir  un  precepto  que  tiene  su  origen  en  la 
misma  Constitución  local,  que  es  una  consecuencia  natural 
de  la  intervención  y  que  está  en  las  facultades  del  Poder 
General,  con  arreglo  á  la  Constitución  Nacional  y  á  las 
leyes  de  la  materia,  prolongando  asi  una  situación  que 
además  de  violenta  y  sin  razón  de  ser  completamente  incons- 
titucional, no  sólo  ante  el  precepto  claro  y  terminante  de  la 
ley  que  rige  éste  caso,  sino  ante  los  principios  generales  de 
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que  el  Gobierno  Nacional  es  garante,  y  que  es  de  su  deber 
hacer  prácticamente  efectivos  cuando  es  llamado  á  intervenir 
en  los  negocios  internos  de  las  Provincias. 

Sensible  le  sería  al  Señor  Presidente  de  la  República  el 
tener  que  emplear  los  medios  que  la  Constitución  le  dá  para 
llenar  sus  altos  fines  en  esta  emergencia;  y  espera  aún  que 
el  Gobierno  de  Santa  Fe  comprenderá  que  la  intervención 
nacional  no  puede  terminar  sino  dejando  establecidos  los  pode- 
res constitucionales  de  ésta  Provincia,  y  que  para  el  efecto  es 
indispensable  que  se  proceda  en  los  términos  fijados  por  la 
ley  al  nombramiento  de  los  eU*ctores  que  con  arreglo  á  su 
Constitución,  deben  elegir  el  Gobernador  propietario  que  ha  de 
completar  sus  poderes  constitucionales. 

El  señor  Presidente  considera  que  la  Provincia  de  Santa 
Fe,  esta  no  sólo  pacificada  sino  también  en  condiciones  elec- 
torales y  me  ha  ordenado  declararlo  así  á  V.  E.,  á  efecto  de  que 
se  proceda  en  consecuencia. 

Restablecidas  las  autoridades  legales  de  esa  Provincia  por 
la  acción  de  la  Intervención  Nacional,  desarmada  como  lo  ha 
sido  por  su  autoridad  moral  y  por  su  fuerza  la  revolución  que 
las  derribó,  disuelto  el  Gobierno  revolucionario  que  la  repre- 
sentaba, ante  la  intimación  del  poder  general,  semetida  toda 
la  Provincia  legalmente  á  la  autoridad  que  la  Intervención  ha 
levantado  y  garantiendo  ella  el  orden  y  el  ejercicio  de  los 
derechos  á  todos  les  ciudadanos,  no  puede  el  señor  Presidente 
de  la  República  admitir  que  la  Provincia  no  .se  halle  comple- 
tamente pacificada  y  en  condiciones  electorales. 

Por  lo  tanto  el  decreto  expedido  por  V.  E.  fijando  dentro 
de  los  términos  legales  el  día  en  que  debía  procederse  á  la 
elección,  confiando  su  ejecución  al  Gobierno  de  la  Provincia, 
era  ajustado  al  espíritu  de  sus  instrucciones,  á  los  preceptos 
de  la  Constitución  local,  que  debe  ser  su  norma,  y  á  los  prin- 
cipios que  rigen  esta  materia;  por  cuya  razón  fué  aprobada  por 
el  Gobierno  Nacional  como  un  acto  dirigido  áque  el  Gobierno 
Provisorio  cumpliese  el  primordial,  por  no  decir  el  único  deber 
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que  como  tal  le  esta  impuesto,  que  es  preparar  en  los  términos 
fijados  por  la  ley  el  establecimiento  del  Gobierno  Propietario» 
que  complementa  los  poderes  constitucionales  de  esa  Provincia, 
por  la  renovación  periódica  de  gobernantes,  con  arreglo  á  su 
propia  ley  orgánica. 

Es  por  esto  que  el  señor  Presidente  espera  que  conocida 
aquella  aprobación  y  estas  poderosas  consideraciones,  por  el 
Gobierno  Provisorio  de  Santa  Fe,  ejecute  este  referido  de- 
creto por  su  parte,  cumpliendo  así  además  con  un  alto  deber 
de  patriotismo  y  de  conveniencia  pública. 

En  consecuencia  el  Sr.  Presidente  me  ordena  también 
diga  á  V.  E.  que  trasmitiendo  copia  de  esta  nota  al  Gobierno 
Provisorio  de  esa  Provincia,  le  manifieste  la  necesidad  de 
ejecutar  á  la  brevedad  posible  aquel  decreto,  cumpliendo 
V.  E.  el  término  según  lo  juzgase  necesario. 

Si  desgraciadamente  ese  Gobierno  insistiese  en  el  propósito 
manifestado  en  la  nota  que  V.  E.  acompaña,  el  señor  Presi- 
dente me  encarga  prevenir  á  V.  E.  dé  cuenta  inmediata- 
mente, suspendiendo  mientras  tanto,  todo  procedimiento, 
pues  el  Gobierno  Nacional  fuerte  en  su  derecho  y  contando 
con  los  medios  necesarios  para  hacerlo  valer  ante  la  opi- 
nión y  ante  los  poderes  constituidos,  se  propone  adoptar 
todas  las  medidas  necesarias  para  salvar  sus  altas  pre- 
rrogativas y  hacer  que  la  Intervención  Nacional  de  la  Pro- 
vincia de  Santa  Fé,  produzca  todos  los  bienes  que  la  deter- 
minaron, dejando  organizados  sus  poderes  constitucionales 
y  asegurando  su  paz  interna. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  mayor  consideración. 

J.  M.  Cantilo. 
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EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN    COMISIÓN 


Santa  Fe,  Marzo  11  de  1868. 

Al  Excmo.  Sr.    Gobernador    Interino   de  la    Provincia  Don 
Camilo  Aldao. 

He  recibido  la  nota  fecha  7  del  corriente,  en  la  que  me 
hace  saber  V.  E.  que  no  dará  cumplimiento  al  decreto  que 
á  nombre  del  Gobierno  de  la  Nación  había  expedido  y  le 
había  comunicado,  designando  el  día  en  que  deben  tener 
lugar  las  elecciones. 

Quiero  persuadirme,  señor  Gobernador,  de  que  V.  E.  no 
ha  meditado  bastante,,  ni  en  la  justicia,  ni  el  alcance  de  una 
resolución  semejante,  y  abrigo  todavía  la  esperanza  de  que 
mejor  inspirado,  ha  de  prestar  la  obediencia  que  debe  al 
Gobierno  de  la  Nación.  No  pretenderé  abrir  una  nueva  dis- 
cusión sobre  puntos  debatidos  ya  extensamente.  No  puedo, 
sin  embargo,  prescindir  de  hacer  valer  ante  el  ilustrado 
juicio  de  V.  E.  aquellas  breves  consideraciones  que  me 
sugiere  la  nota  á  que  contesto,  y  que  espero,  en  algo  han 
de  pesar  en  las  ulteriores  resoluciones  de  esta  tan  grave 
emergencia. 

Insistiendo  V.  E.  en  su  propósito  de  sostener  que  la  Pro- 
vincia no  está  en  condiciones  electorales,  dicen  ahora  que 
bastaría  mi  presencia  en  esta  ciudad  para  provarlo.  Permí- 
tame V.  E.  que  rechace  con  toda  decisión  esta  tan  singular 
como  inesperada  consecuencia  de  un  hecho  que  tiene  su  ex- 
plicación natural  y  al  alcance  de  todos.  V.  E.  sabe  bien  que 
fué  al  llamado  del  Gobierno  á  que  ha  sucedido  V.  E.,  que  la 
autoridad  nacional  vino  á  intervenir  en  los  negocios  de  esta 
Provincia;  V.  E.  sabe  también  que,  para  alcanzar  el  sometí- 
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miento  de  los  que  resistían  al  señor  Oroño,  evitando  el  der- 
ramamiento de  sangre  argentina,  le^j  fué  ofrecida  á  nom- 
bre del  Gobierno  de  la  Nación,  la  garantía  de  que  no  serían 
perseguidas  ni  molestadas,  y  que  podrían  usar  libremente 
del  derecho  electoral;  y  no  ha  debido  olvidar  que  el  objeto 
principal  de  mi  presencia  en  esta  ciudad,  no  es  otro  que 
hacer  efectivas  aquellas  garantías;  ni  tampoco  que  la  auto- 
ridad nacional  tiene  el  derecho  de  permanecer  en  cualquier 
punto  del  territorio  argentino,  donde  su  deber  le  llame,  sin 
que  ello  importe  otra  cosa,  que  el  ejercicio  de  un  derecho 
que  nadie  pone  ni  puede  poner  en  duda.  V.  E.  ha  debido 
recordar,  por  último,  que  otra  vez,  en  las  últimas  elecciones 
para  Gobernador  propietario,  el  General  Conesa  vino  á  esta 
misma  Provincia,  al  objeto  de  garantir,  como  Comisionado 
Nacional,  el  orden  público  sin  que  á  nadie  se  le  hubiese  ocur- 
rido, que  por  su  presencia,  no  estuviera  la  Provincia  en  con- 
diciones electorales. 

Debiendo  yo  ó  algún  otro  Comisionado  Nacional,  permane- 
cer en  esta  Provincia  hasta  tanto  tengan  lugar  las  elecciones, 
para  que  la  palabra  que  empeñó  el  Cobierno  de  la  Nación 
sea  fiel  y  lealmente  cumplida,  como  confío  lo  ha  de  ser, — 
^a  consecuencia  que  lógicamente  se  desprende  de  la  estraña 
deducción  que  de  esta  circunstancia  saca  V.  E.,  es  que  la 
Provincia  jamás  estará  para  V.  E.,  en  condiciones  electora- 
les, y  que  así  V.  E.  olvidando  la  única  misión  que  recibid 
del  pueblo,  se  perpetuará  en  un  interinato,  que  no  ha  sido 
previsto  por  la  Constitución  y  no  tiene  razón  de  ser.  Pero 
otra  consecuencia  se  desprende  lógicamente  de  estos  antece- 
dentes, señor  Gobernador,  doloroso  me  es  decirlo,  y  es  que 
cuando  la  Provincia  entera  está  pacificada,  cuando  apenas 
ocurren  algunos  desórdenes  que  son  inevitables  en  toda 
sociedad,  en  los  tiempos  más  normales;  cuando  no  pueda  ya 
invocar  V.  E.  la  resistencia  á  su  autoridad,  que  no  existió 
jamás  después  del  sometimiento,  en  los  Departamentos  lie  San 
Gerónimo  y  San  José,  en  una  palabra,  que  cuando  no  tiene 
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ya  V.  E.  ni  motivo,  ni  pretexto  para  no  poner  término  á 
la  situación  violenta  en  que  se  encuentra  esta  Provincia, — 
ha  ocurrido  á  buscarlos  en  mi  permanencia  en  esta  ciudad  que 
tiene  una  explicación  sencilla  y  que  nadie  ignora. 

Es  verdad  que  dice  también  V.  E.  que  es  á  la  Legisla- 
tura y  no  al  Poder  Ejecutivo  á  quien  compete  hacer  la 
convocatoria. 

No  abriré  tampoco  nueva  discusión  sobre  esta  singular 
doctrina,  que  en  mi  nota  del  19  próximo  pasado,  tantas  veces 
citadas,  y  la  que  hasta  ahora  no  se  ha  dignado  V.  E.  contestar, 
creo  haber  demostrado  palpablemente  ser  contrarío  á  las 
instituciones  republicanas  que  nos  rigen.  Sólo  me  limitaré  á 
recordar  algunos  antecedentes  legislativos  de  esta  misma 
Provincia,  que  V,  E.  ha  olvidado  probablemente,  y  que 
espero  alguna  influencia  podrán  ejercer  sobre  su  ánimo. 

Después  de  la  batalla  de  Pavón,  en  31  de  Enero  de  1862, 
el  ciudadano  Don  Domingo  Crespo  fué  nombrado  por  el 
General  vencedor,  al  objeto  de  presidir  la  elección  de  auto- 
ridades más  en  armonía  con  el  nuevo  orden  de  cosas  que  se 
iniciaba  en  la  República. — La  conmoción  que  había  experi- 
mentado esta  Provincia,  teatro  de  las  operaciones  de  la  guer- 
ra, había  sido  inmensa. —Como  era  natural,  todos  sus  habi- 
tantes se  habían  llevado  en  la  dispersión  las  armas  con  que 
habían  asistido  al  campo  de  batalla. — El  señor  Crespo,  apesar 
de  todo  esto,  no  creyó  como  cree  hoy  V.  E.  que  la  agitación 
consiguiente,  á  un  sacudimiento  tan  profundo,  ni  el  hecho 
de  que  hubieran  podido  ocultarse  algunéis  armas  fuera  motivo 
bastante  para  continuar  en  el  ejercicio  de  una  autoridad  que 
tenía  un  mandato  preciso  y  limitado. — Dejando  al  Gobernador 
Propietario  el  cuidado  de  recojer  las  armas,  que  nada  tenían 
quehacer  con  la  elección, — como  en  efecto  lo  hizo  por  el  De- 
creto de  I  o  de  Abril  de  1862, — quince  días  después  de  tomar 
posesión  de  sa  cargo,  convocó  al  pueblo,  y  en  quince  días  más, 
se  había  ya  nombiado  Gobernador  Propietario. 

Recorriendo  los  antecedentes  legislativos  de  esta  Provincia, 
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no  he  encontrado  un  solo  caso  en  que  el  Poder  Ejecutivo 
haya  necesitado  para  hacer  la  convocatoria,  de  la  autoriza- 
ción de  la  Legislatura,  ni  de  plazo  mayor  de  quince  días, 
habiendo  alguna  vez  bastado  el  de  cinco,  como  en  las  elec- 
ciones de  electores  que  nombraron  al  Sr.  Oroño. — No  creo 
tampoco  que  encuentre  V.  E.  en  los  anales  legislativos  de  toda 
la  República,  antecedente  alguno  que  autorice  ó  justifique  el 
procedimiento  que  en  este  caso  observa. 

Antes  de  terminar  esta  nota,  en  que  el  deseo  de  evitar  la 
muy  desagradable  extremidad  que  la  actitud  asumida  por 
V.  E.  puede  llegar  á  producir,  me  ha  obligado  á  estender- 
me más  de  lo  que  hubiera  deseado, — seame  permitido  apelar 
á  los  sentimientos  de  rectitud  y  patriotismo  á  que  debo  creer 
no  es  indiferente  V.  E. 

Más  de  seis  meses  hace,  que  esta  Provincia  esta  bajo  la 
influencia  de  una  calurosa  y  violenta  agitación  electoral, 
que  llegó  en  su  funesto  extravio  hasta  el  extremo  de  recurrir 
al  uso  ilegítimo  y  que  nada  puede  autorizar,  de  la  resistencia 
armada*  Esperando  la  solución  de  esta  crisis,— que  espíri- 
tienen  el  más  perfecto  derecho  de  esperar  y  de  exigir, — los 
tus  están  todos  en  extremos  preocupados,  sin  poder  contraerse 
á  ningún  trabajo  serio;  los  intereses  de  la  campaña  abando- 
nados; el  comercio  y  la  industria,  paralizados;  la  frontera, 
indefensa.  Distraída,  por  otra  parte  la  atención  del  Gobier- 
no de  la  Nación  ha^tanto  tiempo  en  esta  cuestión  local,  los 
intereses  de  la  generalidad  sufren  los  perjuicios  consiguien" 
tes;  y  sin  que  nada  lo  justifique,  la  Nación  consume  estéril- 
mente, los  tesoros  y  las  fuerzas  de  que  tanto  necesita  para 
concurrir  á  la  defensa  del  honor  nacional  ofendido.  ¿Y  no 
es  esto  bastante,  señor  Gobernador,  para  que  sin  pérdida  de 
un  solo  día,  ponga  término  V.  E.  á  tan  grandes  males? 

Más  de  un  mes  hace  que  el  orden  constitucional  esta  res- 
tablecido en  la  Provincia,  y  de  quince  que  V.  E.  tomó  po- 
sesión de  su  cargo.  Si  V,  E.  ha  creído  ¡necesitar  la  auto- 
rización de  la  Legislatura  lo  que  por  mi  parte  no  he  podido 
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ni  debo  admitir,  ¿no  ha  habido  más  que  sobrado  tiempo  para 
que  la  hubiese  V.  E.  recabado? 

Por  todo  esto,  señor  Gobernador,  me  lisonjea  abrigar  to- 
davía la  esperanza  de  que,  meditando  V.  E.  con  aquella  se- 
riedad y  templanza  que  corresponde  al  que  esta  al  frente  de 
los  destinos  de  un  pueblo,  acerca  de  la  gravedad  de  la  po- 
sición hostil,  en  que,  sin  razón  alguna,  se  coloca  para  con 
el  Gobierno  que  restableció  a  su  antecesor  y  sostiene  á  V. 
E.,  desistirá  de  una  resistencia  que  nada  podría  justificar,  y 
cuyo  alcance  no  puede  escapar  á  su  ilustrada  penetración;  y 
dictará  en  consecuencia,  las  órdenes  necesarias  á  la  ejecu- 
ción del  decreto  que  le  ha  sido  comunicado,  evitando  de 
esta  manera  al  Gobierno  de  la  Nación,  la  dolorosa  extre- 
midad de  hacerle  cumplir,  con  prescindencia  de  V.  E.,  como 
en  caso  contrario  se  verá  forzado  á  hacerlo  para  que  su 
autoridad  no  sea  burlada,  ni  defraudado  el  pueblo  de  la 
Provincia,  de  uno  de  sus  más  valiosos  y  legítimos  dere- 
chos. 

Me  es  grato  renovar  con  este  motivo  á  V.  E.  la  segu- 
ridad de  mi  consideración  distinguida. 

Eduardo  Costa. 

Es  copia. 

Domingo  Moyano. 

fiooretario. 
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MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Buenos  Aires,  Marzo  12  de  1868. 

A  S.  E.  el  Señor  Ministro  Interino    del   Interior  en  Comi- 
sión, Dr.  D.  Eduardo  Costa. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  de  V.  E.  fecha  1 7 
en  la  que  al  acusar  recibo  de  las  instrucciones  que  se  re- 
mitieron á  V.  E.  con  fecha  11,  manifiesta  haber  pasado  al 
Gobernador  Interino  de  esa  Provincia  la  que  adjunta  en 
copia,  fecha  16,  indicándole  la  conveniencia  de  que  se  fi- 
jara en  vez  del  día  22,  el  día  29  del  corriente  para  las  elec- 
ciones de  electores  de  Gobernador  Piopietario,  á  cuya  indi- 
cación se  contestó  por  aquel  no  ser  de  su  competencia  sino 
de  la  Legislatura,  la  resolución  del  caso;  acompañando  á 
V.  E.  con  la  misma  fecha  del  16,  el  decreto  expedido  por 
ella  designando  el  día  26  de  Abril,  para  dicha  elección;  so- 
licitando V.  E.  en  vista  de  esto,  que  el  Señor  Presidente 
de  la  República  le  demarque  el  procedimiento  que  haya  de 
seguir. 

Por  orden  del  mismo  Presidente  digo  á  V.  E.  en  con- 
testación, que  con  fecha  16  del  corriente,  le  fueron  trans- 
mitidas las  instrucciones   que  V.  E.  solicita  ahora. 

Por  ellas  se  prevenía  á  V.  E.  que  el  Señor  Presidente 
habría  preferido  que  el  decreto  de  convocatoria  para  nom- 
bramiento de  electores  de  Gobernador  propietario,  hubiera 
determinado  una  época  anterior  á  la  de  la  elección  para 
electores  de  Presidente  de  la  República,  por  las  razones  po- 
derosas que  V.  E.  apuntaba  en  su  nota  fecha  14.  Por  lo 
tanto  el  Señor  Presidente  encargaba  á  V.  E.  insistiese  so- 
bre este  punto  hasta  donde  lo  creyera  conveniente,  á  fin 
de  que  se  acortase  este  término  y  se    salvasen  los    graves 
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inconvenientes  que  deben  resaltar  de  la  prolongación  del 
interinato  y  de  complicaciones  con  las  elecciones  naciona- 
les. Pero,  se  decía  también  á  V.  E.  csi  las  resoluciones  del 
Gobierno  Provincial  hubiesen  empezado  á  tener  ejecución, 
ó  si  V.  E.  no  se  hubiese  anticipado  con  otras  providencias 
jnstificadas  que  las  contrariasen,  así  como  si  la  fijación  de 
la  época  indicada  no  estuviese  en  contradicción  con  las  le- 
yes ó  prácticas  consetudinarias  de  la  Provincia,  podría  V. 
E.  prestarle  su  aquiescencia  aceptando  la  época  fijada  por 
el  Gobierno  de  Santa-Fé,  como  una  prolongación  de  la  seña- 
lada por  el  decreto  de  V.  E.  para  lo  cual  se  hallaba  habi- 
iltado  de  antemano  por  la  nota  de  este  Ministerio,  fecha   1 1  >. 

El  Señor  Presidente  consideraba  también  que,  reconocido 
por  el  Gobierno  de  Santa-Fé  el  hecho  de  que  la  Provincia 
se  hallaba  en  condiciones  electorales,  como  V,  E.  lo  soste- 
nía y  el  Gobierno  Nacional  la  declaraba;  allanado  á  expe- 
dir el  decreto  de  elecciones  que  antes  se  resistía  á  dar.  y 
llenados  en  lo  sustancial  los  primordiales  deberes  del  Go- 
bierno provisorio  d^  convocar  al  pueblo  para  nombrar  li- 
bremente su  gobernante,  estaban  llenados  los  fines  esencia- 
les de  la  Intervención  Nacional  en  esa  Provincia,  quedando 
solamente  para  arreglar  de  común  acuerdo  la  fijación  de  la 
fecha  de  las  elecciones.  En  este  punto  se  libraba  al  buen 
juicio  de  V.  E.  y  á  la  prudencia  del  Gobierno  de  Santa- 
Fé,  como  se  hizo  antes  cuando  se  autorizó  á  V.  E.  á  ampliar 
prudencialmente  el  término  de  la  convocatoria. 

En  vista,  ahora,  de  los  nuevos  conocimientos  que  V.  E. 
transmite  en  su  expresada  nota  de  16,  el  Señor  Presidente 
considera  necesario  ampliar  y  completar  esas  instrucciones, 
para  que  V.  E.  se  halle  habilitado  á  proceder  en  todos  los 
casos,  y  por  especial  encargo  suyo  debo  manifestar  lo  qne 
sigue: 

La  intervención  Nacional  en  la  Provincia  de  Santa-Fé, 
tuvo  por  objeto  garantir  en  ella  la  forma  representativa 
republicana  con  arreglo    al   artículo  5"    de    la  Constitución 
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Federal,  y  establecer  sus  autoridades  constituidas  con  arre- 
glo al  artículo  6®  de  la  misma. 

Habiendo  sido  restablecido  el  Gobernador  por  la  acción 
de  las  fuerzas  nacionales  y  desarmada  la  revolución  que 
lo  había  depuesto,  por  su  sometimiento  pacífico,  garantiendo 
el  Gobierno  general  la  libertad  del  sufragio  en  las  próxi- 
mas elecciones,  y  habiendo  coincidido  este  sometimiento  y 
este  compromiso  con  la  cesación  próxima  del  mencionado 
Gobernador,  no  se  halló  éste  en  actitud  de  proceder  á  la 
convocatoria  del  pueblo  para  la  elección  de  electores  del 
que  debía  sucederle,  convocatoria  que.  con  arreglo  al  ar- 
tículo 55  de  la  Constitución  de  Santa-Fé,  debía  haber  te- 
nido lugar  30  días  antes  de  la  terminación  de  su  período 
legal. 

No  habiéndose  llenado  esta  prescripción  constitucional 
por  la  causa  ya  indicada,  la  intervención  se  encontró  desde 
ese  momento,  en  presencia  de  tres  hechos  nuevos: 

i*^  Cesación  del  Gobernador  repuesto  sin  que  hubiera  éste 
convocado  al  pueblo  á  elecciones  para  30  días  antes  de  el 
en  que   expiraba  su  período; 

2*»  Garantía  del  Gobierno  Nacional  para  mantener  el  orden 
y  asegurar  la  libertad  del  sufragio,  a  virtud  de  la  cual  se 
efectuó  la  pacificación  de  la  Provincia,  siendo  este  un  com- 
promiso que    á  todos  obligaba; 

3^  Falta  del  funcionario  que  en  caso  de  acefalía  llenase 
las  veces  de  Gobernador  provisorio  de  la  Provincia  con  arre- 
glo á  su  Constitución,  por  cuanto  el  poder  judicial,  ó  no 
se  hallaba  en  condiciones  regulares,  ó  el  Presidente  de  la 
Cámara  de  Justicia,  que  es  el  funcionario  indicado  pai-a  este 
caso,  estaba  inhabilitado  por  otras  causas. 

Si  la  Intervención  Nacional  hubiese  repuesto  á  un  Go- 
bernador, cuyo  período  no  hubiese  terminado  mientras  ella 
ejecutaba  su  acción,  su  misión  habría  concluido  con  el  he- 
cho de  la  reposición.  Pero  desde  el  momento  en  que  no 
sucedió  así,  y    en   que  además  tenía  que   prolongarse   para 
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concurrir  á  la  organización  del  interinato  y  hacer  efectiva 
más  adelante  la  garantía  del  sufragio,  la  acción  de  la  In- 
tervención tenia  necesariamente  que  ir  más  adelante,  para 
que  los  resultados  que  se  habian  tenido  en  vista  al  decre- 
tarla se  llevasen,  y  para  que,  reconstruyéndose,  los  poderes 
públicos  con  arreglo  á  la  misma  ley  fundamental  de  la  Pro- 
vincia, quedase  en  el  pleno  goce  de  sus  instituciones  y  ga- 
rantido así  de  una  manera  práctica  y  eficaz  su  sistema  re- 
presentativo republicano. 

Fué  en  virtud  de  estas  consideraciones  que  el  Gobierno 
Nacional  dio  su  aprobación  al  nombramiento  de  Goberna- 
dor interino  hecho  por  la  Legislatura  de  Santa  Fé,  no  obs- 
tante ser  este  un  acto  que  si  no  era  inconstitucional,  es- 
taba fuera  de  la  Constitución  de  la  Provincia,  y  que  se  prestó 
deferente  á  allanar  más  tarde  las  dificultades  que  surgieron 
al  tiempo  de  recibirse  del  Gobierno  provisorio,  prefiriendo 
esto  á  la  alternativa  de  declarar  la  acefalía  y  nombrar  como 
Interventor  un  Gobernador  provisorio. 

Procedió  de  esta  manera  para  dar  así  una  prueba  de  su 
respeto  á  la  soberanía  local,  representada  por  uno  de  sus 
poderes  legales,  esperando  que  el  Gobierno  provisorio  á  su 
vez,  cumpliese  con  los  deberes  que  le  estaban  señalados, 
convocando  al  pueblo  á  elecciones  para  treinta  días  des- 
pués de  su  recepción  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 55  de  la  Constitución  Provincial;  por  cuanto  si  esta 
prescripción  es  obligatoria  para  el  Gobernador  propietario^ 
lo  es  mucho  más  para  uno  interino,  que  había  sido  nom- 
brado al  efecto  de  completar  los  poderes  públicos  de  la 
Provincia,  y  que  sólo  había  sido  reconocido  bajo  esta  ex- 
presa condición,  que  nacía  de  una  ley  de  la  localidad,  que  era 
la  norma  del  Gobierno  Nacional  en  tal  caso. 

La  resistencia  del  Gobernador  Interino  á  convocar  á  elec- 
ciones con  arreglo  al  inciso  16  del  artículo  63  de  la  Cons- 
titución Provincial  que  determina  expresamente  entre  sus 
atribuciones:  «Convocar  al  pueblo  á  elecciones  en  los  casos 
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determinados  por  la  Constitución  y  en  las  épocas  designa- 
das por  la  ley»;  y  la  abrogación  inconstitucional  de  esta 
facultad  hecha  por  la  Legislatura,  reservándose  fijar  la  épo- 
ca de  la  elección  sin  sujetarse  á  las  prescripciones  de  su 
propia  le}',  cuando  expresamente  en  el  artículo  34  en  su 
inciso  23  sólo  se  le  otorga  esta  facultad  entre  sus  atribucio- 
nes, prescribiéndole. — «Mandar  hacer  el  nombramiento  de 
electores  que  han  de  nombrar  Gobernador,  si  el  que  está, 
en  el  mando  no  dispone  se  verifique  en  el  día  designado 
por  la  ley,  para  cuyo  caso  podrá  reunirse  por  si  sola  sin 
necesidad  de  ser  convocada  por  el  Poder  Ejecutivo».  De 
manera  que  el  primero  (el  Gobernador  provisorio)  faltó  en 
su  caso  á  un  deber  imprescindible  postergando  indefinida- 
mente la  ejecución  de  un  acto  que  arrebataba  al  pueblo  uno 
de  sus  derechos,  cual  es  reunirse  en  los  términos  fijados 
por  la  ley  para  la  renovación  periódica  de  sus  gobernantes, 
y  la  segunda  (la  Legislatura)  en  vez  de  mandar  practicar, 
en  defecto  del  Gobernador  provisorio,  el  nombramiento  de 
electores,  para  hacer  efectivos  los  derechos  de  que  el  pue- 
blo lo  ha  constituido  guardián,  faltó  igualmente  á  sus  de- 
beres. 

En  presencia  de  esta  falta  de  cumplimiento  á  las  pres- 
cripciones más  esenciales  de  la  Constitución  local;  de  la  re- 
sistencia abierta  del  Gobernador  provisorio  á  mandar  prac- 
ticar las  elecciones  poniendo  término  á  la  Intervención,  y 
de  este  olvido  de  los  principios  más  elementales  en  que  se 
funda  el  régimen  representativo  republicano,  V.  E.  en  re- 
presentación del  Gobierno  General  y  con  arreglo  al  espí- 
ritu de  sus  instrucciones,  dictó  el  decreto,  convocando  al 
pueblo  al  efecto,  para  el  22  del  corriente,  fecha  en  que  se 
cumplian  los  treinta  días  del  Gobierno  provisorio,  dentro  de 
los  cuales  debió  haber  procedido  á    la  convocatoria. 

No  obstante  ha  negativa  del  Gobierno  Provisorio  á  obe- 
decer este  decreto,  el  Gobierno  Nacional  agotando  los  últi- 
mos medios  para  lograr  con  moderación  y  eficacia,  los  altos 
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objetos  de  la  Intervención,  dio  á  V.  E.  con  fecha  1 1  del 
corriente,  las  nuevas  instrucciones  de  que  se  ha  hecho  men- 
ción más  adelante,  autorizándolo  para  ampliar  prudencial- 
mente  de  común  acuerdo  el  termino  de  la  convocatoria,  en 
la  esperanza  de  que  interpretando  el  patriotismo  y  la  ilus 
tración  de  ese  Gobierno,  se  decidiese  buenamente  á  poner 
término  á  una  situación  tan  violenta  y  anormal  para  la 
Provincia,  como  costosa  y  difícil  para  la  Nación, 

Habiéndose  allanado  por  último  el  Gobierno  interino  á 
convocar  al  pueblo  á  elecciones,  con  acuerdo  de  la  Legis- 
latura manifestando  su  intención  de  verificarlo  el  día  29 
del  entrante  mes,  el  Gobierno  Nacional  apenas  tuvo  cono- 
cimiento de  esta  disposición,  trasmitió  á  V.  E  nuevas  ins- 
trucciones declarándole  que  el  objeto  primordial  de  la  In- 
tervención estaba  alcanzado,  desde  que  aquel  reconocía  que 
la  Provincia  se  hallaba  en  condiciones  electorales  y  que  se 
iba  á  expedir  en  consecuencia  el  decreto  de  convocatoria, 
recomendándole  al  mismo  tiempo  negociase  con  el  Gobier- 
no de  la  Provincia  que  fijase  una  época  más  inmediata, 
que  ni  fuese  contraria  á  las  prescripciones  de  la  ley,  ni 
complicara  las  elecciones  provinciales  con  las  nacionales  que 
deben  tener  lugar  el  día  12  del  entrante,  ni  prolongarse 
más  allá  de  lo  regular  y  lo  prudente,  la  Intervención  á  que 
el  Gobierno  Nacional  deseaba  poner  el  más  pronto  tér- 
mino. 

Las  gestiones  hechas  por  V.  E.  en  tal  sentido  no  han 
tenido  resuUado  favorable.  La  Legislatura  ha  designado  el 
día  26  del  entrante  mes  para  el  nombramiento  de  electores, 
y  el  Gobierno  Interino  sosteniendo  esta  sanción,  se  niega  á 
aceptar  la  fijación  del  día  29  del  corriente,  ó  5  del  entrante, 
que  V.  E.  le  ha  propuesto,  colocando  así  al  Gobierno  Na- 
cional en  una  dura  alternativa. 

La  ley  expedida  por  la  Legislatura  el  día  13  del  corriente, 
fijando  el  de  la  convocatoria  para  40  días  después,  cuando 
han    transcurrido    22    de  interinato,    sin   haber  cumplido  ni 
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uno  ni  otro  con  los  deberes  que  su  propia  Constitución  les 
prescribe,  no  puede  ser  aceptada  por  el  Gobierno  Nacional 
por  muy   poderosas  razones: 

I.*  Porque  la  sanción  legislativa  no  solo  no  se  funda  en 
ley  alguna,  sino  que  es  contraria  á  las  prescripciones  más 
claras  de  la  Constitución  de  Santa-Fé,  de  sus  leyes  y  de  sus 
prácticas  consuetudinarias; 

2  *  Porque  ella  prolonga  arbitrariamente  la  duración  de 
una  intervención  que  ya  habría  tenido  término  si  las  autori- 
dades de  Santa-Fé  hubiesen  procedido  con  arreglo  á  sus  pro- 
pias leyes; 

3.*  Porque  la  fecha  fijada  por  la  Legislatura  complica  las 
elecciones  provinciales  con  las  de  electores  para  Presidente  y 
Vice-Presidente  de  la  República,  que  deben  tener  lugar  el  1 2 
del  entrante,  obligando  así  á  la  Intervención  á  garantir  el 
hecho  y  con  fuerza  armada  unas  elecciones  en  que  quiere  y 
debe  ser  prescindente; 

4  •  Porque  obligada  la  Intervención  por  su  compromiso  de 
garantir  el  libre  sufragio  en  las  elecciones  provinciales,  man- 
teniendo su  actitud  actual  hasta  el  26  de  Abril,  las  elecciones 
nacionales  vendrían  á  efectuarse  en  una  provincia  interveni- 
da, militarmente  ocupada  sin  hallarse  completados  sus  pode- 
res públicos  y  por  consecuencia  en  condiciones  irregulares; 

5.*  Porque  la  postergación  no  justificada  ni  api^yada  en  ley, 
que  prolongase  una  situación  tan  anormal  como  violenta, 
complicándola  con  peligros  que  fácilmente  pueden  evitarse, 
tiende  á  empeorar  esa  situación,  y  á  hacer  más  difícil  la  ac- 
ción reguladora  de  la  Intervención  Nacional,  combinada  con 
el  ejercicio  pacífico  de  los  derechos  del  pueblo,  para  dejar  á 
esa  Provincia  en  el  goce  pleno  de  su  régimen  constitucional, 
en  el  acto  solemne  de  elegir  al  futuro  Presidente  de  la  Re- 
pública; 

6.*  Porque  si  las  autoridades  de  Santa-Fé  han  considerado 
que  la  Provincia  se  encontraba  en   condiciones    electorales 
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para  el  día  12  de  Abril,  no  podía  dejar  de  estarlo  siete  días 
antes. 

Por  lo  tanto,  haciendo  V.  E.  valer  todas  estas  razones,  le 
dirá  que  el  Gobierno  Nacional  no  puede  aceptar  la  época  del 
26  del  entrante,  designada  por  él  para  el  nombramiento  de 
electores  de  Gobernador,  y  que  espera  de  su  ilustración,  pru- 
dencia y  patriotismo,  que  deferirá  á  un  término  conciliatorio 
determinando  que  ese  nombramiento  se  efectúe  con  anterio- 
ridad á  las  elecciones  nacionales,  cumpliendo  así  con  sus  pro- 
pias leyes,  y  evitando  los  graves  inconvenientes  que  de  lo 
contrario  pueden  resultar,  asumiendo  el  Gobierno  provisorio 
con  ésta  resistencia  inmotivada  una  seria  responsabilidad. 

Si  el  Gobierno  provisorio  á  pesar  de  todo  se  negase  á  va- 
riar la  época  de  la  convocatoria,  no  aceptando  el  día  29  del 
corriente,  ó  5  del  entrante  propuesto  por  V.  E.  y  persistiese  en 
sostener  el  derecho  para  el  día  26  del  entrante  mes,  el  Go- 
bierno Nacional  en  uso  de  sus  derechos  y  consultando  las  más 
altas  conveniencias  públicas  se  hallará  autorizado  para  decla- 
rar ilegal  la  resistencia  del  Gobernador  interino,  y  estaría 
facultado  entonces  para  designar  por  medio  de  V.  E.  una  épo- 
ca arreglada  á  la  Constitución  y  leyes  de  la  Provincia,  nom- 
brando al  efecto  un  delegado  que  presidiese  en  su  nombre  el 
acto  de  las  elecciones,  sin  necesidad  de  tomar  ninguna  otra 
medida  respecto  del  Gobierno  provisorio. 

No  siendo  el  acto  de  elegir  una  función  gubernativa,  sino 
un  derecho  del  pueblo,  y  teniendo  por  objeto  cualquier  reso- 
lución del  Gobierno  Nacional  en  este  sentido,  el  hacer  efec- 
tivo el  derecho  del  pueblo  santafecino  con  arreglo  á  su  pro- 
pia Constitución,  lejos  de  herir  su  soberanía  local,  ella  tende- 
ría á  realzarla  garantiendo  con  arreglo  á  la  Constitución 
Nacional,  la  forma  representativa  republicana,  por  el  uso  pa- 
cífico del  sufragio  en  las  épocas  designadas  por  la  ley  y  la 
renovación  periódica  de  sus  gobernantes,  según  ella  misma. 

Tal  resolución,  que  sería  la  que  el  Gobierno  General  hu- 
biese adoptado  si  el  Gobernador  interino  de  Santa-Fé  hubiera 
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persistido  en  su  negativa  absoluta  de  mandar  practicar  la 
elección,  aunque  podría  ser  adaptada  hoy  con  el  mismo  dere- 
cho que  entonces,  el  Sr.  Presidente  se  abstendrá  de  dictarla 
desde  que  se  ha  conseguido  uno  de  los  primordiales  objetos 
de  la  Intervención,  aunque  no  todos  para  dar  una  prueba 
práctica  de  que,  no  sólo  quiere  respetar  la  soberanía  local  de 
las  provincias,  sino  que  en  todo  caso  quiere  respetar  también 
su  decoro  no  haciéndoles  imposiciones  apoyadas  en  la  fuerza, 
que  aunque  justas  tendrían  el  carácter  de  violentas,  y  pro- 
duciendo conflictos  podrían  dar  lugar  á  que  los  objetos  de  la 
Intervención  no  se  llenasen  cumplidamente,  y  que  ella  se 
complicase  con  perjuicio  déla  libertad  del  pueblo  y  del  cré- 
dito del  Gobierno  Nacional  en  las  elecciones  presidenciales 
que  tan  cercanas  se  hallan. 

En  consecuencia,  el  Sr.  Presidente  me  ordena  diga  á  V.  E. 
que  si  después  de  expuestas  al  Gobernador  interino  de  Santa- 
Fé  todas  estas  consideraciones,  no  se  prestase  aún  á  designar 
una  época  anterior  á  las  elecciones  nacionales,  para  las  pro- 
vinciales, y  si  hechas  por  V.  E.  las  prevenciones  que  son  del 
caso,  aún  persistiese  en  su  negativa,  le  declare  entonces  en 
nombre  del  Gobierno  Nacional,  que  la  Intervención  queda  re- 
tirada y  que  su  Gobierno  será  declarado  irregular,  fuera  de 
las  condiciones  del  sistema  representativo  republicano,  que  es 
el  único  que  la  Nación  puede  garantir  con  arreglo  á  la  Cons- 
titución de  la  República,  deplorando  sinceramente  que  una 
negativa  injustificable  y  que  rechaza  todo  término  regular 
y  conciliatorio,  le  coloque  en  tal  extremidad. 

El  Sr.  Presidente  me  ordena  también  diga  á  V.  E.  -que  pro- 
cediendo en  conformidad  con  esta  instrucción,  expida  V.  E. 
una  proclamación  al  pueblo  santafecino,  declarándolo  así 
mientras  él  pueda  dirigirle  directamente  la  palabra,  cumplien 
do  de  esta  manera  con  sus  más  allos  deberes  de  gobernante 
de  un  pueblo  libre. 

Todavía  se  lisonjea  el  Sr.  Presidente  con  que  esa  extremi- 
dad pueda  evitarse,  y  encarga  á  V.  E.,  no  perdone  medio  con- 
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ciliatorio  á  fin  de  conseguirlo.  Consecuente  con  el  espíritu  de 
estas  instrucciones,  V.  E.  debe  propender  á  allanar  por  su 
parte  todas  las  dificultades  aún  prescindiendo  de  las  formas. 
Para  el  efecto,  procurará  V.  E.  tener  una  conferencia  previa 
con  el  Gobernador  provisorio,  comprometiendo  su  patriotismo 
y  su  prudencia  á  fin  de  que  se  llenen  los  objetos  legítimos  y 
nacionales  de  la  Intervención  y  los  deseos  del  Gobierno  Na- 
cional que  consulta  todo  ante  la  ley  y  la  soberanía  de  esa  Pro- 
vincia, respetando  hasta  su  decoro  de  la  manera  más  com- 
pleta. 

No  hará  V.  E.  cuestión  de  si  el  Gobernador  ha  de  proceder 
por  sí  ó  con  acuerdo  de  la  Legislatura,  con  tal  de  que  ésta 
se  expida  en  un  término  breve  que  habilite  á  fijar  el  29  del 
corriente  ó  el  5  del  entrante  para  las  elecciones  provinciales, 
siendo  de  esperar  que,  con  un  poco  de  buena  voluntad,  todo 
quede  satisfactoriamente  arreglado. 

Para  abundar  V.  E.  en  moderación  y  justificar  en  todo 
tiempo  la  medida  á  que  se  vé  obligado  el  Gobierno  Nacional, 
hará  presente  al  Gobernador  provisorio  las  consecuencias  que 
de  su  negativa  van  á  resultar,  y  aún  le  dará  un  término  pru- 
dencial para  habilitarse  á  prevenirlos;  y  sólo  en  el  caso  de 
que  asumiendo  sobre  sí  tan  seria  responsabilidad,  se  negase 
á  todo,  hará  V.  E.  la  irrevocable  declaración  ya  indicada  y 
expedirá  la  proclamación  en  el  sentido  que  se  ha  prevenido, 
retirando  en  consecuencia  la  Intervención  y  ordenando  la 
marcha  de  las  fuerzas  nacionales  que  no  puede  3'a  retardarse 
por  un  día  más,  por  reclamarlo  así  las  exigencias  de  la  gue- 
rra y  el'  honor  nacional  comprometido. 

Dejando  de  esta  manera  cumplidas  las  órdenes  del  Sr.  Pre- 
sidente de  la  República,  saludo  á  V.  E.  con  mi  mayor  consi- 
deración. 

J.  M.  Cantilo, 

Sub-Secretario. 
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EL  MINISTRO   INTERINO   DEL    INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa  Fó,  Marzo  14  de  1868. 

Al  señor  Sub-Secretario  del  Ministerio  del  Interior,  encar- 
gado del  despacho. 

Acompaño  al  señor  Sub-Secretario  copia  autorizada  de  la 
nota  que  he  pasado  al  Gobernador  Interino  de  esta  Pro- 
vincia en  1 1  del  corriente,  en  contestación  á  la  de  7  del 
mis  no,  en  que  el  expresado  Gobierno  me  hacía  saber  que 
no  daría  cumplimiento  al  decreto  que  había  expedido  á 
nombre  del  Gobierno  de  la  Nación  fijando  el  día  en  que 
debieran  tener  lugar  las  elecciones. 

No  tengo  esperanza  alguna  de  que  las  muy  atendibles 
razones  que  en  ella  hago  valer  para  inducir  al  expresado 
Gobierno  á  que  desista  de  la  situación  violenta  y  desagra- 
dable, que  en  su  desobediencia  á  la  Autoridad  Nacional 
ha  de  colocarle  necesariamente,  influyan  de  manera  alguna 
en  sus  resoluciones. 

Por  el  contrario,  habiendo  ofrecido  al  señor  doctor  Rue- 
da, como  un  medio  de  conciliación  y  de  evitar  conflictos, 
que  dejaría  sin  efecto  aquel  decreto,  si  el  Gobierno,  fuese 
ó  nó  con  la  autorización  de  la  Legislatura  decretase  las 
elecciones  para  el  29  de  este  mes,  y  aun  para  el  5  del  en- 
trante, para  que  de  este  modo  la  intervención  terminase 
15  días  antes,  y  nó  quedase  dependiente  de  las  agitaciones 
ó  trastornos  que  pudieran  tener  lugar  en  las  elecciones  na- 
cionales, convocadas  pata  el  12  de  Abril,  que  pudieran  au- 
torizar una  nueva  postergación, — he  encontrado  la  misma 
resistencia  que  he  advertido  siempre  de  parte  del  Gobierno 
de  esta  Provincia,  á  todo   aquello   que    pudiera  acercar  la 
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solución  de  la  situación  violenta  en  que  ella  se  encuentra. 
El  señor  Sub-SeCretario  comprenderá  que  si  la  Provin- 
cia está  en  condiciones  electorales  para  el  1 2  del  entrante, 
sin  garantía  alguna  por  parte  del  Gobierno  de  la  Nación 
para  las  elecciones  nacionales,  no  podría  dejar  de  estarlo 
para  el  5  para  las  de  Gobernador  Propietario,  con  respecto 
á  las  que  el  mismo  Gobierno  Nacional  ha  prestado  su  ga- 
rantía expresa.  Es,  por  tanto,  injustificable,  la  insistencia 
de  este  Gobierno  en  prolongar  por  15  días  más  una  solir- 
ción  que  ya  se  ha  hecho  esperar  demasiado,  sin  razón  al- 
guna justificada. 

De  todos  modos,  la  convocatoria  que  el  señor  Ministro 
Rueda  me  ha  declarado  vá  á  hacer  á  este  Gobierno  para 
una  época  posterior  á  las  elecciones  nacionales,  es  decir, 
para  el  19,  sino  para  el  26  del  mes  próximo, — poniendo 
término  á  la  resistencia  absoluta  que  á  hacerla  se  oponía. 
y  que  motiva  aquel  decreto,  viene  á  crear  á  la  Interven- 
ción Nacional  una  situación  nueva  que  me  obliga  á  pedir 
á  S.  E.  el  señor  Presidente  de  la  República,  me  demarque 
la  conducta  que  en  este  caso  he  de  observar;  haciéndome 
saber  si  he  de  hacer  cumplir  el  decreto  ya  citado,  ó  acep- 
tar la  designación  que  este  Gobierno  haga.  Y  como  esta 
eventualidad  puede  no  haber  sido  prevista  en  las  instruc- 
ciones que  espero  en  el  próximo  correo,  he  creido  opor- 
tuno pedirlas,  encareciendo  al  señor  Sub-Secretario  la  bre- 
vedad posible  en  su   expedición. 

Dios  guarde  al  señor  Sub-Secretario. 

Eduardo  Costa. 
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Buenos  Aires,  Marzo  16  de  1868. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  Interino  del   Interior    en    Comi- 
sión, doctor  don  Eduardo  Costa. 

Tengo  el  honor  de  contestar  la  nota  de  V.  E.  de  14  del 
corriente,  como  paso  á  hacerlo,  según  orden  que  al  efecto 
he  recibido  del  señor  Presidente   de  la   República. 

En  mi  nota  fecha  11,  que  debe  haber  llegado  á  V.  E. 
poco  después  de  expedida  la  que  contesto,  expresé  á  V.  E. 
cuales  eran  las  vistas  del  señor  Presidente,  respecto  de  la 
situación  creada  por  la  negativa  del  señor  Gobernador  In- 
terino de  esa  Provincia  á  hacer  la  convocatoria  para  la 
elección  de  electores  del  Gobernador  propietario  y  á  dar 
cumplimiento  al  decreto  que  V.  E.  creyó  deber  expedir  en 
virtud   de  esa  negativa  injustificada. 

Manifesté  asi  mismo  á  V.  E.  que,  si  después  de  comu- 
nicada dicha  nota  al  señor  Gobernador,  invitándole  nueva- 
mente, abundando  así  en  pruebas  de  un  espíritu  concilia- 
torio, á  proceder  como  era  de  su  inprescindible  deber  ha- 
cerlo en  tal  caso,  aun  se  negaba  á  concurrir  á  ese  objeto 
á  que  están  vinculados  tan  serios  intereses,  informase  V.  E. 
al  Gobierno  Nacional  esperando  su   resolución. 

Aprobado  por  el  señor  Presidente  el  decreto  de  V.  K.  en 
cuanto  á  su  objeto  principal,  la  fijación  del  día  en  que  ha- 
bría de  verificarse  la  elección  venía  á  ser  un  punto  que 
podría  allanarse  prudencialmente  en  lo  que  dependiera  de 
V.  E.,  toda  vez  que  una  postergación  prolongada  de  ese 
acto,  no  viniera  á  comprometer  los  fines  mismos  de  la  In- 
tervención Nacional. 

Por  la  nota  á  que  tengo  el  honor  de  contestar,  hace  V.  E. 
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saber  ahora,  que  el  Gobernador  interino,  está  dispuesto  á 
hacer  la  convocatoria  según  lo  ha  declarado  á  V.  E.  el 
Ministro  de  aquel,  pero  que  designará  al  efecto  el  día  19 
ó  26  de  Abril;  esto  es,  después  que  se  hayan  verificado 
las  elecciones  nacionales,  determinación  que  viene  á  crear — 
observa  V.  E. — una  situación  nueva  á  la  Intervención  Na- 
cional que  le  obliga  á  pedir  se  le  demarque  la  conducta 
que  dede  observar. 

Por  la  mencionada  nota  del  11  del  corriente,  quedaba 
V.  E.  autorizado  á  ampliar  el  termino  de  la  convocatoria 
para  elecciones,  según  lo  juzgare  conveniente,  en  el  caso 
de  que  el  Gobierno  Provisorio  de  Santa  Fé  se  prestaise  á 
dar  cumplimiento  á  lo  ordenado  por  V.  E.,  en  el  decreto 
que  expidió  s  jbre  el  particular. 

Prestándose  pues,  hoy  el  Gobierno  de  Santa  Fé  á  expe- 
dir el  decreto  de  convocatoria,  dentro  del  término  de  treinta 
días,  lo  que  importa  lo  mismo  que  obedecer  en  lo  esencial 
al  decreto  expedido  por  V.  E.,  sólo  queda  por  considerar 
lo  relativo  á  la  época  de  la  convocatoria,  punto  sobre  el 
cual  pide  V.  E.  nuevas  instrucciones. 

En  contestación  á  este  punto,  debo  decir  á  V.  E.  que  el 
señor  Presidente  habría  preferido  que  el  decreto  de  convo- 
catoria para  el  nombramiento  de  electores  de  Gobernador 
Propietario  de  Santa  Fé,  hubiera  determinado  una  época 
anterior  á  la  de  la  elección  para  electores  de  Presidente 
de  la  República,  que  debe  tener  lugar  el  12  del  próximo 
venidero,  por  las  poderosas  razones  que  V.  E.  apunta  en 
su  nota.  Por  lo  tanto  el  señor  Presidente  encarga  á  V.  E. 
insista  sobre  este  punto  hasta  donde  lo  crea  conveniente, 
á  fin  de  que  se  acorte  ese  término,  y  se  salven  los  gran- 
des inconvenientes  que  de  la  prolongación  del  interinato 
y  de  las  complicaciones  en  las  elecciones  nacionales,  deben 
resultar.  Pero  si  las  resoluciones  del  Gobierno  Provincial 
hubieran  empezado  á  tener  ejecución,  ó  si  V.  E.  no  se  hu- 
biera anticipado  con   otras  providencias  justificadas  que  las 
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contraríen,  así  como  si  la  fijación  de  la  época  indicada  no 
estuviese  en  contradicción  con  las  leyes  ó  prácticas  con- 
suetudinarias de  la  Provincia,  podrá  V.  E.  prestarle  aquies- 
cencia aceptando  la  época  fijada  por  el  Gobierno  de  San- 
ta Fé  como  una  prorrogación  de  la  época  señalada  por  el 
decreto  de  V.  E.,  para  lo  cual  se  hallaba  habilitado  de  an- 
temano por  la  expresada  nota  del  i°  del  corriente. 

El  señor  Presidente  considera  que  declarado  por  el  Go- 
bierno de  Santa  Fé,  que  la  Provincia  se  halla  en  condi- 
ciones electorales  como  V.  E.  lo  sostenía  y  el  Gobierno 
I  Nacional  lo  declaraba,    allanado    á    expedir    el  decreto    de 

elecciones  que  antes  se  resistía  á  dar,  y  llenados  en  lo  sus- 
tancial los  primordiales  deberos  del  Gobierno  Provisorio  al 
convocar  al  pueblo  para  nombrar  libremente  su  gobernan- 
te, están  llenados  los  fines  esenciales  de  la  Intervención 
Nacional  en  esa  Provincia,  y  sólo  queda  para  arreglar  de 
común  acuerdo  la  fijación  de  la  fecha  de  las  elecciones, 
punto  que  se  libra  á  su  buen  juicio  y  á  la  prudencia  del 
Gobierno  de  Santa  Fé,  como  se  hizo  antes  cuando  se  au- 
torizó á  V.  E.  á  cumplir  prudencialmente  el  término  de  la 
convocatoria. 

El  otro  punto  que  queda  pendiente  para  dar  por  termi- 
nada la  Intervención  Nacional,  que  es  la  garantía  dada  por 
el  Gobierno  General  al  libre  sufragio  de  la  Provincia  de 
Santa  Fé  y  en  virtud  de  la  cual  se  efectuó  la  pacificación 
de  ella,  será  materia  de  otras  instrucciones,  pudiendo  des- 
de luego  dictar  V.  E.  las  disposiciones  necesarias  para  ha- 
cer efectivas  esas  garantías,  dando  cuenta  de  todo  para  la 
resolución   que  corresponda. 

Saludo  á  V.  E.  con   las  consideraciones   debidas. 

J.  M.  Cantilo. 
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EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa-Fé,  Marzo  16  de  186«. 

Al  Excmo.  Sr.  Gobernador  de  la  Provincia  de  Santa-Fé. 

Habiendo  pedido  á  S.  E.  el  Sr.  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, me  demarcara  el  procedimiento  que  debía  seguir  en  pre- 
sencia de  la  actitud  que  había  asumido  V.  E.  con  respecto 
al  Gobierno  de  la  Nación,  por  la  resistencia  á  dar  cumpli- 
miento al  decreto  de  7  del  corriente,  que,  como  Comisionado 
Nacional,  había  expedido,  fijando  el  día  en  que  debieran  te- 
ner lugar  las  elecciones, — he  recibido  orden  de  transmitir  á 
V.  E.  la  copia  adjunta. 

En  ella,  el  mismo  Sr.  Presidente  me  autoriza  para  que  al 
exigir  de  V.  E.  el  cumplimiento  de  aquel  decreto,  pueda  am- 
pliar el  plazo  que  él  fija. 

Cumpliendo  con  esta  parte  de  mis  instrucciones,  y  no  obs- 
tante que  no  abrigo  esperanza  alguna  de  que  V.  E.  acepte 
este  temperamento  conciliatorio,  que  antes  de  ahora  ofrecí 
inútilmente  al  Sr.  Ministro,  Dr.  Rueda,  debo  declarar  á  V.  E 
que,  por  mi  parte,  no  habría  inconveniente,  en  que  en  vez 
del  domingo  22,  se  fijara  el  domingo  29  del  corriente,  y  aún 
el  domingo  5  del  entrante  mes  de  Abril. 

En  mi  nota  de  1 1  dal  corriente,  á  la  que  hasta  este  mo- 
mento no  he  recibido  contestación  alguna,  extensamente  he 
expuesto  ante  la  ilustrada  penetración  de  V  E.  las  podero- 
sas consideraciones  que,  á  mi  juicio,  debieran  obrar  en  su 
ánimo  y  en  su  patriotismo,  para  no  postergar  por  un  solo  día 
más  la  situación  violenta  en  que  se  encuentra  esta  Provincia, 
con  tan  inmenso  perjuicio  de  sus  intereses,  y  de  las  conve- 
niencias generales  de  la  Nación. 
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Rogando  á  V.  E.  tenga  á  bien  haberlas  por  reproducidas 
en  esta,  debo,  por  tanto,  limitarme  á  pedir  á  V.  E.  se  sirva 
hacerme  saber  la  contestación  que  tenga  á  bien  dar  á  esta 
comunicación,  en  tiempo  que  me  habilite  á  transmitirla  al 
Gobierno  de  la  Nación  por  el  correo  de  mañana. 

Dios  guarde  á  V.  E. 


Es  copia — 


Eduardo  Costa 


Domingo  Moyano, 

Secretario. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa-Fé,  Marzo  17  de  1868. 

Al  Sr.  Sub-Secretario  encargado  del  despacho  del  Ministe- 
rio del  Interior: 

He  recibido  la  nota  fecha  1 1  del  corriente,  en  la  que  me 
hace  saber  V.  E.  que  el  Sr.  Presidente  de  la  República  se  ha  ser- 
vido prestar  su  aprobación  á  la  conducta  por  mí  observada 
€n  el  incidente  sobre  fijación  de  día  para  las  elecciones  de 
Gobernador  propietario  de  esta  Provincia.  Al  mismo  tiempo, 
me  transmite  V.  E.  las  instrucciones  que  había  pedido  para 
proceder  en  la  gran  emergencia  en  que  colocaba  á  la  Inter- 
vención Nacional  la  resistencia  por  parte  de  este  Gobierno,  á 
dar  cumplimiento  al  decreto  que  en  7  del  corriente  había  ex- 
pedido y  le  había  comunicado. 

Cumpliendo  con  lo  que  V.  S.  me  previene,  he  pasado  á 
este  Gobierno  la  nota  que  en  copia  autorizada  adjunto. 

13 
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El  Sr.  Aldao.  acompañándome  el  decreto  que  había  expe- 
dido la  Legislatura  de  esta  Provincia,  fijando  el  día  26  del 
próximo  mes  de  Abril  para  las  elecciones,  me  ha  contestado 
en  los  términos  de  que  se  impondrá  V.  S.  por  la  copia  que 
también  acompaño. 

Hasta  el  momento  de  cerrar  esta  correspondencia,  dos  de 
la  tarde,  no  se  me  ha  comunicado  que  es  lo  que  la  Legisla- 
tura haya  resuelto,  y  según  antes  de  ahora  he  participado  á 
V.  S.,  es  mi  opinión  que  nada  ha  de  resolver,  que  no  sea  en 
el  sentido  de  sostener  su  resolución  primitiva. 

Cúmpleme  en  este  caso  esperar  nuevamente  que  S.  E.  el 
Sr.  Presidente  de  la  República  me  demarque  el  procedimiento 
que  haya  de  seguir;  y  sólo  me  limitaré  á  observar  que,  si  la 
Provincia  está  en  condiciones  electorales  el  1 2  de  Abril,  en 
que  deben  tener  lugar  las  elecciones  nacionales,  no  hay  ra- 
zón alguna  justificada  para  que  no  tengan  antes  lugar  las 
de  Gobernador  propietario,  que  la  autoridad  nacional  ha  ga- 
rantido, el  29  del  corriente,  ó  aún  el  5  del  mismo  mes  de 
Abril;  con  lo  que  la  Intervención  hubiera  terminado  su  mi- 
sión 20  ó  30  días  antes,  haciendo  así  cesar  la  situación  vio- 
lenta en  que  se  encuentra  esta  Provincia,  con  tan  grave  per- 
juicio de  sus  intereses,  y  de  los  generales  de  la  Nación. 

Dios  guarde  al  Sr.  Sub-Secretario. 

Eduardo  Costa. 
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EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN   COMISIÓN 


Santa  Fé,  Marzo  24  de  1868. 

Al  Sr.  Sub-Secretario  del  Ministerio  del  Interior. 

En  mi  anterior  comunicación  acompañé  á  V.  S.  copia  de 
la  nota  que  en  i6  del  corriente  había  pasado  al  Excmo. 
Gobierno  de  esta  Provincia,  procurando  excitar  su  patrio- 
tismo, á  fin  de  que  aceptase  el  temperamento  conciliatorio 
que  le  había  propuesto,  relativamente  á  la  designación  del 
día  en  que  debieran  tener  lugar  las  elecciones  de  electores 
para  Gobernador  Propietario. 

Decía  entonces  al  señor  Sub-Secretario  que  no  abrigaba 
esperanza  alguna  de  que  este  temperamento  fuese  aceptado 
y  ctsí  ha  sucedido,  en  efecto,  según  lo  advertirá  V.  S.  por 
las  copias  adjuntas. 

Ayer  recibí  la  nota  del  2 1  del  corriente  en  que  me  dá  V. 
S.  extensas  instrucciones  con  relación  á  la  marcha  de  esta 
intervención. 

Cumpliendo  con  lo*  que  en  ellas  se  me  previene,  invité 
al  Sr.  Gobernador  Interino  á  una  conferencia. 

Díle  lectura  de  la  nota  de  ese  Ministerio,  y  por  espacio 
de  un  par  de  horas  cambiamos  nuestras  recíprocas  obser- 
vaciones, sin  que  por  mi  parte  advirtiese  que  las  mías  pro- 
dujeran mayor  impresión  sobre  el  ánimo  del  Sr.  Aldao,  que 
se  escudaba  siempre  tras  la  sanción  legislativa  de  que  he 
dado  cuenta.  Ofrecióme  que  convocaría  la  Legislatura  á 
la  brevedad  posible,  al  objeto  de  hacerla  saber  la  última 
resolución  del  Gobierno  de  la  Nación,  y  me  consta  que 
parte  por  este  vapor  el  Sr.  Ministro  Rueda  en  busca  de 
los  señores  Diputados  que  están  en  el  Rosario. 
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Cumpliendo  con  lo  que  las  citadas  instrucciones  arríbame 
previenen,  he  pasado  á  este  Gobierno,  la  nota,  cuya  copia 
adjunto. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

Eduardo  Costa. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN   COMISIÓN 


Santa  Fe,  Marzo  24  de  1868. 

Al  Excmo.    Sr,    Gobernador    Interino  de    la  Provincia  de 
Santa  Fé. 

He  recibido  la  nota  de  V.  E.  fecha  19  del  corriente,  en 
contestación  á  la  mía  del   16  del  mismo. 

Sin  tomar  para  nada  en  cuenta  las  consideraciones  con 
que  en  ellas,  invocando  los  sentimientos  de  patriotismo  de 
V.  E.  ante  el  espectáculo  desconsolador  de  la  Provincia  de 
su  nacimiento  desgarrada  por  la  pasión  política,  y  de  los 
intereses  de  la  Nación  comprometidos,  procuraba  inducirle 
á  aceptar  el  medio  conciliatorio  que  le  proponía  para  poner 
términos  á  una  situación  tan  violenta;— se  limita  V.  E.  á 
transmitirme  una  sanción  de  la  Legislatura,  en  la  que  se 
dice  simplemente  que  no  encontrando  aceptables  los  razona- 
mientos contenidos  en  la  citada  comunicación,  ni  pudiendo 
consentir  en  que  un  representante  del  Gobierno  General 
tome  parte  alguna  en  las  resoluciones  de  los  poderes  pro- 
vinciales, insiste  en  la  sanción  que  antes  no  había  comuni- 
cado, fijando  el  día  26  del  mes  próximo  venidero  para  las 
elecciones  de  Gobernador  Propietario. 
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Permítame  V.  E.  que  no  admita  semejante  manera  de 
discutir  los  negocios  públicos.  Creyendo,  por  mi  parte,  que 
el  pueblo  tiene  el  derecho  de  conocer  los  motivos  que  obran 
en  el  ánimo  de  aquellos  á  quienes  ha  encomendado  la  ges- 
tión de  sus  intereses;  y  á  la  vez,  en  cumplimiento  de  lo 
que  mis  instrucciones  me  previenen,  voy  á  exponer  con 
alguna  detención,  las  consideraciones  que,  á  juicio  del  Go- 
bierno de  la  Nación,  justifican  la  resolución  que  anuncié  á 
V.  E.  en  mi  conferencia  de  ayer,  haber  sido  autorizado  á 
tomar,  y  que  voy  ahora  á  consignar  solemnemente. 

Sí,  como  he  tenido  ya  ocasión  de  hacerlo  saber  á  V.  E., 
la  Legislatura  de  esta  Provincia,  inspirándose  en  un  espí- 
ritu más  conciliatorio,  hubiera  fijado,  en  la  sanción  en  que 
insiste,  un  día  más  en  armonía  con  las  instituciones  de  la  Pro- 
vincia, y  la  hubiera  mandado  cumplir  V.  E.,  por  mi  parte 
la  hubiera  aceptado  como  una  resolución  de  hecho,  que 
conducía  al  mismo  resultado;  sin  dejar,  empero,  de  obser- 
var, que  V.  E.  hacía  un  abandono  injustificable  de  una  de 
las  primordiales  prerrogativas  del  Poder  Ejecutivo,  y  la 
Legislatura,  una  usurpación  indebida  de  facultades  que  la 
Constitución  no  le  había  conferido. 

Con  marcada  repetición  he  sostenido  esta  doctrina  en  las 
comunicaciones  que  he  cambiado  con  V.  E., — y  como  ellas  es 
esencial  é  importa  dejarla  bien  establecida  para  justificar  la 
resolución  que  he  anunciado  á  V.  E.  voy  á  permitirme  in- 
sistir todavía  sobre  ella. 

Espero  no  habrá  olvidado  V.  E.  que  apenas  me  fué  comu- 
nicada la  sanción  de  la  Legislatura  á  que  hago  referencia, 
desconocí  en  mi  nota  del  19  de  Febrero  la  facultad  que 
esa  ilustrada  corporación  se  arrogaba. 

V.  E.  hasta  esta  fecha  se  ha  dignado  contestar  á  esta  nota, 
y  parece  asi  no  haber  aceptado  la  discusión  á  que  le  pro- 
vocaba. Y  á  la  verdad,  señor  Gobernanor,  ante  los  textos 
tan  terminantes  y  explícitos  de  la  Constitución  de  esta  Pro- 
vincia, la  discusión  no  era  posible. 
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El  inciso  1 6  artículo  63  de  la  Constitución  enumera  en 
efecto  entre  las  atribuciones  que  confiere  al  Poder  Ejecutivo, 
la  de  convocar  al  pueblo  á  las  elecciones  en  los  casos  deter- 
minados por  esta  Constitución  y  en  las  épocas  designadas 
por  la  ley;  es  decir,  al  terminar  el  Gobernador  Propietario 
su  periodo  constitucional;  ó  bien,  cuando  en  los  casos  de 
acefalia,  se  nombra  un  Gobernador  interino  al  objeto  de 
mandar  practicar  las  elecciones;  y  es  digno  de  notarse  que 
entre  todos  los  deberes  y  prerrogativas  que  la  misma  Cons- 
titución confiere  al  Poder  Ejecutivo,  ninguno  es  más  impe- 
rativo, pues  en  ningún  caso  el  precepto  constitucional  tiene 
el  correctivo  de  que,  si  el  encargado  de  cumplirlo  no  lo 
cumple,  lo  mandará  cumplir  la  Legislatura,  pudiendo  reunirse 
en  este  caso  por  sí  sola;  facultad  peligrosa  y  que,  sólo  en 
muy  limitados  casos  se  confiere  á  los  cuerpos  colegiados- 
Es  visible  que  de  esta  manera  el  Legislador  ha  querido  tomar 
las  garantías  posibles  de  que,  ni  el  Gobernador  Propietario, 
que  no  puede  prolongar  su  periodo  un  sólo  día  más  del 
término  fijado,  ni  el  interino  que  tiene  un  mandato  limitado, 
se  perpetúen  en  el  poder. 

La  circunstancia  de  que  el  señor  Gobernador  Oroño  ter- 
minase su  período  sin  haber  convocado  á  elecciones,  en  nada 
modifica  esta  doctrina,  como  lo  ha  pretendido  V.  E.  El 
Gobernador  Interino  nombrado  después  que  terminó  aquel 
su  período  no  ha  dejado  de  ser  el  mismo  Gobernador  Lite- 
rino  previsto  por  la  Constitución  y  con  las  mismas  faculta- 
des que  ella  le  confiere. 

Si  se  admite  la  doctrina  que  V.  E.  sostiene,  la  renovación 
de  los  poderes  públicos,  en  contradicción  al  espíritu  mani- 
fiesto de  la  Constitución,  quedaría  dependiente  de  mil  even- 
tualidades, y  sujeta  á  los  graves  inconvenientes  que  V.  E. 
mismo  está  hoy  palpando.  La  Legislatura  de  esta  Provin- 
cia esta  reducida  apenas  al  número  necesario  para  hacer 
quorum. 

Si  un  accidente  cualquiera   inhabilitase  á  alguno  ó  algu- 
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nos  de  sus  miembros,  ó  no  quisieran  ellos  concurrir  por 
mala  voluntad,  ¿cree  V.  E.  que  por  esta  circunstancia  debie- 
ra ser  privado  el  pueblo  del  derecho  de  elegir  su  primer 
Magistrado,  en  el  tiem^^o  preciso  que  la  ley  ha  marcado? 
¿No  es  verdaderamente  lamentable  que  la  dispersión  en  que 
se  encuentran  los  miembros  de  la  Legislatura  inhabilite  á 
V.  E.  á  tomar  la  resolución  que  debiera  adoptarse,  con  la 
prontitud  y  urgencia  que  exige  la  altura  á  que  ha  llegado 
la  Intervención  Nacional? 

La  facultad,  pues,  que  se  arrogó  la  Legislatura  de  la 
única  prerrogativa  que  en  rigor,  puede  decirse  que  en  su 
calidad  de  Gobernador  interino  ha  sido  conferida  á  V.  E., 
es  inconstitucional  y  notoriamente  contraria  á  la  forma 
republicana  de  gobierno,  que  la  Constitución  Nacional  ha 
garantido  á  todas  las  Provincias,  cuya  más  esencial  garantía 
como  otra  vez  lo  he  hecho  presente  á  V.  E.,  es  la  renova- 
ción de  los  poderes  públicos  en  épocas  precisas,  y  que  por 
ningún  pretexto  pueden  prorrogarse. 

No  obstante  que,  como  he  dicho  antes,  el  Gobierno  de  la 
Nación  hubiera  aceptado  la  fijación  del  día,  que  hubiera 
hecho  V.  E.,  ya  en  virtud  de  sus  propias  atribuciones,  ya 
cumpliendo  una  sanción  legislativa,  si  ella  hubiera  caido 
dentro  de  los  términos  legales, — no  he  podido  dejar  de  hacer 
estas  observaciones  para  no  dejar  autorizado  un  precedente 
anti-constitucional,  que  pudiera  ser  de  muy  funestas  conse- 
cuencias en  lo  sucesivo. — Pero  no  solamente  es  inconstitucio- 
nal la  designación  del  día  hecha  por  la  Legislatura,  sino  que 
está  también  notoriamente  fuera  de  los  términos  de  la  Cons- 
titución de  esta  Provincia. 

No  podrá  negar  V.  E.  que  la  misión  del  Gobernador  Inte- 
rino no  es  otra  que  constituir  el  Gobierno  Propietario,  emana- 
ción directa  del  pueblo,  en  el  más  breve  espacio  de  tiempo 
posible.  El  artículo  55  de  la  Constitución  ordena  que  30 
dííis  antes  de  concluir  su  período  el  Gobernador  Propietario, 
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convoque  al  pueblo  á  elecciones,  y  esta  disposición  es  aplica- 
ble al  Gobernador  Interino,  cuyo  deber  de  convocar  al  pue- 
blo, principia  en  el  mismo  día  en  que  tomó  posesión  de  su 
cargo,  como  principia  él  del  Gobernador  Propietario.  30  días 
antes  de  terminar  su  período. 

La  Provincia  está  en  condiciones  electorales  desde  el  día 
en  que  V.  E.  fué  nombrado,  ó  sí  V.  E.  quiere,  ocho  ó  diez 
días  después,  cuando  todas  las  autoridades  de  la  Provincia 
fueron  repuestas.  En  treinta  días  más,  el  Gobierno  Propietario 
ha  debido  estar  elegido.  Al  convocar  al  pueblo  á  las  elec- 
ciones nacionales  para  el  1 2  del  mes  entrante,  V.  E.  ha  reco- 
nocido estar  la  Provincia  en  condiciones  electorales,  como  yo 
lo  sostenía,  no  obstante  haber  sostenido  antes  lo  contrario  de 
la  manera  más  terminante,  llegando  hasta  afirmar  que  mi  sola 
presencia  en  esta  ciudad  bastaba  para  probarlo,  ¿que  principio 
de  conveniencia  ó  de  justicia  autoriza  la  convocatoria  para 
las  elecciones  provinciales,  treinta  días  después? 

Ninguno,  señor  Gobernador,  mientrais  que  por  mi  parte  he 
señalado  con  repetición  los  gravísimos  inconvenientes  que 
acompañan  tan  injustificable  postergación,  y  señalaré  ahora 
á  V.  E.  algunos  más  de  la  mayor  trascendencia. 

Mci  decía  V.  E.  en  la  conferencia  á  que  le  invité  ayer,  que 
la  insistencia  en  acortar  el  plazo  para  las  elecciones  pro- 
vinciales, era  cuestión  de  elecciones  á  la  Presidencia.  Sí, 
señor  Gobernador;  es  esto  precisamente;  y  puesto  que  V.  E. 
provoca  la  discusión  á  este  terreno,  no  me  escuso  en  acep- 
tarla. 

Sí,  es  precisamente  porque,  el  pueblo  de  la  República  ha 
sido  llamado  á  elegir  su  primer  Magistrado  que  el  Gobierno 
de  la  Nación  entiende  que  el  de  esta  Provincia  tiene  toda 
justicia  para  exigir  que  presidan  el  ejercicio  de  tan  augusto 
derecho  sus  poderes  constituidos,  y  no  un  Gobierno  Interino 
cuya  misión  es  de  todo  punto  extraña  á  tan  grande  y  sagrado 
objeto. 
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Sí,  es  precisamente  porque,  V.  E.  faltando  á  la  verdad  y  á 
las  conveniencias,  en  documentos  públicos,  ha  acusado  á  uno 
de  sus  miembros  de  favorecer  tal  ó  cuál  candidatura,  que  el 
Gobierno  de  la  Nación  tiene  el  más  vivo  interés  en  que  la 
elección  Presidencial,  tenga  lugar  cuando  la  acción  de  la  Inter- 
vención Nacional  haya  terminado,  y  la  presencia  de  las  autori  ■ 
dades  y  de  las  fuerzas  nacionales,  á  nadie  inspiren  desconfian 
zas,  por  más  injustificadas  que  sean. 

Sí,  señor  Gobernador,  es  precisamente  por  esto  que  el  Go- 
bierno de  la  Nación,  que  solemnemente  ha  condenado  á  los 
Gobiernos  electores  como  la  llaga  cancerosa,  de  nuestra  actua- 
lidad, y  el  peligro  más  serio  que  amenaza  nuestras  institu- 
ciones, quiere  que,  si  alguno  dijere  que  V.  E.  prorroga  inten- 
cionalmente  su  Gobierno  Interino  para  influir  en  las  elecciones 
presidenciales,  quede  desde  ahora  consignado  que  rehusó  con- 
currir con  el  apoyo  que  presta  necesariamente  la  Intervención 
á  la  autoridad  local,  á  autorizar  manejos  electorales  que  no 
puede  menos  de  condenar  y  reprobar  con  toda  energía. 

Por  todas  estas  consideraciones,  señor  Gobernador,  S.  E. 
el  señor  Presidente  de  la  República  me  ha  ordenado  decid- 
re  á  V.  E.  que  el  Gobierno  de  la  Nación  no  puede  aceptar 
el  plazo  del  26  de  Abril,  que  la  Legislatura  ha  fijado  para 
las  elecciones  de  Gobernador  propietario,  y  que  insista  en 
exigir  el  cumplimierto  del  decreto  de  7  del  corriente,  que 
la  resistencia  absoluta  de  V.  E.  me  obligó  á  dar;  ampliando 
el  plazo  que  él  fija  hasta  el  corriente,  y  aún  hasta  el  5  de 
Abril. 

Si  V.  E.  ya  de  su  motu  propio,  ya  con  acuerdo  de  la  Le- 
gislatura, vencido  el  término  prudencial  que  le  acordé,  no 
aceptase  este  temperamento  conciliatorio,  S.  E.  el  señor  Pre- 
sidente de  la  República  me  ordena  también  le  declare  que 
la  Intervención  queda  retirada. 

En  cumplimiento  de  estas  instrucciones,  debo  pues  decla- 
rar á  V.  E.,  solemnemente,  que  si  en  todo  el  día  del  jueves 
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próximo,  26  del  corriente,  no  me  hubiese  V.  E.  contestado 
aceptando  la  fecha  que  le  he  propuesto,  el  29  del  corriente 
ó  aún  el  5  del  mismo  mes  de  Abril,  declararé  haber  termi- 
nado la  Intervención  que  pidió  el  Gobierno  á  que  ha  suce- 
dido áV.  E.y  me  retiraré  inmediatamente  con  las  fuerzas  na- 
cionales. 

S.  E.  el  señor  Presidente  lamenta  de  la  manera  más  sin- 
cera que  la  resistencia  que  considera  injustificada  de  parte 
de  V.  E.  le  obligue  á  retirar  su  acción  de  esta  Provincia,  an- 
tes de  dejar  constituidos  sus  poderes  públicos;  lamenta  que 
quede  esta  Provincia  presa  todavía  de  una  ardiente  agita- 
ción política,  que  puede  dar  origen  á  males  de  trascenden- 
cia, y  que  indudablemente  detiene  el  progreso  rápido  en  que 
marchaba. 

S.  E.  el  señor  Presidente  hubiera  podido  exigir  el  cumpli- 
miento del  decreto  que  expidió  su  Comisionado  suficiente- 
mente autorizado,  aún  con  prescindencia  de  V.  E.,  ya  que 
V.  E.  se  rehusaba  á  cumplirlo.  Ha  entendido,  empero,  que 
era  más  honroso  para  él,  y  más  decoroso  para  V.  E.  dar 
por  terminada  su  acción,  ya  que  ella  no  era  acatada  ni  res- 
petada, como  entendía  debiera  serlo. 

S.  E.  entiende  que  si  es  un  deber  de  la  autoridad  nacional 
concurrir  al  llamado  de  los  Gobiernos  de  Provincia  para  re- 
ponerlos y  sostenerlos,  como  lo  ha  hecho  con  V.  E.,  su  ac- 
ción no  es  un  instrumento  ciego,  á  cuyo  amparo  se  autorícela 
violación  de  la  ley.  que  es  también  su  deber  hacer  respetar- 

El  hecho  de  la  Intervención,  según  las  doctrinas  más  au- 
torizadas, le  da  el  derecho  de  tomar  aquel  conocimiento  y 
aquella  participación  en  los  negocios  internos  de  una  Pro- 
vincia, que  sean  indispensables  para  asegurar  los  mismos 
fines  de  la  Intervención,  sin  que  ello  importe  absolutamente 
atacar  la  autonomía  de  los  poderes  Provinciales,  que  nadie 
más  que  él  está  interesado  en  conservar  en  [toda  su  inte- 
gridad. 
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Estudiando  cuidadosamente,  las  instituciones  que  esta  Pro- 
vincia se  ha  dado,  háse  persuadido  el  señor  Presidente  de 
que,  prorrogando  sin  razón  alguna  justificada  su  mandato 
más  allá  de  los  términos  legales,  V.  E.  no  solo  se  ha  colo- 
cado fuera  de  la  misma  Constitución  que  debe  regir  sus  pro- 
cedimientos, sino  que  compromete  á  la  vez  los  más  altos 
intereses,  y  ni  V.  E.,  ni  nadie  podrá  hacerle  cargo  algnno 
de  que  retire  su  protección,  á  los  que  considera  que  han  de- 
jado de  estar  en  condiciones  de  merecerla. 

No  obstante,  los  términos  en  que  en  la  conferencia  de  a)'er 
me  manifestó  V.  E.  su  voluntad  decidida,  quiero  abrigar  to- 
davía la  esperanza  de  que,  meditando  V.  E.  con  la  seriedad 
y  templanza  que  reclaman  la  naturaleza  de  los  intereses  com- 
prometidos, acerca  de  la  inmensa  responsabilidad  que  una 
injustificada  negativa  hará  pesar  única  y  exclusivamente  so- 
bre V.  E.  ha  de  prestarse  á  aceptar  el  temperamento  conci- 
liatorio que  he  propuesto,  y  permitirá  así  que  la  Intervención 
Nacional  termine  su  laboriosa  misión,  dejando  los  poderes 
de  la  Provincia  constituidos  y  conciliados  todos  los  intereses 
y  todas  las  opiniones,  lo  que  como  fiel  intérprete  de  los  sen- 
timientos de  S.  E.  el  señor  Presidente,  es  y  ha  sido  siempre 
su  más  ardiente  aspiración. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar  á  V.  E.  la  ex- 
presión de  mi  distinguida  consideración. 

Eduardo  Costa. 
Conforme — 

Domingo  O,  Moyano, 

Secretftrio. 
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EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa-Fé,  Marzo  26  de  1868. 

Al  Excmo.  Sr.  Gobernador  interino  de  la  Provincia  de  San- 
ta-Fé. 

Acabo  de  recibir  la  nota  de  V.  E.  fecha  de  hoy,  en  la  que, 
haciéndome  saber  los  graves  desórdenes  que  han  tenido  lu- 
gar en  la  ciudad  del  Rosario,  en  la  madrugada  del  día  25 
del  corriente,  de  que  tenía  yo  conocimiento,  me  declara  V. 
E.  que,  si  en  el  término  de  24  horas  no  mando  entregar  las 
armas  de  pertenencia  de  la  Provincia,  y  establecer  el  orden 
alterado  en  la  ciudad  del  Rosario,  abandonara  la  Provincia 
para  ir  á  protestar  ante  quien  corresponde  contraía  conducta 
observada  por  mí  como  Ministro  Interventor. 

Lamento,  señor  Gobernador,  á  la  par  de  V.  E.,  aquellos 
desórdenes,  y  me  permito  declinar  toda  su  responsabilidad 
sobre  V.  E.  por  su  injustificable  resistencia  en  prolongar  la 
sit\iación  violenta  en  que  se  encuentra  esta  Provincia,  pos- 
tergando sin  motivo  y  sin  razón  alguna  el  cumplimiento  de 
la  única  misión  que  le  había  conferido  el  pueblo,  de  convo- 
carle á  la  brevedad  posible  á  elegir  su  primer  magistrado; 
deber  que  antes  de  este  día  ha  podido  V.  E.  llenar  cumpli- 
damente, al  amparo  de  la  autoridad  y  de  la  Nación  que  daba 
las  más  amplias  garantías  á  todos,  así  á  los  que  se  sometie- 
ron á  la  autoridad  de  V.  E.  como  á  los  que  se  conservaron 
fieles  á  su  lado,  de  que  el  voto  de  la  mayoría,  cualquiera  que 
fuera,  sería  respetado. 

No  tengo  antecedentes  bastantes  para  apreciar  !a  impor- 
tancia de  aquel  movimiento  deplorable.  El  General  Conesa 
me  comunica  que  no  se  atreve  á  afirmar  de  que  parte  estuvo 
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la  provocación,  que  si  no  justifica  el  escándalo,  no  exonera 
tampoco  á  las  autoridades  dependientes  de  V.  E.  de  cierta 
responsabilidad,  si  la  primera  chispa  partió  de  ellas. 

Me  dice  también  el  mismo  General  Conesa,  que  se  ocupa 
de  tomar  los  esclarecimientos,  necesarios  para  averiguar  la 
verdad  de  los  hechos,  y  yo  puedo  asegurar  á  V.  E.  que  los 
que  resulten  culpables,  serán  caistigados  por  el  Ministerio  de 
¡a  ley. 

Volviendo  á  la  nota  de  V.  E.,  diré  en  contestación,  que, 
relativamente  á  las  armas,  reproduzco  el  contenido  en  mi 
nota  de  antes  de  ayer.  No  tengo  autorización  para  entregar 
á  V.  E.  armas  que  pertenezcan  á  la  Nación,  ni  he  rehusado 
poner  á  su  disposición  las  que  resulten  ser  de  su  propiedad. 

En  aquella  nota  hice  saber  á  V.  E.  que  había  nombrado 
una  comisión  de  las  personas  que  consideraba  más  compe- 
tentes, para  que,  de  acuerdo  con  la  persona,  ó  personas  que 
V.  E.  nombrase,  procediesen  ala  clasificación  y  entrega  res- 
pectiva. 

Si  V.  E.,  pues,  no  ha  recibido  las  que  hayan  pertenecido  á 
la  Provincia,  es  única  y  exclusivamente  porque  no  lo  ha  que- 
rido el  Capitán  del  Puerto  de  esta  ciudad,  don  Esteban  E. 
Guastavino,  que  acaba  de  llegar,  encargado  de  los  depósitos 
de  armas  y  equipos  nacionales  que  existían  en  esta  ciudad, 
queda  agregado  á  aquella  comisión,  y  al  poner  en  manos  de 
V.  E.  esta  nota,  lleva  el  encargo  especial  de  ponerse  de 
acuerdo  con  V.  E.  para  que  en  el  acto,  si  V.  E.  lo  dispone, 
se  proceda  á  la  clasificación  y  entrega  á  que  he  hecho  re- 
ferencia. 

En  cuanto  al  restablecimiento  del  orden  alterado  en  la  ciu- 
dad del  Rosario,  V.  E.  no  ha  debido  poner  en  duda  cual 
sería  la  actitud  que  el  Gobierno  de  la  Nación  había  de  asu- 
mir. Hoy  mismo  á  las  6  de  la  tarde  despacho  el  vapor  Tala, 
al  objeto  de  ordenar  al  General  Conesa  proceda  inmediata- 
mente á  reponer  en  su  puesto  al  señor  Lamas  y  Hunt,  ó  la 
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persona  que  V.  E.  dispusiere  nombrar  en  su  lugar,  á  cuyo 
efecto  esperará  las  órdenes  de  V.  E.  hasta  la  hora  indi- 
cada. 

Cúmpleme  ahora  declarar  á  V.  E.  que  los  acontecimientos 
que  motivan  la  comunicación  de  V.  E.  lejos  de  ser  un  moti- 
vo para  suspender  la  resolución  que  en  mi  nota  de  24   del 
corriente,  comuniqué  á  V.  E.  estaba  en  el  deber  de   tomar 
relativamente  á  la  designación  del  día  para  las  elecciones  de 
Gobernador  propietario,  lo  es,  á  mi  juicio,  y  muy  poderoso 
para  que  me  afirme  y  me  ratifique  en  ella.  No  habiendo  más 
solución  posible  á  la  situación  tan  difícil  y  agitada  que  atra- 
viesa esta  Provincia,  que  la  Constitución  de  una  autoridad 
que,  emanando  de  la  voluntad  directa  de  la  mayoría  del  pue- 
blo, haga  cesar  las  resistencias,  inspire  confianza  á  todos,  y 
cuente  con   la  fuerza  moral  y   los  elementos  de   Gobiernos, 
que  solo  puede  dar  la  cooperación  de  todos  ó  del  mayor  nú- 
mero en  un  país  republicano,  es  cada  día  más   urgente,  que 
sin  pérdida  de  tiempo  sea  llamado  el  pueblo  á  constituirla. 
Debo,  pues,  declarar  á  V.  E.  que  espero  que   en  el  día  de 
hoy  me  hará  saber  cual  es  su  resolución  definitiva,  para  adop- 
tar por  mi  parte  la  que  mis  instrucciones  me  previenen,  y 
he  anunciado  á  V.  E.    Hoy  como  antes  declaro  á  V.  E.,  que 
no  obstante  la  retirada  de  las  fuerzas  que  han  marchado  al 
Paraguay  y  aunque  distrayendo  si  fuese  necesario  momentá 
neamente  las  que  guarnecen  la  frontera,  el   Gobierno  de  la 
Nación  cuenta  con  elementos  y  con  poder  bastante  para  ha- 
cer respetar  la  autoridad  de  V.  E.  para  hacer  guardar  el  or- 
tlen  el  día  de  las  elecciones,  y  para  garantir  á  todos  el  más 
libre  ejercicio  del   derecho  de  elegir  el  magistrado  en  quien 
tlepositen  su  confianza. 

Todavía  quiero  abrigar  la  lisonjera  esperanza,  señor  Go- 
bernador, de  que  V.  E.  ante  la  solemnidad  de  las  circuns- 
tancias porque  atraviesa  la  Provincia  de  su  nacimiento,  ante 
la  responsabilidad  que  asumirá  ante  ella,  y  la  República  en- 
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tera  por  la  magnitud  de  los  intereses  comprometidos,  no  in- 
sistirá en  una  resistencia  quenada  justifica,  y  se  prestará  á 
I  aceptar  el  temperamento  conciliatorio  que  le  he   propuesto, 

y  que  en   ejercicio  de   las   atribuciones  que  la  Constitución 
1  confiere  expresamente  al  P.  E,  y  que  no  ha  podido  arreba- 

I  tarle  una  sanción  legislativa,  bien  puede   V.  E.  aceptar,  sin 

I  mengua  ni  desdoro  para  nadie.  Si  el  Gobierno  de  la  Nación, 

buscando  la  conciliación,  que  ha  sido  siempre  su  más  gran- 
de aspiración,  ha  consentido  en  prorrogar  el  decreto  de  su 
I  Comisionado,  ¿  por  qué  no  consentiría  V.  E.  el  reducir  el  pla- 

'  zo  que  por  parte  de  la  autoridad  de  la  Provincia  se  ha  fija- 

do, armonizando  así  todos  los  intereses,  y  salvando  los  gra- 
vísimos inconvenientes  que  de  una  manera  incontestable  he 
dernostrado  que  su  postergación  origina  ? 

Abrigando  todavía,  como  dejo  dicho,    señor  Gobernador, 
tan  lisonjera  esperanza,  que  nadie  más  que  yo  desearía  ver 
realizada,  para  no  retirarme  de  esta  Provincia  sin  dejar  cons- 
tituidos  sus  Poderes  Públicos,  y   llenados  á  satisfacción  de 
I  todos   los  fines  de  la  Comisión  con  que  el  Gobierno  de  la 

Nación  me  honró,  me  es  grato  saludar  á  V.  E.  con  toda  con- 
sideración. 

Eduardo  Costa. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Santa-Fé,  Marzo  26  de  1868. 

Al  Sr.  General  D.  Emilio  Conesa: 

Remito  á  V.  S.  copia  autorizada  de  la  nota  que  me  ha  di- 
rigido hoy  el  Gobierno  de  esta  Provincia,    y  la  contestación 
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que  le  he  dado.  Por  estas  comunicaciones  se  impondrá  V.  S, 
de  la  situación  en  que  quedan  aquí  los  asuntos  que  se  rela- 
cionan con  la  Intervención,  y  de  la  resolución  que  he  creído 
de  mí  deber  tomar. 

Ordenará  V.  S.  en  consecuencia,  la  reposición  del  Jefe  Po- 
lítico en  ese  Departamento,  Lamas  y  Hunt,  ó  hará  reconocer 
en  este  carácter  á  la  persona  que  este  Gobierno  nombrare  en 
su  lugar.  Si  ni  el  señor  Lamas  se  presentare  á  aceptar,  n¡ 
se  comunica  otro  nombramiento  á  V.  S.  procederá  V.  S.  á 
nombrar  una  persona  que  ofrezca  garantías  á  todos,  como  en- 
cargado dol  orden  público,  mientras  el  Gobierno  interino  re- 
suelve lo  que  estimare  conveniente.  Así  mismo  ordenará  sean 
puestas  en  libertad  inmediatamente  las  personas  que  se  en- 
cuentren reducidas  á  prisión. 

Espero  que  no  será  difícil  á  V.  S.  llegar  á  este  resultado 
por  medios  pacíficos  y  conciliatorios,  si  así  no  fuere,  queda 
V.  S.  autorizado  para  recurrir  al  empleo  de  la  fuerza. 

Estando  autorizado  V.  S.,  segpin  me  ha  comunicado  el  Mi- 
nistro de  la  Guerra,  para  disponer  de  las  fuerzas  nacionales 
que  guarnecen  la  frontera,  creo  que  contará  V.  S.  con  ele* 
mentos  bastantes  para  hacer  respetar  la  autoridad  nacio- 
nal, y  si  así  no  fuere,  el  Gobierno  de  la  Nación  los  robus- 
tecerá. 

No  debiendo  quedar  impune  el  atentado  de  que  V.  S.  ha 
dado  cuenta,  ordenaré  se  levante  con  toda  proligidad  el  su- 
mario correspondiente,  para  que  los  que  resulten  culpables 
sean  sometidos  á  la  acción  de  la  justicia. 

Remito  á  V.  S.  unas  comunicaciones  para  el  Gobierno  Na- 
cional, que  despachará  V.  S.  inmediatamente  por  un  chasque, 
si  no  hubiese  vapor  el  día  de  mañana    para  Buenos  Aires, 
Dios  guarde  á  V.  S. 

Eduardo  Costa. 
Conforme — 

Domingo  O,  Moymto, 

Sorretarío. 
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EL  PODER  EJECUTIVO 


Santa-Fé,  Marzo  31  de  1868. 

Al  Excmo.  Sr.  Ministro  interino  del   Interior  en  Comisión, 
Dr.  D.  Eduardo  Costa: 

El  infrascrito  tiene  el  honor  de  adjuntar  á  V.  E.  para  que 
se  sirva  elevarlo  al  conocimiento  del  Excmo.  señor  Presiden- 
te de  la  República  copia  impresa  y  debidamente  autorizada 
del  Decreto  expedido  el  28  del  presente,  asumiendo  el  Go- 
bierno interino  déla  Provincia. 

Al  dar  esle  paso  el  infrascrito  cree  no  hacer  más  que  cum- 
plir lo  estatuido  por  la  Constitución  Provincial  en  su  artícu- 
lo 47,  por  el  cual  llama  al  ejercicio  interino  del  Poder  Eje- 
cutivo, al  Presidente  de  la  Excma.  Cámara  de  Justicia,  cuan- 
do, como  en  el  presente  caso,  concluido  el  periodo  legal  del 
•Gobernador  propietario,  no  pudiere  tomar  posesión  del  mando 
-el  que  hubiere  de  sucederle. 

Verdad  es,  Excmo.  señor,  que  contra  la  disposición  expre- 
sa y  terminante  del  artículo  citado,  la  Cámara  Legislativa, 
arrogándose  una  facultad  que  la  Constitución  no  le  acuerda, 
procedió  á  nombrar  un  Gobernador  interino;  pero  es  verdad, 
también  que  el  pueblo  invocando  su  ley  fundamental,  pro- 
testó ante  el  Comisionado  Nacional  contra  ese  nombramiento 
y  el  señor  Comisionado,  en  vista  del  procedimiento  observa- 
do por  aquel,  lo  declaró  solemnemente,  á  nombre  del  Gobier- 
no de  la  Nación,  como  un  Gobierno  irregular,  retirándole  en 
su  consecuencia  su  protección  y  dejando  al  pueblo  en  plena 
libertad  para  poner  en  ejercicio  sus  instituciones. 

A  estos  antecedentes,  Excmo.  señor,  se  agrega  el  hecho 
de  haberse  ausentado  fuera  de  la  Provincia  el  Gobernador 
nombrado  por  la  Legislatura,  y  como  aquella  no  puede  per  - 
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manecer  más  tiempo  en  acefalía,  el  infrascrito  ha  creído  de 
su  deber  asumir  el  Gobierno  interino,  y  espera  que  tanto 
V.  E.  como  el  Excmo.  señor  Presidente  de  la  República,  apre- 
ciando debidamente  los  hechos  que  quedan  referidos,  acep- 
tará el  paso  dado  por  el  infrascrito  como  rigurosamente  ajus- 
tado á  las  prescripciones  constitucionales. 

Por  lo  demás,  el  infrascrito  se  honra  en  manifestar  á  V.  E^ 
que  el  único  móvil  que  lo  anima,  es  su  adhesión  al  Excmo  Go- 
bierno Nacional  y  el  más  vivo  deseo  de  no  desviarse  un  pun- 
to de  lo  que  prescribe  la  ley  fundamental  de  la  Nación  y  la 
de  la  Provincia. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  consideraciones  de  mi  particular 
estimación  y  respeto. 


Dios  guarde  á  V.  E. 


Federico  Hargúren. 
José  María  Pérez, 

Oficial  !.• 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN  COMISIÓN 


Rosario,  Marzo  31  de  1868. 

Al  Sr.  General  D.  Emilio  Conesa: 

Habiendo  dado  por  terminada  la  Intervención  Nacional  que 
pidió  el  Excmo.  Gobierno  de  esta  Provincia,  en  virtud  de 
las  órdenes  que  he  recibido  de  S.  E.  el  señor  Presidente  de 
la  República,  según  se  impondrá  U.  S.  por  los  documentos 
que  acompaño,  la  Comisión  que  U.  S.  ha  desempeñado  con 
tanto  acierto  como  inteligencia  en  este  Departamento,  que- 


—    211    — 

da  también  terminada  y  se  retirará  en  consecuencia,  con  las 
fuerzas  nacionales  á  sus  órdenes. 

Al  hacerlo  así  saber  al  pueblo,  aprovechará  U.  S.  esta 
oportunidad  para  excitar  sus  sentimientos  de  patriotismo,  á 
fin  de  que,  al  usar  de  sus  derechos  en  esta  tan  grav*»  emer- 
gencia, no  olvide  que  su  ejercicio,  bien  puede  concillarse  con 
la  moderación  y  templanza,  que  corresponde  á  un  pueblo  cul- 
to; asi  como  la  fraternidad  y  la  concordia  que  debieran  siem- 
pre unir  la  familia  argentina. 

Saludo  al  señor  Comisionado  con  toda  consideración. 

Eduardo  Costa. 


EL  MINISTRO  INTERINO  DEL  INTERIOR 
EN   COMISIÓN 


Buenos  Aires,  Abril  V  de  1868. 

Al  Sr.   Sub-Secretario,  encargado   del  despacho  del  Minis- 
terio del  Interior. 

En  24  del  próximo  pasado  participé  al  señor  Sub-Secreta- 
rio que  en  cumplimiento  de  las  instrucciones  que  con  fecha 
20  del  mismo  me  habían  sido  transmitidas  después  de  haber 
tenido  sin  resultado  alguno,  una  larga  conferencia  con  el  se- 
ñor Gobernador  Aldao,  le  habia  dirigido  la  nota  de  que  he 
dado  ya  cuenta,  haciéndole  saber  que,  si  dentro  del  plazo  pru- 
dencial que  le  acordaba,  no  me  contestaba  aceptando  el  tem- 
peramento conciliatorio  que  le  había  propuesto,  procedería  á 
declarar  á  su  Gobierno  irregular;  y  retiraría  en  consecuencia, 
al  siguiente  día  la  Intervención. 

Vencía  este  plazo  el  26  del  próximo  pasado.  Mientras  á  Icis 
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12  de  este  mismo  día  llegaba  á  Santa-Fé  la  noticia  de  los 
deplorables  sucesos  que  habían  tenido  lugar  en  la  ciudad  del 
Rosario,  en  la  madrugada  del  día  anterior,  produciendo  como 
era  natural,  grande  agitación. 

Dos  horas  después,  el  señor  Gobernador  Aldao  me  dirigió 
la  nota  que  acompaño  bajo  el  núm.  i°,  dicíéndome  que  si  en 
el  término  de  24  horas  no  le  entregaba  las  armas  pertene- 
cientes á  la  Provincia,  que  suponía  retenidas  por  mi  parte 
indebidamente,  y  no  dictaba  las  órdenes  necesarias  para  el 
restablecimiento  del  orden  en  la  expresada  ciudad  del  Rosa- 
rio, abandonaría  la  autoridad  que  investía  y  se  retiraría  á 
protestar  contra  mis  procedimientos. 

Contestóle  luego  al  punto,  que  en  cuanto  á  las  armas  había 
puesto  á  su  disposición  hacía  días,  las  que  resultaran  perte- 
necer á  la  Provincia,  y  que  si  no  las  había  ya  recibido,  era 
simplemente  porque  no  lo  había  querido;  y  que  con  respecto 
á  los  desórdenes  del  Rosario,  que  por  mi  parte  lamentaba  á 
la  par  suya,  á  las  6  de  la  tarde  de  ese  mismo  día,  despacha- 
ba al  vapor  Tala,  llevando  al  General  Canesa,  la  orden  de 
reponer  al  señor  Lamas  y  Hunt,  ó  á  la  persona  que  él,  el 
señor  Aldao,  nombrase  en  su  lugar;  de  hacer  poner  en  liber- 
tad á  los  que  se  encontrasen  presos,  y  de  ordenar  por  últi  • 
mo,  que  á  la  brevedad  posible  se  levantara  el  sumario  co- 
rrespondiente para  el  esclarecimiento  de  los  hechos,  y  el  cas- 
tigo de  los  que  resultasen  culpables. 

Juzgando  por  otra  parte,  por  las  comunicaciones  del  Gene- 
ral Conesa  y  los  informes  que  me  transmitían  personas  que 
me  merecían  entero  crédito,  que  aquellos  lamentables  suce- 
sos no  tenían  la  importancia  que  se  l¿s  quería  atribuir,  y 
que  lejos  de  esto,  serían  muy  fácilmente  dominados,  hice  sa- 
ber al  mismo  tiempo  al  señor  Gobernador  Aldao,  que  este 
inesperado  acontecimiento  en  nada  alteraba  la  resolución 
que  le  había  manifestado  estar  dispuesto  á  adoptar,  sino  que, 
por  el  contrario,  hacía  cada  vez  mas  imperiosa  la  necesidad 
de  proceder  á  la  organización   de  una  autoridad  que  contase 
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con  los  elementos  de  Gobierno,  con  que  él,  por  la  naturaleza 
de  su  origen,  no  podía  contar. 

El  sefiorJGobernador  me  dirigió  entonces  la  nota  núm.  3, 
en  la  que  me  pedia  ordenara  la  reposición  del  señor  Lamas 
y  Hunt,  y  se  pusieran  en  libertad  los  individuos  presos,  re- 
servándose para  el  día  siguiente  contestar  las  apreciaciones 
contenidas  en  la  última  mía. 

No  obstante  estar  ya  vencido  el  plazo  que  había  fijado  en 
mi  nota  del  24,  deseando  abundar  hasta  el  último  momento 
en  las  pruebas  de  conciliación,  que  no  he  escaseado  por 
cierto,  en  el  desempeño  de  esta  Comisión,  esperé  la  coiitesta- 
ción  que  se  me  anunciaba,  y  que  recibí  el  57  á  las  4  de  la 
tarde,  núm.  4. 

En  ella  me  decía  el  señor  Gobernador,  que  tanto  por  los 
sucesos  del  Rosario,  como  por  otros  desórdenes  de  que  hacía 
mérito,  entonces  menos  que  nunca  podía  considerar  á  la  Pro- 
vincia en  condiciones  electorales,  y  que  no  le  era  dado  por 
otra  parte,  dejar  sin  efecto  una  sanción  legislativa. 

Contéstele  en  el  acto  que  no  daba  mayor  importancia  á 
aquellos  desgraciados  sucesos,  que  me  atrevía  á  asegurarle 
estarían  á  la  sazón  dominados,  ó  lo  serían  muy  luego,  pues 
para  ello  contaba  la  autoridad  nacional,  con  más  que  sobra- 
dos elementos;  y  con  respecto  á  los  demás  desórdenes  á  que 
hacía  referencia,  si  existían,  lo  que  no  me  constaba,  no  eran 
motivo  bastante  para  que  se  postergaran  sin  término  las 
elecciones. 

Sin  abrir  nueva  discusión  sobre  la  pretendida  facultad  que 
se  arrogaba  la  Legislatura,  y  que  desde  el  primer  momento 
había  desconocido,  hice  entonces  saber  al  señor  Aldao  que, 
puesto  que  rehusaba  todo  término  conciliatorio,  persistiendo 
por  el  contrario,  en  manifiestas  violaciones  de  la  Constitución 
de  su  misma  Provincia,  en  cumplimiento  de  mis  instrucciones, 
me  veía  colocado  en  el  penoso  deber  de  declarar  á  su  Go- 
bierno, irregular  y  fuera  del  sistema  representativo  republi- 
cano, y  que  retirando  en  consecuencia  la  Intervención,  me 
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embarcaría  con  las  fuerzas  nacionales  el  día  siguiente  á  las 
dos  déla  tarde;  núm.  5. 

Pocos  momentos  antes  de  ponerme  en  marcha,  recibí  la 
nota  que  acompaño  bajo  núm.  6.  En  ella  me  hacía  saber 
el  señor  Gobernador  Aldao,  que  abandonado  por  el  Go- 
bierno de  la  Nación  y  sin  elementos  para  hacer  respetar 
su  autoridad  la  abandonaba  también.  En  efecto,  simultá- 
neamente nos  embarcamos  el  28  á  las  4  de  la  tarde  en  el 
vapor  Tala  que  debía  conducirme  con  las  fuerzas  nacionales 
al  Guardia  Nacional,  y   seguir  su  carrera  hasta  el  Rosario. 

Habiendo  tenido  que  esperar  la  llegada  de  una  partida 
de  cuarenta  hombres,  del  regimiento  del  Coronel  Charras 
que  se  encontraba  destacada  en  Calchines,  sólo  llegué  al 
Rosario  el  día  30  á  las   8  de  la  noche. 

Vino  luego  á  verme  el  General  Conesa,  y  me  dio  cuenta 
de  que  el  señor  Lamas  y  Hunt  había  insistido  en  su  excu- 
sación, y  que  por  esta  razón  no  había  podido  hacer  la  re- 
posición que  le  había  ordenado,  continuando  en  la  Gefatura 
Política  el  señor  Castellanos,  nombrado  anteriormente;  nú- 
meros 7  y  8. 

Al  mismo  tiempo  me  hizo  saber  que  todos  los  individuos 
presos  habían  sido  puestos  en  libertad,  con  excepción  del 
señor  Oroño,  cuya  excarcelación  no  había  podido  obtener, 
por  haberse  presentado  más  de  cincuenta  ciudadanos,  formu- 
lando contra  él,  cargos  de  la  más  grave  trascendencia;  y  me 
anunció  que  tenía  conocimiento  de  que  en  pos  de  él  venía 
una  comisión  de  vecinos  respetables,  á  hacerme  presente 
las  consideraciones  que  habían  obstado  y  obstaban,  á  juicio 
de  ella,  á  que  el  expresado  señor  Oroño,  fuera  sustraído  de 
la  acción  de  la  justicia. 

Por  último  me  presentó  el  General  Conesa  el  sumario 
que  había  mandado  levantar,  y  que  en  esta  oportunidad  ele- 
\ri  al  conocimiento  de  S.  E.  el  señor  Presidente  de  la  Re- 
pública; número  9. 
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De  las  declaraciones  que  en  él  se  registran,  resulta  sufi- 
cientemente justificado,  que  el  ataque  que  se  hizo  al  Coro- 
nel Rodríguez  y  demás  individuos  que  se  encontraban  re- 
unidos en  el  café  del  mercado,  en  la  noche  del  24  del  próximo 
pasado,  ataque  que  dio  origen  al  movimiento  de  la  madru- 
gada del  día  siguiente,  fué  llevado  'por  juna  partida  de  po- 
licía que  capitaneaba  el  mismo  Jefe  Político  señor  Lamas 
y  Hunt,  sin  que  por  parte  del  expresado  Coronel  Rodrí- 
guez ni  de  sus  amigos,  hubiera  procedido  provocación  de 
ningún  género,  ni  hubiera  habido  en  aquella  reunión  el  más 
ligero  desorden  que  castigar  ó  reprímir. 

La  prisión  del  señor  Oroño,  hecha  bajo  la  acción  de  la 
Intervención  Nacional,  no  podía  ser  considerada  sino  como 
una  persecución  política,  y  no  podia  continuar. 

Acompañado  del  General  Conesa  y  del  Coronel  Charras, 
me  dirijí  á  la  Gefatura  de  Policía,  decidido  á  hacerla  cesar 
en  esa  misma  noche.  Encontré  allí  á  la  Comisión  que  se 
me  había  anunciado,  al  señor  Jefe  Político  accidental  y  á 
un  numeroso  concurso  de  ciudadanos. 

Después  de  una  discusión  un  tanto  detenida,  en  la  que 
amistosa,  pero  decididamente  hice  saber  á  todos  que  no 
retiraría  la  Intervención,  que  estaba  aún  pendiente,  en  el  De- 
partamento del  Rosario,  si  no  se  ponía  en  libertad  al  expre- 
sado señor  Oroflo,  tuve  la  satisfacción  de  que  se  me  entre- 
gara, y  de  traerlo  conmigo   á  bordo  del  Guardia  Nacional. 

Cúmpleme  declarar  en  justicia  que  ni  el  Sr.  Castellanos, 
ni  los  ciudrdanos  presentes  en  la  Gefatura,  hicieron  mayor 
oposición,  sino  que  por  el  contrario,  se  mostraron  deferentes  á 
la  Autoridad  Nacional,  asegurándome  que  la  prisión  del  se- 
ñor Oroño,  más  que  por  otra  causa,  era  motivada  por  con- 
sultar su  propia  seguridad,  que  suponían  corría  serios  peli- 
gros, vista  la  animosidad  que  aseguraban,  había  dejado  en 
el  pueblo  su  administración.  El  señor  Oroño  ha  venido  con- 
migo hasta  la  ciudad  de  San  Nicolás  donde  quiso  quedarse. 
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Al  día  siguiente,  31  del  próximo  pasado,  ordené  al  Ge- 
neral Conesa,  diera  por  terminada  su  misión,  como  lo  hizo 
en  efecto;  números  10  y  11. 

Al  retirarme  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  me  es  agra- 
dable declararlo,  queda  ella  en  perfecta  tranquilidad. 

Si  el  señor  Aldao  ha  abandonado  su  Gobierno,  así  que 
le  faltó  el  apoyo  de  la  Autoridad  Nacional,  único  que  le 
sostenía,  no  es  porque  le  hubiese  yo  negado  las  armas  de 
pertenencia  de  la  Provincia,  ni  porque  la  manera  como  se 
hizo  el  desarme,  hubiera  sido  más  ó  menos  eficaz. 

Jamás  he  negado  al  Gobierno  del  señor  Oroño,  ni  al  del 
señor  Aldao  la  cooperación  que  podía  y  debía  prestarles,  ya 
facilitándoles  las  armas  que  me  pidió  aún  pertenecientes  á 
la  Nación,  como  lo  hice  en  el  Rosario;  ya  el  concurso  de 
las  fuerzas  nacionales,  para  la  reposición  de  las  autoridades 
locales  en  aquellos  puntos  donde  lo  creyó  necesario. 

Por  otra  parte,  el  desarme  fué  tan  eficaz  como  podía 
esperarse.  Cerca  de  dos  mil  armas  fueron  recogidas;  y  esta 
cifra  debe  reputarse  satisfactoria,  si  se  tiene  en  cuenta  que 
las  fuerzas  de  la  revolución  no  estaban  armadas  como  un 
ejercito  de  línea,  ni  era  posible  exigir  de  ellas  aquel  orden 
y  subordinación  que  sólo  puede  esperarse  de  las  tropas  re- 
gfulares. 

Si,  pues,  el  señor  Aldao  ha  abandonado  la  autoridad  con 
que  fué  investido,  es  únicamente  porque,  heredero  de  la  im- 
popularidad que  acompañó  al  señor  Oroño  en  los  últimos 
tiempos  de  su  administración,  según  es  de  notoriedad,  no 
se  encontró  con  aquella  fuerza  y  aquel  apoyo  que  sólo  da 
la  opinión   en   un  país  republicano. 

Si  cuando  mi  palabra  podía  ocurrir  al  desprestigio  de  la 
misma  autoridad  que  estaba  llamado  á  sostener,  el  decoro 
que  entiendo  deben  recíprocamente  guardarse  los  que  re- 
presentan los  altos  poderes  públicos,  me  obligó  á  guardar 
silencio  ante  los  cargos  tan   inconvenientes    como  injustifi- 


cables  de  que  he  sido  objeto,  espero  que  en  el  interés  de 
que  la  opinión  no  se  extravíe  en  estos  momentos  en  que 
la  elección  Presidencial  tantas  conciencias  trae  trastorna- 
das,  me  será  permitida  y  excusada   esta  ligera  explicación. 

De  esta  manera,  señor  Sub-Secretario,  he  terminado  la  co- 
misión con  que  el  Gobierno  de  la  Nación  me  honró.  Si  no 
ha  producido  ella  el  resultado  que  todos  anhelábamos,  de- 
jando constituidos  los  Poderes  Públicos  de  la  Provincia  in- 
tervenida, en  paz  y  tranquilidad,  no  Ii¿i  dependido  de  mí, 
porque  no  he  omitido  esfuerzo  alguno  para  alcanzar  tan 
grande  objeto. 

Me  lisonjea  sin  embargo,  la  esperanza  de  que  ella  ha  de 
dejar  un  alto  ejemplo  de  moralidad  para  lo  sucesivo. 

La  declaración  solemne  que  la  resistencia  del  señor  Go- 
bernador Aldao,  colocó  á  la  Autoridad  Nacional,  en  la  do- 
lorosa  necesidad  de  formular,  será  siempre  una  lección  se- 
vera á  la  par  que  saludable  para  aquellos  gobernantes  poco 
escrupulosos  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes.  Ella  ense- 
ñará, en  verdad,  á  los  unos  y  á  los  otros,  que  la  misiva  más 
delicada  y  más  augusta  que  la  Constitución  ha  conferido  al 
P.  E.,  la  misión  de  intervenir  en  los  negocios  internos  de 
una  Provincia,  al  objeto  de  salvar  y  mantener  el  principio 
de  autoridad,  y  de  restablecer  al  mismo  tiempo  leí  concor- 
dia entre  hermanos,  no  es  simplemente  una  misión  de  gue- 
rra, ni  un  objeto  de  terror,  sino  por  el  contrario,  una  misión 
moderadora  y  benéfica,  que  á  la  vez  que  lequiera  del  pue- 
blo el  acatamiento  que  debe  á  los  poderes  constituidos,  re- 
quiera también  del  gobernante  el  respeto  que  debe  por  su 
parte  á  los  derechos  del  pueblo,  y  á  la  fiel  observancia  de 
la  ley. 

Al  terminar  esta  comunicación,  creería  faltar  á  un  deber 
de  lealtad,  sino  recomendara  nuevamente  la  inteligencia  y 
la  eficacia  con  que  he  sido  secundado  por  el  Sr.  General 
Conesa. 
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Abrigando  la  lisonjera  esperanza  de  que  mis  procedimien- 
tos merezcan  la  aprobación  de  S.  E.  el  señor  Presidente  de 
la  República,  me  es  grato  saludar  al  señor  Sub-Secretario 
con  toda  consideración.  • 

Firmado — 

Eduardo  Costa. 


Buenos  Aires,  Abril  V  de  1868. 

Apruébanse  los  procedimientos  de  que  da  cuenta  el  Co- 
misionado del  Gobierno  Nacional  en  la  Provincia  de  Santa 
Fé,  y  con  los  cuales  da  por  terminada  su  comisión,  segiin 
las  instrucciones  que  al  efecto  le  fueron  expedidas.  Hága- 
sele asi  saber,  expresándole  que  el  Gobierno  ha  visto  con 
satisfacción  la  manera  como  el  mismo  Comisionado  se  ha 
expedido  en  los  diversos  incidentes  de  la  intervención,  y 
publiquese  con  los  documentos  adjuntos. 

Mitre. 
y.   M,   Cantilo. 


San  Juan,  30  de  Octubre  de  1868. 


Al  señor  Ministro  de  Estado  en  el  Departamento  del  n- 
terior  del  Gobierno  Nacional  de  la  República  Argen- 
tina. 

La  Honorable  Cámara  Legislativa  Provincial,  que  el  in- 
frascripto tiene  la  honra  de  presidir,  ha  resuelto  en  acuerdo 
de  esta  fecha,  elevar  al  conocimiento  del  P.  E.  Nacional, 
por  el  intermedio  de  V.  E.,  la  noticia  del  vuelco  que  el 
orden  legal  establecido  en  esta  Provincia,  ha  sufrido  por 
ataque  del  P.  E.  de  la  misma,  presidido  por  el  Excmo.  señor 
Grobernador  don  Manuel  J.  Zaballa  y  los  señores  Ministros 
doctor  don  I.  Albarracín  y  don  J.  Eugenio  Doncel,  y  recla- 
mar en  su  vista,  la  intervención  de  la  autoridad  nacional 
para  el  restablecimiento  de  el  orden  alterado,  con  la  repo- 
sición de  las  autoridades  legislativas  de  la  Provincia  al 
estado  en  que  estaban  antes  de  sufrir  ese    vuelco. 

La  H.  Cámara  se  ha  dignado  encomendar  al  infrascripto 
que  participe  á  V.  E.  sus  resoluciones  al  respecto,  á  fin  de 
que  el  señor  Ministro  se  sirva  darle  el  curso  conveniente, 
al  mismo  tiempo  que  ha  querido  caracterizar  ante  el  Go- 
bierno Nacional,  al  Diputado  de  esta  Legislatura  don  José 
M.  del  Carril,  á  fin  de  que  explane  oportunamente  el  hecho, 
y  que  en  su  nombre  haga  todas  las  gestiones  conducentes  á 
la  prosecución  del  objeto  de  su  reclamo. 

Por   los  anexos  adjuntos,  y  por  la  exposición  que  haya  de 
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hacer  el  señor  diputado  Carril,  vendrá  V.  E.  en  conoci- 
miento, que  la  H.  Cámara  en  presencia  del  decreto  que  se 
acompaña,  se  encontró  imposibilitada  para  continuar  en  sus 
funciones,  á  menos  de  traer  á  la  Provincia  una  escena  de- 
sastrosa, á  la  vez  que  también  se  encontraba  avasallada 
en  el  ejercicio  de  su  soberan«'a  por  el  abuso  que  apoyado 
en  la  fuerza,  comete  el  P,  E.;  por  lo  que  la  H.  Legislatura 
mira  este  acto  como  una  evidente  abrogación  de  los  Po- 
deres Públicos,  en  que  está  constituida  la  Provincia,  y  cree 
que  con  ello  se  ha  consumado  el  grave  delito  de  sedición 
por  parte  del   Poder  Ejecutivo. 

Con  tal  conocimiento,  los  R.  R.  han  creído  que  está  en 
su  deber  procurar  una  solución  que,  sin  dar  lugar  á  ma- 
yores males,  acabe  desde  luego  con  semejante  estado  de 
cosas;  y  en  su  virtud,  ha  acordado  solicitar  la  intervención 
del  supremo  Poder  Ejecutivo  Nacional,  invocando  para  ello 
la  Constitución  y  su  encargo  especial  de  mantener  el  orden 
y  régimen  interior  á  toda  conflagración  política  en  cada 
una  de  las  Provincias. 

i-a  H.  Cámara  oonfía  en  la  prudencia  y  patriotismo  del 
Excmo.  Gobierno  Nacional,  al  par  que  en  su  afán  por  la 
conservación  de  las  instituciones. 

Por  lo  demás,  la  H.  Legislatura  tiene  tan  notorio  el  hecho 
denunciado  y  que  motiva  su  actual  reclamo,  como  es  de 
claro,  y  por  lo  mismo,  forzosa  su  apreciación.  Sin  embargo 
deseosa  de  evitar  demoras  fatales,  como  de  desvanecer  du- 
das que,  aunque  ella  considere  imposibles,  pudieran  atravesarse 
al  respecto,  ha  creído  oportuno  caracterizar  cerca  del  Exce- 
lentísimo Gobierno  Nacional,  al  diputado  de  esta  Legisla- 
tura don  José  María  del  Carril,  á  fin  de  que,  como  queda 
dicho,  establezca  el  hecho  en  toda  su  verdad,  y  posesionado 
como  está  de  los  antecedentes  de  la  situación  de  la  Pro- 
vincia, haga  con  sus  datos  y  luces,  que  expondrá  á  V.  E., 
que  la  intervención  requerida  sea  como  corresponde  y  ne- 
cesita la  paz  y    bienestau*  de  este  pueblo. 
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El  infrascripto  considera  superfino  extenderse  más  allá  de 
lo  dicho,  y  cree  que  con  ello  quedará  concluido  el  encargtD  que 
respecto  de  V.  E.,  ha  recibido  de  la  II.  Cámara.  Concluye 
pues,  ix>r  encarecer  este  importante  y  grave  negocio  al 
Excmo.  Gobierno  Nacional,  y  ofreciendo  á  V.  E.  su  con- 
sideración y  respeto. 


Dios  guarde  á  V.  E. 


Es  copia- 


Zacarías  Merlo. 
Doviingo    A,    Luna, 

Socrctsirio. 


Luis  J\  Várela» 


Memorándum 


San  Juan,  Octubre  ;»  de   1868. 

Al  señor  Ministro  de  Estado    en  el    Departamento  del    In- 
terior de  la  República. 

El  infrascripto  tiene  el  honor  de  dirigirse  á  V.  E.  con 
-el  presente  memorándum,  que  le  será  entregado  por  el 
miembro  de  esta  Cámara  don  José  M.  del  Carril,  Comisio- 
jiado  ad  hoc  de  ella,  cerca  de  V.  E.  Con  el  expresado  me- 
morándum se  propone  explanarlos  fundamentos  de  los  do- 
•cumentos  con  que  se  requiere  la  intervención  del  Excelen- 
^simo  Gobierno  Nacional,  á  la  vez  que  historiar  el  presente 
periodo  legislativo  desde  el  30  de  Mayo  último,  que  ha 
sido  el  punto  de  partida  de  los  acontecimientos  que  en  de- 
finitiva han  traído  el  derrocamiento  de  este  Poder  Eje-^ 
cutivo. 
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El  30  de  Abril  de  1868,  la  Legislatura  anterior,  cuyo 
mandato  fenecía  el  i<>  de  Mayo,  conoció  de  las  elecciones 
practicadas  para  su  renovación  el  último  Domingo  de  Marzo^ 
por  doce  diputados,  de  las  que  sólo  aprobó  las  del  dipu- 
tado por  la  Ciudad,  y  anuló  las  de  los  once  restantes,  cuya 
elección  mandó  practicar  el  día    17  de  Mayo. 

Con  la  aprobación  de  los  poderes  del  diputado  por  la 
ciudad  contaba  la  Cámara  trece  diputados  el  i"  de  Mayo, 
número  suficiente  para  quede  conformidad  con  el  artículo  ^^ 
de  la  Constitución  se  hubiera  instalado  ese  día.  No  lo  hizo  y 
pocos  días  después,  se  ausentaron  de  la  Provincia  dos  di- 
putados, circunstancia  que  imposibilitó  desde  luego  á  la 
Cámara  para  instalarse,  por  la  falta  del  quorum  que  la 
práctica  uniforme  de  la  Legislatura  ha  fijado  en  el  número 
de  trece  diputados  para  que  pueda  legislar;  así  es,  que  for- 
zosamente tenía  que  esperar  el  regreso  de  los  diputados  ausen- 
tes, ó  que  se  verificasen  las   elecciones  de  Mayo. 

Por  el  reglamento  interno  de  la  Cámara  son  los  R.  R^ 
de  la  Legislatura  anterior  los  que  aprueban  las  elecciones 
que  se  practican  para  la  renovación,  (artículo  9  del  Regla- 
mento de  Debates)  siempre  que  ellas  se  practiquen  antes 
del  1°  de  Mayo:  esto  es,  antes  que  termine  el  m^indato  de 
aquellos,  pues  sólo  fuera  de  este  caso  la  práctica  ha  esta- 
blecido, que  los  electos  se  incorporen  á  los  permanentes 
para  que  conozcan  de  su  propia  elección. 

Sin  embargo  que  el  i^  de  Mayo  no  ocurría  esta  circuns- 
tancia como  ya  se  ha  dicho,  la  ausencia  de  dos  diputados 
trajo  la  necesidad  de  que  los  electos  viniesen  á  conocer  de 
las  elecciones  del   17    de  Mayo. 

Estas  que  se  practicaron  el  día  indicado,  fueron  en  su 
resultado  y  casi  en  su  totalidad  contrarias  á  la  fracción  política 
á  que  pertenecían  los  nueve  miembros  permanentes  de  la  Cá- 
mara, que  habían  disputado  el  triunfo  á  la  otra  fracción  po- 
lítica. 

Esos  diputados  obedeciendo    más  á  Uis    pasiones  de  par- 
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■tido,  que  consultando  el  mandato  de  la  ley,  acordaron  estra- 
sala  aprobar  sólo  cuatro  de  las  elecciones  practicadas,  dos 
<le  la  oposición  y  dos  de  su  partido,  con  cuyo  número  po^ 
dría  instalarse  la  Cámara  y  anular  las  demás  elecciones,  con- 
tando con  la  superioridad  numérica  que  este  plan  les  daba 
•en  la  Cámara. 

Los  diputados  electos  de  la  oposición  acordaron  aguardar 
<}ue  llegase  á  la  Capital  uno  de  los  electos,  y  concurrir 
todos  á  la  sesión  preparatoria  y  destruir  el  plan  preconce- 
.bido  de  la  mayoría  permanente  de  la  Cámara. 

Esta  fijó  la  sesión  para  el  30  de  Mayo  y  aquellos  resol- 
vieron escusar  su  concurrencia  hasta  el  2  de  Junio;  pero  los 
primeros,  resueltos  á  consumar  su  obra,  se  constituyeron  en 
Ja  Cámara  con  los  electos  de  su  partido,  bajo  la  presiden- 
cia del  diputado  don  Saturnino  Albarracín  que  había  sido 
Presidente  de  la  Legislatura  anterior,  pero  cuyo  mandato 
en  este  carácter  había  terminado  el  30  de  Abril  último, 
«^artículo  2 o  del  Reglamento),  pues  su  nombramiento  se  hizo 
en  (octubre  del  año  anterior.  Es  sabido  también  que  en 
ningún  parlamento  las  autoridades  de  un  período  antQ- 
rior  rige  en  el  siguiente. 

Constituidos  en  esa  forma  requirieron  el  auxilio  de  la 
.fuerza  pública  y  ordenaron  la  captura  de  dos  diputados 
electos  para  formar  quoruvi, 

Al  efecto  se  libró  una  orden  general  de  allanamiento  por 
'el  titulado  Presidente,  para  que  fuesen  traídos  donde  quiera 
•que  se  encontrasen. 

Los  gendarmes  encontraron  en  la  calle  al  ciudadano  don 
Ramón  Ccistañeda  electo 'diputado  y  oficial  mayor  de  la  Se- 
cretaría de  (robierno.  Se  le  intimó  arresto,  que  él  resistió, 
fundándose  en  que  la  orden  no  emanaba  de  autoridad  com- 
petente, y  que  tampoco  le  comprendían  las  disposiciones 
4:lel  reglamento  interno  de  la  Cámara,  desde  que  aún  no 
era  miembro  de  aquella  y  en  la  que  se  apoyaba  la  citada 
orden.  Nada  valió  y    tuvo  que    ceder   ante    la  amenaza  de 
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emplear  las  armas  en  su  persona,  dejándose  conducir  al  re- 
cinto de  la  Cámara,  custodiado  por  un  oficial  y  tres  soldados. 

Igual  cosa  se  había  practicado  con  el  ciudadano  don  Va- 
lentín Videla  diputado  electo;  ambos  protestaron  de  los  ve- 
jámeues  y  tropelías  de  que  eran  objeto,  desconociendo  en  don 
Saturnino  Albarracín  y  en  los  diputados  allí  presentes  toda 
autoridad  y  derecho  para   ordenar  tales  procedimientos. 

I^  respuesta  á  estas  observaciones  fué  un  nuevo  acto  do 
violencia  ejercida  por  el  que  presidía  aquella  extraña  reunión 
pues  ordenó  á  los  esbirros  de  la  Policía  que  los  obligaran 
á  sentarse  por  la  fuerza  en  las  bancas  de  la  Legislatura 
como  se  hizo,  colocándoles  en  seguida  un  centinela  al  res- 
paldo y  otro  reteniéndolo  con  sus  brazos  en   ella. 

Organizado  así  el  personal  que  concurrió  á  esa  sesión,  se 
procedió  á  nombrar  un  Presidente  provisorio,  cuyo  nom- 
bramiento recayó  en  el  citado  Albarracín,  negándose  los  di- 
putados presos  á  tomar  parte  en  la  votación.  Este  hecho 
comprobaba  que  el  que  se  había  titulado  Presidente  hasta  ese 
momento  no  lo  era.  Inmediatamente  se  nombró  una  Comi- 
sión que  dictaminase  sobre  las  elecciones  del  17  de  Mayo^ 
la  que  se  expidió  favorablemente  respecto  de  los  electos 
Quiroga,  Castro,  Fonzalida  y  Astorga  y  proponiendo  el 
aplazamiento  de  !a  de  los  Videla,  Castañeda,  Méndez  Gon- 
zález, Bates  y  Videla  (don  Juan  José). 

Aquella  Cámara  aprobó  el  dictamen  de  la  Comisión  por 
el  voto  de  diez  miembros,  pues  los  dos  presos  se  negarop  á 
tomar  parte  en  la  votación,  máxime  desde  que,  según  el  infor- 
me de  la  Comisión,  su  elección  adolecía  de  vicios  de  nulidad,, 
por  cuya  razón  su  permanencia  allí  no  tenía  viso  alguno 
de  legalidad,  esto  prescindiendo  de  las  demás  circunstancia» 
ya  relacionadas,  que  de  suyo  hacían  ridicula  aqueUa  escena^ 
que  con  toda  impudencia  se  representaba  á  las  doce  del  día,, 
á  la  faz  de  un  pueblo  libre  y  constituido  bajo  los  principios 
del  sistema  democrático. 

Terminada  la  aprobación  de  las  cuatro  elecciones  relacío- 
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nadas,  los  misinos  diez  diputados  procedieron  á  organizar 
las  autoridades  permanentes  de  la  Cámara,  á  mérito  de  los 
artículos  II,   12  y  13  del  reglamento  interno. 

La  elección  recayó  en  el  diputado  don  Saturnino  Alba- 
rracín  para  Presidente  y  para  1^  y  2^  Vices  en  los  de  igual 
carácter  don  Gabriel  Laspiur  y  don  Abel  Quiroga.  También 
se  prescindió  en  esta  votación  del  voto  de  los  dos  electos  Vi- 
dela  y  Castañeda,  y  como  se  ha  dicho  ya,  permanecían 
presos  formando  parte  de  las  sesiones. 

Todo  cuanto  queda  relacionado  lo  encontrará  V.  E.  com- 
probado en  el  acta  de  aquella  sesión,  que  bajo  el  número  i 
se  adjunta  á   este  memoranduvt  en   copia  legalizada. 

Los  diez  diputados  electos  íy  uno  de  los  permanentes  ele- 
varon la  protesta  que  se  acompaña  bajo  el  número  3)  de  la 
que  se  pasó  también  copia  al  Ejecutivo,  quien  no  se  dignó 
contestar  siquiera. 

La  mente  de  los  diputados  electos  al  instruirlo  de  tales 
acontecimientos,  fué  sólo  para  motivar  una  intervención 
oficiosa  para  traer  á  un  acuerdo  racional  á  las  dos  fracciones 
de  la  Cámara,  y  en  obsequio  de  la  paz,  de  la  armonía  y 
hasta  de  su  propia  dignidad.  Pero  el  Ejecutivo  desgracia- 
damente se  había  vedado  el  mismo  este  camino,  porque 
había  consentido  que  su  Ministro  don  Isidoro  Albarracín^ 
su  Fiscal  don  Miguel  Ruiz  y  su  Jefe  de  Policía  don  Za- 
carías Antonio  Jansi  dirigiesen  desde  la  barra  todo  lo  qu^ 
se  hizo  en  la  sesión  de  Mayo. 

Como  poder,  nada  podía  remediar,  puesto  que  es  un  atri- 
buto de  la  Legislatura  proveer  por  autoridad  propia  á  su 
organización  como  poder  y  juzga  con  exclusión  de  todo  otro 
poder,  de  la  validez  de  las  elecciones  de  sus  miembros.  Hizo 
bien,  pues,  de  evitar  una  participación  en  aquella  emergen- 
cia, como  hizo  mal  en  excusar  la  que  privadamente  pudo  to- 
mar, desde  que  á  ello  era  requerido  por  los  mismos  dipu- 
tados, y    ojalá   que  para   evitar  los   escándalos   que  hoy  se 
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han  producido,  se  hubiera  mantenido  aparentemente  indife 
rente. 

Posteriormente  la  Cámara  Legislativa  anuló  las  eleccio^ 
nes  que  había  aplazado,  con  excepción  de  la  del  diputado 
don  José  Méndez. 

La  oposición  había  triunfado  en  una  elección  practicada 
en  el  comicio  de  Santa  Lucía,  recayó  en  el  ciudadano  don 
Tristán  Balaquer,   que  también  fué  aprobada. 

El  26  de  Julio  se  practicaron  las  elecciones  correspon- 
dientes á  las  cinco  que  habían  sido  anubadas;  y  dos  por 
renuncia  de  los  diputados  Castro  y  Doncel,  ó  más  bien,  por 
destitución  que  ía    Cámara  pronunció  sobre  estos,   aplicando 

10  dispuesto  en    el   artículo  5"*  del  reglamento  adicional,  para 
los  incurrentes  á  tres  sesiones  sin   aviso  y   á   seis  con  él. 

Estas  elecciones  fueron  favorables,  cinco  a  la  minoría  de 
la  Cámara  y    dos  á  la   mayoría,    las  que  fueron  aprobadas. 

Consignaré  aquí  el  número  de  diputados  que  á  la  sazón 
contaban  ambos  bandos  en  la  Cámara  porque  este  antece- 
dente servirá  para  que  V.  E.  pueda  explicarse  los  sucesos 
que  sobrevinieron  posteriormente.  La  mayoría  primitiva  de 
la  Cámara  contaba  trece  diputados;  la  oposición  diez  y  uno 
que  se  mantenía  independiente  ó  neutral  en  his  cuestiones 
de"  aprobación  ó  anulación  de  elecciones  que  la  mayoría  sus- 
citaba cuando  los  electos  no  pertenecían  á  su  partido, 
cribando  motivo  de  nulidad,  para  rechazar  electos,  que  la 
ley  terminantemente  no  fijaba,  tales  como  exigir  que  el 
electo  tuviese  boleto  de  inscripción  en  el  Registro  Cívico 
del  año,  mientras  qus  la  ley  de  elecciones  establece  en  el 
artículo  75,  que  puede  ser  elegido  todo  el  que  está  apto 
para  ser  elector  calificado,    de  conformidad  con  el    artículf) 

11  de  la  Constitución. 

En  estas  circunstancias,  renunciaron  dos  diputados  de  la 
mayoría,  y  fué  destituido  otro  por  acuerdo  unánime  de  la 
Cámara,  por    inconcurrente  á    las  sesiones  y  aplicando   por 
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segunda  vez  el  ya  citado  artículo  '-5  del  reglamento  adi- 
cional de  la  Cámara. 

Estas  renuncias  desequilibraron  la  mayoría,  pues  la  re- 
dujo á  diez  diputados,  inclusive  el  Presidente,  que  no  tiene 
voto  en  las  cuestiones  si  no  en  casos  determinados;  de  ma- 
nera que  su  fuerza  positiva  era  de  nueve  diputados,  mien- 
tras que  la  oposición  contaba  diez  diputados  con  voto  activo 
reforzándose  aún  más  con  la  adhesión  del  diputado  que 
hasta  entonces  había  permanecido   neutral. 

Bajo  estos  auspicios  se  practicaron  las  elecciones  de  An- 
gaco  y  Trinidad:  la  primera  favorable  á  la  oposición  y  la 
segunda  en  una  persona  extraña  á  las  dos  fracciones. 

Esta  fué  protestada,  y  encontrando  fundada  la  protesta, 
fué  rechazada  por  la  Cámara,  á  la  vez  que  aprobada  la 
otra;  contando  la  Cámara  en  esta  ocasión  veintidós  miem- 
bros. Esta  sesión  tuvo  lugar  el  dos  de  Octubre,  en  circuns- 
tancias en  que  se  encontraba  el  actual  Gobernador  con  su 
Ministro  don   Isidoro   Albarracín,  en  la  Villa  de  Jachal. 

El  3  del  mismo  mes  arribaron  á  esta  Capital,  y  los  tres 
diputados  de  la  minoría  hoy,  entre  los  que  se  contaban  el  Pre- 
sidente y  los  dos  Vices,  exigieron  del  Gobernador  por  me- 
dio de  una  comunicacióii,  que  vetase  la  resolución  de  la 
Cámara,  aprobando  la  elección  del  diputado  por  Angaco, 
y  que  en  caso  contrario  ellos  estaban  resueltos  á  renunciar 
el  cargo  de  representantes. 

Tal  pretensión  en  una  resolución  de  ese  género,  era  un 
verdadero  desatino,  en  presencia  de  la  primera  atribución 
del  artículo  12  de  la  Constitución  de  la  Provincia,  relativa 
á  las  facultades  que  atribuye  exclusivamente  á  la  Legis- 
latura. 

El  Gobernador,  se  sabe  se  negó  á  tal  pretensión;  pero  en 
cambio  prometió  arbitrar  un  medio  para  quitar  de  Ja  Le- 
gislatura uno  ó  más  diputados  de  la  oposición,  y  que  ellos 
arbitrasen  el  medio  de  eliminar  otros,  á  fin  de  que  que- 
dasen  en  número  superior  para  reconsiderar  la  elección  de 
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Angaco.  Al  efecto,  el  Presidente  de  la  Cámara,  promovía 
una  causa  criminal  oficiosamente  al  diputado  don  José  Mén- 
dez, por  supuesta  compra  de  votos  en  la  elección  del  17 
de  Mayo.  El  fundamento  de  la  causa  reposaba  en  el  dicho 
de  dos  sirvientes  del  expresado.  Albarracín,  y  la  policía  sin 
más  trámite,  pasó  el  sumario  al  Juez  del  crimen,  quien  de- 
cretó inmediatamente  la  prisión  del  diputado  Méndez,  la 
que  fué  ejecutada  por  la  policía,  en  momentos  que  éste  se 
dirigía  a  las  sesiones  de  la  Cámara. 

Al  mismo  tiempo  el  (jobernador,  cumpliendo  sus  promesas 
confería  al  diputado  don  Benedicto  S.  Correa  de  la  opo- 
sición, el  mando  de  una  partida  de  veinte  hombres,  para 
que  fuese  á  situarse  en  las  últimas  posesiones  del  Depar- 
tamento de  Caucete  hasta  segunda  orden.  El  diputado  Co- 
rrea renunció  la  comisión,  fundándose  en  que  la  Ley  Na- 
cional de  Enrolamiento,  lo  eximía  de  prestar  todo  servicio 
activo  como  miembro  del  Poder  Legislativo.  Bajo  esta  se- 
guridad se  dirigía  también  á  la  Cámara,  cuando  fué  dete- 
nido en  la  calle  por  un  soldado  que  le  intimó  orden  de 
arresto  de  parte  del  Inspector  de  Milicias;  en  su  consecuen- 
cia fue  reducido  á  prisión  en  el  cuiirtel  de  San  Clemente» 
y  al  día  siguiente  se  le  intimó  por  orden  directa  del  Go 
bernador  que  continuase  en  su  arresto  hasta  segunda  orden- 

Los  miembros  de  la  Cámara,  acordaron  en  presencia  de 
estos  atentados,  no  concurrir  á  sesión  ninguna,  mientras  Ios- 
diputados  presos  no  fueran  puestos  en  libertad.  Mientras 
tanto,  el  diputado  don  José  Méndez  reclamó  ante  la  Cá- 
mara de  Justicia  del  mandamiento  de  prisión  dado  por  el 
Juez  del  crimen,  y  reconociendo  que  los  miembros  de  la 
Cámara  no  podían  ser  presos  sin  previo  acuerdo  de  la  mis- 
ma, á  mérito  de  la  inmunidad  de  que  gozan  por  la  Cons- 
titución. 

Por  su  parte  el  (xobernador  ordei<ó  cinco  días  después  la  li- 
bertad del  diputado  Correa,  sabiendo  que  éste  la  gestionaba 
ante  los  Tribunales  de  la  Provincia;  y  sin  duda,  se  anticipó 
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para  evitar    que    el  Poder  Judicial    tuviera    ocasión    de  de- 
clarar atentatorio  su  procedimiento. 

En  el  entretanto,  el  (xobierno  autorizaba  que  por  el  pe- 
riódico que  se  publica  por  la  imprenta  del  Estado  y  que 
es  sostenido  por  las  rentas  públicas,  se  lanzasen  contra 
doce  diputados  de  la  mayoría  de  la  Cámara,  uno  á  uno  y 
á  todos,  todo  género  de  invectivas,  para  concitar  contra 
ellos  el  desprecio  público  y  autorizar  así  todo  género  de 
desafueros  como  ha  sucedido.  Estos  escritos  se  publican  bajo 
la  firma  del  doctor  don  Miguel  Ruiz,  Fiscal  del  Estado  y 
con  el  aplauso  de  la  minoría  de  la  Cámara  y  del  Gobierno. 
Triple  motivo  que  ha  hecho  imposible  demandar  el  castigo 
ante  los  Tribunales  de  Justicia,  por  las  ofensa  inferidas  al 
Cuerpo  Legislativo. 

No  satisfecho  con  esa  publicación,  han  autorizado  por  la 
misma  imprenta,  la  de  un  pasquín  impreso,  titulado  /ji  Le- 
chuza, que  ataca  á  los  funcionarios  públicos  de  que  el  (xo- 
bierno quiere  deshacerse,  á  los  diputados,  y  hasta  á  los  par- 
ticulares que  el  (fobierno  reputa  enemigos,  de  la  manera 
más  soez,  hasta  en  la   vida   privada  del  individuo. 

La  sociedad  está  profundamente  conmovida  con  la  pu- 
blicación de  este  pasquín  oficial  que  se  esgrime  contra  el 
sagrado  del  hogar  doméstico  sin  respetar  sexo,  edad,  ni  po- 
sición social. 

Inútil  ha  sido  tratar  de  buscar  el  castigo  de  su  autor 
ante  el  Juzgado  del  Crimen,  pues  el  Juez  que  es  primo 
del  Ministro  Albarracín,  aliado  y  protector  del  Fiscal  Ruiz, 
ha  hecho  la  farsa  más  completa  de  un  proceso  que  se 
inició  por  un  particular. 

Acompaño  á  V.  E.  un  número  de  ejemplares  de  ambas 
publicaciones,  para  que  V.  E.  se  penetre  bien  de  los  ante- 
cedentes que  han  venido  preparando  los  acontecimientos 
que  motivan  la  intervención  requerida. 

Xo  habiendo  podido  la  minoría  de  la  Cámara  deshacerse 
temporalmente  de    los  tres  diputados    para   conseguir  coló- 
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carse  en  mayoría  y  anular  la  elección  ya  aprobada  del  di- 
putado de  Angaco,  y  la  del  elector  por  Jachal,  á  quien  tam- 
bién reputan  de  la  oposición,  acordaron  en  reunión  espe- 
cial en  casa  dííl  Presidente  de  la  Cámara,  señor  Albarracin, 
que  se  continuase  citando  á  sesión  hasta  el  día  3 1  de  Octu- 
bre; pero  que  no  concurriesen,  ni  el  expresado  Presidente 
ni  los  Vices   i"  y  2®  que   también  entraban  en   el  acuerdo. 

Efectivamente,  desde  el  16  del  corriente  pusieron  en  obra 
dicho  acuerdo,  y  á  pesar  de  concurrir  hasta  diecinueve 
miembros  á  las  sesiones,  estas  no  tenían  lugar  por  la  ina- 
sistencia calculada  de  dichos  funcionarios. 

V.  E.  sabe  perfectamente,  que  el  único  fin  con  que  son 
creadas  las  autoridades  del  Cuerpo  Legislativo,  es,  precisa 
mente,  para  que  dándole  una  organización  regular,  pueda 
funcionar  encargando  á  esas  autoridades  el  gobierno  del 
cuerpo  y  en  especial,  la  ejecución  del  Reglamento,  pero 
jamás  pudo  entrar  en  la  mente  de  la  le}'  crear  autoridades 
para  impedir  las  funciones  del  cuerpo  que  rige,  sin  embargo 
esto  es  lo  que  ha  pasado  en  la  Cámara  Legislativa  de  San 
Juan  la  mayoría  de  sus  miembros,  cumpliendo  con  sus 
deberes,  y  sus  autoridades  excusando  el  cumplimiento  de 
los  suyos,  con  el  fin  anárquico  de  destruir  la  Cámara,  de 
acuerdo  con   el  Ejecutivo  y  una  minoría   de  la  misma. 

El  objeto  que  se  proponía  al  llevar  adelante  este  plan, 
era  que  la  Cámara  entrase  en  receso  el  i"  de  Noviembre  y 
tratar  de  conseguir  en  las  elecciones,  la  renovación  de  la 
mayoría  numérica  de  que  hoy  carecen  en  la  Legislatura  para 
realizar  otros  fines  que  ignoro.  Debo  consignar  aquí,  que 
nueve  de  esos  diputados  confabulados,  son  los  que  por  la 
ley  deben  ser  reemplazados  en  las  elecciones  de  aquella 
renovación. 

Si  la  Cámara,  en  el  presente  período,  se  hubiese  ocupado 
por  lo   menos  de  sancionar  aquellas  leyes  de   carácter  pre 
mioso  por   su  objeto,  y  sin  las  cuales,  es  imposible  el    Go- 
bierno; no   hubiese  importado  que  se  declarase  en  receso  al 
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fin  del  período  ordinario;  pero  desgraciadamente  la  I.egis- 
tura,  en  cuatro  meses  veintiocho  días  que  lleva  de  sesiones, 
no  se  ha  ocupado  sino  de  elecciones.  Así  es  que  están  sin 
sancionarse,  la  ley  de  Presupuesto  para  el  año  próximo  ve- 
nidero, todas  las  leyes  de  impuestos;  sin  examinarse  las 
cuentas  de  la  administración,  que  hace  dos  años  que  marcha 
sin  presupuesto;  sin  votarse  los  recursos  para  el  sostén  del 
ÍTobierno;  sin  despacharse  un  proyecto  sobre  Bancos,  pre- 
sentado por  una  compañía  que  sólo  espera  la  resolución  de 
la  Legislatura,  para  restablecerlo;  y  otras  leyes  tan  necesa« 
rías  como  las  que    acabo  de   mencionar. 

I.a  mayoría  de  la  Cámara,  para  cumplir  con  el  mandato 
que  el  pueblo  le  confirió,  y  evitar  las  medidas  que  al  fin 
tuvo  que  dictar  en  la  sesión  del  28  del  presente  mes,  di- 
rigió en  fecha  21  del  mismo  al  Presidente  y  á  los  Vices» 
la  comunicación  que  se  adjunta  bajo  el  número  incitán- 
doles á  que  concurriesen  á  las  sesiones  de   la   Cámara. 

Una  copia  de  esa  comunicación  se  pasó  también  al  Eje- 
cutivo para  que  por  su  parte  ejercitara  su  influencia  en  el 
mismo  sentido.  Ni  el  Gobierno  ni  las  autoridades  de  la  Cá- 
mara accedieron  á  tan  justa  solicitud. 

El  28  de  Octubre,  reunidos  en  el  recinto  de  la  Cámara 
doce  Diputados  por  citación  previa  del  Presidente  Albarra- 
cin,  esperaron,  por  la  sexta  vez,  hasta  la  hora  de  sesión  su 
concurrencia  y  la  de  los  Vice.  Vencida  esta,  ordenaron  al 
consejo  de  la  Cámara  que  intimase  á  dichos  funcionarios  su 
comparesencia  al  recinto  de  la  Sala  de  Sesiones,  quien  no 
pudo  verificar  la  intimación,  porque  se  hicieron  negar  en  sus 
casas. 

La  mayoría  reunida  acordó  deliberar  acerca  de  la  conduc- 
ta del  Presidente  y  Vice,  y  ordenaron  al  Secretario  que  les 
instruyese  del  número  de  faltas  con  aviso  y  sin  él,  que  tenían 
dichos  Diputados.  Este  informó  que  hasta  esa  fecha  habían 
incurrido  en  cinco  faltas  con  aviso,  y  en  una  sin  él,  que  se- 
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jgnin  el  reglamento  adicional.    (Art.  5*»)  equivalía  á  dos,  for- 
mando asi  un  total  de  siete  faltas. 

La  mayoría  relativa  del  cuerpo,  y  en  minoría  respecto  del 
quorum  que  la  práctica  ha  est?.blecido  para  que  haya  Sala 
plena,  usó  de  la  facultad  que  le  confiere  el  art.  5^  del  mismo 
reglamento  y  pronunció  el  cese  de  los  tres  Diputados,  don 
Saturnino  Albarracín,  don  Abel  Quiroga  y  don  Gabriel  Las- 
piur,  y  por  consiguiente  su  destitución  en  su  carácter  de  Pre- 
sidentes y  de  Vices. 

Desde  luego,  quedó  la  Cámara  en  estado  de  reorganización 
por  falta  de  autoridades,  y  como  en  este  caso  es  de  práctica 
llamar  á  los  electos  para  que  se  incorporen  á  la  Cámara,  á  fin 
de  formar  quorum,  según  las  prácticas  establecidas,  especial- 
mente por  la  sesión  de  30  de  Mayo,  acordó  la  incorporación 
de  Diputados  electos  por  Jachál,  cuya  elección  se  aprobó  CQn 
su  presencia,  completándose  así  el  número  de  trece  Diputa- 
dos que  es  el  requerido,  no  por  la  ley,  sino  por  la  práctica 
constante  para  dictar  las  leyes,  pero  no  para  acordar  medi- 
das internas,  de  mera  organización;  pues  es  sabido  que  esto 
se  hace  en  sesiones  preparatorias  y  de  carácter  privado. 

Completado  así  el  número  de  Representantes,  se  reorga- 
nizó la  Cámara  con  el  nombramiento  de  sus  autoridades,  y 
después  de  instalarse  se  convocó  á  sesiones  extraordinarias 
por  cuatro  meses,  de  todo  lo  que  se  pasó  aviso  al  Poder  Eje- 
cutivo, en  la  forma  que  verá  V.  E.  por  la  inserción  que  de 
estos  actos  se  ha  hecho  en  el  periódico  El  Zonda,  ejemplar 
número  706,  que  me  permito  acompañar  y  también  por  la 
copia  del  acta  de  esa  sesión  que  igualmente  adjunto. 

Tales  son,  Excmo.  señor,  las  medidas  extrictamente  lega- 
les y  de  un  carácter  puramente  interno,  porque  son  de  mera 
organización,  que  una  mayoría  legal  de  Representantes  creyó 
prudente  adoptar,  para  salvar  la  existencia  del  Poder  Legis- 
lativo, amenazada  por  los  planes  anárquicos  de  una  minoría 
turbulenta,  aliada  con  el  Ejecutivo. 

Entraré,   pues,  en  la  explicación    de  los  hechos  ocurridos 
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-el  2  8  durante  la  sesión  de  la  Cámara  y  de  algunos  incidentes 
que  tuvieron  lugar  después  en  las  calles  de  la  población  esa 
misma  noche. 

Cuando  la  mayoría,  de  los  Diputados  se  ocupaba  de  dictar 

Has  medidas  ya  mencionadas,  fué  invadida  la  barra  de  la 
Cámara  por  una  banda  de  individuos  encabezada  por  el 
Ministro  Albarracin,  el  Fiscal  Ruiz,  Juez  del  Crimen  Ru- 
fino, el  Jefe  de  Policía  Yanci,  un  Proveedor  del  Gobierno, 
Lloverás,  algunos  deudos  de  estos,  varios  gendarmos  de  la 
partida  de    Policía,    los    Diputados    don    Gabriel    Brihuega, 

-'  Oficial  Mayor  del  Ministerio  don  Francisco  Albarracin,  Mé- 
dico de  Policía,  don  Pedro  D.  Valdez,  Comandante  del  Ba- 
tallón «25  de  May  Oí»,  don  Ramón  Ruiz,  Comisario  de  Po- 
licía de  Santa  Lucía,  con  el  objeto  de  interrumpir  la  sesión 
con  sus  gritos  descompuestos  é  injuriosos  á  los  Represen- 
tantes allí  reunidos,  y  también  de  disolverla  á  viva  fuerza, 
lo  que  no  consumaron  porque  la  actitud  de  una  numerosa 
concurrencia  de  ciudadanos  que  también  asistía  á  la  sesiórT' 
los  contuvo.  ... 

Al  retirarse  los  Representantes  fueron  objeto  de  los  mis- 
mos insultos  por  parte  de  los  propios  *  individuos,  quienes 
se  trasladaron  á  los  salones  del  Club,  de  cuyo  punto  par- 
tieron con  algunos  instrumentos  de  música  á  las  dos  de  la 
mañana;  y  pasando  á  la  casa  de  varios  Representantes  en- 
tre ellos  á  la  de  los  señores  Merlo,  González  y  Jofré,  á 
quienes  después  de  tratar  de  derribar  sus  puertas  á  golpes 
dieron  lo  que  en  los  tiempos  de  Rozas  se  llamaba  una  se- 
renaca,  con  acompañamiento  de  vivas  al  Gobernador,  mue- 
ras á  la  Legislatura  y  especialmente  á  los  Representantes 
que  eran  objeto  de  esta   manifestación. 

Esa  comparsa  fué  recibida  por  el  señor  Gobernador  don 
Manuel  J.  Zaballa  á  las  tres  de  la  mañana  en  su  casa  par- 
ticular, quien  en  un  brindis  caluroso  prometió  que  descono- 
cería la  Cámara  Legislativa,  que  arrastraría  por  las  calles 
M,  los  Representantes  que  habían  concurrido,  á,  la  sesión,  y 
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/>or  último  que  los  ahorcaría  en  un  lugar.  Tales  fueron  Ios- 
términos  en  que  se  produjo  el  señor  Gobernador  para    au- 
torizar á  los  individuos  que  momentos  antes  habían  turbado- 
el  sosiego  público  con  sus  gritos  subversivos. 

Esa  misma  noche  se  acordó  que  desde  el  día  siguiente- 
se  instalaría  un  Club  para  sostener  al  Gobierno  contra  la 
Legislatura;  y  que  se  publicaría  por  la  imprenta  oficial  un 
periódico  tiuilado  *E1  Rebenque»,  cuyo  prospecto  se  acom- 
paña, y  destinado  especialmente  á  injuriar  á  los  Represen- 
tantes. 

Efectivamente,  el  29  del  corriente,  en  la  noche,  se  insta- 
ló dicho  Club  compuesto  exclusivamente  de  los  funcionarios^ 
públicos  que  componen  la  Administración,   y    con    destaca- 
mentos de  Guardias    Nacionales    de    los    departamentos  de- 
«Desamparados»  y  t Trinidad»  citados  de  orden  del  Gober- 
nador, con  sus  Jefes  á  la  cabeza.  Este  Club  oficial,  promo- 
vido por  el  Gobernador,  acordó  impedir  las  reuniones  de  la 
legislatura  y  dispersar  á  palos  á  los  Representantes  si  erk 
necesario,  y  ofrecer  á  S.  S.  el  señor  Gobei  nador,  jz/j  vidas r- 
sus  fortunas  y  su  honor   para    sostener  sus  actos  contra  el 
Poder  Legislativo,    Esta  reunión    con    el    Gobernador  á  la 
cabeza  se  trasladó  á  la  plaza  principal  de  la    ciudad,  y  alli 
en  algunos  vivas  dados  por  el  Comandante  do  la  partida  de 
plaza,  Benitez,  se  hizo  conocer  á  la  población  asombrada,  el 
programa  político  del  Gobernador  y   del  Club,  respecto  del 
Poder  Legislativo  de  esta  Provincia. 

V.  E.  se  habrá  apercibido  con  estrañeza,  que  los  Dipu- 
tados don  Gabriel  Rrihuega,  don  Ramón  Ruiz,  don  Pedro 
D.  Valdez,  don  Juan  Crisóstomo  Quiroga  y  don  Francisco- 
Albarracin  se  hayan  encontrado  entre  los  empleados  del 
Gobierno  conspirando  contra  la  Legislatura,  en  vez  de  con-~ 
currir  con  sus  denicis  colegas  al  cumplimiento  de  su  man- 
dato, como  también  firman  la  protesta  que  se  acompaña 
registrada  en  el  número  706  de  «El  Zonda»,  formada  por 
los  Diputados  Cordero,  Ovejero    y    los  ciudadanos  AUxirra— 
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<:in  (don  Saturnino),  Laspiur,  Quiroga  (don  Abel,  denun- 
ciando lo  hecho  por  la  Cámara  Legislativa  en  la  sesión  del 
28,  á  la  que  ellos  no  concurrieron  sin  aviso  y  con  acuerdo 
previo.  El  Gobernador  de  la  Provincia  apoya  su  decreto  de 
30  del  corriente  que  registra  el  mismo  número  de  cEl  Zon- 
da» próximo  citado,  para  desconocer  la  Legislatura  en  esa 
memoria,  como  él  la  llama,  sin  traer  a  consideración  para 
dar  importancia  á  ese  documento,  que  esos  individuos  como 
Diputados  debieron,  en  vez  de  conspirar  contra  la  existen- 
cia de  la  Cámara,  concurrir  á  la  sesión  para  no  dar  lugar 
á  que  se  dictasen  las  medidas  ya  mencionadas,  para  salvar 
Ja  existencia  del  Poder  Legislativo. 

El  Poder  Ejecutivo  si  hubiese  observado  una  conducta 
imparcial,  habría  devuelto  ese  documento  amonestando  á  los 
que  aun  conservan  el  carácter  de  Diputados,  y  reprendien- 
do severamente  á  los  individuos  que  invocan  ese  título, 
después  que  por  la  ley  que  ellos  mismos  dictaron,  lo  per- 
dieron. 

Pero  el  Poder  Ejecutivo  aliado  de  esos  Representantes  y 
ciudadanos,  libró  el  decreto  de  fecha  30  del  corriente  des- 
conociendo todo  lo  hecho  por  la  Cámara  en  sesión  del  28, 
y  reconociendo  como  Diputados  y  autoridades  de  ella  á  sim- 
ples particulares. 

Ese  decreto  importa  el  derrocamiento  del  Poder  Legisla- 
tivo, y  agregando  á  el  las  asonadas  del  28,  29  y  30,  en  que 
se  reprodujeron  en  mayor  escala  puesto  que  el  Club  antes 
mencionado  y  los  destacamentos  de  milicia  de  campaña, 
con  sus  Jefes  á  la  cabeza,  invadía  las  calles  de  la  Capital 
á  las  doce  de  la  noche,  presididos  por  el  Gobernador,  dan- 
do gritos  de  muerte  contra  el  Poder  Legislativo;  demuéstrase 
evidentemente  que  el  orden  público  está  perturbado  en  la 
Provincia  por  una  sedición  promovida  por  el  Ejecutivo  con- 
tra el  Poder  T-egislativo,  y  que  este  carece  de  las  garan- 
tías y  de  la  libertad  necesaria    para  llenar  los  fines  que  la 
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Constitución  se  propuso  al  crearlo   como  uno    de  los  Pode- 
res del  Estado. 

I^  Legislatura  en  sesión  privada,  reunidos  sus  miembros, 
en  el  local  que   se    designó    en    conformidad  al  artículo  4^' 
del  Reglamento    de    debates;    ha    dictado  y   sancionado    el 
acuerdo,    ley   y  comunicación  que  se  pondrán  en  manos  de 
V,  E.  junto  con  el  presente  memoranduvi. 

Habiendo  la  Legislatura  acordado  el  28  del  presente  que 
cambiase  el  local  de  las    sesiones  á  otro,  y  habiéndose  ve- 
rificado el  29,  la  policía   asaltó    la  nueva    casa   de  los  Re- 
presentantes y  después  de   derribar  sus  puertas  sustrajo  los. 
archivos  y  los  muebles,  salvándose    sólo  los   libros  del  año- 
y  el  sello. 

V.  E.  comprenderá  cuan  necesaria  es  la  intervención  pro- 
tectora del  (írobierno  Nacional  en  este  caso,  para  traer  las. 
cosas  á  su  quicio  y  la  concordia  á  los  ánimos;  pues,  si  la 
Constitución  Nacional  no  hubiese  previsto  este  medio  para 
evitar  males  mayores,  San  Juan  sería  pronto  el  teatro  de 
una  sangrienta  catástrofe  y  de  males  de  consideración  que 
pueden  ser  fácilmente  evitados,  con  la  intervención  paternal 
del  Excmo.  Gobierno  de  la  Nación. 

La  Legislatura  cuenta  con  medios  y  elementos  para  con- 
solidar su  poder  y  hacerse  respetar  en  la  esfera  de  sus 
atribuciones;  pero  esto  traería  una  inútil  efución  de  sangre, . 
y  es  por  eso  que  profiere  declinar  del  uso  de  esos  medios, 
y  librar  la  solución  de  estos  sucesos  á  la  intervención-  del 
Excmo.  Gobierno  Nacional. 

En  casos  como  el  presente,  la  justicia  que  la  misma  vic- 
tima hiciera,  sería  talvez  tildada  de  parcial  y  es  por  eso 
que  es  mejor  librarla  á  la  sanción  de  un  tercero  que,  aje- 
no á  las  pasiones  de  partido,  señale  y  separe  lo  justo  de 
lo  injusto. 

Omito   reseñar  otros  sucesos  que  harían   más  sentida  la 
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necesidad  de  la  intervención,    porque  he  resuelto  librar  su 
narración  al   expresado  Comisionado. 
Dios  guarde  á  V.  E. 

Zacarías  Merlo, 

Presidente. 

Domino  O    A.  Lufta, 

Secretario, 


Ks  copia - 


Luis    l\    Varr/a, 

Subserrotario. 


San  Juan,  (ktnbro  ;K)  d<»  186«. 


T.a  mayoría  de  los  Represen tcui tes  de  la  Provincia,  convo- 
cada privadamente  con  motivo  del  decreto  del  Poder  Ejecu- 
tiv(^,  el  30  del  presente  mes,   hemos  considerado: 

1"  Haber  sido  despojados  exprofeso  por  el  P.  Ejecutivo 
Provincial,  de  las  autoridades  de  esta  Cámara,  nombradas 
legalmente  en  sesión  del  28  de  este  mes,  y  despojado  á  dos 
Diputados  del  caríicter  que  invisten,  que  lo  son  don  José 
María  del  Carril  y  don  Ramón  González,  de  Representantes 
del  pueblo,  como  se  ve  por  el  citado  decreto,  siendo  que  fui- 
mos el  (/iwn///i  \eg^\,  ó  13  Representantes  los  que  funciona- 
mos, habiéndose  incorporado  y  recibido  en  dicha  sesión  los 
mencionados  señores  (lonzalez  y  Carril. 

2"  Oue  después  de  esto  \  de  los  cictos  de  asonada  que  se 
refieren  en  el  memorandam  adjunto;  el  tentar  reunión  en  el 
local  acostumbrado  ó  en  cualquier  otro  público,  traería  con- 
sigo desacatos,  violencias  y  esccindalos,  cuando  no  diera  miir- 
gen  á  asonadas  populares  para  repeler  esas  violencias. 

3^^  Que  de  consiguiente,  y  sin  producir  esos  tan  graves  ma- 


les,  se  hace  imposible  el  que  la  Legislatura  continúe  funcio- 
nando como  Poder,  pues  se  encuentra  derrocada  por  el  Eje- 
cutivo déla  Provincia. 

4«  Que  tomando  en  consideración  el  precitado  decreto  de 
30  del  corriente  se  encuentra  que  el  Poder  Ejecutivo  se  ha 
lanzado  á  ejercer  avances  de  poder,  porque  no  tiene  más  de- 
recho que  el  de  la  fuerza. 

50  Que  no  importa  otra  cosa  el  haberse  introducido  á  es- 
cudrífUir  los  trabajos  interiores  de  la  Legislatura  y  su  organi- 
zación como  poder  provincial,  para  entrar  á  destruirla  por  un 
decreto  semejante. 

6**  Que  á  estos  abusos  se  añade  el  fraude  de  haber  auxi- 
liado con  la  fuerza  armada  á  una  minoría  de  los  Represen- 
tantes para  que  se  apoderen  de  los  archivos  peculiares  de  la 
Legislatura,  cuyos  acuerdos  privados  no  se  pueden  publicar 
sin  su  anuencia. 

7»  Que  en  vista  de  esos  antecedentes  no  queda  otro  cami- 
no para  poder  desempeñar  nuestras  funciones  parlamentarias, 
sino  el  de  avocarse  privadamente  los  Representantes  y  acor- 
dar de  cualquier  modo  lo  más  conducente  á  la  salud  de  la 
Provincia. 

S''  Que  si  bien  es  cierto  que  contando  con  la  opinión  pú- 
blica, tan  pronunciada  de  antemano,  la  H.  Cámara  pudiera 
repeler  todos  estos  abusos,  también  lo  es  que  nunca  man- 
chará con  la  sangre  de  sus  representados  en  desempeño  de 
su  cometido,  y  que  lejos  de  provocar,  contendrá  toda  asonada 
por  esa  causa. 

9^  Que  antes  de  acudir  á  extremos  tales  se  debe  emplear 
los  medios  señalados  por  la  Constitución  Nacional,  para  vin- 
dicar los  derechos  públicos  y  particulares,  cuando  se  encuen- 
tran así  conculcados. 

En  consecuencia,  y  poniendo  á  Dios  por  testigo  de  la  pure- 
za de  sus  propósitos,  la  mayoría  de  los  Representantes  de  San 
Juan— 
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ACUERDA    Y    DECRETA: 


!'•  1.a  mayoría  de  los  Representantes  avocada  privadainen- 
te  por  los  motivos  expuestos,  es  la  mayoría  Legislativa  ó  fuo- 
rum  legal  según  el  artículo  6**  de  la  Constitución  de  la  Pro- 
vincia, y  sus  acuerdos  son  los  acuerdos  de  este  Honorable 
Cuerpo. 

2®  Kn  su  virtud  la  H.  ('amara  declara  que  el  P.  Ejecutivo 
de  la  Provincia  precedido  por  el  Excmo.  señor  Gobernador 
don  .\[anuel  Zaballa  y  los  señores  Aíinistros  don  Isidoro  Alba- 
rracín  y  don  José  Eugenio  Doncel,  ha  traspasado  con  su  de- 
creto do  30  del  presente  mes  los  límites  legales  de  su  autori- 
dad; abrogándose  facultades  peculiares  al  P.  Legislativo,  como 
son  las  de  organizarse  como  Poder,  las  de  nombrarse  sus 
autoridades,  y  las  de  aprobar  ó  incorporar  á  sus  Diputados  ó 
miembros. 

3"  El  Ejecutivo  al  absorverse  las  atribuciones  déla  H.  Cá- 
mara, ha  conculcado  y  violado  las  prácticas  y  leyes  orgánicas 
de  la  Provincia  y  constitutivas  de  este  IL  Cuerpo. 

4''  El  P.  Ejecutivo  con  el  precitado  decreto,  ha  hollado  las 
garantías  públicas  de  la  Provincia,  avasallado  y  aún  destruido 
su  Legislatura. 

5''  El  P.  Ejecutivo  desconociendo  por  decreto  la  organiza- 
ci(Sn  actual  de  la  1 1.  Legislatura  y  la  incorporación  dedos  de. 
sus  miembros,  ha  cometido  el  delito  de  sedición;  y  al  conver- 
tirle en  supremacía  política  por  la  fuerza  de  las  armas,  coma 
usando  de  las  facultades  que  jamíis  le  pertenecieron  y  ava- 
sallando todas  las  garantías  civiles  y  políticas,  ha  usurpado  la 
suma  del  Poder  público  de  que  habla  el  art.  29  de  la  Consti- 
tución Nacional, 

6<>  La  H.  Cámaní,  usando  de  los  recursos  que  le  acuerda 
dicha  Constitución  y  por  medio  de  su  Presidente,  elevará  ante 
el  Supremo  Poder  Ejecutivo  déla  Nación  el  requerimiento  de 
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la  correspondiente  Intervención  Nacional,  para  ser  repuesta 
como  autoridad  ó  poder  soberano  de  sus  funciones. 

7  o  En  consecuencia,  facúltase  al  Presidente  para  que  se 
dirija  con  tal  objeto  al  Excmo.  Gobierno  Nacional  por  inter- 
medio del  Ministerio  del  Interior,  debiendo  acompañar  á  su 
comunicación,  una  copia  de  la  presente  acta,  y  también  un 
ejemplar  del  decreto  de  su  referencia. 

8°  Se  declara  cerrada  la  Cámara  de  Representantes  hasta 
Ínterin  no  sea  repuesta  por  el  Excmo.  Gobierno  Nacional  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  y  en  su  organización  dada  en  la 
sesión  del  28  de  este  mes. 

90  Si  como  es  posible  la  minoría  confabulada  como  hasta 
aquí  con  el  Poder  Ejecutivo  arrastrase  por  la  fuerza  á  algu- 
nos Diputados  para  hacer  con  ellos  qtwrum  y^  legislar,  desde 
ahora  declaramos  irrito,  nulo  y  de  ningún  valor  cuanto  se 
haga  en  esta  forma. 

10.  Esta  acta  se  firmará  por  los  miembros  del  acuerdo  y 
depositará  en  manos  del  Secretario,  debiendo  este  registrarla 
en  el  libro  de  acuerdos  de  la  Cámara. 

Zacarías  Merlo, 

Presidento. 

Román  Jo/ré, —  Cayetano  Espada, 
Tristán  Balagtier,  —  Vicente 
Baca,— José  María  del  CarriL 
Juan  Balagtier.— Ramón  Gon- 
zález,—  Sixto  Fonzalida, — José 
A,  As  torga, — José  Méndez, — 
A  ve  lino  A  Ivarez, — Benedicto  S. 
Correa, 


Es  copia — 

Luis   V,    Várela, 

Sabsecretario. 


Domingo  A,  Luna, 

Secretario. 
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Buenos  Aires,  Diciombre  3  de  1868. 

Al  señor  Dr.  D.  I.uis  Velez. 

El  Presidente  de  la  República  requerido  por  la  Legisla- 
tura de  San  Juan  representada  por  trece  de  sus  miembros, 
á  intervenir  á  efecto  de  restablecer  las  autoridades  consti- 
tuidas de  la  Provincia,  considerándose  disuelta  por  ciertos 
actos  del  P.  E.  de  la  misma,  para  que  trasladándose  á  la 
brevedad  posible  á  la  Provincia  de  vSan  Juan  restablezca  las 
formas  republicanas  de  Gobierno  que  la  Constitución  garante 
á  cada  Provincia. 

El  Presidente  de  la  República  al  confiar  á  Vd.  tan  deli- 
cada comisión,  ha  tenido  en  consideración  las  cualidades  mo- 
rales que  lo  distinguen,  sus  conocimientos  profesionales  y 
«icaso  también  la  triste  experiencia  adquirida  por  los  ciuda 
danos  de  Córdoba  durante  seis  años  de  conflictos  entre  los 
poderes  públicos,  tan  ruinosos  para  la  Provincia  y  á  la  Re- 
pública entera,  puesto  que  de  aquellas  disenciones  surgió  la 
:^úerra  civil  que  asoló  al   país. 

El  señor  Presidente  me  encarga  prevenir  á  Vd.  que  va  a 
encontrar  en  San  Juan  en  uno  y  otro  bando,  ánimos  exa- 
cervados por  discusiones  y  pugnas  personales,  ciudadanos 
Honrados  en  unas  y  otras  filas,  pero  arrastrados  por  la  pasión 
muchos,  por  la  mala  inteligencia  de  sus  derechos  los  más,  y 
por  ambiciones  personales  algunos.  Usted  debe  obrar,  pues, 
teniendo  en  vista  que  en  todos  los  hechos  no  hay  crimen 
sino  error,  pero  error  que  debe  desaparecer,  desde  que  la 
instancia  en  él  haya  de  producir  desórdenes  de  un  lado  y 
empleo  de  fuerzas  ó  inversión  de  fondos  de  parte  de  la  Na- 
ción en  caso  de  ser  requerida  á  intervenir. 

El  Gobierno  encuentra  en  los  documentos  públicos  de 
San  Juan  la  prueba  de  que  la  forma  republicana  ha  sido  al- 
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terada  en  esa  Provincia  y  al  efecto  solicitará  Vd.  inmedia- 
tamente de  ella  de  quien  corresponda,  que  sean  puestos  en 
libertad  los  Representantes  aprehendidos  en  virtud  de  ac- 
dón  entablada  por  el  Poder  Ejecutivo  por  decreto  de  14  de 
Noviembre  ppdo. 

Los  razones  que  llevan  al  Gobierno  Nacional  á  declarar 
alterada  y  aún  subvertida  la  forma  republicana  del  Gobierno 
de  San  Juan,  son  las  que  se  deducen  de  los  actos  mismos 
del  Poder  Ejecutivo  y  de  los  testimonios  que  invocan;  y  á 
fin  de  que  Vd.  pueda  hacer  comprender  á  los  poderes  pú- 
blicos de  aquella  Provincia  los  fundamentos  de  la  acciíSn  que 
el  Gobierno  Nacional  ejerce  en  este  caso,  tengo  encargo  de 
exponerlos  brevemente. 

En  ningún  caso  el  Poder  Ejecutivo  puede  deducir  accio- 
nes contra  el  Poder  Legislativo  ni  el  Judicial,  ni  oir  queja 
interpuesta  contra  éstos,  por  cuanto  el  Poder  Legislativo  es 
supremo  sobre  los  otros  Poderes  á  quienes  puede  residen- 
ciar y  deponer,  declarándoles  culpables  en  la  forma  estable- 
cida y  que  se  estableciere. 

Este  principio  fundamental  del  Gobierno  Representativo, 
habiendo  aparecido  conculcado  por  el  vencedor  de  Caseros, 
mandando  disolver  la  Legislatura  de  Buenos  Aires,  costó 
diez  años  de  separación  y  mucha  sangre  y  tesoros  derrama- 
dos, como  protesta  contra  este  acto.  Esta  misma  causa  man- 
tuvo á  San  Juan  en  continua  lucha  durante  ocho  años,  g<hi- 
tra  las  consecuencias  de  haber  declarado  díscolos  á  los 
Representantes  por  actos  de  su  competencia  y  mandado  di- 
solver su  Legislatura. 

El  reciente  conflicto  entre  el  Congreso  y  el  Presidente  de 
los  Estados  Unidos,  dejó  sentado  este  principio  por  el  fallo 
final  pronunciado  por  el  Senado  en  el  juicio  de  residencia: 
que  el  P.  E.  está  obligado  á  ejecutar  leyes  que  él  juzgue 
inconstitucionales,  no  teniendo  ni  aún  el  pueblo  otro  derecho 
que  oponerles;  que  el  que,  le   ha  reservado  la  Constitución, 
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esto  es,  elejir  en  las  épocas  determinadas  por  la  ley,  nuevos 
Representantes  que  corrijan  el  error  de  dichas  leyes. 

Si  el  P.  E.  de  San  Juan  pretende  que  es  nula  la  elección 
«le  los  miembros  con  que  completaba  su  mayoría  la  Legis- 
latura, hay  en  esto  violación  de  la  forma  republicana  de  Go- 
bierno, por  cuantc  la  Legislatura  es  el  Juez  de  la  elección 
dé  sus  miembros  y  que  para  la  validez  de  sus  actos  no  ne- 
cesita una  Cámara  la  sanción  de  la  otra,  en  caso  de  estar 
dividido  en  dos  Cámaras  el  Cuerpo  I-egislativo,  ni  ambas 
del  cúmplase  del  Ejecutivo. 

Al  motivar  su  decreto  el  Ejecutivo,  por  fundadas  que 
parezcan  sus  razones,  carece  de  personería  y  jurisdicción,  y 
por  tanto  es  nula  una  decisión   que  no  le  compete. 

Si  el  parecer  (pues  que  juicio  no  es)  del  Poder  Ejecutivo, 
se  funda  en  el  informe  que  firman  diez  miembros  de  la  Le- 
i^íslatura  contra  el  proceder  de  los  once  que  aprobaron  la 
incorporación  do  un  Diputado  cuya  elección  había  sido  ya 
aptobada  sin  disputa,  y  la  de  otro  nuevamente  electo  con 
la  que  se  completaba  el  quorum,  está  violada  la  forma  re- 
publicana de  (jobierno,  porque  una  minoría  de  diez  no  puede 
producir  acto  que  no  sea  hecho  en  el  seno  de  la  Legisla- 
tura, pues  los  Representantes  no  ejercen  funciones  de  tales, 
cuando  no  están  cumpliendo  con  sus  deberes  de  Repre- 
sentantes, á  que  costa  de  los  mismos  documentos  publica- 
dos; haber  sido  llamados  con  instancia  por  los  otros,  para 
integrar  la  Sala  á  fin  de  examinar  los  poderes  de  uno  y 
juramentar  al  otro. 

El  Presidente  y  los  nueve  miembros  inasistentes  en  los 
días  de  tabla  tendrían  que  probar  que  ellos  y  no  los  otros 
asistieron  á  las  sesiones.  Pero  como  el  objeto  era  impedir 
la  aprobación  del  nuevo  electo,  es  evidente  que  faltaban  á 
su  deber;  y  la  falta  no  constituye  derecho.  De  lo  contra- 
rio, se  seguiría  que  las  minorías  confabulándose  para  no 
concurrir  á  las  sesiones  pueden  en  el  hecho  dictar  leyes 
negativas,  impidiendo   á  la  mayoría  legislar,  si  por  sí  sola 
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no  constituye  quorum,  esto  es,  si  no  hay  siempre  más  de 
dos  tercios  de  mayoría.  Para  evitar  esta  subversión  de  los 
principios  fundamentales,  han  sido  en  todos  tiempos  auto- 
rizados los  miembros  asistentes  á  las  sesiones,  en  cualquier 
número  que  sean,  á  proveer  á  los  medios  de  obligar  á  los 
inasistentes  <i  cumplir  con  su  deber,  sin  economizar  la  violencia. 

El  reglamento  de  debate  de  San  Juan  va  hasta  declarar 
cesantes  á  los  que  incurriesen  en  aquella  falta,  y  la  distin- 
ción entre  cesante  y  depuesto  que  hace  el  P.  E.  es  arbi- 
traria, pues  el  haber  cesado  deja  vacante  un  puesto  y  trae 
aparejado  el  deber  y  el  derecho  de  proveerlo.  Un  Repre« 
sentante  electo  por  el  pueblo  es  prima  facie  tal  Represen- 
tante en  virtud  de  la  elección  y  no  de  aprobación  de  la 
Legislatura.  Todo  acto  que  se  reputa  válido  mientras  no 
haya  prueba  en  contraria,  y  en  virtud  de  estos  dos  princi- 
pios,  puede  sentarse  en  la  Legislatura  y  su  presencia  es 
necesaria  para  hacer  quorum.  Si  por  inasistencia  intencio- 
nal de  los  ya  recibidos,  la  Legislatura  no  pudiera  funcio- 
nar para  el  solo  acto  de  renovarse  y  completar  su  número^ 
una  minoría  confabulada  podría,  no  asistiendo  á  las  sesio- 
nes, impedir  la   incorporación   de  nuevos  Representantes. 

Constituido  el  quorum  con  los  recipiendarios  la  Legisla- 
tura existe,  y  el  juicio  de  las  elecciones  que  pronuncie  es. 
final  y  decisivo. 

Cuando  fué  el  Dr.  Molinas  Comisionado  Nacional,  ha 
hiendo  aprobado  la  Legislatura  de  San  Juan  ciertas  elec« 
ciones,  el  Comisionado  Nacional,  pretendió  ejercer  cierto  de- 
recho de  tuición,  de  parte  del  Ejecutivo  en  materia  de 
elecciones,  y  el  juicio  que  la  Legislatura  pronunciase  sobre 
ellas,  pero  este  derecho  desconocido  en  el  sistema  repre- 
sentativo como  era  ignorada  la  palabra  que  pretendía  ox- 
presarlo,  fué  enérgicamente  rechazado,  y  mantenido  el  de- 
recho de  la  Legislatura  á  ser  Juez  exclusivo  de  la  elección 
de  sus  miemáros,  sin  veto  del  Ejecutivo  ser  acto  puramente 
judicial  suyo. 
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El  P.  E.  de  San  Juan  no  contento  con  pronunciar  juicio 
y  casi  sentencia  sobre  actos  que  no  entran  en  su  jurisdic- 
ción, pues  su  encargo  es  cumplir  las  leyes  que  dicte  la  Le- 
gislatura y  no  juzgar  de  la  validoz  de  esas  leyes,  declara 
sedicioso  á  este  cuerpo  con  los  cómplices  que  pretende  del 
imputado  crimen  de  sedición. 

1^  sedición  no  puede  venir  de  los  Representantes  del 
pueblo,  sino  como  cómplices  fautores  ó  instigadores  á  la  se- 
dición de  otros.  La  Legislatura  entre  los  poderes  coordina- 
dos del  Estado,  es  suprema  cuando  tiene  facultad  de  juzgar 
á  les  otros.  Si  es  una  minoría,  entonces  no  es  Legislatura. 
Pero  en  este  caso,  la  mayoría  formando  quorum,  es  su  único 
Juez  y  correctivo. 

Cuál  es  el  delito  imputado  por  el  Ejecutivo  al  Poder  Le- 
gislativo? «  Que  once  miembros  aprobaron  la  elección  hecha 
p-)r  el  pueblo  para  completarle  ». 

Esto  no  constituye  delito  de  sedición. 

La  sedición  la  establecen  hechos  materiales. 

La  sedición  es  la  resistencia  opuesta  por  una  parte  del 
pueblo  al  cumplimiento  de  las  leyes,  resistencia  demasiado 
fuerte  para  vencerla  ó  someterla  por  el  uso  ordinario  de 
la  autoridad  de  los  encargados   de  su  ejecución. 

A  la  sedición  se  opone  la  fuerza  armada.  Al  decreto 
del  Ejecutivo,  juzgando  sobre  la  validez  de  la  elección  ó 
aprobación  dada  por  la  Legislatura;  y  excitando  al  Fiscal 
deducir  cargos,  la  Legislatura  contesta  por  una  resolución 
desconociendo  el  Poder  en  el  Ejecutivo  para  este  caso  y 
apercibiendo  y  conminando  á  los  que  la  obedezcan. 

El  acto  insólito  del  Ejecutivo  provocó  esta  resolución  del 
agredido,  que  tiene  facultad  de  dictar  leyes.  Pero  una  reso- 
lución encabezada  con  las  palabras  se  resuelve,  no  es  ley  que 
obligue  al  pueblo,  pues  la  ley  reviste  otra  forma,  y  necesita 
el  cúmptcise  del  Ejecutivo,  si  no  hubiese  sido  vetada. 

Este  acto  Legislativo  que  no  está  fuera  de  las  atribuciones 
de  quien  lo  practica,  aunque  pueda  ser  tachado  de  incondu- 


cente,  y  la  publicación  de  todos  los  documentos  relativos  al 
conflicto,  es  declarado  en  el  decreto  de  14  de  Noviembre,  in- 
fraganti  delito  de  sedición,  y  por  tanto,  dando  fundamento  á 
la  prisión  de  los  Representantes. 

Los  Representantes  no  son  responsables  por  sus  opiniones 
emitidas  en  el  desempeño  de  sns  funciones  Legislativas,  y 
sus  personas,  por  tanto  son  inmunes.  Pero  la  inmunidad  no 
vá  hasta  donde  puedan  ser  aprehendidos.  La  perturbación  de 
la  tranquilidad  pública  (sedición,  rebelión:  insurrección,  ate), 
está  expresamente  excluida  en  las  constituciones  america- 
nas Las  nuestras  han  tomado  un  signo  exterior  del  delito  y 
es  ser  sorprendido  el  delincuente  infraganti.  En  el  caso  pre- 
sente se  usa  la  excepción  precisamente  en  lugar  de  lo  no 
permitido.  .Sedicioso  infraganti  será  un  Representante,  cuan- 
do se  le  sorprende  seduciendo  tropa  para  que  se  revele  con- 
tra el  Gobierno,  amotinando  gente  en  la  calie  para  asaltarlo, 
ó  alborotar  la  ciudad.  Pero  es  pervertir  el  sentiúo  de  las  pa- 
labras, pretender  que  hay  delito  infraganti  de  sedición,  ya 
sea  en  los  actos  por  los  cuales  los  Representantes  en  ejerci- 
cio sen  inmunes,  ó  en  la  publicación  de  los  documentos  acor- 
dados. Si  la  publicación  hubiese  producido  una  sedición,  se- 
rían castigados  los  sediciosos  y  aquellos  de  los  Representan- 
tes que  se  hubiesen  unido  á  éstos.  En  el  sentido  recto  de  las 
frases  pudo  haber  sediciosos  de  que  aparecieran  cómplices 
algunos  Representantes;  pero  es  el  colmo  de  la  impropiedad 
acusar  á  una  parte  de  la  Legislatura  de  sedición  con  ciertos 
cómplices,  al  fin  déla  intervención  del  doctor  Molinas,  tam- 
bién se  hizo  cargo  á  la  Legislatura  de  la  publicación  de  las 
actas  y  notas  relativas  á  las  cuestiones  promovidas,  en  viola- 
ción del  principio  de  la  publicidad  de  los  actos  legislativos» 
limitado  solo  por  la  facultad  de  la  Legislatura  de  mantener- 
los reservados  cuando  así  lo  juzgue  conveniente. 

Tales  son  los  hechos  que  á  juicio  del  Gobierno  Nacional, 
constituyen  clara,  evidente  y  manifiesta  violación  de  los  prin- 
cipios fundamentalee  de  la  forma  republicana  de  Gobierno;  y 
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cuyo  desagravio  reclama  el  cumplimiento  de  la  garantía  que 
a  élíos  dá  la  Nación  en  cada  Provincia. 

Nunca  el  Ejecutivo  fallará  sobre  validez  de  elecciones. 

Nunca  declarará  sediciosa  á  la  Legislatura. 

Nunca  pondrá  presos  á  los  Representantes  del  pueblo  por 
actos  que  revistan  el  carácter  de  actos  Legislativos. 

V(l.  comunicará  estas  conclusiones  al  P.  E.  de  San  Juan, 
para  que  proceda  á  ordenar  la  libertad  de  los  Representantes 
encarcelados.  Igualmente  les  hará  conocer  al  Juez  ó  Tribu- 
nal que  se  arroga  \x  facultad  de  juzgar  á  los  Representantes 
del  pueblo  por  actos  erróneos  y  aún  inconstitucionales  de  ca- 
rácter Legislativo. 

Obtenido  esto  inmediatamente  de  su  arribo  (con  los  aper- 
cibimientos para  que  está  usted  autorizado),  sin  admitir  dis- 
cusión que  tienda  á  prolongar  ni  una  hora  el  encarcelamiento 
procederá  á  restablecer  los  poderes  públicos,  haciendo  que  la 
fracción  de  la  Legislatura  encarcelada  se  reúna,  é  incitando  á 
que  se  le  adhiera  la  que  informó  sin  estar  para  ello  en  sesión 
legislativa,  á  fin  de  que  funcionen  ambas  en  conformidad  con 
las  leyes  y  reglamevitos  de  la  Provincia,  como  lo  hizo  la  Le- 
gislatura en  sus  últimas  sesiones. 

El  remedio  del  agravio  que  haya  recibido  el  Poder  Legis- 
lativo en  la  prisión  de  parte  de  sus  miembros  está  en  el  jui- 
cio de  residencia  que  podrá  ser  provocado  por  la  sanción  de 
haber  lugar  á  proceder  por  dos  tercios  de  mayoría. 

Mientras  esto  no  sea  posible,  la  Legislatura  y  el  Ejecutivo 
tienen  el  deber  de  respetarse  mutuamente,  manteniéndose  en 
los  límites  de  sus  derechos  respectivos.  La  lucha  entre  el 
Congreso  de  los  Estados  Unidos  y  el  Presidente,  cuan  obsti- 
nada, ardiente  y  violenta  ha  sido,  ha  dado  un  ejemplo  á  las 
repúblicas  del  mundo,  sobre  la  inteligencia  y  extensión  que 
seda  á  los  poderes  conferidos  á  cada  departamento  de  Go- 
bierno. El  Presidente,  declarando  inconstitucionales  muchas 
de  sus  leyes,  las  ejecutaba  con  celo  después  de  inútilmente 
vetadas.    El  Congreso  nunca  intentó  deponer  al  odiado  Pre- 
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sidente  sino  por  el  juicio  de  residencia,  en  que  sus  propios 
enemigos,  por  respeto  á  ia  justicia  lo  absolvieron  de  todo 
cargo. 

Estas  son  las  instrucciones  á  las  que  debe  usted  subordinar 
su  conducta  en  el  desempeño  de  este  delicado  cargo,  procu- 
rando atemperarlas  á  las  circunstancias  emerjentes,  según  su 
prudencia  mejor  se  lo  aconseje,  Esperando  de  su  patriotismo 
la  aceptación  de  esta  Comisión,  y  que  usted  no  se  rehusará  á 
prestar  este  nuevo  servicio  al  país,  lo  saludo  atentamente. 

Dalmacio  Velez  Sarsfield. 

Es  copia — 

Luis   V,    Várela, 

Sub8«>cr^tario. 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1868. 

Al  Excmo.  señor  Gobernador  de  la  Provincia  de  San  Juan  • 

El  Gobierno  Nacional  ha  recibido  requisición  de  número 
suficiente  de  miembros  de  la  Legislatura  de  San  Juan  para 
autorizarlo  á  reputarla;  la  Legislatura  de  San  Juan  al  objeto 
de  restablecer  las  autoridades  constituidas,  según  lo  prescrip- 
to  por  la  Constitución,  derrocadas  según  ella  lo  expone,  por 
sedición  del  Poder  Ejecutivo  que  la  ha  disuelto,  y  por  acto 
posterior,  hecho  reducir  á  prisión  á  doce  de  sus  miembros. 

£1  señor  Presidente  ha  tenido  á  la  vista  todos  los  docu- 
mentos públicos  impresos  relativos  á  este  desgraciado  inci- 
dente, y  me  encarga  comunicar  á  V.  E.,  para  los  fines  consi- 
guientes, que  ha  nombrado  Comisionado  Nacional  al  doctor 
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don  Luís  Velez,  Diputado  al  Congreso  por  Córdoba,  al  objeto 
de  restablecer  la  forma  republicana  de  Gobierno  subvertida 
por  los  actos  de  los  Poderes  Públicos  de  San  Juan,  en  cum- 
plimiento de  la  garantía  que  la  Nación  tiene  empeñada  para 
la  preservación  de  las  formas  republicanas  en  cada  una  de  las 
Provincias. 

Ejerciendo  por  la  primera  vez  esta  facultad  el  P.  Ejecutivo 
en  receso  del  Congreso,  el  señor  Presidente  espera  que  sus 
decisiones  encuentren  el  mismo  acatamiento  de  parte  de  las 
autoridades  y  pueblo  de  su  origen,  que  el  que  encontró  en 
la  Provincia  de  Corrientes,  no  obstante  pertenecer  á  otras 
iáeas  políticas  uno  de  los  bandos  contendientes. 

El  señor  Presidente  halla  mal  usada  la  acusación  de  sedi- 
cioso que  mutuamente  se  dirigen  el  Ejecutivo  y  la  Legisla- 
tura de  San  Juan,  y  por  tanto  no  la  acepta  en  ning^uno  de  los 
dos  casos.  Si  para  acusar  á  la  Legislatura  el  Ejecutivo  de 
San  Juan  tiene  que  negarles  á  sus  oponentes  el  carácter  de 
tal,  necesita  para  ello,  como  lo  ha  hecho  en  uno  de  sus  de- 
cretos, abrir  juicio  sobre  las  elecciones  de  los  dos  miembros 
que  completan  quorum,  y  este  solo  hecho  establece  la  ilega- 
lidad de  las  deducciones,  puesto  que  jamás,  el  P.  Ejecutivo 
puede  pronunciar  juicio  sobre  elecciones  de  Representantes 
de  la  Legislatura,  de  que  ella  es  único  y  final  Juez. 

El  señor  Presidente  me  encarga  comunicar  á  V.  E.  el  punto 
esencial  de  las  instrucciones  que  lleva  el  Comisionado^  que  es 
recabar  la  libertad  inmediata  de  los  Representantes  encarce- 
lados, y  ponerlos  en  inmediato  ejercicio  de  sus  funciones  de 
Representantes;  la  asistencia  de  los  que  resistieron  á  los  ac- 
tos de  esta  Legislatura  será  requerida  por  ella  en  los  térmi- 
nos que  los  reglamentos  vigentes  lo  ordenen. 

Comprendo  señor  Gobernador,  que  habrá  alguna  molestia 
de  amor  propio  para  los  que  aconsejaron  medida  tan  violen- 
ta, el  volver  sobre  sus  pasos  por  disponerlo  asi  el  Golrierno 
Nacional;  y  no  faltarán  consejeros  que  hallen  glorioso  y  dig- 
no poner  resistencia,  en  virtud  de  arg^umentos  que  reputarán 
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concluyentes,  á  una  disposición  que  sin  imponer  castigo  á 
nadie,  restablece  en  libertad  y  derechos  á  los  que  fueron  pri- 
vados de  ellos. 

Cierre  los  oídos  á  tales  sugestiones.  No  se  sonrojó  la  Cá- 
mara de  Diputados  de  los  Estados  Unidos  al  oir  la  sentencia 
del  Senado  que  declaraba  injustos  los  once  cargos  hechos  casi 
por  votación  unánime  contra  el  Presidente,  no  obstante  haber 
sido  elaborados  por  sus  sabios  jurisconsultos.  Los  Poderes 
Ejecutivo,  Legislativo  y  Judicial,  son  poderes  coordinados  sin 
otra  dependencia  entre  sí  que  la  que  establece  el  objeto  de  su 
institución,  el  bien  común,  y  la  supremacía  del  poder  Legis- 
lativo, en  cuanto  él,  en  ciertos  casos,  y  bajo  ciertas  reglas 
puede  llamar  á  juicio  á  los  otros. 

La  prisión  ordenada  contra  los  Representantes  en  número 
tal  que  forma  la  mitad  del  cuerpo,  es  demasiado  chocante 
para  llamar  sediciosos  á  sus  actos,  que  como  resulta  de  la 
acusación  misma  son  legislativos,  pues  no  se  les  acusa  de 
habérseles  encontrado  con  las  armas  en  la  mano,  ó  encabe- 
zando personalmente  tumultos  ó  seduciendo  tropas,  etc.,  que 
es  \o  que  constitU3'e  el  conato  ó  el  hecho  de  la  sedición.  I^s 
violaciones  de  alg^mas  prescripciones  del  Reglamento  de  la 
Legislatura,  la  inconveniencia  de  una  ley,  su  inconstituciona- 
lidad  misma  no  son  actos  sediciosos,  ni  es  al  Ejecutivo  á 
quien  corresponde  clasificarlos,  si  no  es  por  el  veto  usado  en 
las  formas  prescriptas. 

Sería  de  deplorar  que  la  Provincia  de  San  Juan  que  por 
tan  duras  y  terribles  pruebas  ha  pasado,  algunas  quizá  en  ex- 
piación de  sus  disenciones  internas,  fuese  la  primera,  por 
cuestiones  de  tan  poca  monta,  en  alejar  la  esperanza  de  que 
la  República  goce  de  tranquilidad  interior,  poniendo  obstá- 
culos á  la  acción  pacífica  de  la  autoridad  Nacional.  La  aten- 
ción reclamada  preferentemente  por  la  guerra  exterior  en 
que  estamos  empeñados,  por  los  bárbaros  que  amenazan  nues- 
tras fronteras;  por  los  cabecillas  Saa  y  Várela  que  se  propo- 
nen envolvernos  en  nuevos  desastres,  habrá  que  dividirla  aún 


—    2\SjJ    — 

para  imponer  por  la  fuerza  á  los  poderes  públicos  de  San 
Juan  el  sencillo  y  fácil  deber  de  respetarse  á  sí  mismo  y  res- 
petar á  los  otros. 

En  virtud  de  estas  simples  consideraciones  y  más  que  todo 
en  el  interés  de  la  conciliación  de  los  ánimos,  y  de  la  preser- 
vación de  las  formas  republicanas  que  los  decretos  de  V.  E. 
violan  eñ  su  esencia,  tengo  encargo  del  señor  Presidente  dé 
entero  crédito  al  Comisionado  Nacional,  en  cuanto  exprese 
en  el  pensamiento  del  Gobierno,  ordene  V.  E.  el  sobreseí 
miento  en  la  causa  promovida  á  los  Representantes  por  falta 
de  jurisdicción,  preste  á  aquel  la  cooperación  que  le  pida,  y 
tome  las  medidas  que  le  aconseje  para  restablecer  los  pode- 
res públicos  en  el  recto  ejercicio  de  sus  funciones,  y  devolver 
al  pueblo  la  tranquilidad  tan  comprometida,  por  ese  estado 
permanente  de  pugna  y  de  excisión. 

Dejando  así  cumplidas  las  órdenes  del  señor  Presidente, 
tengo  el  honor  de  saludar  á  V.  E.  con  mi  distinguida  consi- 
deración. 

Dalmacio  Velez  Sarsfield. 

Es  copia — 

Luis  V,  Várela, 

Subsecretario. 


San  Juan,  Diciembre  28  de  1868. 

Al  Excmo.  señor  Gobernador  de  la  Provincia,  don  Manuel 
J.  Zaballa. 

Después  de  larga   conferencia    tenida  hoy  día  con  V.  E. 
y  los  señores  Ministros  en  su  despacho,  en  la  que  expuest(^ 
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in  extenso  los  fundamentos  y  principios  que  han  servido 
de  base  á  las  resoluciones  que,  tanto  el  Exemo.  Gobierno 
Nacional  como  su  Comisionado,  han  hecho  concx^er  á  V.  E.,  % 

espero  que  V.  E.  acatándola  ordenará  el  sobreseimiento  de  \ 

la  causa,  seguida  á  los  representantes  del  pueblo  de  San 
Juan,  á  consecuencia  de  actos  puramente  legislativos,  los 
pondrá  inmediatamente  en  libertad,  y  ofrecerá  á  la  Repú- 
blica el  noble  ejemplo  de  un  mandatario  que  retrocede  de 
sus  propios  actos  ante  la  resolución  del  Excmo.  (xobierno 
de  la  Nación. 

Sin  duda  que  es  duro  dar  un  pciso  semejante;  pero  hay 
grandeza  en  retroceder  del  error  cuando  se  reconoce  que 
es  tal;  ó  cuando  una  autoridad  superior  lo  marca  con  este 
carácter. 

Invocando  el  patriotismo  de  V.  E.  y  los  dolorosos  re- 
cuerdos del  pasado  de  este  valiente  pueblo,  que  sostenía 
con  su  sangre  la  inviolabilidad  de  sus  representantes  y  sus 
prerrogativas,  confio  que  V.  E.  llenará  cumplidamente  las 
resoluciones,  que  le  han  sido  comunicadas,  poniendo  en  el 
día  de  hoy  en  libertad  á  los  representantes  encarcelados  y 
ordenando  el  sobreseimiento  de  una  causa  iniciada  por  ins- 
tancia de  V".  E. 

No  puede  el  Comisionado  Nacional  creer  que  V.  E.  con 
una  negativa  á  estas  resoluciones,  provoque  medidas  que 
serían  tanto  más  inexplicables  cuanto  que  este  mismo  pue- 
blo derramó  abundante  y  generosa  sangre  por  sostener  los 
principios  que  el  Excmo  Gobierno  Nacional  defiende  y  sos- 
tiene con  aquellas.  La  sombra  del  noble  mártir  Aberastain 
se  alzaría  para  amparar  también  los  mismos  principios. 

El  Comisionado  Nacional  espera  que  será  cumplida  esta 
resolución,  restableciendo  en  su  libertad  á  los  Diputados 
encarcelados. 
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Con  este  motivo  me  cabe    una  vez  más  el  placer  de  sa- 
ludar á  V.  E.  con  el  mayor  respeto  y  estima. 
Dios  guarde  á  V.  E. 


Firmado — 


Está  conforme — 


Luis  Velez. 


P,  Julio  Rodríguez, 

Secretario. 

Luis    V,    Várela, 

Subsecretario. 


San  Juan,  Diciembre  29  de  1868. 

Al  Sargento  Mayor  don  Lisandro  Sánchez,  Comandante  del 
Batallón   cSan  Juan>. 


Hallándose  en  la  Cárcel,  custodiados  por  las  fuerzas  na- 
cionales que  V.  S.  comanda,  indebida  é  inconstitucionéd- 
mente  presos  una  gran  parte  de  los  representantes  peí  pue- 
blo de  San  Juan,  y  habiendo  decretado  el  Excmo  Gobierno 
Nacional  el  restablecimiento  del  Poder  Legislativo,  obteni- 
do previamente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  ó  tri- 
bunal que  los  juzga  sin  derecho  alguno,  su  pronta  libertad 
y  el  sobreseimiento  de  su  causa,  y  habiéndose  ambos  ne- 
p'?»dc  á  dar  cumplimiento  á  una  resoluión  que  es  en  este 
caso  del  exclusivo  resorte  del  P.  E.  Nacionéd;  V.  E.  pro- 
cederá á  ponerlos  inmediatamente    en    libertad,  para    cum- 
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plir  asi  el  mandato  del  Excmo.  Gobierno  Nacional  á  quien 
represento  en  esta. 
Dios  guarde  á  V.  S. 


Firmado — 
Está  conforme- 


Luis  Velez. 


Es  copia — 


P.  Julio  Rodríguez, 

Secretario. 


Luis    V,    Várela, 

Subsecretario. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Comisionando  al  Dr.  Velez  para  intervenir 
en  San  Juan 


Bnenos  Aires,  Diciembre  3  de  1868. 

Habiendo  la  Legislatura  de  la  Provincia  de  San  Juan  re- 
querido la  intervención  del  Poder  Ejecutivo  Nacional  á  los 
efectos  del  urt.  ó®  de  la  Constitución. 
El  Presidente  de  la  República — 

HA   ACORDADO   Y  DECRETA: 

Artículo  I.** — Nómbrase  Comisionado  Nacional  cerca  del 
Gobierno  de  la  Provincia  de  San  Juan  al  ciudadano  doctor 
D.  Luiz  Velez,  quien  procederá  con  arreglo  á  las  instruc- 
ciones que  se  le  expedirán  por  el  Ministerio  del  Interior. 

Art.  2." — Asígnasele  la  cantidad  de  tres  mil  pesos  fuertes 
para  los  gastos  que  demande  su  comisión. 

Art.  3.* — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Sarmiento. 
Dalmacio   Velez  Sarsfield. 


1869 


San  Juan 


Informes  del  Gobierno  sobre  los  asuntos  de  San  Juan 


Mayo  31  de  1869. 

A  la  Honorable  Cámara  de  Senadores. 

Al  remitir  á  V.  H.  los  documentos  relativos  á  la  intervención 
nacional  en  la  Provincia  de  San  Juan,  el  Poder  Ejecutivo  con- 
sidera oportuno  acompañarlos  de  un  informe  circunstanciado 
á  fin  de  que  se  puedan  apreciar  debidamente  sus  procederes. 

Desde  luego  es  necesario  empezar  por  establecer  los  hechos 
que  han  dado  orige»  á  aquellos  procedimientos. 

I^  Legislatura  de  San  Juan,  en  nota  de  30  de  Octubre,  que 
se  acompaña  bajo  el  año  A.  (N°  i),  solicitó  intervención  del 
Gobierno  Nacional  por  verse  desconocida  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo de  aquella  Provincia.  A  esta  nota,  adjunta  la  Legislatura 
varios  documentos  de  la  mayor  importancia. 

Primero:  un  memorándum  (N<>  2),  explicativo  de  los  sucesos 
que  habían  producido  la  situación  irregular  en  que  la  Pro- 
vincia se  encontraba.  Segundo:  un  acta  de  la  sesión  del  28  de 
Octubre  del  año  pcisado,  en  la  que  consta  los  procedimientos 
seguidos  para  organizar  la  Cámara  (N°  3).  Tercero:  un  decreto 
del  Poder  Ejecutivo  de  San  Juan,  declarando  nulos  los  proce- 
dimientos de  la  Legislatura,  é  incitando  al  fiscal  á  deducir  las 
acciones  á  que  hubiere  lugar  contra  los  Diputados  (N''  4). 
Cuarto:  una  resolución  de  la  J^egislatura  condenando  los  pro- 
cedimientos del  Gobierno  y  prohibiendo  al  Poder  Judicial 
seguir  juicio  contra  los  miembros  de  la  Legislatura  (N®  5). 
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Quinto:  otra  resolución  del  Cuerpo   Legislativo  suspendiendo 
sus  sesiones  y  requiriendo  la  intervención  nacional  (N'  6). 

Fué  portador  de  estos  documentos  un  Comisionado  especial 
de  la  Legislatura,  el  Diputado  don  José  M.  del  Carril. 

El  Gobierno  estudiaba  el  asunto  y  su  opinión  sobre  la  nece- 
sidad de  la  intervención  no  estaba  aún  formada,  cuando  llega- 
ron nuevas  noticias  que  agravaban  la  situación  de  San  Juan, 
demostrándose  con  un  hecho  material,  que  no  se  prestaba  á 
tergiversaciones,  que  la  Legislatura  no  era  solamente  descono- 
cida, sino  que  se  imposibilitaba  su  funcionamiento  con  la  vio- 
lencia. El  Senado  se  habrá  ya  apercibido  que  el  P.  E.  se  refiere 
á  la  prisión  de  los  Diputados  que  constituían  la  mayoría  y  á 
los  que  decía  el  Gobernador  Zaballa  haber  tomado  infraganti 
delito  de  sedición,  consistiendo  este  en  haber  adoptado  una 
resolución  como  Legisladores,  y  haberla  mandado  publi- 
car. 

Este  atentado  resolvió  inmediatamente  la  intervención  del 
Gobierno  Nacional,  que  encontraba  justificado  el  requeri- 
miento de  la  Legislatura  de  San  Juan,  y  subvertida  la  forma 
representativa  republicana  de  gobierno  por  el  hecho  de  ha- 
berse el  Poder  Ejecutivo  arrogado  facultades  inherentes  al 
Poder  Legislativo  y  por  la  prisión  violenta  de  los  Diputa- 
dos. 

La  Constitución  de  la  antigua  Confederación  decía  en  su 
artículo  ó*": 

«  El  Gobierno  Federal  interviene  con  requisición  de  las  Le- 
«  gislaturas  ó  Gobernadores  provinciales,  ó  sin  ella,  en  el  ter- 
«  ritorio  de  cualquiera  de  las  Provincias,  al  solo  efecto  de  res- 
€  tablecer  el  orden  público  perturbado  por  la  sedición,  ó  de 
«  atender  á  la  seguridad  nacional  amenaza'^a  por  un  ataque  ó 
«  peligro  exterior». 

La  Convención  de  Buenos  Aires  que  proyectó  la  reforma 
de  aquella  Constitución,  pensó  desde  luego  que  uno  de  los  ar- 
tículos que  debía  ser  reformodo  era  este,  tanto  por  los  abusos  á 
que  había  dado  lugar  anteriormente,  como  porque  era  indis- 
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pensable  armonizar  sus  disposiciones  ccn  el  artículo  5**  de  la 
Constitución  que  impuso  «Al  Gobierno  Federal  el  deber  de 
«  garantir  á  cada  Provincia  el  goce  y  ejercicio  de  las  institucio- 
«  nes  locales,  de  conformidad  con  las  constituciones  que  de- 
<  bieran  dictar  bajo  el  sistema  representativo  republicano,  y 
«  de  acuerdo  con  los  principios,  declaraciones  y  garantías  de 
«  la  Constitución  Nacional». 

El  artículo  6°  quedó,  en  consecuencia  redactado  en  los  térmi- 
nos siguientes: 

«  El  Gobierno  Federal  interviene  en  el  territorio  de  las  Pro- 
«  vincicis  para  garantir  la  forma  republicana  de  Gobierno  ó 
«  repeler  invasiones  exteriores  y  á  requisición  de  sus  autorida- 
«  des  constituidas,  para  sostenerlas  ó  restablecerlas  sí  hubiesen 
«  sido  depuestas  por  la  sedición  ó  invasión  de  otra  Provincia». 

El  estudio  detenido  de  los  documentos  que  habían  sido  remi- 
tidos al  Poder  Ejecutivo,  le  trajo  la  convicción  de  que  en  la 
Provincia  de  San  Juan  estaba  violado  el  sistema  representativo 
republicano,  por  cuanto  el  Gobernador  de  aquella  Provincia  se 
había  arrogado  las  facultades  del  Poder  Legislativo,  descono- 
ciendo resoluciones  que  son  privativas  de  este  poder  tales  como 
el  juicio  sobre  la  validez  ó  nulidad  de  la  elección  de  sus  miem- 
bros, las  medidas  coercitivas  para  obligar  á  los  inasistentes  á 
concurrir  á  las  sesiones  y  por  el  hecho  más  extraordinario 
todavía  de  fundar  un  decreto  de  desconocimiento  de  la  Legis- 
latura en  el  informe  de  una  minoría  de  Diputados,  dado  fuera 
de  sesiones,  y  por  consiguiente  cuando  no  ejercian  función 
alguna  legislativa. 

No  necesita  esforzarse  el  Poder  Ejecutivo  en  demostrar  que 
el  sistema  representativo  republicano  estaría  minado  por  su 
base,  desde  el  momento  en  que  reconociese  á  las  minorías  de 
las  Legislaturcis,  el  derecho  de  atentar  contra  las  resoluciones 
de  las  mayorías,  con  sólo  reunirse  en  un  local  cualquiera,  y 
hacer  causa  común  con  el  P.  E.  como  ha  sucedido  en  San 
Juan. 
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En  el  sistema  representativo  republicano  las  Legislaturas 
dictan  las  leyes  y  adoptan  sus  resoluciones  por  mayoría  de 
votos,  sin  que  á  las  minorías  sea  dado  hacer  otra  cosa  que 
someterse  á  la  voluntad  del  mayor  número.  Aún  suponiendo 
que  hubiera  exactitud  en  Icis  apreciaciones  que  la  minoría  de  la 
Legislatura  de  San  Juan  hace  en  su  protesta  dirigida  al  Gober- 
nador de  aquella  Provincia,  con  motivo  de  las  resoluciones 
adoptadas  por  la  mayoría  en  la  sesión  de  28  de  Octubre,  el 
Gobernador  no  ha  podido  nunca  dictar  el  decreto  con  que  des- 
conoció aquellas  resoluciones,  porque  no  está  en  la  esfera  de 
sus  facultades  semejante  atribución. 

Si  había  una  falta  que  remediar,  la  minoría  debió  tomar  su 
asiento  en  la  Cámara  y  provocar  allí  la  reconsideración  de  los 
actos  de  que  se  quejaba,  y  el  Gobernador  debió  votar  las  reso- 
luciones que  se  le  comunicaban,  si  es  que  en  ellas  cabía  el  veto, 
único  medio  legal  que  el  Poder  Ejecutivo  tiene  para  suspender 
la  eficacia  de  los  actos  legislativos. 

No  se  procedió  así  sin  embargo;  y  todos  los  actos  del  Gober- 
nador de  San  Juan  demuestran  en  él  la  intención  decidida  de 
prescindir  completamente  del  Poder  Legislativo,  ejerciendo 
violencia  sobre  los  miembros  que  lo  constituían,  con  excepción 
de  la  minoría  que  le  era  simpática  y  que  le  acompañaba  en  la 
conspiración  contra  el  sistema  representativo  republicano, 
cuyo  ejercicio  garante  á  cada  Provincia  el  Gobierno  Federal. 
Así,  puede  observarse  que  en  el  mismo  decreto  atentatorio 
contraía  Legislatura,  el  Gobernador  Zavalla,  incitaba  al  fiscal 
público  á  entablar  acciones  criminales  contra  los  Diputados, 
suponiendo  la  existencia  de  delitos  cometidos  en  el  ejercicio 
de  las  funciones  de  Representantes  del  pueblo;  como  si  en 
ningún  caso  pudiese  hacerse  un  crimen  al  Diputado  de  las 
opiniones  que  vierta  y  del  voto  que  dé  como  Legislador. 

Atropellada  así  la  Legislatura,  dio  una  ley  ó  resolución,  por 
la  cuál  se  declara  nulo  el  decreto  del  Gobernador  Zavalla 
desconociéndola,  y  se  considera  sedicioso  á  todo  el  que  no  le 
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secunde  en  sus  propósitos.  Esta  resolución  fué  seguida  de  la 
prisión  de  los  Diputados  que  la  dieron,  declarados  á  su  vez 
sediciosos  infraganti  delito,  por  el  hecho  de  haber  publicado 
la  resolución  antes  mencionada. 

Violada  la  forma  republicana  de  gobierno,  el  P.  E.  resolvió 
la  intervención  por  derecho  propio,  á  fin  de  hacer  práctica  la 
garantía  de  ejercicio  de  las  instituciones  locales  que  el  Gobier- 
no Federal  garante  á  cada  Provincia  (art  5°  de  la  Constitu- 
ción Nacional);  y  resolvió  acceder  al  requerimiento  de  inter- 
vención de  la  Legislatura  para  sostenerla  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  (art  6®  de  la  Constitución). 

El  delicado  cargo  de  Interventor  Nacional,  fué  confiado  al 
Diputado  al  Congreso,  ciudadano  D.  Luis  Velez,  como  consta 
del  decreto  expedido  entonces  (Anexo  B.  N°  i). 

Las  instrucciones  enviadcis  á  este  Comisionado  que  V.  H. 
encontraría  anexas,  bajo  el  número  2,  recomendaban  la  mayor 
prudencia  y  moderación,  é  instaban  porque  se  incitara  el  patrio- 
tismo de  las  fracciones  disidentes,  á  fin  de  hacerlos  venir  á  un 
arreglo  que  evitara  el  bochornoso  espectáculo  que  en  esos  mo- 
mentos ofrecía  la  Provincia  de  San  Juan  con  su  Legislatura 
encarcelada  y, un  Gobernador  que  se  había  investido  por  su 
propia  cuenta  de  facultades  extraordiuarias;  porque  facultades 
extraordinarias  son  todas  aquellas  que  se  ejercen,  arrebatando 
un  poder  público  á  otro,  atribuciones  exclusivamente  suyas. 

El  Poder  Ejecutivo  cree  oportuno  consignar  en  este  docu- 
mento un  párrafo  de  aquellas  instrucciones,  para  que  se  pueda 
juzgar  el  espíritu  que  lo  dominaba  al  decretar  la  interven- 
ción: «  El  señor  Presidente  me  encarga,  dicen    aquellas  ins- 

<  trucciones,  prevenir  á  Vd.  que  vá  á  encontrar  en  San  Juan, 
€  en  uno  y  otro  bando,   ánimos  exacerbados 'por  discusiones 

<  y  pugnas  personales,  ciudadanos  honrados  en  unas  y  otras 
€  filas,  pero  arrastrados  por  la  pasión  muchos,  por  la  mala 
€  inteligencia  de  sus  derechos  los  más,  y  por  ambiciones  per- 
€  sonales  algunos.  Vd.  debe  obrar  pues  teniendo  en   vista  que 
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€  en  todos  los  hechos  no  hay  crimen  sino  error,  pero  error  que 
€  debe  desaparecer  desde  que  la  insistencia  en  el  haya  de  pro- 
«  ducir  desórdenes  de  un  lado  y  empleo  de  fuerza  ó  inversión 
€  de  fondos  de  parte  de  la  Nación  en  caso  de  ser  requerida  á 
«  intervenir». 

En  las  palabras  transcritas  se  puede  observar  cuan  lejos 
estaba  de  la  intervención  del  Podjer  Ejecutivo  Nacional,  el  lle- 
var su  intención  á  San  Juan  para  favorecer  un  partido  con 
perjuicio  del  otro. 

El  encargo  que  se  daba  al  Comisionado  era  obtener  la  liber- 
tad de  los  Diputados,  y  poner  á  la  Legislatura  en  ejercicio  de 
sus  funciones. 

La  prisión  de  los  Diputados  era  un  acto  tan  irregular,  tan 
abusivo,  tan  atentatorio,  que  por  sí  solo  habría  bastado  para 
motivar  la  intervención.  Es  de  la  esencia  del  sistema  represen- 
tativo republicano  que  el  Diputado  es  inmune  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  y  tan  riguroso  es  este  principio,  que  la 
Constitución  Nacional  exige  dos  tercios  de  votos  de  cada 
Cámara  para  poder  suspender  á  uno  de  sus  miembros  y  entre- 
garlo á  la  Justicia  ordinaria  cuando  se  forme  querella  por  escrito 
cou*ra  algún  Senador  ó  Diputado;  como  prescribe  que,  cuándo 
el  Diputado  ó  Senador  sea  aprehendido  infraganii  delito  se  dé 
cuenta  inmediata  á  la  Cámara  respectiva  con  la  información 
sumaria  del  hecho. 

En  San  Juan  todos  estos  principios  fueron  violados,  desde 
que  se  había  hecho  delito  de  un  acto  legislativo  para  tener 
pretexto  para  el  juicio,  y  tomando  luego  la  publicación  de  esa 
resolución  legislativa  como  el  acto  material  de  cometer  el  cri- 
men, para  ordenarla  prisión  de  los  Diputados,  y  todo  sin  llenar 
las  formalidades  señaladas  para  estos  casos. 

Llegado  el  Comisionado  ala  Provincia  intervenida,  solicitó 
del  Gobernador  la  excarcelación  y  este  con  pretextos  frivolos  se 
negó  á  ordenarla;  la  solicitó  enseguida  del  Juez  del  Crimen  que 
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conocía  en  la  causa,  el  que  también  adujo  pretextos  para  apo- 
yar su  negativa. 

Entre  tanto,  oígase  como  expone  el  Comisionado   Nacional, 
(Anexo  B.  N°  4): 

f  La  situación  de  los  Diputados  presos,  dice  el  Comisionado 
f  Nacional,  demandaba  una  solución  pronta  sobre  su  prisión  y 
€  V.  E.  lo  prevenía  encarecidamente  en  las  instrucciones  reser- 
«  vadas  que  se  me  habían  transmitido.  Hacinados  con  bandidos 
f  y  criminales  de  todo  género,-  en  inmundos  y  estrechos  cala 
f  bozos,  cada  hora  de  prisión  en  los  rigores  de  la  estación,  era 
«  una  hora  de  martirio  y  de  sufrimiento.  Era  indispensable 
f  evitar  todo  cuanto  tendiese  á  prolongar  este  incalifi- 
«  cable  suplicio,  tanto  más  terrible,  cuanto  más  injusto  y  veja- 
«  torio». 

El  Comisionado  Nacional,  desoldó  en  su  petición  por  el  Go- 
bernador de  San  Juan  y  por  el  Juez  del  Crimen,  ordenó  al  jefe 
de  las  fuerzas  que  estaban  á  sus  órdenes,  diese  libertad  á  los 
Diputados.  «  I-ra  orden  fué  cumplida,  dice  eí  Comisionado» 
«  saliendo  todos  los  Diputados  y  el  Secretario  de  la  Legislatura 
€  de  la  cárcel,  en  la  que  no  ya  se  les  íiseguraba,  sino  que  se 
€  les  vejaba  de  un  modo  odioso  y  cruel». 

Cumplida  así  la  primera  parte  de  la  misión  confiada  al  Dipu- 
tado Vélez,  trató  de  llenar  la  segunda  incitando  á  los  Diputa- 
dos de  la  minoría  á  asistir  á  la  reinstalación  de  la  Legislatura. 
Vanos  fueron  los  esfuerzos  del  Comisionado  Nacional  en  este 
sentido. 

Después  de  haber  obtenido  de  aquellos  señores  la  promesa 
de  que  asistirían  á  la  sesión  cuando  el  caso  llegó  le  hicieron 
saber  por  medio  de  una  nota,  que  persistían  en  mantenerse 
alejados  de  la  Cámara,  puesto  que  habiendo  protestado  contra 
la  reunión  del  28  de  Octubre  por  inconstitucional,  desde  ese 
momento  había  quedado  establecido  un  conflicto  entre  las  dos 
fracciones  déla  Cámara  (Anexo  B.  documento  N"  9). 

El  señor  Comisionado  pidió  en  esta  situación  nuevas  instruc- 
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cienes  al  Poder  Ejecutivo  (N*  5),  las  que  fueron  enviadas  inme- 
diatamente (N'^  I  i). 

En  estas  instrucciones  se  demuestra  claramente  como  no 
puede  admitirse  el  conflicto  entre  dos  fracciones  de  la  Legisla- 
tura; porque  es  base  del  sistema  representativo  republicano, 
como  antes  se  ha  dicho,  que  toda  cuestión  se  resuelva  por  vota- 
ción, no  teniendo  la  minoría  derecho  á  protestar  fuera  de  su 
seno  contra  las  sanciones  de  la  mayoría  ni  mucho  menos  á 
buscar  el  apoyo  de  otro  podej  para  ejercer  violencia  contra 
esta. 

Como  se  verá  por  esas  instrucciones,  el  Poder  Ejecutivo  en- 
cargó á  su  Comisionado  que  diera  por  terminada  su  misión 
dejando  la  Legislatura  instalada,  cualquiera  que  fuese  el  núme- 
ro de  Diputados,  pues  es  el  resorte  exclusivo  de  aquella  el 
proveer  los  medios  para  obligar  á  los  inasistentes  á  concurrir 
á  la  Cámara,  ó  adoptar  las  medidas  necesarias  para  que  el 
Poder  Legislativo  no  desaparezca  por  confabulaciones  ilegales 
de  las  minorías;  y  persistiendo  siempre  el  Poder  Ejecutivo  en 
sus  propósitos  de  conciliación  y  prudencia,  consignó  el  siguiente 
párrafo  en  las  instrucciones  referidas:  <  El  Gobierno  Nacional 

<  cree  que  no  teniendo  la  Legislatura  fuerza  armada  para  hacer 

<  cumplir  sus  resoluciones  y  en  previsión  de  que  el  Ejecutivo 
«  de  la  Provincia  por  favorecer  á  los  inasistentes  y  dejar  bur- 
f  lada  á  la  Intervención,  no  preste  su  fuerza  ala  Legislatura 
«  podía  ordenar  á  Vd.  que  ponga  fuerza  nacional  á  las  órdenes 
«  del  Presidente  de  la  Legislatura,  para  compeler  á  asistir  á  los 
€  que  se  mantienen  rebeldes  contra  su  autoridad;  pero  el  Go- 

<  bierno  Nacional  no  tiene  la  suficiente  confianza  en  la  justifi- 
€  cación  de  los  actos  de  hombres  exacerbados  por  agravios  y 
«  rencores,  y  ha  creido  que  debía  dejar  al  sentimiento  del 

<  deber  y  del  decoro  á  unos  y  otros  conformándose  con  mante- 
€  ner  su  acción  en  los  límites  del  sistema  representativo  común 
«  á  todas  las  Repúblicas  y  fuera  del  alcance  de  las  pasiones 
«  que  dividen  á  San  Juan». 
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El  Comisionado  Nacional  llenó  cumplidamente  estas  ins- 
trucciones (Anexo  al  N**  ii)  «  que  una  vez  restablecido  el 
€  Poder  Legislativo  de  la  Provincia  de  San  Juan  por  la  auto- 
€  ridad  nacional,  no  ¿ra  posible  sin  mengua  de  la  misma,  supo- 
€  ner  que  sus  resoluciones  no  fueran  debidamente  acatadas; 
€  agregando:  El  Poder  Nacional  que  ha  restablecido  la  Legis- 
€  latura,  será  quien  la  sostenga». 

Esta  fué  la  situación  que  dejó  en  San  Juan  el  Comisionado 
Nacional  y  el  P.  E.  esperaba  que  la  reflexión  y  el  -patriotismo 
hubiesen  traido  á  todos  los  "espíritus  la  tranquilidad  necesaria 
y  que  aquella  Provincia  hubiese  continuado  por  la  senda  cons- 
titucional en  que  acababa  de  ser  colocada  por  el  poder  encar- 
grado  de  garantir  el  ejercicio  de  las  instituciones  locales  á  las 
catorce  provincias  que  componen  la  República. 

Desgraciadamente  la  pasión  se  sobrepuso  á  la  razón  y  el 
Gobernador  de  Can  Juan  que  había  atentado  antes  contra  el 
Poder  Legislativo  en  su  Provincia,  quiso  dar  nuyores  proporcio- 
nes al  escándalo  y  dictó  el  16  y  20  de  Febrero  dos  decretos,  que 
importaban  actos  de  verdadera  rebelión  contra  la  Constitución 
y  la  autoridad  Nacional. 

Esos  decretos  se  adjuntan  bajo  el  anexo  6,  números  i  y  2 

Al  mismo  tiempo  que  ellos  recibió  el  Poder  Ejecutivo  la  nota 
y  resolución  de  la  Legislatura,  fecha  19  de  Febrero,  que  se 
incluyen  bajo  el  número  3. 

Desde  este  momento  los  sucesos  de  San  Juan  tomaban  un 
carácter  distinto  y  una  gravedad  mayor  que  la  que  hasta  enton 
ees  habían  tenido. 

El  Gobernador  de  aquella  Provincia,  ultrapasando  todo 
derecho,  declaraba  por  medio  de  un  decreto^  nulos  los  actos  del 
Poder  Ejecutivo  Nacional,  que  habían  dado  por  resultado  el 
restablecimiento  de  la  Leg^islatura  de  San  Juan  y  volvía  las 
cosas  al  estado  que  tenían  cuando  llegó  allí  el  Interventor 
Doctor  Don  Luis  Velez.  Además,  ordenaba  por  medio  de  otro 
decreto,  que  saliese  del  territorio  de  su  Provincia,  un  batallón 
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de  Guardia  Nacional  movilizada,  que  había  sido  colocado  allí 
por  la  administración  anterior  para  prevenir  una  invasión  de 
montoneros. 

Con  estos  procedimientos  del  Gobierno  de  San  Juan  queda- 
ban violados  los  principios  del  sistema  de  Gobierno  que  nos 
rige  y  era  desconocida  la  autoridad  Nacional  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  legítimas. 

El  artículo  5°  de  la  Constitución  impone  al  Gobierno  Fe- 
deral la  obligación  de  garantir  á  cada  Provincia  el  ejercicio 
de  sus  instituciones  locales,  y  el  art.  6*  le  faculta  para  inter- 
venir en  ellas  á  ese  objeto,  ó  para  reponer  y  sostener  las 
autoridades  constituidcis  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

El  Poder  Ejecutivo  había  ido  á  San  Juan  á  hacer  prácticas 
las  disposiciones  de  estos  dos  artículos  constitucionales,  pues 
el  Gobernador  de  esta  Provincia  había  suprimido  el  Poder 
Legislativo  de  ella  por  la  prisión  de  la  mayoría  de  los  Dipu- 
tados y  se  habia  abrogado  sus  facultades  resolviendo  cuestio- 
nes de  la  competencia  de  la  Legislatura. 

Desde  ese  momento  el  Gobernador  de  San  Juan  estaba 
obligado  á  acatar  la  autoridad  del  Jefe  Supremo  de  la  Repú  • 
blica,  representada  allí  por  el  Interventor  que  procedió  á  su 
nombre,  y  todo  acto  de  ese  Gobernador,  tendente  á  descono- 
cer la  autoridad  nacional,  era  un  acto  de  verdadera  rebelión, 
porque  los  Gobernadores  de  Provincia  no  pueden  en  ningún 
caso  juzgar  é  invalidar  las  resoluciones  de  los  Poderes  Nacio- 
nales. Del  Poder  Ejecutivo  es  juez  único  el  Congreso  por  acu- 
sación. 

El  mismo  Gobernador  Zavalla  había  reconocido  el  perfec- 
to derecho  con  que  el  Presidente  de  la  República  intervenía 
en  San  Juan,  cuando  contestando  á  la  nota  con  que  se  le  co- 
municó el  nombramiento  del  Comisionado  Nacional  decía  lo 
siguiente: 

€  No  es  del  caso  manifestar  la  divergencia  de  vistas  que 
«  sobre  subversión  de  la  forma  republicana  de  gobierno  abrí- 
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€  ga  el  de  esta  Provincia  con  las  manifestadas  por  V.  E.  La 
€  Constitución  ha  dejado  al  Gobierno  Federal  la  apreciación 
«  legal  de  ese  hecho  y  al  tomar  el  señor  Presidente  la  reso- 
«  lución  que  se  nos  comunica,  ha  ejercido  un  derecho  perfec- 
«  /^  t.    (Anexo  B.  núm.  7). 

Entonces,  si  el  mismo  Gobernador  de  San  Juan  reconocía 
y  declaraba  que  el  Presidente  de  la  República  ejercía  un  de- 
recho perfecto,  al  llevar  la  intervención  á  aquella  Provincia, 
era  deber  suyo  someterse  á  las  consecuencias  del  ejercicio  de 
aquel  derecho. 

El  Gobernador  de  San  Juan,  olvidando,  sin  embargo,  sus 
propias  declaraciones,  expide  el  decreto  de  16  de  Febrero, 
desconociendo  los  procedimientos  de  la  autoridad  nacional, 
incurriendo  en  la  clasificación  de  sedicioso  que  la  ley  da  «  al 
«  que  impide  á  la  autoridad  nacional  el  ejercicio  de  sus  f  un- 
«  ciones  y  la  ejecución  y  cumplimiento  de  las  providencias 
«  administrativas  en  algunas  provincias»,  y  en  la  clasifica- 
ción de  rebelde,  también  aplicada  por  la  ley,  —  «al  que  pre- 
<  tenda  despojar  de  su  autoridad  constitucional  al  Presidente 
«  de  la  Nación  ». 

Desde  ese  momento  el  Gobernador  de  San  Juan  se  coloca- 
ba en  condiciones  irregulares  para  con  los  poderes  naciona- 
les. 

Reagravaba  su  situación  este  mandatario  irreflexivo  con 
otro  decreto  expedido  el  20  de  Febrero,  por  el  que  se  expul- 
saba ignominiosamente  de  la  Provincia  de  San  Juan  á  un 
batallón  allí  situado  por  orden  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica. 

El  Gx)bernador  decía  en  su  decreto  que  <  los  Estados  tie- 
«  nen  el  perfecto  derecho  de  no  admitir  en  sus  territorios  la 
«  permanencia  de  fuerzas  de  línea  ó  de  la  milicia  nacional 
«  movilizada,  cuando  no  han  sido  declarados  en  estado  de 
«  sitio  ó  no  han  sido  requeridas  por  sus  Gobiernos  »;  desco- 
nociendo con  esta  doctrina  la  prescripción  constitucional  que 
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dá  entre  las  atribuciones  al  Poder  Ejecutivo,  la  de  distribuir 
las  fuerzas  de  la  Nación  en  todo  el  territorio  de  la  Repú- 
blica. 

La  Legislatura  de  San  Juan,  á  su  vez,  toma  una  resolución 
requiriendo  de  la  autoridad  nacional  el  auxilio  de  la  fuerza 
pública  para  el  sostenimiento  del  Poder  Legislativo,  que  ha- 
bía sido  ?  establecido  por  su  intervención,  y  anulando  los  de- 
cretos del  Gobernador  en  que  se  desconocen  sus  resolucio- 
nes. 

En  esta  situación,  el  Poder  Ejecutivo  Nacional  dictó  el  de- 
creto de  4  de  Marzo,  que  se  acompaña  bajo  el  Anexo  D,  por 
el  que  se  ponía  á  las  órdenes  del  General  Arredondo  toda  la 
fuerza  de  línea  ó  milicias  que  se  encontrase  en  la  Provincia  de 
San  Juan,  se  ordenaba  apoyar  con  la  fuerza  pública  el  man- 
tenimiento de  la  Legislatura  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
ordinarias,  y  se  establecía  que  todo  ciudadano  que  tomase  las 
armas  para  resistir  con  el  Gobernador  de  San  Juan  las  resolu- 
ciones de  las  autoridades  nacionales,  sería  considerado  en  re- 
belión contra  ellas. 

Los  fundamentos  constitucionales  de  este  decreto  son  muy 
claros.  El  primer  deber  del  Ejecutivo  Nacional  es  hacer  cum- 
plir la  Constitución  y  las  leyes  en  todo  el  territorio  de  la  Re- 
pública; y  cuando  en  una  Provincia  un  Gobernador  se  leVanta 
desconociéndolas  forzoso  es  reducirlo  por  la  fuerza,  si  es  que 
como  en  San  Juan  se  muestra  sordo  á  la  razón  y  al  patrio- 
tismo. 

El  Ejecutivo  Nacional,  que  había  ido  á  San  Juan  á  resta- 
blecer la  forma  republicana  de  gobierno,  con  la  reinstalación 
de  la  Legislatura,  que  se  veía  desconocida  por  el  Gobernador 
de  la  Provincia,  necesitaba  ir  allí  de  nuevo  á  hacer  respetar 
su  autoridad  y  también  á  sostener  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones al  poder  que  había  restablecido  y  que  de  nuevo  era 
desconocido. 

Al  día  siguiente  de  expedido  el  decreto  de  4  de  Marzo, 
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llegó  á  esta  ciudad  el  Ministro  del  Gobernador  Zavalla,  don 
Isidoro  Albarracín,  comisionado  por  aquel  para  explicar  al 
Gobierno  Nacional  cual  era  la  actitud  del  Gobierno  de  San 
Juan.  (Anexo  E,  núm.  i). 

En  nota  de  1 1  de  Marzo,  el  Ministro  Albarracín  dice  lo  si- 
guiente: 

«  V.  E.  ha  podido  apreciar  en  la  conferencia  tenida  con 
este  objeto,  los  antecedentes  que  autorizaron  al  Gobierno  de 
San  Juan  á  reputar  limitado  el  alcance  de  la  Intervención, 
al  único  fin  de  restablecer  la  forma  republicana  de  gobierno 
subvertida  por  la  prisión  de  los  Representantes,  pero  desde 
que  los  documentos  producidos  y  explicaciones  tenidas  con 
V.  E.  vienen  á  desvanecer  esta  convicción,  patentizando  que 
la  intervención  del  Gobierno  Nacional  tenía  por  objeto  la  re- 
posición del  Poder  Legislativo,  ordenada  á  su  requerimiento 
y  por  autoridad  propia  el  infrascrito  se  hace  un  deber  en  de- 
clarar que  reconoce  como  un  derecho  perfecto  del  Jefe  de  la 
Nación  el  ejercicio  de  tal  facultad  como  lo  había  antes  reco- 
nocido explícitamente  en  lo  que  se  refiere  al  restablecimien- 
to de  las  formsis  republicanas  de  gobierno,  sea  cual  fuere  la 
apreciación  divergente  que  pudiera  hacerse  sobre  los  hechos 
ocurridos  ». 

«  Así,  no  vacile  en  asegurar  á  V.  E.  que  el  Gobierno  de 
San  Juan  prestará  el  debido  acatamiento  á  la  autoridad  su- 
prema, reconociendo  la  Legislatura  de  San  Juan  con  el  per- 
sonal y  formas  en  que  ha  sido  repuesta,  manteniendo  con 
ella  las  relaciones  constitucionales».    (Anexo  E,  núm.  2). 

Esta  franca  declaración  del  Comisionado  del  Gobernador 
Za valla  demuestra  que  á  los  ojos  del  mismo  que  había  moti- 
vado el  decreto  de  4  de  Marzo,  los  procedimientos  del  Eje- 
cutivo Nacional,  eran  de  todo  punto  acertados  y  daban  la 
esperanza  fundada  de  que  una  situación  que  se  presentaba 
tan  preñada  de  nubes  se  resolviera  por  los  medios  sencillos 
y  fáciles  que  ofrecen  el  ejercicio  tranquilo  de  las  institucio- 
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nes  federales,  y  la  aplicación  regular  de  la  Constitución  y  las 
leyes. 

El  Gobernador  Zavalla  reconocía  por  el  órgano  de  su  Mi- 
nistro que  la  Intervención  había  sido  llevada  á  San  Juan  en 
virtud  de  un  derecho  perfecto  del  Jefe  de  la  Nación,  y  como 
un  acto  d¿  acatamiento  á  la  autoridad  suprema,  se  anundaba 
que  el  Gobierno  de  aquella  Provincia  reconocería  la  I-egis- 
latura  con  el  personal  y  formas  en  que  había  sido  repues- 
ta, manteniendo  con  ella  las  relaciones  constitucionales. 

Era  esto  cuanto  deseaba  el  Poder  Ejecutivo  Nacional,  y  se 
apresuró  adietar  el  decreto  (núm.  3);  dejando  sin  efecto  las 
disposiciones  del  de  4  de  Marzo.  Se  ordenaba  al  mismo  tiem- 
po al  General  Arredondo  que  tan  luego  como  el  Gobernador 
de  San  Juan  reconociese  la  Legislatura  desconocida  hasta 
entonces  por  él,  hiciese  publicar  por  bando  aquel  decreto 
(núm.  17),  y  mandara  al  jefe  del  batallón  movilizado  que 
pasase  á  la  casa  de  gobierno  y  presentara  las  armas  al  Go- 
bernador de  la  Provincia,  poniéndose  á  sus  órdenes  (docu- 
mento núm.  4). 

El  Poder  Ejecutivo  Nacional  consideraba  satisfactoriamente 
terminado  este  desagradable  incidente,  cuando  fué  sorpren- 
dido por  comunicación  del  General  Arredondo,  haciéndole 
saber  que  no  había  publicado  el  decreto  que  le  fué  remitido 
porque  el  Gobernador  de  la  Provincia  entendía  que  su  com 
promiso  era  reconocer  la  Legislatura  desde  la  fecha  y  no 
desde  el  día  en  que  fué  repuesta  por  el  Interventor  Nacional 
(Anexo  F,  núm.  i  y  anexos).  Hacia  presente  al  mismo  tiem- 
po que  había  comunicado  al  Grobernador  Zavalla,  que  pe- 
día instrucciones  al  Poder  Ejecutivo  y  que  mientras  estas 
llegasen  quedaba  en  vigencia  el  decreto  de  4  de  Marzo,  es 
decir,  el  que  ordenaba  que  se  prestase  el  auxilio  de  la  fuerza 
pública  para  el  sostenimiento  de  la  Legislatura. 

El  General  Arredondo  había  llenado  cumplidamente  sus 
instrucciones.  El  reconocimiento  de  la  Legislatura  debía  ha- 
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cerse  desde  la  fecha  en  que  fué  reinstalada  porque  lo  contra- 
rio habría  importado  dejar  prevalecer  la  insurrección  del  Go- 
bierno de  San  Juan,  que  por  órgano  de  su  Ministro  había 
reconocido  que  el  Presidente  de  la  República  había  ejercido 
un  derecho  legítimo  al  llevar  la  intervención  y  restablecer  la 
Legislatura. 

Y  ni  lugar  á  dudas  había  sobre  este  punto,  porque  en  las 
conferencias  del  Ministro  del  Gobernador  Zavalla  con  el  Eje- 
cutivo Nacional,  se  habló  extensamente  sobre  los  medios  que 
podría  tocarse  para  que  la  Legislatura  reconsiderase  las  leyes 
que  había  dictado  en  el  tiempo  que  se  había  encontrado  en 
entredicho  con  el  Gobierno,  y  fué  en  virtud  de  esas  observa- 
ciones que  al  mismo  tiempo  que  se  daban  órdenes  al  Gene- 
ral Arredondo  para  dejar  sin  efecto  el  decreto  de  4  de  Mar- 
zo, se  dirigía  al  Presidente  de  la  Legislatura  la  nota  (Anexo 
E,  núm.  6),  en  que  se  ven  estos  párrafos: 
^  «  El  Gobierno  espera  que  la  Cámara  de  Representantes  de 
«  la  Provincia  de  San  Juan,  correspondiendo  dignamente  tan- 
«  to  al  apoyo  que  le  ha  prestado  como  á  la  última  resolución 
c  del  Gobernador  de  la  Provincia,  dejando  sin  efecto  las  dis- 
<  posiciones  que  trajeron  el  desacuerdo  entre  ambos  poderes, 
«  reconsidere  las  leyes  dictadas  en  presencia  de  las  dificulta- 
«  des  que  la  rodeaban  y  acaso  bajo  las  excitaciones  del  mo- 
«  mentó.  El  corto  término  consagrado  á  una  discusión  y  exa- 
«  men  aparece  en  sus  fechas  y  la  falta  de  reconsideración 
«  que  hubiere  reclamado  el  Poder  Ejecutivo,  usando  del  veto 
«  á  que  la  Constitución  de  la  Provincia  lo  autoriza,  les  quita 
c  la  fuerza  moral  de  que  siempre  deben  ir  revestidas  las  le- 
«  yes.  Por  otra  parte,  el  patriotismo  y  el  deber  que  imponen 
c  á  esa  Cámara  las  nuevas  circunstancias  en  que  se  encuen- 
«  tra  de  devolver  la  quietud  á  los  ánimos  y  de  restablecer  la 
«  cordialidad  de  las  relaciones  sociales  le  trae  la  necesidad 
«  de  reconsiderar  las  leyes  que  ha  votado  para  circunstan- 
«  cías  muy  diversas  y  por  antecedentes  que  han  desaparecí- 
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€  do.  Pueden  en  buena  hora  hacerse  prevalecer  ideas  y  pro- 
€  pósitos  que  dejen  satisfechos  los  intereses  ó  las  pasiones  del 
€  momento;  pero  el  tiempo  dando  lugar  á  que  la  conciencia 
<  del  pueblo  se  forme  ó  se  ilustre,  crea  la  opinión  pública 
«  que  juzga  severamente  á  los  mismos  legisladores  >. 

De  esta  nota  se  dio  conocimiento  al  Comisionado  del  Go- 
bernador de  San  Juan  y  lo  tuvo  él  mismo  según  lo  manifes- 
taba el  Presidente  de  la  Legislatura  en  comunicación  dirigi- 
da al  Ministerio  del  Interior  en  24  de  Marzo.  (Anexo  F, 
núm.  2). 

Vuestra  Honorabilidad  comprende  que  la  nota,  cuyos  pá- 
rrafos acaban  de  leerse,  no  tendría  objeto,  si  el  reconocimien- 
to del  Poder  Ejecutivo  sólo  había  de  hacerse  desde  la  fecha, 
siendo  inútil  reconsiderar  leyes  que  no  podían  tener  validez, 
desde  que  se  reputaba  como  no  existente  la  autoridad  del 
poder  que  las  había  dictado. 

Era  evidente  por  lo  tanto,  que  el  Gobernador  de  San  Juan, 
retrocediendo  del  buen  propósito  que  tuvo  al  enviar  su  Mi- 
nistro á  Buenos  Aires,  persistía  en  su  rebelión.  Así  lo  de- 
muestran todas  las  tentativas  infructuosas  hechas  por  el  Ge- 
neral Arredondo  y  por  el  Presidente  de  la  Legislatura  para 
llegar  á  un  arreglo.  El  Gobernador  Zavalla  se  encerró  en  su 
negativa  y  llevó  adelante  sus  procedimientos.  (Documentos 
del  anexo  F). 

Así  se  le  vé,  por  ejemplo,  decretar  elecciones  con  arregló 
á  una  ley  derogada  por  la  Legislatura  y  persistir  en  ellas  á 
pesar  de  una  resolución  de  aquel  poder  anulándolas,  y  de 
resolución  expedida  el  25  de  Marzo,  es  decir,  dos  días  des- 
pués del  decreto  del  23  en  que  el  Gobernador  Zavalla  decla- 
ra que  desde  esa  fecha  reconoce  al  Poder  Legislativo.  (Anexo 
G,  núm.  I  y  anexos  al  núm.  2). 

El  General  Arredondo,  en  consecuencia  de  las  órdenes  que 
le  habían  sido  expedidas,  prestó  el  auxilio  de  la  fuerza  que 
le  fué  requerida  para  sostener  á  la  Legislatura  en  el  ejerci- 
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cío  de  sus  funciones,  impidiendo  con  ella  que  se  practicaran 
las  elecciones  que  contra  el  mandato  expreso  de  la  Cámara 
ordenaba  el  Gobernador,  y  la  prestó  también  para  ocupar  las 
oficinas  públicas  por  haber  suspendido  la  Legislatura  al  Go- 
bernador, en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  á  consecuencia  de 
haber  aceptado  la  acusación  con  él  entablada.  (Anexo  G, 
núm.  3). 

Es  aquí  oportuno  explicar  cuándo  y  porqué  se  ha  hecho 
uso  de  la  fuerza  en  la  intervención  de  San  Juan. 

El  Comisionado  doctor  Velez,  fué  el  primero  que  se  valió 
de  la  fuerza  para  dar  libertad  á  los  diputados  encarcelados, 
después  que  no  pudo  obtenerla  ni  del  Gobernador  Zavalla, 
ni  del  juez  que  conocía  en  la  causa.  Vuestra  Honorabilidad 
comprende  que  la  autoridad  nacional  no  desempeñaría  sino 
una  función  vana,  si  al  intervenir  en  las  provincias  no  lle- 
vase los  medios  materiales  para  hacer  cumplir  sus  mandatos. 

Cuando  el  Comisionado  Nacional  se  retiró  de  San  Juan,  el 
Gobernador  de  esa  Provincia  expidió  el  decreto  de  16  de 
Febrero,  rebelándose  contra  la  autoridad  nacional,  habiendo 
esto  motivado  otro  de  la  Legislatura  que  fué  promulgado  por 
bandos  dos  días  después. 

El  General  Arredondo,  debidamente  solicitado,  dio  una 
banda  de  música  y  un  piquete  de  soldados  p^ra  hacer  la  pro- 
mulgación. El  Jefe  de  las  fuerzas  nacionales  accedió  al  pedido 
y  el  Gobierno  no  ha  reprobado  su  conducta  porque  como  Au- 
toridad Nacional,  aquel  jefe  estaba  en  el  deber  de  sostener 
al  poder  público  que  la  intervención  había  repuesto  (artículo 
6"  de  la  Constitución)  y  quedaba  una  ley  oponiéndose  á  los 
desmanes  del  Gobernador,  que  se  declaraba  en  rebelión  «lon- 
tra  la  Autoridad  Nacional  en  el  hecho  de  desconocer  sus 
mandatos. 

El  artículo  29  de  la  ley  de  14  de  Septiembre  de  1863,  con- 
dena á  la  pérdida  del  empleo  y  cinco  años  de  inhabilidad  para 
ejercer  empleo  público,  á  toda  autoridad  de    nombramiento 
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directo  nacional  que  no  hubiese  resistido  la  rebelión  ó  la  se- 
dición por  todos  los  medios  á  su  alcance. 

El  Gobernador  Zavalla  se  había  declarado  en  rebelión  por 
su  decreto  de  16  de  Febrero  como  lo  estableció  más  tarde  el 
Ejecutivo  Nacional  por  el  suyo  de  4  de  Marzo  y  como  lo 
prueba  el  hecho  decisivo  de  haber  expedido  recién  el  23  de 
ese  mes  aquel  Gobernador,  un  decreto  reconociendo  la  Legis- 
latura desde  esa  fecha,  y  no  antes,  en  los  términos  en  que 
había  sido  repuesta  por  el  Ejecutivo  Nacional.  (Anexo  F, 
anexo  al  núm.  7). 

Consecuencia  de  esa  actitud  hostil  del  Gobernador  Zavalla, 
fué  el  empleo  de  la  fuerza  para  suspender  las  elecciones  y 
para  dar  posesión  pacífica  del  mando  al  Gobernador  nombra- 
do, mientras  durara  la  suspensión  del  Gobernador  propieta- 
rio, contra  quien  se  había  formulado  acusación  que  había  sido 
aceptada  por  la  Legi.slatura.  Si  el  Gobierno  Nacional  se  hu- 
biese negado  á  prestar  el  auxilio  material  de  la  fuerza  al  po- 
der que  había  restablecido,  la  Intervención  no  habría  tenido 
por  resultado  el  restablecimiento  del  imperio  de  las  institu- 
ciones locales,  sino  por  el  contrario  el  triunfo  del  Goberna- 
dor, que  usurpa  facultades  que  no  le  pertenecen,  juzgando 
actos  de  las  autoridades  nacionales,  y  arrogándose  atribucio- 
nes de  la  Legislatura. 

El  empleo  de  la  fuerza  en  esos  casos  no  ha  sido  otra  cosa 
que  la  Intervención  Nacional  sosteniendo  al  Poder  Legisla- 
tivo, de  acuerdo  con  el  artículo  6°  de  la  Constitución,  contra 
un  Gobernador  que  no  sólo  desconocía  ese  poder,  sino  que 
desconocía  también  la  Autoridad  Nacional  en  el  hecho  de  no 
acatar  sus  resoluciones. 

Separado  del  mando  el  Gobernador  Zavalla  por  haber  sido 
suspendido  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  el  Gobernador 
nombrado  interinamente  acató  las  resoluciones  nacionales, 
cesando  con  este  hecho  los  efectos  del  decreto  de  4  de  Mar- 
zo (Anexo  G,  núm.  4). 
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En  esta  situación,  el  Gobernador  Zavalla,  se  dirigió  al  Po^ 
der  Ejecutivo  desde  la  Provincia  de  San  Luis,  requiriendo 
la  Intervención  Nacional  por  haber  sido  depuesto,  decía,  por 
la  Legislatura,  á  la  que  desconoce  la  facultad  de  enjuiciarle. 
(Anexo  X,  niim.  i). 

El  Poder  Ejecutivo  se  negó  á  intervenir  por  las  razones 
siguientes: 

Primera:  El  Gobernador  Zavalla  era  un  Gobernador  en  re- 
belión contra  la  Autoridad  Nacional,  puesto  que  había  desco- 
nocido sus  mandatos  y  sería  un  contrasentido  que  el  poder 
de  la  Nación  se  pusiera  al  servicio  del  que  atentaba  contra 
la  existencia  de  sus  instituciones. 

Segunda:  El  Gobernador  Zavalla  traía  una  queja  contra  el 
Poder  Legislativo  de  su  Provincia  que  en  uso  de  un  derecho 
incuestionable  había  decretado  el  juicio  de  su  Gobernador,  y 
el  Gobierno  Nacional  en  ningún  caso  está  autorizado  á  inter- 
venir en  las  Provincias  para  sostener  la  irresponsabilidad  de 
los  mandatarios,  como  sucedería  en  el  caso  actual,  si  hubie- 
se escuchado  la  petición  del  Gobernador  de  San  Juan. 

Los  documentos  relativos  á  estos  últimos  sucesos  se  acom- 
pañan bajo  el  Anexo  G. 

Esta  es.  Honorable  Senado,  la  relación  exacta  de  los  he- 
chos que  han  tenido  lugar  en  San  Juan  y  que  pueden  redu- 
cirse en  la  aplicación  del  derecho  á  estas  cuestiones. 

¿Está  ó  no  subvertida  la  forma  representativa  republicana 
de  gobierno,  cuando  un  Gobernador  de  Provincia,  se  arroga 
las  facultades  del  Poder  Legislativo  y  manda  encausar  y  en- 
carcelar á  sus  miembros  por  actos  legislativos? 

El  Ejecutivo  Nacional  sostiene  que  sí,  no  sólo  por  los  prin- 
cipios generales  que  definen  este  sistema  de  gobierno,  sino 
porque  la  Constitución  Nacional  ha  especificado  en  lo  que 
consiste  el  sistema  representativo  republicano,  creando  tres 
poderes  independientes  el  uno  del  otro  con  atribuciones  dis- 
tintas,   dando  al   Poder  Legislativo  la  preponderancia,    por 
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cuanto  este  Poder  es  irresponsable,  mientras  que  el  Ejecutivo 
ó  el  judicial  son  responsables  ante  él. 

¿Está  ó  no  atacado  el  goce  y  ejercicio  de  las  instituciones 
locales  en  una  Provincia,  que  teniendo  su  Constitución  acor- 
dada con  la  nacional,  se  encuentra  con  un  Gobernador  que 
por  medio  de  decretos  declara  sediciosos  infraganti  delito  á 
los  legisladores,  que  producen  actos  legislativos  y  los  some- 
te á  juicio,  confundiéndolos  en  la  cárcel  con  criminales  famo- 
sos? 

El  Ejecutivo  Nacional  sostiene  que  sí,  porque  el  goce  y 
ejercicio  de  las  instituciones  locales,  consiste  en  que  cada 
poder  marcha  en  la  órbita  de  sus  atribuciones,  resolviéndose 
dentro  de  ella  las  cuestiones  que  puedan  suscitarse. 

¿Está  ó  nó  un  Gobernador  de  Provincia  en  el  deber  de  aca- 
tar las  resoluciones  del  Ejecutivo  Nacional,  cuando  éste  lleva 
la  Intervención  para  garantir  la  forma  representativa  repu- 
blicana de  gobierno,  restableciendo  á  una  Provincia  en  el 
goce  y  ejercicio  de  lai  instituciones  locales?  (Artículos  5®  y  6® 
de  la  Constitución). 

El  Ejecutivo  Nacional  sostiene  que  sí,  porque  el  Presidente 
ie  la  República  es  el  Jefe  Supremo  de  la  Nación  (art  86  de 
la  Constitución)  é  interpreta  la  Constitución  y  las  leyes  apli- 
cándolas, sin  que  en  ningún  caso  pueda  ser  juez  de  sus  actos 
otro  poder  que  aquel  ante  quien  tiene  establecida  su  res- 
ponsabilidad legal.  (Artículos  45  y  51  de  la  Constitución  Na- 
cional). 

¿Es  ó  nó  un  derecho  y  un  deber  del  Ejecutivo  Nacional  sos- 
tener con  la  fuerza  material  al  Poder  restablecido  por  la  In 
tervención,  cuando  éste  sea  todavía  desconocido  por  un  Go- 
bernador de   Provincia? 

El  Ejecutivo  Nacional  sostiene  que  sí,  porque  su  autori- 
dad no  puede  ser  jamás  burlada  y  la  Intervención  se  man- 
tiene en  pié  mientras  no  desaparezcan  las  causas  que  la  mo- 
tivaron. 

¿Puede  el  Gobierno  Federal  intervenir  para  reponer  á  un 
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Grobernador  de  Provincia  cuando  éste  ha  sido  suspendido 
{no  depuesto)  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  el  Poder 
Legislativo,  y  cuando  ese  Grobernador  hasta  el  momento  de 
la  suspensión  se  ha  mantenido  en  rebelión  contra  el  mismo 
poder  cuya  intervención  solicita? 

El  Ejecutivo  Nacional  sostiene  que  nó;  primero  porque  el 
Gobernador  que  desconoce  sus  mandatos  no  se  halla  con  él 
en  relaciones  regulares,  y  luego  porque  el  Gobierno  Federal 
no  puede  impedir,  sin  violar  los  principios  del  sistema  repre- 
sentativo republicano,  que  la  Legislatura  de  un  Estado,  en- 
juicie á  su  Gobernador. 

Así  lo  comprendió  la  Convención  que  reformó  la  Consti- 
tución Nacional,  cuando  suprimió  el  juicio  de  los  Goberna- 
dores por  el  Congreso,  y  cuando  borró  de  las  facultades  de 
la  Suprema  Corte  de  Justicia  la  de  dirimir  los  conflictos  en- 
tre los  poderes  de  una  misma  Provincia. 

Al  cen  ar  este  informe,  el  Poder  Ejecutivo  cree  de  su  deber 
llamar  la  atención  del  Honorable  Senado  sobre  un  hecho, 
que  por  sí  solo,  bastaría  para  levantar  bien  alto  sus  proce- 
deres. 

El  Poder  Ejecutivo  ha  sostenido  en  San  Juan  al  Poder  Le- 
gislativo; es  decir,  ha  sentado  allí  reglas  y  procedimientos 
que  le  son  aplicables  á  él  mismo  en  sus  relaciones  con  el 
Congreso  de  la  Nación. 

Si  no  fuera  en  el  ánimo  del  Presidente  de  la  República 
una  convicción  profunda,  que  la  base  de  nuestra  organización 
política  está  en  el  respeto  y  acatamiento  al  Poder  Legislati- 
vo, quizá  habría  dado  menos  importancia  á  los  asuntos  de 
San  Juan;  pero  los  antecedentes  de  nuestro  país  nos  demues- 
tran que  los  grandes  trastornos,  que  las  grandes  convulsio- 
nes políticas  se  han  operado  siempre,  teniendo  por  principio 
el  derrocamiento  del  Poder  Legislativo,  es  decir,  el  Poder 
que  más  directamente  representa  la  soberanía  y  la  voluntad 
del  pueblo. 

El  Poder  Ejecutivo  cree  que  no  debe  omitirse  esfuerzo  pa- 
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ra  dejar  establecido  que  en  el  orden  constitucional  de  la  Re- 
pública, el  Poder  Legislativo  es  inconmovible  y  que  allí  don- 
de los  golpes  de  estado  quieran  hacerlo   desaparecer,    allí 
estará  la  autoridad  nacional  dispuesta  á  salvarlo. 
Dios  guarde  á  V.  H. 

Domingo  F.  Sarmiento. 
Aíariano    Várela, 


INTERVENCIONES 


Mensaje  al  Honorable  Congreso  de  la  Nación 

Buenos  Aires,  Julio  30  de  1869. 

Hallándose  pendiente  ante  la  Honorable  Cámara  de  Di- 
putados, un  proyecto  presentado  con  el  objeto  de  regla- 
mentar los  casos  de  intervención  que  están  regidos  por  el 
artículo  6'^  do  la  Constitución  y  habiendo  sido  invitado  el 
Ministro  del  Interior  por  una  de  sus  Comisiones  á  mani- 
festar sobre  una  materia  tan  grave  las  opiniones  del  Poder 
Ejecutivo,  ha  creido  este  que  debía  fundarlas  de  un  modo 
más  adecuado  y  completo,  sometiendo  á  V.  H.  el  adjunto 
proyecto  de  ley. 

El  Poder  Ejecutivo  al  presentarse  este  proyecto,  no  tiene 
por  móvil  favorecer  propósitos  especiales  de  su  política  ó 
servir  á  necesidades  inmediatas  de  la  administración;  sino 
que  os  propone,  por  el  contrario,  una  ley  que  será  ejercida 
por  todos  los  Presidentes  futuros  y  con  aplicación  á  todos 
los  tiempos  y  circunstancias.  Esta  ley,  si  V.  H.  se  dig- 
nase sancionarla,   tendrá   desde  el  primer  momento  en   su 
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apoyo  una  práctica  conocida  y  los  resultados  de  la  expe- 
riencia. 

La  administración  pasada  fué  la  primera  en  aplicar  la 
Constitución  reformada  á  la  República  Unida;  pero  sus 
procedimientos  no  han  dejado  en  esta  materia  una  serie  de 
precedentes  uniformes  que  puedan  seguirse  como  una  regla 
invariable  de  conducta. 

Es  sabido  que  el  Poder  Ejecutivo  intervino  en  la  Pro- 
vincia de  Catamarca  con  la  autorización  del  Congreso  y 
para  hacer  efectivos  los  objetos  que  una  ley  le  señaló;  mien- 
tras que  esta  autorización  no  fué  reclamada  para  llevar  en 
Agosto  de  1867  la  intervención  nacional  á  la  Provincia  de 
Córdoba,  como  no  fué  igualmente  respecto  de  la  interven- 
ción en  Santa  Fé,  que  se  prolongó  muchos  meses  después 
de  estar  el  Congreso  reunido. 

Así  han  transcurrido  ocho  años  desde  la  reforma  de  la 
Constitución,  sin  que  una  ley  general  haya  designado  el 
Poder  que  haya  de  ejercitar  las  facultades  que  el  artículo  6** 
de  la  Constitución  confiííre  al  Gobierno  Federal  en  su  nom- 
bre conjunto;  debiendo  advertirse  que  estas  se  hallan  igual- 
mente atribuidas  en  la  Constitución  americana  al  Gobierno 
Nacional  por  medio  de  una  expresión  genérica  á  la  q\ie 
equivale  la  nuestra. 

Así,  la  ley  reglamentaria  de  aquel  país  se  encontraba, 
como  se  hallará  la  que  Vuestra  Honorabilidad  dicte,  en  pre- 
sencia de  la  misma  disposición  constitucional,  para  aplicarla 
á  los  hechos  prácticos. 

El  Poder  Ejecutivo  se  habría  abstenido  de  asumir  la 
iniciativa  en  este  delicado  asunto,  si  para  fundar  sus  opi- 
niones hubiera  necesitado  aventurarse  en  la  exposición  de 
doctrinas  que  sólo  dieran  pávulo  á  la    controversia. 

El  camino  que  ha  adoptado  es  más  expedito  y  seguro, 
porque  se  limita  á  proponeros  simplemente  la  adopción  de 
la  ley  que  el  Congreso  de  los  Estados  Unidos  dictó  pn 
1795,  fijando  de  un  modo   eficaz    el  procedimiento  que  de- 
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bía  seguirse  para  la  aplicación  del  artículo  4®  de  su  Cons- 
titución. 

De  este  modo  se  alejan  sistemáticamente  las  discusiones 
teóricas;  y  el  proyecto  sometido  no  es  más  que  una  inicia- 
ción para  que  aprovechemos  la  sabiduría  y  los  ejemplos  de 
la  Nación  que  ha  sido  la  primera  en  realizar  con  un  éxito 
tan  prodigioso  nuestra  forma  de  gobierno,  consignando  como 
una  de  sus  bases  primordiales  las  garantías  mencionadas 
en  el  artículo  6*»  de  nuestra  Constitución  para  cada  uno 
de  los  Estados  ó  Provincias  que  componen  la  Unión. 

Los  antecedentes  históricos  de  la  ley  mencionada  pueden 
reunirse  en  pocas  palabras. 

Después  de  promulgada  en  1788  la  Constitución  de  los 
Estados  Unidos,  no  tardaron  en  ocurrir  algunos  incidentes 
que  hicieron  necesario  poner  en  ejercicio  la  acción  protectora 
conferida  al  gobierno  general  por  el  artículo  4®. 

Así  se  vio  al  Presidente  Washington  acudir  con  la  fuer- 
za de  línea  para  reprimir  una  revuelta  que  había  asomado 
en  uno  de  los  Estados  y  que  se  contuvo  ante  la  aparición 
de   aquella. 

Este  y  otros  hechos  debieron  desde  los  primeros  tiempos 
poner  delante  del  Congreso  la  embarazosa  cuestión  de  sa- 
ber si  convenía  ó  nó  proveer  las  emergencias  de  cada  caso 
con  las  disposiciones  especiales  de  una  ley. 

Pero  en  aquella  República  tan  práctica,  y  en  medio  de 
un  pueblo  tan  adverso  por  su  espíritu  tradicional  á  las  dis* 
cusiones  teóricas,  la  cuestión  suscitada  por  el  ejercicio  mis- 
mo de  la  Constitución  no  podía  permanecer  sin  encontrar 
solución;  y  el  Congreso  removió  las  dificultades  pendientes 
dictando  la  famosa  ley  de  1792. 

Esta  ley  cuya  traducción  se  acompaña,  provee  al  llaman 
miento  de  las  milicias,  para  ejecutar  las  leyes  de  la  Unión, 
suprimir  insurrecciones  y  contener  invasiones,  según  el  tí- 
tulo mismo  lo  indica. 

Sus  disposiciones  generales  son  las  siguientes:  La  sección 
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primera  de  la  ley  provee  á  los  casos  de  invasión  é  insu- 
rrecciones. Cuando  los  Estados  Unidos  fueren  invadidos  ó 
se  hallaren  bajo  el  peligpro  inminente  de  una  invasión  por 
parte  de  una  nación  extrangera  ó  de  una  tribu  india,  el 
Presidente  queda  autorizado  para  convocar  el  número  de 
milicias,  ya  pertenezcan  estas  á  uno  ó  más  Estados,  que 
repute  necesarias  al  objeto  de  repeler  la  invasión. 

En  los  casos  de  insurrección  en  uno  de  los  Estados  y 
mediando  la  requisición  de  su  Legislatura  ó  de  Poder  Eje- 
cutivo, el  Presidente  puede  igualmente  reunir  un  número 
de  milicias  de  cualquier  otro  Estado  ó  Estados,  para  repri- 
mir la   insurrección. 

La  sección  segunda  de  la  ley  provee  los  medios  para  el 
cumplimiento  de  las  leyes  de  los  Estados  Unidos,  cuando 
estas  fuesen  desobedecidas  en  un  Estado,  ó  su  ejecución  se 
encontrase  embarazada  por  combinaciones  tan  poderosas  que 
no  pudiesen  ser  contrarrestadas  por  el  curso  ordinario  de  los 
procedimientos  judiciales. 

En  estos  casos  y  precediendo  el  aviso  oficial  de  la  resis- 
tencia por  el  Juez  del  Distrito,  el  Presidente  queda  auto- 
rizado para  convocar  las  milicias  del  mismo  estado,  hasta 
obtener  que  las  leyes  sean  debidamente  ejecutadas. 

Pero  cuando  las  milicias  del  Estado  donde  la  desobe- 
diencia tuviere  lugar,  agrega  la  ley,  resistieren  la  convoca- 
ción, ó  resultaren  insuficientes  será  permitido  al  Presidente, 
si  el  Congreso  de  los  Estados  Unidos  no  estuviere  en  se- 
sión, llamar  y  ocupar  el  número  de  milicias  de  otros  Esta- 
dos que  repute  convenientes,  pudiendo  continuar  en  su  em- 
pleo si  fuere  necesario,  hasta  treinta  días  después  de  la 
apertura  de  la  sesión  siguiente. 

El  caso  de  Pensylvania,  ocurrido  en  Noviembre  de  1794 
dio  aplicación  á  esta  parte  de  la  ley;  pero  el  Congreso  al 
tomar  por  si  una  decisión,  lo  hizo  defiriendo  su  ejecución 
al  juicio  del  Presidente. 

E&ta  ley  de  1792  según  lo   di^KHii'a  la    sección   décima. 
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no  debía  tener  sitio  dos  años  de  duración;  y  fué  nuevamen- 
te discutida  y  revisada  por  el  Congreso  en  1795  siendo  de 
notarse  las  pocas,  pero  significantes  diferencias  que  apare- 
cen  entre  una  y  otra  ley. 

La  ley  de  1795  reproduce  literalmente  sin  introducir  va- 
riación, la  primera  sección  de  la  ley  de  1792.  Así  la  nueva 
ley  ratifica  y  confirma  la  autorización  confiada  al  Presiden- 
te para  convocar  en  todo  tiempo  las  milicias,  siempre  que 
se  trate  de  contener  una  invasión  ó  de  sofocar  una  insu- 
rrección; y  sin  que  la  presencia  ó  el  receso  del  Congreso 
introduzca  modificación  alguna  en  su  ejercicio. 

Las  enmiendas  introducidas  vienen  solamente  en  la  se- 
gunda sección.  La  ley  de  1795  suprimió  la  necesidad  del 
aviso  del  Juez  del  Estado  donde  las  leyes  nacionales  sean 
resistidas,  y  que  según  la  ley  de  1792  debía  preceder  á  la 
acción  del  Presidente,  convocando  á  las  milicias  del  mismo 
Estado.  En  caso  de  que  estas  fueren  insuficientes  ó  deso- 
bedecidas, el  Presidente  no  podía,  segTÍn  la  ley  de  1792, 
reunir  las  milicias  de  los  otros  Estados,  para  hacer  efecti- 
vo el  cumplimiento  de  las  leyes,  sino  cuando  el  Congreso 
estuviere  en  receso;  y  la  ley  de  1795  suprimió  esta  restric 
ción,  dejando  así  más  libre  la  facultad  conferida  al  Ejecu- 
tivo. 

Puede  en  consecuencia  decirse  que  la  ley  de  1792  sólo 
fué  revisada  en  1795,  para  hacer  más  rápida,  vigorosa  y 
eficaz  la  acción  del  Poder  Ejecutivo;  y  esta  ley  así  corre- 
gida es  la  que  ha  asegurado  la  tranquilidad  en  los  Estados 
Unidos  durante  los  setenta  y  cinco  años  que  precedieron 
á  la  gran  rebelión  del  Sud. 

Debe  tenerse  presente  que  llevan  este  mismo  sello  y  pro- 
penden al  mismo  designio  todos  los  actos  del  Congreso  en 
aquella  época.  Entre  1792  y  1795  la  revolución  francesa 
había  dado  al  mundo  el  espectáculo  aterrador  de  sus  erro- 
res, que  provenían  tan  en  gran  parte,  por  no  haber  sabido 
distribuir  y  ponderar  la  acción  de  sus   poderes    públicos;  y 
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desde  entonces  también  una  saludable  reacción  en  el  espí- 
ritu del  pueblo  de  los  Estados  Unidos,  no  vacilando  tanto 
sus  leyes  como  las  constituciones  de  los  Estados  en  confe- 
rir al  Poder  Ejecutivo  los  poderes  necesarios,  porque  ha- 
bían llegado  á  comprender  que  es  más  tolerable  un  error 
en  la  aplicación  de  las  leyes  que  el  dejar  expuesta  á  todos 
los  peligros  la  seguridad  pública. 

La  ley  de  1795  ha  respondido  plenamente  á  su  objeto. 
Es  sabido  que  han  sido  raras  las  ocasiones  en  que  haya 
sido  necesario  aplicarla,  debiendo  esto  atribuirse,  á  lo  me- 
nos en  parte,  á  la  rapidez  y  eficacia  de  sus  disposiciones, 
porque  nada  fomenta  los  conatos  de  resistencia,  y  evita  á 
producir  revueltas,  como  la  esperanza  de  la  impunidad  ó 
el  conocimiento  anterior  de  que  la  represión  no  puede  em- 
plear sino  medios  débiles  ó  tardíos.  Así  esta  ley  cuenta  en 
su  abono  la  sanción  de  setenta  y  cinco  años;  siendo  de  no- 
tarse que  ninguno  de  los  treinta  y  ocho  Congresos  que  su- 
cedieron al  que  la  dictó,  haya  intentado  variación  alguna 
respecto  de  sus  disposiciones  fundamentales. 

La  ley  de  1795  fué  en  la  intención  de  sus  autores,  y  lo 
ha  sido  después  por  su  duración  y  sus  resultados,  una  ley 
permanente,  llamada  á  complementar  la  obra  misma  de  la 
Constitución.  Desde  su  promulgación  quedó  ya  establecido 
para  siempre  en  los  Estados  Unidos  que  todos  los  Presi- 
dentes, sean  cuales  fueren  los  partidos  por  ellos  representa- 
dos ó  sus  opiniones  políticas,  podrían  movilizar  las  milicias 
para  sofocar  las  insurrecciones  íntimas  ó  repeler  las  inva- 
siones del  extrangero,  evitando  así  que  hubiera  en  cada  ca- 
so un  debate  legislativo,  una  autorización  especial  y  una 
ley,  que  es  al  designio  que  tienden  precisamente  las  opinio- 
nes consignadas  en  el  proyecto  que  ha  sido  presentado  á  la 
H.  Cámara  de  Diputados. 

La  ley  solo  menciona  en  un  caso  al  Congreso,  pareciendo 
designar  su  presencia  como  un  término  á  la  acción  del 
Ejecutivo;  y  esto  es,  no    cuando  se  trata  de   reprimir  inva* 
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siones  6  insurrecciones,  sino  de  contener  desobediencias  ó 
rebeliones  contra  las  leyes  mismas  de  la  Unión  y  siempre 
que  aquellas  hubieren  desenvuelto  proporciones  tales  que  no 
fueren  bastantes  para  sofocar  las  milicias  del  Estado  donde 
se  hubieran  manifestado.  Se  comprende  á  la  verdad,  que  en 
una  situación  tan  llena  de  peligros,  no  ya  para  un  Estado, 
sino  para  la  Unión,  sea  necesaria  la  intervención  del  Con- 
greso; porque  en  presencia  de  una  rebelión  que  en  los  me- 
dios ordinarios  son  impotentes  para  vencer,  surgen  ó  pue- 
den fácilmente  surgir,  situaciones  nuevas  que  la  Constitución 
y  la  ley  no  han  previsto. 

Esto  es  lo  que  sucedió  al  principiar  la  formidable  insu- 
rrección del  Sur.  Las  autorizaciones  generales  de  la  ley  de 
1795  para  movilizar  milicias  eran  ineficaces,  cuando  se  po* 
nían  por  delante  ocho  Estados  insurrectos,  no  para  resistir 
el  cumplimiento  de  una  ley,  sino  el  cumplimiento  de  todas. 
El  Presidente  Lincoln  citó  setenta  mil  hombres  por  los  tres 
meses  que  la  ley  señala,  y  los  rebeldes  le  contestaron  con 
el  llamamiento  á  las  armas  de  cuatrocientos  mil  hombres* 
Era  necesario,  pues,  que  el  Congreso  viniera  á  vigorizar 
con  medios  extraordinarios  la  acción  del  Poder  Ejecutivo 
llamado  á  sostener  una  lucha  que  escapaba  por  su  magni- 
tud a  todas  las  previsiones  legales. 

Estos  son  los  rasgos  principales  de  la  ley  que  fijó  desde 
1795  el  procedimiento  para  la  aplicación  de  las  disposicio* 
nes  contenidas  en  el  articulo  4®  de  la  Constitución  y  que 
corresponde  en  lo  esencial  á  las  del  artículo  6°  de  la  nues- 
tra. 

Se  ha  dicho  antes  que  esta  ley  puede  reputarse  como 
coinplementaria  de  la  Constitución,  no  solamente  porque 
trae  a  los  hechos  prácticos  una  de  sus  prescripciones  fun- 
damentales, sino  porque  la  fecha  de  su  sanción  indica  cla- 
ramente que  debe  ser  imbuida  del  espíritu  mismo  que  pre- 
sidió á  la  Constitución.  Muchos  de  los  constituyentes  estaban 
sentados  en  el  primer  Congreso  de  1792  que  votó  por  pri- 
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mera  vez  esta  ley,  y  algunos  de  ellos  permanecieron  todavía 
en  el  de  1795  V^^  la  revisó  manteniendo  sus  principales  bases- 

El  Poder  Ejecutivo  quiere  todavía  presentaros)  una  últi- 
ma consideración  en  sostén  del  pensamiento  que  ha  venido 
á  someteros.  La  jurisprudencia  norte-americana  se  halla  ba- 
sada en  esta  parte  sobre  la  ley  de  1795;  de  suerte  que  si 
adoptamos  nosotros  un  sistema  opuesto,  habríamos  perdido 
esta  guía  tan  segura  en  nuestra  marcha,  para  entregarnos 
sin  reglas  fijas  á  lo  arbitrario  en  las  ideas,  que  no  tarda 
en  traer  tras  de  sí,  como  consecuencia  inevitable,  la  arbi- 
trariedad de  los   hechos  que  se  quiere   precisamente  evitar- 

Si  la  opinión  prevaleciente  en  el  H.  Congreso  fuese  con- 
traria ala  adopción  inmediata  de  la  ley  de  1795,  la  demora 
y  la  expectativa  hasta  la  formación  de  una  verdadera  y  con- 
cienzuda opinión  sobre  esta  materia,  serían  más  convenientes 
que  el  aventurarse  imprudentemente  en  caminos  desconoci- 
dos. El  tiempo  intermedio  sería  aprovechado  útilmente. 
Nuestro  Ministro  Plenitenciario  en  Washington  podría  con- 
sultar á  los  constitucionalistas  más  distinguidos,  tales  como 
Curtis,  Cushing,  Johnson,  Pomeroy  y  Summer,  ú  otros  que 
sean  la  más  alta  expresión  intelectual  de  los  diversos  par- 
tidos de  la  Unión,  y  sus  opiniones  escritas  sobre  los  mo- 
tivos y  los  resultados  prácticos  de  la  ley  de  1795  serian 
sometidos  á  la  deliberación   del  Congreso. 

Es  sabido  que  el  Parlamento  Inglés  y  sus  comisiones  so- 
licitan y  escuchan  los  informes  de  los  hombres  especiales, 
siempre  que  se  trate  de  dar  una  ley  para  cuya  formación  se 
requieren  conocimientos  en  un  ramo  de  las  ciencias  políticas; 
de  suerte  que  este  procedimiento  nada  tendría  de  extraordina- 
rio, sirviendo  al  mismo  tiempo  para  sacar  una  cuestión  que 
puede  ser  ardiente,  del  terreno  de  las  opiniones  ó  pasiones  del 
día  y  llevándola  á  una  esfera  científica,  imparcial  y  elevada. 

Dios  guarde  á  V.  H. 

D.  F.  Sarmiento. 
Dalmacio   Velez  Sarsfield. 
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PROYECTO   DE    LEY 


Artículo  1°  Siempre  que  el  territorio  de  la  Nación  sea 
invadido  ó  esté  en  inminente  peligro  de  invasión,  eí  Pre- 
sidente de  la  República  tendrá  facultad  para  citar  el  núme- 
ro de  milicias  que  juzgue  necesario  y  en  la  forma  que  crea 
más  conveniente,  de  la  Provincia  ó  Provincias  más  inme- 
diatas al  lugar  del  peligro  ó  teatro  de  los  sucesos;  y  podrá 
impartir  sus  órdenes  al  efecto  al  oficial  ú  oficiales  de  mili- 
cia que  crea  convenientes.  Para  intervenir  en  el  territorio 
de  las  ProvincicLs,  á  requisición  de  sus  autoridades  constitui- 
das para  sostenerlas  ó  restablecerlas,  si  hubiesen  sido  de- 
puestas por  la  sedición  ó  por  invasión  de  otra  Provincia  lle- 
vando allí  el  número  de  milicias  de  cualquier  otra  Provincia 
que  se  pidan  ó  que  él  juzgue  suficiente  para  sofocar  la  in- 
surrección. 

Aat.  2'^  Cuando  en  una  Provincia  fuesen  resistidas  las  le- 
yes de  la  Nación,  ó  se  opusiesen  serias  dificultades  á  su 
ejecución,  por  combinaciones  demasiado  poderosas  para  ser 
destruidas  en  el  curso  ordinario  de  los  procedimientos  ju 
diciales,  el  Presidente  de  la  República  podrá  citar  la  mili- 
cia de  esa  Provincia,  ó  de  cualquier  otra  que  juzgue  con- 
veniente, con  el  objeto  de  destruir  esas  combinaciones  y 
hacer  que  las  leyes  de  la  Nación  sean  debidamente  ejecu" 
tadas;  y  la  milicia  así  citada  podrá  ser  conservada  en  ejer- 
cicio si  fuese  necesario,  hasta  pasados  treinta  días  de  la 
apertura  de  las  próximas  sesiones  del  Congreso. 

Art.  3<>  Siempre  que  á  juicio  del  Presidente  sea  necesa 
rio  hacer  efectiva  la  intervención  de  la  fuerza  militar  lle- 
vada á  una  Provincia,  el  Presidente  intimará  á  los  insurrec- 
tos por  medio  de  una  proclama,  que  se  dispersen  y  retiren 
pacíficamente  á  sus  respectivos  hogares,  dentro  de  un  tér- 
mino limitado. 

Art.  4"*  Las  autoridades  de  Provincia  que  no  hayan  sido 
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depuestas  por  una  sedición,  ó  no  hayan  tomado  parte  vo- 
luntaria en  ella,  tendrán  igual  autoridad  para  representar  al 
íVesidente  de  la  República,  á  fin  de  hacer  cumplir  las  le- 
yes de  la  Nación  á  la  que  tienen  para  hacer  cumplir  las  de 
sus  respe tci  vas  Provincias. 
Art.  5«»  Comuniqúese. 


Observaciones  con  que  el  Poder  Ejecutivo  devuelve 
al  Congreso  los  proyectos  de  ley  sobre  interven- 
ción. 

Buenos  Aires,  Septiembre  2  de  1869. 

Al  Honorable  Congreso  de  la  Nación: 

El  Poder  Ejecutivo  llena  esta  vez  con  más  consagración 
que  nunca  el  sagrado  deber  que  la  Constitución  le  impone^ 
al  devolver  los  proyectos  de  ley  sobre  intervenciones,  que 
el  Congreso  ha  sancionado,  á  fin  de  que  se  sirva  reconsi- 
derarlos, haciendo  lugar  á  las  observaciones  que  ha  creído 
necesario  someterle.  Están  á  juicio  del  Ejecutivo,  compro- 
metidos en  ellos,  la  tranquilidad  pública,  base  y  objeto  de 
la  Constitución;  lo  están  los  principios  del  gobierno,  que  que- 
darían por  ser  una  mala  aplicación  en  la  práclica.  expuestos 
á  ser  falseados  en  la  teoría;  y  aún  cree  poder  aventurar  la 
indicación  de  que  algnnos  de  los  incisos  de  los  proyectos 
nos  separan  de  los  antecedentes  de  gobierno,  consagrados 
por  la  experiencia  humana  en  todas  partes. 

El  Poder  Ejecutivo  no  admite  ni  como  posible  el  que 
una  necesidad  presente  haya  sugerido  la  idea  de  dictar  una 
ley  de  circunstancias.  Si  ella  hubiese  entrado  en  el  ánimo 
de  algunos,  más  todavía,  si  ese  fuese  el  sentimiento  íntimo 
de  una  mayoría  en  las  Cámaras,  nunca  serían    más  oportu- 
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nas  las  observaciones  del  Ejecutivo  actual,  como  que  ellas 
dejarían  históricamente  consignado  el  pensamiento  del  Go- 
bierno. 

Los  proyectos  de  ley  sancionados  adolecen,  á  juicio  del 
Ejecutivo,  de  estos  insanables  defectos  y  á  exponerlos  con- 
sagrará cuanto  espacio  le  permita  el  sincero  deseo  de  reca- 
bar del  Congreso  el  asentimiento  que  se  cree  autorizado  á 
esperar  de  la  ilustración  y  patriotismo  de  las  personas  que 
lo  forman. 

No  es  nuevo  en  nuestra  legislación  dictar  leyes  proviso- 
rias para  responder  á  una  emergencia  inesperada,  pero  hay 
gran  peligro  en  tomar  los  hechos  á  medida  que  ocurren  co- 
mo base  de  legislación. 

Una  ley  especial  en  cada  caso,  en  presencia  del  hecho 
mismo  y  con  calidad  de  no  proveer  á  nuevas  emergencias» 
expondría  no  sólo  al  legislador  á  quitar  á  la  ley  su  carác- 
ter esencial  de  universal,  sino  que  destruiría  hasta  la  no- 
ción del  derecho  y  de  la  justicia  en  los  mismos  que  la 
obedecen.  Una  ley  especial,  es  la  negación  de  principios 
reconocidos,  de  derechos  preexistentes,  de  obligaciones  acep- 
tadas. 

Consignar  en  el  texto  mismo  de  la  ley  que  no  habrá  ley 
conocida  antes  de    ocurrir  el  hecho   á  que   ha  de  aplicarse 
¿no  es  negar  la   existencia  de  principios,    derechos  y  debe- 
res y  exponerse  el  Congreso  mismo  á  encontrarse  sorpren-  ' 
dido  en  presencia  de  lo  arbitrario? 

Estas  reflexiones  son  de  inmediata  aplicaí'ión  al  primero  ¡ 

de  los  proyectos  de  ley  que  se  refiere  á  intervenciones,  to-  ' 

mando  esta  palabra  en  un  sentido  genuino,  que  es  acudir 
con  el  Poder  Nacional  á  una  Provincia  para  restablecer  y 
sostener  las  autoridades   constituidas  á  requisición   de  ellas.  i 

El  artículo  6**  de  nuestra   Constitución  tiene  un   carácter  ' 

que  lo  distingue  de  todos  los  otros. 

Los  demás  constituyen  un  gobierno  nacional  compuesto 
individualmente  de  los  ciudadanos  argentinos. 
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Este  establece  el  pacto  de  federación  de  las  Provincias  y 
crea  derechos  á  sus  autoridades,  y  obligaciones  al  gobierno 
federal.  El  pueblo  argentino  sin  distinción  de  límites  territo- 
riales se  dá  una  Constitución  y  crea  un  gobierno  general  con 
rentas  y  ejército  pagado  por  él,  y  gobiernos  provinciales,  de 
cuya  existencia  se  constituye  garante  el  gobierno  federal.  Si 
las  autoridades  constituidas  fuesen  derrocadas  ó  amenazadas, 
por  la  sedición  ó  invasión,  el  poder  material  de  la  Nación 
cuando  sea  requerido,  tendrá  el  imperioso  deber  de  restable- 
cerlas ó  sostenerlas. 

Este  es  un  simple  vinculum  fcederis  entre  el  Gobierno 
Federal  y  el  Gobierno  Provincial. 

La  requisición  es  la  forma  de  usar  del  derecho  que  la  Cons- 
titución ha  dado  á  cada  Provincia  de  mantener  sus  autorida- 
des constituidas;  y  ella  impone  al  Poder  Federal  el  deber  de 
acudir  en  su  protección.  Si  ha  de  dictarse  una  Ley  especial 
para  cada  caso  en  que  haya  de  cumplirse  con  el  vinculum 
fcederis  entre  el  Gobierno  Federal  y  las  Provincias  federa- 
les, que  sólo  en  este  caso  y  para  este  sólo  caso  se  presentan 
en  la  Constitución  como  tales,  la  Ley  especial,  ha  de  versar 
necesariamente  sobre  el  derecho  ú  oportunidad  con  que  las 
autoridades  constituidas  de  una  Provincia  reclaman  el  cum- 
plimiento de  la  estipulación;  pues  que  el  Poder  Ejecutivo 
Nacional  no  ha  tenido  hasta  entonces  ocasión  de  proceder. 
La  Ley  especial  no  le  atañe  por  tanto,  sino  que  ha  de  refe- 
rirse á  examinar  el  derecho  de  la  Provincia;  y  declarado  le- 
gítimo, en  el  caso  especial,  el  Congreso  dejará  obrar  al  Eje- 
cutivo. Si  algo  pondrá  el  Congreso  en  tabla  de  juicio  es  el 
caso  que  ha  motivado  la  requisición,  no  el  medio  de  satisfa- 
cerla, pues  este  depende  de  aquel  arbitramiento  previo. 

¿Es  este  el  objeto  de  la  Constitución  en  el  único  caso  en 

que  dá  á  cada  Provincia  el  derecho  de  reclamar  la  asistencia 

de  todéis  las  otras  representadas  colectivamente  en  el   Poder 

Federal?    ¿Hay  en  él  la   facultad   de  conceder  Ó  no  lo  que 

se  le  exige? 
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Pero  la  naturaleza  del  objeto  de  la  requisición  exclu3'e  to- 
da deliberación  á  este  respecto.  Sin  eso,  el  Ejecutivo  nada 
desearía  mejor  que  descargar  sobi'e  otros  hombros  las  emba- 
razosas cuestiones  que  los  hechos  prácticos  envuelven  siem- 
pre. Pero  el  artículo  6"  tiene  én  todos  sus  incisos  por  objeto 
evitar  la  guerra  y  reprimir  la  insurrección,  cualquiera  que  sea 
su  origen. 

La  Constitución  no  admite  la  insurrección  ni  permite  la  gue- 
rra intestina.  La  insurrección  y  la  guerra  intestina  son  la 
materia  del  artículo  6."  La  guerra  ó  la  insurrección  existen 
en  una  Provincia  cuando  la  requisición  se  hace:  ¿y  la  Ley 
especial  va  á  discutirse  mientrsis  la  insurrección  se  consolida, 
ó  la  guerra  extiende  sus  estragos,  acaso  fuera  de  los  límites 
de  la  Provincia?  Jamás  en  Constitución  alguna  se  ha  admiti- 
do la  existenc:ia  de  la  guerra  ó  la  insurrección  hasta  que  ven- 
ga una  disposición  legal  especial  para  reprimirlas. 

El  segundo  proyecto  de  Ley  reconoce  esta  verdad  funda- 
mental, declarando  simple  deber  del  hjecutivo,  (esté  reunido 
el  Congreso  ó  nó)  repeler  invasiones,  ó  reprimir  insurreccio- 
nes contra  las  leyes  del  Congreso. 

Pero  esta  limitación  que  hace  el  proyecto  á  solo  repeler 
invasiones  ó  reprimir  insurrecciones  contra  las  leyes  del  Con- 
greso, es  sin  duda  olvidando  leyes  superiores  algunas  veces 
á  las  mismas  leyes  del  Congreso.  De  la  letra  del  texto  apa- 
rece que  las  insurrecciones  contra  las  prescripciones  positi- 
vas de  la  Constitución,  de  los  tratados  públicos,  las  insurrec- 
ciones contra  las  sentencias  de  los  Jueces  Federales  y  de  la 
Suprema  Corte,  y  las  insurrecciones  contra  los  decretos  del 
Gobierno  no  están  sujetas  á  ser  reprimidas  por  el  Poder  Eje- 
cutivo lo  mismo  que  las  insurrecciones  contra  las  leyes  del 
Congreso. 

El  Poder  Ejecutivo  aceptaría  el  segundo  proyecto  sobre 
invasiones,  etc.,  si  formando  parte  del  primero,  en  lugar  de 
decir  «  insurrecciones  contra  las  leyes  del  Congreso  >,  dijese: 
Insurrección  contra  el  Gobierno  Federal,  que  es  la  frase  tex- 
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tual  y  técnica  con  que  está  designado  el  Gobierno  Nacional 
«n  sus  trece  Departamentos  Legislativo,  Ejecutivo  y  Judicial, 
en  el  mismo  artículo  6*  de  la  Constitución  que  se  pretende 
reglamentar. 

Desde  que  según  la  intención  del  Proyecto  de  ley  que 
se  refiere  á  la  intervención  en  las  Provincias  por  sedición 
provincial,  la  acción  del  Ejecutivo  Nacional  ha  de  ser  la 
misma  que  en  las  insurrecciones  nacionales  ó  invasiones, 
-es  decir  el  uso  de  fuerza  suficiente  para  dominar  la  resis- 
tencia, la  insurrección  provincial  tras  la  requisición,  entra 
-en  la  categoría  de  insurrección  contra  el  Poder  Nacional,  ó 
«de  invasión  extrangera;  violencias  que  se  reprimen  con  la 
ifuerza;  y  de  la  cantidad  necesaria  de  fuerza  para  someter 
la  resistencia,  sólo  es  juez  el  Comandante  General  de  ar- 
mas, director  de  la  fuerza  conforme  á  las  leyes  de  la 
;guerra. 

¿Es  un  privilegio  que  el  Congreso  acordaría  á  las  Pro- 
vincias, el  reglamentar  el  uso  de  la  fuerza  nacional  en  caso 
•de  ser  requerida  por  sus  autoridades  constituidas?  Si  es 
para  restringirlo,  se  convendrá  en  que  el  privilegio  obraría 
en  favor  de  los  insurrectos  provinciales,  poniéndoles  en  me- 
jores condiciones  que  las  que  el  segundo  proyecto  hace  á 
los  insurrectos  contra  la  Nación. 

Las  disposiciones,  pues,  del  segundo  proyecto,  sólo  sirven 
para  demostrar  el  error  de  la  doctrina  que  se  desprende 
-del  diverso  tratamiento  usado  en  el  primero. 

El  Ejecutivo  Nacional  escapa  pues  á  la  meditada  inspec- 
<A6n  del  Congreso,  seg^in  las  prescripciones  del  proyecto 
de  ley,  cuando  suprime  insurrecciones  provinciales,  que- 
dando sólo  las  autoridades  constituidas  de  Provincia  suje- 
tas en  su  derecho  de  requisición  á  esta  inspección  previa. 
Ni  falta  esta  regla  aún,  por  la  prescripción  insólita  de 
dar  cuenta  ei  Ejecutivo  Nacional  al  Congreso,  en  diez  días, 
de  la  intervención    que    la   necesidad   del   caso    le  hubiere 

17 
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forzado  á  efectuar  en  su  receso.  Los  actos  de  fuerza  re- 
queridos en  receso  han  de  ser  del  mismo  carácter  que  los 
reclamados  durante  las  sesiones,  (de  que  el  proyecto  no 
pide  cuenta),  de  las  invcLsiones  extrangeras,  y  de  las  insu- 
rrecciones contra  las  leyes  del  Congreso. 

Donde  puede  haber  responsabilidad  es  en  el  reconoci- 
miento que  haya  ó  no  hecho  del  derecho  y  el  caso  de  re- 
querir las  autoridades  constituidas  de  una  Provincia  la  fuer- 
za nacional  para  restablecerlas. 

Pero  el  Congreso  dictando  una  ley  especial  para  cada 
caso,  establece  que  no  hay  principios  que  guien  su  propia 
conducta  en  toda  emergencia  y  lugar,  y  como  la  Ley  es- 
pecial, muere  con  el  caso  á  que  proveyó,  el  Ejecutivo  Na- 
cional no  tiene  regla  alguna  cierta  que  lo  guie  cuando  haya; 
de  cumplir  en  receso  del  Congreso  con  el  vuunlum  foederis^ 

¿Por  qué  reglas  aprobará  ó  desaprobará  el  Congreso  es- 
te acto  después  de  consumado?  ¿Por  las  que  habrá  de  de- 
clarar eX'post  fado  que  debió  seguir  el  Ejecutivo? 

Aquí  también  viene  el  segundo  proyecto  á  demostrar  el 
estravío  de  toda  buena  doctrina  del  primero.  Si  de  la  fuer- 
za que  hubiere  empleado  para  repeler  una  invasión,  ó  re- 
primir una  insurrección  contra  las  leyes  del  Congreso,  soló- 
se le  exige  dar  cuenta  oportunamente,  ¿por  qué  de  la  que- 
empleó  en  sofocar  la  insurrección  provincial,  cuando  ya 
entra  en  la  categoría  de  nacional,  ha  de  necesitar  especial 
aprobación? 

He  aquí  pues,  dos  leyes  especiales,  motivadas  por  un  so- 
lo artículo  de  la  Constitución,  con  reglas,  principios  y  res- 
ponsabilidades distintas. 

La  ley  norte-americana  que  proveyó  á  la  ejecución  det 
vtncuhim  fasderis,  proveyó  lo  mismo  que  para  la  invasión* 
ó  la  insurrección  contra  la  Nación,  esto  es,  medios  rápidos^ 
de  dominar  la  resistencia,  iguales  en  todos  los  casos:  la 
fuerza,    dejando  al  que  por  la  Constitución    tiene  el    deber 
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de  emplearla,  medir  la  cantidad  ó  apreciar  la  necesidad  de 
ella.  Si  algo  particular  introduce  cuando  se  trata  de  insu- 
rrección contra  las  leyes  nacionales,  es  el  poner  á  disposi- 
ción del  Poder  Ejecutivo  Nacional  la  milicia  del  Estado 
mismo  en  que  la  insurrección  ocurre,  no  por  que  cuente 
mucho  con  ella  como  la  Ley  misma  lo  prevée,  sino  para 
desautorizar  todo  poder  que  intente  sublevarse  contra  la 
Nación,  haciendo  nacional  el  crimen  del  que  preste  obe- 
diencia en  virtud  de  leyes  provinciales. 

Resorte  admirable  qne  ha  sido  eficacísimo  muchas  veces, 
limitándose  el  Presidente  á  convocar  la  milicia,  para  hacer 
cesar  todo  amago  de  perturbación,  como  sucedió  aquí  en 
la  Provincia  de   Corrientes. 

La  dualidad  de  los  proyectos  de  Ley  que  el  Ejecutivo  se 
cree  obligado  á  objetar,  es  otro  de  los  defectos  de  este 
sistema  de  legislación.  Es  muy  fácil  definir  en  el  papel, 
cual  es  insurrección  contra  las  leyes  del  Congreso,  cual  in- 
vasión extrangera  ó  doméstica,  cual  insurrección  provincial 
hecha  nacional  por  el  requerimiento;  pero  desgraciadamente 
los  hechos  prácticos  no  se  prestan  á  este  análisis.  La  in- 
surrección de  Peñaloza  era  vandalaje  que  no  entraba  en 
ninguna  de  las  categorías  de  los  dos  proyectos;  fué  insu- 
rección  provincial,  primero;  invasión  de  Provincia  á  Provin- 
cia después;  insurrección  nacional,  desde  que  el  Presidente 
la  declaró  tal,  complicada  con  invasión  extrangera  desde 
Chile.  La  de  Mendoza  principió  por  alzamiento  de  presos, 
motin  militar,  renuncia  de  gobierno  legal,  y  por  tanto  ex- 
cluida la  requisición,  insurrección  contra  las  autoridades 
nacionales  después,  invasión,  guerra  general  en  ocho  Pro- 
vincias y  degeneración  en  el  más  vergonzoso  y  ruinoso 
vandalaje  de  que  nuestras  Provincias  hayan  sido  teatro.  Ex- 
cusado sería  citar  otros  hechos  ¿cuál  habría  sido  el  carác- 
ter de  la  Ley  especial  dada  por  el  Congreso,  al  primer  as- 
pecto de  estas  y  otras  perturbaciones? 
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¿Qué  cuenta  habría  venido  á  dar  el  Ejecutivo,  con  esa 
Ley  en  la  mano,  de  las  infinitas  variaciones  que  la  revuelta 
iba  asumiendo,  ladrones  sin  los  derechos  de  beligerantes» 
gobiernos  que  desaparecen  sin  requerir  auxilios,  insurrec- 
tos sin  propósitos  expresados  convertidos  en  gobiernos,  y 
al  fin  ocho  Provindas  devastadas,  cuyos  conquistadores  po- 
drían pretender  que  representaban  la  mitad  de  la  Repú- 
blica? 

A  esta  cuestión  puede  contestarse  con  la  intervención 
llevada  á  la  Provincia  de  Catamarca  en  1866  en  virtud  de 
una  ley  del  Congreso,  que  proveyó  á  las  necesidades  del 
momento  en  que  la  intervención  fué  requerida;  y  que  muy 
luego  tomó  tantas  formas  distintas  que  la  Ley  no  respon- 
dió á  ninguna  de  las  exigencias  creadas  por  los  mismos 
sucesos. 

Pero  no  paran  ahí  las  complicaciones  y  dificultades  que 
el  empeño  de  definir  lo  que  no  admite  definición  trae  con- 
sigo. 

No  la  Constitución  sino  el  sentido  de  la  propia  conser- 
vación manda  aún  á  los  salvajes  repeler  la  invasión.  Pero 
el  Ejecutivo  Nacional  tiene  el  deber  de  precaverla,  mandan- 
do á  su  amago,  ejércitos  de  observación  á  los  extremos, 
amenazados. 

¿Hay  intervención  cuando  así  procede? 

Si  una  Provincia  se  pone  en  armas,  sin  peligro  exterior 
¿el  Ejecutivo  Nacional  permanecerá  impasible,  porque  sólo 
ha  de  intervenir  á  requisición? 

Sin  embargo  el  derecho  de  gentes  entre  naciones  veci- 
nas, autoriza  el  armamento  de  la  una,  para  precaver  contra 
las  posibilidades  de  ser  tomada  desprevenida  por  la  otra,  y 
aún  á  pedir  explicaciones  satisfactorias. 

¿No  podrá  el  Presidente  de  una  República  federativa,  en 
previsión  de  perturbaciones  de  la  tranquilidad  publica  lo 
que  pueden  entre  si  los  Estados  independientes? 
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Los  partidos  que  se  agitan  en  una  Provincia  y  deponen 
á  las  autoridades  constituidas,  son  siempre  extraños  á  los 
partidos  y  facciones  que  dividen  á  otras  ó  á  la  Nación? 
¿Cuál  insurrección  será  verdaderamente  provincial?  ¿Cuál 
contra  el  partido  que  forma  la  minoría  ó  la  mayoría  del 
Congreso?  ¿Querrá  el  Presidente  favorecer  al  que  lo  elevó 
al  Poder?  ¿Procurará  una  facción  en  Icis  Cámaras,  fortificar 
por  medio  de  aplazamientos,  dilatorias  y  oposiciones  á  un 
partido  en  revolución,  ó  declarar  no  constituidas  autorida- 
des que  no  le  sean  afectas? 

El  Poder  Ejecutivo  comprende  la  dificultad  de  obrar  con 
acierto  en  casos  que  tanto  se  prestan  á  la  pasión;  pero  no 
admitirá  jamás  en  cuanto  á  él  le  concierne,  que  esté  más 
expuesto  á  error,  que  los  que  no  son  responsables  de  sus 
actos,  y  están  expuestos  por  los  efectos  mismos  del  debate 
á  ceder  á  impresiones  del   momento. 

Afortunadamente  hay  en  nuestra  Constitución  más  claros 
principios  que  guien  al  Gobierno  que  aún  aquellos  mismos 
que  nos  sirvieron  de  guía  al  adoptar  y  ajustar  el  artículo  6° 
al  4"*  de  la  Constitución  Federal  de  los  Estados  Unidos,  y 
es  el  5"  de  la  nuestra,  que  define  lo  que  es  la  forma  del 
Gobierno  de  las  Provincias.  Por  ambas  debe  haber  una  Le- 
gislatura existente  y  un  Gobernador  existente  renovado  el 
personal  de  ambas  en  términos  y  bajo  formas  de  antemano 
fijadas  por  la  Constitución  y  las  leyes.  El  pueblo  ha  renun- 
ciado al  ejercicio  de  todo  derecho  de  remoción  de  ese  per- 
sonal por  la  violencia  durante  esos  términos  prefijados  por 
la  ley.  La  violación  de  estas  reglas  es  crimen  y  constituye 
la  insurrección;  y  la  requisición  de  las  autoridades  consti- 
tuidas obliga  al  Poder  Federal,  á  acudir  con  la  fuerza  á 
reprimir  la  insurrección  y  hacer  respetar  la  ley  que  hace 
obligatoria  la  obediencia  hasta  llegada  la  época  de  reelegir 
los  funcionarios  públicos.  Esta  es  una  República  constituida, 
y  este  el  punto  en  que  la    Constitución  y  el   interés  nació- 
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nal  y  provincial  se  confunden  en  uno  solo:  la  preservación 
de  la  tranquilidad  pública,  que  sería  una  quimera  para  la 
Nación,  si  pudiese  íístar  perturbada  en  una  ó  más  Provin- 
cias. 

La  función  primordial  del  Ejecutivo  Nacional,  por  tnnto, 
habiéndose  despojado  las  Provincias  del  poder  de  hacer  la 
guerra  ó  contraer  alianzas,  es  reprimir  Icis  insurreccio- 
nes, de  cualquier  carácter  que  sean;  pues  la  requisición 
exigida  en  las  Provincias  no  es  un  privilegio  que  se  ha 
concedido  por  la  Constitución  Nacional  á  los  revoluciona- 
rios provinciales,  sino  una  obligación  contraída  por  la  Na- 
ción con  cada  Provincia,  cualquiera  que  sea  su  debilidad 
numérica,  de  darle  toda  la  fuerza  nacional  necesaria,  en 
defecto  de  la  propia,  para  mantener  sus  autoridades  cons- 
tituidas contra  toda  violencia  doméstica  ó  extraña  que  pre- 
tenda subvertirlas. 

I-os  proyectos  de  la  ley  que  el  Poder  Ejecutivo  devuelve 
no  consultan  los  propósitos  de  la  Constitución,  sino  por  el 
contrario,  los  destruyen,  prestándose  su  texto  mismo  á  hacer 
nacer  las  resistencias  y  el  espíritu  de  la  revuelta,  en  país 
que  no  acaba  de  salir  de  tan  prolongada  serie  de  pertur- 
baciones. 

Hasta  hoy  sería  un  misterio  saber  cual  fué  el  motivo 
del  levantamiento  de  Peñalosa,  que  dio  por  única  razón 
haber  el  Gobierno  Nacional  faltado  á  una  promesa  de  fusión. 
¿Quién  se  ha  dado  cuenta  de  las  causas  de  la  revolución 
de  Mendoza?  ¿Han  dicho  Várela  y  sus  cómplices  qué  se 
proponían?  Y  sin  embargo  estos  movimientos  han  atrazado 
de  un  siglo  á  las  Provincias  del  Interior,  y  pueden  repro- 
ducirse por  causas  más  perceptibles  y  por  instrumentos  me- 
nos innobles. 

Es  el  deber  del  Poder  Ejecutivo  instruir  al  Congreso  de 
un  hecho  que  no  está  de  acuerdo  con  las  susceptibilidades 
que  gran  parte  de  sus  miembros  muestran   con  respecto  á 
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la  influencia  del  poder  armado  de  la  Nación  en  las  Provin- 
cias. La  mitad  de  ellas,  como  que  son  fronterizas,  están  ne- 
cesariamente guardadas  por  tropas  nacionales  ó  movilizadas. 
Tres  del  Norte  y  una  de  Cuyo  han  estado  guarnecidas  por 
fuerzas  nacionales  durante  la  pasada  administración;  y  las 
demás,  excepto  algunas  que  tienen  una  fuerte  organización 
militar,  reclaman  con  instancia  entre  otros  beneficios  que 
obtienen  del  Congreso  ó  del  Ejecutivo  Nacional,  la  pre- 
sencia de  fuerzas  nacionales,  ó  aún  de  milicia  movilizada  que 
les  garanta  su  existencia,  por  ser  un  hecho  constante  que 
el  sentimiento  del  deber  se  hace  sentir  más  fuerte  bajo  la 
autoridad  del  nombre  de  la  Nación.  Son  pocas  las  Pro- 
vincias que  pueden  pagar  regularmente  una  guarnición 
propia  y  aún  hallan  un  recurso  en  las  erogaciones  del  Erario 
Nacional  en  beneficio  de  las  clases  menesterosas. 

Tres  revoluciones  en  Córdoba  y  la  sangrienta  y  desola- 
dora que  tuvo  su  origen  en  la  tropa  de  Policía  Provincial 
de  Mendoza,  han  dejado  en  las  Provincias  apartadas  el  te- 
rror de  la  inseguridad  latente  en  que  viven,  libradas  á  sus 
propias   fuerzas. 

El  Poder  Ejecutivo  no  se  disimula  las  dificultades  de 
proceder  con  acierto  en  el  uso  de  la  fuerza  á  que  los  pro- 
yectos en  cuestión  parecen  querer  designar  límites  estrechos. 
Nuestra  Constitución  supone  una  República  Federal,  go- 
biernos emanados  de  la  voluntad  del  pueblo  y  autoridades 
constituidas  por  esa  soberana  voluntad,  ejercida  pacífica- 
mente en  los  límites  y  en  los  períodos  que  la  Constitución 
y  las  leyes  prescriben. 

Desgraciadamente  no  siempre  y  en  todas  partes  esas  su- 
posiciones son  realidades  prácticas.  Lo  que  trae  casi  siempre 
descontentos  á  los  partidos  es  ó  bien  que  las  elecciones 
practicadas  no  expresaron  sinceramente  esa  voluntad  de  una 
mayoría  de  pueblo  ó  bien  que  los  que  á  merced  de  sus 
resultados  aparentes  se   llaman  autoridades  constituidas,  no 
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lo  son  en  la  sujeción  de  sus  actos  á  las  prescripciones 
constitucionales.  De  aquí  viene  acaso  el  instinto  de  pre- 
juzgar en  cada  caso  de  subversión  de  autoridades  en  una 
Provincia,  si  ha  de  concederse  la  fuerza  nacional  para  resta- 
blecerlas, ó  si  sería  mejor  pactar  con  los  hechos  iriegulares  ú 
oír  los  motivos  que  pudieran  justificar  la  insurrección.  Este 
mal  inherente  á  la  ignorancia  de  sus  propios  derechos  de 
los  electores  en  unas  partes,  á  la  presión  que  sufren  en  otros,, 
no  debe  agravarse  sin  embargo  con-  establecer  un  juicio 
previo  antes  de  sofocar  la  insurrección.  Los  medios  de  man- 
tener la  paz  deben  obrar  rápidamente  hasta  restablecerla, 
y  restablecida  ésta,  tiempo  hay  de  estudiar  tranquilamente 
las  causas  de  perturbación,  para  hacerlas  desaparecer. 

El  Poder  Ejecutivo  se  hará  un  deber  bien  pronto  de 
llamar  la  atención  del  Congreso  sobre  los  defectos  de  la  Ley 
Nacional  de  Elecciones,  á  fin  de  que  remediados  desapa- 
rezcan algunas  de  las  concausas  que  mantienen  el  malestar 
en  unos  puntos,  la  pugna  constante  de  otros. 

Los  esfuerzos  que  el  Congreso  ha  hecho  por  mejorar  la 
educación  y  difundirla,  tienden  á  aligerar  estos  males,  pre- 
parando mayor  número  de  inteligencia  para  la  vida  pública; 
pero  el  mal  no  será  extirpado  de  raiz  sino  cuando  se  adopte 
un  sistema  universal  de  educación  que  haga  descender  hasta 
las  muchedumbres  el  conocimiento  del  mecanismo  del  go- 
bierno que  ellas  eligen  ó  destruyen,  no  siempre  con  con- 
ciencia de  sus  actos. 

La  feliz  y  pronta  terminación  de  la  guerra  del  Paraguay 
permitirá  al  Congreso  entrar  en  esa  ancha  vía  de  útiles 
y  pacíficas  mejoras;  y  los  grandes  trabajos  emprendidos 
para  acortar  las  distancias  y  facilitar  el  desarrollo  de  la 
industria  contribuirán  más  poderosamente  que  los  medios 
que  los  proyectos  proponen  para  regularizar  el  uso  de  la 
fuerza   pública. 

Consideraciones  de  este  género  y  muchas  que  omito  por 
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emanar  más  de  las  frases  ó  de  su  brevedad,  que  parece 
dejar  excluido  lo  que  no  está  expresamente  dicho,  llevan  al 
Poder  Ejecutivo  á  pedir  al  Congreso  deje  sin  efecto  la  san- 
ción de  los  proyectos  de  ley  sobre  intervenciones  provin- 
ciales, invaciones  domésticas  ó  extrangeras  é  insurrecciones 
de  carácter  nacional;  porque  la  división  de  dos  leyes  sobre 
materias  que  emanan  de  un  solo  articulo  de  la  Constitu- 
ción, con  dos  sistemas  de  responsabilidades,  y  partiendo 
de  principios  distintos,  no  responde  á  la  simplicidad  del 
objeto  de  la  Constitución,  que  es  en  todos  los  casos  oponer 
la  fuerza  á  toda  fuerza  que  pretenda  perturbar  la  tranquilidad 
pública. 

Agravan  estos  y  otros  vicios  la  circunstancia  no  menos 
deplorable  por  no  ser  intencional,  que  la  ley  misma  excluye 
responsabilidad,  erigiendo  en  leyes  especiales  el  arbitrario,, 
al  servicio  de  la  justicia  hoy,  de  la  pasión  mañana,  pues 
el  actual  Congreso  no  sabe  quienes  lo  formarán  en  los 
cambios  que  la  ley  señala  á  su  personal. 

Una  agravación  de  males  para  las  Provincias,  puede  traer 
por  compensación  la  falta  de  seguridad  que  tal  arbitrio  ofrece 
en  perspectiva.  Las  facciones,  dispuestas  siempre  á  abusar 
de  todo,  hallarán  en  las  demoras  que  para  la  representa- 
ción ofrece  la  previa  discusión  de  una  ley,  aliento  para 
probar  fortuna  y  consumar,  fortificar  y  extender  Ja  rebelión 
y  los  gobiernos  que  dejaran  de  tener  esperanza  en  el  re- 
medio, aumentarán  su  vigilancia  y  acaso  su  opresión  para, 
evitar  que  los  oponentes  prevalezcan. 

El  Poder  Ejecutivo  Nacional,  cualquiera  que  sean  los  que 
lo  desempeñan,  temblanVde  obrar  en  receso  del  Congreso 
en  cuestiones  que  tienen  ecos  en  las  Cámaras  mismas,  sin 
saber  por  quienes  estará  una  futura  mayoría,  si  por  las 
autoridades  depuestas  y  restablecidas  ó  por  los  insurrectos, 
reprimidos  y  burlados  en  sus    propósitos. 

El  sistema  de  instituciones  que  nos  rige,  el  texto  mismo- 
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de  la  Constitución  imponen  al  P.  E.  la  obligación  de  dar 
cuenta  de  tiempo  en  tiempo  al  Congreso  de  la  situación  de 
la  República;  y  en  los  casos  en  que  algxma  de  las  Cámara  ha 
pedido  informe  sobre  lo  obrado,  el  P.  E.  ha  hecho  osten- 
tación de  una  solicitud  llevada  al  extremo  de  anticiparse  ó 
exceder  á  la  más  exigente  expectación.  Repetir  por  tanto 
en  una  ley  que  el  Presidente  dará  cuenta  oportuna nente  y 
en  otra  que  lo  hará  en  diez  días  para  ser  aprobado  ó  no, 
dejaría  suponer  por  un  defecto  de  redacción  acaso,  que  en 
el  último,  el  P.  E.  es  un  delegado  del  Congreso,  lo  que  la 
Constitución  ni  la  forma  republicana  de  gobierno  admiten. 
El  P.  E.  tiene  poderes  propios  emanados  de  la  Constitución, 
que  es  la  misma  fuente  de  que  emanan  los  del  Congreso, 
y  no  puede  dejarse  en  el  texto  de  una  ley  establecido  que 
tienen  otro  origen. 

En  nuestro  sistema  de  gobierno  cada  Poder  Público  tiene 
su  esfera  de  acción  señalada;  y  es  base  del  sistema  que 
cada  uno  ejerza  sus  facultades  y  llene  sus  deberes  con  pres- 
cindencia  de  los  otros. 

Es  de  aquí  que  arranca  la  deducción  querías  atribuciones 
constitucionales  de  un  Poder  no  pueden  ser  delegadas  en 
otro  y  como  consecuencia  de  ella  que  los  actos  del  uno  no 
pueden  ser  sometidos  á  la  revisión  y  aprobación  de  los 
demás, 

El  proyecto  sobre  intervenciones  locales,  que  el  Congreso 
ha  sancionado,  echa  por  tierra  aquellos  principios  funda- 
mentales de  nuestra  organización  política  y  hace  del  P.  E. 
un  mero  agente  del  Poder  Legislativo. 

La  Constitución  al  establecer  la  responsabilidad  de  los 
Poderes  Ejecutivo  y  Judicial  ha  querido  descargar  sobre 
ellos  exclusivamente  el  juicio  de  sus  propios  actos  y  se 
aviene  mal  con  esta  responsabilidad  la  tutela  á  que  somete 
al  Poder  Ejecutivo  el  proyecto  sancionado  por  el  Congreso 
á   que  antes  se  ha  hecho  referencia. 
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Si  uno  de  los  Poderes  Públicos  comete  error  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  el  error  no  puede  remediarse,  por- 
que en  alguna  parte  han  de  tener  término  los  procedi- 
mientos de  los  Poderes  Públicos,  y  no  hay  ninguno  de  ellos 
-cuyo  criterio  sea  superior  al  de  los  demás,  para  que  su 
fallo  pueda  considerarse  como  la  expresión  de  la  verdad  y 
del  acierto. 

El  legislador  cuando  legisla,  el  Presidente  cuando  ejecuta 
la  ley  y  administra,  y  el  juez  cuando  juzga,  proceden  según 
su  propia  conciencia,  que  les  presenta  sus  actos  como  la 
expresión  del  acierto.  Cada  uno  de  los  Poderes  Públicos 
tiene  por  la  Constitución,  un  fallo  inapelable  sobre  ciertas 
materias.  El  Poder  Legislativo  dictando  leyes  con  dos  ter- 
ceras partes  de  votos,  es  supremo  en  sus  resoluciones,  si 
esas   leyes  no   afectan   la  Constitución. 

El  Poder  Judicial,  juzgando  de  la  constitucionalidad  de 
una  ley,  es  supremo  en  sus  fallos. 

El  Poder  Ejecutivo,  ejerciendo  la  supremacia  en  la  admi- 
nistración del   país,   es  supremo   en  sus  deliberaciones. 

Esto  es  la  Constitución  y  para  que  se  vea  que  no  hay 
deformidad  en  esto,  como  se  pretende,  basta  esta  simple 
cuestión:  cuando  un  Poder  Público  declarase  que  había  error 
en  los  procedimientos  del  otro  ¿por  qué  sería  la  verdad  esta 
declaración?  ¿por  qué  no  habría  otro  Poder  que  revisase  esta 
declaración  y  otro  la  de  éste  y  así  hasta  lo  infinito? 

El  proyecto  de  ley  que  somete  á  la  aprobación  del  Con- 
Congreso  los  actos  del  Poder  Ejecutivo,  es  por  lo  tanto  in- 
sostenible á  la  luz  de  los  principios  constitucionales  que  han 
servido  de  base  á  nuestra  organización  política. 

La  Constitución  somete  los  actos  legislativos  en  que  con- 
curren ambas  Cámaras  á  la  aprobación  del  Ejecutivo  en 
diez  días.  El  proyecto  invierte  estos  términos  sometiendo 
sus  actos  en  diez  días  á  la  aprobación  del  Congreso;  pero 
como  los  actos  del  Congreso  requieren  á  su  vez  la  aprobación 
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del  Ejecutivo  en  diez  días,  ó  devolverlos  para  su  reconsidera- 
ción á  dos  tercios  de  votos,  se  inicia  un  nuevo  é  intermi- 
nable procedimiento. 

No  debe  el  Poder  Ejecutivo  terminar  esta  larga  exposi- 
ción de  motivos  para  pedir  la  reconsideración  de  leyes  que 
tantos  principios  comprometen,  sin  descender  á  los  hechos 
mismos  que  pudieran  justificar  su  adopción. 

Después  de  jurada  la  Constitución,  la  pasada  administra- 
ción tuvo  el  dolor  de  presenciar  el  espectáculo  de  desórde- 
nes que  acabaron  por  el  desastre  de  ocho  Provincias  reco- 
rridas por  bandas  armadas,  en  desprecio  de  la  Constitución 
y  las  leyes.  Algunos  no  vuelven  aún  de  su  quebranto.  El 
Poder  Nacional  que  habían  creado  los  pueblos,  no  estuvo 
pronto  con  la  fuerza  para  reprimir  en  tiempo  tamaños  des- 
manes. 

Las  frecuentes  sublevaciones  de  contingentes,  las  fuerzas 
leales  que  fué  necesario  distraer  de  la  guerra  del  Paraguay 
doblaron  los  costos  y  la  duración  de  aquella  guerra,  y  han 
dejado  el  recargo  de  millones  de  deudas  á  cuyo  cargo  de- 
ben proveer  esos  mismos  pueblos  saqueados,  por  falta  de 
poder  en  el  gobierno  que  crearon  para  defenderlas. 

La  administración  actual  encontró  la  guerra  civil  ardien- 
do en  Corrientes,  las  fronteras  expuestas  y  los  caminos  y 
desiertos  de  la  Rioja,  Córdoba,  San  Luis  poblados  de  sal- 
teadores. 

Aún  está  lejos  de  devolver  á  todos  los  pueblos  la  se- 
guridad completa  que  necesitan  para  gozar  de  la  existen- 
cia siquiera,  porque  es  de  existir  que  muchas  veces  se  trata 
en  Provincias  apartadas.  El  Congreso,  conocedor  de  esta 
situación,  debiera  preocuparse  de  proveer  de  medios  más 
eficaces  aún,  á  fin  de  curar  males  demasiado  hondos  para 
ser  extirpados  de  un  golpe. 

Multitud  de  personas  hay  que  han  salvado  no  hace  tres 
aflos  de  ser  degolladas,  sin  que  sus  fortunas  hayan  escapado  al 
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pillaje,  y  hace  un  año  ó  dos,  que  el  peligro  de  la  vida  ha- 
cía pasar  en  vela  la  noche,  á  los  que  tenían  que  atravesar 
extensiones  del  país. 

No  es  posible  que  ellos  quieran  hoy  rodear  el  uso  de  la 
-fuerza  pública  de  tal  red  de  trabas  que  hagan  imposible  ó 
demasiado  morosa  la  acción  del  Gobierno  para  destruir  esos 
-peligros. 

Debe  decir  también  á  V.  H.  que  el  Presidente,  que  la 
mayoría  del  pueblo  argentino  ha  elegido  con  evidente  y 
reconocida  expontaneidad,  no  puede  estar  sujeto  al  vejamen 
-que  un  juicio  sin  formas  le  prepara.  Representa  al  pueblo  ar- 
gentino ante  las  naciones,  y  la  Constitución  le  llama  el  Jefa 
Supremo  del  Estado;  y  mal  se  avienen  con  esa  irrisoria  su- 
premacía, las  palabras  del  proyecto  que  lo  constituyen  en 
delegado  ó  comisario  de  una  mayoría  accidental  de  un  Con- 
greso. 

¿  Justificaranlas  por  ventura  el  temor  de  que  se  haya  equi- 
vocado el  pueblo  al  confiarle  el  poder  que  la  Constitución 
pone  en  manos  del  Presidente  y  del  Comandante  General 
de  las  fuerzas? 

Pero  como  las  restricciones  impuestas  por  el  proyecto  de 
Intervenciones  se  refieren  al  pacto  federal  y  al  parecer  á 
asegurar  á  las  Provincias  el  libre  ejercicio  de  sus  institu- 
ciones propias,  aunque  el  efecto  sea  arrebatárselas  por  la 
previa  sumisión  del  requerimiento  á  la  aprobación  del  Con- 
greso, el  Poder  Ejecutivo  cree  deber  recordar  con  íntima 
.satisfacción,  que  su  jefe  fué  el  primero  en  aceptar  la  forma 
federal  que  los  hechos  habían  impuesto  á  la  República  uni- 
taria, con  tal  que  se  ajustase  á  los  principios  y  garantías  de 
la  única  federación  digna  de  servir  de  modelo. 

Cúpole  la  honra  en  el  transcurso  de  los  años  de  contri- 
buir á  la  reforma  de  la  Constitución,  ajustándola  más  y  más 
á  esos  principios,  y  sobre  todo  en  el  artículo  6®  que  hoy 
u]uiere  someterse  al  extraño  expediente   de  leyes  especiales 
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para  su  cumplimiento.  ¿  Quién  tendría  títulos  y  derechos  pa- 
ra juzgarse  más  celoso  de  la  preservación  de  ese  sistema  á 
cuyo  regular  establecimiento  consagró  su  vida  ? 

El  Poder  Ejecutivo  debe  observar,  ademas  de  todo  lo  di- 
cho, que  el  artículo  6°  de  la  Constitución  está  entre  las  de- 
claraciones, derechos  y  garantías  que  son  la  parte  de  todas 
las  Constituciones  que  no  están  sometidas  á  la  acción  de 
ninguno  de  los  poderes  públicos,  que  el  resto  del  instru- 
mento constituye.  El  6í¿  de  derechos  en  las  Constituciones- 
más  avanzadas,  concluye  con  esta  explícita  declaración: 

«  La  declaración  de  derechos  aquí  prefijada,  se  declara 
«  ser  parte  de  la  Constitución  de  este  Estado,  y  nunca  se- 
«  rán  violados  bajo  pretexto  alguno.  Y  para  precaver  con- 
«  tra  toda  transgresión  de  los  altos  poderes  que  hemos  de- 
«  legado,  declaramos  que  toda  cosa  contenida  en  el  6i¿¿  de 
«  derechos  está  exceptuada  de  los  poderes  generales  del 
«  Gobierno,  y   permanecerá  por   siempre  inviolable». 

El  artículo  en  cuanto  á  garantías  y  derechos  de  los  Go- 
biernos de  Provincia,   no  puede   ser  sometido  á  legislación, 
ni^  pueden  dictarse  leyes  sobre  hechos  ya  ocurridos  ex  post 
fado. 

El  Poder  Ejecutivo  tendrá  otra  vez  ocasión  de  recomen- 
daros el  proyecto  de  ley  tomado  de  la  ley  de  1795  de  los 
Estados  Unidos,  que  dispone  lo  único  necesario  para  la  eje- 
cución del  artículo  6°,  por  tener  la  sanción  de  la  experien- 
cia de  una  gran  nación,  y  ser  la  aplicación  genuina  de  léis 
facultades  del  Congreso,  á  la  ejecución  del  artículo  6»  so- 
bre el  uso  de  la  milicia,  á  requisición  de  las  autoridades 
constituidas  en  las  Provincias. 

Entretanto,  espera  confiado,  que  el  Poder  Legislativo  de 
la  República,  estudiará  con  meditación  y  calma  Icis  razones 
expuestas  en  este  Mensaje,  y  se  persuadirá  que  al  usar  el 
Poder  Ejecutivo  de  la  facultad  que  la  Constitución  le  da 
como    poder    colegislador  de    devolver    observados    los  dos 
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proyectos  sobre  intervenciones  que  le  han  sido  comunicados 
con  fecha  24  y  25  del  corriente,  no  viene  á  sostener  que  se 
ensanchen  sus  atribuciones,  ni  tampoco  á  pedir  que  el  Le- 
gislativo se  desprenda  de  las  su3'as,  sino  que  viene  animado 
del  deseo  del  bien  público  á  señalar  los  peligros  que  para 
el  orden  interior  de  las  Provincias  y  por  consecuencia,  de 
la  Nación,  envuelven  esos  proyectos,  y  á  presentar  además 
el  falseamiento  de  los  principios  constitucionales  que  nos 
rigen,  consagrado  en  el  artículo  de  uno  de  ellos,  que  consti- 
tuye el  Poder  Ejecutivo  en  delegado  ó  agente  del  Poder 
1-egislativo. 

Dios  guarde  á  V.  H. 

Domingo  Faustino  Sarmiento. 
Dalmacio    Velcz  Sarsjield, 


San  Juan,  Enero  11  de  1869. 

Al  E^cmo,  señor    Comisionado  Nacional,   doctor  don  Luis 
Velez. 

Después  de  la  última  conferencia  en  que  V.  E.  ha  ma- 
nifestado el  la  mayoría  de  los  infrascriptos,  Diputados  de 
la  H.  Cámara  Legislativa,  hallarse  resuelto  á  proceder  á  su 
instalación;  hemos  creído  de  nuestro  deber  formar  acuerdo 
entre  los  Diputados  que  disentimos  en  la  apreciación  de  la 
legalidad  de  las  resoUiciones  tomadas  por  nueve  represen- 
tantes en  la  reunión  de  28  de  Octubre  y  comunicar  nuestra 
resolución  como  pasamos  á  hacerlo,  para  que  V.  E.  proceda 
en  consecuencia,  como  lo  estime  conveniente.  Por  el  documento 
que  en  copia  se  acompaña,  se  impondrá  V.  E.  que  los  sus- 
criptos han  protestado  contra  la  inconstitucionalidad  de  la 
reunión  del  28  de  Octubre,  fundados  en  la  falta  de  personal 
y  demás  que  en  él  se  indican.  Desde  ese  momento  quedó  esta- 
blecido el  conflicto  entre  las  fracciones  de  la  Cámara  y  esto 
ha  sido  reconocido  así  por  los  Diputados  que  requirieron  la 
intervención,  al  proceder  como  lo  hicieron  en  la  reunión  del 
30  sin  la  citación   correspondiente  á  los  infrascriptos. 

Establecido  este  hecho,  V.  E.  no  puede  ignorar  que  la 
resolución  de  este  conflicto  es  privativa  del  cuerpo  mismo 
en  que  se  produce,  desde  que  se  quitó  ex])resamente  la  fa- 
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cuitad  de    dirimirlo  al   Gobierno  General   que    la  ejecutaba 
por   medio  de  los  Tribunales   Federales. 

El  conflicto,   se  halla,  pues,   establecido  y  aún  no  ha   re 
caído  resolución  alguna  legislativa   que  lo  resuelva. 

Al  fijar  como  lo  ha  hecho^V.  E.  por  base  para  reorga- 
nización del  Cuerpo  Legislativo,  el  personal  que  éste  tein'a 
en  el  momento  de  requirimiento,  va  á  inmiscuirse  en  el  ejer- 
cicio de  los  derechos  políticos  que  la  Provincia  se  ha  re- 
servado expresamente,  como  queda  sentado;  y  los  firmados 
están  en  el  deber  y  dispuestos  á  no  permitir  violación  alguna 
que  menoscabe  la  autoridad  que  han  recibido  del  pueblo,  se 
ven  en  la  dura  necesidad  de  protestar,  como  por  la  presente 
lo  hacen,  que  no  concurrirán  á  prestarle  su  apoyo,  pues 
nada  menos  importaría  su  asistencia  al  llamado  del  señor 
Comisionado  para  reorganizar  la  Cámara  bajo  las  bases  an- 
tedichas. 

Resulta  tanto  más  la  abrogación  de  derechos  que  encon- 
tramos en  el  proceder,  cuanto  que  la  intervención  en  sí 
misma  ha  sido  decretada  á  requisición  de  esa  fracción  le- 
gislativa, incapaz  en  concepto  nuestro,  para  ejercitar  facul- 
tades que  son  acordadas  á  la  Cámara  Legislativa  en  su  for- 
mación   constitucional. 

El  P.  E.  Nacional  ha  podido  proceder  con  requisición  ó 
sin  ella,  á  intervenir  en  la  Provincia  á  objeto  de  restable- 
cer la  forma  republicana  de  Gobierno  subvertida,  como  se 
ha  juzgado  por  actos  determinados,  pero  al  hacerlo  V.  E. 
no  podría  dar  á  la  intervención  más  alcance  que  declarar 
nulos  los  actos  subversivos  y  dictar  las  resoluciones  nece- 
sarias para  precaverse  de  su  repetición. 

Si  la  aprehensión  de  algunos  representantes  y  el  juicio 
que  se  ordenaba  sogairles  por  el  P.  E.,  de  12  de  No- 
viembre del  año  pasado,  eran  como  lo  ha  manifestado  V.  E. 
en  opinión  del  Gobierno  Federal,  los  actos  atentatorios,  á  la 
forma  republicana    de  gobierno;  hoy  que  esos  representantes 
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han  sido  puestos  en  libertad  y  nada  obsta  al  libre  ejercicio 
de  sus  funciones  la  misión  de  V.  E.  se  halla  satisfecha  y 
cumplida  también  la  garantía  acordada  á  las  Provincias  que 
ha  venido   á   hacerse  efectiva  por  su    intermedio. 

Instalar  la  H.  Cámara,  como  se  comprende  por  V.  E. 
importa  reconocer  que  ha  sido  derrocada,  y  nada  puede 
obligarnos  á  ello  desde  que  V.  E.  y  el  mismo  Poder  Eje- 
cutivo, de  la  Nación,  han  reconocido  que  por  mas  atenta- 
torios y  subversivos  que  sean  los  actos  que  han  dado  pre- 
testo  á  la  intervención,  la  H.  Cámara  no  ha  sido  derrocada 
ni  menos  pueden  estimarse  como  sediciosos  los  procedi- 
mientos que  se   han  acusado   como   tales. 

Si  á  los  demás  poderes  públicos  de  la  Provincia  les  son 
vedadas  las  investigaciones  y  clasificaciones  de  los  actos  ema- 
nados de  la  Legislatura,  insostenible  sería  que  á  una  frac- 
ción de  este  cuerpo  tcmibién  le  fueran,  cuando  se  trata  del 
proceder  de  otra  fracción.  No  reconocerlo  así,  es  autorizar 
la  más  espantosa  anarquía  en  el  seno  de  este  cuerpo,  fa- 
cultando á  todos  los  partidos  en  que  esté  dividido  á  que 
puedan  proceder  como  se  hizo  en  la  reunión  del  30  sin  la 
citación  de  los  otros  que  la  componen. 

Desde  el  momento  que  admitiese  la  legalidad  de  esta 
doctrina,  tan  legítima  sería  la  intervención  acordada  á  re- 
quisición de  cualquiera  de  las  fracciones  disidentes,  como 
será  justo  acordársenos,  una  vez  que,  funcionando  la  que 
hoy  ha  requerido,  nos  veamos  desconocidos  por  ella  en 
nuestro  carácter  y  funciones   de  Diputados. 

Se  comprende  que  el  Gobierno  Nacional  dé  3l  carácter 
de  actos  oficiéües  del  Poder  Legislativo,  á  los  documentos 
que  revisten  las  formas  anteriores  usuales  para  ello  y  hasta 
tanto  que  no  hayan  sido  contradichos,  pero  cuando  esta  con- 
tradicción existe  y  se  alega  por  los  que  tienen  el  derecho 
de  hacerla  valer,  la  presunción  debe  cesar,  y  la  verdad  y 
la  justicia  prevalecer  sobre  la  forma  y   la  ficción. 
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V.  E.  que  conoce  que  las  resoluciones  de  once  represen- 
tantes, con  quienes  estamos  en  disidencia,  serían  ineficaces 
para  imponernos  el  acatamiento  que  se  debe  á  un  acto 
legislativo,  tiene  para  ser  consecuente,  que  reconocer  tam- 
bién que  no  podría  aceptar  ó  hacernos  aceptar  una  ó  más  re- 
soluciones como  pretendieron  en  la  reunión  del  28  de  Octubre 
3''  reconocernos  en  cambio  igualdad  de  derechos,  porque  sea 
cual  fuere  la  diferencia  numérica  entre  diez  y  once  represen- 
tantes, ante  la  ley  y  V.  E.  no  existe  desde  que  falta  el  quorum 
legal  entre  ambas  fracciones. 

No  sería  tampoco  la  necesidad  de  que  funcionase  el  cuerpo 
Legislativo,  la  que  pudiese  reclamar  la  intervención  de  V.  E 
en  actos  que  como  su  apertura  le  son  peculiares. 

La  Constitución  y  la  práctica  dan  derecho  á  sus  miem- 
bros á  convocará  la  Cámara  extraordinariamente,  silo  juz- 
gan necesario,  y  el  Poder  Ejecutivo  tiene  la  misma  facultad, 
si  como  V.  E.  ha  declarado  reconocerlo  la  Legislatura  tiene 
el  personal  de  sus  autoridades  legales,  por  su  órgano  úni- 
camente correspondería  hacerse  la  convocatoria  á  tal  objeto; 
y  así  ni  V.  E.  habría  ejercido  la  facultad  de  convocar  extraor- 
dinariamente, se  ha  dicho,  corresponde  á  la  Cámara  y  al 
Poder  Ejecutivo,  ni  menos  habría  desvestido  á  las  autori- 
dades mencionadas  del  derecho  que  tienen  á  que  se  hagan 
por  su  intermedio.  Cúmplenos  declarar  que  como  miembros 
de  la  H.  Cámara,  reconocemos  esos  derechos  y  estamos  dis- 
puestos á  ejercerlos  con  la  debida  oportunidad. 

Estas  consideraciones  apuntadas  con  la  premura  que  se 
requiere  para  que  V.  E.  pueda  proceder  con  la  brevedad 
que  ha  exigido,  han  pesado  en  el  ánimo  de  los  infrascriptos 
para  tomar  la  resolución  que  nos  hacemos  un  deber  en  co- 
municar. 

Por  lo  demás  V.  E.  sabe  si  en  el  propósito  de  consultar 
el  bien  público  y  secundar  la  acción  del  Gobierno  general, 
hemos  estado  dispuestos  á  hacer  concesiones. 

Dejando  así  llenado  el  objeto  de  la  presente,  nos  hacemos 
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un  honor  de  ofrecer  á  V.  E.  las  consideraciones  de  nuestro 
aprecio  y  respeto. 


Dios  guarde  á  V.  E. 
Firmados — 


Saturnino  Albarracm.  -  Abel 
Quiroga. —  Gabriel  Laspiur, — 
Ser  apio  Ovejero,^/,  Cris  ds  to- 
mo Quiroga, — Ramón  Riiiz. — 
Pedro  Valdez. — Pedro  D,  Cor- 
dero,  —,  Francisco  A  Ibarracín, 
—  Gabriel  Brihiiega, 


Está  conforme  — 


Es  copia — 


P,  Jtdio  Rodríguez, 

Secretario. 


Luis   V,    Várela, 

Sul)socretario. 


San  Juan,  Enero  11  de  1869. 

Al  Excmo.  señor  Ministro  del  Interior,  doctor  Dalmacio  Velez 
Sarsfield. 


En  los  momentos  de  terminar  la  misión  que  el  Excmo. 
Gobierno  Nacional  me  ha  encomendado,  y  después  de  haber 
vencido  cuantos  obstáculos  habían  levantado  las  pasiones  de 
partido,  en  el  estado  de  exacerbación  en  que  se  encontraba 
la  fraccióu  de  la  Legislatura  disidente  de  la  que  ha  estado 
en  la  cárcel,  y  que  informó  sin  estar  en  sesión  legislativa, 
acaba  de  transmitirme  que  no  se  reunirá  á  la  otra,  al  objeto 
previsto  por  el  Gobierno  de  V.  E.  de  que  ambas  funcionen 
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en   quorum  legal  de  acuerdo    con   los   reglamentos  y   leyes 
vigentes. 

En  el  designio  de  evitar  esta  negativa,  he  dado  cuantos 
pasos  han  estado  de  mi  parte  y  de  cuanto  la  prudencia  acon- 
seja, á  fin  de  traer  á  }os  señores  Diputados  disidentes  al 
cumplimiento  de  sus  deberes;  pero  todo  ha  sido  vano. 
Ni  mi  mesura  ni  mi  prudencia  llevada  al  último  grado,  ni 
las  demostraciones  más  luminosas  de  los  principios  que  rigen 
y  resuelven  la  cuestión   actual,  han  pesado  en    su  ánimo. 

La  resistencia  terca,  ciega,  que  he  encontrado  en  el  lleno 
de  la  comisión  que  el  Excmo.  Gobierno  Nacional  me  ha 
encomendado,  de  parte  del  Poder  Ejecutivo  y  del  juez  del 
crimen  de  esta  Provincia,  que  procesaba  los  diputados,  es 
la  misma  que  encuentro  en  los  otros  diputados  disiden- 
tes. Nada  admiten  ni  nada  ceden,  y  han  ido  ^hasta  el 
extremo  de  hacer  firmar  como  tales  Diputados  á  los  que 
han  dejado  de  serlo  por  resolución  de  la  Legislatura  de  la 
Provincia,  como  son  los  señores  don  Saturnino  Albarracin, 
don  Gabriel  Laspiur  y  don  Abel  Quiroga. 

Después  de  haber  aceptado  la  invitación  que  les  hice 
para  que  este  día  se  reuniesen  en  el  salón  de  las  sesiones 
con  los  demás  señores  Diputados  y  en  los  instantes  de  verificar 
este  acto,  habiendo  agotado  antes  todo,  recibo  la  nota  que 
en  copia  legalizada  acompaño  á  V.   E. 

Así  mismo  hago  saber  á  V.  E.  que.  los  Diputados  en- 
carcelados, están  en  libertad  y  reunidos,  aunque  no  en  quo- 
rum legal  por  la  falta  del  diputado  Carril.  Antes  de  dar 
cuenta  del  completo  desempeño  de  mi  comisión,  se  hace  in- 
dispensable que  el  Excmo  Gobierno  de  la  Nación  me  dé 
instrucciones  si  lo  creyere  conveniente  sobre  el  incidente 
que  tiene  lugar  y   no  estaba  pre  visto  en  las  que  he  recibido. 

La  Legislatura   no  puede  funcionar  en  quorum  legal,  por 
que  los  Diputados  disidentes  de  los  encarcelados  no  se  quie- 
ren reunir  bajo  ninguna  consideración  á  los  demás. 

¿Qué  hago  en  tal  caso?  Espero  que  se  digne  elevar  al  co- 
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nocimiento  del  señor  Presidente  estas  emergencias  inespe- 
radas, áfin  de  que  dicte  las  medidas  que  crea  convenientes 
y  se  me  transmitan  las  instrucciones  á  que  debo  someter 
mis  actos. 

Ha  habido  y  hay  indudablemente  un  plan  preconcebido  de 
hacer  ineficaz  por  todos  los   medios  posibles,  la  Intervención. 

Acompaño  también  á  V.  E.  copia  de  la  nota  que  he  re- 
cibiilo  de  los  doce  Diputados  que  estaban  encarcelados  y  que 
se  encuentran  ya  reunidos  sin  poder  formar  quorum  legal, 
para  funcionar  con  arreglo  á  las  leyes  y  reglamentos  vigentes. 

Con  este  motivo  me  es  agradable  ofrecer  al  señor  Mi- 
nistro mi  distinguida  consideración. 

Dios   guarde   á  V.  E. 

Luis  Velez. 

Buenos  Aires,  Enero  19  de  1869. 

Contéstese  en  los  términos   acordados  y  publíquese. 

Sarmiento. 
Dalmacio   Velez  Sarsfield, 


Es  copia — 


Lilis    V.    Várela, 

Subsecretario. 


Buenos  Aires,  Enero   20  de  1869. 

Señor  Comisionado  Nacional  Doctor  Don  Luis  Velez. 

S.  E.  el  Señor  Presidente  se  ha  enterado  con  pesar  de  la 
nota  en  que  se  sirve  instruirme  de  las  dificultades  con  que 
lucha  para  el  desempeño  de  su  delicada  misión,  y  en  su  virtud 
me  encarga  hacerle  las  indicaciones  siguientes: 
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Ha  deplorado  que  las  autoridades  provinciales  de  San  Juan, 
no  hayan  prestado  á  Vd.  el  concurso  que  debió  esperar  en 
obsequio  de  la  armonía.  Las  instituciones  en  que  reposa  la 
sociedad  constituyen  poderes  varios,  con  las  facultades  nece- 
sarias para  el  desempeño  de  sus  funciones,  pero  queda  á  la 
prudencia  humana  usarlos  con  mesura  y  hasta  donde  sea  con- 
siliable  con  los  intereses  generales,  y  la  tranquilidad  pública 
que,  á  todos  igualmente  interesa.  Los  poderes  provinciales 
deben  tener  presente,  que  si  bien  pueden  hacer  valer  sus 
derechos  hasta  el  último  estremo,  el  Nacional,  comprometido 
en  su  dignidad,  puede  restringir  su  protección  y  ayuda  á  los 
estrictos  límites  del  deber. 

La  misión  de  Vd.  tenía  por  objeto  reinstalar  la  Legislatura 
de  la  Provincia,  haciendo  que  los  principios  fundamentales  en 
que  está  basado  el  sistema  representativo  republicano  fuesen 
salvados  en  esa  Provincia.  La  resolución  del  Gobierno  Nacio- 
nal de  restablecer  la¿  Legislatura  consultaba  aquellos  princi- 
pios de  manera  que  fuese  hoy  ó  dentro  de  diez  años  aplicable 
á  esa  Legislatura,  como  á  todas  las  de  la  República,  á  las  Le- 
gislaturas de  Provincia  como  al  Congreso  Nacional.  P^orella 
quedaba  establecido,  lo  que  parecía  que  nadie  pondrá  en  duda: 
que  el  Poder  Ejecutivo  no  puede  encausar  á  Representantes 
por  errores,  fciltas  y  aún  abusos  cometidos  en  el  desempeño  de 
sus  funciones.  Que  una  parte  de  la  Legislatura  no  puede 
informar,  protestar,  obrar  separadamente  y  fuera  del  seno  de 
la  Legislatura,  sino  por  la  votación  en  minoría  ó  en  mayoría. 

El  Gobierno  entre  las  piezas  que  Vd.  remite  encuentra  una 
de  la  minoría,  ó  como  quiera  llamarse,  que  manifiesta  propó- 
sitos, y  resoluciones  tomadas  por  ellas  para  no  funcionar  con 
la  otra  parte  de  la  Legislatura. 

El  señor  Presidente  ha  estrañado  que  Vd.  diese  curso  á  tal 
manifestación,  por  ser  contra  las  formas  del  Gobierno  repre- 
sentativo que  Vd.  estaba  encargado  de  restablecer.  No  hay 
conflicto  entre  fracciones  de  la  Legislatura. 

Esta  palabra  de  derecho  y  aplicada  hoy  en  todas  las  naciones 
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del  mundo  alas  convenciones  entre  poderes  del  Estado,  como 
el  Judicial  con  el  Legislativo,  no  se  ha  aplicado  jamás  á  las 
diferencias  de  opinión  que  puedan  ocurrir  entre  los  miembros 
constituyentes  de  un  cuerpo  colegiado.  Las  legislaturas 
pueden  en  hora  buena  componerse  de  fracciones  opuestas,  de 
partidos  irreconciliables,  peí  o  el  único  medio  de  dirimir  sus 
contiendas  es  poner  á  votación  el  punto  de  disidencia,  siendo 
ley  el  mayor  número  de  votos  tan  obligatorio  para  los  que 
estuvieron  en  la  mayoría  como  para  los  disidentes 

Si  se  admitiese  que  la  minoría  pueda  apartarse  de  la  mayoría, 
y  obrar  separadamente  ó  por  protestas  contra  Icis  decisiones 
que  la  vencieron  en  la  discusión,  el  sistema  representativo 
queda  destruido  por  su  base,  para  que  esta  llene  su  cometido, 
se  necesita  que  la  minoría  esté  en  la  Legislatura  misma  á  fin 
de  que  la  discusión  sea  posible,  y  las  resoluciones  se  tomen 
por  mayoría  de  votos,  cualquiera  que  en  el  concepto  de  los 
oponentes  sea  la  idea  que  tengan  de  su  justicia  ó  acierto. 

El  hecho  de  una  Legislatura  en  dos  fracciones  separadas, 
es  peregrino  en  la  historiu  del  sistema  representativo,  y  el 
llamar  conflicto  á  la  diverjencia  de  opiniones  y  fines  de  una  y 
otra,  no  tiene  sentido  en  la  legislación  del  mundo.  La  mino- 
ría ó  los  disidentes  de  la  actual  Legislatura  no  han  podido 
pues,  espresar  una  opinión  sobre  materias  legislativas,  fuera 
del  cuerpo  de  que  forman  parte  y  por  el  resultado  de  la 
votación,  que  es  la  muestra  de  la  voluntad  ú  opinión  de  la 
Legislatura. 

Las  nuestras  por  una  anomalía  singular  carecen  de  fuerza 
propia  para  hacer  ejecutar  las  decisiones  del  Presidente  en 
cuanto  á  los  estraños  que  perturban  sus  sesiones  ó  los  miem- 
bros que  intencionalniíinte  no  concurren  como  sucede  en  In- 
glaterra y  en  Estados  Unidos,  donde  un  funcionario  con  fuer- 
zas á  sus  ordenes,  llamado  sargento  de  armas,  puede  traer 
por  la  fuerza  al  local  de  las  sesiones  á  los  representantes 
intencionalmente  inéisistentes;  pues  si  fuera  lícito  á  las  mino- 
rías no  concurrir  A  las  sesiones  para  dejar  así  frustrada  á  la 
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mayoría  en  sus  propósitos,  quedaria  establecido  que  en  reali- 
dad las  minorías  legislan,  no  concurriendo  al  local  de  las 
sesiones  y  emitiendo  opiniones  por  separado,  como  lo  hacen 
los  firmantes  en  disidencia  en  San  Juan.  En  este  acto  coino 
en  los  anteriores,  están  violadas,  conculcadas  y  destruidas  las 
formas  convencionales  del  sistema  representativo. 

Para  remediar  este  abuso,  es  parte  del  sistema  represen- 
tativo que  los  7nie labros  presentes  en  los  dííis  y  locales  délas 
sesiones  en  cualquier  número  que  sean,  formen  ^iiorum  sufi- 
ciente para  compeler  á  los  miembros  inasistentes  á  tomar 
parte  en  los  debates  délas  leyes  y  resoluciones  á  que  habrán 
de  oponerse,  y  los  reglamentos  de  la  Legislatura  de  San 
Juan  adoplados  por  los  miembros  disidentes  hoy  abundan  en 
medidas  de  coerción  á  ese  respecto,  hasta  autorizar  la  desti- 
tución á  los  qne  obstinada  é  intencionalmente  no  quieren 
asistir  alas  sesiones;  lo  que  muestra  que  se  conocen  bien  allí 
los  principios  fundamentales  en  que  reposa  el  sistema  repre- 
sentativo y  que  no  es  de  ahora,  ni  de  una  fracción  de  la  Le- 
gislatura, el  conato  de  atropellar  estas  saludaViles  y  salvadoras 
restricicnes  á  la  voluntad  ó  la  pasión  de  los  individuos. 

La  Legislatura  en  número  de  once  pudo,  pues,  en  sesiones 
preparatorias,  citar  á  los  miembros  inasistentes,  y  llenados  los 
requisitos  reglamentarios,  proceder  á  lo  que  ellos  dispongan, 
sin  necesidad  de  pedir  instrucciones  a  este  respecto,  por  que 
las  instrucciones  están  en  la  naturaleza  y  forma  del  sistema 
representativo  que  no  reconoce  conflictos  entre  fracciones  de 
un  mismo  cuerpo,  ni  separación  en  dos  cuerpos,  sin  que  sea 
posible  la  votación  que  es  el  único  medio  conocido  y  adoptado 
de  dirimir  estas  disidencias  irreconciliables  que  existen  siem- 
pre en  los  cuerpos  representativos. 

El  Gobierno  cree,  pues,  que  Vd.  debe  terminar  su  misión 
dejando  á  la  Legislatura  instalada  con  los  once  diputados  asis- 
tentes, ó  m  ¿ñor  número  de  los  que  están,  dispuestos  á  llenar 
su  deber,  debiendo  estos  compeler  á  los  otros  inasistentes  á 
concurrir  al  local  de  las  sesiones,  formar  número  ó  quorum, 
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oponerse  a  las  medidas  propuestas  y  votar  en  contra  cuando  se 
liaya  dado  por  terminado  el  debate. 

El  Gobierno  Nacional  cree  que  no  teniendo  la  Legislatura 
fuerza  armada  para  hacer  cumplir  sus  resoluciones,  y  en  previ- 
sión de  que  el  P.  Ejecutivo  de  la  Provincia  por  favorecer  éi  los 
inasistentes  y  dejar  burlada  la  intervención,  no  preste  tuerza  á 
la  Legislatura,  podía  ordenar  á  Vd.  que  ponga  fuerza  nació 
nal  á  las  órdenes  del  Presidente  de  la  Legislatura  para  com- 
peler á  asistir  á  los  que  se  mantienen  rebeldes  contra  su  auto- 
ridad; pero  el  Gobierno  Nacional  no  tiene  la  suficiente  con- 
fianza en  la  justificación  de  los  actos  de  hombres  exacerbados 
por  agravios  y  rencores,  y  ha  creido  que  debía  dejar  al  senti- 
miento del  deber  y  del  decoro  á  unos  y  otros,  conformándose 
con  mantener  su  acción  en  los  límites  del  sistema  representa- 
tivo, común  ti  todas  las  repúblicas  y  fuera  del  alcance  de  las 
pasiones  que  dividen  á  San  Juan. 

Con  este  acto  debe  Vd.  dar  por  cumplida  su  misión,  dejando 
después  la  responsabilidad  de  sus  actos  á  cada  uno  de  los  inte- 
resados en  la  tranquilidad  de  esa  Provincia. 

El  Gobierno  Nacional  necesita  contraer  su  acción  á  intereses 
más  graves,  y  evitara  en  lo  posible  comprometer  su  dignidad 
en  cuestiones  en  que  por  tanto  entran  las  pasiones  del  mo- 
mento. 

Tengo  encargo  especial  del  señor  Presidente  para  expre- 
sarle su  satisfacción  por  la  manera  como  ha  conducido  esa 
negociación  y  la  prudencia  y  tino  desplegado  en  ella. 

Dando  con  esto  por  terminada  su  misión,  tengo  el  gusto  de 
reiterará  Vd.  la  expresión  de  mi  consideración  distinguida. 

Dalmacio  Velez  Sarsfield. 

Es  copia. 

Luts    V.   Va  r ría. 
s.  s. 
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San  Juan,  Febrero  8  de  1869. 

Al  Excmo.  Señor  Ministro  del  Interior,  Doctor  Don  Dalmacio 
Velcz  Sarsfield. 

Tengo  el  honor  Señor  Ministro ,  terminada  la  misión  que 
el  Excmo.  Gobierno  de  la  Nación  me  confiara  cerca  de 
la  Provincia  de  San  Juan,  de  reseñar  someramente  á  V.  E., 
para  que  se  sirva  comunicarlo  al  Excmo.  Señor  Presidente 
de  la  República,  cuanto  he  practicado  desde  que  la  acepté, 
respondiendo  á  los  deseos  del  Señor  Presidente,  hasta  este 
momento. 

Inmediatamente  de  recibir  el  nombramiento  de  Comisio- 
nado Nacional,  me  trasladé  desde  Córdoba  á  la  Capital  de 
esta,  llevando  de  Secretario,  al  Doctor  Don  Julio  Rodrí- 
guez. Al  día  siguiente  de  llegar  aquí,  26  de  Diciembre,  ini- 
cié la  delicada  misión  que  se  me  había  confiado,  poniendo 
en  manos  del  Excmo.  Señor  Gobernador  Don  Manuel  J. 
Zaballa,  la  nota  que  en  copia  autorizada  se  acompaña  á 
V.  E.  bajo  el   núm.   i". 

Desde  luego  me  fué  fácil  'comprender  los  propósitos  del 
Gobernador  Zaballa  cuando  en  vez  de  aceptar  la  misión 
que  se  me  había  confiado  cerca  de  este  Gobierno,  oponía 
para  no  admitir  al  Comisionado  Nacional,  que  llegaba  ins- 
pirado en  los  grandes  propósitos  que  animan  al  Gobierno 
de  V.  E.,   defectos  de  forma.   (Documento  A.). 

Yo  pude  desconocer,  con  perfecto  derecho,  semejante  pro- 
cedimiento, más  propio  de  un  cursal,  que  de  un  magistrado 
serio  y  grave.  Estaba  bastantemente  caracterizado  como 
Comisionado  Nacional  con  la  nota  mencionada,  que  V.  E. 
habrá  dirigido  al  Señor  Gobernador.  Sin  embargo;  deseando 
remover  estos  primeros  inconvenientes,  acompañé  una  co- 
pia del  decreto  en  que  se  me  nombra  tal  Comisionado,  sin 
aceptar,  ni  por  un  instante,  el  reproche  que   envolvía  hacia 
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el  Gobierno  Nacional,  los  términos  en  que  se  expresaba  el 
Señor  Gobernador  Zaballa.    (Documento  núm.  2). 

Además,  comprendiendo  por  este  primer  paso  hasta  donde 
quería  obstarse,  con  notas,  á  la  solución  pronta  de  la  Co- 
misión que  se  me  había  confiado,  y  que  la  prisión  de  los 
Diputados  encarcelados  se  quería  prolongar,  así,  indefinida- 
mente, solicité  una  conferencia  con  el  Señor  Gobernador 
2^balla  y  sus  Ministros.     (Documento  núm.   2). 

La  situación  de  los  Diputados  presos  demandaba  una  so- 
lución pronta  sobre  su  prisión,  y  V.  E.  lo  prevenía  encare- 
cidamente en  las  iustrucciones  reservadas  que  se  me  habían 
transmitido.  Hacinados  con  bandidos  y  criminales  de  todo 
género,  en  inmundos  y  estrechos  calabozos,  cada  hora  de 
prisión,  en  los  rigores  de  la  estación,  era  una  hora  de  mar- 
tirio y  de  sufrimiento.  Era  indispensable  evitar  todo  cuanto 
tendiese  á  prolongar  este  incalificable  suplicio,  tanto  más 
terrible,  cuanto  más  injusto  y  vejatorio   era. 

La  conferencia  fué  acordada,  designando  el  Señor  Gober- 
nador Zaballa,  el  despacho  de  Gobierno,  para  que  en  él, 
tuviera  lugar.     (Documento  B.) 

El  día  28  de  Diciembre  fundaba,  extensamente  ante  el 
Señor  Gobernador  y  sus  Ministros,  el  perfecto  derecho  con 
que  el  Excmo.  Gobierno  Nacional  había  intervenido,  y  los 
principios  incontrovertibles  en  que  se  apoyaba  cada  una 
de  las  resoluciones  que  la  había  comunicado,  ora  respecto 
de  la  excarcelación  de  los  Diputados  presos,  ora  respecto 
de  las  inmunidades  de  que  gozaban  ellos,  por  el  carácter 
que  investían,  no  pudiendo  ser  arrestados  sino  en  caso  de 
infraganti  delito.  Así  mismo  expuse,  que  la  independencia 
del  Poder  Legislativo  desaparecería  por  completo,  si  hubiera 
un  tribunal,  que  no  fuera  la  misma  Cámara,  que  pudiera 
juzgarlos  y  declararlos  culpables  por  actos  puramente  le- 
gislativos. 

Expuse  también,  que  nunca  el  Poder  Ejecutivo  podría 
fallar  sobre  la   validez  de  los  diplomas  de  sus  miembros,  y 
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que  menos  podía  declararlos  sediciosos  sin  subvertir  la  for- 
ma republicana  de  Gobierno.  Sobre  estos  tópicos  aduje 
cuantas  consideraciones  surgen  de  los  principios  que  tene- 
mos establecidos,  y  los  que  nos  ofrecen  los  más  notables 
federalistas  norte-americanos,  procurando  antes  hacer  la  luz 
y  convencer,  que  formular  la  resolución  del  Excmo.  Go- 
bierdo  Nacional. 

Por  último,  después  de  una  exposición  detenida  de  los 
puntos  que  abrazaban  las  instrucciones  que  había  recibido, 
concluí  demandando  como  V.  E.  me  lo  prescribía,  y  el  de- 
recho y  la  humanidad  lo  reclamaban,  la  excarcelación  inme- 
diata de  los  Diputados,  á  quienes  sabíci,  se  les  oprimía,  más 
y  más  desde  el  d¡a  que  llegué  á  esta  (l'apital. 

El  Señor  (xobernador,  sin  contestar  á  uno  sólo  de  los 
puntos  de  derecho  que  había  expuesto,  se  concretó  á  ma- 
nifestarlne,  de  una  manera  categórica,  que  no  los  pondría 
en  libertad:  que  lo  que  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación  le 
pedía,  por  su  Comisionado,  era  lo  que  importaba  una  ver- 
dadera violación  de  los  principios  consagréidos  por  la  Cons- 
titución: que  él  no  podía  demandar  el  sobreseimiento,  ni 
ordenar  la  excarcelación,  sin  vulnerar  la  independencia 
del  Poder  Judicial.  Agregó,  que  los  presos  no  estaban  bajo 
su  jurisdicción,  y  que  no  saldr.an  en  libertad  como  se  soli- 
citaba. En  vano  le  repliqué,  que  los  Diputíidos  habían  sido 
presos  y  procesados  por  un  decreto  firmado  por  él  y  sus 
Ministros,  que  era  él,  quien,  inconstitucionalmente,  los  había 
declarado  sediciosos  y   criminales. 

En  vano  le  recordé,  que  esta  era  la  única  causa  que  los 
había  arrastrado  á  la  cárcel,  y  que  era,  por  consiguiente  él, 
quien  los  debía  arrancar  de  allí;  el  Señor  Gobernador  re- 
pitió, «que  no  cedería». 

Así  concluyó  la  conferencia  que  había  solicitado,  creyendo 
que  la  razón  puede  abrirse  ])£iso  por  entre  las  pasiones,  y 
que  los  principios  dei:en vueltos  con  moderación  y  calma, 
tuvieran  algún  peso  en    todos    k  s    hombres    públicos.     Mi 
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asombro  fué  tan  grande,  como  desprovista  de  fundamentos 
había  sido  la  negativa  del  Señor  (robernador  y  sus  Minis- 
tros. 

No  obstante,  creyendo  que  el  Señor  Gobernador  modifi- 
caría sus  opiniones,  oyendo  á  los  hombres  juiciosos  y  pro- 
bos de  San  Juan,  le  pedí,  en  nombre  de  las  verdiidcras 
conveniencias  y  honra  de  este  digna  pueblo,  que  los  reu- 
niera y  consultara,  antes  de  dar  su  final   resolución. 

La  reunión  tuvo  lugar  esa  misma  noche:  paro  el  resul- 
tado fué  el  que  no  era  imaginable  esperar.  Queriendo  en- 
tretanto, dejar  constatados  estos  esfuerzos  por  una  solución 
pacifica,  que  confiaba  alcanzar,  y  que  desgraciadamente  no 
he  obtenido  le  dirigí  inmediatamente  de  llegcir  de  la  con- 
ferenciii,  la  nota  que  se  registra  bajo  el  número  4.  La 
contestación  que  se  halla  bajo  la  letra  C,  es  la  reproduc- 
ción de  lo  que  me  había  dicho  en  la  conferencia.  Se  que- 
ría prolongar  el  martirio  de  los  Diputados  sin  atender  consi- 
deración  alguna. 

Al  siguiente  día,  29,  comunicaba  al  Juez  del  Crimen  que 
procesaba  á  los  Diputados,  las  resoluciones  del  Excmo.  Go- 
bierno Nacional  sobre  este  punto.  En  esa  nota,  documento 
número  5,  sentaba  como  principios  incontrovertibles,  *que 
los  Diputados  en  los  actos  que  revisten  un  carácter  pura- 
mente legislativo,  están  fuera  de  la  jurisdicción  de  los  Tri- 
bunales: que  el  Poder  Ejecutivo  no  puede  fallar  sobre  la 
v¿didez  de  sus  diplomas;  que  no  puede  declarar  sediciosos 
á  los  Diputados  ni  menos  encarcelarlos  por  las  ideas  que 
viertan  ó  sanciones  que  den,  en  su  carácter  de  Represen- 
tantes del  pueblo;  solicitando,  en  consecuencia,  á  nombre 
ilel  Excmo.  Gobierno  Nacional,  la  terminación  del  proceso 
que  había  iniciado  sin  derecho,  y  completa  libertad  de  los 
Diputados  t. 

El  Juez  del  Crimen  eludió  el  lleno  de  esta  orden,  alegando 
que  no  me  podía  dirigir  á  él  sino  á  la  Cámara  de  Justi- 
cia, trayendo  en  su    apoyo,  citas  falsas  de  la    Constitución 
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de  San  Juan,  Documento  F.  El  artículo  31  invocado,  dice 
precisamente  lo  contrario  de  lo  que  establecía  en  las  con- 
sideraciones en  que  fundaba  su  negativa. 

A  quien  me  dirigía  solicitando  la  libertad  de  los  presos? 
La  Cámara  de  Justicia  tampoco  podía  dar  cumplimiento  á 
las  resoluciones  de  ese  Gobierno:  porque  ella  no  puede  re- 
solver sino  en  los  asuntos  que  le  están  sometidos.  El  pro- 
ceso de  los  Diputados  estaba  radicado,  y  en  estado  de 
sumario,  ante  el  Juez  del  Crimen.  Entonces  ordené  al  Co- 
mandante del  Batallón  *San  Juan»  Don  Lisandro  Sánchez, 
los  pusiera  en  libertad  comunicando  la  misma  resolución  al 
Señor  Gobernador  Zaballa.     (Documentos  núms.    5,  6   y  7). 

La  orden  fué  cumplida,  saliendo  en  el  mismo  d'a,  todos 
los  Diputados  y  el  Secretario  de  la  Legislatura,  de  la  Cár- 
cel, en  la  que,  no  ya  se  les  aseguraba,  sino  que  se  les  ve- 
jaba de  un  modo  odioso  y  cruel.  Quedaba  llenado  uno  de 
los  puntos  principales  de  mis  instrucciones,  y  sólo  restaba 
para  terminar  la  misión  que  se  me  había  confiado,  resta- 
blecer el  Poder  Legislativo  de  la  Provincia,  haciendo  que 
ambas  fracciones  de  la  Legislatura  se  reuniesen  y  funcio- 
nasen con  arreglo  á  las  leyes  y   reglamentos  vigentes. 

En  este  propósito  creí  encontrar,  de  parte  de  todos  los 
Diputados  más  buena  voluntad,  3^  esperaba  que  ellos  reco- 
nocerían que  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación,  defendía  el 
principio  de  su  inviolabilidad  y  de  su  libertad  é  indepen- 
dencia, sin  los  que  desaparece  completamente  como  poder 
Soberano. 

Invité  varias  veces  á  los  Señores  Diputados  á  algunas 
reuniones  que  tuvieron  lugar  en  el  hotel  donde  he  residido; 
y  allí  discutí  y  puse  de  manifiesto  las  elevadas  miras  que 
animaban  al  Excmo.  Gobierno  de  la  Nación,  y  los  princi* 
pios  que  sostenía  en  su  intervención  en  San  Juan.  Todo 
fué   inútil. 

La  fraccción  de  los  Diputados  que  apoj^aban  las  ideas  del 
Ejecutivo,    se   negó  tercamente  á    todo  avenimiento.     Más 
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tarde,  invocando  el  glorioso  hecho  de  armas  que  terminaba 
la  Guerra  del  Paraguay,  llamando  k  todos  los  Diputados  á 
la  concordia  y  la  unión,  alcancé  la  promesa  de  que  se  reu- 
nirían ambas    fracciones  y    se    reinstalaría    la    Legislatura. 
Sin   embargo,  este  pensamiento  se  frustro  en  los  momentos 
-<ie   realizarse.     Al  mismo  tiempo   supe    por   varios  Diputa- 
dos, que  el  Juez  del  Crimen  les  seguía  procesando  ahora  como 
prófugos,  y  que  se  les  había  llamado  á  prestar  nuevas  de- 
claraciones.    Como  el  Señor  Ministro  comprenderá,  era  esto 
una  burla  hecha  á  los  respetos  que  merecían  las  resolucio- 
nes comunicadas  al  Juez  del  Crimen   y   á  las  que   el  Co- 
misionado Nacional  había  dictado  ante  su  negativa. 

En  tal  caso  pasé  al  Juez  del  Crimen  la  nota  que  se  en- 
cuentra bajo  el  núm.  9,  contestando  él  que  obedecía,  sin 
dar  ninguna  explicación  de  la  grave  falta  en  que  acaba 
-de  incurrir.     Documento. 

A  pesar  de  todos  estos  inconvenientes,  la  minoría  de  doce 
Diputados  fué  reinstalada,  habiendo  tenido  que  cambiar 
notas,  hasta  para  obtener  las  llaves  del  local  donde  fun- 
cionaba la  Legislatura,  como  se  impondrá  V.  E.  por  los 
documentos  núms.  10  y  11. 

En  este  estado  de  la  misión,  comuniqué  á  V.  E.  lo  que 
ocurría,  y  pedí  nuevas  instrucciones  para  llenar  cumplida- 
mente las  que  me  había  dado.  V.  E.  en  las  instrucciones 
reservadas  de  dos  de  Diciembre  del  año  ppdo.,  me  decía: 
cque  obtenida  la  excarcelación  de  los  Diputados,  procediera 
á  restablecer  los  poderes  públicos,  haciendo  que  la  fracción 
de  la  Legislatura  encarcelada  se  retiñiese  é  incitando  á  que 
«e  le  adhiriese  la  qu^  informó  sin  estar  para  en  sesión  le- 
gislativa, á  fin  de  que  funcionen  ambas  en  conformidad  con 
las  leyes  y  reglamentos  de  la  Provincia,  como  lo  hizo  la 
Legrislatiu^  en  sus  últimas  sesiones». 

Esta  parte  de  las  instrucciones  no  se  podía  llenar.    V.  E. 
ha  creído  ver  en  la  nota  de  8  del  mes  pasado  un  recono- 

19 
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cimiento,  por  mi  parte,  en  la  minoría  de  diputados  resisten- 
tes á  asistir  ci  la  sesión  de  reinstalación,  de  un  poder,  y 
en  el  antagonismo  de  ambas  fracciones  de  laj.egislatura.  un- 
conflicto. 

Siento  verdaderamente  que  los  términos  de  aquella  nota 
hayan  dado  lugar  á  una  interpretación  de  las  ideas  que  he 
tenido  y  tengo,  de  ese  hecho.  Ni  antes  ni  ahora,  he  juz- 
gado que  la  resistencia  de  algunos  Diputados  á  asistir  á- 
las  sesiones  de  una  Legislatura,  tuviese  un  carácter  de  un 
conflicto  de  poderes.  Era  preciso  haber  olvidado,  hasta  las 
nociones  miís  vulgares  de  los  principios  constitucionales^ 
para  incurrir  en  semejante  inesplicable  error. 

Ayer,  como  hoy,  he  creído  que  este  hecho  envolvía  coa 
la  ausencia  del  Diputado  Carril,  la  imposibilidad  de   reins-- 
talar  la  Legislatura,  como  se  me  había  prescripto,  tan  cierto 
es,  que  no  he  mirado  en   este  acto  un  hecho  de  importan- 
cia, y  menos  considerado  la  minoría  como  un  poder,  que  no  he  - 
contestado,  siquiera,  la  nota,  en  que  alegando  frivolos  pre- 
textos,   rehusaba  concurrir  á  la  sesión    de  reinstalación;  }', . 
si   he  dado  cuenta  de  esa  nota  á  V.  E.,  ha  sido,  como  de  un , 
nuevo  hecho  que  impedía  el  lleno  estricto  de  cuanto  se  me  - 
había  trazado. 

Algo  más,  en  prueba  de  que  á  los  Diputados  resistentes  . 
no  los  he  mirado,  sino  como  debía  mirarlos,  tiene   V.  E.  eL 
hecho  de  la   reinstalación  de  doce  Diputados,  que   han  fun-  - 
clonado  sin  tomar  en  cuenta    para  nada,   la  resistencia    de 
los  que  no  querían  llenar  su  deber. 

Pero  yondo  más  adelante,  esos  Diputados  con  sus  reso-  - 
luciones,  y  sin  el  regreso  del  Diputado  Carril,  hubiera  su- 
cedido lo  siguiente:  los  siete  Diputados  resistentes  al  cum- 
plimiento de  sus  deberes  hubieran  sido  declarados  cesantes 
conforme  á  las  leyes  y  reglamentos  vigentes  de  la  Legisla- 
tura de  San    Juan.     Este  procedimiento  nos  hubiera  traído, . 
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quien   sabe  cuantos  inconvenientes,  sin  que  por  el,   se  con- 
siguiera la  reinstalación  de  la  Legislatura,  prolongando,  in- 
I  definitivamente,  la  misión  que  traía. 

Por  esto  pedí  nuevas  instrucciones.  El  Excmo.  Gobierno 
Nacional,  no  podía  preveér  que  los  odios  de  los  partidos,, 
en  San  Juan,  fuesen  tan  lejos  hasta  hacer  de  algunos  repre- 
sentantes de  pueblo,  otros  tantos  instrumentos  de  la  desa- 
parición del  mismo  poder  de  que  forman  parte. 

Sin  embargo,  aquí  los  cálculos  fallan,  )'  la  previsión 
humana  se  encuentra  completamente  burlada  á  cada  paso. 
Aquí,  los  partidos  han  ido  tan  allá  en  sus  odios,  que  han 
abdicado  algunos  ciudadanos  hasta  las  prerrogativas  que 
tienen  como  representantes  del  pueblo,  y  preferido  la  humi^ 
Ilación  de  los  miembros  de  la  Legfislatura  á  la  indepen- 
dencia de  la  misma.  Aquí  ha  habido  una  parte  de  la  Le- 
gislatura que  ha  festejado  y  complacídose  en  la  prisión  de 
sus  demás  colegas. 

I  *  Estos  hechos  inesperados  é  inexplicables   hacían    imposi- 

^  bles  reinstalar  la  Legislatura,  y  verla  funcionar,  levantando 

en  alto,  el  principio  que  el  Ejecutivo  de  San  Juan  había 
violado,  subvirtiendo  la  forma  republicana  de  gobierno,  y  por 
esto  pedí  nuevas  instrucciones,  sin  reconocer  entonces,  co- 
mo no  he  reconocido  jamás,  que  pueda  haber  conflicto  de 
poderes  á  causa  de  algunos  diputados  pertinaces  en  sus 
errores,  y  sordos  á  la  voz  de  su  deber. 

Hoy,  como  io  preveía,  con  la  asistencia  del  Diputado  Ca- 
rril, la  Legislatura,  en  quorum  legal  ha  sido  reinstalada,  y 
abrigo  la  convicción  de  que  sus  resoluciones  serán  acatadas 
sin  que  ningún  hecho  ulterior  altere  sus  funciones  ordi- 
narias. 

Al  Excmo.  Gobierno  de  la  Nación  se  debe,  pues,  el  res- 
tablecimiento del  Poder  Legislativo  en  la  Provincia  de  San 
Juan,  sin  que  cueste  á  este  pueblo  noble   y  generoso,  pero 
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tan  hondamente    trabajado  por  los    odios  y    las  discordias 
interiores,  una  sola  gota  de  sangre  ni  una  lágrima. 

Los  representantes  del  pueblo  han  sido  arrancados  de  la 
cárcel  por  su  Comisionado  cerca  de  este  Gobierno,  y  la 
Legislatura  acaba  de  ser  reinstalada  restableciendo  la  for- 
ma de  gobierno,  subvertida  con  la  desaparición  de  ese  Po- 
der invocando  su  nombre. 

Antes  de  concluir,  debo  prevenir  á  V.  E.  que,  para  dar 
una  solución  como  la  que  han  tenido  los  hechos  de  San 
Juan,  he  agotado  cuantos  medios  dicta  la  prudencia,  abun- 
dando en  toda  clase  de  consideraciones,  y  si  esta  cuestión 
no  se  ha  decidido  como  el  Excmo.  señor  Presidente  tenía 
derecho  de  esperarlo,  al  llevar  la  Intervención  al  suelo  que 
le  vio  nacer,  y  por  el  cual  ha  hecho  tanto,  hasta  el  punto 
de  llenarlo  con  su  nombre,  es  por  que  los  partidos  tienen 
su  lógica  y  por  que  esa  lógica,  aquí,  hoy,  es  la  del  error  y 
del  absurdo. 

Como  quiera  que  sea,  la  Intervención  en  San  Juan,  to- 
mando en  cuenta  las  resistencias  que  han  partido  del  Go- 
bierno, los  Jueces  y  Diputados  gubernistas,  marca  una  nue- 
va era  en  nuestra  política. 

Los  resortes  pacíficos  han  reemplazado  á  las  medidas  de 
violencia  y  de  sangre,  y  San  Juan  ha  visto  á  sus  represen- 
tantes fuera  de  la  Cárcel,  y  la  Legislatura  reinstalada,  sin 
presenciar  hecatombes  de  ciudadanos,  como  en  otros  tiem- 
pos, no  muy  lejanos  sucedía.  Al  Excmo.  Gobierno  de  la  Na- 
ción corresponde  esta  gloria.  Esas  han  sido  sus  instruc- 
ciones, y  ellas  han  sido  religiosamente  cumplidas. 

Quiera  V.  E.  elevar  al  conocimiento  del  Excmo.  señor 
Presidente  este  memorándum,  participándole  que,  muy  lue- 
go, pasaré  á  darle  algunas  explicaciones  más,  verbales,  de 
cuanto  ha  ocurrido,  en  el  lleno  de  la  misión  que  tuvo  la 
bondad   de  confiarme. 
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Con  este  motivo  me  cabe   el  placer  de  ofrecer    al  señor 
Ministro,  mi   distinguida  consideración. 
Dios  guarde  á  V.  E. 

Luis  Velez. 
Es  copia — 

Ltiis   V.   Várela, 

S.  S. 


San  Juan,  Febrero  1«  de  18«9. 


Habiéndose  comunicado  á  este  Gobierno  por  el  Excmo 
señor  Comisionado  Nacional  doctor  Luis  Velez,  hallarse  reins- 
talada la  Legislatura  de  la  Provincia  y  con  posterioridad  y 
sucesivamente  recibídose  varias  notas  del  Diputado  don 
Zacarías  Merlo,  titulado  Presidente  de  la  Legislatura,  co- 
municando resoluciones  tomadas  por  dicha  Legislatura  en 
forma   de  ley;  y. 


CONSIDERANDO: 

1°  Que  la  Intervención  Nacional  acordada  por  decreta  de 
2  de  Diciembre  del  año  ppdo.  y  encomendada  al  doctor 
don  Luis  Vélez,  debió  limitarse  al  objeto  de  restablecer  la 
forma  republicana  de  gobierno  subvertida  por  actos  de  los 
poderes  públicos,  de  esta  Provincia  según  se  estima  por  el 
Presidente  de  la  República,  dado  el  caso  de  ser  ciertos  los 
hechos  y  legales   las    doctrinas  que    para  ello  se    invocan. 

2'*  Que  habiéndose  hecho  cesar  por  el  señor  Comisiona- 
do las  que  clasificaba  trabas  que  obstaban  al  libre  ejerci- 
cio de  la  Legislatura,  por  medio  del  empleo  y  consiguiente 
coacción  de  un  batallón  del  Ejército  Nacional,  son  arbitra- 
rios y  anticonstitucionales  sus  procedimientos  ulteriores,  y 
por  tanto  desautorizados    para  este   Gobierno. 
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3'^  Que  en  este  caso  se  encuentra  la  clasificada  reinsta- 
lación de  la  Legislatura  y  los  procedimientos  y  apreciación 
del  señor  Comisionado  sobre  sns  autoridades,  legitimidad 
-de  sus  miembros  y  convocatoria  extrnordinaría  que  la  reins- 
talación envuelve:  falseándose  así  las  leyes  fundamentales 
•del  Estado.  Que  aun  cuando  hubiera  sido  derrocada  la 
Legislatura  de  la  Provincia,  la  acción  del  Representante 
Nacional  en  el  caso  presente  habría  tenido  que  subordi- 
narse á  su  reposición  al  estado  que  tenía  antes  de  su  de- 
rrocamiento, sin  que  en  ningún  caso  ni  por  pretexto  al- 
guno pueda  inmiscuirse  á  resolver  conflictos  cojno  el  que 
-existía  en  el  seno  mismo  de  la  Cámara,  entre  dos  fraccio- 
nes en  minoría  para  constituir  quorum  por  estarle  expresa- 
mente negada  la  facultad  á  la  autoridad  nacional. 

6®  Que  aun  subsisten  los  vicios  y  fundamentos  que  mo- 
tivaron el  decreto  de  30  de  Octubre  del  año  anterior,  que 
sólo  la  H.  Cámara  en  su  composición  constitucional  pudo 
y   debió  subsanar. 

70  Que  es  un  deber  primordial  del  Gobierno  en  la  forma 
republicana  federal  que  nos  rige,  mantener  incólume  la  so- 
beranía de  Estado  y  hacer  práctica  la  independencia  de 
los  poderes  públicos.    Por   estas  consideraciones, 


ACUERDA: 

1^  Sostener  en' toda  su  fuerza  y  vigor  el  decreto  de  30 
de  Octubre  de  1868  y  en  su  virtud  desconocer  el  poder  que 
5e  ha  abrogado  y  el  que  invoca  para  las  resoluciones  men- 
cionadas una  porción  de  representantes  en  minoría  para 
formar  quorum, 

2**  Comunicar  en  copia  este  acuerdo  al  Poder  Ejecutivo 
Nacional  y  en    oportunidad    á  la    Cámara  Legislativa  y  al 


Está  conforme — 

G.  Brihtiega. 
Es  copia. 

Luis    V.    Vare/a, 

Subserrotarío. 
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Honorable  Congreso   de  la    Nación,   para    los  fines  acor- 
dados. 

3°  Pablíquese  y  dése  al  Registro  Oficial.  ( 

I 

Zaballa. 

Isidoro    Albartacín, — Josí'   R. 
Doncel, 


^ 


San  Juan,  Febrero  19  de  1869. 


Al  Excmo.  señor  Ministro  de   Estado   en  el  Departamento 
del  Interior  de  la  República. 


Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  por  encargo  espe- 
cial de  la  Cámara  que  presido,  para  informarlo  de  los  acon- 
tecimientos que  han  tenido  lugar  después  de  su  restableci- 
miento y  adjuntarle  también  el  decreto  del  Ejecutivo  Pro- 
vincial dictado  ayer  y  la  resolución  de  esta  Cámara  adoptada 
con  fecha  de  hoy,  á  consecuencia  de   dichos  decretos. 

Después  de  la  retirada  del  señor  Comisionado  Nacional, 
la  Cámara  continuó  funcionando  y  le  comunicó  en  la  forma 
ordinaria  varios  actos  legislativos  que  él  no  promulgó  ni 
devolvió  á  la  Cámara,  en  uso  de  la  facultad  que  le  confiere 
el  artículo  13  de  la  Constitución  Provincial  para  vetar  dentro 
de  diez  días  hábiles. 

Ayer  que  vencían  los  diez  días  de  la  primera  ley  comu- 
nicada al  Ejecutivo,  libró  el  decreto  ya  citado,  por  el  que 
reconoce  el  restablecimiento  de  la  Legislatura  hecho  por  el 
señor  Comisionado  Nacional,  protestando  de  la  intervención 
nacional  y  desconoce    la   composición  actual  de  la  Cámara, 
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restableciendo  en  todo  su  vigor  y   fuerza  su  decreto  de  30 
de  Octubre  del  año  ppdo. 

Los  actos  legislativos  adoptados  el  28  del  mismo  mes,  y 
mandaba  deducir  acciones  ante  el  juez  del  crimen  contra 
los  representantes;  decreto  que  motivó  la  intervención  del 
Excmo.  (xobierno  de  la  Nación.  La  actitud  del  Poder  Eje- 
cutivo de  la  Provincia  en  presencia  de  las  resoluciones  dic- 
tadas por  el  Excmo.  Gobierno  de  la  República  con  relación 
á  la  Cámara  Legislativa,  constituye  el  sus  miembros  en  al- 
zados públicamente  contra  la  autoridad  del  Excmo.  Señor 
Presidente  de  la  República,  puesto  que,  tiende  á  impedir  la 
ejecución  de  sus  actos  administrativos  librados  en  la  esfera 
constitucional. 

La  Legislatura  ha  creído  deber  limitarse  á  denunciar  la 
actitud  asumida  por  el  Ejecutivo  de  San  Juan,  y  requerido 
del  Excmo.  Crobierno  de  la  República  el  auxilio  de  la 
fuerza  para  sostener  y  traer  á  la  obediencia  de  la  Consti- 
tución al  Gobernador  de  esta  Provincia,  que  persiste,  con 
violación  de  todos  sus  deberes,  en  revelarse  contra  la  auto- 
ridad del  Poder  Legislativo,  constituyéndose  en  un  poder 
dictatorial,  con  infracción  de  los  principios  fundaméntale 
del  sistema  de  Gobierno  representativo. 

Al  dejar  así  cumpl'do  el  encargo  que  he  recibido  de  la 
Cámara,  término  suplicando  se  sirva  poner  en  conocimiento 
del  señor  Presidente  de  la  República,  el  contenido  de  la 
presente  nota  y  demás  documentos  á  que  se  refiere,  y  re- 
cabar de  él  una  resolución  pronta  y  enérgica  que  restituya 
la  paz  á  esta  Provincia,  profundamente  alterada  por  los 
procedimientos  insólitos  del  Gobierno  local. 

Mientras  tanto,  la  Cámara,    á  fin   de    evitar  emergencias 
ulteriores  de  peor  carácter,  ha  resuelto,    en  obsequio  de  la* 
tranquilidad  pública,  protestar  de  los   actos  del  Gobierno  y 
no  funcionar  Ínterin  el    Gobierno  del    República    dicte    las 
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resoluciones  necesarias  para   restituirle  su  independencia,  y 
le  dé  los  medios  de  hacerse  obedecer. 
Dios  goiarde  á  V.  E. 

José  M.  del  Carril. 
Domingo  A .  Luna, 

Secrotario. 

Es  copia — 


Lvis    V,    Várela 

Subsecretario. 


San  Juan,  Febrero  20  de  1869. 


Habiendo  llegado  al  conocimiento  del  Gobierno  que  una 
fracción  de  la  Cámara  Legislativa,  invocando  su  represen- 
tación, ha  requerido  del  Gobierno  Nacional  la  intervención 
armada,  y  que  el  general  Arredondo  prestándose  á  las  exi- 
gencias de  esa  misma  fracción,  ha  puesto  á  su  servicio  las 
fuerzas  nacionales  aquí  residentes;  y  en  el  propósito  y  en 
el  deber  de  prevenir  y  reprimir  los  escándalos  y  males  que 
se  originarían  de  actos  de  esta  naturaleza: 

acuerda: 

1°  Nómbrase  en  comisión  cerca  del  Gobierno  General,  al 
Ministro  de  Gobierno,  doctor  don  Isidoro  Albarracín  á  los 
objetos  y  con  arreglo  á  leis  instrucciones  que  se  le  expidan. 

2^  Estiéndase  el  libramiento  acordado  para  los  gastos  de 
su  encargo. 

Zaballa. 

yos¿f  E,  DoficeL — Isidoro  Alha^ 
rraa'n. 


Es  copia  — 


Lziis    V.    Várela, 

Subsecretario. 


Buenos  Aires,  Marzo  4  de  1869. 


CONSIDERANDO: 

I''  Que  el  Gobierno  Nacional  en  virtud  del  artículo  6  de 
la  Constitución  que  le  impone  el  deber  de  garantir  á  cada 
Provincia  la  forma  representativa  de  Gobierno,  de  acuerdo 
con  lo  establecido  en  el  artículo  5**  de  la  misma  y  la  fa- 
cultad para  intervenir  en  ellas  á  requisición  de  las  autori- 
dades constituidas  cuando  hubiesen  sido  depuestas  por  la 
sedición,  ordenó  por  la  autoridad  propia  y  á  requisición  de  la 
Legislatura  de  San  Juan,  que  fuesen  puestos  en  libertad  los 
representantes  que  habían  sido  presos  por  los  poderes  Eje- 
cutivo y  Judicial  de  aquella  Provincia,  y  que  la  Legislatura 
fuera  restablecida  tal  como  se  hallaba  el  día  en  que  sus 
actos  fueron  desconocidos  por  el  Ejecutivo  de  San  Juan  por 
decreto  de  30  de  Octubre  de  1868. 

20  Que  terminada  pacifícamente  la  misión  del  Comisio- 
nado Nacional  que  limitó  á  ese  sólo  objeto  su  acción,  el 
Gobernador  de  la  Provincia  de  San  Juan  insistiendo  en  sus 
propósitos  desconoce  la  autoridad  en  virtud  de  la  cual 
obraba  el  Gobierno  Nacional,  y  sin  hacer  uso  de  los  medios 
constitucionales,  ha  vuelto  á  desconocer  los  actos  de  la  Le- 
gislatura de  la  Provincia  por  decreto  de  16  de  Febrero 
próximo  pasado,  dando  como  nulo  todo  lo  obrado  por  el 
Comisionado  Nacional. 
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3*^  Que  por  decreto  20  de  Febrero,  el  Gobierno  de  San 
Juan  expulsa  ignominiosamente  del  territorio  de  la  Provincia 
el  batallón  de  Guardia  Nacional  movilizado  que  á  pedido  suyo 
la  guarnecía,  por  su  seguridad  contra  amagos  de  invasión, 
desconociendo  por  este  acto  las  atribuciones  que  el  artículo 
86  inciso  17  de  Ja  Constitución  Nacional  acuerda  al  Poder 
Ejecutivo. 

40  Que  los  gobiernos  de  Provincia  electos  por  sus  com- 
provincianos para  objetos  puramente  provinciales,  no  son 
parte  del  Gobierno  Nacional,  que  en  caso  de  error  ó  vio- 
lación de  la  Constitución,  sólo  es  responsable  ante  el  Con- 
greso donde  se  halla  representado  el  pueblo  y  las  Provin- 
cias de  toda  la  República  por  sus  diputados  y  senadores,  lo 
que  importa  decir  que  en  ningún  caso  los  gobernadores  de 
Provincia  pueden  entrar  á  discutir  la  constitucionalidad  de 
los  actos  del  Gobierno  Nacional,  pues  de  lo  contrario  se 
establecería  el  hecho  monstruoso  de  una  discusión  previa 
para  cumplirlos,  y  la  guerra  civil  como  único  juez  de  los 
disidentes. 

5<*  Que  todos  estos  actos  del  P.  E.  de  San  Juan,  impor- 
tan un  estado  de  verdadera  sedición  contra  la  Constitución 
y  las  autoridades  nacionales,  según  los  clasifica  el  artículo 
19  título  5  déla  ley  de  14  de  Septiembre  de  1863. 

Considerando  por  otra  parte: 

Que  la  Legislatura  de  San  Juan  por  resolución  de  19  de 
Febrero  comunicada  al  Gobierno  Nacional  en  la  misma 
fecha,  solicita  el  amparo  nacional,  que  el  Gobierno  está  en 
el  deber  de  prestarle  con  arreglo  á  los  artículos  5  y  6  de 
la  Constitución. 

Por  todas  estas  consideraciones  y  á  fin  de  garantir  la 
forma  republicana  mientras  dure  la  actitud  amenazante  del 
Gobernador  de  San  Juan, 

El  Presidente  de  la  República— 
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HA    ACORDADO   Y   DECRETA: 

.Vrtíciilo  I"  Toda  la  fuerza,  tanto  de  línea  como  de  Guar- 
<l¡a  Nacional,  que  se  encuentre  en  armas  en  la  Provincia 
(le  San  Juan,  queda  bajo  las  inmediatas  órdenes  del  general 
don  José   Miguel  Arredondo. 

Art  2**  Todo  ciudadano  que  tome  las  armas  para  resistir 
con  el  Gobernador  de  San  Juan,  las  resoluciones  de  Icis 
autoridades  nacionales,  será  considerado  en  rebelión  contra 
ellas,  y  por  lo  tanto  sujeto  á  las  leyes  militares  que  rigen 
el  caso. 

Art.  3^  El  general  Arredondo  apoyará  con  la  fuerza  pú- 
blica, el  mantenimiento  de  la  Legislatura  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  ordinarias. 

Art.  4*^  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Sarmiento. 
Dalmacio    Velez  Sarsfíeld, 

Es  copia  — 


Luh    V.    VarcUi, 

Snbs<;<! roí  ario. 


Domingo  Faustino  Sarmiento,  Presidente  de  la  Re- 
pública Argentina,  etc.;  k  sus  conciudadanos  de 
San  Juan. 


Agobiado  por  las  diarias  atenciones  de  Gobierno  forzado 
á  proveer  á  las  exigencias  de  la  más  terrible  guerra  exte- 
rior que  la  República  haya  sostenido  jamás;  á  la  defensa  de 
fronteras,  siempre  y  en  tan  dilatada  extensión;  á  reprimir 
las  tentativas  subversivas  de  malhechores  famosos,  al  mis- 
Tno  tiempo  que  levantar  el  crédito  nacional,  corregir  abusos 
inevitables  en  las  azarosas  circunstancias  que  los  hicieron 
nacer,  pero  que  no  deben  prolongarse;  á  más  de  introducir 
las  mejoras  que  reclaman  los  intereses  del  país,  y  preparar 
al  Congreso  los  datos  para  dictar  leyes  útiles;  en  medio  de 
todos  estos  cuidados  y  los  sinsabores  consiguientes  á  la  vida 
pública,  una  cuestión  estéril,  enojosa  y  sin  embargo  de  gran- 
des consecuencias  para  la  futura  paz  de  la  República,  viene 
con  instancia  á  distraer  la  atención  del  Gobierno  que  pre- 
sido, y  á  perturbar  la  tranquilidad  de  ánimo  de  los  que 
comparten  conmigo  la  responsabilidad  y  el  trabajo  ímprobo 
de  situación  tan  expectable.  Tal  es  la  cuestión  de  San  Juan 
<jue  vuelve  á  cada  momento  con  acrecentación  de  gravedad. 

La  humanidad  con  que  el  pueblo  de  San  Juan,  mi  patria, 
me  había  llamado  á  presidir  los  destinos  generales  del  país, 
DO  obstante  hallarme  á  tres  mil  leguas  de  distancia,  me 
daba  derecho  á  creer  que  mis  compatriotas  depositaban  la 
necesaria  confianza  en  la  rectitud   de  mis  intenciones,  que 
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fcin  eso  tengo  derecho  á  esperar,  y  que  obtuve  en  la  grai> 
mayoría  de  las  provincias  de  la  mayoría  de  los  electores. 
Para  San  Juan  en  particular,  aquella  confianza  debió  fun- 
darse en  que  habiendo  estado  á  la  cabeza  de  su  Gobierno- 
en  época  azarosísima,  dejé  en  ella  muestras  duraderas  de 
mis  actos  administrativos;  y  si  el  tiempo  ha  de  borrar  siu 
recuerdo  en  presencia  de  progresos  ó  actitudes  mayores, 
Ja  historia  recordará  por  lo  menos  que  en  esa  época  fué- 
salvada  la  Provincia,  sin  antecedentes  en  medio  siglo,  y 
sin  que  después  se  haya  repetido  el  hecho,  de  los  estragos, 
de  las  invasiones  armadas  á  que  siempre  sucumbieron  por- 
centenares  de  sus  hijos. 

¿He  de   decir  también-,  por  requerirlo   el  asunto,   que  no 
sólo  la  República   Argentina,  y  las  vecinas,  sino  en   todos^ 
los   países  que   prestan   algún   interés  á  nuestras  cosas,  los. 
órganos  más  acreditados  de  la  opinión  esperaron  del  nueva 
(iobierno,  y  que  les  diarios  recientemente  llegados  de  Euro- 
pa y  Estados  Unidos,    al  saber  la  rápida   y    fácil   pacifica- 
ción  de  Corrientes  en   que  presentían  todos  un    escollo,   y 
las  primeras  medidas  de  la  nueva  administración,  han  visto . 
confirmados  aquellos  buenos  deseos  y  esperanzas? 

Favorecido  por  la  Providencia  en  el  triunfo  de  nuestras, 
armas  en  el  Paraguay;  disipad¿is  las  bandas  de  malhechores . 
que  infestaban  los  caminos  ó  amenazaban  en    el    Norte  sa- 
quear ciudades;  levantando  el  crédito  del  (xobierno  á  altura-: 
que  no  siempre    alcanzó,    la    administración    consagra    sus . 
esfuerzos  á  promover  intereses  y  mejoras,  que  preocupando 
la  atención  pública,  aparten  á  los  pueblos  de  la  e.stéril  pugna  . 
tn  que  viven    de  años  atrás,    con  remover  y   agitar  la  su- 
perficie.   Pertenecen  á  este  carácter  la   Exposición   de  Cór- 
doba, las   medidas  tomadas  para   difundir    la   educación   y 
los  estudios,    extender  líneas    férreas,    construir    puertos    y 
almacenes  en  Huenos  -tVires,    llevar  el    telégrafo  hasta  Co-  - 
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mentes  y  Entre  Ríos  y  dar  á  la  defensa  de  las  fronteras 
una  base  scSlida  de  op)eraciones. 

Puedo  decir  sin  que  se  me  acuse  de  pre.5unción,  que  mi 
Gobierno  ha  sido  feliz  en  sus  propósitos,  y  conquistado  en 
los  pocos  meses  de  su  administración  la  confianza  de  aquellos 
mismos  que  antes  de  las  elecciones  dudaban  de  la  preser- 
vación de  la  tranquilidad  pública,  ó  del  espíritu  que  inspi- 
raría la  política  del  Gobierno  á  cuya  formación  no  con-« 
currieron  con  su  voto;  pero  que  acatan  y  obedecen. 

Animado  por  tan  auspiciosos  antecedentes,  auxiliado  por 
el  saber,  la  capacidad  administrativa  y  la  enérgica  voluntad 
de  Ministros  y  empleados,  entre  los  cuales  figuran  nom- 
bres que  honrarían  á  cualquier  país,  y  á  todo  gobierno  en 
el  mundo;  una  sombra,  sin  embargo  amenaza  obscurecer, 
este  cuadro  y  nos  perturba  con   insistencia. 

No  viene  del  antes  tímido  caudillo  Urquiza,  que  lejos  de 
eso,  hace  alarde  de  obedecer  las  órdenes  que  se  le  imparten. 
No  del  bandido  Várela,  que  ha  desaparecido  á  la  presencia 
de  un  piquete  de  fuerza  nacional  mandado  oportunamente 
el  rechazarlo.  Viene  de  la  Patria  del  Presidente,  del  seno  de 
su  propio  partido,  acaso  do  su  propia  familia,  por  cuestión 
local  que  en  despecho  de  la  solución  pacífica  dada  por  el 
Gobierno  Nacional  á  ello  requerido,  con  el  presumido  acierto 
que  es  de  esperarse  en  todo  negocio  humano  vuelve  otra 
vez  apoyada  con  la  protesta  del  Gobernador  de  resistir  á 
todo  trance  á  las  disposiciones  del  Gobierno  de  la  Repú- 
blica y  aún  de  pisotear  el  Pabellón  Nacional,  si  á  su  inti- 
mación no  sale  expulso  y  sin  armas  un  batallón  de  fuerzas 
nacionales  que  el  mismo  tenía  pedido  para  seguridad  de 
su  Provincia. 

Y  el  pueblo,  cuyo  mandatario  se  entrega  á  estos  excesos 
es  el  mismo  que  tres  veces  ha  sido  ensangrentado  y  des- 
pedazado por  intervenciones  nacionales  armadas;  y  el  ma- 
gistrado que  ahora  es  llamado    por  la  ley  á  hacer  respetar 
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los  actos  del  Gobierno  Nacional,  es  el  conciudadano  que 
por  tantos  años  fatigó  la  atención  pública  exponiendo  las 
dolencias  de  San  Juan  y  los  agravios  de    que    era  víctima. 

Declaro  solemnemente  que  no  me  siento  con  fuerza  para 
tanto.  El  deber  del  Presidente  es  hacer  cumplir  la  Constitu 
ción  y  las  leyes  y  preservar  la  tranquilidad  pública.  Si  flaqueo 
en  el  caso  presente,  cediendo  i  los  recuerdos  dolorosos  que 
acato  de  invocar,  que  no  quede  establecido  un  precedente 
aplicable  á  los  casos  de  igual  naturaleza  que  surjan  en 
adelante.  Haré  lo  menos  que  pueda  en  el  cumplimiento  de 
mi  penoso  deber  pero  para  sastifacción  propia  y  edificíición 
de  otros,  he  debido  exponer  tanto  la  verdad  de  los  hechos 
como  los  principios  que  rigen  en  esta  materia. 

¿De  que  se  trata  en  la  grave  cuestión  que  preocupa  á 
San  Juan,  y  que  ha  dado  origen  al  escándalo  de  poner  en 
la  cárcel  pública  á  la  mitad  de  la  Legislatura,  motivado 
una  intervención  nacional,  y  denunciada  esta  como  atenta- 
toria, provocados  los  conatos  de  insurrección  proclamados 
abiertamente  por  el  Gobernador  de    San  Juan? 

Trátase  de  elegir  un  senador  para  el  Congreso  Xacionalü! 

Para  ello  se  hacen  y  rechazan  sucesivas  elecciones  po- 
pulares que  traen  constantemente  perturbado  al  pueblo,  se 
disuelven  y  reinstalan  legislaturas,  se  desconoce  la  autori- 
dad nacional  y  se  preparan  á  la  guerra  civil.    Vergüenza!! 

Hablo  con  cada  uno  de  los  fautores,  cómplices  é  instru- 
mentos de  estos  desórdenes  en  San  Juan. 

Hay  hechos  y  documentos  públicos  que  establecen  el 
cuerpo  del  delito.  Hace  dos  años  á  que  la  Legislatura  de 
San  Juan  eligió  Senador  al  actual  Presidente.  Quedando 
vacante  la  senaturía,  los  aspirantes  á  este  puesto  que  ase- 
gura por  nueve  años  rentas  que  no  tiene  empleo  alguno 
de  Provincia,  a  más  del  honor  que  él  trae  consigo,  se  pu- 
sieron en  campaña  para  crear  mayoría,  por  la  elección  de 
representantes  á  la  Legislatura,    favorables  ó   ciegos  soste- 
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nedores  de  tal  ó  cual  candidato.  He  aquí  el  móvil  de  la 
lucha  que  trae  agitado  á  San  Juan,  durante  un  año,  y 
amenaza  perturbar  la  República. 

El  Zonda»,  periódico  oficial,  con  su  redactor  rentado  por 
el  Gobierno,  es  el  órgano  del  círculo  á  cuya  cabeza  está  el 
Gobernador  Zaballa.  El  «Zonda»  ha  traido  por  mote  del 
artículo  editorial,  durante  meses,  la  aseveración  de  que  el 
pueblo  proponía  para  senador  á  dos  ciudadanos,  ambos  es- 
blecidos  en  Buenos  Aires,  y  por  tanto  ágenos  á  aquellos 
manejos. 

En  este  anuncio  asentido — si  no  hay  algo  más  por  el 
Gobernador  de  San  Juan — se  revela  por  su  existencia  mis- 
ma un  fraude,  una  violación  de  las  leyes  y  una  prueba  evi- 
dente de  la  falsedad  de  las  argucias  con  que  ese  mismo 
Gobernador  y  sus  parciales  quieren  cohon3star,  aún  á  costa 
de  una  guerra  civil,  sus  malos  procederes. 

Hay  falseamiento  en  suponer  un  diario  oficial  que  el 
pueblo  propone,  quiere  ó  elije  á  dos  individuos  para  un  em- 
pleo que  solo  uno  puede  desempeñar. 

Hay  violación  de  la  Constitución,  porque  el  pueblo  no 
es  llamado  por  ella  á  nombrar  senadores  sino  la  Legisla- 
tura, la  Legislatura  á  quien  los  senadores  representan,  como 
contrapeso,  por  sus  años  y  mayor  duración,  á  la  opinión 
del  pueblo  representada  por  los  diputados. 

Hay  conato  de  coacción  ejercida  sobre  sus  deliberacio- 
nes en  esta  anticipación  directa  de  meses  antes,  de  lo  que 
habrá  de  pensar  una  Legislatura  cuyos  miembros  se  re- 
nuevan. 

Es,  pues,  evidente  que  las  elecciones  de  representantes,, 
habían  de  ser  para  crear  mayoría  en  favor  del  candidato 
para  senador  que  ya  venía  preparado    semi-oficialmente. 

La  contraprueba  es  más  evidente  todavía. 

Del  hecho  de  ser  dos  los  individuos  designados  para  un 
puesto  que   sólo  uno  puede   ocupar,  y  ambos  ausentes,  re* 
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sulta  que  esa  fracción  ha  ocultado  su  verdadero  can- 
didato oponiendo  dos  nombres  prestigiosos,  pero  indiferen- 
tes á  las  pasiones  políticas,  al  candidato  de  la  otra  fracción. 
El  candidato  de  oposición,  con  su  influencia  de  presente  y 
sus  medios  de  acción,  trabajaba  á  su  turno  para  crear  ma- 
yoría legislativa  en  su  favor. 

Tan  cierto  era  esto  que  apenas  se  reistaló  la  Legisla- 
tura por  el  Comisionado  Nacional,  la  mayoría  (á  unanimi- 
dad) eligió  senador  al  que  era  el  motivo    de   la   discordia. 

Vergüenza  por  mi  patria  siento,  al  descubrir  el  origen  de 
la  grave  cuestión  que  viene  á  perturbar  las  atenciones  del 
Gobierno  Nacional  omitiendo  por  rubor  la  historia  de  los 
indignos  manejos  de  una  y  otra  fracción  para  prevalecer  en 
la  futura  votación.  No  queriendo  un  representante  asistir 
para  hacer  qíiorum  fué  llevado  por  la  fuerza,  á  las  seccio- 
nes, y  retenido  por  la  fuerza  en  su  asiento  de  legislador, 
en  lo  que  si  había  descortesía  obraban  conforme  á  derecho, 
para  compeler  á  una  facción  á  concurrir,  pues  es  recurso 
culpable  este  de  las  minorías  para  que  no  haya  sala  por 
^alta  de  Jiúmero  é  impedir  así  la  discusión  de  leyes  que  les 
dañan,  se  reformó  al  reglamento  de  la  sala  estatuyendo  que 
el  que  faltase  seis  veces  sin  aviso  y  tres  con  aviso  que- 
daba ipso  /acto  destituido,  dejando  vacante  su  puesto,  en 
lo  que  obraban  conforme  á  derecho  también,  ya  que  no  te- 
nían fuerza  propia  para  traer  y  mantener  preso  al  instante 
con  fin  dañado,  como  tienen  derecho  los  Presidentes  de  to- 
dos los  Congresos,  para  no  dejar  disolver  la  Legislatura, 
ó  gobernar  ¿í  las  minorías  retirando  su  concurso  necesa- 
rio  para  que  la  mayoría  se  manifieste    en   la   votación. 

Pero  cuando  le  llegó,  su  turno  á  esta  misma  facción  de 
descender  á  minoría  por  el  resultado  de  la  elección  desús 
nuevos  representantes,  con  los  cuales  la  facción  contraria 
contaba  trece   (la  mitad  más^  uno),  entonces   se  complotó  á 
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no  asistir  para  que  los  once  no  recibiesen  al  uno   aprobado 
ya,  y  aprobasen  la  elección  del  otro. 

He  aquí  la  verdad  dt^snuda   de  los  hechos. 

Los  once  de  una  de   las  facciones  recibieron  á    los  elec 
tos  para  hacer  quorum,  y  los   aprobaron,  con   lo  que    que- 
daba constituida  la  Legislatura  y  mayoría. 

El  acto  era  perfectamente  legal.  El  Parlamento  Inglés 
«e  renueva  en  su  totalidad,  y  por  tanto  al  reunirse  por 
primera  vez,  no  hay  quien  apruebe  ni  deseche  los  pode- 
res de  sus  miembros,  funciona  y  vá  examinando  poderes 
*(6oo)  haciendo  salir  de  su  seno  á  los  que  antes  votaron, 
pero  cu^'os  poderes  ño   se  encuentran  más  tarde  en  regla. 

Los  presentes  en  un  congreso  pueden  hacer  todo  lo  ne- 
cesario para  obviar  los  obstáculos  intencionales  ó  acciden- 
tales para  constituirse  en  sesión;  y  todos  los  cuerpos  deli- 
berantes pueden  suspender  por  votación  sus  propios  regla- 
mentos. 

Llegadas  las  cosas  á  este  punto,  y  triunfante  una  de 
las  facciones,  no  obstante  la  intencional  inasistencias  de 
los  de  la  otra  y  sus  colegas  deliberaron  entre  sí  sobre  lo 
que  les  quedaba  que  hacer,  y  mediante  un  informe  que 
estos  le  pasaron  (fuera  de  sesión),  el  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia, eii  virtud  del  encargo  de  hacer  cumplir  las  leyes, 
expidió  su  famoso  decreto  del  29  de  Octubre,  desconociendo 
á  la  Legislatura  así  constituida,  y  provocando  al  Fiscal  á 
deducir  acciones  criminales  contra  los  legisladores. 

En  este  decreto  ya  está  iniciado  el  -propósito  de  llevar- 
los á  la  Cárcel  pública:  propósito  concebido  un  mes  antes 
todavía,  pues  persona  grave  comunicó  al  Presidente  la  car- 
ta original  del  Gobernador  Zaballa,  pidiendo  .  opinión,  (en 
el  concepto  de  qiie  aquel  debía  ser  inforniado  de  que  se 
le  había  comunicado).  La  consulta  hecha  era  para  saber, 
copiándole  el' texto  de  constitución  que  asegura  ía  inmu- 
nidad de.  los   representantes,  si  se  podrían  prender  á  estos 
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por  delitos  extraños  á  sus  fundones.  Así  pues,  el  (to- 
bernador  sabía  dos  meses  antes  que    cometerían   delito   />/-  | 

/raganti  de  sedición,  que  aun  no  habían  cometido  cuando- 
los  libraba  á  la  acción .  fiscal.  El  delito  cchi  tanta  antici- 
pación  previsto,  no  se  hizo  esperar  (dos  meses  después)    y  \ 

el  Gobierno  Nacional  fué  requerido  á  intervenir.  | 

¿Cuál  era  la  opinión  del  Presidente   sobre  estas  miserias^  ' 

de  que   era  día  á  día  por  unos  y   otros    informado?     Ape*  , 

ñas  pisó  las  playas  de  Buenos  Aires,  é  instruido  de  las  di-  | 

visiones  intestinas  de  sus  amigos  ú  electores,  escribió  á  uno-  I 

de  ellos  que  rodeasen  al    Gobernador    Zaballa,    por    reque- 
rirlo así  la  conveniencia,  y  la  paz  pública.     La  carta  se    pu«  | 
blicó  en  el   Zonda;  la  oposición    se    moderó  un  tiempo,    y  | 
el  Presidente  conserva  la  carta  del  mismo  Zaballa   dándole  ' 
las  gracias  por  aquel  paso.  , 

¿Qué  debía  hacer  el  Gobierno  Nacional?  Dejar  preso  eii 
una  cárcel  pública,  con  exquisitas  torturas  y  vejámenes,, 
á  doce  representantes,  sometidos  á  una  acusación  absurda 
por  motivos  tan  injustificables?  El  Gobierno  no  procedió 
ni  dio  oídos  al  agente  de  la  l.egislatiu'a  sino  cuando  supo 
que  ya  estaban  presos.  Necesitaba  en  aquel  dédalo  de 
fraudes,  violencias  y  tergiversaciones  malisiosas  de  una  y 
otra  parte,  un  hecho  material,  monstruoso,  tangible  y  evi- 
dente para  obrar;  tal  era  la  prisión  de  la  Legislatura,  y 
con  ella  ciudadanos  que  no  eran  representantes,  y  cerrada 
y  embargada  además  una  imprenta,  la  del  pueblo,  cuyos 
tipos  también  habían  cometido  delito  de  sedición. 

La  intervención  Nacional  se  limitó  estrictamente  á  res- 
tablecer las  cosas  al  estado  en  que  se  hallaban  una  hora 
antes  de  la  promulgación  del  decreto  de  29  de  Octubre. 
Nada  más,  nada  meno^  restablecer  uno  de  los  poderes  pú- 
blicos. 

Reunida  la  Legislatura  con  quorum  suficiente  (no  obs* 
tante  la  voluntaria  é  intencional  y  pí>r  tanto  culpable  ina- 
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sístencía  de  la  minoría  patrocinada  por  el  Gobernador  Za- 
balla)  elijió,  como  debia  esperarse,  senador  al  jefe  de  su 
facción,  acto  que  si  no  se  cree  popular,  prudente,  ó  de- 
coroso, no  es,  sin  embargo,  culpable,  ni  atacable  en  su 
esencia. 

La  sala  procedió  á  dictar  leyes,  que  el  veto  con  ocho, 
en  oposición  á  la  mayoría  absoluta  habría  derogado  una 
tras  otras. 

La  Legislatura  estaba  en  realidad  en  manos  de  la  mi- 
noría, apoyada  esta  por  el  Gobernador;  pero  como  á  la  elec- 
ción de  senador  no  puede  oponerse  veto,  los  vencidos  re- 
currieron al  acto  de  desesperación  que  inspiró  el  decreto 
retrotrayendo  las  cosas  al  estado  en  que  las  ponía  el  de- 
creto de  29  de  Octubre,  pasando  sobre  la  autoridad  del 
Gobierno  Nacional,  sobre  la  intervención  y  sobre  toda  otra 
consideración. 

Tales  son  los  henhos.  Ahora  entraré  en  las  cuestiones 
de  decreto  que  suscita  la  posición  sediciosa  en  que  el  Go- 
bernador Zaballa  pone  á  la  Provincia  de  San  Juan. 

Supongo  que  fundado  en  razones  que  el  Gobierno  Na- 
cional cree  concluyentes,  sostiene  sus  actos.  Supongo  que 
el  Gobierno  de  [San  Juan  fundado  en  razones  que  igual- 
mente cree  concluyentes,  sostenga  los  suyos.  ¿Quién  de- 
cide el  litigio?  Entre  partes,  es  un  juez:  entre  estados,  es 
una  Batalla,  ya  ha  perdido  muchas    San  Juan!!! 

Es  complemento  necesario  de  la  Constitución  Federal,  la 
guerra? 

Un  ejemplo  reciente  servirá  de  ilustración. 

A  la  nota  del  Ministerio  de  Gobierno  haciendo  exten- 
siva á  los  casos  administrativos  la  jurisdicción  nacional,  que 
en  ciertos  casos  dá  á  los  Jueces  provinciales  la  ley  de  tri- 
bunales de  justicia,  dos  gobernadores  contestaron  negán- 
dose á  cumplir  lo  que  se  les  prevenía. 

El    Ministro    insistió.     Supongamos   que    insistan   en    su 


—  3*4  — 

negativa  los  Gobernadores.  Que  se  hace¿  Obligarlí>s  por 
las  armas?  Demandarlos  para  ante  la  Corte  Suprema?  Lue- 
go los  decretos  y  disposiciones  del  Ejecutivo,  necesitan 
para  su  cumplimiento  la  previa  aceptación  de  los  Gober- 
nadores de  Provincia,  quienes  dirán  si  los  hallan  legales, 
constitucionales,  y  más  tarde  convenientes  ó  no:  y  á  pas<ir 
después  á  seguir  pleito  por  ante  la  Corte,  que  decidirá 
quien  tiene  razón  entre   dos  contendientes. 

Si  esta  es  la  solución  del  caso,  el  hecho  no  tiene  ante- 
cedente en  ningún  gobierno  del  mundo,  ni  en  el  nuestro 
después  de  veinte  años  de  constituido;  pues  el  caso  de  San 
Juan  y  los  dos  citados  son  los  primeros  que    se  presentan. 

La  verdad  es  que  la  Constitución  no  admite  ni  la  posi- 
bilidad ni  la  existencia  de  dos  contendientes,  con  iguales 
derechos.  El  decreto  del  Gobernador  Zaballa,  revalidando 
el  anterior  de  29  de  Octubre  contra  lo  resuelto  por  el 
(Tobierno  Nacional,  es  simplemente  un  delito  de  sedición 
que  se  reprime  con  los  medios  con  que  se  reprimen 
las  sedicciones  cuando  son  ó  amenazan  ser  á  mano  armada. 
Si  tal  derecho  á  oponer  resistencia  á  cada  acto  del  P.  E. 
Nacional  existiera,  la  guerra  civil  estaría  decretada  en  per- 
manencia, en  un  país  donde  habiendo  catorce  Gobernado- 
res, muchos  de  los  cuales  pueden  ser  de  peirtido  opuesto 
al  que  prevaleció  en  el  Gobierno  Nacional,  hallarían  since- 
ramente en  algunos  casos,  maliciosamei\te  en  otros,  la  oca- 
sión de  provocar  la  destrucción  del  Gobierno  Nacional. 
La  desición  del  caso  de  San  Juan,  en  la  situación  que  lo 
ha  puesto  el  desacordado  decreto  del  (jobernador  Zaballa, 
compromete  para  lo-  futuro  la  existencia  del  (xobierno  Na- 
cional y  destruye  la  Constitución. 

-  El  Gobierno  Nacional  en  sus  varios  Departamentos,  aplica 
H  los  hechos  prácticos  disposiciones  escritas,  con  la  certi- 
dumbre moral  que  es  compatible  con.  la  naturaleza  humana, 
tanto  las  leyes  que  se   dictan,  como  las   sentencias  que   se 
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pronuncian,  ó  los  actos  administrativos  para  ejecutar  las 
leyes,  están  todos  expuestos  á  error;  pero  el  remedio  viene, 
ó  preparado  por  la  ley  misma,  6  lo  viene  dando  el  curso 
de  It>s  sucesos,  y  la  demostración  del  error  en  la  conciet:- 
cia   pública. 

Dadas  estas  simples  reglas,  veamos  lo  que  trae  consigo 
el  articulo  de  la  Constitución  que  sin  requisición  faculta  al 
Gobierno  Nacional  á  garantir  la  forma  republicana  de  Go- 
bierno. 

En  cuanto  á  la  ejecución  de  la  garantía  por  quien,  cuando 
y  como,  pudieran  suscitarse  dudas  en  el  Gobierno  Nacio- 
nal, pero  no  fuera  de  él.  Entre  un  decreto  de  Gobernador 
de  Provincia  en  virtud  de  su  Constitución  ó  leyes  provin- 
ciales y  un  decreto  Nacional  en  virtud  de  la  Constitución 
y  leyes  nacionales,  el  decreto  Nacional  prevalece,  por  cuanto 
esta  Constitución  los  tratados  y  leyes  conforme  á  ellas  son 
la  ley  suprema  de  la  Nación  y  las  autoridades  de  cada  pro- 
vincia están  obligadas  á  conformarse  con  ellas,  no  obs- 
tante cualquiera  disposición  en  contrario  que  tengan  las  le- 
yes ó  constituciones  provinciales.  El  decreto  de  29  de 
Octubre  que  es  menos  que  la  Constitución  y  que  una  ley 
provincial  entra  con  mayor  razón  en  esta  disposición  por 
el  axioma  de  derecho  que  hace  que  la  regla  que  rige  á 
los   casos  más  graves,  sirva  para  los  menores. 

Viene  en  seguida  la  ley  dispositiva, 

El  artículo  5*  de  la  lev  sobre  Justicia  Nacional  especifi- 
cando la  sedición,  declara  serlo  «cuando  una  Provincia  se 
alza  en  armas»  párrafo  2^  para  impedirá  á  ctuilijxiicr  auto- 
rid^id  nacional  el  libre  ejercicio  dé  sus  funciones,  y  la  eje- 
cución y  cumplimiento  de  las  providencias  (decretos)  admi- 
nistrativos ó  judiciales  en  alguna  provincia». 

Ni  nuestras  leyes  ni  niíestra  Constitución  han  inventado 
■nada  á  esté  respecto;  pues  tales  disposiciones  son  la  base 
esencial  de  todo  Gobierno,  y  la  regla   de  todos    los  gpbier- 
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nos  federales  en  particular.  El  Juez  Story  cuyo  comenta- 
rio es  autoridad  en  materia  de  constitución  federal  dice:  pá- 
rrafo 1407.  «Es  una  disposición  implícita  de  la  Constitución 
que  un  Estado  (Provincia  Federal),  no  puede  controlar 
(examinar)  restringir,  ó  anular  los  actos,  ó  mezclarse  en  el 
ejercicio  de  cualquiera  autoridad  dependiente  del  Gobierno 
Nacional. 

El  Gobernador  de  San  Juan  intentó  verificar,  comprobar 
ó  examinar  las  facultades  del  Ejecutivo  Nacional  para  ga- 
rantir la  forma  republicana  de  gobierno:  quiso  restringir  la 
acción  del  Comisionado  Nacional  á  formas  y  en  límites  que 
el  sobredicho  Gobernador  juzgaba  más  acertados:  y  por  el 
decreto  último  ha  pretendido  anular  el  del  Gobierno  Na- 
cional. 

El  Jurisconsulto  Kent  en  su  comentario  de  la  ley  ame- 
ricana (la  Constitución)  bajo  el  epígrafe:  ningún  estado  pucdr 
controlar  el  ejercicio  de  autoridad  alguna  del  Gobierno  Fe- 
deral^ dice  citando  varías  decisiones  de  la  Corte  Suprema: 

«El  principio  declarado  por  la  Corte  Suprema  fué,  que  la 
conducta  oficial  de  un  empleado  (officer)  del  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos,  solo  puede  ser  controlado  (examinado,  veri- 
ficado, como  el  controlador  verifica  y  examina  la  exactitud 
y  validez  de  una  cuenta)  POR  ET-  poder  QUE  lo  cre('>. 

Pero  hay  más:  y  es  que  esas  leyes  norte  americanas,  que 
corroboran  las  nuestras,  expresas  y  terminantes  sobre  la  ma- 
teria, son  emanadas  de  principios  fundamentales  de  todo  go- 
bierno libre  y  bien  ordenado.  Los  Obispos  tienen  ciertas 
prerrogativas  que  están  fuera  de  la  jurisdicción  de  los  gobier- 
nos civiles,  como  los  gobiernos  de  provincia  las  tienen  á 
donde  no  alcanza  el  Poder  Federal.  Pero  en  uno  y  otro  caso 
el  Gobierno  civil  ó  Nacional  tienen  poderes  de  reglamentar 
sobre  materias  que  son  de  su  atribución. 

Siete  Obispos  en  Inglaterra  tacharon  de  ilegal  en  una  {>e- 
tición  colectiva,  y  al  Rey,  un  cierto  decreto  reglamentario; 
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sometido  el  caso  á  decisión,  se  declaró  «que  si  el  Rey,  (el 
Ejecutivo)  dicta  decretos  ó  reglamentos  sobre  materias  que 
caen  bajo  su  jurisdicción;  y  si  alguno  intentase  poner  en  duda 
aquella  facultad  (si  no  es  en  el  Parlamento)  tal  acto  es  sedi- 
ci''>n  y  no  ha  de  examinarse  la  legalidad  ó  ilegalidad  (contro- 
lar) del  decreto  ú  orden,  sino  el  ataque  hecho  al  gobierno,  y 
el  escrito  será  áeclsirRáo  ¿íielo /a moso  y  castigado  como  tal*. 

Si  no  estamos  pues,  del  todo  fascinados,  el  decreto  del  Go- 
bernador Zavalla  debiera  ser  reputado  simple  libelo  famoso, 
si  en  la  posición  que  ocupa  el  delincuente,  y  por  sus  propias 
declaraciones  no  hubiese  peligro,  no  lleve  adelante  su  nefas- 
to designio  de  resistir  á  todo  trance,  lo  que  constituye  el  co- 
nato de  sedición. 

Tales  son  las  disposiciones  del  derecho  universal,  sobre  las 
facultades  del  Gobierno,  cuyos  actos  no  se  someten  al  juicio 
y  deliberación  del  mismo  sobre  quien  se  ejercen.  La  Inglate- 
rra empleó  siglos  para  hallar  en  el  habeah  cortus  remedio  á 
la  prisión  injusta;  pues  si  se  autorizaba  inocente  á  resistirla, 
solo  el  malvado  aprovecharía  de  la  franquía,  Guayama,  Vá- 
rela, Videla,  si  la  doctrina  de  Zaballa  prevalece,  tendrán  sus 
buenas  razones  también  para  levantarse  en  armas  en  defen- 
sa de  autonomías  ú  otras  frases  que  no  tienen  sentido  legal 
alguno,  y  que  seducen  á  los  incautos  sanjuaninos. 

He  podido  declarar  en  estado  de  sitio  esa  Provincia  y  ha- 
cer cumplir  las  leyes  y  decretos  del  Gobierno  Nacional.  He 
podido  convocar  la  Guardia  Nacional;  para  defender  la  Consti- 
tución y  las  autoridades  que  ella  establece,  y  obligar  al  mis- 
mo Zaballa  á  armarse  en  defensa  de  la  Patria  y  de  la  Cons- 
titución Nacional,  conforme  á  las  leyes  que  al  efecto  dicta  el 
Congreso  Nacional  y  á  los  decretos  del  Ejecutivo  Nacional, 
sometiendo  al  que  resista  á  las  leyes  militares  que  rigen  á  la 
Guardia  Nacional  cuando  está  en  servicio  activo. 

He  preferido  conservar  en  San  Juan,  el  batallón  moviliza- 
do de  nuestros  propios  compatriotas   que  representó  á  San 
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Juan  en  los  campos  gloriosos  del  Paraguay,  y  responde  la 
seguridad  de  esa  Provincia  y  del  respeto  debido  á  nuestro 
pabellón,  amenazado  de  insulto  por  el  (xobernador  Zaballa, 
en  uso  de  hi  facultad  del  Presidente  de  «disponer  de  las 
fuerzas  militares  marítimas  y  terrestres,  con  su  organización 
y  distribución,  según  las  necesidades  de  la  Nación»,  (cap.  III 
art  1 6,  atribuciones  del  Presidente),  sin  necesidad  de  oir  el 
mejor  parecer  del  ( jobernador  de  San  Juan  que  expulsa  y 
desarma  valientes  con  su  simple  decreto. 

He  debido  adoptar  el  más  blando  temperamento,  á  fin  de 
no  favorecer  los  impulsos  ;i  la  tragedia,  que  parecen  carac- 
terísticos en  mis  compatriotas  de  San  Juan  y  que  hacen  un 
rasgo  característico  de  su  historia.  Apelo  á  las  reminiscen- 
cias de  los  que  oyeron  mi  discurso  de  despedida  al  salir  de 
San  Juan  en  1864,  por  el  camino  que  habían  .salido  don  Igna- 
cio Rosas,  los  doctores  Laprida,  Carril,  Ravvson,  el  (xeneral 
Rojo  y  tantos  sanjuaninos  esclarecidos,  aunque  me  hubiese 
cabido  la  honra  de  cerrar  el  otro  por  donde  entraron  (Juiro- 
ga,  Brizuela,  Aldao,  Chacho,  y  rehabilitaron  Saa,  Videla  y 
tantos  otros. 

No  extraño  que  los  estravíos  del  (iobernador  Zaballa  en- 
cuentren prosélitos,  y  que  á  la  ciencia,  servicios  y  experien- 
cia de  los  hombres  esclarecidos  que  rodean  y  aconsejan  al 
Gobierno  Nacional  se  antepongan  los  móviles  ciegos  de  ¡a 
pasión.  No  es  nuevo  en  puntos  apartados  el  que  la  opinión 
pública  se  separe  de  las  reglas  que  dá  el  asentimiento  y  con- 
curso de  todos  los  pueblos. 

El  Paraguay  ha  peleado  con  heroismo  por  defender  al  más 
horrible  autócrata  de  los  tiempos  modernos,  sosteniendo  sus 
injusticias,  como  si  defendiera  la  patria,  os  alucinan  con  la 
gloria  que  os  vendrá  de  la  resistencia:  pero  la  opinión  públi. 
ca  no  aplaude  en  definitiva  sino  al  que  defiende  derechos  que 
interesan  á  todos  en  todos  tiempos  y  lugares. 

En  vez  de  mover  un  regimiento   para  hacer   respetar  las 
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disposiciones  nacionales  en  San  Juan,  el  Ministro  de  Gobier- 
no, cuyas  canas  y  saber  son  tan  poco  consideradas  allí,  al  ver 
la  falta  de  las  nociones  más  elementales  en  los  decretos  y 
argucias  prevalentes  en  San  Juan,  ha  creído  mejor  ordenar 
la  traducción  de  un  manual  sobre  la  manera  de  conducir  l(»s 
debates  en  las  asambleas,  varios  comentarios  modernísimos 
de  constituciones  federales,  y  el  Kohieruo  propio,  y  sobre  las 
facultades  del  Presidente. 

Sanjuaninos:  En  nombre  de  los  grandes  intereses  de  la 
República,  con  el  recuerdo  de  las  pasadas  desgracias,  y  con 
la  esperanza  de  que  no  se  repitan  porque  tengo  el  propósito 
firme  y  los  medios  de  evitarlas,  permaneced  fieles  á  la  Cons- 
titución y  autoridad  nacional,  seguros  que  han  de  ser  enmen- 
dados los  errores  por  la  práctica  pacífica  de  las  institucio- 
nes. 

Así  lo  espera  la  República  y  vuestro  compatriota. 

D.  R  Sarmiento. 


Buenos  Aires,  Marzo  11  de  18t»í). 


Al  Excmo.  señor  Ministro  del  Interior. 

Como  lo  comprueba  las  instrucciones  que  he  tenido  ,el 
Tionor  de  presentar  á  V.  E.,  he  sido  comisionado  por  el  Go- 
bierno, de  San  Juan  para  varios  objetos  y  muy  especialmente 
para  el  de  restablecer  sobre  la  base  de  la  sinceridad  y  armo- 
nía las  buenas  relaciones  que  deben  existir  entre  los  poderes 
•coordinados  al  bien  común,  demostrando  prácticamente  el 
acatamiento  quea«iuel  ha  prestado  y  está  siempre  dispuesto 
á  prestar  á  las  resoluciones  del  Poder  Ejecutivo  Nacional. 
•Circunstancias  empero  insuperables,-  impidieron  mi  arribo  á 
esta  ciudad,  para  cumplir  en  oportunidad  este  encargo,  tan 
especialmente  requerido  por  los  acuerdos  del  P.  E.  de  San 
Juan,  fecha  16  y  20  de  Febrero  y  que  han  motivado  el  de- 
creto últimamente  expedido  por  el  señor  Presidente  de  la 
República  sobre  los  sucesos  de  aquella  Provincia. 

Estos  actos  públicos,  señor  Ministro,  cuya  gravedad  y  tras- 
cendencia no  pueden  desccniocerse  al  par  que  colocan  al  go- 
bierno que  represento  y  de  que  formo  parte,  en  una  posición 
inaceptable,  por  los  móviles  qun  se  le  atribuyen,  lo  dejan  al 
mismo  tiempo  en  situación  adecuada  para  definir  las  com- 
plicaciones que  se  han  suscitado  con  motivo  de  la  interv^en- 
ción  y  facilitan  una  solución  pacífica. 

V.  E.  ha  podido  apreciar  en  la  conferencia  tenida  con  este 
objeto,  los  antecedentes  que  autorizaron  al  Gobierno  de  San 
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Juan  á  reputar  limitado  el  alcance  de  la  intervención,  al  ímico 
fin  de  restablecer  la  forma  republicana  de  gobierno,  subver- 
tida por  la  prisión  de  los  representantes;  pero,  desde  que  Ios- 
documentos  producidos  y  las  explicaciones  tenidas  con  V.  E. 
viene::   á    desvanecer   esta  convicción,    patentizando  que  la 
intervención  del  Gobierno  Nacional,  tenía  por  objeto  la  re- 
posición del  Poder  Legislativo,  ordenada  á  su  requerimiento- 
y  por  autoridad  propia;  el   infrascripto  se  hace  un  deber  en 
declarar  que  reconoce  como  un   derecho  perfecto  por  parte- 
del  Jefe  de  la  Nación,  el  ejercicio  de  tal  facultad,  como  lo  ha- 
bía reconocido  antes,  esplícitamente,  en  lo  que  se  refiere  al 
restablecimiento  de  las  formas  republicanas  de  gobierno,  sea 
cual  fuere  la  apreciación  divergente  que  pudiera  hacerse  so- 
bre los  hechos  ocurridos. 

Así,  no  vacilo  en  asegurar  á  Y.  E.  que  e!  Gobierno  de  Saní 
Juan,  prestará  el  debido  acatamiento  á  la  autoridad  suprema., 
reconociendo  la   Legislatura  de  San  Juan  con  el  personal  y 
formas  que  ha  sido  repuesta,  y  manteniendo  con  ella  las  re— 
aciones  constitucionales. 

Apesar  que  el  objeto  de  esta  nota  no  es  volver  sobre  los^ 
hechos  anteriores  y  que  reputo  bastantes  las  explicaciones  ver- 
bales  dadas  á  V.  E.,  quiero  dejar  sin  embargo,  explícitamente- 
consignado,  que  el  Gobierno  de  San  Juan  no  ha  tratado  de- 
expulsar  ignominiosamente  al  batallón  movilizado,  ni  menos- 
desarmarlo,  hecho  que  puede  ser  justificado  por  dt^cumentos- 
oficiales. 

Esperando  que  las  exigencias  de  V.  E.  queden  satisfechas 
con  esta  leal  y  solemne  declaración,  tengo  el  honor  de  ofrecer- 
á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  consideración  más  distinguida^ 

Dios  guarde  á  V.  E. 

Isidoro  Albakracín. 
Es  copia — 

Luís    K    l^arda,. 

Snl»>«>,»rotnriu. 


Bu(5nos  Aires,  Marzo  1-2  de  1869. 

Considerando  que  por  la  nota  del  señor  Ministro  de  Go- 
bierno de  San  Juan,  se  declara  á  nombre  de  aquel  que  será 
reconocida  la  Legislatura  de  aquella  Provincia  en  conformi- 
dad  con  lo  dispuesto  por  los  decretos  del  Gobierno  Xacio- 
nal, 

El  Presidente  de  la  República — 

HA   ACORDADO   Y   DECRETA: 

Artículo  i"  Con  el  acatamiento  alas  resoluciones  del  Eje- 
cutivo Nacional,  relativas  á  la  reposición  de  la  Leg^islatura 
de  San  Juan,  quedan  sin  efecto  las  disposiciones  del  decreto 
de  4  del  corriente. 

Art  2"*  Dase  por  terminada  la  comisión  confiada  al  Gene* 
ral  Arredondo,  y  en  su  virtud  las  fuerzas  nacionales  y  mo* 
vilizadas  quedan  á  la  disposición  del  Ejecutivo  de  aquella 
Provincia  para  los  fines  y  en  los  mismos  términos  que  se 
hallaban  antes  de  dicho  decreto. 

Art  3"  Comuniqúese  á  quienes  corresponda,  publíquese  y 
dése  al  Registro  Nacional. 

Sarmiento. 
Dalmacio   Vclez  Sarsfield. 


Es  copia — 


Luis  V.  Várela, 

Subs«;cr«tario 


Buenos  Aires,  Marzo  12  de  18(59. 


A  S.  S.  el  señor  General  don  José  M.  Arredondo. 

En  virtud  de  haber  el  señor  Gobernador  de  la  Provincia 
de  San  Juan,  don  Manuel  José  Zaballa,  acreditado  á  su  Mi- 
nistro doctor  don  Isidoro  Albarracin,  cerca  de  este  Gobierno 
á  fin  de  explicar  su  conducta  en  el  desagradable  incidente 
que  motivó  la  comisión  encargada  á  V.  S.,  y  después  de 
reconocer  sin  reserva  ni  condición  alguna  la  obligación  de 
estar  á  lo  dispuesto  por  el  Gobierno  Nacional;  tengo  encargo 
de  prevenir  á  V.  S.  que  tan  luego  como  el  Gobierno  de  la 
Provincia  reconozca  la  Legislatura  que  desconoció  por  el  de- 
creto de  30  de  Octubre  del  pasado  año,  que  motivó  el  desa- 
cuerdo, hará  V.  S.  publicar  solemnemente  por  bando,  el  de- 
creto que  se  le  acompaña,  ordenando  que  el  Jefe  de  las  fuer- 
zas nacionales  movilizadas  termine  el  acto  concurriendo  con 
dichas  fuerzas  al  despacho  del  Gobierno  de  la  Provincia,  y 
haciéndole  presentar  Lis  armas,  se  ponga  á  su  disposición 
en  los  mismoj  términos  que  lo  estaban  antes  del  30  de  Oc- 
tubre. 

V.  S.  hará  suspender  cualquiera  disposición  tomada  en  vir- 
tud de  las  disposiciones  posteriores  á  la  fecha  indicada,  dando 
con  ello  concluida  su  misión. 

El  (xobierno  se  congratula  al  ver  terminado  un  estado  de 
cosas  tan  desagradables  como  el  que  crearon   los  actos  que 
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han  motivado  las  medidas  á  que  se  vio  forzado  á  recurrir,  y 
espera  con  fundamento  que  V.  S.  directamente,  ó  por  sus 
ordenes,  contribuya  á  restablecer  la  buena  armonía  entre  los 
ciudadanos  y  la  fuerza  moral  del  Poder  Ejecutivo  de  San 
Juan. 

Quedando  así  cumplido  el  encargo  del  señor  Presidente, 
me  complazco  en  saludar  á  V.  S.  con  mi  consideración  distin- 
guida. 

Dalmacio  Velez  Sarsfield. 

Es  copia — 

Luiii    V,    Várela, 

Snbs»'rrotarío. 


Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1869. 


Al    Excmo.    señor    Gobernador    de  la    Provincia    de    San 
Juan. 

El  abajo  firmado,  Ministro  del  Interior  del  Gobierno  Na- 
cional, tiene  la  satisfacción  de  decir  al  señor  Gobernador 
de  la  Provincia  de  San  Juan,  que  el  señor  Ministro  de 
V.  E.  doctor  don  Isidoro  Albarracin,  ha  dirigido  á  este 
Alinisterio  una  nota  con  fecha  de  ayer,  de  que  V.  E.  ten- 
drá conocimiento,  que  importa  la  más  explícita  revocación 
del  decreto  de  ese  Gobierno  de  20  de  Febrero,  referente  á 
la  Intervención  del  Gobierno  Nacional  hecha  por  medio  del 
doctor  don  Luis  Velez.  El  señor  Presidente  se  congratula 
de  ver  terminado  un  incidente  que,  como  lo  ha  hecho  sen- 
tir el  Ministro  de  V.  E.,  provenía  más  que  del  intento,  de 
conceptos  equivocados  ó  de  apreciaciones  que  iban  más 
allá  del  pensamiento  del  (iobierno  de  la  Provincia  de  San 
Juan. 

El  (xobierno  Nacional,  restablecidas  como  quedarán  bien 
pronto  las  relaciones  oficiales  con  el  de  esa  Provincia,  na- 
da más  desea  que  hacer  fácil  y  honorable  el  desempeño 
de  sus  funciones  por  el  tiempo  que  V.  E.  esté  encargado 
del  P.  E.  de  la  Provincia. 

Felicitando  á  V.  E.  por  el  desenlace  que  la  noble  abne- 
gación y  patriotismo  de   V.  E.  ha    facilitado    en  una  cues- 
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tión  que  podía  traer  consecuencias  desagradables,  tiene  el 
honor  de  ofrecer  á  V.  E.  todas  las  consideraciones  que  tan 
justamente  le  son  debidas. 

Dalmacio  V'elez  Sarsfiei.ix. 

Es  copia- - 

lAtis    V,    J 'arela, 

Siibs*erretario. 


Buenos  Aires,  Marzo  18  de  18G9. 


Al  señor  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes  de  la 
Provincia  de  vSan  Juan. 

El  abajo  firmado,  Ministro  del  Interior  del  Gobierno  Na- 
cional, ha  recibido  la  nota  del  19  de  Febrero,  del  señor 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes  de  la  Provin- 
cia de  San  Juan,  haciéndole  saber,  que  el  Gobernador  de 
esa  Provincia  había  desconocido  la  composición  actual  de 
esa  Cámara  y  restablecía  en  todo  su  vigor  y  fuerza  el  de- 
creto de  30  de  Octubre  del  año  pasado;  en  virtud  de  lo 
cual  esa  Cámara  solicita  del  Gobierno  Nacional  el  auxilio 
de  la  fuerza  para  sostenerse  y  traer  á  la  obediencia  de  U 
Constitución  al  Gobernador  de  la  Provincia. 

Felizmente  tan  luego  como  el  (robierno  Nacional  había 
dictado  su  resolución  de  4  de  Marzo,  se  presentó  el  señor 
Ministro  del  Gobierno  de  esa  Provincia,  y  á  nombre  y  con 
autorización  del  señor  Gobernador,  dio  al  señor  Presidente 
las  explicaciones  más  explícitas  de  las  sanas  intenciones  que 
habían  animado  á  su  Gobierno  y  que  el  incidente  ocurrido 
había  provenido  de  conceptos  equivocados,  ó  de  expresio- 
nes que  iban  más  allá  del  pensamiento  del  Gobierno.  En 
corroboración  de  sus  aserciones  elevó  á  este  Gobierno  con 
fecha  de  ayer  la  nota  que  en  copia  se  acompaña  al  señor 
Presidente  de  la  Cámara,  la  cual  importa  la  más  positiva 
revocación  del  decreto  de  20  de  Febrero. 
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Así  ha  terminado  el  incidente  relativo  á  esa  I-egíslatura, 
quedando  sin  efecto  las  resoluciones  que  hicieron  que  por 
segunda  vez  se  solicitara  la  Intervención  Nacional. 

El  Gobierno  espera  que  la  Cámara  de  Representantes  de 
la  Provincia  de  San  Juan,  correspondiendo  dignamente  al 
apoyo  que  él  le  ha  prestado  como  á  la  última  resolución 
del  Gobernador  de  la  Provincia,  dejando  sin  efecto  las  dis- 
posiciones que  trajeron  el  desacuerdo  entre  ambos  poderes; 
reconsidere  las  leyes  dictadas  en  presencia  de  las  dificulta- 
des que  la  rodeaban  y  acaso  bajo  las  excitaciones  del  mo- 
mento. El  corto  tiempo  consagrado  á  su  discusión  y  exa- 
men, según  aparece  de  fechas,  y  la  falta  de  reconsidera- 
ción que  hubiera  reclamado  el  P.  Ejecutivo,  usando  del  veto 
á  que  la  Constitución  de  la  Provincia  lo  autoriza,  les  quita 
la  fuerza  moral  de  que  siempre  deben  ir  revestidas  las  le- 
yes. Por  otra  parte,  el  patriotismo  y  el  deber  que  imponen 
á  esa  Cámara  las  nuevas  circunstancias  en  que  se  encuen- 
tra de  devolver  la  quietud  á  los  ánimos  y  restablecer  la 
cordialidad  en  las  relaciones  sociales,  le  trae  la  necesidad 
de  reconsiderar  las  leyes  que  ha  votado  para  circunstan- 
cias muy  diversas  y  por  antecedentes  que  han  desapareci- 
do. Pueden  en  buena  hora  hacerse  prevalecer  ideas  y  pro- 
pósitos que  dejen  satisfechos  los  intereses  ó  las  pasiones  del 
momento,  pero  el  tiempo  dando  lugar  á  que  la  conciencia 
del  pueblo  se  forme  ó  se  ilustre,  es  la  opinión  pública  que 
juzga  severamente  á  los  mismos  legisladores. 

Dejando  contestada  la  comunicación  del  señor  Presidente, 
el  abajo  firmado  tiene  el  honor  de  ofrecerle  su  más  distin- 
guida consideración. 

Dalmacio  Velez  Saksfield. 

Es  copia. 

Lilis   V,   Va r ría. 

Sil  I »*•»<•  nna  rio. 


San  .Juan,  Marzo  24  de  IW.). 


Al  Excmo.  señor    Ministro    de  Estado  en  el  Departamento 
del  Interior  de  la  República   Argentina. 

El  abajo  firmado  ha  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota 
de  V.  E.  fecha  13  del  corriente  contestando  á  la  que  le 
dirigió  en   1 9  de  Febrero  ppdo.,  á  nombre  de  la   Cámara. 

Por  ella  hace  saber  V,  E.  que  á  mérito  de  las  explica- 
ciones dadas  por  el  Ministro  de  Gobierno  de  San  Juan  so- 
bre los  incidentes  que  motivaron  la  nueva  requisición  de 
intervención  por  la  Legislatura,  á  que  se  accedió  por 
resolución  nacional  fecha  4  del  presente,  y  en  vista  además 
de  la  nota  de  dicho  Ministro  á  V.  E.  de  fecha  once  del  mis- 
mo, que  por  su  explícito  tenor  importaba  la  más  positiva 
revocación  del  decreto  del  Gobierno  de  la  Provincia,  des- 
conociendo los  actos  del  Gobierno  Nacional  y  revalidando 
el  decreto  de  30  de  Octubre  del  año  ppdo.,  S.  E.  el  señor 
Presidente  de  la  República,  había  acordado  suspender  los 
efectos  de  la  resolución  de  4  del  presente,  previo  el  aca- 
tamiento por  el  Gobierno  de  la  Provincia  á  las  resoluciones 
nacionales  relativas  al  restablecimiento  de  la  Legislatura  y 
al  reconocimiento  de  ella. 

La  Cámara  se  congratulaba  señor  Ministro,  de  que,  dicha 
resolución  terminaría  las  desagradables  emergencias  que  la 
traen  en    desacuerdo  con  el  P.  Ejecutivo,  \^  correspondien- 
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do  á  la  protección  que  el  señor  Presidente  le  ha  prestado; 
estaba  dispuesta  y  está  á  reconsiderar  todas  las  disposicio- 
nes  dictadas  después  de  su  reposición,  que  puedan  ser  in- 
convenientes ó  contradictorias  en  algo  al  régimen  consti- 
tucional, á  solicitud  del  P.  Ejecutivo,  pero  desgraciadamente 
las  buenas  disposiciones  en  que  encuentra  la  Cámara  para 
zanjar  las  dificultades  que  obstan  á  una  inteligencia  cor- 
dial entre  ambos  poderes,  se  estrellan  contta  la  pertinencia 
del  Ejecutivo  de  la  Provincia  que  persiste  en  no  ceder  un 
ápice  en  sus  pretensiones. 

Antes  de  entrar  á  explicar  á  V.  E.  como  entiende  el 
Ejecutivo  de  San  Juan  el  decreto  de  V.  E.  fecha  12  de 
Marzo,  para  los  efectos  del  reconocimiento  previo  de  la  Le- 
gislatura, debo  infomiar,  que  con  fecha  18,  y  á  mérito  de 
lo  resuelto  el  4,  el  señor  General  Arredondo  puso  á  mi 
disposición  las  fuerzas  movilizadas  para  hacer  sostener  la 
Legislatura  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ordinarias. 

Esta  lejos  de  asumir  una  actitud  hostil  contra  el  Ejecu 
tivo.  se  limitó  á  esperar  antes  de  proceder,  nuevo  aviso  del 
expresado  señor  (xeneral,  quien  me  había  transmitido  copia 
de  una  carta  del  señor  Presidente,  en  la  que  dejaba  en- 
trever la  posibilidad  de  un  arreglo  que  dejase  salvada  la 
dignidad  del  Gobierno  Nacional  comprometida  por  los  ac- 
tos del  (iobierno  Provincial.  Los  miembros  de  la  Legisla- 
tura, animados  de  la  moderación  que  los  ha  guiado  en  to- 
dos sus  actos,  y  á  fin  de  no  poner  obstáculo  á  una  solu- 
ción pacífica,  desistieron  de  aprovechar  la  ventajosa  posición 
en  que  colocaba  á  la  Legislatura  la  resolución  nacional  de 
4  dol  presente. 

A  su  arribo,  el  señor  General  Arredondo  encontró  que 
nada  se  había  innovado,  que  el  estado  de  las  cosas  no  po- 
día ser  más  favorable  para  cumplir  la  misión  de  que  venía 
encargado.  Inmediatamente  comuniqué  al  señor  Gobernador 
las  notas  de  que  era  portador,  quien  contestó  que  todo    se 
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arreglaría,  pero  que  antes  necesitaba  conocer  las  comunica- 
ciones de  su  Ministro,  para  imponerse  de  la  inteligencia  que 
debía  dársele  al  arreglo  celebrado. 

Al  día  siguiente,  le  comunicó  un  decreto  acatando  las 
resoluciones  de  la  Legislatura;  pero  reconociendo  á  esta 
desde  el  día  de  ayer,  lo  que  implícitamente  envuelve  el  des- 
conocimiento de  esas  resoluciones  que  tuvieron  cumplido 
efecto  el  7  de  Febrero  ppdo.  por  la  Legislatura.  El  Go- 
bierno se  apoya  en  la  nota  de  su  Ministro  á  V.  E.,  y  no 
en  el  decreto  de  S.  E.  el  señor  Presidente  de  Marzo  12 
que  es  el  que  debe  tenerse  en  cuenta  para  que  haga  el 
reconocimiento  que  se  ordena  en  él. 

Para  buscar  su  acuerdo  definitivo  solicité  del  señor  (le- 
neral  Arredondo  una  conferencia  con  el  señor  Gobernador 
la  que  tuvo  lugar  en  su  casa  particular  y  se  expresó:  que 
entendía  que  su  deber  de  acatar  y  reconocer  la  Legisla- 
tura empezaba  desde  el  momento  en  que  él  la  reconocía  y 
que  por  lo  tanto  para  él  no  tenían  valor  legal  todos  los 
actos  de  la  Legislatnra  dictados  después  de  su  restableci- 
miento porque  el  acuerdo  celebrado  importaba  retroatraer 
las  cosas  á  aquella  fecha,  y  aún  más,  al  '30  de  Octubre  y 
que  en  tal  sentido  sería  como  si  reconociera  á  la  Legis- 
latura. 

El  infrascripto  hizo  presente  que  á  su  juicio  el  (xobierno 
Nacional  consentía  en  suspender  su  decreto  de  4  del  pre- 
sente, por  el  que  prestaba  el  auxilio  de  la  fuerza  para  el 
mantenimiento  de  la  Legislatura,  á  condición  de  que  el 
Poder  Ejecutivo  revocase  su  decreto  de  30  de  Octubre, 
mandando  revalidar  por  el  16  de  Febrero  ppdo.,  por  el  señor 
Comisionado  doctor  Velez,  librándolo  así  de  la  condición 
por  sedicioso  en  que  se  había  colocado,  por  el  desconoci- 
miento que  hacía  de  los  mandatos  de  la  autoridad  nacional 
con  relación  á  la  Legislatura  pero  que  el  Gobierno  Nacional 
entendía  que  al  ratificar  el  Gobierno  de  la  Provincia  la  re- 
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solución  motivada  por  la  nota  del  Ministro  señor  doctor 
Albarracín  debía  hacerlo  sometiéndose  á  la  autoridad  na- 
cional y  á  las  decisiones  de  la  Leg^islatura  en  su  carácter 
de  Ejecutivo;  que  la  nota  de  V.  E.  dirigida  á  la  Legisla- 
tura, lejos  de  invalidar  ningún  decreto  legislativo  y  de  re- 
trotraer las  cosas  al  estado  en  que  fué  repuesta  la  Legis- 
latura insinuaba  la  conveniencia  de  que  la  Cámara  por  un 
deber  de  patriotismo  y  de  conveniencias  públicas,  reconsi- 
derase las  disposiciones  dictadas  después  de  su  restableci- 
miento; insinuación  que  ella  aceptaba  siempre  que  el  Eje- 
cutivo pida  su  reconsideración  en  los  términos  de  los  regla- 
mentos de  la  Cámara  que  la  autorizan  que  por  consiguiente, 
los  términos  en  que  se  pretendía  reconocer  la  Legislatura 
dejaban  subsistentes  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de 
les  decretos  de  4  del  presente;  y  que  en  suma  el  restable- 
cimiento de  la  Legislatura  venía  á  hacerse  actualmente  por 
el  Gobierno  de  la  Provincia  sin  tener  en  cuenta  que  lo 
estaba  ya  por  el  Gobierno  de  la  Nación. 

Después  de  haber  cambiado  estas  ideas  propuse  al  Señor 
Gobernador  que  para  zanjar  todas  las  dificultades  que  se 
presentaban  se  limitase  en  su  decreto  á  mandar  cumplir 
las  disposiciones  nacionales  relativas  á  la  reposición  del 
Poder  Legislativo,  anulando  disposicioneá  porque  descono- 
cida dicha  reposición;  que  acatase  y  manda  acatar  al  Poder 
Legislativo  por  un  decreto,  mandaría  suspender  los  efectos 
de  todas  las  disposiciones  dictadas  con  posterioridad  á  su 
restablecimiento,  mientras  se  reconsideraban,  de  acuerdo 
con  él;  pero  que,  mandase  suspender  su  decreto,  convo- 
cando á  elecciones,  librado  contra  leyes  expresas  de  la  Le- 
gislatura vigentes  y  mientras  estaban  en  desacuerdo  ambos 
poderes. 

Los  miembros  del  Gobierno  contestaron  que  no  acepta- 
ban y  que  sólo  reconocerían  á  la  Legislatura  desde  la 
fecha,  en  que  dictarían  el  decreto  reconociéndola  y  que  re- 
putaban inválidos  é  insubsistentes  todos  los  actos  de  la  Le- 
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g-íslatura  repuesta,  y  que  aún  el  reconocimiento  lo  harían 
sin  perjuicio  del  derecho  que  se  reservaban  de  protestar 
ante  el  Cong^reso  contra  la  intervención  de  V.  E. 

Efectivamente  el  decreto  lo  libró  el  Gobierno  en  censen 
nancia  con  su  manera  de  interpretar  la  resolución  última 
de  V.  E.  á  pesar  de  haber  tenido  á  la  vista  en  la  confe- 
rencia las  notas  dirigidas  por  ese  Ministerio  al  mismo  Go- 
bierno, al  general  Arredondo  y  á  la  Cámara;  pero  el  Go- 
bierno se  atiene  á  una  nota  de  su  Ministro  Albarracín,  en 
la  que  después  de  lamentarse  de  no  haber  logrado  llenar 
los  fines  que  lo  llevaron  á  consecuencia  de  la  resolución 
de  4  del  presente,  ha  obtenido  la  del  1 2  única  posible  por 
otra  parte;  pero  que,  dani  los  efectos  del  reconocimiento  de 
la  Legislatura,  deben  entenderse  como  resolución  entera- 
mente nueva  que  no  tiene  conexión  con  los  actos  y  reso- 
luciones anteriores,  ó  lo  que  es  lo  mismo  que  debe  inter- 
pretarse como  lo  hace  el  Gobierno  en  el  decreto  con  que 
pretende  satisfacer   á  V.  E.  y  reconocer  á  la    1-egislatura. 

En  vista  de  estas  dificultades,  el  señor  general  Arre- 
dondo ha  comunicado  á  la  Cámara  que  no  satisfaciéndole 
los  términos  del  decreto  del  Gobierno  de  la  Provincia,  que- 
dan las  cosas  en  9I  mismo  estado  en  que  estaban  á  c<^nse- 
cuencia  del  decreto  de  4  del  presente. 

Y  aún  que  con  sentimiento  debo  declarar,  que  el  Go- 
bierno de  San  Juan  está  muy  distante  de  querer  que  de- 
saparezca el  entredicho  actual  y  que  lo  que  se  propone  es 
ganar  tiempo  hasta  la  apertura  de  las  sesiones  del  Con- 
greso; para  ocurrir  allí  con  su  protesta;  y  la  prueba  más 
evidente  de  que  no  quiere  la  paz  y  la  buena  armonía  es 
que  la  noche  del  día  en  que  recibió  el  decreto  del  12, 
reunió  en  su  casa  sus  empleados  y  una  parte  del  pueblo  á 
que  mandó  una  parte  de  esta  ciudad  que  dieran  garitos  de 
viva  á  él,  y  mueras  al  Poder  y  á  los  miembros  que  lo  for- 
man   que   se    les   manda    reconocer  y  respetar. 
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Estas  desagradables  emergencias  las  ha  presenciado  el 
señor  general  Arredondo  encargado  de  ejecutar  las  resolu- 
ciones del  señor  Presidente  de  la  República. 

El  infrascripto  al  dejar  contestada  asi  la  nota  de  V.  E. 
;i  nombre  de  la  Cámara  que  preside,  protesta  que  ella  re- 
considera todas  las  resoluciones  que  ha  dictado,  si  el  Go- 
bierno de  la  Provincia  lo  solicita,  dando  así  una  prueba 
evidente  de  los  deseos  que  la  animan  en  bien  de  la  tran- 
quilidad del  pueblo  de  San  Juan  y  de  la  buena  armonía 
que  debe  reinar  entre  los  poderes  del  Estado. 

Sírvase  V.  E.  fijar  cual  es  la  verdadera  inteligencia  que 
<lebe  dársele  al  decreto  de  V.  E.  á  fin  de  terminar  tan 
enojoso  como  desagradable  asunto. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  ofrecer  á  Y.  E.  las 
consideraciones  de  mi  mayor  estimación. 

José  M.  del  Carril. 

PreHidt'utc. 

Domingo  A,  Lima, 

S»^^  rota  rio. 


Es  copia — 


Luis    V.    VarelOy 
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emergencia,  por  la  cual  dándose  por  depuesto  de  su  em- 
pleo de  Gobernador  de  la  Provincia  de  San  Juan,  pide  su 
reposición  en  virtud  del  artículo  6",  en  cuanto  dispone  que 
á  requisición  de  la  Legislatura  ó  del  Gobernador,  el  (to- 
bierno  Nacional  intervenga  para  restablecer  las  autoridades . 
constituidas,  creo  oportuno  entrar  en  algunas  considera- - 
ciones. 

En  la  proclama    del   Presidente  de    la    República    ¿    sus^ 
comprovincianos  de  fecha  4  de    Marzo,  no  se  aceptaba  co-- 
mo  concreta  la  calificación  de  sediciosa  dada  á  la  Legisla- 
tura ó  á  su  mayoría  absoluta,  por  cuanto  la  Legislatura  no . 
puede  ser  sediciosa  relativamente  al  P.  R  Provincial;  como- 
no  aceptó  el  tratamiento  de  sedicioso  dado  por  la  Legisla- 
tura al  (xobernador,  por    cuanto  no  había  precedido  acusa 
ción  y  juicio   público    de  esa  misma  Legislatura,    deílarAn-- 
dola  tal. 

Pero  cuando  la    mayoría  absoluta   de   la    Legislatura  fué 
presa  por  quien  quiera   que  lo  fuese,  el  Gobierno  Nacional 
halló  que  estaba    subvertida    la  forma    republicana    de  go-- 
bierno  de  que  es  garante  á  cada  Provincia. 

El  (jobierno  Nacional,  desechando  pues  la  mutua    impu- 
tación de  sedición  atendió  sólo  á  lo  que  era  evidente,  y  es 
que  la  Legislatura  había  sido  desconocida  y  disuelta.  \  sus . 
miembros  encarcelados  por    poderes  incompetentes,    lo    que- 
se  llama  un    golpe    de  estado    que    es  la  subversión  de  la 
República. 

El  Cciso  actual  reclamando  la  intervención  del  Gobierno 
Nacional  en  favor  de  ese  mismo  Ejecutivo  que  desconoció 
la  autoridad  de  la  Legislatura  y  la  extensión  de  las  facul- 
tades nacionales  para  hacer  efectiva  la  garantía  es  regido 
por  los  mismos  principios  y  está  en  ello  comprometida  la 
forma  republicana   representativa  de  gobierno. 

La  intervención  nacional  en  céiso  de  sedición  de  una  parte 
del  pueblo,  es  requerida  por  la  Legislatura  y  en   represen- 
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tación  de  ella  cuando  no  puede  ser  convocada  por  el  (to- 
bernador.  Esta  sucesión  del  Poder  de  pedir  la  intervención 
está  implícita  en  nuestra  Constitución,  como  está  implícita 
en  otras,  por  cuanto  es  de  la  esencia  del  Gobierno  repre- 
sentativo que  hemos  inventa(}o  nosotros,  sino  que  es  una 
institución  de  derecho  común  en  todos  los  pueblos  libres. 
Pero  si  alguno  pretendiese  negar  que  el  Gobierno  sólo  puede 
obrar  en  defecto  y  representación  de  la  Legislatura,  no 
avanzará  por  eso  que  el  Gobernador  pueda  pedir  interven- 
ción  por  la  Legislatura  misma. 

Suprimiéndose  en  la  antigua  Constitución  de  entre  los 
Poderes  Judiciales  de  la  Corte  Federal  los  conflictos  en- 
tre los  poderes  de  una  misma  Provincia,  cuyo  artículo 
destruía  los  principios  del  sistema  representativo,  desapa- 
recía el  caso  posible  en  que  el  Gobierno  Nacional  pu- 
diese ser  llamado  á  oír  demanda  entre  el  Gobernador  y 
la  Legislatura  sobre  facultades  inherentes  á  esta  en  el  sis- 
tema representativo. 

Una  de  ella  y  la  más  esencial  es  la  facultad  de  someter 
á  juicio  público  al  Gobernador,  los  Jueces  y  otros  grandes 
funcionarios. 

El  jefe  del  Poder  Ejecutivo  esté  investido  del  poder  de 
perdonar  ó  conmutar  las  penas  impuestas  por  los  Tribu- 
nales de  Justicia;  pero  no  es  extensiva  esta  facultad  á  los 
acusados  por  la  Legislatura  en  juicio  público,  á  fin  de  que 
el  Poder  Ejecutivo  no  pueda    sustraerlos  á  su  jurisdicción. 

Si  la  Legislatura  de  San  Juan  ha  llamado  á  juicio  pú- 
blico al  jefe  del  Ejecutivo,  por  resoluciones  que  ese  mismo 
Poder  no  ha  creído  deber  acatar,  puede  traerse  al  juicio  que 
se  llama  pedir  intervención  nacional  cuando  el  Gobierno 
Nacional  por  una  serie  de  actos  ha  declarado  que  esa  Legis- 
latura  fué  y  es  el  Poder  Legislativo  de  la  Provincia. 

A  caso  V.  E.  pudiera   haber  pedido  la   intervención  na 
cional,  fundándose  en  que  la  ley  sancionada  por  la  Legis- 
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latura  le  suspende  en  sus  funciones  antes .  de  estar  probada 
su  culpabilidad,  y  de  pronunciar  sus  fallos,  el  único  juez 
legitimo,  cuya  sola  facultad  se  limita  á  deponerlo. 

Pero  ni  V.  E.  pide  esto,  puesto  que  pide  la  intervención 
para  ser  repuesto  á  causa  de  su  deposición  y  no  de  su 
suspensión,  ni  el  Gobierno  Nacional  podría  haber  obrado 
"en  este  caso  de  mera  jurisprudencia,  en  que  la  práctica 
nacional  ha  venido  á  establecer  en  la  República  Argentina 
la  jurisprudencia  seguida  hoy  por  la  Legislatura  de  San 
Juan. 

Cuando  en  la  antigua  Confederación  tenía  el  Senado  Na 
cional  la  facultad  de  juzgar  á  los  gobernadores  de  Pro- 
vincia, en  el  primer  juicio  público  iniciado  en  nuestro  país, 
que  fué  el  seguido  contra  el  Gobernador  de  San  Juan  don 
Manuel  J.  Gómez.  El  Gobierno  Nacional,  no  lo  suspendió, 
sino  que  encarceló  á  ese  señor,  mientras  que  seguía  su  juicio 
político.  En  el  que  el  año  anterior  por  la  Cámara  de  Di- 
putado se  promovió  contra  el  juez  de  sección  Juan  Palma, 
el  Senado  siguió  el  mismo  precedente,  suspendiendo  tam- 
bién al  acusado  y  mandándole  comparecer  ante  su   barra. 

V.  E.  verá,  pues,  que  esta  jurisprudencia  es  la  seguida 
hoy  por  la  Legislatura  de  San  Juan  y  que  ella  tiene  los 
precedentes  indicados. 

Esta  es  la  jurisprudencia  argentina,  si  bien  es  verdad,  que 
contra  una  opinión  de  Madison,  el  Senado  de  los  Estados 
Unidos  en  el  reciente  juicio  público  del  Presidente  Jhon- 
son,  estatuyó  que  no  debe  cesar  en  sus  funciones  el  Jefe 
del  Ejecutivo,  mientras  se  le  juzga,  lo  que  parece  ser  la 
doctrina  más  aceptable. 

Pero  el  Presidente  Jhonson,  j^rofesaba  y  practicaba  con 
ciega  sumisión,  como  ofrece  actualmente  hacerlo  el  actual 
Presidente  Grant,  la  doctrina  de  que  el  P.  E.  cumplía  todas 
las  leyes  que  dicta  la  Legislatura,  y  después  de  observadas  en 
los  diez  días  subsiguientes  á   su  sanción,  fuesen  sanciona- 
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das  con  dos  tercios  de  votos.  V.  E.  dirá  si  profesó  y  prac- 
ticó esa  doctrina  que  forma  parte  esencial  del  sistema  re- 
preientativo   de  gobierno. 

Con  lo  expuesto,  y  constando  á  este  Gobierno  que  V.  E. 
ha  sido,  por  ley  de  la  Legislatura  de  San  Juan,  que  no 
fué  vetada  ni  promulgada,  lo  que  no  le  quita  el  carácter 
de  ley,  suspendido  y  no  destituido  en  sus  funciones,  por 
esa  misma  Legislatura,  V.  E.  debe  comprender  que  el  Go- 
bierno Nacional  no  es  llamado  á  intervenir  en  actos  pri- 
vativos de  la  Legislatura,  ni  menos  á  pronunciar  juicio 
sobre  el  recto  uso  que  haga  de  sus  facultades. 

El  caso  propuesto  por  V.  E.  está  fuera  del  alcance  de 
toda  controversia,  por  cuanto  acaba  de  atraer  la  atención  de 
los  jurisconsultos  en  los  Estados  Unidos  y  sido  fijado  por 
la  solemne  decisión  del  Senado  en  fallo  acatado  y  aceptado, 
por  todos. 

De  ahí  ha  quedado  establecido  como  inconcuso  que  el 
Poder  Legislativo  da  las  leyes  y  el  Ejecutivo  las  cumple 
fielmente  después  de  poner  su  veto,  único  medio  de  déte 
nerlas  si  son  reconsideradas. 

Dios  guarde  á    V.  E. 

Mariano  Várela. 
Es  copia — 

Luis    V,    Várela^ 

Snlisocrt'fario. 


Buetios  AirQs,   Mavo  5  de  18<ii). 

Al  Soberano  Congreso  de  la  Nación. 

La  serie  de  documentos  que  en  copia  autorizada  acom- 
p¿iño,  instruirán  al  Soberano  Congreso  de  como  el  señor  Pre- 
sidente de  la  República,  interviniendo  en  la  íVovincia  de 
San  Juan,  ha  concluido  por  despojarme  del  Poder  Ejecutivo 
que  tenia  en  nombre  y  por  el  voto  constitucional  de  mis  con- 
ciudadanos. 

Las  doctrinas  violentas  que  el  señor  Presidente  ha  hecho 
valer  á  viva  fuerza  para  producir  este  extraordinario  resul- 
tado, de  tal  manera  contradicen  las  nociones  y  los  principios 
elementales  de  nuestro  sistema  político,  y  su  aplicación  ame- 
naza en  tanto  grado  la  paz  pública,  que  cualquier  interés  per- 
sonal que  yo  pudiera  conservar  en  este  asunto,  por  más  legí- 
timo y  honroso  que  fuese,  cede  y  calla  enteramente  ante  el 
inmenso  interés  de  los  principios  que  considero  violados  y 
ante  el  orden  público,  que  veo  sensiblemente  amenazado  en 
todos  sus  fundamentos. 

Así  es  que,  al  presentanne  ante  el  Soberano  Congreso  de 
la  Nación,  requiriéndole,  como  le  requiero,  para  que  me  res- 
tablezca en  el  pleno  ejercicio  del  P.  E.  del  Gobierno  consti- 
tucional de  la  Provincia  de  San  Juan,  no  vengo  persiguiendo 
una  mera  satisfacción  personal,  ó  una  simple  restitución,  aun- 
que sean  evidentemente  justas  y  debidas;  ni  vengo  tampoco 
á  pedir  que  el  orden  público  de  aquella  Provincia  benemérita 
vuelva  á  sus  condiciones  normales. 
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Mi  requisición  importa  eso,  es  verdad;  pero  al  mismo  tiem- 
«po,  importa  algo  que  vale  más,  infinitamente  más  que  todo 
•eso. 

Al  requerir  al  Soberano  Congreso  para  que  en  virtud  de  la 
Constitución  y  en  nombre  del  pueblo  argentino  intervenga 
•■en  la  Provincia  de  San  Juan,  yo  entiendo  que  persigo  la  ver- 
dadera inteligencia  de  una  Constitución,  desconocida  pur  el 
señor  Presidente  de  la  República,  y  entiendo  que  busco  asi 
rnismo  la  paz  y  el  orden  para  la  Nación  toda,  amenazados  por 
la  práctica  de  la  jurisprudencia  que  el  señor  Presidente  in- 
tenta establecer. 

Creo  con  firme  y  serena  conciencia,  que  no  exajero  un 
■^ípice  en  esta  apreciación  de  aquellas  doctrinas  y  de  los  su- 
cesos que  se  han  producido. 

Veo  el  error;  soy  su  primera  víctima,  y  no  puedo  menos 
de  sentir  palpablemente  el  peligro  inminente  que  amenaza  á 
Ja  República. 

Séame  permitido,  pues,  denunciar  el  error  ante  el  Sobera- 
do Congreso,  para  justificar  la  solemne  restitución  que  recla- 
mo, y  para  que  al  propio  tiempo,  se  evite  oportunamente  el 
-tremendo  peligro. 

Una  ligera  reseña  de  los  sucesos  indicará  al  ilustrado  cri- 
terio del  Soberano  Congreso,  los  puntos  en  que  el  señor  Pre- 
sidente olvida  los  principios  de  nuestro  sistema  de  gobierno, 
■aquellos  en  que  desgraciadamente  se  desvía  de  la  Consti- 
tución, y  como  es,  en  fin,  que  sus  doctrinas  amenazan  la  paz 
y  el  orden. 

Una  fracción  anárquica  de  la  Legislatura  de  San  Juan,  ha 
tomado  su  nombre  y  su  voz  y  requirió  del  señor  Presidente 
para  que  la  restituyese  al  ejercicio  dé  sus  funciones,  y  el  se- 
fíor  Presidente  se  prestó  á  la  requisición,  diciendo  que  pro- 
cedía en  virtud  de  un  derecho  propio  y  perfecto. 

Aquí  puede  observarse  ya  un  primer  error.  El  señor  Pre- 
-sidente  carece  de  semejante  derecho  puesto  que  solamente  la 
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ausencia  del  Congreso  hace  que,  por  la  razón  suprema  de  la 
necesidad  se  entienda  que  le  toca  ejercer  semejante  facul- 
tad. 

Pero,  aún  cuando  fuera  absolutamente  exacta  esta  obser- 
vación, y  que  el  señor  Presidente  hubieso  estado  en  su  pro- 
pio y  perfecto  derecho  para  responder  á  la  requisición,  falta 
que,  antes  de  acordar  la  Intervención,  hubiera  examinado- 
cuidadosa  y  prolijamente,  si  el  requirente  era  en  realidad  el 
poder  público  que  se  decía,  y  al  cual  la  Constitución  presta 
la  facultad  de  requerir. 

El  señor  Presidente  olvidó  tan  sabia  cuanto  necesaria  pre- 
caución, y  desde  entonces  la  interveución  empieza  á  resen- 
tirse de  violencia  en  las  teorías  y  en  los  hechos. 

A  no  ser  así,  el  señor  Presidente  habría  podido  notar  en 
el  caso  circunstancias  importantísimas,  que  habían  guiado  su 
acción  por  un  camino  menos  desgraciado. 

El  señor  Presidente  habría  encontrado,  por  ejemplo,  que 
no  todos  los  requirentes  eran  verdaderos  representantes,  y 
que  los  que  lo  eran,  habían  empleado  la  violencia  para  hacer 
la  mayoría  aparente  que  el  señor  Presidente  aceptaba  sin 
examen  y  aún  peor. 

En  efecto;  una  minoría  facciosa,  violando  todas  las  nocio- 
nes conservadoras  del  cuerpo  legislativo,  destituyó  las  auto- 
ridades creadas  por  la  mayoría,  y  destituyó  también  de  su 
carácter  á  otros  representantes,  para  destruir  la  mayoría  que 
organizaba  el  cuerpo,  y  rehacerla  á  su  sabor. 

El  señor  Presidente,  que,  por  falta  de  aquel  prudente  exa- 
men, había  acordado  la  intervención,  hubo  de  ser  consecuen- 
te consigo  mismo;  y  proclamó  la  doctrina  de  que  la  minoría 
tiene  derecho,  no  solamente  para  proveerá  la  organización 
del  cuorpo;  sino  también  (y  este  es  otro  error  funesto)  que 
lo  tiene  para  sustituirse  á  la  mayoría  organizada  ya,  para 
proceder  en  su  nombre,  para  destruirla  y  rehacerla  á  la  ma- 
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ñera  en  que  el  Parlamento  Inglés  fué  purificado  bajo  Crom- 
well. 

Sea  de  esto  lo  que  fuere,  y  aún  dado  que  el  señor  Presi-' 
dente  hubiera  procedido  acertadamente  cuando  concedió  la 
intervención,  faltóle  todavía  considerar  el  estado  en  que  las 
cosas  se  encontraban,  cuando  su  comisionado  se  presentó  en 
San  Juan. 

Entonces  los  que  eran  y  los  que  se  decían  representantes, 
se  hallaban  entre  otros  y  por  las  causas  qué  revela  el  proce- 
so, sometidos  á  la  acción  de  la  justicia. 

La  situación  había,  pues,  cambiado  enteramente. 

Había  cambiado,  porque,  aún  cuando  se  concede  que  la 
requisición  fué  hecha  por  la  Legislatura  y  no  por  una  frac- 
ción de  la  Eegislatura;  y  aún  cuando,  en  tal  concepto,  el  se- 
ñor Presidente  hubiera  podido,  por  derecho  propio  ó  delega- 
do, acordar  la  intervención  y  mandar  su  comisionado;  en- 
tonces los  requirientes  se  hallaban  sometidos  á  un  poder 
constitucional,  que  por  la  naturaleza  de  sus  funciones  hacía 
de  la  cuestión  política  un  mero  caso  judicial,  en  el  que  el 
señor  Presidente,  ni  aún  el  Congreso  mismo,  tenían  rol  algu- 
no que  desempeñar;  pues,  en  tratándose  como  se  trataba,  de 
derechos  políticos  con  ralación  á  determinados  individuos,  el 
Poder  Judicial  de  la  Nación,  de  que  el  Provincial  nn  era  en- 
tonces mas  que  una  simpie  dependencia;  ese  Poder  es  el 
único  competente  para  resolver  exclusiva  y  definitivamente 
la  cuestión;  así  como  es  también  el  único  llamado  á  definir 
y  hacer  efectiva  la  responsabilidad  solidaria  de  cuantos  ofen- 
dieron positivamente  el  ejercicio  de  tales  derechos. 

En  una  palabra:  semejante  situación  no  admitía  en  manera 
algruna  la  intervención  política. 

De  naturaleza  esencialmente  jurídica,  competía  exclusiva- 
mente á  la  Justicia,  y  el  Poder  Judicial  estaba  en  vías  de 
resolverla,  marchando  sereno  é  independiente  hacia  los  altos 
fines  que  la  Constitución  tuvo  en  mira  al  instituirlos. 
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£1  comisionado  nacional,  obedeciendo  instrucciones  poco 
previsoras  y  de  las  cuales  no  le  era  dado  apartarse,  pasó  por 
sobre  la  evidencia  de  tan  definida  situación,  para  dirigirse  á 
mi  con  una  exigencia  imposible  de  satisfacer. 

£1  comisionado  me  exigía  la  libertad  de  los  individuos  so* 
metidos  á  la  acción  de  la  justicia  y  el  sobreseimiento  del  pro- 
ceso. 

rPor  qué  se  dirigía  al  Gobernador? 

¿Ignoraba  acaso  que  otro  poder,  tan  independiente  como 
el  mío,  tenía  en  su  mano  la  libertad  de  los  individuos  y  el 
proceso? 

rO  reconocía  que  el  P.  E.  de  la  Nación  carece  de  facultad 
para  abocarse  procesos? 

El  Soberano  Congreso  comprenderá  qne  yo  no  podía  pres- 
tarme á  tan  inauditas  exigencias  y  que,  al  contrario,  deber 
mío  era  protestar  contra  cualquier  avance  en  que  se  inten- 
tase en  menoscabo  de  la  independencia  del  Poder  Judicial. 

^\sí  se  hizo  y  puede  verse  en  cada  una  de  las  notas  cam- 
biadas con  el  comisionado,  quien  concluyó  al  fin  j)or  donde 
debió  empezar,  según  las  severas,  terminantes  y  ciegas  ins- 
trucciones á  que  obedecía. 

Una  compañía  de  fuerza  armada  fué  á  la  cárcel  pública, 
y  puso  en  libertad  á  los  que  eran  y  á  los  que  se  decían  repre- 
sentantes; y  á  su  vez  el  señor  Presidente,  calificando  mis  ob- 
servaciones como  sedición  y  rebelión  alternativamente,  retiró 
al  comisionado  Velez  para  constituir  en  su  lugar  un  Ofi- 
cial Superior  del  Ejército,  quien  á  la  cabeza  de  fuerzc-js  mo- 
vilizadas déla  Provincia,  debía  prescindir  de  mí, y  apoyando 
á  la  Legislatura  organizada  de  la  manera  dicha,  completar 
el  (robierno  representativo  federal  de  la  Provincia  de  San 
Juan. 

Desde  este  momento;  desde  que  el  P.  E.  de  la  Nación, 
avasalló  á  viva  fuerza  la  independencia  de  la  Justicia  Pro- 
vincial; desde   que  así  prescindió    del    Poder  Judicial  de  la 
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Nación,  que  estaba  llamado  á  resolver  una  cuestión  de  su 
competencia;  desde  que  asi  prescindió  también  de  la  Cons- 
titución, que  le  prohibe  terminantemente  abocarse  procesos, 
y  mucho  más,  actuar  y  resolver  en  ellos,  como  resolvió,  con 
la  punta  de  las  bayonetas;  desde  que.  olvidando  la  noción 
elemental  de  nuestro  sistema,  proclamó  la  dependencia  del 
Poder  Ejecutivo  al  Legislativo,  y  dispuso  que  las  armas  de 
la  Nación  me  arrojasen  humillado,  desautorizado  é  inerme 
á  los  piées  de  una  facción  entronizada  por  él,  y  que  por  él 
tomaba  el  nombre  del  pueblo  para  sus  amaños  y  vengan- 
zas: en  fin,  desde  que  ese  pueblo  era  echado  á  culatazos 
de  los  comicios  á  que  lo  había  llamado  una  ley  vigente; 
desde  entoncea,  señor,  yo,  que  era -la  víctima  de  semejante 
cúmulo  de  violencias,  debí  abandonar  aquel  teaíro  de  abomi- 
nación, para  venir  á  buscar  ante  el  Soberano  Congreso  la 
reparacfón  de  esas  demasías  sin  ejemplo  en  nuestra  historia 
constitucional. 

Bien  hubiera  podido  repeler  las  fuerzas  con  la  fuerza;  sobrá- 
bame apoyo  en  la  opinión,  y  nadie  puede  poner  en  duda 
que,  en  una  Provincia  como  vSan  Juan,  aquellas  violencias 
no  hacen  sino  despertar  el  espíritu  de  independencia  que 
tanto  la  caracteriza. 

Pero  el  empleo  de  la  fuerza  por  más  justificado  que 
hubiera  sido,  me  habría  apartado  del  camino  que  me  tra- 
zaban mi  profundo  respeto  á  las  instituciones,  y  el  alto 
ejemplo  de  ilustres  víctimas  de  otras  violencias,  que  han 
tomado  ya  su  lugar  en  la  historia,  manchándola  con  san- 
gre y  con  oprobio. 

Añadióse  á  estos  móviles  de  mi  conducta,  la  fé  sincera 
y  viva  que  tengo  en  la  opinión  de  mi  país,  y  certidumbre 
de  que  sus  órganos  autorizados  en  el  Congreso  han  de 
reconocer  la  perentoria  necesidad  de  restablecer  el  im- 
perio de  la  Constitución,  conculcada  tan  desgraciadamente 
por   la    intervención  del    señor   Presidente  en  la   Provincia 


—  348  — 

de  San  Juan,  y  la  necesidad,  igualmente  suprema,  de  evi- 
tar que  sus  doctrinas  produzcan  la  anarquía  que  procla- 
man y  la  ruina  del  país  entero  en  tan  espantoso  caos. 

Con  esa  fé  y  .  ese  propósito  traigo  ante  el  Soberano 
Congreso  la  historia  de  tan  lamentables  sucesos,  en  la 
copia  de  documentos  que  acompaño. 

El  Congreso  verá  en  ellos  que  la  Provincia  de  San 
Juan  ha  sido  una  vez  más  sacrificada;  y  esta  vez,  á  una 
política  que  nada  autorizaba,  que  nada  justifica. 

Si  erré,  si  delinquí  en  el  uso  del  poder  que  recibí  de 
mis  conciudadanos,  ¿porqué  no  se  me  juzga? 

¿Quién  ha  de  juzgarme? 

¿En  qué  fuero  está  la  ley  que  violé? 

¿Pertenece  al  orden  nacional? 

¿Soy  sedicioso  ó  rebelde,  como  alternativamente  ima- 
gina el  señor  Presidente? 

Si  es  así,  ¿porqué  no  conoce  ya  de  mi  causa  la  Justi- 
cia Nacional? 

Si  mi  delito  ha  sido  en  el  orden  provincial,  ¿desde 
cuando  ni  como  uno  de  los  poderes  puede  ser  racional- 
mente subordinado  á  otro?  Qué  sería  entonces  la  inde- 
pendencia respectiva,  que  es  la  base  de  su  existencia  y 
de  la  armonía  del  sistema. 

En  fin,  señor,  ¿qué  significa  un  Gobernador  en  mi  si- 
tuación? 

Estoy  seguro  que  el  Soberano  Congreso,  por  mucho 
que  le  duela,  ha  de  responderse  conmigo:  significa  que  to- 
das las  nociones  y  todos  los  principios  que  rigen  nuestro 
sistema,  han  sido  pisoteados;  significa  que  toda  pruden- 
cia ha  sido  olvidada;  significa  que  un  gran  ultraje  se  ha 
inferido  á  la  opinión,  y  que  un  gran  atentado  está  re- 
clamado ante  el  Congreso  en  nombre  de  la  Ley  y  de  la 
Nación. 

Tranquilo    en    mi   conciencia,    yo  espero,  y   creo    que  el 
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país  todo  espera  conmigo  la  palabra  del  Congreso,  para 
prepararse  contra  la  anarquía  ó  para  contraer  todas  sus 
fuerzas  á  la  inmensa  labor  de  su  prosperidad  bajo  el  im- 
perio de  las  instituciones  reivindicadas. 

Dios  inspire  y  guarde  al  Soberano  Congreso. 

Manuel  J.  Zaballa. 
Isidoro  Albarracin. 


Bai*noH  Aires,  Mayo  7  de  1»<51>. 


AI  señor  Presidente  del  Sobdrano  Conhreso. 


Teniigo  el  honor  de  poner  en  manos  del  señor  Presi- 
dente la  nota  y  documentos  con  que  requiero  la  interven- 
ción del  Gobierno  Nacional,  para  que  me  restablezca  en  el 
ejrecicio  del  P.  E.  de  la  Provincia  de  San  Juan;  y  mego 
al  señor  Presidente  que  se  sirva  dar  á  esos  documentos  el 
curso  que  corresponde. 

Dios  guarde  al  señor  Presidente. 

Manuel  Zaballa. 
Isidoro  Albarracin. 


San  Lilis,  Abril  2  do  18(i9. 


Al  Excmo.  señor  Ministro  del  Interior  de  la  República  doc- 
tor don  Dalmacio  Velez  Sarsfield. 


El  que  firma.  Gobernador  constitucional  de  la  Provincia 
de  San  Juan,  incidentalmente  residente  en  esta  Capital,  tiene 
el  honor  de  dirigirse  á  V.  E.  con  el  objeto  de  poner  en  su 
conocimiento,  que  el  lunes  29  del  mes  pasado  como  á  las 
7  de  la  mañana,  en  medio  de  la  consternación  del  pueblo 
de  mi  mando;  y  cuando  en  virtud  de  las  últimas  notas  pa- 
sadas por  el  Gobierno  de  V.  E.  al  General  Arredondo,  en 
conformidad  con  el  decreto  de  12  de  Marzo  y  el  de  mi 
Gobierno  de  23  del  mismo,  igualmente  de  acuerdo  con  el 
de  V.  E.,  había  vuelto  la  tranquilidad  que  desapareció  de 
los  espíritus  con  Uis  últimas  emergencias  que  se  han  desa- 
rrollado en  aquella  Provincia,  se  ha  sorprendido  al  Gobierno 
y  al  pueblo  con  la  ocupación  por  fuerza  armada  del  Bata- 
llón San  Juan,  del  despacho  de  Gobierno  y  demás  oficinas 
de  la  administración,  esto  se  hacía,  Excmo.  señor,  por  orden 
del  General  Don  José  Miguel  Arredondo,  el  que  según  de- 
creto publicado  por  bando  en  la  misma  fecha,  cuya  copia 
adjunto,  las  había  recibido  de  la  Legislatura  de  la  Provincia^ 
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que  acababa  de  celebrar  sesiones  secretas  durante  la  mayor 
parte  del  dia  anterior  hábil. 

Este  acontecimiento  ha  sido  tanto  más  sorprendente  al 
pueblo  y  Gobierno  de  San  Juan,  cuanto  que  esperando  éstos 
que  el  General  Arredondo  obedeciendo  las  órdenes  que  tenía 
del  Gobierno  de  V.  E.,  de  poner  á  disposición  del  de  la 
Provincia  las  fuerzas  nacionales,  lo  había  demorado  con  el 
pretexto  aparente  de  dar  á  su  comitente,  pero  con  el  ver- 
dadero, según  lo  demostraron  posteriormente  los  sucesos^ 
de  dar  cima  al  pensamiento  único  que  S3  ha  tenido  en  pers- 
pectiva desde  la  iniciación  de  los  sucesos  de  San  Juan, 
cual  es  el  de  derrocar  á  su  Gobierno  constitucional. 

Cábele  entonces  al  que  suscribe  dar  de  todo  ello  cuenta 
á  V.  E  para  que,  cumpliendo  con  el  precepto  constitucio- 
nal, se  ordene  mi  reposición  por  medio  de  la  intervención  en 
la  Provincia  de  San  Juan,  que  la  ley  pone  en  manos  del 
Gobierno  General,  como  una  garantía  de  existencia  á  los 
poderes  constituidos  en  cada  uno  de  los  Estados  Federales. 
Debo  poner  igualmente  en  el  conocimiento  de  V.  E.  como 
la  mayor  seguridad  que  puedo  darle  de  respeto  y  acata- 
miento á  todo  lo  que  depende  del  Gobierno  Nacional,  que 
aunque  tenía  convicción  profunda  é  indeclinable  decisión 
de  que  era  mi  deber  permanecer  en  el  teatro  de  los  suce- 
sos, aún  cuando  hubiera  sido  la  principal  víctima  de  tan  in- 
calificables avances,  cuando  la  actitud  decididamente  enér- 
gica que  el  pueblo  manifestó  invadiendo  en  número  consi- 
derabilísimo mi  casa  particular,  abandoné  á  San  Juan, 
temiendo  con  fundamendo,  que  se  invocara  mi  nombre  y 
se  abusara  de  mi  presencia  allí  en  desagravio  de  la  excita- 
ción profunda  que  había  causado  el  ver  á  un  jefe  nacional 
tomando  parte  activa  en  los  acontecimientos  internos  de 
una  de  las  Provincias  más  celosas  de  lo  que  comprometa 
sus  derechos  y  dignidad. 

Con  este  motivo  y  esperando  la  resolución  de  V.  E.  tengo 
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el  honor  de  asegurar  al  señor  Ministro  mi  consideración  y 
estima. 


Dios  guarde  á  V.  E. 


Es  copia — 


Manuel  J.  Z aballa 


Luis   V.    Várela. 

Subsecretario. 


Buenos  Aires,  Abril  r>  de  1^\^, 


Al  Comandante  (jeneral  de  las    fronteras  de  Córdoba,  Saní 
Luis  y  Mendoza  don  José  M.  Arredondo. 

Se  ha  recibido  la  nota  de  V.  S.  fecha  23  del  ppdo.  y  en 
vista  de  ella  y  líis  copias  que  acompaña,  S.  E.  el  señor  Pre- 
sidente de  la  República  me  encariña  decir  á  Y.  S.  que  si  el 
Excmo.  señor  ( Gobernador  de  la  Provincia  de  San  Juan  da 
cumplimiento  al  decreto  de  12  de  Marzo  en  los  términos 
consignados  en  la  nota  adjunta,  V.  S.  cumpla  por  su  parte 
las  disposiciones  del  mencionado  decreto. 

Si  por  el  contrario  el  (xobierno  de  la  Provincia  no  hicie- 
se lo  que  se  le  ordena,  V.  S.  procederá  con  arreglo  al  de-- 
creto  de  4  de  Marzo. 

Dios  guarde  á  V.  S. 

Dalmacio  Velez  Sarskield.. 
Es  copia— 

Luís    V.    Varrla. 

SnlísoíM-ctMr¡«\ 


1870 


Entre  I?i05  u  Jujiig 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  intervenir  en 
la  Provincia  de  Entre-Rios 


BiUMios  AiroK,  Ag08tn  10  de  1870. 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina, 
reunidos  en  Congreso,  han  sancionado  con  fuerza  de — 


LKY 


Artículo  i^  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  intervenir 
en  la  Provincia  de  Entre-Ríos,  al  objeto  de  reorganizar  los 
poderes  públicos  que  han  caducado,  por  haberse  constituido 
en  sedición  contra  las  autoridades  nacionales. 

Art  2*^  El  Poder  Ejecutivo  nombrara  un  Comisionado  para 
que,  inmediatamente  que  se  restablezca  el  orden  perturbado 
en  la  Provincia  y  se  levante  el  estado  de  sitio,  convoque  al 
pueblo  á  elecciones  para  la  formación  del  Poder  Legislativo 
y  nombramiento  de  Gobernador,  todo  de  conformidad  con  la 
Constitución  y  las  leyes  de  Entre-Ríos. 

Art.  3"  El  Comisionado  queda  autorizado  para  nombrar 
en  cada  localidad  los  empleados  que,  con  arreglo  á  las  leyes 
de  Entre-Ríos,  deban  presidir  los  actos  electorales. 

Art.  4"  Quince  días  antes  de  verificarse  las  elecciones  de 
representantes,    de   que  habla  el  artículo  anterior,  «í1   Poder 
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Ejecutivo  licenciará  toda  la  Guardia  Nacional  de  la  Provin- 
cia de  Entre  Ríos  que  se  encuentre  movilizada. 

Art.  5°  El  día  designado  para  las  elecciones  de  represen- 
tantes, no  podrá  haber  fuerza  alguna  nacional  dentro  de  un 
radio  de  una  legua  de  las  mesas  electorales. 

Art.  6'  Queda  absolutamente  prohibido  á  todos  los  Jefes 
y  Oficiales  de  las  fuerzas  mencionadcis,  tomar  participación 
alguna  en  las  elecciones. 

Art.  7°  El  Congreso  será  instruido  del  estado  ó  del  resul- 
tado de  la  Intervención  oportunamente,  sise  halla  en  sesión, 
o  inmediatamente  después  de  la  apertura  del  próximo  pe- 
ríodo. 

Art.  8"  Queda  autorizado  el  Poder  Ejecutivo  para  hacer 
los  gastos  que  demande  la  ejecución  de  la  presente  ley. 

Art.  9°  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso,  en  Buenos  Ai- 
res, á  los  diez  días  del  mes  de  Agosto  del  año  mil  ochocien- 
tos setenta. 

Mariano  Agosta.  Adolfo  Alsina. 

Bernardo  Solvcyra,  Carlos  J/.  Saravia, 

Seorotjirin  «ie  la  <'.  <1»'  Diimiailn.^.  Soorplsirio  ilel  Roiindo. 


Buenos  Airos,  xVg:o.sto  10  de  1870. 

Cúmplase,    comuniqúese,    publiquese    y  dése   al   Registro 
Nacional. 

Sarmiento. 
Dalmacio  Velez  Sarsficld 

(Voifhm^n   Único  D.  D.  pátj .  27/). 


MINISTERIO  DEL  INTERI(3R 


IVombrando  al  Gobernador  de  Tucumán  para  inter- 
venir en  la  Provincia  de  Jujuy 

Buenos  Airi»s,  Dicieinlin*  1'*  áv  1870. 

Vistos  los  antecedentes  que  manifiestan  las  notas  del  Pre- 
sidente de  la  Comisión  Permanente  de  Jujuy  de  fecha  No- 
viembre 6  y  Noviembre  9,  3^  de  los  Diputados  don  Delfín 
Bustamante,  don  Cosme  Arias,  don  R.  Al  varado,  don  Rufi- 
no Guerrero  y  don  Melitón  (jonzalez,  de  fecha  Octubre  2  y 
Octubre  8,  por  las  que  el  Poder  Ejecutivo  Nacional  ha  tenido 
conocimiento  de  haber  estallado  y  triunfado  una  revolución 
en  aquella  Provincia,  lo  que  ha  motivado  la  requisición  de  la 
intervención  de  la  Autoridad  Nacional,  y — 

CONSIDERANDO: 

r*  Que  la  Intervención  aparece  solicitada  desautorizada- 
mente por  cinco  Diputados  de  la  Legislatura  de  Jujuy,  en 
nombre  de  la  forma  republicana  comprometida  en  los  actos 
electorales  realizados  con  el  objeto  de  nombrar  (robernador 
Constitucional,  en  reemplazo  del  fallecido; 

2®  Que  verificadas  Uis  elecciones,  se  ha  repetido  la  misma 
indebida  solicitud,  por  haber  sido  destituidos  dichos  Diputa- 
dos, á  causa  de  no  querer  concurrir  al  escrutinio  3'  sancionar 
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con  su  presencia  los  hechos  denunciados,  agravando  de  este 
modo  su  conducta  é  impidiendo  el  ejercicio  del  Poder  Legis- 
lativo que  sin  ellos  carece  de  quorum  legal, 

3<»  Que  ha  venido  en  esta  situación  el  movimiento  revolu- 
cionario que  ha  triunfado  del  Gobierno  existente; 

4''  Que  ese  Gobierno  interino,  refug^iado  en  la  Provincia 
de  Salta  ha  solicitado  á  su  vez  la  Intervención  á  los  efectos 
del  art  6®  de  la  Constitución  Nacional; 

5®  Que  un  Gobierno  transitorio,  con  misión  únicamente 
para  la  elección  del  propietario,  no  entra  de  lleno  en  dicho 
art.  ó**  que  se  refiere  á  las  autoridades  constituidas,  y  por 
consiguiente  normales,  y  con  todos  sus  atributos  de  legalidad 
y  duración; 

t^  Que  los  efectos  del  referido  art.  6®  no  se  cumplirían  ri- 
gurosamente sino  restableciendo  las  cosas  y  los  poderes  al 
statti  quo  antes  del  movimiento  revolucionario,  y  por  tanto 
renovando  las  causas  de  este  ó  sancionando  el  Gobierno  Na- 
cional los  actos  electorales  ya  verificados  y  pendientes  del 
escrutinio,  sin  exacto  conocimiento  de  su  legalidad; 

El  Gobierno  acuerda  la  Intervención  y  en  su  cumplimiento 
y  para  hacerla  eficaz — 


II A   ACORDADO    Y    DECRETA: 

Artículo  i*^  Nómbrase  Comisionado  Nacional  al  Goberna- 
dor de  la  Provincia  de  Tucumán,  don  Uladislao  Frías,  con 
las  instrucciones  que  se  le  comunicarán  por  el  Ministerio  del 
Interior,  arregladas  al  espíritu  del  presente  decreto. 

Art.  2°  Inmediatamente  que  se  reconozca  su  autoridad, 
mandará  convocar  al  pueblo  para  repetir  nuevamente  el  acto 
electoral,  cuyo  escrutinio  está  pendiente,  y  verificado  que 
sea  con  arreglo  á  la  (Constitución  y  leyes  de  Jujuy,  pondrá 
en  ejercicio  del  Poder  Ejecutivo  al  que  resulte  electo,  decla- 
rando terminada  la  Intervención. 
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Art  3*^  La  Guardia  Nacional  de  la  Provincia  de  Jujuy, 
queda  para  el  mejor  cumplimiento  movilizada,  á  las  órdenes 
del  Comibionado  Nacional,  como  también  los  Jefes,  Oficiales 
y  tropa  de  línea  que  se  hallasen  en  la  misma  Provincia. 

Art.  4**  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Sarmiento. 
Dalmacio   Velez  Sarsfield, 


1873 


5ciii  Juan  u  Entre  Pios 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ordenando  la  Intervenoión  Nacional  en  la  Provincia 
de  San  Juan 

Buenos  Aires,  Febrero  8  de  Í873. 

Vista  la  requisición  del  Gobernador  interino  de  la  Provin- 
cia de  San  Juan,  don  Benjamín  Batez,  y  la  comunicación  de 
la  mayoría  de  la  Legfislatura  de  la  misma,  pidiendo  la  Inter- 
vención de  la  Autoridad  Nacional  en  aquella  Provincia  á  los 
objetos  que  la  Constitución  expresa,  resultando  de  esos  docu- 
mentos y  de  otros  antecedentes  que  se  han  tenido  á  la  vista, 
que  el  2 1  de  Enero  último  fué  derrocado  dicho  Gobernador 
interino  é  interrumpida  la  Legislatura  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  por  un  motín  promovido  con  esos  fines;  y  habiendo 
llegado  el  caso  de  intervenir  en  dicha  Provincia,  á  mérito 
de  la  requisición  expresada  y  de  lo  que  dispone  la  Ley  fun- 
damental de  Ja  Nación, 

El  Presidente  de  la  República — 

ACUERDA   Y   DECRETA: 

Artículo  i^  La  Provincia  de  San  Juan  queda  sometida  á 
la  Intervención  del  Gobierno  Nacional,  á  los  objetos  que  la 
Constitución  prescribe  en  sus  artículos  5°  y  6.** 
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Art  2"  Por  los  respectivos  Ministerios  se  expedirán  las 
órdenes  necesarias  para  el  cumplimiento  de  este  decreto. 

Art.  3"  Comuniqúese,  publíquese  ó  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Sarmiento. 


Uladislao  Frías. —  C,  Tejedor. 
Luis  L.  Domínguez, — N,  A 
llauedii,'-^M,  de  (roivza. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Nombrando  á  don  Estanislao  L.  Tello,  agenté  confi- 
dencial del  Gobierno  Nacional  en  la  Provincia 
de  San  Juan. 

Buenos  Ai  ros,  Febrero  í<  de  IHTíl. 

Habiéndose  ordenado  por  decreto  de  esta  fecha,  la  Inter- 
vención de  la  Autoridad  Nacional  en  la  Provincia  de  San 
Juan  y  siendo  conveniente  nombrar  un  agente  confidencial 
para  que  durante  ella,  informe  sobre  la  verdadera  situación 
de  dicha  Provincia  y  de  la  manera  como  se  cumplen  las  órde- 
nes del  (Tobierno  Nacional, 

El  Presidente  de  la  República — 

HA   ACORDADO    Y    DECRETA: 

Artículo  I  o  Nómbrase  al  Diputado  electo  al  Congreso,  don 
Estanislao  L.  Tello,  agente  confidencial  del  Gobierno  Nacio- 
nal en  la  Provincia  de  San  Juan,  para  los  objetos  expresados. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Sarmiento. 
Uladislao  Frías. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Convocando  á  la  Legislatura  de  San  Juan 


Buenos  Airfis,  Febiero  11  do  1«73. 

Estando  sometida  la  Provincia  de  San  Juan  á  la  Interven- 
ción de  la  Autoridad  Nacional  y  á  fin  de  llenar  cuanto  antes 
sus  objetos, 

El  Presidente  de  la  República — 

HA   ACORDADO    Y   DECRE'IA: 

Artículo  1°  Convócase  la  Legislatura  de  dicha  Provincia, 
que  existía  el  2 1  de  Enero  último,  antes  del  movimiento  re- 
volucionario que  tuvo  lugar  ese  día,  no  reconociéndose  como 
válida  ninguna  destitución,  separación  ó  renuncia  de  uno  ó 
más  diputados  ó  electores,  ni  ninguna  elección  cualquiera 
que  sea  su  origen,  posterior  al  mismo  movimiento. 

Art  2°  Constituida  así  la  Legislatura,  la  instalará  su  Pre- 
sidente y  lo  avisará  por  el  telégrafo  al  Gobierno  Nacional, 
poniéndolo  además  en  conocimiento  del  agente  confidencial 
de  éste  y  del  Gobernador  de  hecho  de  la  Provincia.  La  Le- 
gislatura no  se  ocupará  sino  de  los  asuntos  que  le  someta  el 
Gobierno  Nacional  y  que  la  situación  anormal  de  la  Pro  vi  n 
cia  exija. 


—  369  — 

Art.  3*'  El  Gobierno  Nacional  garante  á  los  miembros  de 
Ja  Logrislatura  la  seguridad  y  la  libertad  necesarias  para  el 
•desempeño  de  su  misión  durante  la  Intervención. 

Art.  40  Comuniqúese,  publiquese  y  dése  al  Registro  Na- 
'Cional. 

Sarmiento. 
Ulndislao  Frías, 


n 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Nombrando  á  don  Santiago  S.  Cortinez  y  á  don  Fran- 
cisco Sarmiento,  comisionados  del  Gobierno  para . 
la  Intervención  á  San  Juan. 


Buenos  Aires,  Febrero  14  de  I^IH. 

Habiendo  renunciado  don  Estanislao  I..  Tello,  a  causa  de- 
enfermedad,  el  encargo  que  se  le  confirió,  de  Agente  Confi-- 
dencial  del  Gobierno  Nacional  durante  la  Intervención  en  la 
Provincia  de  San  Juan,  y  requiriéndose  para  llevarla  á  tér- 
mino cuanto  antes  una  Comisión  que  obre  en  la  misma  Pro- - 
vincia, 

El  Presidente  de  la  República — 


HA   ACORDADO   Y   DECPETA; 

Artículo   1°  Nómbrase  al  Presidente  de  la  Contaduría  Ge- 
neral, don  Santiago  S.  Cortinez  y  al  ciudadano  don  Francis- 
co Sarmiento,  Comisionados  del  Gobierno  Nacional  para  in-  - 
tervenir  en  la  Provincia  de  San  Juan,  como  ya  se  ordenó  por  - 
decreto  de  8  del  corriente,  á  los  objetos  que  la  Constitución  v 
prescribe  en  sus  artículos  5®  y  6'^  con   arreglo  á  las  instruc- 
ciones que  se  les  comunicarán. 
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Art.  2**  Las  milicias  de  dicha  Provincia,  como  los  Jefes, 
Oficiales  y  tropa  de  línea  que  se  encuentren  en  la  misma,  que- 
dan á  las  órdenes  de  la  Comisión  Nacional,  para  el  cumpli- 
miento en  caso  necesario,  de  este  decreto. 

Art.  3"  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Sarmiento. 
Uladislao  Frías. 


La  intervención  de  Diputados  aislados  en  las  inter- 
venciones del  Ejecutivo 

(  IntkUU) ) 


El  Diputado  señor  Igarzábal  se  propone  traer  a  juicio  al 
Poder  Ejecutivo  ante  la  Cámara  de  que  forma  parte,  ahora 
que  está  reunido  el  Congreso,  por  la  inconstitucional  é  ilegal 
dirección  dada  á  la  Interv^ención  en  San  Juan. 

Antes  de  responder  á  los  cargos  que  dirige  al  Poder  Eje- 
cutivo, creo  de  mi  deber  dejar  establecida  la  parte  que  el 
señor  Diputado  ha  tomado  en  las  cuestiones  de  San  Juan, 
para  saber  si  individuos  aislados  del  Congreso  pueden  inter- 
venir á  su  vez,  ó  contra  intervenir  cuando  el  Ejecutivo  inter- 
viene, ó  si  una  parte  en  un  asunto  cualquiera,  siendo  Dipu- 
tado, puede  traer  á  la  Cámara  su  propio  negocio  para  hacer 
condenar  á  su  adversario.  Aquí  el  adversario  del  señor  Igar- 
zábal es  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación. 

No  entraré  á  desmenuzar  el  origen  de  su  diputación,  de 
la  que  algunos  señores  Diputados  conocen   ciertos  detalles. 

Pero  debo  recordar  hechos  que  están  en  relación  directa 
con  la  intervención. 

El  señor  Igarzábal  escribía  un  periódico  de  elecciones  en 
San  Juan,  patrocinando  la  candidatura  de  Bates.  El  encabeza- 
ba una  de  las  listas  en  la  mesa  de  Santo  Domingo,  donde  hu- 
bieron balazos,  heridos  y  palos.  El  sufrió  actos  de  violencia, 
que  se  i;ree,  partieron  de  su  bando. 
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La  mayoría  de  doce  de  la  Legislatura,  que  va  en  adelante 
á  figurar  como  i;n  complot,  dejó  imprudentemente  presentir 
que  iba  á  anular  estas  elecciones  que  le  eran  desfavorables, 
y  sus  enemigos  de  quince  días  antes  co-partícipes  en  el  poder 
hasta  entonces,  se  prepararon  para  desbaratar  por  la  violencia 
este  anunciado  y  de  antemano  confesado  propósito.  Esta  es 
la  revolución  de  San  Juan. 

Pasaron  algunos  días  y  el  (jobierno  Nacional  recibió  tele- 
grama del  señor  Bates,  Gobernador  provisorio,  derrocado  y 
aislado  en  Mendoza,  pidiendo  intervención.  Con  esa  misma 
feclict  apareció  en  El  Nacional  un  telegrama  del  señor  fgar- 
zábal,  anunciando  su  llegada  de  San  Juan  á  Mendoza,  y 
denunciando  la  participación  del  Gobierno  Nacional  en  la 
revolución,  amenazaba  ya  con  la  escena  que  presenciamos 
ahora.  í\  saber:  traer  al  Congreso  su  querella  personal  de 
elecciones. 

Con  la  misma  fecha  el  señor  Igarzábal  dirigía  al  Ministro 
del  Interior  un  telegrama  en  que  tenía  la  osadía  de  sugerir 
los  mismos  cargos  contra  el  Gobierno  Nacional  y  ofrecía  ve- 
nir si  lo  llamaban.  ¿Para  qué?  El  Ministro  del  Interior,  por 
decoro,  no  contestó  á  este  libelo. 

Pero  hay  más.  La  fecha  de  la  nota  del  señor  Bates  pidien- 
do intervención,  es  la  misma  de  los  dos  telegramas  citados, 
que  acreditan  que  el  señor  Igarzábal  acaba  de  llegar  de  San 
Juan,  y  la  nota  pidiendo  intervención  se  apoya  en  una  igual 
petición  que  el  señor  Bates  sabe  ha  dirigido  al  Gobierno  Na- 
cional la  Legislatura  de  San  Juan.  El  señor  Igarzábal  es  el 
conductor  de  esta  pieza,  y  conocida  la  poca  aptitud  del  señor 
Bates  para  redactar  una  nota,  estando  presente  el  señor  Igar- 
zábal, Diputado  y  más  versado  en  estas  materias,  es  de  pre« 
sumir  que  él  la  redactó  y  de  sospechar  que  su  consejo  y 
noticias  traídas  de  San  Juan  lo  decidieron  á  dar  este  paso. 

Pero  la  petición  de  la  Legislatura  en  que  se  apoya  el  (to- 
bernador  es  también  un  documento  agenciado,  no  sé  si  por 
el  señor  Igarzábal  solo.    La  tinta  de  las  firmas  de  los  dore 
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representantes  que  la  suscriben,  es  de  div^erso  color,  reve- 
lando con  evidencia  judicial  y  por  su  material  evidencia  mis- 
ma no  requiere  juicio  de  perito,  que  la  pretendida  petición  es 
un  libelo  forjado  por  un  aficionado  y  corrido  de  casa  en  ca- 
sa, para  subscribirlo  los  complotados,  con  exclusión  de  los 
miembros  disidentes  de  la  Legislatura. 

Este  hecho  toma  después  tal  gravedad  por  su  repetición, 
que  necesito  detenerme  ante  su  irregularidad. 

Corren  entre  el  vulgo  palabras  que  representan  institucio- 
nes, tales  como  la  Legislatura,  mayoria,  etc.,  y  á  Diputados 
como  el  señor  Igarzábal  tocaba  enderezar  las  perversas  ó  vul- 
gares aplicaciones  que  de  ellas  se  hacen. 

Por  ejemplo:  Legislatura  es  un  cuerpo  electivo  reunido  en 
un  local  destinado  á  sus  sesiones,  las  que  principian  por  la 
lectura  del  acta  anterior,  para  mostrar  la  secuela  de  sus  tra- 
bajos, con  expresión  de  los  presentes,  los  ausentes  con  avi- 
so, sin  aviso,  etc;  para  que  en  todo  tiempo  se  pueda  veri- 
ficar que  era  una  real  Legislatura  con  quorum,  y  sin  exclusión 
sistemática  de  una  parte.  «Si  la  Legislatura  no  pudiese  ser 
convocada,  dice  la  Constitución  Xorte  Americana,  el  Goberna- 
dor requerirá  la  intervención*;  porque  se  entiende  que  no  hay 
Legislatura  sino  debidamente  convocada,  sentado  el  Presi- 
dente en  su  asiento  y  abierta  la  sesión.  Si  no  podía,  pues, 
ser  convocada  en  San  Juan  no  pudo  tampoco  correrse  un 
libelo  de  casa  en  casa,  como  lo  revela  la  tinta  de  las  fir- 
mas, para  justificar  un  acto  legislativo. 

Sucede  otro  tanto  con  las  palabras  correlativas  mayoría 
y  minoría,  que  no  tienen  significado  alguno  legal,  sino  en 
el  seno  mismo  y  durante  cada  sesión  de  la  Legislatura,  des- 
pués de  contados  los  votos  sobre  un  proyecto  en  discusión, 
según  que  se  reúne  mayor  número  de  un  lado  para  consti- 
tuir mayoría,  llamándose  miíwría  la  parte  vencida  en  el  de- 
bate. Pero  una  mayoria  ambulante,  permanente  fuera  de 
sesiones,  es  simplemente  un  complot  cuya  acción  debe  ser 
vigilada,  pues  siendo  ó  mostrándose    refractaria  á  todo  de- 
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~bate  contradictorio,  es  la  negación  misma  del  sistema  repfe- 
-^entativo  que  supone  que  hombres  de  distintos  pareceres  se 
reúnen,  bajo  ciertas  formas  protectoras,  á  deliberar,  contan- 
do persuadir  en    contrario  á  los  que  prima  facie  disentían. 

Los  mismos  errores  prevalecen  sobre  el  poder  de  las  mi- 
norías, que  pueden,  no  concurriendo  á  las  sesiones,  dictar  la 
4ey  á  las  mayorías  conocidas  ú  organizadas;  y  sin  entrar  en 
las  prácticas  de  San  Juan,  donde  ha  sido  un  representante 
recalcitrante,  traído  por  la  fuerza  á  la  sesión  para  hacer  nú- 
mero y  tenido  sentado  por  la  fuerza  durante  el  debate;  y  sin 
traer  á  colación  reglamentos  en  la  misma  Legislatura  que 
■excluyen  de  su  seno  á  los  que  faltan  cinco  veces  con  aviso 
y  tres  sin  aviso;  durante  la  primera  intervención  en  San 
Juan,  el  Interventor  doctor  Luis  Velez  fué  desaprobado  por 
el  Gobierno  Nacional,  por  haber  admitido  un  fadum  de  una 
pretendida  minoría  que  no  obedecía  á  la  convocación  y  re- 
instalación de  la  Legislatura,  resultado  de  la  Intervención- 
De  lo  supuesto,  resulta  por  las  fechas  comparadas,  que  el 
señor  Igarzábal  acusaba  al  Gobierno  Nacional  antes  de  la 
intervención,  y  que  la  interv^ención  pedida,  si  no  es  su  pro- 
pia obra,  él  la  ha  agenciado,  agitado,  conducido  sin  excluir 
•el  falso  acto  legislativo  que  le  servía  de  beise. 

Aquí  viene  pues  una  cuestión  que  la  Cámara  debe  resol- 
ver previamente.  Diputados  al  Congreso  vuelven  á  sus  Pro- 
vincias, y  revestidos  de  la  inmunidad  de  su  carácter,  pres- 
tigiados por  el  empleo  nacional  que  invisten,  vuelven  á  tomar 
parte  activa  en  los  negocios  provinciales,  en  las  querellas 
domésticas,  origen  de  desórdenes  y  revoluciones.  La  ma- 
gostad del  Congreso  es  invocada  por  el  Diputado  partidis- 
ta, y  puede  decirse  que  apaleada  en  uno  de  sus  miembros 
que  encabeza  en  el  acto  de  las  elecciones  de  un  Gobernador 
de  Provincia  la  lista  de  sus  simpatías  ó  bando,  amenazando 
desde  allí,  y  aún  en  el  acto  de  pedir  intervención  al  Go- 
bierno Nacional,  para  hacerle  que  se  mire  dos  lados,  si   no 


-  376  - 

obra  como  se  lo  aconseja  el  Diputado  que  es  protagonista 
en  las  luchas  que  traen  la  revuelta. 

Las  constituciones  de  los  diversos  Estados  de  la  Unión 
americana  excluj'en  de  todo  empleo  ó  ingerencia  en  la  ad- 
ministración del  Estado  al  que  tenga  ó  acepte  empleo  na- 
cional; y  si  nuestras  Constituciones  nada  dicen,  el  buen  sen- 
tido, el  decoro,  la  dignidad  personal  aconsejan  la  abstención^ 
en  toda  lucha  interior  de  carácter  puramente  provincial. 

¿Qué  va  á  hacer  la  Cámara,  en  presencia  de  este  parti- 
dario personal  de  Bates,  fiscal  oficioso  en  la  causa  de  ase- 
sinato de  Videla,  el  autor  de  los  cuatro  números  de  Im 
Constitución  para  las  elecciones,  el  delator  del  Gobierno  Na- 
cional de  que  forma  él  mismo  parte,  el  representante  del 
Congreso,  según  él,  en  las  cuestiones  de  San  Juan,  el  ino^ 
cente  conductor,  sino  inspirador  de  la  justificación  de  \\\\ 
acto  legislativo  para]  pedir  intervención  el  co  ó  contra  in- 
terventor, una  vez  que  ha  arrancado  el  asentimiento  del  Go- 
bierno Nacional? 

Varías  veces  minorías,  en  alguna  de  las  Cámaras,  haii^ 
creído  que  debían  revisar,  aprobar  ó  condenar  los  actos  del 
Poder  Ejecutivo  interviniendo.  Estas  ideas  que  aún  pueden 
encontrar  eco,  han  cedido  ante  decisiones  en  contrarío  de 
una  ó  ambas  Cámaras,  ó  el  veto  del  Presidente  que  forma 
parte  integrante  de  la  confección  de  una  ley. 

Pero  el  Caso  que  ahora  se  presenta  es  nuevo.  1-a  cues- 
tión se  reduce  á  saber  si  uno  ó  más  Diputados,  vueltos  al 
seno  de  su  Provincia  durante  el  receso,  pueden  en  nombre 
del  Congreso,  á  título  de  ser  miembros  de  él,  erijirse  en 
jueces,  directores  del  Ejecutivo,  cuando  interviene,  amones- 
tarlo, aconsejarlo,  reprobarlo  y  amenazarlo  si  no  acierta  á 
expedirse  con  el  acierto  que  el  Diputado  partidario  de  un 
bando  provincial  tiene  instintiva  ó  científicamente,  á  saber,, 
hacer  triunfar  á  su  propio  bando. 

El  telegrama  á  El  Nacional  es  formal.  El  señor  Diputa- 
do Tgarzábal    acusa  al  Gobierno  Nacional,  al    Gobierno  de 
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que  forma  parte,  de  complicidad  en  la  revolución;  la  ame- 
naza con  su  presencia  en  el  Congreso;  pide  que  se  publique 
con  su  firma  el  telegrama,  para  que  la  parte  se  dé  por  no- 
tificada y  repite  la  misma  acusación  ante  el  Ministro  del 
Interior,  pidiéndole  se  le  llame,  (sin  duda  pagándole  el  viá- 
tico), ¡  para  no  sé   qué  ! 

Si,  pues,  la  Cámara  ha  de  escuchar  á  esta  singular  clase 
de  testigos,  actores  y  cómplices  de  los  hechos  denunciados, 
si  un  miembro  de  la  Cámara  puede  obrar,  por  sí  y  ante  sí, 
y  en  su  carácter  de  Diputado,  puede  en  Icis  intervenciones 
reprobar  ó  aprobar  cada  uno  de  los  actos  del  Poder  Eje- 
cutivo, ponerse  de  acuerdo  con  los  partidos  intervenidos, 
aconsejar  ó  aprobar  resistencias  desde  que  él  declare  ilegal 
los  actos;— entonces,  para  mayor  esclarecimiento  de  la  futu- 
ra acción  ó  independencia  ó  dependencia  del  Ejecutivo,  de- 
bía agregarse  á  las  leyes  de  intervención  una  cláusula  que 
dijese:  «  con  anuencia,  consulta  ó  veto  del  Diputado  ó  Se- 
nador que  se  hallase  en  el  lugar  de  la  intervención  >\  que 
cambiaría  un  poco  nuestra  forma  de  gobierno,  que  no  da  á 
los  poderes  públicos  acción,  sino  con  las  formas  constitucio- 
nales, republicanas  ó  representativas. 

No  quiero  sino  citar  un  hecho  que  muestre  hasta  donde 
se  puede  confundir  el  Diputado,  el  partidista  y  el  escritor. 
El  señor  Tgarzábal  en  sus  escritos  ha  declarado  que  Jiabla- 
ba  en  ese  su  triple  carácter. 

Bien.  Al  dar  cuenta  de  la  llegada  de  la  Comisión  Inter- 
ventora, su  diario  Im  Constitución  lo  anunciaba  así:  «  Han 
llegado  el  Ministro  del  Interior,  el  Gobernador  Bates,  el  doc- 
tor Cortinez  )'  el  señor   Sarmiento  t. 

Como  él  en  su  carácter  de  partidario  de  Bates,  quiere  ha- 
cerlo avanzar  en  la  consideración  pública,  pone  su  nombre 
después  del  del  Ministro,  que  no  es  sino  uno  de  los  miem- 
bros de  la  Comisión,  no  economizando  los  desdenes  y  algo 
peor  á  los  otros,  sin  duda  por  reputarlos  adversos. 

En  toda  su  discusión  ha  sostenido  que  el  Ejecutivo  inter- 
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viniendo  es  una  máquina  (son  estas  sus  palabras),  de  donde 
deduce  que  el  medio  y  el  fin  de  la  intervención  es  restable- 
cer al  Gobernador  Provisorio  Bates,  á  quien  la  Comisión 
traía,  sin  embargo,  de  Mendoza,  como  muestra  de  que  no 
excluía  sistemáticamente  la  posibilidad  de  restablecerlo,  si 
asi  lo  juzgcise  conveniente  para  la  pacificación  del  país;  si 
bien  no  creyó  que  su  primer  acto  debió  ser  restablecerlo,  á 
riesgo  de  que,  aconsejado  como  lo  estaba  por  el  señor  Igar- 
zábal,  se  creyese  autorizado  ó  no  á  ejecutar  las  órdenes  del 
Interventor,  alegando  sus  atribuciones  al  Poder  Ejecutivo 
Provincial  sai  jure,  como  ya  sucedió  con  el  Gobernador  Za- 
valla  y  se  ha  repetido  con  la  que  ha  dado  en  llamarse  á  sí 
misma,  ¿a  niayorüi  de  la  Legislatura,  siempre  con  la  apro- 
bación del  Diputado  Igarzábal,  verdadero  Interventor. 


Instrucciones  á  los  Comisionados  Nacionales,  el  se- 
ñor Ministro  del  Interior  doctor  don  Uladislao 
Frias,  doctor  don  Santiago  Cortinez  y  don  Fran- 
cisco Sarmiento  para  intervenir  en  la  Provincia 
de  San  Juan. 


A  consecuencia  del  movimiento  revolucionario  que  tuvo 
lugar  en  aquella  Provincia,  el  21  de  Enero  último,  el  Go- 
bierno Nacional  recibió  la  comunicación  que  se  acompaña 
en  copia  del  Gobernador  interino  don  Benjamín  Bates,  así 
como  las  que  también  se  adjuntan  de  la  mayoría  de  los 
miembros  de  la  Legislatura  y  de  los  jueces  del  Superior 
TribunaT. 

También  se  recibió  la  nota  inclusa  de  don  Faustino  Es- 
pinóla, nt)mbrado  Gobernador  provisorio  en  la  reunión  po- 
pular que  tuvo  lugar  después  de  aquel  suceso. 

El  (xobierno  Nacional  en  vista  de  todos  estos  anteceden- 
tes, sometió  la  Provincia  de  San  Juan  á  la  intervención  del 
Gobierno  Nacional  por  decreto  de  8  del  corriente  y  dictó 
las  demás  medidas  que  resultan  de  los  dos  decretos  de  la  mis- 
ma fecha  y  del  once  del  corriente  que  se  acompañan  en  copia 
cotí  los  telegramas  con  que  se  transmitieron,  así  como  el 
que  se  dirigió  con  fecha  diez  al  señor  Bates,  que  se  encuen- 
tra en  la  ciudad  de  Mendoza  y  su  respuesta. 

No  habiéndose  instalado  la  Legislatura  conforme  al  de- 
creto de  1 1  de  este  mes  y  habiendo  renunciado  por  enfer- 
medad el  Agente    Confidencial  del    Gobierno  Nacional,  du- 
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rante  la  intervención,  don  Estanislao  1..  Tello,  el  (xobierno 
Nacional  para  proceder  con  inás  acierto  y  no  bastando  los 
datos  telegráficos  para  enterarse  de  la  situación  de  San  Juan 
como  corresponde,  ha  nombrado  á  Vds.  Comisionados  para 
intervenir  en  esa  Provincia,  á  fin  de  restituirla  al  goce  y  libre 
ejercicio  de  sus  instituciones. 

El  (robierno  Nacional  ha  adquirido  la  convicción  de  que 
la  población  de  aquella  Provincia  se  encuentra  dividida  hoy 
con  motivo  del  asesinato  del  señor  (iobernador  Videla,  en 
diversas  fraccií)nes:  los  unos  partidarios  de  un  orden  de  ¡deas 
á  que  su  Gobierno  era  íidverso,  y  otros  separados  del  mis- 
mo después  de  su  muerte,  siendo  la  lucha  entre  est^s  la 
que  ha  traído  los  sucesos  que  motivan  la  intervención.  Úl- 
timamente el  nombramiento  de  (iobernador  provisorio  en 
la  persona  del  señor  Espinóla  ha  producido  una  nueva  com- 
plicaciór  que  ha  agravado  las  rencillas  domésticas  que  ha- 
cen la  desgracia  de  San  Juan.  Pero  el  (xobierno  Nacional 
cree  que  el  patriotismo  y  la  capacidad  de  los  señores  Comi- 
sionados, así  como  la  consideración  de  que  gozan  entre  unos 
y  otros  será  un  medio  eficaz  de  lograr  un  avenimiento  que 
de  por  resultado  la  tranquilidad  pública  de  una  manera  per- 
manente. 

La  Legislatura  ha  sido  convocada  tal  como  existía  antes 
del  motín  militar  que  derrocó  al  señor  Gobernador  interi- 
no Bates;  y  es  de  temer  que  animados  sus  miembn^s  del 
espíritu  de  partido,  quieran  i)roceder  adelante,  sin  embargo 
de  la  limitación  puesta  por  el  decreto  de  convocatoria  de 
no  tratar  asunto  que  no  le  sea  sometido  por  el  Poder  Na- 
cional que  se  sustituye  á  los  Poderes  de  la,  Provin*:ia  en 
los  casos  de  intervención.  El  restablecimiento  de  la  Legis- 
latura tiene  por  objeto  dejar  incólume  este  poder,  sin  que 
se  pretenda  que  un  motín  pueda  suspenderlo,  modificarh^  ó 
abolirlo;  pero  el  asesinato  de  un  Gobernador,  el  motín  que  de- 
rroca al  que  le  sucede;  la  división  y  hostilidades  entre  los  mis- 
mos  que  antes  los  sostenían  con  exclusión  de  una  parte  de 
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los  ciudadanos;  persuade  al  Gobierno  Nacional  que  nada 
remediaría  con  reponer  las  cosas  al  estado  en  que  estuvie- 
ron antes,  pues  los  nuevos  acontecimientos  han  hecho  más 
profundas  las  divisiones  y  destruido  todo  núcleo  considera- 
ble de  opinión. 

l.os  señores  Comisionados  estudiarán  la  situación  á  su 
llegada  y  tendrán  en  vista  fundar  un  Gobierno  estable, 
que  deje  satisfecho  al  mayor  número  de  ciudadanos. 

Conferenciarán  á  su  tránsito  por  Mendoza  con  el  Gober- 
nador interino  Batez,  y  en  San  Juan  con  las  personas  de 
cada  partido,  y  aún  con  el  Presidente  y  miembros  presen- 
tes de  la  Legislatura,  el  Gobernador  de  hecho,  el  jefe  de 
los  Guías  y  el  ex- Agente  Confidencial,  para  inducir  á  los 
que  tengan  autoridad  para  ello,  á  apartarse  en  cuanto  sea 
posible,  en  el  nombramiento  de  Gobernador  propietario,  de 
las  miras  de  partido,  y  convenir  en  elejir  uno  que  reúna 
en  lo  posiblo  las  simpatías  de  las  facciones  antes  mencio- 
nadas, sin  buscarlo  exclusivamente  entre  una  ú  otra  de  las 
dos  que  han  luchado  en  las  últimas  elecciones,  encabezada 
una  por  el  Gobernador  interino  Batez,  y  la  otra  por  el  ex- 
jefe de  Policía  de  ese  mismo  Gobierno. 

Si  á  juicio  de  los  señores  Comisionados  nada  pudiesen 
obtener  por  ese  camino,  entonces  pasarán  á  examinar  Icis 
elecciones  practicadas  poco  antes  del  motín,  así  como  los 
registros  de  calificación,  ya  para  ver  si  las  leyes  han  sido 
violadas  abiertamente,  ya  para  cerciorarse  de  que  los  ins- 
criptos son  los  mismos  que  componían  el  círculo  que  go- 
bernaba y  entre  los  cuales  ha  estallado  la  división. 

Según  el  juicio  que  formen,  podrán  proceder  á  decretar 
una  nueva  calificación  y  nuevas  elecciones,  ó  someter  las 
practicadas  antes  del  movimiento  revolucionarlo  á  la  deci- 
sión de  la  Legislatura,  á  fin  de  qué  en  el  primer  caso  la 
mayor  parte  de  los  ciudadanos  que  debe  concurrir  á  la  elec- 
ción pueda  hacerlo. 

En  ambos  casos  los    señores  comisionados,  pueden  nom- 
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brar  (Tobernador  provisorio,  conservar  al  que  existe  de  he- 
cho, ó  llamar  al  mismo  señor  Bates  si  lo  juzgan  conve- 
niente, consultando  en  todo  lo  más  conducente  al  objeto 
que  la  intervención   tiene. 

Si  los  señores  Comisionados  juzgasen  necesario  para  el 
desempeño  de  su  encargo  emplear  las  fuerzas  de  línea  mo- 
vilizadas en  San  Luis  y  Mendoza,  podrán  hacerlo  dirigiendo 
á  su  jefe  al  efecto  las  órdenes  correspondientes. 

El  Gobierno  espera  que  obrando  con  prudencia  y  con  la 
capacidad  é  inteligencia  que  los  distingue,  pondrán  breve 
término  á  los  males  que  aquejan  á  San  Juan  y  que  ya  se 
prolongan,  quedando  facultados  para  proceder  como  á  su 
juicio  juzguen  conveniente  en    los  casos  no  previstos. 

Buenos  Aires,  Febn»ro  19  de  1ÍS7.-J. 

D.  F.  Sarmiento. 


DEPARTAMENTO    DEL    INTERIOR 


Declarando  intervenida  la  Provincia  de  Entre  Rica 

HaenoH  Aires,  Mayo  íJ  de  1873. 

Atentos  los  hechos  de  abierta  rebelión  que  tiene  por  tea- 
tro la  Provincia  de  Entre  Ríqs,  amenazando  al  mismo  tiem- 
po las  de  Santa  Fé  y  Corrientes.  Teniendo  además  en  con- 
sideración la  intervención  pedida  por  el  Gobierno  de  Entre 
Ríos.  Y  siendo  un  deber  del  Gobierno  reprimir  con  las 
armas  de  la  Nación,  la  rebelión  que  se  intenta  de  nuevo 
contra  sus  instituciones  y  sus  leyes,  el  Presidente  de  la  Re- 
pública— 

ACUERDA    Y     DECRETA 

Artículo  1" — Queda  establecida  la  intervención  en  la  Pro- 
vincia de  Entre  Ríos. 

Art.  2° — Por  el  Ministerio  de  la  Guerra  se  adoptarán  las 
medidas  necesarias  para  hacer  efectiva  la  intervención  y  re- 
primir la  rebelión,  donde  quiera  que  esta  se  extienda. 

Art.  3'' — El  Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  al  Honorable 
Congreso  de  este  decreto. 

Sarmiento. 

Luis  AL  Domínguez,^  C.  Teje- 
dor.—  Nicolás  Avellaneda, — 
M.  de   Gainza. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Declarando   en    estado  de  sitio  á  las  Provincias  de 
Entre  Rios,  Corrientes  y  Santa  Fe 

Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1873. 

Considerando  el  estado  de  Guerra  en  que  se  .encuentra 
la  Provincia  de  Entre  Ríos,  y  la  amenciza  que  esta  hace 
pesar  sobre  la  situación  de  las  dos  Provincias  limítrofes  de 
Santa  Fe  y   Corrientes,  el  Presidente  de  la  República — 

ACUERDA    Y     DECRETA: 

Artículo  i" — Declárase  en  estado  de  sitio  á  las  Provin- 
cias de  Entre  Ríos,  Corrientes  y  Santa  Fe,  por  el  .término 
de  tres  meses. 

Art.  2^ — Este  decreto  será  sometido  á  la  aprobación   del 

Honorable  Congreso. 

Art.  3" — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Sarmiento. 

Luís  L,  Domínguez, — C,  Teje- 
dor,— .V.  Avellaneda. — M,  de 
Gainza. 
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DEPARTAMENTO  DE  GUERRA   Y  MARINA 


Nombrando  Comandante  en  Jefe  de  las  fuerzas  que 
se  movilicen  en  la  costa  del  Uruguay,  (Entre 
Ríos)  al  Coronel  don  Luis  M.  Campos. 

Buenos  Aires,  Mayo  14  de  1873. 

El  Presidente  de  la  República — 

HA   ACORDADO   Y   DECRETA: 

Artículo  1° — Nómbrase  Comandante  en  Jefe  de  las  fuer- 
zas de  línea  y  milicias  movilizadas  y  que  se  movilicen  en 
toda  la  costa  del  Uruguay  en  la  Provincia  de  Entre  Ríos, 
al  Coronel  don  Luis  M.  Campos. 

Art.  2«>— Comuniqúese  á  quienes  corresponda,  publíquese 
y  dése  al  Registro  Nacional. 

Sarmiento. 
AI,  de    Gainza, 


DEPARTAMENTO    DE  GUERRA  Y  MARINA 


Nombrando  Comandante  en  Jefe  de  las  milicias 
movilizadas  en  la  costa  del  Paraná.  (Entre  Ríos), 
al  Coronel  don  Juan  Ayala. 

Buenos  Aire,  Mayo  16  de  1873. 

El  Presidente  de  la  República — 

HA    acordado  y  DECRETA: 

Artículo  i" — Nómbrase  Comandante  en  Jefe  de  las  mi- 
licias movilizadas  en  la  Provincia  de  Entre  Ríos,  en  toda 
la  costa  del  Paraná,  al   Coronel  don  Juan  Avala. 

25 
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Art.  2° — Comuniqúese  á  quienes  corresponda,  publíquese 
y  dése  al  Registro  Nacional. 

Sarmiento. 
AL    de   Gainza, 


Aprobando  el  decreto  sobre  intervención  en  la  Pro- 
vincia de  Entre  Ríos 


El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación   Argenti- 
na, reunidos  en    Congreso,    sancionan  con  fuerza  de  — 


LEY: 


Artículo  I  *>— Apruébase  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo, 
fecha  3  del  corriente,  en  que  declara  intervenida  la  Pro- 
vincia de  Entre  Ríos. 

Art.  2°  — Comuniqúese  al  Poder    Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino  en 
Buenos  Aires  á  veinte  y  uno  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
setenta  y  tres. 

Octavio  Garrióos.  Adolfo  Alsina. 

Bernardo  Solveyra,  Carlos  M.  Saravia^ 

Secreta  rio  do  la  C,  do  D.D.  So.TCtario  del  Sciiatlo. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Aprobando  el  decreto  fecha  3  de  Mayo  por  el  que 
se  declara  en  estado  de  sitio  á  las  Provincias 
de  Entre  Ríos,  Santa  Fe  y  Corrientes. 

Buenos  Aires,  Junio  7  de  1873. 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argenti- 
na, reunidos  en  Congreso,   sancionan    con    fuerza  de — 

LEY: 

Artículo  1° — Apruébase  el  decreto  del  Poder  Ejecutwo, 
fecha  3  de  Mayo  último,  en  que  declara  en  estado  de  sitio 
[)or  el  término  de  tres  meses  las  Provincias  de  Entre  Ríos, 
Santa  Fé  y   Corrientes. 

Art.  2** — Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 
Buenos  Aires  á  tres  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
tres. 

Octavio  Garrióos.  Adolfo  Alsina. 

Bernardo  Soiveyra,  Carlos  M,  Saravia, 

Secretario  do  la  C.  «lo  Dipntndos.  Secretaro  dol  Sonado. 


Buenos  Aires,  Junio  7  de  1873. 

Cúmplase,    comuniqúese  é  insértese  en   el   Registro    Na- 
( ional. 

Sarmiento. 
Uladislao  Frias. 
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DEPARTAMENTO  DE  GUERRA  Y  MARINA 


Nombrando    Comandante    en  Jefe    del   Ejército    del 
Uruguay  al  coronel  don  Francisco  Borges 

Buenos  Aires,  Julio  10  de  1873. 

Habiendo  solicitado  el  coronel  don  I-uis  M.  Campos  la 
exoneración  del  mando  que  ejerce  en  Entre  Ríos,  ci  causa 
del  mal  estado  de  su  salud;  el   Presidente  de  República 

ACUERDA    Y   DECRETA: 

Artículo  i'' — Nómbrase  Comandante  en  Jefe  del  Ejército 
del  Uruguay,  al  coronel  don  Francisco  Borges.  Dense  las 
gracias  al  coronel  Campos  por  los  importantes  servicios  que 
ha  ♦  prestado. 

Art.  2" — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Sarmiento. 
Uladislao  Frías. 


187Y 


Jujug  g  Salta 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  declarando  intervenida  la  Provincia  de  Jujuy 
y  nombrando  Interventor  al  Juez  Federal  de 
Salta  doctor  Ibargaren. 

Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1877. 

Vista  la  requisición  hecha  por  el  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia de  Jujuy,  así  como  la  comunicación  de  los  diputados 
d*3  la  Legislatura  en  que  piden  que  el  Gobierno  Nacional 
intervenga  en  esa  Provincia,  á  los  objetos  que  la  Consti- 
tución expresa;  el  Presidente  de  la  República  en  acuerdo 
general   de  Ministros 

DECRETA: 

Artículo  i'^ — Queda  sometida  á  la  Intervención  Nacional 
la  Provincia  de  Jujuy. 

Art.  2° — Nómbrase  interventor  al  Juez  Federal  de  la  sec- 
ción Salta,  doctor  don  Federico  Ibarguren. 

Art.  3'*— El  objeto  de  esta  intervención  es  garantir  el 
orden  público  en  la  Provincia,  la  autoridad  del  Gobernador 
y  la  libertad  de  la  Legislatura  en  el  pleno  ejercicio  de  sus 
funciones. 

Art.  4° — Por  los  Ministerios  respectivos  se  tomarán  las 
medidas  necesarias  para  la  ejecución  de  este  decreto. 
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Art  5"  -  Comuniqúese,    publíquese    y    dése    al    Registro 
Nacional. 

Avellaneda. 

Simón  de  Iriondo. — Berfiardo  de 
Irigoyen, —  V.  de  la  Plaza. — 
O.  Legtiízamdn.- A,  Ahina. 


Telegrama 


Salta,  Mayo  23  de  1877. 

Al  señor  Presidente  de  la  11.  Cámara  de  Diputados. 

Oficial,  urgente, — Los  suscritos  nombrados  en  Comisión 
por  la  maj'oría  de  la  Convención  Electoral,  creen  de  su 
deber  hacer  conocer  á  la  H.  Cámara  de  Diputados,  por 
medio  del  señor  Presidente,  la  verdadera  situación  de  esta 
Provincia,  cuya  tranquilidad  está  hoy   librada  al  Congreso. 

Una  minoría  de  electores  apoyada  por  el  Ejecutivo  de 
la  Provincia,  se  niega  á  concurrir  á  la  «isamblea  electoral 
y  hace  imposible  hasta  hoy  la  elección  de  Gobernador.  La 
í-egislatura  provincial  secundando  propósitos  del  Ejecutivo 
y  tcoadyuvando»  con  el  hecho,  atacó  la  f:onvención  electoral 
nombrada  constitucionalmente  por  el  pueblo,  y  mandó  elegir 
otra  nueva,  sin  reparar  en  que  no  tiene  facultad  alguna 
para  hacerlo  ni  en  que  al  violar  abiertamente  con  este  acto 
las  disposiciones  terminantes  de  la  Constitución  provincial, 
no  sólo  abre  las  puertas  á  la  anarquía,  sino  que  la  justifica 
y  la  Convención  Electoral  nombrada  con  arreglo  á  la  Cons- 
titución, cree  que  no  puede  ni  debe  darse  por  su  parte. 
La  lucha  será  desastrosa  y  la  anarquía  inevitable,  si  el  Go- 
bierno Nacional  no  interviene  para  calmar  los  espíritus,  res- 
tableciendo la  paz  y  la  tranquilidad  que  hoy  sólo  son  apa- 
rentes y  salvar  las  instituciones  de  la  Provincia  seriamente 
comprometidas.  Creemos  haber    llenado    un  deber  poniendo 
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esto  en  conociniento  de    la  H.  Cámara  que  V.    S.  preside. 
Saludamos  respetuosamente  al  señor  Presidente. 

Vicente  AnzoAtegui. 

José  Uriburu. — Salusfio  Lacroix. 
— José  T.  Correa.  —  Carlos 
Costas 


Nota— Votado  el  dictamen  de  la  mayoría  de  las  comisiones  do  Ne- 
gocios Constitucionales  y  Legislación,  fué  denegada  la  interven- 
ción á  dicha  Provincia. 


1878 


Corrientes  v  La  Rioja 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  declarando  terminada  la  intei vención  en  la  Pro- 
vincia  de  Corrientes 

Buenos  Aires,  Julio  15  de  1878. 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina, 
reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuerza  de 


LEY: 


Artículo  lo — Declárase  terminada  la  intervención  nacional 
en  la  Provincia  de  Corrientes,  decretada  por  el  R  E.  con 
fecha   20  de  Febrero  del  corriente   año. 

Art.  2'' — Comuniqúese  al   P.  E. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino  en 
Buenos  Aires  á    1 1    de  Julio  de    1878. 

Mariano  Agosta.  Félix  Fkía3. 

Carlos    M.    Saravia,  /.  Alejo  Le  desvia. 

Secretario  del  Senado.  Secretario  de  la  C.  de  D.  D. 


Cúmplase,    Cbmuníquese,   publíquese   y    dése  al  Registro 
Nacional 

Avellaneda. 
Saturnino  M.  Laspnir. 


DEPARTAMENIO  DEL  INTERIOR 


Declaración  de  la  Cámara  de  Diputados  á  propósito 
de  la  intervención  solicitada  por  el  Poder  Le- 
gislativo de  la  Rioja. 

Buenos  Aires,  Septiembre  10  de  1878. 

La  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina. 

En  presencia  de  la  situación  política  existente  en  la  Pro- 
vincia de  la  Rioja  y  con  motivo  de  la  solicitud  de  inter- 
vención presentada  al  Congreso  por  el  Poder  Legislativo  de 
la  misma, 

declara: 

Que  en  su  opinión  las  dificultades  pendientes  entre  la 
Legislatura  y  el  Gobernador  de  la  mencionada  Provincia, 
importan  simplemente  un  conflicto  de  poderes,  desde  que 
los  cuerpos  legislativos  no  necesitan  para  su  existencia  legal 
del  reconocimiento  de  los  otros  poderes  constitucionales  ni 
de  su  instalación  previa  por  el  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados 
de  la  Nación,  en  Buenos  Aires  á  veinte  y  ocho  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho. 

FÉLIX  Fría. 
J,  Alrjo  Ledcsma, 

^Q  'fCtil'io. 
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Cúmplase,  comuniqúese,    publíquese  y    dése    al    Registro 
Xíicional. 

Avellaneda. 
Sattírnitio  /,    Laspiur. 


Telegrama 

AI  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación. 

Rioja  26. 

Oficial— M\  P.  E.  desconoció  ayer  oficialmente  á  la  Co- 
misión permanente,  calificando  en  su  nota  á  los  miembros 
de  que  se  compone,  de  sediciosos  y  no  obstante  haberlos  antes 
reconocido  expresamente  en  el  ejercicio  de  sus  facultades 
í>ficiales.  Este  nuevo  acto,  que  hace  para  el  P.  E.  desapa- 
recer completamente  la  existencia  del  Poder  Legislativo,  ha 
agravado  considerablemente  la  situación.  Ruego  á  V.  H. 
ponga  este  telegrama  en  conocimiento  de  la  H.  Cámara  en 
sesión  de  hoy. 

Saludo  á  V.   H. 

Natal  Luna, 

l*re.si'k'ntc  «le  !>i  Coniisói  l'orni.i   ente 
do  la  n.  C.   r.ox'¡^l.•ltiv5l. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  acordando  la  intervención  á  la  Provincia  de  La 

Rio  ja 

Buenos  Aires,  Septiomhre  30  de  1878. 

El  Senado  y  Cámara   de    Diputados  de  la    Nación  Argen- 
tina, rennidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuerza  de 


T-EY: 


Artículo  i°—  Acuérdase  la  intervención  solicitada  por  la 
Legislatura  de  la  Provincia  de  la  Rioja  al  sólo  objeto  de 
garantirla  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  2°  -  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  hacer  los 
gastos  que  demande  la  ejecución  de  esta  ley. 

Art.  2'' — Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino, 
en  Buenos  Aires  á  veintiocho  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y   ocho. 

Mariano  Agosta.  Manuel  Quintana. 

Carlos    y]/.    Saravia,  J.  Alrjo  Lcdcsvw, 

Secrotario  «lol  Scii:i  lo.  Siv^rct  i-io  do  \\  C.  di'  D.  D. 


Cúmpkise,  comuniqúese,    publíquese  y     dése   al    RcQrjstro 
Nacional. 

Avellaneda. 
Saturnino  AL  T^spiítr. 


40I 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando   interventor   para   la   Provincia 

de  La  Bioja 

Buenos  Aires,  Noviembre  2  do  1878. 

En  ejecución  de  la  ley  de  30  de  Septiembre  último  y  á 
los  objetos  en  ella  expresados,  el  Presidente  de  la  República 

DECRETA: 

Artículo  i^ — Nómbrase  Comisionado  del  Gobierno  Nacio- 
nal para  intervenir  en  la  Provincia  de  La  Rioja,  al  Juez 
Federal  de  la  Provincia  de  Catamarca,  doctor  don  Joaquín 
Quiroga. 

Art.  2^ — Por  el  Ministerio  del  Interior,  se  expedirán  las 
jnstrucciones  necesarias  al  interventor. 

Art.  3° — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro 
Nacional. 

Avellaneda. 
Saturnino  M.  Laspiur. 
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DEPARTAMEN' 


Ley  acordam' 


1879 


Lo  líioja  g  JujLig 


1879 


La  Piojo  y  Jujug 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Interventor  interino  en  la  Pro* 
vincia  de  La  Rioja,  al  Teniente  Coronel  Viejo- 
bueno. 

Buenos  Aires,  Febrero  5  de  1879. 

Habiendo  representado  el  actual  Interventor  Nacional  de 
La  Rioja,  doctor  don  Joaquín  Quiroga,  tanto  al  Ministerio 
del  Interior  como  al  de  Justicia,  la  necesidad  de  volver  al 
despacho  de  su  juzgado  después  de  tres  meses  de  ausencia, 
El  Presidente  de  la  República — 

ACUERDA  Y  DECRETA: 

Artículo  i^  Queda  nombrado  Interventor  interino  en  La 
Rioja  el  Teniente  Coronel  don  Domingo  Viejobueno.  Este 
Jefe  á  más  de  la  fuerza  que  lleva  consigo,  tomará  el  man- 
do de  las  de  aquella  Provincia,  que  se  encuentran  ya  á  las 
órdenes  de  la  intervención. 

Art.  2^  Por  el  Ministerio  del  Interior  se  expedirán  las  ins- 
trucciones acordadas,  sin  perjuicio  de  las  anteriormente  dadas 
al  Interventor. 

Art.  3"  El  Interventor  actual  continuará  desempeñando 
sus  funciones  hasta  que  llegue  á  la  ciudad  de  La  Rioja  el 
nombrado  en  su  reemplazo  por  el  presente  decreto. 
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Art.  40  Agradézcanse  al  señor  Juez  doctor  Quiroga  en 
nombre  del  Gobierno  de  la  Nación  los  importantes  ser\'icios 
que  ha  prestado  en  el  ejercioio  de  su  comisión. 

Art.  5°  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Avellaneda. 
S.  Af,    lMspÍ2ir. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 

Decreto  nombrando  Interventor  en  la  Provincia  de 
Jujuy  al  doctor  U.  Frías 

Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1879. 
El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Art.  i*^  Nómbrase  Interventor  Nacional  en  la  Provincia  de 
Jujuy.  al  señor  Ministro  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  doc- 
tor don  ITladislao  Frías. 

Art.  2"  Expídansele  las  instrucciones  acordadas,  comuni- 
qúese, publíqucse  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Avellaneda. 
B,  Zorrilla, 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  declarando  intervenida  la  Provincia  de  Jujuy 
y  nombrando  Interventor  al  doctor  D.  B.  Paz 

Buenos  Aires,  Octubre  25  de  1879. 
CONSIDERANDO : 

I  o  Que  el  Poder  Ejecutivo  propuso  al  Honorable  Congre- 
so la  sanción  de  un  proyecto  de  ley  que  lo  autorizara  á  inter- 
venir en  la  Provincia  de  Juju3%  acompañando  los  telegramas 
de  requisición,  que  le  habían  sido  dirigidos  por  el  Goberna- 
dor Torino  y  exponiendo  los  acontecimientos  que  tenían  lu- 
gar en  aquella  Provincia  y  sus  antecedentes; 

2^  Que  si  bien  el  proyecto  sometido  al  Honorable  Congre- 
so no  ha  sido  sancionado,  el  voto  de  una  y  otra  Cámara  ha 
sido  unánime  en  cuanto  á  la  necesidad  de  la  Intervención 
defiriendo  solamente  en  los  términos  en  que  debía  conferirse 
la  autorización  competente  al  P,  E. 

3®  Que  snbsisten  las  causas  que  motivaron  el  mensaje  y 
proyecto  de  ley  del  Poder  Ejecutivo  como  las  que  originaron 
este  voto  unánime  de  las  dos  Cámaras; 

El  Presidente  de  la  República,  en  acuerdo  general  de  Mi- 
nistros,— 

DECRETA : 

Artículo  I®  Queda  intervenida  la  Provincia  de  Jujuy,  ú  los 
efectos  de  los  artículos  5®  y  6^  de  la  Constitución  Nacional. 

Art.  2^  Nómbrase  Interventor  al  señor  Presidente  del  Se- 
nado de  la  Nación,  doctor  don  Benjamín  Paz. 
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Art.  3"  Dense  las  instrucciones  acordadas,  impártanse  las 
órdenes  correspondientes,  comuniqúese,  publíquese  y  dése  al 
Registro  Nacional. 


Avellaneda. 

B.  Zorrilla,, — Lucas  González. — 
V.  de  la  Plaza. — Miguel  Go* 
yena. — Carlos  Pellegrini. 


1880 


Jujüv,  La  l^ioja,  Buenos  Aires 
U  CorrieíAtes 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Interventor  en  Jujuy,    al  doctor 
don  Vicente  Saravia 


Baenos  Aires,  Febrero  13  de  1880. 

Por  cuanto:  El  señor  Ministro  de  la  Corte  Suprema  Na- 
cional, doctor  don  Uladislao  Frías,  ha  manifestado  con  reite- 
ración que  los  deberes  de  su  Ministerio  é  inconvenientes  per- 
sonales que  el  Gobierno  no  puede  desatender,  le  impiden 
continuar  desempeñando  las  funciones  de  Comisionado  Na- 
cional, para  intervenir  en  la  Provincia  de  Jujuy; 
El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA : 

Artículo  1°  Nómbrase  Interventor  Nacional  en  Jujuy,  al 
ciudadano  doctor  don  Vicente  Saravia. 

Art  2*'  El  nuevo  Comisionado  procederá  con  arreglo  á  las 
instrucciones  expedidas  á  su  antecesor. 

Art.  3'^  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Avellaneda. 
B,  Zorrilla. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  mandando  cesar  la  Intervención  Nacional  á 

Jujuy 

ButMios  Aires,  Marzo  29  de  18«ü. 

Hallándose  terminados  los  objetos  de  la  Intervención  Na- 
cional en  la  Provincia  de  Jujuy,  y  teniendo  en  cuenta  por 
otra  parte,  la  aproximación  de  las  elecciones  para  Presiden  ■ 
te  y  Vice, 

El  Presidente  de  la  República — 

HA   ACORDADO   Y   DECRETA: 

Artículo  I  o  Desde  el  i^  de  Abril  cesa  la  Intervención 
Nacional  en  la  Provincia  de  Jujuy,  debiendo  así  declararlo 
el  señor  Interventor,  por  un  Decreto  que  expedirá  al  efecto 
en  la  fecha  indicada. 

Art.  2"  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Avellaneda. 
R.  Zorrilla, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  mandando  continuar  la  Intervención  en  La  Rioja, 
al  objeto  de  organizar  su  Poder  Legislativo 

Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1880. 

Por  cuanto:  El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la 
Nación  Argentina,  reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con 
fuerza  de — 


LEY: 


Artículo  I  o  La  Intervención  Nacional  continuará  en  la 
Provincia  de  La  Rioja  al  objeto  de  organizar  el  Poder  Le- 
gislativo de  la  misma,  por  la  elección  de  sus  catorce  repre- 
sentantes. 

Art.  2"  La  intervención  cesará  una  vez  instalada  la  Le- 
gislatura. 

Art.  3°  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 
Buenos  Aires,  á  catorce  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
ochenta. 

Francisco  B.  Madero.  Vicente  P.  Peralta. 

Carlos  M.  Saravia,  /.  Alejo  Ledesma. 

Secretario  del  Seiiínlo.  Secretario  de  la  C.  d<»  D.  D, 
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Por  tanto:  Téngase  por   ley  de  la  Nación,   comuniqúese, 
publíquese  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Roca. 
•        _) 

A,  del  Viso. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


\     Decreto  nombrando  Interventor  Nacional  en  la 
Provincia  de  La  Bioja 

Buenos  Aires,  Noviembre  15  de  1880. 

En  ejecución  de  la  ley  de  20  de  Octubre  pasado: 
El  Presidente  de  la  República  — 

DECRETA : 

Artículo  I  o  Nómbrase  Interventor  Nacional  en  la  Provin- 
cia de  I^  Rioja,  con  retención  da  su  actual  empleo,  al  Pro- 
curador Fiscal  de  la  Sección  de  Santa  Fé  Dr.  D.  Pedro 
N.  Arias. 

Art.  2°  Expídansele  las  instrucciones  acordadas,  comuni- 
qúese, publíquese  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Roca. 
A,  del  Viso, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  aprobando  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  22 
de  Junio,  declarando  en  estado  de  sitio  é  inter- 
venida la  Provincia  de  Buenos  Aires  y  Corrientes* 

Belgrano,  Julio  17  de  1880. 

Por  cuanto:  El  Senadp  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Na- 
ción Argentina,  reunidos  en  Cong^reso,  etc.,  sancionan  con 
fuerza  de — 

LEY: 

Artículo  I'*  Apruébase  el  Decreto  del  P.  Ejecutivo  de  fecha 
^2  de  Junio  del  corriente  año  por  el  cual  declara  en  estado 
de  sitio  é  intervenida  la  Provincia  de  Buenos  Aires;  am- 
pliando el  plazo  de  estado  de  sitio,  hasta  el  30  de  Octubre. 

Art  2°  Apruébase  igualmente  el  Decreto  de  3  del  pre- 
sente por  el  que  declara  en  estado  de  sitio  é  intervenida 
la  Provincia  de  Corrientes  y  en  estado  de  sitio  Entre  Ríos 
y  Santa  Fé. 

Art  y  Autorízasele  para  invertir  de  las  rentas  generales, 
las  sumas  necesarias  para  la  ejecución  de  esta  Ley,  pudien- 
do  además  hacer  uso  del  crédito  de  la  Nación. 

Art  4<>  El  Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  oportunamente 
de  la  ejecución  de  esta  Ley  y  de  la  inversión  de  los  fon- 
'dos  que  ella  reclamase,  formulando  para  el  efecto  una  cuenta 
especial. 


-   4iH  - 

.Vrt.  5*  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  ei^ 
Belgrano,  á  diez  y  siete  días  del  mes  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos ochenta. 

Benjamín  Paz.  Vicente  P.  Peralta. 

B,   O  campo,  J,  Alejo  Ledcsma, 

S»»or<Mnrio  del  Sonado.  Searola'io  df  la  ('.  1).  1). 

Por  tanto:  Téngase  por  ley  de  la  Nación  Argentina,   co- 
muniqúese, publíqucse  é.  insértese  en  el  Registro  Xaci.onaL. 

Avellaneda. 
B,   Zorrilla^ 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Acuerdo  declarando  terminada  la  Intervencióir 
en  la  Provincia  de  Buenos  Aires 

Huo.iios  Ain's,  Octubn»  >1  do  1S8U. 

CONSIDERANDO  : 

r*  C)ue  se  han  llenado  los  objetos  de  la  Intervención  Na- 
cional en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  decretada  por 
acuerdo  de  z},  de  Junio  y  apiobada  por  ley  de  17  de  Julio 
del  corriente  año. 

2^  Que  se  ha  dado  cumplimiento  igualmente  á  lo  dispues- 
to por  la  ley  de  20  de  Agosto  pasado  y  se  hallan  funcionan- 
do con  regularidad  los  Poderes  Públicos  de  la  Provincia  con 
arreglo  á  sus  instituciones  locales,  por  estas  consideraciones* 
El  Presidente  de  la   República,  en  consejo  (\o    Ministros — 
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ACUERDA : 


Artículo  i""  Declárase  terminada  la  Intervención  Nacio- 
nal en  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

Art.  2°  Oportunamente  se  dará  cuenta  al  Honorable  Con- 
greso de  la  ejecución  de  las  leyes  citadas  como  en  ellas  se 
dispone. 

Art.  3^  Comuniqúese,  publíquesc  é  insértese  en  el  Regís- 
tro  Nacional. 

Roca. 

A,  del  Viso, — B,  de  Irigoyen, — 
S,  Cortínez. — M,  D,  Bizarro. 
— B,    Vic tortea. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Acuerdo  declarando  terminada  la  Intervención 
Nacional  en  la  Provincia  de  Corrientes 

Buenos  Air(»s,  NovioiiiI)rc'  2  de»  1880. 

Por  cuanto:  Se  hallan  funcionando  regularmente  los  Po- 
deres Públicos  de  la  Provincia  de  Corrientes  y  asegurada 
la  tranquilidad  pública  en  esa  y  en  las  Provincias  de  En- 
tre Ríos  y  Santa  y  Fé,  habiendo  desaparecido  por  consi- 
guiente las  causas  que  motivaron  el  acuerdo  de  (irobierno 
de  3  de  Julio,  aprobada  por  ley  del  17  del  mismo  mes  dol 
corriente  año; 
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El  Presidente  de  la    República  en    consejo  general  de    Mi- 
nistros— 

ACUERDA : 

Artículo  i"^  Declárase  terminada  la  Intervención  Nacional 
•en  la  Provincia  de  Corrientes. 

Art.  2®  Queda  levantado  el  estado  de  sitio  para  las  Pro- 
vincia de  Corrientes,  Entre  Ríos  y  Santa  Fé. 

Art  3^  En  oportunidad  se  dará  cuenta  al  H.  Congreso  de 
^a  ejecución  de  la  ley  de  ly  de  Julio,  en  cuanto  se  refiere 
á  las  Provincias  citadas. 

Art  4^  Comuniqúese^  publiquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Roca. 

A.  del  Viso, — Bernardo  de  Iri- 
goyen.  —  AL  D,  Pizarro.  —  S, 
Cortinez.  —  Benjamín  Victo- 
rica, 


1883 


ííinticigo  del  Estero 


x^ 


• 

'  m 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Xiey  mandando  intervenir  en  la  Provincia  de  Santiago 

Por  TANTO: 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina, 
reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuerza  de — 

LEY : 

Artículo  1"  El  Poder  Ejecutivo  intervendrá  en  la  Provin- 
cia de  Santiago  del  Estero  á  objeto  de  presidir  el  restableci- 
4niento  del  Poder  Legislativo  y  la  Constitución  del  Poder 
Ejecutivo. 

Art.  r"  A  los  efectos  del  artículo  anterior,  la  Intervención 
convocará  al  pueblo  á  elecciones  para  llenar  las  vacantes  que 
hubiesen  quedado  en  la  Legislatura  el  30  de  Septiembre  de 
«882  por  la  expiración  del  término  legal  del  mandato  de  los 
Diputados  salientes,  única  causa  de  vacancia  que  reconocerá 
la  Intervención,  para  los  efectos  de  la  convocatoria. 

Art.  3  *  Los  Diputados  electos  formando  quorum  con  los 
que  debían  conservar  su  mandato  hasta  el  3(»  de  Septiembre 
del  presente  año,  conocerán  de  la  validez  ó  nulidad  de  las 
elecciones,  mandadas  practicar  por  esta  ley,  y  una  vez  que 
fuesen  aprobadas,  procederán  á  instalar  el  Poder  Legislativo. 

Art.  4^  Instalado  el  Poder  Legislativo,  procederá  á  la  elec- 
ción de  (jobernador  con  arreglo  á  la  Constitución  de  la  Pro- 
vincia, 


4* 


Jf 
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Art.  5**  La  Intervención  cesará  en  el  acto  de'tqpiar  pose-' 
sión  de  su  cargo  de  Gobernador  electo. 

Art  ó**  El  Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  ul  Cong^reso  del 
cumplimiento  de  esta  Ley. 

Art  y^  Queda  autorizado  el  Poder  Ejecutivo  para  hacer 
los  gastos  que  demande  esta  ley,  imputándose  á  la  misma. 

Art  S^  Comuniqúese  al  P.  E. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 
Buenos  Aires,  á  treinta  días  del  mes  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  tres. 

Miguel  Navarro  Viola         Franxisco  B.  Madero 
/,  Alejo  Ledesma,  B,  O  campo. 

Secretario  «l«!  la  C.  «I^  D.  I),  S«Tr.t>ir¡o  «li»l  Sonado. 


Buenos  Aires,  Julio  10  de  1883. 

Por  tanto: 

Téngase  por  Ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  pubh'quese  é 
nsértese  en  el  Registro  Nacional. 

Roca. 
Bernardo  de  Ingoycn. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Interventor  en  Santiago  al  doc- 
tor Chavarria 


Buenos  Aires,  Julio  18  de  1883. 

En  ejecución  de  la  ley  de  Julio  del  corriente  año  y  á  los 
objetos  en  ella  expresados, 


..  V 
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'  El  Presidpiíte  de  la  República— 

*   tK  DECRETA: 

Artículo  I**  Nómbrase  Comisionado  del  Gobierno  Nacio- 
nal para  intervenir  en  la  Provincia  de  Santiago  del  Estero, 
al  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación,  doc- 
tor don  Isaac  Chavarría. 

Art.  2"  Por  el  Ministerio  del  Interior  se  expedirán  al  In- 
terventor las  instrucciones  necesarias. 

Art  30  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Roca, 
Bernardo  de  írigoyr?í. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


D  ecreto  nombrando  Secretario  del  Interventor  en  la 
Provincia  de  Santiago 

Buenos  Aires,  Julio  26  de  188:5. 

Para  los  efectos  de  la  ley  de  10  del  corriente, 
El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  lO  Nómbrase  Secretario  del  Interventor  en  la 
Provincia  de  Santiago  del  Estero,  al  doctor  don  Rafael  Cas- 
tro. 


Art.  \-.  -lus^io  .11  S'.'crciari*'  iiornt^raílo  '^l  :  ulUÍ''>  -íl*  dcs- 

cientoi;  -  lüí.  i  '••  il  ^  p  '    r.T's,  mieaiiM.^  dure  su  cniv.isión 

que  Sf  .  '-.uiJUí  i   ^  .i  la   l'\v  aiiton<»rni(?nte  <  i  trida. 

Art  •'  -ni.i.íi'/'' s.  .  nMhl'tjuc'.se  ó  íhs/tloso  en  ol  Regis- 
tro N  . ;. 

A'  '  \'írr/o  di   irigoytii. 


1884 


Cdtcinxircd 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  abonar  los 
gastos  que  se  hagan  en  la  Intervención  á  la  Pro- 
vincia de  Catamarca  con  el  objeto  de  reorgani- 
zar el  Poder  Legislativo  de  dicha  Provincia. 

Por  cuanio: 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina, 
reunidos  en  Congreso;  etc ,  sancionan  con  fuerza  de — 

LEY: 

Artículo  I**  El  Poder  Ejecutivo  intervendrá  en  la  Provin- 
cia de  Catamarca,  al  único  objeto  de  reorganizar  el  Poder 
Legislativo  de  aquella  Provincia,  tomando  por  base  el  escru- 
tinio hecho  por  acta  de  diez  y  seis  de  Marzo  del  presente 
año  por  la  Junta  de  funcionarios  que  la  firman. 

Art.  2 '  La  Intervencióu  subsistirá  hasta  que  el  Poder  Le- 
gislativo entre  en  las  relaciones  constitucionales  con  el  Poder 
Ejecutivo  y  se  hayan  hecho  las  elecciones  que  decretasen  las 
mismas  Cámaras  para  integrarse. 

Art.  3'*  Queda  autorizado  el  Poder  Ejecutivo  para  hacer 
los  gastos  que  demande  la  ejecución  de  esta  ley,  impután- 
dolos á  ella  misma. 

Art.  4*'  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 


Buenos  A*''  ^  -t     m«.  *^«-piirmhro  ii»  ;     •  •  <  h«'f  it-ut   .  .ídien- 
ta  y  cuatrc 

Rafael  R  .  .^  i  i  .\.,>         1- k  wcisa»  U.  Madkko. 

J'  A  tha.                                /y.    o  envide. 


A' vM'inl'!'  •:  •    l^^l 


Por  tanto: 


Téngase  por  le}'  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíquese  é 
insértese  en  el  Reg-istro  Nacional. 

Roca. 
fíer nardo  de  /rigoyrn. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 

Se  nombra  al  señor  Diputado  doctor  Onésimo  Legui- 
zamón  Comisionado  Nacional  en  la  Provincia  de 
Catamarca  para  hacer  efectiva  la  Intervención. 

Buenos  Aires,  Septiembre  lü  de  1884. 

Debiendo  intervenir  el  Poder  Ejecutivo  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Catamarca  en  cumplimiento  déla  ley  número  1466 
promulgada  en  la  fecha,   á  objeto    de  reorganizar   el   Poder 
Legislativo  de  aquella  Provincia, 
El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  r'  Nómbrase  al  señor  Diputado  doctor  Onésimo 
Leguizamón,  Comisionado  Nacional  en  la  Provincia  do  Ca- 
tamarca para  hacer  efectiva  la  Intervención  referida. 


Art.   2"  I'.  '    "^i-.-,;  >n.i'l.»  p:-  i     ■  .cuerdo  con  las  ¡ns- 

triio  ¡"íi»'s  qutí  el  A]ip¡>.t«  r:  >  »!•  i   í.t'  r-  •    le  transmita  para  la 
mej'i'- cj.'VHHM'Mi  cióla  rir-nci-».  .   ;..  1"\. 

Art.  3'J  C')nuiníqin>p    puljliíj-c  se*  <'•  -asértese  en  el  Regís- 
\';'  ional. 

Roca. 
.^ir{/o  de  Irigoycn, 


•^:l^\K  •  .  ■    v  «. »  i>ki   interior 

Se  nombra  Secretario  del  Interventor  en  la  Provin- 
cia de  Catamarca  al  doctor  don  Ernesto  Weigel 
Muñoz. 

Buenos  Aires,  Septiembre  l(i  lU'  1884. 

En  vista  de  lo  manifestado  en  la  nota  precedente  y  a  los 
efectos  déla  ley  núm.  1466  de  Septiembre  10  dol  corriente, 
El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  I"  Nómbrase  vSecretario del  Interventor  en  la  Pro- 
vincia de  Catamarca,  al  doctor  don  Ernesto  Weigel  Muñoz^ 

Art.  2"  Asígncise  al  Secretario  nombrado  la  remuneración 
de  200  pesos  moneda  nacional  mensuales,  miemtras  dure  su 
comisión. 

Art.  3*^  Impútese  el  gasto  autorizado  á  la  ley  anterior- 
mente citada. 

Art.  4«>  Comuniqúese,  publíquese  ó  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Roca. 
Bernardo  de  Irigoyen, 


:W^' 


1887 


Tu cu man 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  núm    1940  sobre   Intervención  en   la  Provincia 
de  Tucumán 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina, 
reunidos  en  Congreso,  sancionan  con  fuerza  de — 

T.K  Y : 

Artículo  1°  El  Poder  Ejecutivo  intervendrá  en  la  Provin- 
cia de  Tucumán  á  objeto  de  restablecer  las  autoridades  legal- 
mente  constituidas,  de  conformidad  con  los  artículos  5''  y  6** 
de  la  Constitución  Nacional. 

Art.  2°  Autorízase  al  P.  E.  para  hacer  los  gastos  que  el 
cumplimiento  de  esta  lej'  demande,  imputándose  á  'a  misma. 

Art.  30  Comuniqúese  al  P.  E. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  á 
primero  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete. 

Estanislao  Zeballos  C.  Pellegrini. 

Juan  Ovando,  B.  Ocampo, 

Sí»cr.'tari<>  il<»  la  C.  do  I).  I>.  Socrctario  del  Soimdo. 


Buenos  Airos,  JnIio2  de  1887. 

Téngase  por  ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíquese  é 
insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Juárez  Celman. 
y?.    Wildc, 


DEPARTA^rENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  núm    1940  sobre   Intervención  en   la  Provincia 
de  Tucumán 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina, 
reunidos  en  Congreso,  sancionan  con  fuerza  de — 

LEY: 

Artículo  1°  El  Poder  Ejecutivo  intervendrá  en  la  Provin- 
cia de  Tucumán  á  objeto  de  restablecer  las  autoridades  legal- 
mente  constituidas,  de  conformidad  con  los  artículos  5"  y  6** 
de  la  Constitución  Nacional. 

Art.  2**  Autorizase  al  P.  E.  para  hacer  los  gastos  que  el 
cumplimiento  de  esta  ley  demande,  imputándose  á  'a  misma. 

Art.  30  Comuniqúese  al  P.  E. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  á 
primero  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete. 

Estanislao  Zeballos  C.  Pellegrini. 

Juafi  C)va7ido,  B,  Ocatnpo, 

Sfirrt'tario  fli«  l.i  C.  de  O.  I).  8ocrct»\ri<>  ilcl  Sonaílo. 


Buenos  Airos,  Julio  2  de  1887. 

Téngase  por  ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíquese  é 
insértese  en  el  Registro  Nacional. 

JuArez  Celman. 
E,   Wildc. 


*v 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Comisionado  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Tucumán,  al  doctor  don  Salustiano  J- 
Zavalia. 

Buenos  Aires,  Julio  2  de  1887. 

Debiendo  intervenir  el  P.  E.  Nacional  en  la  Provincia  de 
Tucumán  en  cumplimiento  de  la  Ley  núm.  1940  promulgada 
en  la  fecha,  á  objeto  de  restablecer  las  autoridades  legal- 
mente  constituidas,  de  conformidad  con  los  artículos  5*^  y  6*" 
de  la  Constitución  Nacional, 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA : 

Artículo  1°  Nómbrase  al  señor  Presidente  de  la  Cámara 
de  Apelaciones  en  lo  Civil,  doctor  don  Salustiano  J.  Zavalia, 
Comisionado  Nacional  en  la  Provincia  de  Tucumán,  para  ha- 
cer efectiva  la  Intervención  referida. 

Art.  2^  El  Comisionado  procederá  de  acuerdo  con  las  ins- 
trucciones que  el  Ministerio  del  Interior  le  transmita  para  la 
mejor  ejecución  de  la  mencionada  ley. 

Art.  3°  Comuniqúese,  publíquese  ó  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Juárez  Celmax. 
R    IVíldc. 


1891 


Cata  marca 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 

Ley  disponiendo  que  el  P.  E.  intervenga  en  la 
Provincia  de  Catamarca 

El  Sencido  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina 
etc.,  sancionan  con   fuerza  de — 

LEY: 

Artículo  I'*  El  R  E.  intervendrá  en  la  Provincia  de  Ca- 
tamarca á  efecto  de  reponer  las  autoridades  legalmente  cons- 
tituidas, depuest¿is  por  la  sedición. 

Art.  2"  Los  gastos  que  demande  la  ejecución  de  la  pre- 
sente Ley  se  imputarán  á  la   misma. 

Art.  3°  Comuniqúese  al  P.  E. 

Dada  en  la  Sala  de  í  lesiones  del  Congreso  Argentino, 
en  Buenos  Aires,  á  veintisei?  de  Junio  de  mil  ochocientos 
noventa  y   uno. 

Miguel  M.  Nougués.  ToRCUAro  Gilbert. 

B.   Ocampo,  Alejandro  Sorondo. 

Sei-r.'tan.»  d»'l  Son;nln.  Socn-tnrio  «ie  lu  C.  di;  D.D, 

(liegiHtrifda  IhiJo  pí  nú  ni.  27  H4). 


Buenos  Aires,  Junio  ¿(5  de  189L 

Téngase  poa  Ley  de  la  Nación,   comuniqúese   é  insérte- 
se en   el  Registro  Nacional. 

Pellegríni. 
José   V.  Zapata, 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto   nombrando   interventor  Nacional  en    Cata- 
marca  al  General  Arias 

Buenos  Aires,  Junio  2(>  de  1891. 

Habiendo  el  H.  Congreso  ordenado  la  intervención  Na- 
cional en  la  Provincia  de  Catamarca, 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA : 

Artículo  i^  Nómbrase  Inter\'entor  en  la  Provincia  de  Ca- 
tamarca,,  al  señor  General  de  Brigada,  D.  Amaro  Arias. 

Art  2®  El  Interv^entor  Nacional  procederá  en  el  desem- 
peño de  esa  comisión  de  acuerdo  con  las  instrucciones  del 
Ministerio  del  Interior. 

Art  3®  El  Ministerio  de  la  Guerra  pondrá  á  las  órdenes 
del  Interventor  Nacional,  las  fuerzas  que  sean  necesarias 
para  el  desempeño  de  su  comisión. 

Art.  4°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Pellegrini. 
/osí'    V,  Zapata. 


s 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Acuerdo  declarando  intervenida  la  Provincia 
de  Catamarca 

Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  1891. 

Habiendo  solicitado  la  intervención  del  Gobifjrno  Nacio- 
nal en  la  Provineia  de  Catamarca,  la  mayoría  del  Senado, 
seis  Diputados  y  la  mayoría  de  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia de  aquel  Estado,  fundándose  la  primera  en  haber  si- 
do declarados  cesantes  los  Senadores  que  la  componen  por 
una  minoría  de  sus  colegas,  los  segundos  en  la  desapari- 
ción del  Senado  por  la  separación  á  que  se  refieren  los 
Senadores  de  mayoría  requirentes,  y  los  Ministros  de  la 
Suprema  Corte  en  estos  mismos  hechos  y  posteriormente 
en  la  separación  de  sus  propios  puestos  de  miembros  de 
ja  Suprema  Corte,  y  en   su  reemplcizo  por  otros,  y  — 

CONSIDKRANDO: 

I  o  Que  los  siete  Senadores  que  solicitan  la  Intervención 
Nacional  para  ser  repuestos,  representa  en  aquel  cuerpo, 
compuesto  por  la  Constitución  de  diez  miembros,  una  ma- 
yoría, y  por  consiguiente,  su  manifestación  debe  conside- 
rarse como  la  expresión  de  una  rama  del  Poder  Legislativo 
de  Catamarca; 

2°  Que  la  destitución  de  los  miembros  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  importa  la  supresión  de  uno  de  los  Po- 
deres de  aquel  Estado,  si  ella  no  ha  sido  hecha  con  arreglo 
á  la  Constitución   de  la  misma  Provincia; 

3^*  Que  la  existencia  y  funcionamiento  de  los  poderes  que 
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constituyen  el  Gobierno  del  Estado  de  Catamarca,  de  acuer- 
do con    sus  instituciones    locales,    cstíin   garantidos  por    la 

Constitución   Nacional;  y  < 

«I 
4^  üue   no  estando  reunido  el  11.  Congreso  corres^-onde 

al  P.  E.  Nacional  la  facultad  de  intervenir  en  el  Territorio 
de  los  Estados, 

El  Presidente   de  la  República,   en  acuerdo  general  de  Mi- 
nistros— 

DECRETA : 

Artículo  I"  De  conformidad  y  á  los  objetos  de  los  artí- 
culos 5*  y  6«  de  la  Constitución  Nacional,  declárase  inter- 
venida la  Provincia  de  Catamarca. 

Art.  2^  Nómbrase  Interventor  al  Dr.  Juan   Carballido. 

Art.  3^  El  Ministerio  del  Interior  dará  al  Interventor  las 
instrucciones  respectivas. 

Art.  4,  Comuniqúese,  publíquese  ó  insértese  en  el  Registro 
Nacional.  • 

Pellegrini. 

/os^  V,  Zapata,— V,  R  López. 
— E,  Zeballos,—/,  Balesfra. — 
A^.  Levalle, 


1892 


Sfintioflo  del  Estero  v  Mendoza 


i 

á 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley   autorizando  al  P.  E.  para  intervenir  en  la 
Provincia  de  Santiago  del  Estero 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argen- 
tina, reunidos  en  Congreso.  etc„  sancionan  con  fuer- 
za de — 

LEY : 

Artículo  I"  Autorízase  al  P.  E.  para  intervenir  en  la  Pro- 
vincia de  Santiago  á  los  efectos  de  los  artículos  5"  y  6^ 
de  la  Constitución   Nacional. 

Art.  2  *  Autorízase  para  movilizar  en  todo  ó  en  parte  la 
Guardia  Nacional  de  la  Provincia,  si  lo  reputase  conducen- 
te á  los  fines  de  la  Intervención. 

Art.  3"  .Vutor ízasele  para  hacer  todos  los  gastos  que  de- 
mande la  ejecución  de  la  presente  ley. 

Art.  40  Comuniqúese  al  P.   E. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 
Buenos  Aires,  á  veinticinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos. 

José  E.  Uriburu.  Torcuato  Gilbert. 

B.   O  campo.  Alejandro  Sorondo. 

^  .-reía í i..  .1.1  Seiia.l.).  Stvi-otiirio  <io  la  ('.  do  D.I). 

(Jit'f/i.straild  bajo  el  nnm.  :^<V.%'J. 
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Buenos  Aires,  (Htubpc  '2ii  <W  isjhj. 


Téngase  por  ley  de  la  Nación;  comuniqúese,   publíquese  é  * 

insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Saenz  Pkxa. 
J/.   ()uiiifa7ia. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  declarando  intervenida  la  Provincia  de  San- 
tiago del  Estero,  nombrando  Interventor.  Secre- 
tarios y  Jefe  de  las  fuerzas. 

Buenos  Aires,  Octubre  ISS  de  lSl»i>. 
(  Volumen.  *Sp,v/o«í',v  extraordinarias  D.  D.  pági*.  »V.9  #/  7'J. 

En  virtud  de  la  autorización  conferida  por  la  ley  núme- 
ro 2896. 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA : 

Artículo  i"  Declárase  intervenida  h»  Provincia  de  Santia- 
go   del  Estero. 

Art  2"  Nómbrase  Interventor  al  ciudadano  Dr.  D.  Eduar- 
do Csota. 

Art.  3"  El  Interventor  desempeñará  su  comisión  de  acuer- 
do con  las  instrucciones  que  le  serán  transmitidas  por  el  Mi- 
nisterio del  Interior. 

Art.  4"  Todos  los  Jefes  y  Oficiales  de  la  Nación  residen- 
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tos  en  la  Provincia  de  Santiago  del  Estero,  quedan  bajo  las 
órdenes  del  Interventor. 

Arl.  5*"  Por  el  Ministerio  de  la  Guerra  se  pondrá  á  dispo- 
sición del  Interventor  la  fuerza  necesaria  para  el  desempeño 
de  su  comisión. 

Art.  6**  Nómbrase  á  los  ciudadanos  Doctores  D.  Julio  Bo- 
tet  y  D.  Marco  M.   Avellaneda.  Secretarios  del  Interventor. 

.Vrt.  70  Nómbrase  al  General  de  Brigada  D.  Amaro  Arias 
Comandante  en  Jefe  de  todas  las  fuerzas  al  .servicio  de  la 
Intervención. 

Art.  8''  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Saexz  PkÑvV. 
JA    Qítinfana. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Acuerdo  declarando  en  estado  de  sitio  é  intervenida 
la  Provincia  de  Mendoza 

Buenos  Aires,  Enero  21  de  lbí:>2. 

Habiéndose  solicitado  coa  fecha  7  del  coiriente  mes,  la 
intervención  del  Gobierno  Federal  en  el  Estado  de  Men- 
doza, por  quince  Diputados  á  la  Legislatura,  á  objeto  de 
mantenerla  en  el  libre  ejercicio  de  sus  funciones,  fundán- 
dose en  que  los  miembros  del  expresado  cuerpo  no  podúin 
reunirse  y  estaban   amenazados  en  sus  vidas  y — 

considerando: 

i^  (Jiio  el  P.  E.  antes  de  tomar  resolución  alguna  acor- 
dando ó  negando  la  intervención  pedida  se  dirigió  al  Go- 
bierno de  Mendoza  haciéndole  presente  el  pedido  del  cuerpo 
Legislativo  y  sus  motivos,  invitándole  á  que  facilitara  á 
aquel  poder  del  estado,  las  seguridades  y  garantías  que  re- 
quería, obteniendo  en  contestación  del  Gobierno  de  Men- 
doza, la  formal  protesta  de  que  ninguna  presión  se  ejercía 
sobre  los  Diputados  ni  se  ejercería  en  adelante;  aseverando 
además,  el  Gobernador,  que  el  Poder  Ejecutivo  convocaría 
á  la  misma  Cámara  á  sesiones,  para  que  tratara  asuntos  de 
importancia  para  la  Provincia; 

2"  Oue  posteriormente  el   Presidente  de  la  Cámara  de  Di- 
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-putados  hizo  presente  al  Gobierno  Nacional  que  no  le  ha- 
l>{an  sido  dadas  á  aquel  cuerpo  las  garantías  solicitadas, 
insistiendo  por  ello  en  el  pedido  de  intervención  pendiente, 
rsin  lo  cual  la  Cámara  no  podría  sesionar,  desapareciendo 
de  hecho  en  el  Gobierno  de  Mendoza; 

3'>  Que  pasados  algunos  días  el  Presidente  de  la  Legis- 
latura, señor  Carlos  González,  se  dirigió  al  Gobierno  Nacio- 
nal, manifestándole  que  habiéndose  reunido  una  mayoría  de 
la  Cámaraj  de  Diputados,  ésta  había  resuelto  suspender  en  el 

•  ejercicio  de  sus  funciones  al  Gobernador  interino  Sr.  Ortiz, 
nombrando  en  igual  carácter  al  Sr.  Manuel  Bermejo,  y 
mientras  éste,  que  estaba  ausente,  no  asumiera  el  mando 
gubernativo,  lo  hiciera  el  Sr.  González  como  Presidente  de 

•  aquel  cuerpo,  lo  que  no  había  podido  efectuar  por  resistirse 
el  Sr.  Ortiz  á  entregarle  el  Gobierno  y  se  veía  obligado 
á  su  vez,  á  pedir  la  Intervención  Nacional  para  poder  de- 
sempeñar sus  funciones  de  Gobernador  provisorio  con  arre- 
glo á  la  Constitución  vigente  en   la  Provincia; 

4**  Que  el  Gobierno  ha  tenido  conocimiento  de  que  el 
Vice  Presidente  de  la  Legislatura  y  varios  otros  Diputados 
reunidos  encasa  de  éste,  han  sido  atacados  por  grupos  ar- 
mados, que  se  han  reunido  y  llevado  á  cabo  el  asíJto  sin 
encontrar  obstáculo  alguno,  resultando  el  Vice- Presidente 
■herido,  muerto  el  Secretario  de  la  H.  Cámara  de  Diputa- 
dos y  perseguidos  á  balazos  otros   Diputados  más; 

5°  Que  la  falta  de  garantía  en  que  los  Diputados  fun- 
daban su  pedido  de  Intervención,  está  justificada  por  los 
hechos  sangrientos  recientemente  producidos; 

6*^  Que  resulta  evidente  que  apesar   de  las  protestas  del 

'Gobernador   de  Mendoza,  la  Legislatura    no  está  garantida 

en  su    existencia    por  no   estarlo    sus    miembros,    y   por   lo 

mismo  desaparece  del  Gobierno  Provincial    uno  de  sus  £il- 

tos  poderes; 

7°  Que  desapareciendo  de  hecho  la  Legislatura  de  Men- 

•  doza  como  cuerpo  deliberante,   y  solicitarla   la   intervención 

29 
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por  la  mayoría  de  sus   miembros  á  objeto  de  sostenerla  & 
restablecerla,  corresponde  al  P*  E.  Nacional,  estando  en  re- 
ceso el  H.  Congreso  acordarla  ó  denegarla. 
El  Presidente    provisorio    del    H.    Senado,  en    ejercicio  del 
P.  E.  y  en  acuerdo  general  de  Ministros, — 

DECRETA : 

Artículo  I**  Declárase  en  estado  de  sitio'é  intervenida  la 
Provincia  de  Mendoza. 

Art.  2^  Nómbrase  Interventor  al  señor  Francisco  Uri- 
buru. 

Art.  3**  El  Interventor  sostendrá  ó  restablecerá  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  á  la  H.  Cámara  Legislativa  de  la 
Provincia  de  Mendoza  con  arreglo  á  su  Constitución. 

Art.  4"*  Todos  los  Jefes,  Oficiales  de  la  Nación  y  fuerzas 
militares  residentes  en  la  Provincia  de  Mendoza  se  pon- 
drán inmediatamente  á  las  órdenes  del  Interventor  Na- 
cional. 

5**  Nómbrase  Comandante  en  Jefe  de  las  fuerzas  nacio- 
nales al  servicio  de  la  intervención  al  General  de  D¡visiói> 
Luis  María  Campos. 

Art.  ó'^  Por  el  Ministerio  del  Interior  se  darán  al  nom- 
brado las  instrucciones  correspondientes  y  por  el  Ministerio 
de  la  Guerra  se  pondrán  á  su  disposición  las  fuerzas  acor- 
dadas. 

Art.  7°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  PvCgis- 
tro  Nacional. 

NOUGUÉS. 

/.  V,  Zapata.— R  S.  Zeballos,— 
V,  F.  López,— Juan  Balestra^ 

— N,  Leva  lie. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Acuerdo  declarando  terminada  la  Intervención 
Nacional  en  la  Provincia  de  Mendoza 

Buenos  Aires,  Marzo  17  de  1892. 

Visto  el  informe  que  precede,  y  considerando  que  han  si- 
do llenados  los  fiues  de  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Mendoza  ordenada  por  acuerdo  de  21  de  Enero 
del  corriente  año,  habiéndose  ajustado  el  Interventor  á  las 
instrucciones  que  oportunamente  le  fueron  transmitidas, 

El    Presidente  de  la  República,  en  acuerdo  general  de  Mi- 
nistros— 

DECRETA : 

Artículo  I"*  Declárase  terminada  la  Intervención  Nacional 
en  la  Provincia  de  Mendozít  y  apruébase  la  conducta  del 
Interventor  D.  Francisco  Uriburu. 

Art.  2°  Hágase  saber  al  Excmo.  Gobierno  de  la  Provin- 
cia de  Mendoza  y  dése  las  gracias  al  señor  Interventor  por 
los  importantes  servicios  que  ha'  prestado  á  la  Nación. 

Art.  3°  Dése  cuenta  en  oportunidad  al  H.  Congreso,  co- 
muniqúese, publíquese  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Pe;llegrini. 

/.    V.  Zapata, — E,    Zeballos.—/^ 
Balestra, — N,  Lcvalle. 


1893 


Corrientes,  Catamarca,   B.  Aires, 
Scinta  re,  San  Luis  u  Tucuman 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  declarando  intervenida  la  Provincia 
.'de  Corrientes 

El  Senado  y  Cámí^ra  de  Diputados  de  la  Nación  Argenti- 
na, reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuer- 
za de — 

LEY: 

Artículo  I  o  Declárase  intervenida  la  Provincia  de  Corrien- 
tes á  efecto  de  organizar  sus  poderes  de  acuerdo  con  las 
prescripciones  de  la  Constitución  Nacional  y  de  las  Leyes 
de  la  Provincia. 

Art  2^  El  Poder  Ejecutivo  procederá  inmediatamente  á 
desarmar  y  disolver  toda  fuerza  armada  que  exista  en  el 
territorio  de  la  Provincia. 

Art  3"  Autorízasele  igualmente  para  hacer  los  gastos  que 
se  requieran  con  imputación  á  la  presente, 

Art.  4"  El  Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  oportunamente  al 
Honorable  Congreso. 

Art.  5^  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 
Buenos  Aires,  á  veintidós  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres. 

José  E.  Uriburu.  Francisco  Alcobendas. 

Adolfo  J,  Labougle,  Juan  Ovando, 

Secretario  del  Senado.  Secretario  de  la  C.  Je  D.D. 
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Buenos  Aires,  Agosto  23  de  1893. 

Téngase  por  Ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíquese 
é  insértese  en  el  Registro    Nacional. 

Saenz  Peña. 
Mantícl  Quintana, 
(Diario  Sesiones  Ordiiiana^  D.  D.  pdg.  471). 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  interventor  en  la  Provincia  de 
Corrientes  al  doctor  don  Leopoldo  Basavilbaso 
y  Comandante  en  Jefe  de  todas  las  fuerzas  al 
servicio  de  la  intervención  al  General  de  Briga- 
da  don  Miguel  C.  Molina. 

Buenos  Aires,  Agosto  24  de   1893. 

En  virtud  de  lo  dispuesto  por  la  Ley   número  2953, 
El  Presidente   de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  I  o — Nómbrase  Interventor  en  la  Provincia  de 
Corrientes  al   doctor  don  Leopoldo  Béusavilbaso. 

Art  2'' — El  Interventor  desempeñará  su  comisión  con 
arreglo  á  la  Ley  de  Intervención  y  á  las  instrucciones  que 
se  le   transmitirán  por  el  Ministerio  del  Interior.  * 

Art.  3° — Los  Jefes  y  Oficiales  de  la  Nación  residentes  en 
la  provincia  intervenida  quedan  bajo  las  órdenes  del  señor 
Interventor. 

Art.  4" — El  Ministerio  de  la  Guerra  pondrá  á  las  órde- 
nes del  señor  Interventor  las  fuerzas  nacionales  necesarias 
para  el  desempeño  de  su  cometido. 
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Art.  5° — Nómbrase  Comandante  en  Jefe  de  todas  las  fuer- 
zas al  servicio  de  la  Intervención,  al  General  de  Brigada 
don  Miguel  C.  Molina. 

Art.  6° — Nombra nse  Secretarios  de  la  Intervención  á  los 
señores  doctores  Norberto  Pinero  y  Rodolfo  Rivarola. 

Art.  7**— Comuniqúese,  publi'quese  y  dése  al  Regfistro  Na- 
cional. 

Saenz  Pena. 
Manuel  Quintava, 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Instrucciones  á  las  cuales  deberá  sujetarse  la  Inter- 
vención 

Al  señor   Interventor  de    la   Provincia  de    Corrientes,  doc- 
tor don  Leopoldo  Basavilbaso: 

Tengo  la  satisfacción  de  transmitir  á  V.  E.,  las  instruc- 
ciones que,  según  decreto  de  su  nombramiento,  deben  ser- 
vir de  norma  á  los  procedimientos  de  V.  E.  para  intervenir 
en  la  Provincia  de  Corrientes. 

El  art.  1°  de  la  Ley  de  Intervención  determina  el  ob- 
jeto y  alcance  de  la  misión  confiada  á  la  alta  rectitud 
de  V.  E. 

A  fin  de  hacerla  efectiva  se  ha  de  servir  V.  E. — 

I®  Trasladarse  á  la   ciudad  de  Corrientes  y  asumir  el 
mando  de  la  Provincia  á  nombre  del    Gobierno  de 
la  Nación; 
2^  Poner  inmediatamente  en  libertad  á  todas   las  per- 
sonas que  pudieran  hallarse  privadas  de  su  libertad 
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por  causas  políticas,    relacionadas   con    los  sucesos 
ocurridos  últimamente; 

3°  Llevar  á  efecto  la  pacificación  completa  de  la  Pro- 
vincia, garantir  su  tranquilidad  y  asegurar  el  res- 
peto debido  á  las  personas  y  propiedades  de  sus 
habitantes; 

40  Cumplir  la  ley  y  decreto  de  desarme  comenzada  á 
ejecutar  por  el  P.  E..  licenciando  la  fuerza  que  se 
encuentre  en  armas  en  cualquier  punto  del  territo- 
rio de  la  Provincia; 

50  Convocar  al  pueblo  de  la  Provincia  á  elecciones  ge- 
nerales, previa  apertura  del  padrón  electoral,  á  ob- 
jeto de  organizar  sus  poderes  públicos  con  estricta 
sujeción   á  las  instituciones  locales; 

6°  Resolver  dentro  de  las  reglas  de  criterio  que  do- 
minan esta  intervención  todas  las  cuestiones  acce- 
sorias que  pudieran  suscitarse  durante  el  curso  de 
su  misión; 

7^  Pedir  la  fuerza  de  línea  que  las  eventualidades 
reclamasen  para  el  mejor  éxito  de  la  Intervención ; 

8°  Convocar  la  Guardia  Nacional  usando  de  la  facul- 
tad que  acuerda  la  Ley  de  Intervención,  si  lo  con- 
siderara necesario; 

9^  Hacer  uso  oficial  del  correo,  telégrafo  y  demás 
servicios  nacionales,  para  el  mejor  desempeño  de  su 
misión; 

10  ] -leñados    los  objetos  de  la    Intervención,    informar 
al  (robierno  por  conducto  de  este  Ministerio  de  todo 
lo  obrado,   acompañando  copia    de  los   documentos 
concernientes   á   la  Interv^eneión. 
Esperando    que  las   anteriores    instrucciones   bastarán    á 
V.  E.  para  la   realización   de  su  comisión,   me  es  grato   sa- 
ludarlo con  mi  más    distinguida  consideración. 

Manuel  Quintana. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  autorizando  al  P.  E.  para  intervenir  la  Provin- 
cia de  Catamarca 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina 
reunidos  en  Congreso,  etc.  sancionan  con  fuerza  de  — 

LEY: 

Artículo  !• — Autorízase  al  P.  E.  para  intervenir  la  Pro 
vincia  de  Catamarca,  al  solo  efecto  de  organizar  los  Pode- 
res Legislativo  y  Judicial. 

Art.  2^ — Autorízasele  igualmente  para  hacer  de  rentas  ge- 
nerales los  gastos  que  exija  el  cumplimiento  de  esta  ley, 
imputándolos  á  la  misma  y  comprendiéndose  en  esta  au- 
torización lo  relativo  á  la  comisión  del  Teniente  Coronel 
Fraga. 

Art.  3° — Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino, 
en  Buenos  Aires  á  once  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres. 


Francisco  Alcobendas. 
Alejandro  Sorondo, 

Secretario  de  la  C.  de  D,  D. 


José  E.  Uriburu. 
B,  Oca?npo, 

Sfcreturlo  del  Senado. 
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Buenos  Aires,  Agosto  14  de  1893. 

Téngase  por  Ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíquese 
é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Saenz  Peña. 
Manuel   Qnmta?ia. 
(Sesiones  Ordinarían  D.  D.  pág.  427), 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


\  Decreto  nombrando  Interventor  y  Secretarios  en  la 

i  Provincia  de  Catamarca,  y  Comandante  de  las 

\  fuerzas  Nacionales  &  su  servicio. 

í  Buenos  Aires,  Agosto  25  de  1893. 


En  virtud   de  lo  dispuesto  por  la  Ley  número   2948, 
El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  1° — Nombrase  Interventor  en  la  Provincia  de 
Catamarca   al   ciudadano  doctor    don   Francisco   L.    García. 

Art.  2^ — El  Interventor  desempeñará  su  comisión  con 
arreglo  á  la  Ley  de  Intervención  y  á  las  instrucciones  que 
se  le  transmitirán  por  el  Ministerio  del  Interior. 

Art.  3° — Los  Jefes  y  Oficiales  de  la  Nación  residentes 
en  la  Provincia  intervenida,  quedan  bajo  las  órdenes  del 
señor  Interventor. 

Art.  4° — El  Ministerio  de  la  Guerra  pondrá  á  las  órde- 
nes del  señor  Interventor,  las  fuerzas  necesarias  para  el  me- 
jor desempeño  de  su   cometido. 
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Art.  5  o — Nómbrase  Comandante  en  Jefe  de  todas  las  fuer- 
zas al  servicio  de  la  Intervención  al  General  de  Brigada 
don  Juan  G.  Díaz. 

Art.  6** — Nómbranse  Secretarias  de  la  Intervención  á  los 
señores  doctor  Miguel  Romero  y  don  Augusto  Belín  Sar- 
miento. 

Art.  7<> — Comuniqúese  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Saenz  Peña.. 
Manuel  Quintana. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Interventor   Nacional  en  Cata- 
marca 

Buenos  Aires,  Diciembre  1**  de  1893. 

Hallándose  vacante  el  puesto  de  Interventor  en  la  Pro- 
vincia de  Catamarca, 
El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

xVrtículo  1° — Nómbrase  Interventor  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Catamarca  al  ciudadano  don  Joaquín  Granel. 

Art.  2° — Nómbrcise  Secretario  de  la  Intervención,  al  ciu- 
dadano don  Julio  Cramer. 

Art  3^ — Publíquese,  insértese  en  el  Registro  Nacional  y 
comuniqúese.  -     * 

Saenz  Peña. 
Manuel  Quintajia, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  declarando    intervenida  la  Provincia  de    Bue- 
nos Aires 


El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina 
reunidos  en    Congreso,  etc.  sancionan  con  fuerza  de — 


LEY: 


Artículo  I  o — Declárase  intervenida  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  á  efecto  de  organizar  sus  Poderes  Públicos  den- 
tro de  las  prescripciones  de  la  Constitución  Nacional  y  de 
las  leyes  de  la   Provincia. 

Art.  2° — Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  movilizar  la 
Guardia  Nacional,  en  cuanto  lo  considere  necesario  á  la 
ejecución   de  esta  Ley. 

Art.  3** — El  Poder  Ejecutivo  procederá  inmediatamente 
á  desarmar  y  disolver  toda  fuerza  armada  que  exista  en  el 
territorio  de  la  Provincia. 

Art.  4° — Autorízasele  igualmente  para  hacer  los  gastos 
que  se  requieran,  con  imputación  á  la  presente. 

Art.  5^ — El  Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  oportunamente 
al   Honorable  Congreso. 

Art.  6° — Comuniqúese  al   Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones    del    Congreso    Argentino 
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en  Buenos  Aires  á  diez  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres. 

Francisco  Aixobendas.  José  E.  Uriburu. 

Alejandro  Sorondo,  B,  O  campo, 

S.«T.>t:«rio    (lo    la  C.  do  I).  I).  Secretario  <lcl  Soiíailo. 


Bueuos  Aires,  Agosto  14  de  1893. 

Téngase  por  Ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíquese, 
é   insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Saenz  Peña. 
J/.  Quintafia, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 

Decreto  nombrando  Interventor  en  la  Provincia  de 
Buenos  Aires  al  ciudadano  don  Eduardo  Oli- 
vera. 

Buenos  Aires,  Agosto  14  de  1893. 

En  virtud  de   la  autorización    conferida   por  la  Ley   nú- 
mero 2947, 

p;i   Presidente    de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  I  o — Nómbrase  Interventor   en  la   Provincia    de 
Buenos  Aires  al  ciudadano  don  Eduardo  Olivera. 
Art.  2^ — El  Interventor  desempeñará  su  comisión  con  arre- 
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glo  á  la  Ley  de  Intervención  y  á  las  instrucciones  que  se 
le  transmitirán  por  el  Ministerio   del  Interior. 

Art.  3<> — Los  Jefes  y  Oficiales  de  la  Nación  residentes 
en  la  Provincia  intervenida,  quedan  bajo  las  órdenes  del 
señor  Interventor. 

Art.  4'^ — El  Ministerio  de  la  Guerra  pondrá  á  las  órdenes 
del  señor  Interventor  las  fuerzas  necesarias  para  el  mejor 
desempeño  de  su  cometido. 

Art.  5<> — Nómbrase  Comandante  en  Jefe  de  todas  las  fuer- 
zas al  servicio  de  la  Intervención  al  General  de  División 
don  Francisco    Bosch. 

Art.  6^ — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Saenz  Peña. 
Manuel  Quintana. 
(Volumen  Sesiones  Ordinarias  D.  D.  pcig.  390). 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 

Decreto  nombrando  Secretarios  de  la  Intervención 
en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  &  los  docto- 
res don  Isaac  P.  Areco  7  don  Mariano  Mar- 
tinez. 

Kuenos  Aires,  Agosto  Ití  de  1893. 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

ArtícuIvO  i^* — Nómbranse  Secretarios  de  la  Intervención 
en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  á  los  ciudadanos,  docto- 
res don  Isaac  P.  Areco   y  don   Mariano  Martínez. 
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Art.  2^ — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Saenz  Peña. 
Mannel  Quintana. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Xiey  declarando    en  estado   de  sitio  el   territorio  de 
la   República 

El  Senado  y  Cámara   de  Diputados   de    la   Nación  Argen- 
tina, reunidos  en   Congreso,  etc.  sancionan  con  fuerza  de — 


LEV: 


Artículo  I'' — Declárase  en  estado  de  sitio  el  territorio  de 
la  República  por  el   término   de  sesenta   días. 

Art.  2^ — Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  movilizar  la 
Guardia  Nacional  de  la  República  si  lo  considera  nece- 
sario. 

Art.  3^ — Los  gastos  que  demande  la  ejecución  de  la  pre- 
sente Ley  se  imputarán    á  la  misma. 

Art.  4" — Comuniqúese   al  Poder   Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino, 
en  Buenos  Aires  á  quince  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y   tres.    . 

Francisco  Alcobendas.  José  E.  UKir.rRU. 

Juan    Ovando  y  Adolfo  Labouglc, 

*Sociotar¡u  de  la  C.  de  1).  D.  S-'-retMrio  .lo!  Sonado, 


:'0 
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iWnos  Aiivs,  A  «rosto  17  dt'  1^*»¿». 

'JVMigasc   por  Ley  do  la  Nación,  comuniqúese,   publíquese 
é   insértese   en  el   Registro  Nacional. 

Sakxz   Pkxa. 
J/a//ur/   Quiufaua, 


Instrucciones  al  señor  Interventor 

Huellos  Airrs,  A¿rosto  17  di*  \p\y.\. 

Al  señor  Interventor  de   la  Provincia  de  Buenos  Airts,  don 
Eduardo  Olivera. 

Tengo  la  satisfacción  de  remitir  á  V.  E.  his  instruccio- 
nes que  según  el  decreto  de  nombramiento  deben  servir 
de  norma  á  los  procedimienti^s  de  V.  E.  para  intervenir 
en   la   Provincia   de   Buenos  Aires. 

El  artículo  r*  de  la  ley  de  intervención  determina  el 
objeto  y  alcance  de  la  misión  confiada  á  la  alta  rectitud 
de  V.  E. 

A  fin   de  hacerla  efectiva   se  ha   de  servir   \n   E.: 

1®  'IVasladarse  á  la  ciudad  de  J,a  Plata  y  asumir  el 
mando  de  la  Provincia  á  nombre  del  (xobierno  de  la  Nación. 

2"  Poner  inmediatamente  en  libertad  á  todas  las  perso- 
nas que  pudieran  hallarse  privadas  de  su  libertad  por  causas 
políticas  relacionadas  con  los  sucesí^s  ocurridos  últimamente. 

3"  Elevar  á  efecto  la  pacificación  completa  de  la  Provin- 
cia, garandr  su  tranquilidad  y  aseg\irar  el  respeto  d(4)ido 
á  las  personas  y  propiedades  de  sus  habitantes. 

4""  Cumplir  la  ley  y  decreto  de  desarme  comenzado  á 
ejecutar  por  el  Poder  Ejecutivo,  licenciando   toda  fuerza  que 
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so  encuentre  en  armas  en  cualquier  punto  del  territorio  de 
la  Provincia. 

5"  Convocar  al  pueblo  de  la  Provincia  á  elecciones  ge- 
nerales, previa  apertura  del  padrón  electoral  á  objeto  de 
organizar  sus  poderes  públicos  con  extricta  sujección  á  las 
instituciones  locales. 

6°  Resolver  dentro  de  las  regkis  de  criterio  que  dominan 
esta  intervención  todas  las  cuestiones  accesorias  que  pu- 
dieran suscitarse  durante  el  curso  de  su  misión. 

7°  Pedir  la  fuerza  de  línea  que  las  eventualidades  reclama- 
sen para  el   mejor  éxito  de  la  intervención. 

8"  Convocar  la  (fuardia  Nacional  usando  la  facultad  que 
acuerda  la  ley   de   intervención,   si  lo  considera  necesario. 

9"  Hacer  usr»  oficial  del  correo,  telégrafo  y  demás  servi- 
cios nacionales  para  el  mejor  desempeño  de  su  misión. 

I  o.  Llenados  los  objetos  de  la  intervención,  informar  al 
(.Tobierno  por  conducto  de  este  AEinisterio  de  todo  lo  obrado 
acompañando  copia  de  los  documentos  concernientes  á  la 
intervención. 

Esperando  que  las  anteriores  instrucciones  bastarán  á 
V.  E.  para  la  realización  de  su  comisión,  me  es  grcito  salu- 
darlo  con  mi  más  distinguida  consideración. 

Firmado — 

Manukl  Quintana. 

Es  copia — 

O.  S,  Pico. 

Olicial  mayor. 


Decrcu>  aecctuido  Im  iwii  i-ia  del  se¿3r  EdvArdo 
Oliren.  In»t^^&:or  Xacioiul  ea  Im  PlroTi=.z¿a  de 
BdL€n.3S  Aires. 


Z'_L_xZ« 


.1     I^         ir     >  ^ 
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se  ciñera   al  objeto  primordial   de    su    comisión    sejjfún  las 
instrucciones  acompañadas  á  su  nombramiento; 

lo.  Que  todo  esto  demuestra  que  el  Interventor  no  se 
ha  penetrado  de  la  naturaleza  precisa  y  del  objeto  circuns- 
cripto de  la  alta  misión  que  se  le  había  hecho  el  honor  de 
confiarle;  el  Presidente  de  la  República  con  el  parecer  uná- 
nime de   su  Consejo  de  Ministros  — 

DECRETA: 

Artículo  1© — Acéptase  la  renuncia  que  el  ciudadano  don 
Eduardo  Olivera  presenta  del  cargo  de  Interventor  Nacio- 
nal en  la  Provincia  de   Buenos  Aires. 

Art.  2" — Acéptanse  igualmente  las  renuncias  presentadas 
por  los  ciudadanos  doctores  don  Isaac  P.  Areco  y  don  Ma- 
riano b.  Martinez,  de  los  cargos  de  Secretarios  de  la  in- 
tervención- 

Art.  3*'— Dénseles  las  gracias  por  los  servicios  prestados. 

Art.  4"-— Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Saenz  Peña. 
Manuel    Quintana, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 

Decreto  nombrando   Interventor  en  la  Provincia  de 
Buenos  Aires  al  doctor  Lucio  V.  López 

Buenos  Airos,  S<»i>tiembro  20  de  189:J. 

Hallándose  vacantes  los  cargos  de  Interventor  Nacional 
y  de  Secretarios  de  la  Intervención  en  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  el  Presidente  de  la  República — 
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DECRETA: 


Artículo  I  o — Nómbrase  Interventor  Nacional  en  la  Pro- 
vincia  de  Buenos  Aires,  al   doctor  Lucio  Y.  López. 

Art.  2* — Nómbranse  Secretarios  de  la  Intervención  ¿i  los 
doctores  áon  Tomás  Torres  Agüero,  don  Enrique  Navarro 
Viola  y  don  Ramón  Santamarina. 

Art.  30— Comuniqúese,  pubUquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Saenz   Pj:\a. 
Matntcl   Quitifatta, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  declaraudo  i ater venidas  las  Provincias  de  Santa 
Fe  y  San  Luis 

BiUMios  Ain's,  A¿»osto  IS  áv  W)i). 

El  SeiKido  y  Cíunara  de  Diputados    do  la  Nación  .Vrgenti- 
na,  reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuerza  de  — 

LEY: 

Artículi^  1'  -  Declciranse  intervenidas  las  Provinciíis  de 
Scinta  Fe  y  Síin  Luis,  ¿i  efecto  de  organizíu*  sus  poderes 
públicos  dentro  de  las  prescripciones  de  la  Constitución  Na- 
cional y  de  las  le3'es  de   las   Provincias. 

Art.  2'^  -Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  píira  movilizar  la 
(rucu-dia  Nacional  en  cuanto  lo  considere  necesario  á  la 
ejecuci'>n  do  esta  ley. 

Art.  ,^^  —Autorízasele  igualmente  para  hacer  los  gastos 
que  so  rt.v^uieran  con   imputación  á  la  presento. 

Art.  4'— El  Poder  Ejecutivo  dar£i  cuenta  oi)ortunamente 
al    íl  ):iorable  Congreso. 

Art.   5"— ('omuníquose  al  Poder   Ejecutivo. 

D.ida  en  la  S:da  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino  en 
l>u«?nf)S  Aires  á  quince  de  Agi)sto  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres. 

José  E.  Ukibuku.  Fkancisco  Alcühendas. 

Adolfo  J.     ÍMboiígle,  Juan    Ovando, 

s  •,  l•.^^:ll•n)  «l»»l  SiMüi.l»».  Sííorotario  ilo  l¡i  C.  <lo  D.l). 
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Téngase  por  ley  de  la  Nación,    comuniqúese,   publíquese 
é  insértese  en   el   Registro  Nacional. 

Saenz  Pexa. 
^íanuel    Quintafia. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  nombrando  Interventor  en  la  Provincia  de  Santa 
Fe,  &  don  Baldomero  Llerena  y  Comandante  en 
jefe  de  las  fuerzas  al  servicio  de  la  misma,  al 
General  de  Brigada  don  Liborio  Bernal. 

Buono.s  Aires,  Aj^osto  19  de  \>'i^'^. 

En  vista  de  la  autorización  conferida  por  la  Ley  nú- 
mero 2950,  el   Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  i'^ — Nómbrase  Interventor  en  la  Provincia  de 
Santa  Fe,   al  ciudadano  don   Baldomero  Llerena. 

Art.  2® — El  Interventor  desempeñará  su  misión  con  arreglo 
á  la  ley  de  intervención  y  á  las  instrucciones  que  so  Je 
transmitirán  por   el  Ministerio  del  Interior. 

Art.  3°— Los  jefes  y  oficiales  de  la  Nación  residentes  en 
la  Provincia  intervenida,  quedan  bajo  las  órdenes  del  señor 
Interventor.! 

Art.  4°  —El  Ministerio  de  la  Guerra  pondrá  á  las  órdenes 
del  señor  Interventor  las  fuerzas  nacionales  necesarias  para 
el  mejor  desempeño  de  su  cometido. 

Art.  5^* — Nómbrase  Comandante  en  Jefe  de  todas  las  fuer- 
zas al  servicio  de  la  intervención  al  (leneral  de  Brigada  don 
Liborio   Bernal. 
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Art.  6° — Nómbranse  Secretarios  de  la  Intervención  á  los 
señores  don  Raimundo  Wilmart  y  don  Julio  Botet. 

Art.  70 — Comuniqúese,  publíquese  y   dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Saenz  Pena. 
Manuel   Qitititana, 


Instrucciones  al  Interventor 

Buenos  Aires,  Af^osto  de  1803. 

I'*  Poner  inmediatamente  en  libertada  todas  las  personas 
que  se  hallan  presas  ó  detenidas  por  causas  políticas,  rela- 
cionadas con  los  sucesos  que  motivan  la  intervención. 

2*>  Adoptar  todas  las  medidas  tendentes  á  pacificar  la 
Provincia,  garantir  su  tranquilidad  y  asegurar  el  miis  abso- 
luto respeto  á  las  personas  y  propiedades. 

5"  Resolver  dentro  de  las  reglas  de  criterio  que  dominan 
esta  intervención,  todas  las  cuestiones  accesorias  que  pu- 
dieran  suscitarse  durante  el  curso  de  la   misión. 

40  Pedir  la  fuerza  de  línea  que  las  eventualidades  pudie- 
ran requerir  para  el   mejor  éxito   de  la  intervención. 

5**  Convocar  en  caso  de  extrema  necesidad  y  urgencia  el 
todo  ó  parte  de  la  (Tuardia  Nacional  que  fuese  abs(»luta- 
mente    indispensable  para  el  mismo  objeto. 

6°  Hacer  uso  oficial  del  correo,  telégrafo  y  demás  ser- 
vicios nacionales   para  el  mejor  desempeño  de  su  comisión. 

7®  Concluida  la  intervención,  informar  por  escrito  al  go- 
bierno, por  conducto  del  Ministerio  del  Interior,  de  todo  lo 
obrado,  acompañando  copia  de  los  documentos  concernientes 
á  la  intervención. 

Manuel  Quintana. 
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DEPARTAMENTO  DEÍ.  INTERIOR 

Decreto  aceptando  la   renuncia   del  Interventor    Na- 
cional en  Santa  Fe 

Buenos  Aires.   Septieiiibn*  -2.')   de    Isi»;;. 
El  Presidente  de  la   República — 

RESUKí.VF: 

Acépt¿ise  la  precedente  renuncia  presen t¿ida  por  el  doctor 
Baldomero  IJerena  del  cargo  de  interventor  Xíicional  en 
la  Provincia  de  Santa   Fe. 

.Vcéptase  igualmente  la  adjunta  renuncia  presentada  por 
el  doctor  don  Raimundo  Wilmart,  del  cargo  de  Secretario 
de  la  Intervención  de  Santa  Fe. 

líenseles  las  gracias  por  los  servicios  prestados  en  sus 
respectivos  cargos. 

Comuní(]uese,   etc. 

Sakxz   Pkna. 
Mamirl    OuijifdH'i. 


DKIWK  lAMl^XrO  DKL   IXTl^KIOR 

Decreto  nombrando  Interventor  Nacional  en  la  Pro 
vincia  de  Santa  Fe  al  doctor  don  J.  Vicente  Zapata 

liiU'iM»^    Aires.    ( )cl  iil>r('    11)   «le    l-^D.'J. 

Ilall.'iiulosc   \a(^ant(.'  el   puesb»  de    Intcrxeiilor   X.k  ioiial  en 
la    Proxiiicia   de   Santa    Fe.  el    Presidente  de  la   República  — 
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DKCRETA: 


Artículo    i^  — Xómbnise    Interventor  Nacional    en  la  Pro- 
vincia de  Santa  Fe,  al  doctor  don  José  Vicente  Zapata. 

Art.  j'— Dense  las  gracias  al  señor  Gener¿d   don  Liborio 

Bernal  p«)r  los  impr»rtantes    servicios    prestados    durante  el 

tiempo  que  ha  desempeñado    interinamente  la  intervención. 

Art.  3 <^— Comuniqúese,    publíquese  é  insértese  en  el   Re- 

s^istro    Xaci<.)n¿d. 

Saenz  Pexa. 
Mamccl    Qiütitana. 


DEPARTAMKXTO  DEL  LNTERIOR 


Decreto  nombrando  Secretario  de  la  intervención  en 
la  Provincia  de  Santa  Fe,  al  doctor  don  Manuel 
Zorrilla. 

r>iu*nos   AiiTs,   Noviembre  í»  (U'   l.síK). 

listando  vacante  el  cargo  de  Secretario  de  la  Interven- 
ci'')n  en  la  Provincia  de  Santa  Fe,  por  renuncia  del  doctor 
Raimundo   Wilmart,  el   Presidente  de  la  República  — 

DECRETA: 

Artículo  io--Xómbrase  Secretario  de  la  Intervención  Na- 
ci'>nal  en  la  Provincia  de  Santa  Fe  al  ciudadano  doctor 
AFcUUK'l  M.  Zorrilla. 

Art.  2'  -Publíquese,  insértese  en  el  Registro  Nacional  y 
comuniqúese. 

Saknz  Pkna. 
Ma/iuel    Quintana, 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 

Decreto  aceptando  la   renuncia   del  Interventor    Na- 
cional en  Santa  Fe 

Buenos  Aires,   Septiembre  2.")   de   1S1>;;. 
El  Presidente  de  la  República — 

RESUELVK: 

Acéptase  la  precedente  renuncia  presentíida  por  el  doctor 
Baldomcro  IJerena  del  cargo  de  Interventor  Nacional  en 
la  Provincia  de  Santa  Fe. 

.Vcéptase  igualmente  la  adjunta  renuncia  presentada  por 
el  doctor  don  Raimundo  Wilmart,  del  cargo  de  Secretario 
de  la  Intervención  de  Santa  Fe. 

Dénseles  las  gracias  por  los  servicios  prest¿i(los  en  sus 
respectivos  cargos. 

Comuniqúese,   etc. 

S:\EXz  Pkxa. 
Mannrl    Quintana, 


DEPARTAMENTO  DEL  IXTERir)R 

Decreto  nombrando  Interventor  Nacional  en  la  Pro 
vincia  de  Santa  Fe  al  doctor  don  J.  Vicente  Zapata 

Buenos  Aires,   ()etu))re   111  de  l.sím. 

Hallándose  vacante  el  puesto  de  Interventor  Xíicional  en 
la  Provincia  de  Santa  Fe,  el  Presidente  de  la  República  — 
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DKCRETA: 


Artículo   10 — Nómbrase    Interventor  Xacional    en  la  Pro- 
vincia de  Santa  Vo,  al  doctor  don  José  Vicente  Zapata. 

Art.  2'*— Dense  las  gracias  al  señor  General   don  Liborio 
Bernal  por  los  importantes    servicios    prestados    durante  el 
tiempo  que  ha  desempeñado    interinamente  la  Intervención. 
Art.  3^ — Comuniqúese,    publíquese  é  insértese  en  el   Re- 
gistro  Xacional. 

Saenz  Pexa. 
Matíucl    Qui/ifana, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Secretario  de  la  intervención  en 
la  Provincia  de  Santa  Fe,  al  doctor  don  Manuel 
Zorrilla. 

l>iUMios   Airos,   Noviembre  í)  de  IHlKj. 

Estando  vacante  el  cargo  de  Secretario  de  la  Interven- 
ción en  la  Provincia  de  Santa  ¥q,  por  renuncia  del  doctor 
Raimundo  Wilmeirt,  el   Presidente  de  la  República  — 

DECRKTA: 

Artículo  1°- -Nómbrase  Secretario  de  la  Intervención  Xa- 
cional en  la  Provincia  de  Santéi  Fe  al  ciudadano  doctor 
^[anuel  M.  Zorrilla. 

Art.  2"  -Publíquese,  insértese  en  el  Registro  Nacional  y 
comuniqúese. 

Saknz  Pkn'A. 
Manuel    Quitttatia, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Interventor,  Secretarios  y  de- 
m&s  autoridades  á  sus  órdenes  en  cumplimiento 
de  la  ley  de  intervención  en  la  Provincia  de 
San  Luis. 

HucMios  Aires,  At»-osto  lí)  de  isí>;i. 

En  vista  de  la  autorización  conferida  por  la  ley  núm.  2950, 
el  Presidente  de   la  República — 

DECRKTA: 

Artículo  i"— Nómbrase  Interventor  en  la  Prc-vincia  de  San 
Luis  al  ciudadano  don  Daniel   Dónovan. 

Art.  2" — El  Interventor  desempeñará  su  comisión  con 
arreglo  á  la  Ley  de  Intervención  y  á  las  instrucciones  que 
se  le  transmitirán  por   el  Ministerio  del    Interior. 

Art.  3" — Los  jefes  y  oficiales  de  la  Nación  residentes  en 
la  Provincia  intervenida,  quedan  bajo  las  órdenes  del  señor 
Interventor. 

Art.  4° — El  Ministerio  de  la  Guerra  pondrá  á  las  órde- 
nes del  señor  Interventor  las  fuerzas  necesarias  para  el 
mejor  desempeño  de  su  cometido. 

Art.  5** — Nómbrase  comandante  en  jefe  de  todas  las  fuerzas 
al  servicios  de  la  Intervención,  al  (xeneral  de  Brigada  don 
Lorenzo  Winter. 
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Art.  6° — Nómbraiise  Secretarios  de  la  Intervención  á  los 
señores  Pablo  Lascano  y  doctor  Ramón   Agüero. 

Art.  7^ — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Saenz  Peña. 
Mafiuel    Quintana, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto   nombrando    Secretario  de   la    Intervención 
en  San  Luis  á  don  Carlos  Aubone 

Buenos  Aires,  Septiembre  21  de  1893. 
El  Presidente  de  la   República — 

DECRETA: 

Artículo  i*^  — Nómbrase  Secretario  de  la  Intervención  Na- 
cí oruil  en  San   Luis,  al  doctor  Carlos  Aubone. 

Art.  2" — Comuniqúese,  publíquese  e  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. 

Saenz  Peña. 
Aíaniicl    Quintana, 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  aceptando  la  renuncia   del  Interventor  Na- 
cional en  la  Provincia  de  San  Luis 

liiUMios  Ain's.  St'i)ti('iu))r('  'iíJ  dr  isíío. 

En  vista  de  la  renuncia  precedente,  el  Presidente  de  la 
República — 

DECRETA: 

Artículo  1°-^ Acéptase  la  renuncia  presentada  por  el  doctor 
don  Daniel  J.  Dónovan,  del  cargo  de  Intei\entor  en  la  Pro- 
vincia de  San  Luis,  dándosele  las  gracias  por  los  impor- 
tantes servicios  prestados  en  el  desempeño  de  su  misión. 

Art.  2^ — Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Saenz  Pena. 
Manuel    (Quintana, 
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DEPARTAMENTO  DEL  LXTERIOR 


Ley  sobre   la  intervención  en  la    Provincia  de    Tu- 

cum&n 

Buenos  Aiivs,   Dk-icinbro   19  do  18H.-J. 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina, 
reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuerza   de — 

LEY: 

Artículo  1" — El  Poder  Ejecutivo  intervendrá  en  la  Pro- 
vincia de  Tucumán,  al  solo  efecto  de  hacer  proceder  inme- 
diatamente á  la  elección  de  un  nuevo  C(»legio  Electoral,  que 
practique  la  elección  de   Gobernador. 

Art.  2**— Así  mismo  hará  proceder  á  una  elección  de  la 
parte  de  la  Legislatura  que  debía  renovarse  por  las  elec- 
ciones que  tuvieron  lugar  en  el  mes  de  Julio  último. 

Art.  3" — El  íntcrventoi  procederá  en  el  desempeño  de 
su  cometido  con  arreglo  á  la  Constitución  y  leyes  de  la 
Provincia,  terminando  su  mandato  con  la  instalación  de  la 
Legislatura  y  la  recepción   del  Gobernador. 

Art.  4*^— Los  gastos  que  demande  la  Intervención  se  ha- 
rán de  rentas  generales  y  se  imputarán  á  esta  ley. 

Art.  5" — Comuniqúese  al   Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino, 
en  Buenos  Aires  á  diez  y  seis  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres. 

José  E.  Uriburu.        Francisco   Aixobendas. 
E,  Maldrz,  Juan   Ormndo, 

SooriMjino  dol  Soiindd,  Secretario  «le   la  C.  dr  1).1>. 
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Téngase  por  ley  de    la  Nación,  publíquese,  comuniqúese 
é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Saenz  Peña. 
Manuel    Quintana, 

(Sesiones  de  Prórotfa  D.D.,  pág.  510). 


1894 


.5an  Luís,  B.  Aires  v  Ccitaincirca 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


lUiouns  Aire»,  Febrero  21  de    1«94. 

Habiendo  terminado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  San  Luis  ordenada  por  ley  2950  de  18  de  Agos- 
to del  año  ppdo.  y  ,de  conformidad  á  las  instrucciones  que 
oportunamente  le  fueron  transmitidas  por  este  Ministeri.o, 

El  Presidente    de  la  República  en    acuerdo  de    Ministros — 

Artículo  I  o  Apruébase  la  conducta  del  Interventor  Na- 
cional en  la  Provincia  de  San  Luis,  (xeneral  de  División  Jo- 
^é  M.  Arredondo  y  dénsele  las  ufracias  por  los  importantes 
servicios  que  ha  prestado  al  país. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  con  el  informe  y  anexos 
adjuntos  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Saexz  Peña. 

Manuel  Quintana.  —  Eduardo 
Costa.— José  A.  Tcrry, — Luis 
María   Campos. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Buenos  Aires,  Mayo  23  de  1894. 

Híibiendo  terminado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  ordenada  por  ley  2947  de  14  de 
Agosto  del  año  ppdo.  y  de  conformidad  á  las  instrucciones 
que  oportunamente  le  fueron  transmitidas  por  este  Ministerio' 

El  Presidente    de  la  República  en  acuerdo    general  de  Mi- 
nistros— 

DECRETA : 

Artículo  1**  Apruébase  la  conducta  del  Interventor  Nacio- 
nal en  la  Provincia  de  Buenos  Aires  doctor  Lucio  V.  López 
y  dénsele  his  gracias  por  los  importantes  servicios  que  ha 
prestado  al  país. 

Art.  2"  Comuniqúese,  publíquese  con  el  informe  y  anexos 
•adjuntos  é  insértese  en  el  R.  N. 

Saenz  Pena. 
Manuel    Quintana.  —  Eduardo 
Costa, —  Lilis   M^    Campos. — 
/.  A,  Terry.—José  Zapata, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Buenos  Aires,  Mayo  31  de  1894. 

Habiendo    terminado  la  Intervención    en  la  Provincia  de 
Catamarca    ordenada  por  ley    núm.  2984  de   14    de  Agosto 
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del  año    ppdo.  y  de    conformidad    á    las    instrucciones  que 
oportunamente  le  fueron  transmitidas  por  este  Ministerio. 

El  Presidente  de  la   República  en  acuerdo    general   de  Mi- 
nistros— 

DPXRETA  : 

Artículo  1°  Apruébase  la  conducta  del  Interventor  Nacio- 
nal en  la  Provincia  de  Catamarca  doctor  Joaquín  Granel  y 
dénsele  las  gracias  por  los  servicios  que  ha  prestado  al 
país. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  con  el  informe  y  anexos 
adjuntos  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Saenz  Pena. 

Manuel  Quintana.  —  Eduardo 
Costa,—/.  A.  Terry.—Josc  í". 
Zapata, — Luis  J/*.  Campos, 


1895 


Lci  Kiojci  V  Santiago  Oel  Estero 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  sobre  intervenoión  á  La  Rioja 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argenti- 
na, reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuer- 
za de — 

LEY: 

Artículo  1°  £1  Poder  Ejecutivo  intervendrá  en  la  Provin- 
cia de  La  Rioja,  á  efecto  de  garantir  el  funcionamiento  del 
Poder  Legislativo. 

Art.  2"  La  Legislatura  de  La  Rioja  deberá  organizarse 
sobre  la  base  de  los  once  Diputados  que  continuaban  en 
el  ejercicio  de  su  mando  el   i^  de  Junio  del  corriente  año. 

Art.  3'*  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  hacer  los  gas- 
tos que  ocasione  el  cumplimiento  de  la  presente  ley. 

Art.  4^  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 
Buenos  Aires,  á  treinta  y  uno  de  Julio    de  mil  ochocientos 

oventa  y  cinco. 

Carlos  Doncel.  Francisco  Alcobexdas. 

Xdol/o  Ixihoiigle,  Alejandro  Sorondo. 

Sí»rrct;nÍM  «lol  Soriíuio.  Sorrct;vr¡«í  <1>'  la  C.  tío  I). I). 
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Huellos  Ain's.  Afrosto  1"  do  I8i>r>. 

Tengase  por  ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíqiiese  é 
insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Uriburu. 
Benjamín  Zorrilla, 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Interventor,  Secretarios  y  Coman- 
dante en  Jefe  de  las  fuerzas  militares  en  La  Rioja 

Buenos  Aires,  Agosto  .'í  de   18!)."). 

En  ejecución  de  la  lev  núm.  3246,  promulgada  con  fecha 
1°  del  corriente. 
El   Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  I"  Nómbrase  interventor  en  la  Provincia  de  ha 
Rioja  al  ciudadanía  D.  Delfín  B.  Diéiz. 

Art.  2*  El  Interventor  desempeñar¿i  su  comisión  con  arre- 
glo á  la  ley  de  intervención  y  á  las  instrucciones  que  se  le 
transmitirán  por  el  Ministerio  del  Interior. 

Art.  3"  Los  Jefes  y  Oficiales  de  la  Nación,  residentes  en 
la  Provincia  intervenida,  quedan  bajo  his  órdenes  del  señor 
Interventor. 

Art.  4*^  El  Ministerio  de  la  (xuerra,  pondrá  á  las  órdenes 
del  señ'^r  Interventor,  los  Jefes,  Oficiales  y  fuerza  que  nece- 
sitase para  el  mejor  desempeño  de  su  cometido. 
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Art.  5°  Nómbrase  Comandante  en  Jefe  de  todas  las  fuer- 
zas al  servicio  de  la  Intervención  al  señor  Coronel  D.  César 
Lobo. 

Art.  6°  Nómbranse  Secretarios  de  la  intervención  á  los 
señores  D.  Bernabé  Lainez  y  D.  Servando  A.  Gallegos, 

Art.  7"  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regís* 
tro  Nacional. 

Uriburu. 
B,  Zorrilla. 


MINISTERIO    DEL  INTERIOR 


Instrucciones  para  el  señor  Interventor  doctor  Diaz, 
que  se  le  dan  para  llenar  su  cometido  en  la  Pro 
vincia  de  La  Rioja 

Buenos  Aires,  A¿í:osto  4  de  18^5. 

Lo  principal  es  dar  cumplimiento  fiel  y  estricto  á  la  Ley 
núm.  3246  que  autoriza  la  presente  Intervención  en  la  Pro- 
vincia de  La  Rioja,  ajustándose  á  sus  términos  y  buscando 
su  desenvolvimiento  en  el  espíritu  que  la  ha  inspirado. 
Puede  suceder  y  el  señor  Interventor  debe  procurarlo,  que 
¿icuerdos  patrióticos  bien  intencionados  presenten  soluciones 
olevadas  ú  las  cuestiones  que  han  motivado  la  presente  In- 
tervención, y  entonces  ellos  deberían  ser  preferidos  á  todo 
otro  medio,  pues  el  fin  de  la  Intervención  es  devolver  á 
La  Rioja,  sus  autoridades  constituídíis,  tomando  por  base 
sus  once  Legisladores  que  ejercieron  sus  funciones  de  tales 
en  el  año  anterior;  al  mismo  tiempo  que  llevar  la  frater- 
nidad y  la  concordia  al   espíritu  de  los  ciudadanos. 

Como  el  señor  Interventor  no  puede,  ni   entra  en  su  mi- 
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sión,  reconocer  á  uno  sobre  el  otro  de  los  Gobernadores 
que  allí  funcionan,  ni  tampoco  puede  compartir  su  autori- 
dad con  otro  alguno,  su  primer  acto  será  asumir  el  mando 
gubernativo  de  la  Provincia  é  invitar  á  los  once  Diputados 
á  reyínirse,  proceder  á  aprobar  ó  desaprobar  los  diplomas 
de  los  electos  é  instalarse. 

En  el  caso  de  que  la  Legislatura  comunicase  al  señor  In- 
terventor la  necesidad  de  proceder  á  elecciones  para  poder 
constituirse,  el  señor  Interventor  procederá  á  convocar  al 
pueblo  con  ese  objeto.  Una  vez  instalada  la  Legislatura  }• 
constituidas  sus  autoridades,  podrá  dar  por  terminada  su 
misión. 

Así,  también,  si  los  Gobernadores  electos,  Carreño  v  Bus- 
tos, presentasen  sus  renuncias,  6  l;i  Legislatura  de  La  Rioja 
convocase  á  elecciones  de  Electores,  por  no  estimar  válidos 
sus  nombramientos,  bajo  el  amparo  de  la  Intervención,  ésta 
podrá  expedir  el  decreto  respectivo,  mandándolas  practicar. 

En  todos  los  demás  casos,  el  señor  Interventor  podrá  con- 
sultar todas  las  cuestiones  y  dificultades  imprevistas,  que 
siempre  surgen  á  su  contorno. 

Benjamín  Zorrilla. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Acuerdo  aprobando  la  conducta  del  Interventor  en  la 
Provincia  de  La  Rioja,  doctor  Delfín  B.  Diaz 

Biiono.s  Aires,  Noviembre  18  de  1895. 

Habiendo  terminado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  La  Rioja,  ordenada  por  ley  núm.  3246  de  i^  de 
Agosto  próximo  pasado,  y  de  conformidad  á  las  instruccio- 
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lies  que  oportunamente  le  fueron  trasnmitidas  por  el  Ministro 
del  Interior, 

El  Presidente  del  Honorable  Senado,  en  ejercicio  del  Poder 
Ejecutivo — 

DECRETA  : 

Artículo  I**  Apruébase  la  conducta  del  Interventor  Nacio- 
nal en  la  Provincia  de  La  Rioja,  doctor  Delfín  B.  Díaz,  y  dén- 
sele las  gracias  por  los  importantes  servicios  prestados  al 
país. 

Art  2°  Comuniqúese,  p\iblíquese  con  el  informe  y  anexos 
adjuntos  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Roca. 

B,  Zorrilla,--/,  J.  Romero, — A^ 
Alearla — A.  Bermejo — G,  Vi- 
lla^meva. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Acuerdo  mandando  abonar  una  remuneración  al  In- 
terventor y  Secretarios  de  la  Intervención  á  La 
Rioja. 

Buenos  Aires,  Noviembre  12  de  1895. 

Debiendo  compensarse  los  servicios  prestados  por  el  doc- 
tor Delfín  B.  Díaz,  como  Interventor  en  la  Provincia  de  La 
Rioja  y  sus  secretarios,  doctor  Servando  A.  Gallegos  y  señor 
Bernabé  Lainez, 

El  Presidente  del  Honorable  Senado,  en  ejercicio  del  Poder 
Ejecutivo  y  en  Acuerdo  General  de  Ministros  - 
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DECRETA: 


Artículo  I*'  Acuérdase  al  señor  Interventor  doctor  Delfín 
B.  Díaz,  la  remuneración  de  diez  mil  pesos  moneda  nacional 
y  la  de  cinco  á  cada  uno  de  los  Secretarios  doctor  Servando 
A.  Gallegos  y  señor  Bernabé  I^inez. 

Art  2**  Este  gasto  se  imputará  á  la  ley  núm.  3246  de  i** 
de  Agosto  próximo  pasado. 

Art  3®  Comuniqúese,  publíquese,  insértese  en  el  Registro 
Nacional  y  pase  á  la  Oficina  de  Contabilidad  del  Ministe.no 
del  Interior. 

Ríx:a. 
B.  Zorrilla. —  A.  Alearla.  —  A. 
Bermejo.  — J.  /.  Romero, —  G. 
Villannn'a. 


_=^ 


DEPAR'l  AMENTO  DEI.  INTERIOR 

Ley  autorizando  al  P.  E.  para  intervenir  en  la  Pro- 
vincia de  Santiago  del  Estero 

líl  Seiiíulo  y  Cainara  de  Diputados  déla  Xación  Argentina, 
reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuerza  de — 

LEY: 

Artículo  i«  El  Poder  Ejecutivo  intervendrá  en  la  Provin- 
cia de  Santiago  del  Estero  á  objeto  de  sostener  la  Legisla- 
tura local  y  garantir  el  cumplimiento  de  sus  resoluciones. 

Art.  2"  La  intervención  se  dará  por  terminada,  inmediata- 
mente que  se  restablezca  el  regular  funcionamiento  de  los 
Poderes  Públicos  de  la  Provincia  de  acuerdo  con  la  Consli- 
tuci<')n  y  leyes  locales. 

Art.  3^  Queda  autorizado  el  Poder  Ejecutiví^  para  hacer 
los  gastos  que  demande  la  ejecución  de  la  presente  ley,  im- 
putándolos á  la  misma. 

Art.  4"  ¥A  Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  en  oportunidad 
al  H.  Congreso  déla  ejecución  de  esta  ley. 

Art.  5''  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 
Buenos  Aires,  á  diez  y  seis  de  Julio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cinco. 

Francesco  Alboreadas.  Carlos  Doncel. 

Alejandro  Sor  onda,  Adolfo  ÍJibougle, 

Socrt^tario  «le  1?»  C.  4^  |).  |).  Sc<M«'tar¡o  del  Si^iindo. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Interventor,  Secretarios  y  Jefe 
de  las  fuerzas  al  servicio  del  mismo  en  la  Pro- 
vincia de  Santiago  del  Estero. 

Bneiios  Aires,  Julio  17  de  1>5*J5. 

En  ejecución  de  lo  dispuesto  por  la  ley  núm.  3243, 
El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA : 

Artículo  I-*  Nómbrase  Interventor  en  la  Provincia  de  San- 
tiago del  Estero,  al  ciudadano  doctor  Julián  L.  Aguírre. 

Art  2*  El  Interventor  desempeñará  su  comisión  con  arre- 
glo á  la  ley  de  intervención  y  á  las  instrucciones  que  se  le 
transmitirán  por  el  Ministerio  del  Interior. 

Art  3'  Los  Jefes  y  Oficiales  de  la  Nación  residentes  en  la 
Provincia  intervenida,  quedan  bajo  las  órdenes  del  señor  In- 
terventor. 

Art.  4"  El  Ministerio  de  la  Guerra  pondrá  á  las  órdenes  del 
señor  Interventor  los  Jefes,  Oficiales  y  fuerzas  que  necesitase 
para  el  mejor  desempeño  de  su  cometido. 

ArL  5'  Nómbrase  Comandante  en  Jefe  de  todas  las  fuer- 
zas al  servicio  de  la  Intervención,  al  Teniente  Coronel  don 
Rosendo  M,  Fraga. 

Art  6^  Nómbranse  Secretarios  de  la  Intervención  á  los  se  - 
ñores  doctores  Gregorio  Uriarte  y  Nicolás  A.  Avellaneda. 

Art  7**  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Uriburu. 
Befijamín  Zorrilla 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Instrucciones  para  el  señor  Interventor  Nacional  en 
Santiago  del  Estero,  doctor  don  Julián  L.  Agui- 
rre. 

Buenos  Aires,  Julio  18  de  1895. 

Las  mejores  instrucciones  que  puede  dar  el  P.  E.  al  señor 
Interventor,  es  acompañarle  una  copia  fiel  de  la  ley  de  In- 
.tervencion,  á  fin  de  que  le  dé  leal  y  estricto  cumplimiento. 

El  señor  Interventor  tendrá  que  asumir  el  Gobierno  de  la 
Provincia,  inmediatamente  de  su  llegada,  á  objeto  de  tomar 
.las  medidas  necesarias  para  el  libre  y  pronto  funcionamiento 
de  la  Honorable  Legislatura  de  la  Provincia  de  Santiago  y 
para  hacer  efectivas  sus  resoluciones,  á  fin  de  dar  cumpli- 
miento á  la  Ley  de  Intervención  núm.  3243,  que  le  dá  por 
término  fijo  el  día  en  que  funcionen  regularmente  los  pode- 
4*es  públicos  de  la  Provincia. 

Natural  es  que  se  presenten  casos  imprevistos,  necesidades 
-que  es  indispensable  atender  y  que  no  están  indicadas  en  la 
ley  en  estos  casos,  el  señor  Interventor  dirigirá  á  este  Minis- 
terio, señalando  circunstanciadamente  la  necesidad  de  tomar 
a.ma  medida  ó  ejercer  un  acto  de  gobierno,  que  repute  con- 
veniente ó  necesario,  dando  con  toda  extensión  las  razones 
•que  obren  en  el  ánimo  del  señor  Interventor. 

El  P.  E.  cree  que  no  debe  adelantar  mayores  indicacio- 
nes, pues  ellas  serán  más  acertadas,  cuando  sean  el  resultado 
<lel  conocimiento  de  los  hechos  y  de  las  circunstancias  que 
3os  rodean,  transmitido  desde  el  teatro  mismo  del  suceso,  des- 
pués de  la  observación  detenida  del  señor  Interventor. 

Mientras  más  se  limite  el  señor  Interventor  á  los  fines  se- 
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ñalad<:)6  en  la  ley,  será  esta  mejor  interpretada  y  ejecutada, 
pues  ella  no  es  en  realidad  otra  cosa  que  un  acto  politice v 
'íHiyos  fines  y  alcances  están  expresamente  señalados  en  eL 
t**xto  de  la  misma. 

Hex'jamín  Zorrilla^ 

[Stxíottfs  tlr  pnn'ttMfti  J).  1).,  ¡nuf.   -ÜW. 


1896 


5finto()o  Oel  Estero 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 
Decreto  aprobando  la  conducta  del  Interventor 

Hnonos  Aires,  Febrero  Vi  de  1896. 

Habiendo  terminado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Santiago  del  Estero,  ordenada  por  ley  núm.  3243 
de  18  de  Julio  del  año  ppdo..  y  de  conformidad  á  las  instruc- 
ciones que  oportunamente  le  fueron  transmitidas  por  este  Mi- 
nisterio, 

El  Presidente  de  la  República,  en  Acuerdo  General  de  Mi- 
nistros— 

DECRETA: 

Artículo  V  Apruébase  la  condiicta  del  Interventor  Nacio- 
nal en  la  Provincia  de  Santiago  del  Estero,  doctor  Julián  L. 
Aguirre  y  dénsele  leis  gracias  por  los  importantes  servicios 
prestados  al  país. 

Art  2*^  Comuniqúese,  publíquese  con  el  informe  y  anexos 
adjuntos  é  insértese  en  el   Registro  Nacional. 

Ukiburu. 

.1.  Alcor ta,-- J,  J.  Romero, — A, 

Bermejo, —  G,    Villantieva, 


Es  copia — 


E,  Albert 

<>.  M. 


1897 


Síin  Luiíi 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 

Decreto  declarando  intervenida  la  Provincia  de  San 
Luis  y  nombrando  Interventor  al  doctor  Ernesto 
Bosch. 

Buenos  Aires,  Mayo  H  de  1SÍ)7. 

Habiendo  solicitado  la  Legislatura  de  San  Luis  la  inter- 
vención del  (robierno  Nacional,  y  en  vista,  además,  de  los 
hechos  producidos  en  la  misma  Provincia,  el  Presidente  de 
la  República — 

DECRETA: 

Artículo  1°  Declárase  intervenida  á  la  Provincia  de  San 
Luis,  á  objeto  de  garantir  á  su  Legislatura  el  ejercicio  de 
sus  facultades  constitucionales. 

Art.  2*^  Nómbrase  Interventor  al  doctor  don  Ernesto  Bosch- 

Art.  3'^  Nómbrase  jefe  de  las  fuerzas  nacionales  que  es- 
tarán á  las  órdenes  del  Interventor,  al  coronel  don  Ale- 
jandro  Montes  de  Oca. 

Art.  4*^  Por  el  Ministerio  del  Interior  se  darán  al  In- 
terventor las  instrucciones  necesarias  para  que  ajuste  á  ellas 
sus  procedimientos. 

Art.  5*^  Dése  cuenta  del  presente  decreto  al  Honorable 
Congreso  Nacional  en  sus  próximas  sesiones;  comuniqúese, 
publíquese  y  dése  al  Registro  Nacional. 

IIriburu. 
A".    Quirno    Costa, 

\  Vulúuifu   Sf*.sfotfes  (h'  Pi'úrrotfa  D.D.  ¡kÍ!/*  J'Vh. 
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DEPARTAMENTO  DEI.  INTERIOR 

Resolución  aprobando  la  conducta  del  Interventor  de 
San  Luis,  doctor  don  Ernesto  Bosch  7  retirando 
la  intervención. 

Buenos  Ain's,  Junio  V2  áv  ISÜT. 

Tenieiulc)  presente  con  respecto  á  la  intervención  decre. 
tada   para   la  Provincia  de  San    Luis: 

Que  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  ha  rechazado 
el  proyecto  por  el  que  se  dispone  la  comunicación  de  la 
intervención: 

Que  requerida  ésUi  por  acto  legislativo,  durante  el  receso 
del  Honorable  Congreso,  y  en  momento  en  que  iban  á  pro- 
ducirse actos  de  fuerza  en  San  Luis,  evitados  felizmente  por 
la  presencia  de  trop¿is  nacionales  en  Villa  Mercedes,  el  Poder 
Ejecutivo  la  decretó  á  los  fines  que  indica  la  resolución  de 
fecha   3    de  Marzo  pn>ximo  piis¿ido; 

Que  nombrado  Interventor  el  d(x:tor  Ernesto  Bosch,  se 
trasladó  á  San  Luió  y  requirió  del  Presidente  de  la  1  le- 
gislatura y  (Tobernad«)r  de  la  Provincia  que  no  produjera 
acto  aljjfuno  relacionado  con  las  funciones  legislativas  hasta 
tanto  estudiara  los  antecedentes  que  le  habilitaran  para  ejercer 
sus  funciones; 

Que  inmediatamente  después,  el  Interventor  desconoció  la 
autoridad  que  se  atribuía  el  doctor  Víctor  (ruiñazú,  inves- 
tido con  el  cargo  de  Gobernador  interino,  por  cuanto  ni  la 
Constitución  de  la  Provincia,  ni  la  ley  de  enjuiciamiento 
atribuyen  al  Poder  Legislativo,  el  derecho  de  hacer  tal 
nombramiento,  con  motivo  de  la  iniciación  de  juicio  polí- 
tico al    (robernador  titular; 

Que  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación  en  momento  algu- 
no mantuvo   relaciones  oficiídes  con  el   di>ctor  (ruiñazú; 
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Que  convocada  la  Legislatura  por  el  Interventor,  á  fin 
de  que  ejerciera  sus  funciones  constitucionales  bajo  el  am- 
paro de  la  autoridad  nacional,  desconoció  y  protestó  de  los 
actos  de  aquel,  pretendiendo  reducirlo  á  simple  ejecutor 
automático  de  sus  resoluciones,  cualesquiera  que  ellas  fueran 
¿lun  cuando  para  el  juicio  político  que  había  iniciado  3'  para 
formar  mayoría  de  los  dos  tercios  de  votos,  hubiera  tenido, 
en  la  misma  sesión  en  que  promovía  el  juicio,  que  ex- 
pulsar de  3u  seno  á  diputados  legalmente  elegidos  é  incor- 
porados á  la  Cámara,  dejando  en  ella  á  otros  que  habían 
estado  en   las  mismas  condiciones. 

Que  semejante  actitud  no  ha  podido  ser  aceptada,  como 
no  la  aceptó,  sin  menoscabo  de  la  alta  autoridad  que  repre- 
sentaba, y  sin  violación  de  la  Constitución  y  de  las  leyes 
de  la  misma  Provincia  intervenida  — 

SE  RESUELVE: 

I*"  Aprobar  la   conducta    del    doctor    don  Ernesto  Bosch, 
Interventor  Nacional  en  la  Provincia  de  San  Luis. 
2"  Disponer  el  inmediato  retiro   de  la  Interv^ención. 
Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al   Registro  Nacional. 

Uriburu. 
N.    Quinto    Costa. 


1898 


La  líiojci  u  Seinticigo  del  Estero 


í)hPARTA.\rEXTO  DEL  INTERIOR 

Ley  núm.    3687   disponiendo   la  intenrención  en   la 
Provincia  de  La  Bioja 

Buono»  AiroH,  Mayo     27  de  \^\)^. 

El  vSeiiado  y  Cámara  de  Diputado,  etc.,  sancionan  con  fuerza 
de- 

LKY: 

Artículo  V*  El  P.  E.  intervendrá  en  la  Provincia  de  I^ 
Rioja,  á  objeto  de  restablecer  las  autoridades  derrocadas  por 
la  sedición. 

.Vrt.  2**  Autorízasele  para  hacer  los  gcistos  que  demande 
el  cumplimiento  de  esta  ley,  los  que  se  imputarán  á  la 
misma. 

Art.  3"  Comuniqúese  al  P.  E. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino  en 
Buenos  Aires,  á  veintisiete  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho. 

Rafael  Igarzabal.  Marco  Avellaneda. 

Adolfo  J,  Labouglr,  .1.  J/.  Talla/erro, 

>>♦•<•  rotario  «lol  Sonado.  So<?rctario  «lo  la  ('.   »li'  J).l». 

Téngase  por  ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíquese  ó 
insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Uriburu. 
A,  Alcorta, 
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DEPARTAMENTO  DEl-  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Interventor  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  La  Rioja 

Buenos   Aires,  Mayo  28  de  1898. 

En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  la  ley  núm.  3687, 
el  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Artículo  1°  Nómbrase  Interventor  Nacional  en  la  Provin- 
cia de  La  Rioja,  al  doctor  don  Benjamín  Figaieroa. 

Art.  2°  Nómbrase  Secretario  de  la  Intervención  al  señor 
don  Manuel  Sibilat  Fernandez. 

Art.  3^^  El  Interventor  nombrado  procederá  en  el  desem- 
peño de  su  comisión,  de  acuerdo  con  las  instrucciones  que 
le  serán  transmitidas  por  el  Ministerio  del  Interior. 

Art  4^  Por  el  Ministerio  de  la  Guerra  se  dictarán  las 
órdenes  del  caso  á  fin  de  que  las  fuerzas  nacionales  que 
actualmente  se  encuentran  en  la  Provincia  de  La  Rioja  sean 
puestas  á  las  órdenes  del  Interventor. 

Art.  5°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. 

Ukiburu. 
A.    Alearla. 

S:sfüH*'s  Ordni(trt(ií<,    D.  D.  jxuj.  Oí'*,. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Acuerdo  aprobando  la  conducta  del  Interventor  Na- 
cional en  la  Provincia  de  La  Rioja,  doctor  don 
Benjamín  Figueroa. 

Buenos  Aires,  Junio  30  de  1898. 

Habiendo  terminado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
-vincia  de  La  Rioja,  ordenada  por  ley  núm.  3687  de  27 
■de  Mayo  del  corriente  año,  y  de  conformidad  á  las  ins- 
trucciones que  oportunamente  le  fueron  transmitidas  por  este 
-Ministerio,  el  Presidente  de  la  República,  en  Acuerdo  Ge- 
mera!  de  Ministro  — 

DECRETA: 

Artículo  1°  Apruébase  la  conducta  del  Interventor  Na- 
•cional  en  la  Provincia  de  La  Rioja,  doctor  don  Benjamín 
"Figueroa,  y  dénsele  las  gracias  por  los  importantes  servicios 
prestados  al  país. 

Art.  2*^  Comuniqúese,  publíquese  con  el  informe  y  anexo 
adjuntos  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Uriburu. 

A.    Alcor ta, —  W,    Escalante. — 
Luis  Beldustegui, — N.  Lavalle- 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Buenos  Airo8,  Soptiembn*  (>  lic  It^^^i 

POR    CUANTO: 
El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  sancionan  con  fuerza  de  — 

LEY: 

Artículo  1^  El  P.  E.  de  la  Nación  intervendrá  en  la  Pro- 
vincia de  Santiago  del  Estero,  á  los  efectos  de  los  artículos 
5'*  y  primera  parte  del  6'-   de  la  Constitución  Nacional. 

Art.  2^  El  P.  E.  queda  autorizado  para  movilizar  la  (xuar— 
dia  Nacional  de  dicha  Provincia. 

Art.  30  Los  gastos  que  ocasione  la   ejecución  de   la  pre- 
sente ley,  se  harán   de  Rentas   (ienerales    y  se  imputarán 
á  la  misma. 

Art.  4"  El  P.  E,  dará  cuenta  al  H.  Congreso  de  la  apli- 
cación de  esta  ley. 

Art.  5**  Comuniqúese  al    Poder  Ejecutivo. 

Daíla  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentinor. 
<Mi  Buenos  Aires  á  seis  do  Septiembre  de  mil  ochocientos . 
noventa  y  ocho. 

Hahtolomk  Mitre.  ^Marco  Avellaneda. 

Adolfo  J,  LobouglCy  Aleja?i(iro  SoroJido, 

S«vrot.ar¡o  «lol  8onnd«>.  SoorolAri»)    «le   In    (*.  «lo   r).I>.  . 
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POK    TANTO: 

réngcise  por  ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíquese 
é  insértese  en  el  Registro   Xacional. 

Uriburu. 
Almancio  Alcorta. 
(St'MÍoHeH  ih'dhkarias^  1).  D.,   pág   7<í9k 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Buenos  Aires,  Septiembre  tí  de  I89b. 

El  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  la  ley  niim.  3704, 
el  Presidente  de   la  República— 

DFXRETA: 

Artículo  I"  Nómbrase  Interventor  Nacional  en  la  Provincia 
de   Santiago   del  Estero,    al   doctor  don  Henjamín  Figueroa. 

Art.  2""  Nómbrase  jefe  de  todas  las  fuerzas  militares  al 
servicio  de  la  intervención,  al  coronel  don  Rosendo  AI.  Fraga^ 

Art.  3°  El  Interventor  nombrado  procederá  en  el  desem- 
peño de  su  comisión,  de  acuerdo  con  las  instrucciones  que 
le   serán  transmitidas  por  el   Alinisterio  del  Interior. 

Art  4"  Todos  los  jefes  y  oficiales  de  línea  que  residan 
en  la  Provincia  de  Santiago  del  Estero,  quedan  á  las  órdenes 
de  la   Intervención. 

Art  5"  Comuniqúese,  publíquese,  dése  al  Registro  Na- 
cional y  archívese. 

Uriburu. 
A I  maneto  Alcorta, 
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Buonos  Aires,  Septiembre  «  de  19ÍW. 
El  Presidente  de  la   República — 

DECRETA : 

Artículo  i®  Nómbranse  Secretarios  de  la  Intervención  Na. 
cional  en  la  Provincia  de  Santiago  del  Estero,  á  los  señores 
Diputado  Nacional  D.  José  I.  Llobet  y  D.  Juan  Ovando; 
Pro-Secretario  á  D.  Jorge  Drago  Mitre  y  Oficial  de  Secre- 
taría A  D.  Manuel  J.  Aparicio. 

Art.  2*"  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regís 
tro  Nacional. 

Uriburu. 
Amando  Alcor ta. 


Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  189S. 

Al  señor  Interventor  Nacional  de  la  Provincia  de  Santiago 
del  Estero. 

Tengo  la  satisfacción  de  remitir  á  V.  E.  las  instrucciones 
que,  según  el  decreto  de  su  nombramiento,  deben  servir  de 
norma  de  conducta  á  V.  E.  en  la  intervención  en  la  Pro- 
vincia de  Santiago  del  Estero. 

El  artículo  i°  de  la  Ley,  determina  el  objeto  y  alcance 
de  la  misión  que  el  Presidente  de  la  República  ha  tenido 
á  bien  confiar  á  V.  E.  y,  para  hacerla  efectiva,  se  ha  de 
servir  proceder  de  acuerdo  con  las  bases  siguientes: 
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i^  Trasladarse  á  la  ciudad  de  Santiago  del  Estero  y  asu- 
mir el  mando  gubernativo  de  la  Provincia  á  nombre  del 
Gobierno  de  la  Nación. 

2''  Garantir  la  tranquilidad  pública,  asegurando  el  respeto 
debido  á  las  personas  y  propiedades  de  sus  habitantes,  po- 
niendo inmediatamente  en  libertad  á  todas  aquellas  personas 
que  se  encontraren  en  prisión  ó  detenidas  por  causas  pura- 
mente políticas. 

3*  Tomar  las  iniciativas  conducentes  y  legales  para  la 
prosecución  de  la  causa  criminal  motivada  por  el  asesinato 
del  señor  Diputado  al  H.  Congreso  de  la  Nación,  D.  Pedro 
(jrarcía. 

4*  Organizar  el  Poder  Judicial  de  la  Provincia,  de  acuer- 
do con  la  Constitución  local  por  medio  de  nombramientos 
en  comisión,  hasta  la  organización  definitiva  de  los  Poderes 
Públicos  de  la  Provincia. 

5*  Disponer  lo  necesario  para  el  regular  funcionamiento 
de  las  dependencias  del  poder  administrativo  de  la  Provin- 
cia, en  lo  indispensable  para  mantener  la  normalidad  en 
sus  funciones. 

6*^  Convocar  al  pueblo  de  la  Provincia  á  elecciones  gene- 
rales á  objeto  de  organizar  sus  Poderes  Públicos  con  estric- 
ta sujiíción  á  las  instituciones  locales. 

7^  Resolver  dentro  de  las  reglas  de  criterio  que  domina 
esta  intervención,  todas  las  cuestiones  que  pudieran  susci- 
tarse dando  cuenta  en  estos  casos  al   Ministerio. 

8^  Pedir  las  fuerzas  de  línea  que  reclamen  his  necesi- 
dades de  la  Intervención  y  convocar  la  Guardia  Nacional 
en  los  casos  urgentes,  si  lo  considera  necesarto. 

9*  Llenados  los  objetos  de  la  Intervención  informar  á  este 
Ministerio  de  todo  lo  observado,  acompañando  copia  de  la 
documentación  correspondiente. 

Esperando  que  estas  instrucciones  le  bastarán  para  el  me- 
jor éxito  de  su  misión,  me  es  grato  saludarlo  atentamente. 

A.  Alcorta. 
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Acuerdo  aprobando  la  conducta  del  Interventor  Na- 
cional en  la  Provincia  de  Santiago  del  Estero 

Buenos  Airej?,  Dicioiiibre  l(i  do  189H. 

Habiendo  terminado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Santiago  del  Estero;  ordenada  por  ley  núm.  3704 
de  6  de  Septiembre  de  1898.  de  conformidad  á  las  instruc- 
ciones que  oportunamente  le  fueron  comunicadas. 

El  Presidente  de  la  República,  en    acuerdo  general  de  Mi- 
nistros— 

DF-CRETA  : 

Artículo  I"  Apruébase  la  conducta  del  Interventor  Nacio- 
nal en  la  Provincia  de  Santiago  del  Estero,  doctor  Benja- 
mín Figueroa,  y  dénsele  las  graciiis  por  los  importantes  ser- 
vicios que  ha  prestado  al  país. 

Art.  2"  Comuniqúese,  publíquese  con  el  informe  y  anexos 
adjuntos  é  insértese  en  el  Registro  Xacioniil. 

Roca. 

Ft  lif^c  \  'o/rc. — A ,  A  /cor /a,  —Jo- 
Sf'  J/,^  Rosa. ^  Luis  J/.  Caj/i- 
/os. — J/.  Rivadavia. —  O.  ^íag- 
Jiasco.  — Emilio  Civit. 


1899 


Cofainarcci  u  Buenos  Aires 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Becreto  comisionando  á  los  señores  Ganó  y  Virasoro 
para  informar  sobre  los  sucesos  revolucionarios 
en  Catamarca. 

Buenos  Aires,  Septiembre  30  de  1899. 
El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  i*'  Comisiónase  á  los  señores  Senadores  doctor 
don  Miguel  Cañé  é  Ingeniero  don  Valentín  Virasoro,  para 
que  se  trasladen  á  la  ciudad  de  Catamarca  é  informen  al  Po- 
der Ejecutivo,  sobre  los  sucesos  revolucionarios  que  han  te- 
nido lugar,  á  fin  de  llevarlos  al  conocimiento  del  H.  Congre- 
so de  la  Nación. 

Art.  2''  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Roca. 
Felipe    I  'o/re. 


o-'-' 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 

Buenos  Aires,  (k-tiibre  11  de  I^ÍM). 

Por  CUANTO: 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argen- 
tina reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuer- 
za de — 

LEY  : 

Artículo  I""  El  Poder  Ejecutivo  intervendrá  en  la  Provin- 
cia de  Catamarca  á  los  efectos  de  los  artículos  5  y  6  de  la 
Constitución. 

Art.  2°  ].os  gastos  que  demande  la  presente  ley  sellarán 
de  rentas  generales  y  se  imputarán  á  la  misma. 

Art.  3*"  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 
Buenoe  Aires,  á  diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve. 

N.  OuiRNO  Costa.  Marco  Avellaneda. 

Enrique  Maldvs,  Alejandro  Serondo, 

Pr«i-Sí^rrotaiio  «Ll  Soninh».  Sorrotario  de  lii  C.   «le  I). I». 


Por    TANTO: 

Téngase  por  Ley  de  la  Nación,  comuniqúese,  publíquese 
é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Roca. 
Felipe    }  Wre, 
'  St'siottes  Oníinnrfií.s,  D.D.  ptitf.  9íí). 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTKRIOR 


Nombramientos 

Buenos  Aires,  Octubre  U  de  18Di). 

En  cumplimiento  de  la  ley  núm.  3862,  el  Presidente  de  la 
República  — 

DECRETA: 

Artículo  10  Declárase  intervenida  la  Provincia  de  Cata- 
marca. 

Art.  2"  Nómbrase  Interventor  Nacional  al  ciudadano  doc- 
tor D.  Benjamín  Figueroa. 

Art.  3'  El  Interventor  nombrado  desempeñará  su  comi- 
sión, de  acuerdo  con  las  instrucciones  que  le  serán  transmi- 
tidas por  el  Alinisterio  del  Interior. 

Art.  4''  Todos  los  Jefes,  Oficíales  y  fuerzas  de  la  Nación, 
residentes  en  la  Provincia  de  Catamarca,  quedan  bajo  las 
órdenes  del  Interventor. 

Art.  5'^  Nómbrase  Secretario  del  Interventor  al  Dr.  José 
A.  Friáis,  y  Pro-Secretarios  á  D.  Jorge  Drago  Mitre  y  don 
^Vrmando  Figueroa. 

Art.  6\  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

Roca. 
Felipe    1  Wre, 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Instrucciones 

Buenos  Aires,  Octubre  17  de  lí>ííí>. 

Al  Sr.  Interventor  Nacional  de  la  Provincia  de  Catamarca, 
Dr.  D.  Benjamín  Figueroa. 

Tengo  la  satisfacción  de  transmitir  á  V.  E.  las  instruccio- 
nes que  deben  servir  de  norma  á  los  procedimientos  de 
V.  E.  para  intervenir  en  la  Provincia  de  Catamarca. 

El  artículo  12  de  la  Ley  de  Intervención  que  en  copia 
acompaño,  determina  el  alcance  de  la  misión  confiada  á  la 
alta  rectitud  de  V.  E. 

A  fin  de  hacerla  efectiva  se  ha  de  servir  V.  E: 

I  o  Trasladarse  á  la  ciudad  de  Catamarca  y  asumir  el  man- 
do de  la  Provincia  á  nombre  del  (xobierno  de  la  Nación^ 
declarando  caducos  todos  los  Poderes  del  Estado,  y  comu- 
nicánd^lo  á  los  Departamentos. 

20  Dar  un  decreto  de  amnistía  y  poner  inmediatamctite 
en  libertad  á  todas  las  personas  que  pudieran  hallarse  pre- 
sas por  causas  políticas  relacionadas  con  los  sucesos  revo- 
lucionarios últimamente  ocurridos. 

3"  Llevar  á  efecto  la  pacificación  completa  de  la  Provin- 
cia, garantir  su  tranquilidad  y  asegurar  el  respeto  debido  á 
las  personas  y  propiedades  de  sus  habitantes. 

4"  Recibirá  bajo  inventario  el  armamento  que  pi»sea  el 
Gobierno,  controlando  su  entrega  en  los  estados  que  deben 
existir  de  las  remisiones  hechas,  en  las  listas  del  Arsenal 
de  Guerra,  y  desarmará  y  licenciará  toda  fuerza  armada  que 
se  encuentre  en  cualquier  punto  de  la  Provincia  y  ilesig- 
nará  todas  las  autoridades  políticas  y   administrativas  do  la 
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Provincia,  que  V.  E.  crea  estrictamente  necesarias,  por  nom- 
bramientos directos  de  la  Intervención  y  en  calidad  de  sim- 
ples comisiones. 

5^  No  pudiendo  existir  orden  social  sin  tribunales  de  Jus- 
ticia, V.  E.  organizará  un  Poder  Judicial  en  Comisión,  cuyos 
miembros  conservarán  sus  puestos  hasta  la  organización  de- 
finitiva de  los  Poderes  Políticos  de  la  Provincia. 
'  6"  Renovará  y  nombrará  provisoriamente  los  Comisarios 
de  Policía  de  los  15  Departamentos  en  que  está  dividida  la 
Provincia,  hasta  tanto  pueda  mandar  Oficiales  del  Ejército 
Nacional,  si  lo  creyere  necesario. 

7<>  Constituyendo  el  principal  propósito  de  la  Intervención, 
la  reconstitución  de  los  Poderes  Públicos  de  Catamarca, 
V.  E.  procederá  á  la  anulación  del  Padrón  Electoral  exis- 
tente, y  á  la  apertura  de  un  nuevo  Registro  Cívico,  para 
dar  lugar  á  la  organización  del  Poder  Ejecutivo  y  Legisla- 
tivo; á  este  fin  deberá  nombrar  tan  pronto  como  sea  posi- 
ble, los  Jueces  de  Paz  de  toda  la  Provincia  que  han  de 
presidir  el  Registro  Cívico  Nacional  y  Provincial,  así  como 
las  personas  que  han  de  formar  las  mesas  de  inscripción 
y  receptoras  de  votos. 

Una  vez  verificado  el  acto  de  la  inscripción  y  depurado 
el  Padrón,  V.  E.  convocará  al  pueblo  de  la  Provincia  á 
objeto  de  organizar  el  Poder  Ejecutivo  y  Legislativo,  con 
estricta  sugeción  á  sus  instituciones  locales,  garantiendo  la 
más  amplia   y  completa  libertad   del  sufragio. 

Más  si  hubiese  fundado  motivo,  dada  la  exaltación  de 
los  partidos  en  lucha,  de  que  el  Colegio  Electoral  ó  las 
Cámaras  Legislativas,  al  considerar  las  elecciones,  escruti- 
nios y  diplomas  de  sus  miembros,  cometiesen  fraudes  que 
adulteren  el  resultado  legal  del  voto  público  ó  hicieran  frus- 
tánea  su  misión,  V.  E.  podrá  hacer  directamente  la  apro- 
bación de  los  diplomas  é  instalar  los  Poderes  así  consti- 
tuidos. 

S^  Resolverá  V.  E.  dentro  de  las  reglas  de  criterio  que 
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dominan  esta  Intervención,  todas  las  cuestiones  accesorias 
que  pudieran  suscitarse  durante  el  curso  de  su   misión. 

9*^  Pedir  las  fuerzas  de  línea  que  las  eventualidades  re- 
clamasen para  el  mayor  éxito  de  su  misión,  así  como  con- 
vocar á  la  Guardia  Nacional  si  lo  considera  necesario. 

I  o.  Hacer  uso  oficial  del  correo,  telégrafo  y  demás  ser- 
vicios nacionales  para  el  desempeño   de  su   misión. 

II.  Llenados  los  objetos  de  la  Intervención,  informará  al 
(xobierno,  por  conducto  del  Ministerio  del  Interior,  de  todo 
lo  obrado,  acompañando  copia  de  los  documentos  concer- 
nientes á  la  Intervención. 

Esperando  que  estas  instrucciones  bastarán  á  V.  E.  para 
la  realización  de  su  misión,  me  es  grato  saludarlo  con  mi 
consideración  más  distinguida. 

Felipe  Yofke. 


T::EPARTAMEXrO  DEI.  INTERIOR 


Acuerdo  declarando  intervenida  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires  y  nombrando  Interventor 

Hílenos  Aires,  Abril  28  do  189Vi. 

Habiendo  requerido  la  intervención  Nacional  la  Cámara 
de  Diputados  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  razón  de 
hallarse  obstruida  en  su  funcionamiento  por  hechos  de  fuerza 
del  P.  E.  y  héchose  formal  denuncia  de  parte  de  este,  de 
encontrarse  viciada  la  composición  de  la  referida  Cánifira* 
por  actos  irrej2fulares  de  elección  y  de  escrutinio,  y 

CONSIDERANDO: 

Primero:  Que  el  decreto  y  los  actos  del  P.  E.  de  que  hace 
mérito  el  pedido  de  intervención,  afectan  la  existencia  de 
uno  de  los  poderes  que  constituyen  el  (robierno  del  Estado 
de  Buenos  Aires  y  alteran  su  forma  republicana. 

Segundo:  Que  es  un  deber  del  Gobierno  Federal,  garantir 
á  cada  Provincia  el  goce  y  ejercicio  de  sus  instituciones. 

Tercero:  Que  es  urgente  proveer  á  la   eliminación  de  las 
causas  que  han  producido  la  situación  anormal  en  que  la  Pro- 
vincia se  encuentra,  por  razones  de  tales  hechos. 
El  Presidente  de  la  República,  en  Acuerdo  Oeneral  de   Mi- 
nistros— 
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DECRETA : 

Artículo  1°  De  conformidad  á  la  primera  parte  del  art.  6^ 
de  la  Constitución  Nacional,  declárase  intervenida  la  Provin- 
cia de  Buenos  Aires. 

Art.  2"  Nómbrase  Interventor  al  señor  don  Marco  Avella- 
neda 

A.rt.  30  Por  el  Ministerio  del  Interior,  se  le  extenderán  las 
instrucciones  para  el  desempefio  de  su  misión,  debiendo  el 
Ministerio  de  la  Guerra  librar  las  órdenes  que  se  consideren 
necesarias. 

Art.  4°  Comuniqúese,  etc, 

Roca. 

Felipe   Yofre.—A.  Alcorta,—  0. 

Magnasco, — Luis  M.  Campos, 

AL  Rivadavia, — Emilia  Frers, 

—  Emilio  Civil,  —JoséM,  Rosa. 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Ley  disponiendo  la  prosecución  de  la  Intervención 
en  la  Provincia  de  Buenos  Aires 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  Argentina, 
etc.,  sancionan  con  fuerza  de  — 

LEY: 

Artículo  I®  El  Poder  Ejecutivo  proseguirá  la  Intervención 
en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  decretada  con  fecha  28  de 
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Abril  del  presente  año,  hasta  la  definitiva  instalación  del  Po- 
der Legislativo. 

Art  2®  Los  gastos  que  demande  la  ejecución  de  la  presen- 
te Ley,  se  harán  de  rentas  generales  y  se  imputarán  á  la 
cnisma. 

Art  3®  Comuniqúese  al  P.  E. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argentino,  en 
Buenos  Aires,  á  veintidós  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve. 

N.  QuiRNO  Costa.  Marco  Avellaneda. 

B,  Ocampo,  Alejandro  Sorondo, 

SecrotArio  del  Senado.  Secretario  de  la   C.  de   D.  b. 

{Registrada  hc^jo  el  núm.  3805). 


Buenos  Aires,  Septiembre  25  de  1899. 

Téngase  por  Ley  de  la  Nación,  cúmplase,  comuniqúese,  pu- 
t)líquese,  tómese  razón  en  la  Oficina  de  Contabilidad  é  insér- 
tese en  el  Registro  Nacional.     . 

Roca. 
Felipe  Yofre, 


34 
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Becreto    nombrando  Interventor  en  la  Provincia  de 
Buenos  Aires 

Buenos  Aires,  Septiembre  26  de  1899. 

En  cumplimiento  de  la  Ley  núm.  3805,  que  manda  prose- 
guir en  la  Provincia  de  Buenos  Aires  la  intervención  decre- 
tada con  fecha  28  de  Abril  del  corriente  año, 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  I**  Nómbrase  Interventor  en  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  al  ciudadano  don  Mariano  de  Vedia. 

Art.  2**  Nómbrase  Secretario,  al  ciudadano  don  Dalmiro 
Balaguer. 

Art.  30  Por  el  Ministerio  del  Interior  se  expedirán  al  In- 
terventor nombrado,  las  instrucciones  del  caso. 

Art  4**  Comuniqúese,  publiquese  é  insértese  en  el  Registro- 
Nacional. 

Roca. 
Felipe   Yofre^ 

(Diario  de  Sesiones  Ordinarias  D.  2).,  páginas  8í5  y  889). 
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Informe 

Buenos  Aires,  Octubre  24  de   1899. 
A  S.  E.  el  señor  Ministro  del  Interior,  doctor  Felipe  Yofre, 

Señor  Ministro: 

En  la  debida  oportunidad  tuve  la  satisfacción  de  comu- 
nicar á  V.  E.  que  había  quedado  definitivamente  instalado 
el  Poder  Legislativo  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  con- 
forme á  los  propósitos  de  la  ley  núm.  3805,  del  Honorable 
Congreso  de  la  Nación;  y  ahora,  al  ratificar  dicha  comuni- 
cación, puedo  añadir  que  funciona  de  nuevo  por  completo 
el  organismo  constitucional,  durante  tanto  tiempo  paralizado 
ó  impedido,  de  aquel  Estado. 

Ante  los  resultados  de  la  misión  que  tuvo  á  bien  con- 
fiarme el  Excmo.  señor  Presidente  de  la  República;  los 
más  vastos,  generales  y  permanentes  intereses  de  la  Pro- 
vincia se  han  sentido  favorecidos,  y  están  satisfechos  los 
anhelos  expresados  desde  hace  mucho  por  todos  los 
medios  de  publicidad  de  las  opiniones,  respecto  á  la  legis- 
lación ordinaria  y  más  esencial  á  la  marcha  de  la  adminis- 
tración pública. 

Con  todo,  señor  Ministro,  ni  debo  ni  deseo  limitarme  á 
consignar  el  éxito  de  la  Intervención, — éxito  que  resultaría 
jngfrato  y  falaz  si  no  reposase  sobre  procedimientos  abso- 
lutamente ajustados  á  la  Constitución  y  á  las  leyes, — y  me 
ha  de  permitir  V.  E.  que  examine  esos  procedimientos  y 
demuestre  su  corrección,  ya  que  la  crítica  ha  podido  creerse 
autorizada  á  contradecirlos,  en  cuanto  se  apartaban  de  los 
términos  de  los  artículos  5°,  105  y  1 06  de  la  Constitución 
Nacional,  y  los  del  artículo  82  de  la  Constitución  de  la 
Provincia,  que  hace  á  cada  Cámara  de  la  Legislatura  juez 
único  de  las   elecciones,  derechos  y  títulos  de  sus  miembros. 
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El  Gobierno  Federal  no  ha  podido  tener,  no  ha  tenido 
el  inexplicable  deseo  de  amenguar  la  soberanía  política  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires;  sólo  ha  podido  pensar  en  la 
conveniencia,  en  la  necesidad  de  poner  en  juego  sus  altas 
facultades  constitucionales  de  protección  y  garantía  de  las 
instituciones  republicanas,  alteradas  en  los  hechos,  en  aquella 
Provincia,  de  manera  superior  á  los  propios  medios  internos 
de  solución. 

En  vez  de  considerar  depresiva  la  acción  de  la  autoridad 
federal,  en  el  momento  en  que  asumía  toda  la  parte  de 
poder  que  creyó  necesitar  para  el  cumplimiento  de  la  ley 
cuyo  mandato  realizaba,  un  criterio  elemental  habría  debido 
inducir  á  pensar,  á  los  más  briosos  defensores  de  las  auto- 
nomías provinciales,  que  éstas,  lejos  de  sufrir,  se  vigorizan 
cuando  la  Nación  concurre  con  arreglo  á  la  misma  Cons- 
titución que  las  ha  fundado  y  que  las  garantiza,  á  dirimir 
en  los  Estados  conflictos  grav<3s,  durante  los  cuales  es  tan 
fácil  en  los  pueblos  nuevos,  poner  en  peligro,  unas  veces 
por  el  excesivo  predominio  de  las  pasiones  ó  susceptibili- 
dades de  partido,  y  otras  por  falta  de  experiencia  ó  sobra 
de  vacilaciones,  la  integridad  de  los  principios  representa- 
tivos republicanos  en  que  descansa  todo  el  régimen  de  go 
bierno  de  la  República. 

No  es  extraño  que  espíritus  alarmados,  ó  ajenos  á  la 
vida  real  y  positiva  del  gobierno,  juzguen  á  cada  paso  en 
serio  riego  la  existencia  autonómica  de  las  provincias,  y 
hasta  la  libertad  misma,  por  la  frecuencia  con  que  se  dictan 
intervenciones  federales  dentro  del  régimen  local  de  aquéllas; 
no  es  extraño,  desde  que  consideran  estos  hechos  con  el 
criterio  de  sus  ideales  filosóficos,  de  un  patriotismo  abstracto, 
ó  se  alejan  del  verdadero  terreno  en  que  estas  facultades 
deben  ser  estudiadas,  olvidando  con  mucha  generalidad, 
que  la  Constitución  Nacional  no  es  sino  la  ley  orgánica 
de  pueblos  y  gobiernos  argentinos,  hecha  para  regir,  con- 
ducir y  resolver  los  actos  y  dificultades  de  éstos,  y  no  los 
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de  aquellos  cuyas  leyes  é  instituciones  adoptáramos  como 
propias. 

Si  es  verdad  que  en  los  Estados  Unidos  la  lurispruden- 
cia  ya  secular  no  nos  ofrece  casos  numerosos  de  interven- 
ciones para  garantir  á  los  Estados  su  régimen  republicano, 
-^lo  que  se  debe  á  las  tradiciones  y  al  carácter  de  aquel 
país, — también  lo  es  que  existen  federaciones  mucho  más  ade- 
lantadas que  la  nuestra,  como  la  Suiza,,  donde  la  interven* 
ción  del  poder  central  se  ha  realizado  con  gran  frecuencia 
por  causas,  entre  otras  diversas,  de  naturaleza  interna  y 
de  interpretración  ó  solución  de  conflictos. 

Y  aún  así,  con  ser  tan  escasos  en  los  Estados  Unidos 
los  antecedentes  prácticos,  su  Corte  Suprema  nos  brinda 
un  caudal  de  doctrina  suficiente  para  aclarar  todas  las  dudas 
en  materia  tan  abundante  y  tan  fecunda  en  dificultades  co- 
mo ésta  de  los  artículos  5**  y  6**  de  la  Constitución, — doc- 
trina en  la  que  es  punto  establecido,  lo  propio  que  en  la 
jurisprudencia  de  aquella  República,  que  el  Congreso  cali- 
fica el  C21SO  de  intervención  y  determina  la  extensión  de 
los  poderes  de  la  misma, — porque  el  Congreso  es  el  juez 
único  de  la  Constitución,  en  asuntos  de  carácter  político, 
y  ningún  otro  tribunal  puede,  por  lo  tanto,  limitar  y  menos 
anular  los  actos  que  en   ese   concepto  realice. 

Sancionada  la  ley  núm.  3805,  la  intervención  en  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires  venía  á  tener  un  doble  propósito: 
restablecer  la  forma  republicana  de  gobierno  y  dejar  ins- 
talado el  Poder  Legislativo;  pero,  si  en  el  primer  caso  hu- 
biera podido  llegarse  hasta  la  esencia  del  sistema,  en  el 
segundo  debía  encontrarse  la  solución  completa,  desde  que 
se  especificaba  implícitamente  que  la  causa  de  la  pertur- 
bación se  hallaba  en  el  mismo  Poder  Legislativo,  cuya  re- 
construcción tenía  que  importar,  por  lo  tanto,  el  término 
del  conflicto,  ó  sea  el  cumplimiento  del  mandato  expreso  de 
la  ley,  con  arreglo  á  la  primera  parte  del  artículo '  6*^,  de  la 
Constitución  Nacional. 
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Ahora  bien:  sí  la  forma  republicana  de  gobierno  estaba 
alterada  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  por  la  desinte- 
gración de  su  Poder  Legislativo,  todos  los  medios  encami- 
nados a  su  definitivo  y  normal  funcionamiento  se  hallaban 
dentro  de  las  facultades  de  la  Intervención,  siempre  que 
ellos  fuesen  propios  de  la  naturaleza  del  poder  que  se  tra- 
taba de  reconstruir  y  no  extraños  á  las  prescripciones  cons- 
titucionales y  legales  de  la  Provincia, — pues  es  una  regla, 
que  se  deriva  de  los  principios  fundamentales  del  sistema 
federativo,  que  la  Nación  debe  emplear  en  estos  casos  con 
preferencia,  los  resortes  creados  por  la  Constitución  y  las 
leyes  internas  del  Estado  intervenido,  mientras  ellas  subsistan, 
sean  eficaces  y  no  contraríen  los  fines  superiores  de  la  in- 
tervención. 

La  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  ausencia  de  su  Poder 
Legistivo,  no  podía  regirse  por  sus  propieis  instituciones,  al- 
teradas eu  sus  elementos  más  substanciales,  y  el  poder  de 
intervención  depositado  en  el  Congreso,  tiene  precisamente 
por  objeto  asegurar  á  cada  provincia  el  goce  y  ejercicio 
del  régimen  republicano,  conforme  á  la  constitución  interna 
que  hubiera  dictado  para  sí,  y  que  sediciones,  cisonadas, 
conflictos  ó  usurpaciones  hubiesen  anulado  ó  suspendido  de 
hecho. 

Son  del  dominio  público  los  esfuerzos  realizados  por  la 
Intervención  Nacional  para  conseguir  la  reintegración  del 
Poder  Legislativo  dentro  de  los  medios  exclusivamente  lo- 
cales, ó  sea  dentro  de  la  Constitución  de  la  Provincia,  leyes 
electorales  y  reglamentos  de  las  Cámaras;  se  sabe  hasta 
donde  procuré  conciliar  leis  exigencias  de  mi  mandato  expreso 
con  los  intereses  legítimos  de  los  partidos,  en  atención  á  la 
personería  que  les  reconoce  el  sistema  electoral  de  la  Pro- 
vincia; es  evidente,  además,  que  observé  con  religiosa  exac- 
titud y  con  amplitud  considerable  los  términos  marcados  por 
la  Constitución  y  las  leyes  provinciales  para  la  realización 
de  todos  los  actos  conducentes  á  formar  el  quorum  consti- 
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tucional  de  la  Cámara  de  Diputados, — á  la  que  me  refiero 
siempre  especialmente, — y  conseguir  que  el  escrutinio  de  las 
elecciones  pendientes  fuera  hecho  por  la  propia  Comisión 
de  Poderes  de  la  misma  Cámara,— esfuerzos  que  resultaron 
al  fin  estériles,  como  los  que  habían  llevado  hasta  un  lí- 
mite extremo  los  poderes  jnternos,  y  cuya  ineficacia  pudo 
en  un  momento  hacer  pensar  que  estaban  triunfantes  toda- 
vía las  tendencias  que  dieron  lugar  á  la  desorganización,  la 
indisciplina  y  aún  la  desobediencia  á  los  más  precisos  dicta- 
dos constitucionales. 

La  Intervención,  sin  exponerse  á  comprometer  la  auto- 
ridad de  que  por  su  origen  se  hallaba  investida^  y  el  res- 
pecto qne  debía  inspirar  por  igual  motivo,  no  podía  retardar 
por  más  tiempo  el  empleo  de  sus  propios  medios  regulados 
por  la  necesidad  y  por  los  términos  del  mandato  del  Con- 
greso; y,  entre  las  conminatorias,  coercitivas,  sobre  las  per- 
sonas, y  el  ejercicio  de  las  funciones  constitutivas  que  la  Cá- 
mara se  resistía  á  desempeñar  por  sí,  opté  por  el  segundo 
término,  acelerando  el  momento  de  las  resoluciones,  defini- 
tivas que  reclamaba  la  opinión  de  la  Provincia,  inspirada 
como  siempre  en  los  bien  entendidos  intereses  colectivos, 
hondamente  perjudicados,  sin  duda,  por  la  situación  anómala 
de  los  poderes  llamados  á  realizar  el  gobierno  de  la  Cons- 
titución de  Buenos   Aires. 

Si  había  preferido  buscar  en  la  misma  Constitución  y 
hasta  en  el  Reglamento  de  la  Cámara,  las  medidas  aplica- 
bles al  caso  de  una  inasistencia  grave  de  sus  miembros, 
antes  que  procurar  por  una  acción  policial  lo  que  no  hu- 
biese obtenido  por  el  prestigio  de  los  poderes  de  la  Inter- 
vención, después  no  habría  aceptado  en  caso  alguno  el 
papel  de  pesquisante  oficioso  de  diputados,  porque  tampoco 
hubiera  estado  dispuesto  á  facilitar  la  ejecución  de  hechos 
que,  acaso,  no  habrían  importado  sino  la  reproducción  de 
los  mismos    que  llevaron  la   Intervención    á    la    Provincia, 
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convirtiendo  á  la  autoridad  federal  en  cómplice  de  manejos 
análogos  á  los    que  precisamente  acababa  de  anular. 

Explicados  así  los  hechos,  no  excusaría  el  examen  de 
los  móviles  si  los  móviles  no  estuviesen  á  la  vista,  reve- 
lados por  las  conclusiones  del  escrutinio  de  la  Intervención, 
iguales  á  las  que  habían  pactado  los  partidos  pero  sin  que 
la  Intervención  las  buscara  expresamente  á  riesgo  de  la 
verdad  electoral,  rehabilitando  comicios  nulos  y  condenando 
comicios  legales,  tarea  siempre  ingrata,  á  no  dudarlo,  é 
ingrata  y  estéril,  como  se  ve  en  el  caso  á  que  me  refiero, 
fuera  de  que  no  se  habría  armonizado  ni  con  los  fines  y 
deberes  de  la  Intervención  ni  con  los  gustos  y  las  tenden- 
cias, diré  asi,  de  quien  la  desempeñaba. 

Termino,  señor  Ministro,  ya  que  los  documentos  anexos 
informarán  literalmente  á  V.  E.  de  los  actos  realizados  por 
la  Intervención,  expresando  la  seguridad  que  me  asiste  de 
haber  continuado  leal  y  lógicamente  la  obra  de  mi  distin- 
guido antecesor,  á  quien  correspondería  el  honor  que  pu- 
diera resultar  de  la  solución  alcanzada,  y  abrigando  por  lo 
tanto  la  esperanza  de  obtener  la  aprobación  del  Excmo.  se- 
ñor Presidente  de  la  República,  y  la  de  V.  E.,  mientras 
debo  hacer  presente  una  vez  más  mi  reconocimiento  por  la 
distinción  con  que  fui  favorecido. 

Saluda  á  V.  E.  atentamente. 

Mariano  de  Vedia. 
Dalmiro  Balaguer, 

¡Secretario. 
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Comunicación  al  Gobernador 

La  Plata,  Septiembre  27  de  1899. 

A  S.  E.  el  señor  Gobernador    de  la  Provincia    de    Buenos 
Aires,  doctor  Bernardo  de  Irigoyen. 

A  fin  de  que  V.  E.  se  informe  de  la  misión  con  que  he 
sido  honrado  por  el  Excmo.  señor  Presidente  de  la  Repú- 
blica, y  de  la  naturaleza  y  alcance  de  ella  misma,  tengo  el 
agrado  de  adjuntarle  en  copias  legalizadas,  la  ley  de  la 
Nación  núm.  3805,  de  fecha  25  del  corriente,  3^  el  decreto 
del  P.  E.  N.,  de  fecha  26,  en  virtud  de  los  cuales  prosigue, 
hasta  la  definitiva  instalación  del  Poder  Legislativo  de  la' 
Provincia,  la  Intervención  decretada  el  28  de  Abril  del  pre- 
sente año. 

Dentro  de  tales  propósitos,  y  con  arreglo  á  las  instruc- 
ciones á  que  debo  ajustar  mi  conducta,  he  de  encaminar 
todos  mis  esfuerzos  á  la  más  pronta  eliminación  de  las  cau- 
sas que  obstaculizan  el  funcionamiento  regular  de  la  H. 
Legislatura,  asistiéndome  la  seguridad  de  que  concurrirán 
á  ese  resultado  las  patriótitias  disposiciones  de  los  poderes 
públicos  de  la  Provincia. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  presentar  á  V.  E.  las 
seguridades  de  mi  más  distinguida  consideración. 

M.  DE  Vedia. 
Dalmiro   Balaguer. 
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Contestación  &  la  nota  anterior 

La  Plata,  Septiembre  27  de  1899. 

Al  Excmo.    señor  Interventor   Nacional,   don    Mariano    de 
Vedia. 

He  tenido  el  agrado  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  E. 
de  la  fecha,  en  la  cual  se  sirve  comunicarme  que  el  Excmo. 
señor  Presidente  de  la  República,  lo  ha  designado  Inter- 
ventor, á  objeto  de  proseguir  hasta  la  definitiva  instalación 
del  Poder  Legislativo  de  la  Provincia,  la  Intervención  de- 
cretada en  28  de  Abril  del  presente  año;  las  copias  legali- 
zadas de  la  ley  número  3805,  de  fecha  25  del  corriente  y 
del  decreto  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  que  la  auto- 
rizan. 

Al  acusar  recibo  de  esas  comunicaciones,  felicito  á  V.  E. 
por  la  confianza  de  que  ha  sido  objeto  por  parte  del  Excmo. 
señor  Presidente  de  la  República. 

Con  tal  motivo,  presento  á  V.  E.  las  seguridades  de  mí 
distinguida  consideración. 

Bernardo  de  Yrigoyen. 
José  M.  Calderón, 


Requisición  de  antecedentes 

La  Plata,  Septiembre  27  de  1899. 


CONSIDERANDO: 


\^  Que  en  virtud    de  la  ley  de  la   Nación    número  3805 
de  fecha  25  del  corriente  mes,  la  Provincia  de  Buenos  Ai- 
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res  se  halla  intervenida  con  arreglo  al  decreto  del  Poder 
Ejecutivo  Nacional  de  28  de  Abril  último,  hasta  la  defini- 
tiva instalación  del  Poder  Legislativo; 

2"  Que  ha  precedido  á  dicha  ley  la  denuncia  de  proce- 
dimientos que,  constituyendo  en  sí  mismos  y  en  sus  conse- 
cuencias una  violación  de  principios  esenciales  del  régimen 
representativo  republicano,  habrían  afectado  el  juicio  de  las 
últimas  elecciones  y  viciarían  la  composición  y  organización 
actuales  de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados; 

y  Que  la  Intervención,  á  los  fines  de  la  ley  y  el  decreto 
citados,  debe  examinar  esos  procedimientos,  para  pronun- 
ciarse definitivamente  sobre  ellos  y  adoptar  las  resoluciones 
á  que  dieran  lugar. 

El  Interventor   Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  I**  La  Secretaría  de  la  Honorable  Cámara  de 
Diputados  pondrá  á  disposición  de  esta  Intervención  todos 
los  documentos  relativos  al  escrutinio  y  juicio  de  las  elec- 
ciones practicadas  el  2  de  Julio  del  presenta  año  en  las 
secciones  3*,  4*  y   6*  de  la  provincia. 

Art.  2^  Hágase  saber,  publíquese  y  archívese. 

M.  DE  Vedta. 
Dalmiro  Balaguer 


La  Plata,  Septiembre  27  de  1899. 

Al  señor  Interventor  Nacional,  don  Mariano  de  Vedia. 

Tenemos  el  agrado  de  dirigirnos  al  señor  Interventor 
elevándole  todos  los  documentos  que  V.  E.  ha  dispuesto  le 
sean  remitidos,    determinados    en  el    decreto  de  esa   ínter- 
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vención,    que    en  copia   ha    sido    enviado  á  esta  Secretaria 
en  el  día  de  la  fecha. 

Saludamos  á  V.  E.  con  nuestra  consideración  raás  distin- 
guida. 

Ricardo  M,  García — Enrique  López, 

Secretarios. 


Decreto   de   la  Intervención,   anulando  el  escrutinio 
de  la  Cámara  en  minoría 

La  Plata,  Septiembre  28  de  1899. 

CONSIDERANDO: 

1°  Que  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación  declaró  interve- 
nida la  Provincia  de  Buenos  Aires,  por  decreto  de  fecha 
28  de  Abril  del  corriente  año,  de  conformidad  á  la  primera 
parte  del  artículo  ó"»  de  la  Constitución  Nacional,  ó  sea  para 
garantir  la  forma  republicana  de  gobierno; 

2^  Que  en  esa  virtud  el  Interventor  Nacional,  después  de 
estudiar  las  causas  que  afectaban  el  ejercicio  regular  y  ar- 
mónico de  las  instituciones  y  la  organización  de  los  pode- 
res públicos  de  la  provincia,  procedió  á  adoptar  las  medi- 
das necesarias  para  el  restablecimiento  del  orden  constitu- 
cional; declaró  nulos  y  sin  efecto  alguno  los  comicios  del 
26  de  Marzo  último;  convocó  al  pueblo  á  nuevas  eleccio- 
nes, que  el  mismo  presidió,  sometió  el  escrutinio  de  ellas  á 
la  Junta  Electoral  y  entregó  luego  á  la  Cámara  todos  los 
antecedentes  del  caso,  para  que  procediese  en  la  forma 
prescripta  por  la  Constitución  y  las  leyes  respectivas,  po- 
niendo término  con  ese  acto  á  su  misión; 

l^  Que  el  día  2  del  corriente  mes,  convocada  la  Cámara 
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para  juzgar  de  las  últimas  elecciones,  concurrieron  al  re- 
cinto de  la  misma  cuarenta  y  nueve  diputados  en  ejercicio 
y  diez  y  nueve  de  los  electos,  según  el  escrutinio  de  la 
Junta  Electoral,  retirándose  inmediatamente  de  abierta  la 
sesión  veintiocho  de  los  primeros,  protestando  de  la  actitud 
de  los  electos,  y  procediendo  estos  últimos  y  veintiún  di- 
putados en  ejercicio  á  resolver  sobre  las  elecciones  en  jui- 
cio, lo  que  ha  provocado  dentro  de  la  Cámara  de  diputa- 
dos el  nuevo  conflicto  que  obsta  á  la  definitiva  instalación 
del  Poder  Legislativo,  y  ha  motivado  la  ley  número  3805. 
en  virtud  de  la  cual  «el  Poder  Ejecutivo  proseguirá  la  In- 
tervención en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  decretada  con 
fecha  28  de  Abril  del  presente  año,  hasta  la  definitiva  ins- 
talación del  Poder  Legislativo»; 

4®  Que  dentro  de  los  antecedentes  y  disposi<;iones  cons- 
titucionales, legales  y  reglamentarias,  vigentes  en  la  Pro- 
vincia, el  acto  de  que  se  trata  es  vicioso  y  nulo,  porque  al 
establecer  la  última  convención  reformadora  que  la  renova- 
ción de  la  Cámara  de  Diputados  se  haría  por  terceras  par- 
tes y  no  por  mitades,  como  lo  establecía  la  Constitución 
reformada,  fué  precisamente,  según  se  exresó  sin  contra- 
dicción en  el  seno  de  la  Convención  misma  (sesión  del  4 
de  Agosto  de  1888;  página  121,  tomo  2^  de  los  Debates 
de  la  Convención  Constituyente),  con  el  fin  de  que  la  Cá- 
mara tuviera  «quorum»  legal  de  miembros  hábiles  para  to- 
mar  parte  en  la  revisación  de  los  diplomas  de  los  diputa- 
dos electos; 

Porque  al  establecer  el  artículo  82  de  la  Constitución  de 
la  Provincia  que  cada  Cámara  es  Juez  exclusivo  de  las 
elecciones  de  sus  miembros  y  de  la  validez  de  sus  títulos, 
no  puede  entenderse  que  se  refiera  á  la  Cámara  en  mino- 
ría, sino  funcionando  en  las  condiciones  que  ella  misma  de- 
termina en  su  artículo  83; 

Porque  el  derecho  de  reunirse  en  minoría  no  puede  ser 
llevado  más  allá  del    objeto  á  que  está  expresamente  limi- 
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tado  por  el  citado  articulo  83,  que  lo  establece  «al  solo 
efecto  de  acordar  las  medidas  que  estimen  conveniente 
para  compeler  á  los  inasistentes»,  lo  que  no  se  intentó  en 
aquel  acto; 

Porque  el  artículo  21  de  la  Ley  Electoral,  cuya  consti- 
tucionalidad  no  ha  sido  discutida,  al  acordar  á  los  electos 
el  derecho  de  «tomar  asiento  y  hacer  uso  de  la  paladra  en 
las  sesiones  que  se  discutan  las  respectivas  comunicaciones», 
establece  expresamente  que  «no  tendrán  voto»,  lo  que  con- 
cuerda con  las  disposiciones  y  antecedentes  citados; 

Porque  la  facultad  de  las  Cámaras  para  aceptar  Senado- 
res ó  Diputados  electos,  es  una  facultad  eminentemente 
constitucional  de  ellas  mismas,  que  se  vincula  de  una  ma- 
nera directa  con  la  expresión  de  la  voluntad  popular  y  no 
puede  por  lo  tanto  ser  ejercida  sino  en  las  condiciones  ex- 
trictas  de  la  Constitución  y  las  leyes  de  ella  derivadas,  toda 
vez  que  los  electos  no  votan  sus  propias  elecciones  y  que 
las  minorías  no  pueden  reunirse  sino  para  el  objeto  antes 
mencionado; 

5**  Que  resulta  de  la  versión  taquigráfica  de  la  sesión  del 
2  de  Septiembre,  que  un  Diputado  electo  hizo  moción  para 
que  previamente  á  la  aprobación  de  las  elecciones  presta- 
sen juramento  los  electos,  á  fin  de  que  se  pudiera  compu- 
tar su  voto,  y  que  un  Diputado  en  ejercicio  declaró  que 
sólo  admitía  por  excepción  y  sin  que  ello  importase  esta- 
blecer un  precedente,  que  votasen  en  ese  acto  los  electos 
sobre  sus  propios  diplomas,  siendo  de  notar  que  sin  la  presen- 
cia de  los  dos  Diputados  referidos  no  se  habría  alcanzado 
á  la  cifra  correspondiente  al  quorum   legal; 

6*^  Que  no  es  necesario,  en  virtud  de  los  antecedentes 
recordados,  referirse  á  la  doctrina  general  ni  á  numerosos 
ejemplos  propios  y  extraños,  aplicables  al  caso,  como  tam- 
poco agregar  consideraciones  de  otro  orden  respecto  del 
voto  de  los  electos  sobre  la  validez  de  sus  propios  títulos, 
para  establecer  definitivamente  que  una   minoría  de  la  Cá- 
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mará  de  Diputados  y  una  parte  de  los  Diputados  electos, 
invocando  uila  representación  de  que  notoriamente  carecían, 
y  privilegios  creados  sólo  para  mejor  asegurar  los  derechos 
del  pueblo,  la  libertad  del  sufragio  y  la  pureza  de  la  re- 
presentación, han  falseado  requisitos  esenciales  del  régimen 
representativo; 

Por  estas  consideraciones, 

El  Interventor  Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  1®  Declárase  nulo  y  sin  ningún  efecto  todo  lo 
actuado  en  la  sesión  én  minoría  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, celebrada  el  día  2  del  corriente  mes. 

Art  2''  Convóquese  á  la  Cámara  de  Diputados,  por  la  Se- 
cretaría de  la  misma,  para  que  constituida  en  quorum  legal 
el  día  Sábado  30  del  mes  actual  á  las  2  de  la  tarde,  pro- 
ceda al  juicio  de  las  elecciones  del  2  de  Julio  último  y  á 
constituirse  de  conformidad  á  las  disposiciones  de  su  regla- 
mento interno,  haciéndolo  saber  oportunamente  á  esta  In- 
tervención. 

Art.  3**  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

M.  DE  Vedia. 
Dalmiro  Balaguer. 


Formación  del  quorum 

La  Plata,  Septiembre  30  de  1899. 

Al  señor  Interventor  Nacional,  don  Mariano  de  Vedia, 

Tenemos  el  honor  de  dirigirnos  al  señor  Interventor,  dando 
cuenta  que  en  virtud  de  la    orden  recibida,  esta  Secretaría 
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procedió  á  citar  á  los  señores  Diputados  para  el  día  de  la 
fecha  á  las  2  p.  m.,  no  habiéndose  obtenido  quorum  para 
sesionar,  después  de  la  media  hora  de  espera  reglamentaría, 
como  lo  demuestra  la  planilla  adjunta  en  que  constan  los 
presentes  y  ausentes. 

Saludamos  al   señor    Interventor  con  nuestra  distingxiida 
consideración. 

Ricardo  M,  García — Enrique  López, 

Secretarios. 


La  Plata,  Septiembre  30  de  1899. 

No  habiendo  celebiado  sesión  en  la  fecha,  por  falta  de 
número,  la  Cámara   de  Diputados, 

El  Interventor  Nacional — 


DECRETA: 

Artículo  1°  Convóquese  á  la  Cámara,  por  su  Secretaria, 
para  el  I-unes  2  de  Octubre  á  las  2  p.  m.  á  los  fines  del 
decreto  de  fecha  28  del  corriente,  con  transcripción  espe- 
cial de  los  artículos  95  de  la  Constitución  de  la  Provincia 
y   1 1   del   Reglamento   de  la  misma  Cámara. 

Art.  2**  Comuniqúese,   publíquese  y   archívese. 

M.  DE  Vedia. 
Dalmiro  Balaguer. 
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La  Piata,  Octubre  2  de  1899. 

Al  señor  Interventor  Nacional,  don  Mariano  de  Vedia. 

Tenemos  el  honor  de  dirigirnos  al  señor  Interventor,  co- 
municándole que  en  virtud  del  decreto  de  fecha  30  del 
pasado,  esta  Secretaría  procedió  á  citar  á  los  señores  Di- 
putados para  el  día  de  la  fecha  á  las  2  p.  m.;  no  habiendo 
-sido  posible  obtener  quorum  hasta  la  hora  reglamentaria 
por  no  haber  concurrido  sino  treinta  y  seis  señores  Dipu- 
tados, como  lo  demuestra   la  planilla  adjunta.. 

Saliidamos  al  señor  Interventor  con  nuestra  distinguida 
-consideración. 

Ricardo  M,  García — Enriqtie  López, 

Secretarios. 


La  Plata,  Octubre  2  de  1899. 


Vista  la  nota  precedente, 
El  Interventor  Nacional — 


RESUELVE: 


La  Secretaría  de  la  Cámara  de  Diputados  reiterará  para 
el  día  de  mañana,  á  las  2  p.  m.,  como  tercera  citación  re- 
glamentaria, la  convocatoria  ordenada  por  el  decreto  de  fe- 
cha  30  de  Septiembre  ppdo. 

Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 


M.  DE  Vedia. 
Dalmiro  Balagucr, 


15 
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Presidencia  provisoria  de  la  Cámara 

La  Plata,  Octubre  .i  de  18V«^. 
Al  señor  Interventor  Nacional. 

Comunico  á  V.  E.  que  la  H.  Cámara  en  sesión  de  la  .fe- 
cha, me  ha  designado   para  presidirla  provisoriamente- 

En  la  misma  he  designado  á  los  señores  diputados  Mén- 
dez, Sánchez,  de  la  Riestra,  Ferrer,  Agrelo  y  Guiñazii  para 
componer  la  Comisión  de  Poderes,  que  estudie  las  eleccio- 
nes practicadas  el   2   de  Julio  ppdo. 

Saludo  á  V.   E.  con  mi  mayor  consideración. 

Horacio  J.  Fkrrari. 


La  Plata,  Octubre  4  de  189Í». 

Al  señor  Presidente  de   la   Honorable  Cámara    de  Diputa- 
dos  de  la  Provincia,  doctor  Horacio  J.  Ferrari. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  por  la  cual 
se  sirve  comunicarme  que  la  Honorable  Cámara  le  ha  de- 
signado Presidente  provisorio  y  que  ha  sido  nombrada  la 
Comisión  de  Poderes  encargada  de  dictaminar  sobre  las 
elecciones  practicadas  el  2  de  Julio  último  en  las  seccio- 
nes 3«,  4**  y  6»  de  la   Provincia. 

Saludo  al  señor  Presidente  con  mi  consideración  más  dis- 
tinguida. 

M.  DE  Vedia. 
Dalmiro    Balaguero 
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Integración  del  Senado 

La  Plata,  Octubre  3  de  1899. 

A  S.  E.  el  Señor  Interventor  Nacional  en   la  Provincia  de 
Buenos   Aires,  D.  Mariano  de  Vedia. 

Tengo  el  honor  de  remitir  á  V.  E.  en  copia  autorizadaí 
el  decreto  que  ha  aprobado  en  la  fecha  el  H.  Senado,  por 
d  cual  se  declara  electo  Senador  por  la  2*  Sección  Elec- 
toral, al  ciudadano  Moisés  E.  Novillo  y  anulada  la  elección 
de  las  Secciones  4*  y  5*. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  mayor  consideración. 

Alfredo  Demarchi. 
Diego  Gy  A  rafia 


La  Pinta,  Octubre  4  do  1899. 
Al  señor  Presidente  del  Honorable  Senado  de  la  Provincia. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  del  Señor 
Presidente,  comunicándome  que  el  H.  Senado  ha  resuelto 
en  sesión  fecha  de  ayer  declarar  electo  Senador  por  la  2" 
sección  electoral,  al  ciudadano  Moisés  E.  Novillo  y  anular 
la  elección   de  las  secciones  4^  y  5®. 

Saludo  al  Sr.  Presidente  con  mi  consideración  más  dis- 
tinguida. 

M.  DE  Vedia. 
Dalmiro  Ba laguer. 
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Comunicaoiones  (!•  la  Cámara  en  minoria 

Al  señor  Interventor  Nacional,  D.  Mariano  de  Vedia. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  al  Sr.  Interventor,  comuni- 
cándole que,  la  minoría  de  la  H.  Cámara  ha  resuelto  se 
cite  á  los  Srs.  Diputados  para  el  día  de  mañana,  á  efecto 
de  tomar  en  consideración  el  despacho  de  la  Comisión  de 
^Poderes. 

A  la  citación  de  la  fecha  sólo  han  concurrido  treinta  y 
tres  señores  Diputados,  como  lo  demuestra  la  planilla  ad- 
junta. 

Saluda  al  Señor  Interventor  con  su  más  dístinguica  con- 
sideración. 

Horacio  J.  Ferrari. 

Ricardo  M,  García, 

Secrelario. 


La  Plata,  Ot-tiibrt»  4  de  1SÍ)9. 

Al  Señor  Presidente   Provisorio  dé  la    Honorable  Cámara 
de  Diputados  de  la  Provincia,  D.  Horacio  J.   Ferrari, 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  al  Señor  Presidente  para 
acusar  recibo  de  su  nota  fecha  de  hoy,  dándome  cuenta  de 
haber  resuelto  citar  nuevamente  para  mañana  5  á  la  Ho- 
norable Cámara,  á  fin  de  que  ésta  tome  en  consideración 
el  despacho  de  la  Comisión    de  Poderes. 

Saludo  al  señor  Presidente  con  mi  consideración  más  dis- 
tinguida. 

M.  DE  Vedia. 
Dalmiro  Balaguer, 
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La  Plata,  Octubre  5  de  1899. 
Al   Señor  Interventor  Nacional;  Don  Mariano  de  Vedia. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  al  Señor  Interventor,  para 
poner  en  su  conocimiento  que  hasta  este  momento  (7  p. 
m.)  no  ha  sido  posible  obtener  quorum  para  sesionar,  á  fin 
de  considerar  el  despacho  de  la  Comisión  de  Poderes  res- 
pecto de  las  elecciones  verificadas  el  2  de  Julio  próximo 
pasado,  por  la  resistencia  que  han  opuesto  para  entrar  al 
-recinto  algunos  señores  diputados  que  se  encontraban  en  la 
casa  de  la  Legislatura. 

La  minoría  ha  resuelto  pasar  á  un  cuarto  intermedio 
hasta  las  8  p.  m.  á  la  espera  de  la  resolución  que  crea  deber 
adoptar  el  señor  Interventor. 

Dios  guarde  al  señor  Interventor, 

Horacio  J.  Fkrrart. 
Ricardo  J/  García, 

Soi'n-tarií». 


Decreto  de  la  Intervención,  avocátndose  el  escrutinio 

La  Plata,  Octubre  5  de  1899. 

Vista  la  nota  que  antecede,  del  Presidente  provisorio  de 
la  H.  Cámara  de  Diputados,  comunicando  que  no  ha  sido 
posible  obtener  quorum  para  considerar  el  despacho  de  la 
Comisión  de  Poderes  sobre  las  elecciones  verificadas  el  2 
de  Julio  próximo  pasado,  y  no  estando  dispuesta  esta  In- 
tervención á  aceptar  una  situación  que  podría  retardar  in- 
defínidamente  la  instalación  del  Poder  Legislativo,  con  grave 
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perjuicio  de  los  intereses  públicos  de  la  Provincia  y  de  los 
fines  precisos  de  la  misma  Intervención. 

El  Interventor  Nacional — 

RESUELVE: 

Artículo  i«  Constituirse  en  el  recinto  de  la  Cámara  de 
Diputados  para  practicar  por  sí  mismo  el  escrutinio  de  las 
elecciones  del  2  de  Julio  último. 

Art.  2""  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

M.  DE  Vedia. 
Dalmiro   Balagiier. 


Escrutinio  de  la  Intervención 

Lh  Plata,  Oftubrti  5  do  1«J1ÍL 
El  Interventor  Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  I**  Apruébase  el  escrutinio  y  sorteo  practicados 
por  la  Junta  Electoral,  de  las  elecciones  de  diputados  ve- 
rificadas en  la  tercera  sección  el  domingo  2  de  Julio  ppdo., 
por  las  que  resultaron  electos  diputados  los  señores  Ma 
nuel  Vega  Segovia,  Rodolfo  Moreno,  Arturo  D.  Vatteone, 
José  A.  López,  Mariano  N.  Candioti,  Alvaro  Pinto,  Ilde- 
fonso Salas,  Esteban  Miranda,  Victoriano  Huisse,  Juan  E. 
Gibelli,  Pedro  M.  Mozotegui  y  Manuel   A.  Fernández. 

Art.  2°  Apruébase  igualmente  el  escrutinio  practicado 
por  la  referida  Junta,  respecto  á  la  cuarta  sección  electoral, 
con  excepción  del  comicio  de  Pehúajó  que  se  anula. 
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Declárase  que  en  consecuencia  corresponde:  a  la  lista 
del  Partido  Autonomista  Nacional  siete  diputados  que  de- 
berán sortearse  entre  los  candidatos  señores  Beltrán  Be- 
iiedít,  Segundo  Arza,  Ricardo  Carrasco,  Andrés  Vaccarezza, 
Nicolás  ]..  Robbio,  Miguel  B.  Calderón,  Manuel  Gallardo, 
Alfredo  Faucheaux,  Agustín  de  Vera,  Carmelo  Destouches, 
Cruz  M.  Sein  y  Domingo  Martínez. 

A  la  lista  Unión  Cívica  Radical  tres  diputados  que  de- 
berán sortearse  entre  los  candidatos  señores  Antonio  Llam- 
bías,  Manuel  González  Ronorino,  Claudio  I).  Mejía  y  Ro- 
berto C.  Cano. 

A  la  lista  de  la  Unión  Cívica  Nacional  tres  diputados 
que  corresponden  por  la  totalidad  de  votos  á  los  candidatos 
PVancisco  Rocca,  Juan  B.  Etcheverry  y  Juan  A.  Guevara. 

Apruébase  asimismo  el  escrutinio  practicado  por  la  Jun- 
ta Electoral  en  la  sexta  sección,  por  la  que  ha  resultado 
electo  por  la  totalidad  de  votos  emitidos  el  candidato  To- 
más López   Cabanillas. 

Art.  3<'  Esta  Intervención  practicará  el  sorteo  á  que  se 
refieren  los  artículos  anteriores  en  acto  público,  el  día  seis 
del  corriente,  en  el  recinto  de  la  H.   Cámara. 

Art.  4''  Comuniqúese  al  señor  Presidente  Provisorio  para 
que  invite  á  los  diputados  en  ejercicio  á  celebrar  sesión  el 
día  9  del  mismo,  á  efecto  de  recibir  el  juramento  de  ley 
á  los  diputados  y  constituir  su  mesa  directiva: 

M.  DK  Vedia. 
Dalmiro  Balaguer, 
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Actas  d«l  sorteo 

4'*»   SECCIÓN 

En  la  ciudad  La  Plata  á  seis  días  del  mes  de  Octubre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  se  constituyó  en  la 
Sala  de  Sesiones  de  la  H.  Cámara  el  señor  Interxentor 
Nacional  don  Mariano  de  Vedia,  acompañado  de  su  Secre- 
tario señor  Dalmiro  Balaguer;  de  los  señores  diputados  na- 
cionales doctor  José  M.  Guastavino,  doctor  Mariano  J.  Pau 
ñero  y  doctor  José  Fonrouge,  invitados  al  acto  por  el  señor 
Interventor,  y  del  Secretario  y  Prosecretario  de  la  H.  Cá- 
mara, señores  Ricardo  M.  (xarcia  y  Alberto  Ccppi  respec- 
tivamente, se  procedió  á  practicar  qI  sorteo  de  los  candi- 
datos que  á  cada  fracción  política  corresponde,  de  acuerdo 
con  el  decreto  aprobatorio  de  las  elecciones,  dictado  por  la 
Intervención  Nacional  con  fecha  de  ayer. 

Numerados  los  candidatos  por  el  señor  diputado  nacicmal 
doctor  Guastavino  y  colocadas  y  extraídas  de  la  urna  por  el 
diputado  nacional  doctor  Paunero  las  respectivas  bolillas,  el 
sorteo  dio  el  siguiente  resultado: 

4«    SECCIÓN 

Partido  Aiitoiiomista    Nacional 

Resultaron  eliminados  los  números  lo,  5,  2,  8  y  7,  co- 
rrespondientes á  los  candidatos  señores  Beltrán  Benedit,  Ma- 
nuel Gallardo,  Segundo  Arza,  Alfredo  Faucheaux  y  Andrés 
D.  Vaccarezza;  resultando  en  consecuencia  electos  diputados 
los  números  9,  4,  11,  i,  6,  3  y  12  que  corresponden  á  los 
candidatos  señores  Cruz  M.  Sein,  Nicolás  I..  Robbio^  Car- 
melo Destouches,  Ricardo  Carrasco,  Domingo  Martínez.  Mi- 
guel B.  Calderón  y  Agustín  de  Vera. 
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Unión  Cívica  Radical 

Resultó  eliminado  el  número  2  que  corresponde  al  can- 
didato Manuel  González  TVonorino;  pero  habiéndose  presen- 
tado renuncia  del  cargo  por  el  candidato  señor  Roberto  C. 
Cano,  la  Intervención  resolvió  aceptarla  quedando  en  con- 
secuencia electo  diputado  el  referido  señor  Bonorino  y  los 
señores  Antonio  A.  Llambías  y  Claudio  D.  Mejía. 

No  siendo  para  más  el  acto  se  dio  por  terminado. 

M.  DE  Vedia. 

Dalmiro  Balagucr — M,  J,   Pau- 
ñero  — José  M.    Guastavino  — 
Jost^  Fonronge. 

Ricardo  J/.   García,  Alberto  Ccppi, 

St>,'rí>l}iriii.  Prosí»,*rot  iirio. 


Proclamación  de  los  diputados  electos 

Lrt  Plata,  (K-tul)iT  (>  do  18fm. 
El  Interventor  Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  i"  Dechiranse  electos  diputados  por  la  tercera 
Sección  Electoral  los  ciudadanos  Manuel  Vega  Segovia» 
Rodolfo  Aloreno,  Arturo  T).  Vatteone,  José  A.  López,  Ma- 
riano R.  Candioti,  Alvaro  Pinto,  Ildefonso  Salas,  Este- 
ban Miranda,  Victoriano  Huisse,  Juan  E.  Gibelli,  Pedro  M. 
Mozotegui  y  Manuel  A.  Fernández. 

Art.  2'*  Declárans3    electc^s  diputados   por    la  cuarta  Sec- 
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ción  Electoral  los  ciudadanos  Antonio  Llambías,  Manuel  G. 
Bonorino,  Claudio  D.  Mejía,  Francisco  Rocca,  Juan  B.  Etche- 
verry,  Juan  A.  Guevara,  Cruz  M.  Sein,  Nicolás  Robbio, 
Carmelo  Destoiiches,  Ricardo  Carrasco,  Domingo  Martínez, 
Miguel.  Calderón  y  Agustín  de  Vera. 

Art.  3°  Declárase    electo   diputado  por  la   sexta  Sección 
Electoral,  al  ciudadano  Tomás  López  Cabanillas. 

Art.  4^  Comuniqúese. 

M.    DE  Vedia. 
Dalmiro    Balaguer, 


Convocatoria  de  las  dos  Cámaras 


I^  Plata,  (HtubiT  K\  do  1891). 

Habiendo  sido  proclamados  por  esta  Intervención  los  di- 
putados electos  el  día  2  de  Julio  último,  después  de  prac- 
ticado el  escrutinio  y  sorteo  correspondientes. 

El  Interventor  Nacional  — 


DECRETA: 

Artículo  I"  Dése  aviso  al  Presidente  provisorio  de  la 
H.  Cámara  de  Diputados,  á  fin  de  que  se  sirva  convocar 
á  la  misma  para  el  día  g  del  corriente  á  la  i  p.  m.,  con 
objeto  de  que  se  incorporen  los  diputados  proclamados  y 
se  constituya  su  mesa  directiva. 

Art.  2"*  Avísese  igualmente  al  Presidente  del  Honorable 
vSenado,  para  que  se  sirva  fijar  el  día  de  la  Asamblea  de 
apertura  del  período  Legislativo  y  hacer  la  convocatoria 
respectiva. 
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Art.  3°  Comuniqúese  al  Gobernador  de   la   Provincia,  pu- 
blíquese  y  archívese. 

M.  DE  Veoia. 
Dalmiro  Balagner, 


La  Intervención  á  la  Cámara  de  Diputados 

La  Plata,  9  de  Octubre  de  1899. 

A  la  Honorable  Cámara  de  Diputados   de  la  Provincia. 

Tengo  el  honor  de  remitir  á  V.  H.,  en  copias  legalizadas, 
los  decretos  expedidos  por  esta  Intervención  con  fecha  6 
del  corriente,  pues  está  ya  en  vuestro  poder  el  que  les 
precedió  y  los  explica,  de  fecha  5,  en  virtud  del  cual  me 
constituí  en  el  recinto  de  esa  II.  Cámara,  practiqué  el  es- 
crutinio de  las  elecciones  del  1  de  Julio  y  procedí  luego 
en  la  forma  de  que  instruye  el  acta  que  también  acom- 
paño, á  verificar  los  sorteos  correspondientes  y  á  proclamar 
diputados  á  los  ciudadanos  que  resultaron  favorecidos;  — 
funciones  legales  y  mecánicas  que,  ya  las  realicen  los  po- 
deres nacionales,  como  en  este  caso  por  excepción  consti- 
tucional, ó  los  poderes  de  la  Provincia,  dentro  de  su  fun- 
cionamiento regular,  deben  siempre  conducir,  como  me  han 
conducido,  á  obtener  lo  que  en  primer  término  interesa  á 
la  verdad  de  las  instituciones  representativas — la  consagra- 
ción de  la  voluntad  popular,  según  su  expresión  directa, 
prolija  y  lealmente  consultada. 

Debo  cuenta  de  mis  actos,— de  la  manera  como  he  des- 
empeñado la  honrosa  misión  que  toca  á  su  término,  y  la 
rendiré  extricta,  —al  P.  E.  de  la  Nación,  ante  el  cual  expon- 
dré oportunamente  en  toda  su  extensión  los  fundamentos 
constitucionales,  legales  y  de  hecho  sobre  que   he  afinnado 
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mi  actitud;  pero  V.  H.  me  permitirá  hacer  constar  desde 
ya,  con  la  más  viva  complacencia,  que  los  resultados  al- 
canzados por  esta  Intervención  al    avocarse  el  escrutinio  y 

I  sorteos  de  las  elecciones  del  2  de  Julio,  no  se  han  apartado 

de  los  que  arrojaran  actos  anteriores  realizados  por  los  fun- 
cionarios propios  de    la  Constitución    y    leyes    de    la    Pro- 

!  vincia,  y  han  llenado  en   lo  posible  las  aspiraciones  de  los 

I  electores  y  de   los   partidos    interesados  en  el  conflict<:>  que 

I  termina. 

Y  no  hubiera  podido  ser  de  otro  modo,  desde  que  escru- 

I  tinio  y  sorteo  se  ajustaron  con  exactitud    y  escrupulosidad 

á  los  propósitos  y  formas  de  la  ley,  y  desde  que  las  garan- 
tías más  seguras  é  insospechables  rodearon  el  acto  defini- 
tivo de  este  largo  y  accidentado  proceso  electoral,  habiéndole 
cabido  al  Interventor  la  satisfacción  de  verse  acompañado 
en  tal  oportunidad,  por  sus  distinguidos  colegas  de  la  Co- 
misión de  Negocios  Constitucionales  de  la  II.  Cámara  de 
Diputados  de  la  Nación,  entre  los  que  figuran  reputados 
maestros  del  derecho  constitucional,  ciudadanos  de  probada 
rectitud  y  reconocido  civismo,  algimos  de  los  cuales  son  á  la 
vez,  miembros  activos  de  las  distintas  agrupaciones  políticas 
en   que  se  divide  la  opinión  de  la  República, 

Al  poner  en  manos  de  V.  H.  los  documentos  que  deter- 
minan la  solución  del  referido  proceso,  cuando  V.  H.  puede 
recibirlos  en  la  plenitud  de  su  existencia  constitucional,  esta 
Intervención  cree  haber  llenado  su  delicado  cometido  con 
arreglo  á  las  elevadas  aspiraciones  del  Honorable  Congreso 
y  del  Excmo.  señor  Presidente  de  la  República,  restándole 
sólo  formular  los  más  ardientes  votos  porque  no  se  inte- 
rrumpa en  lo  sucesivo  el  funcionamiento  regular  de  la 
H.  Legislatura,  y  porque  el  acierto  de  sus  deliberaciones  con- 
tribuya eficazmente  al  bienestar  y  á  la  prosperidad  de  la 
Provincia. 

I  Como  en  Cciso  alguno  puede  ser  considerada  depresiva  la 

acción  reguladora    de    las  altas    facultades    constitucionales 
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que  el  Gobierno  Federal  ejercita  al  intervenir  en  los  estados; 
como  he  aplicado  las  que  carrespondían  á  mi  representa- 
ción con  la  serenidad  y  la  rectitud  que  esta  misma  repre- 
sentación me  imponía,  y  como  he  pensado  invariablemente 
ajustar  mis  procedimientos  á  la  Constitución  y  á  las  leyes 
locales,  en  cuanto  ello  fuera  conciliable  con  los  términos  y 
propósitos  de  mi  misión,  bien  puedo  ahora  presentar  á  loé 
poderes  constituidos  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  el 
homenaje  de  mi  respetuosa  consideración,  mientras  llevo,  al 
retirarme  de  ella,  la  seguridad  de  no  haber  afectado  uno 
sólo  de  los  atributos  de  su  autonomía  y  la  profunda  con- 
vicción de  no  haber  lastimado  interés  alguno  que  legitima- 
mamente  se  agitase  en  la  esfera  de  acción  de  sus  partidos 
políticos. 

Saludo  atentamente  al  señor  Presidente  y  á  la  Honorable 
Cámara. 

M.  DE  Ved  I  A. 
Dalmiro   Balaguer, 


Instalación  de  la  C&mara 

La  Plata,  Octubre  9  de  1899. 

Al  señor  Interventor  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  don 
Mariano  D.    Vedia. 

Comunico  al  señor  Interventor  que  en  sesión  de  la  fecha 
se  ha  constituido  la  mesa  que  dirigirá  las  sesiones  de  la 
II.  Cámara  de  Diputados,  en  la  siguiente  forma:  Presiden- 
te, el  que  subscribe;  Vice-Presidente  V\  el  señor  Luis  M. 
Doyhenard  y  Vice  Presidente   2\  el  señor   Carlos   Aubone. 

Dios  Guarde  al  señor  Interventor. 

Mariano  H.  de  la  Riestra. 
Ricardo  J/.   García, 

Secretario. 
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La  Plata,  Ortubre  9  de  WJ^K 
»Señor  Presidente  de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados. 

Acuso  recibo  al  señor  Presidente  de  la  nota  en  que  me 
comunica  la  constitución  de  tía  mesa  que  dirigirá  las  se- 
siones de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados». 

Dios  guarde  al   señor   Presidente. 

M.  DE  Vedia. 
Dalmiro  Balagucr. 

Reunión  de  la   Asamblea 

La  Plata,  Oetulin^  íi  d<»  18íni. 

Al  señor  Vice-Gobernador  de  la  Provincia  de  Buenos    Ai- 
res, Presidente  de  la  Asamblea  Legislativa. 

Me  es  agradable  acusar  recibo  de  la  nota  de  esta  fecha, 
del  señor  Presidente,  comunicándome  encontrarse  reunidas 
en  asamblea  ambas  Cámaras  de  la  Provincia,  para  la  inau- 
guración del  período  legislativo,  en  cuya  virtud  doy  por 
terminada  mi  misión  dentro  de  los  términos  de  la  ley  del 
H.  Congreso  que  dispuso  la  Intervención  Nacional  hasta 
la  definitiva  instalación  de  la  H.  Legislatura. 

Tengo,  con  este  motivo,  el  agrado  de  saludar  al  señor 
Presidente   con  mi   distinguida  consideración, 

M.  DE  Vedl\. 
Dalmiro  Balagiirr, 
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Entre  la  Intervención  y  el  Gobernador 

La  Plata,  Otubro  9  do  1899. 

A  S.  E.  el  señor  'Gobernador  de  la  Provincia   de   -Buenos 
Aires,  doctor  don  Bernardo  de  Irig03'en. 

Tengo  el  honor  de  participar  á  V.  E.  que  según  comu- 
nicación que  acabo  de  recibir  del  señor  Presidente  del  H.  Se- 
nado, se  encuentran  reunidas  en  asamblea  ambas  Cámaras 
de  la  Provincia,  á  objeto  de  que  V.  E.  se  sirva  proceder  á 
la  inauguración  del   período  legislativo. 

Como  este  acto  pondni  término  á  mi  misión,  de  confor- 
midad á  la  ley  del  H.  Congreso  que  dispuso  la  Interven- 
ción Nacional  «hastci  la  definitiva  instalación  del  Poder  Le- 
gislativo», aprovecho  esta  oportunidad  para  agradecer  k 
V.  E.  las  consideraciones  que  le  he  merecido  durante  mi 
permanencia  en  la  Provincia. 

Reitero  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  consideración  míis 
distinguida. 

M.  DE  Vedl\. 
Dalmiro  Ba laguer. 


La  Plata,  Octiibro  10  do  1899. 

Al  Excmo.    señor    Literventor   Nacional,    don    Mariano    de 
Vedia. 

Tengo  el  agrado  de  dirigirme  á  V.  E.  acusando  recibo 
de  su  nota  fecha  9  del  corriente,  por  la  que  me  participa 
que,  según  comunicación  del  Presidente  del  H.  Senado,  se 
encuentran  reunidas    ambas  Cámaras  á  objeto   de   proceder 
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á  la  inauguración  uél  período  legislativo,  dando  al  mismo 
tiempo  V,  E.  por  terminada  la  comisión  que  le  fué  con- 
fiada en  virtud  de  la  ley  del  Congreso  Nacional. 

Con  este  motivo  felicito  á  V.  E.  por  el  éxito  obtenido 
con  aplauso  público,  en  la  delicada  misión  que  le  fué  con- 
fiada, y  cumplo  con  el  deber  de  significarle  el  aprecio  que 
el  Poder  Ejecutivo  y  demás  autoridades  de  esta  Provincia 
tienen  por  la  rectitud  é  ilustración  de  V.  E. 

Saluda  á  V.  E.  con  su  mayor  consideración 

Bernardo  de  Irigoyen. 
/osé^  M.  Calderón, 


Definitiva  instalación  del  Poder  Legislativo 

La  Plata,  Octubre  9  de  1899. 

A  S.  E.  el  señor  Interventor    Nacional  en  la  Provincia  de 
Buenos  Aires. 

Tengo  el  honor  de  poner  en  conocimiento  de  V.  E.,  que 
en  la  fecha,  en  sesión  de  asamblea  general,  ha  quedado 
abierto  el  46''  período  constitucional  legislativo. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  felicitar  á  V,  E.  por  el 
feliz  éxito   de  la  elevada  misión  que   se  le  confió. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  mayor  consideración. 

Alfredo  Demarchi. 
AL  del  Carril, 

Pro-Sccrcturio  del  Senado. 

Ricardo    M.    García. 

Soc.de  hi  C\  do   DD. 
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DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Secreto  aprobando  la  conducta  del  Interventor  Na- 
cional en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  D.  Mar- 
co Avellaneda. 

Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1899. 

HLabiendo  terminado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  de  conformidad  al  decreto  de  fecha 
28  de  Abril  último  y  las  instrucciones  que  oportunamente  le 
fueron  comunicadas  al  señor  Interventor, 

JEl  Presidente  de  la  República — 

DECRETA : 

Artículo  I®  Apruébase  la  conducta  del  señor  Interventor 
Nacional  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  ciudadano  don 
Marco  Avellaneda,  y  dénsele  las  gracias  por  los  importantes 
servicios  prestados  al  país. 

Art  2*  Comuniqúese,  publíquese  con  el  informe  y  anexos 
adjuntos,  y  dése  al  Registro  Naci(jnal. 

Roca 
Felipe   Yo/re. 


1900 


Catamarca  y  Entre  Pios 


Aprobando  la  Intervención  á  Catamarca,   ordenada 
por  la  Ley  3862 

^  Buenos  Aires,  Agosto  20  de  1900. 

Habiendo  terminado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Catamarca,  ordenada  por  Ley  núm.  3862,  de  10 
de  Octubre  de   1899, 

El   Presidente  de  la  República— 

DECRETA: 

Artículo  1°  Apruébase  la  Intervención  Nacional  en  la 
Provincia  de  Catamarca»  desempeñada  por  el  señor  doctor 
don  Benjamín  Figueroa,  y  dénsele  las  gfracias  por  los  servi- 
cios prestados  al  país. 

Art.  2°  Acuérdase  al  señor  Interventor  como  remunera- 
ción por  sus  trabajos,  la  suma  de  doce  mil  pesos  moneda 
nacional,  y  á  su  Secretario  el  señor  doctor  don  José  A. 
Frías,  la  suma   de  seis  mil  pesos  de  la  misma  moneda. 

Art.  3°  Este  gasto  se  imputará  á  la  mencionada  Ley 
número  3862. 

Art.  40  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. 

Roca. 
Felipe  Yo/re. 


MINISTERIO  DEL   INTERIOR 


Decreto  declarando  intervenida  la  Provincia   de 
Entre  Rios 

Buenos  Aires,  Marzo  20  de  1900. 

Visto  el  precedente  pedido  de  Intervención  del  Gobierno 
de  la  Provincia  de  Entre  Ríos,  para  reprimir  la  insurrección 
que  tiene  lugar  en    ella,  y 

CONSIDERANDO:' 

Que  es  un  deber  impuesto  al  Gobierno  Federal  por  el 
artículo  ó*"  de  la  Constitución  Nacional,  sostener  las  auto- 
ridades constituidas,  cuando  ellas  son  amenazadas  por  la 
sedición, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Articulo  I*»  El  P.  E.  de  la  Nación  interviene  en  la  Pro- 
vincia de  Entre  Ríos,  al  solo  efecto  de  reprimir  la  insurrec- 
ción y  sostener  al  Gobierno  legal,  quien  continuará  en  el 
ejercicio   de  sus  funciones  constitucionales. 

Art.  2°  Nómbrase  al  General  don  Lorenzo  Winter,  para 
que  lomando  el  mando  de  las  milicias  de  la  Provincia  y 
de  las  fuerzas    nacionales  que    existen    en   ella,  proceda  á 
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reprimir  la  sedición  y  al  restablecimiento  del  orden  público 
•en  dicha  provincia. 

Art.  30  Por  el  Ministerio  del  Interior  se  le  darán  las 
instrucciones  necesarias  para  el  cumplimiento  de  su  misión. 

Art  4"  Dése  cuenta  al  H.  Congreso  de  la  Nación  en  las 
próximas  sesiones,  del  presente  decreto. 

Art.  5°  Comuniqúese,  publiquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. 

Roca. 
Felipe  Yo/re. 


MINISTERIO   DEL  INTERIOR 


Decreto  declarando  terminada   la  Intervención 
Nacional  en  la  Provincia  de  Entre  Rios 

Buenos  Aires,  Abril  9  de  1900. 

En  vista  de  lo  manifestado  por  el  señor  General  don 
Lorenzo  Winter,  Interventor  Nacional  en  la  Provincia  de 
Entre  Ríos,  de  encontrarse  completamente  pacificada  aquella 
Provincia. 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA: 

Artículo  I*'  Declárase  terminada  la  Intervención  Nacio- 
nal en  la  Provincia  de  Entre  Ríos,  decretada  con  fecha 
^o  de  Marzo  del  corriente  año. 
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Art.  2°  Oportunamente  el  señor  Interventor  elevará  el 
correspondiente  informe  al  Ministerio  del  Interior. 

Art.  30  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. 

Roca. 
Felipe   Vo/re. 
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Art.  2<?  Oportunamente  el  señor  Interventor  elevará  el 
correspondiente  informe  al  Ministerio  del  Interior. 

Art.  3°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro  Nacional. 

Roca. 
Felipe   Vo/re. 
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Buenos  Aires 


Documentos  é  informes  presentados  al  Ezcmo.  Go- 
bierno de  la  Nación  por  el  Interventor  Dr.  Luis 
B.  Molina. 


La  Platíi,  FebrtTO  7  de  1908. 

Señor  Ministro  del  Interior: 

Los  Diputados  Provinciales  de  Buenos  Aires  que  subs- 
cfiben  y  constituyen  mayoría  de  la  Cámara  á  que  pertene- 
cen, ante  V.  E.  se  presentan  exponiendo: 

Que  se  encuentran  imposibilitados  de  ejercer  sus  funcio- 
nes constitucionales,  á  consecuencia: 

I''  De  haber  sido  ocupado  el  local  de  nuestras  sesiones 
por  fuerza  armada  que  ha  querido  la  minoría  guber- 
nista  y  cuya  presencia  continúa  estorbando  la  acción 
libre  de  los  legisladores  de  la  mayoría; 

2'^  De  haber  sido  incorporados  al  cuerpo  legislativo  á 
que  pertenecemos,  tres  caballeros  particulares  sin  más 
antecedentes  que  el  de  haber  sido  declarados  cesan- 
tes por  la  Cámara  en  quorum  legal  y  definitivamente 
como  lo  han  reconocido  las  autoridades  judiciales  de 
la  Provincia; 

3**  Y  de  haber  removido  á  la  mesa  picsidencial  de  la 
Cámara,  bajo  la  presión  de  la  fuerza  armada  y  por 
el  voto  de  una  minoría  sostenida  por  bayonetas. 
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Respecto  del  primer  punto,  observaremos  á  V.  E.  que 
no  se  trata  de  discutir  las  facultades  de  la  minoría  para 
compeler  á  los  inasistentes  y  formar  quorum:  no,  tales  fa- 
cultades pudo  y  debió  ejercer  la  oposición  que  subscribe 
cuando  la  minoría  gubernista  se  asilaba  en  la  casa  del  Go- 
bernador ó  en  la  misma  Policía,  eludiendo  el  cumplimiento 
de  sus  deberes  constitucionales  é  impidiendo  el  quorum  con 
perjuicio  de  los  intereses  fiscales  y  de  la  pronta  sanción  de 
los  presupuestos  administrativ^os. 

Puede  V.  E.  ordenar  una  investigación  previa  de  los  ante- 
cedentes del  caso  que  sometemos  al  Excmo.  Gobierno  Na- 
cional,    Resultará   este  hecho  irrefutable. 

La  oposición,  tentando  los  dos  meses  últimos  del  año 
anterior  la  consideración  de  las  leyes  de  impuestos  y  de 
presupuestos;  el  P.  E.  estorbando  el  quorum  en  Diputados 
y  deteniendo  en  el  Senado  la  prórroga  de  las  sesiones  ordi- 
narícis. 

Ponemos  A  disposición  de  V.  E.  los  diarios  de  sesiones 
de  ambas  Cámaras,  que  confirmarán  nuestras  aseveracio- 
nes. Y  allí  verá  V.  E.,  como  Juez  imparcial,  que  no  ha 
existido  obstrucción  alguna  de  las  leyes  de  presupuesto,  pero 
ni  tampoco  el  uso  legítimo  del  derecho  consagrado  á  las 
minorías  por  todas  las  reglas  parlamentarias. 

Una  ley  elemental  de  decoro  les  obliga  á  compeler  á  los 
inasistentes  á  la  luz  del  día,  no  merced  á  las  sombras  de 
la  noche  ni  mucho  menos  amparados  por  fuerzas  regimen- 
tadas, facilitadas  subrepticiamente  por  otro  poder.  Cuando 
sé  llega  á  este  extremo,  la  independencia  del  poder  legis 
lativo  ha  desaparecido  por  completo  y  el  régimen  republi- 
cano de  gobierno  ha  sido  subvertido. 


11. 


Grave  es  el  incidente  que  dejamos  relatado,  pero  muchí- 
simo peor  es  el  que  constituye  el  segundo  capítulo  de  nues- 
tros agravios. 

I^  minoría  evidente  de  la  Cámara,  obrando  violentamente 
y  sin  advertir  que  los  seis  diputados  traídos  al  recinto  por 
las  fuerzas  del  gobierno  no  habían  tomado  asiento  en  el 
mismo  y  por  lo  tanto  no  contribuyeron  á  formar  quorum 
resolvieron  incorporar  á  los  ciudadanos  D.  José  A.  LopeZj 
D.  Francisco  Lando  y  D.  Benjamín  Páez,  como  hubiera 
podido  hacerlo  con  todos  los  tertulianos  políticos  del  Go- 
bernador: Un  detalle:  la  minoría  les  tomó  juran^entó,  como 
si  se  tratase  de  Diputados  recien  electos. 

Dichos  Señores  eran  simples  particulares,  desde  que  un 
fallo  definitivo  é  irrevocable  de  la  Cámara  los  declaró  ce- 
santes por  motivos  enumerados  en  la  Constitución. — Ningu- 
na cláusula  de  ésta  autoriza  la  reconsideración  de  semejantes 
sanciones,  y  los  improvisados  legisladores  debieron  esperar 
á  que  una  nueva  consagración  del  sufragio  les  diese  dere- 
cho á  pretender  su  incorporación  á  la  Legislatura. 

En  1898  el  H.  Congreso  resolvió,  en  vista  de  un  pedido 
análogo  al  presente,  fundado  en  un  caso  menos  grave: 

1°  Que  bastaba  la  presentación  de  una  mayoría  relativa 
de  una  Cámara  provincial,  para  dar  curso  al  reclamo  de 
intervención. 

2"  Y  que  ésta  era  procedente  desde  el  momento  de  ha- 
ber penetrado  intrusos  al  recinto  legislativo,  pretendiendo 
tomar   parte   en  sus  deliberaciones. 

El  caso,  lo  repetimos,  era  menos  grave  que  el  actual,  y 
fué  expuesta  en  términos  elocuentes  é  irrefutables  por  el 
miembro  informante  de  la  H.  Cámara  de  Diputados  de  la 
Nación,   señor  Mariano  de  Vedia. 
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Nadie  que  tenga  conciencia  de  los  derechos  que  corres- 
ponden á  un  ciudadano  erigido  en  autoridad,  podría  con- 
currir á  una  Cámara,  en  la  cual,  bajo  la  presión  de  las 
bayonetas  provinciales,  habría  de  entablar  discusiones  con 
colegas  artificíales,  sin  título  constitucional  y  habilitados 
para  votar  por  la  tolerancia  ó  complicidad  de  la  inesa 
provisional  de  la  Cámara. 


m. 


El  último  atentado  que  perpetró  la  minoría  de    Diputa- 
dos, hasta  hoy  amparada  por  las  fuerzas  militares  del  Go- 
bernador, fué  la  renovación  arbitraria  de  la  mesa  que  anual 
mente  designa  cada  rama  del   Poder  Legislativo. 

Nuestra  presentación  es  prueba  suficiente  de  que  la  titu- 
lada Presidencia  de  la  Cámara  es  el  resultado  de  un  sal- 
teo que  no  se  mantiene  sino  merced  al  asedio  que  el  Batallón 
Provincial    ha  establecido  en    torno    del  recinto  legislativ^o. 

La  destitución  subrepticia  de  la  mesa  no  ha  tenido  otro 
objeto  que  el  de  apoderarse  á  mansalva,  con  el  auxilio  del 
P.  E.,  de  las  copias  de  los  Padrones  Electorales  de  la  Pro- 
vincia, para  continuar  la  farsa  iniciada  por  el  Gobernador, 
empeñado  en  substituirse  á  la  opinión,  á  los  partidos,  á  las 
Cámaras  y  aún  á  la  Convención  reformadora  de  la  Carta 
Constitucional. 


IV. 


Hemos  presentado  á  V.  E.  un  caso  típico  de  obstruc- 
ción legislativa:  hemos  enumerado  hechos  que  comprueban 
la  imposibilidad  en  que  nos  encontramos  de  concurrir  al 
desempeño  de  las  funciones  normales  del  Poder  Ejecutivo 
de  la  Provincia. 


Tal  vez  juzgue  V.  E.  que  lo  expuesto  basta  y  sobra  para 
autorizar  la  intervención  reguladora  del  Gobierno  Federal. 
Pero  no:  los  acontecimientos  mencionados,  de  suyo  graví- 
simos, no  son  sino  manifestaciones  del  estado  mórbido  por- 
que atraviesa  la  situación  política  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires. 

En  estos  mismos  momentos,  Excmo.  Señor,  la  casa  de 
la  Legislatura  se  encuentra  ocupada  militarmente  por  fuer- 
za del  Batallón  tGuardia  de  Cárceles»,  impidiéndonos,  á 
pesar  de  nuestros  requirimientos  y  protestas  reiteradas,  pe- 
netrar al  recinto,  en  ejercicio  de  un  derecho  que  nos  es 
propio. 

Es  así  como  nos  encontramos  inhabilitados  para  celebrar 
sesión  en  el  local  de  nuestras  deliberaciones  y  obligados 
á  protestar  de  estos  actos  profundamente  perturbadores  de! 
sistema  republicano  que  todos  los  poderes  del  Gobierno  es- 
tán encargados  de  practicar  y  respetar. 

Ayer  esas  fuerzas  han  aumentado  su  número,  constitu- 
yéndose así  dentro  del  Palacio  Legislativo  un  verdadero 
campamento  militar  que,  no  solo  deprime  la  altura  moral 
del  Parlamento,  sino  que  también  muestra,  con  elocuencia, 
hasta  donde  las  instituciones  están  alteradas,  y  extraviado 
el  concepto  constitucional  del  Gobierno. 

No  se  explica,  Excmo.  Señor,  que  para  compeler  á  seis 
ó  siete  diputados  indefensos,  sin  citaciones  previas  ni  ina- 
sistencias notorias,  como  lo  establecen  los  principios  del  de- 
recho parlamentario  se  empleen  ciento  cincuenta  hombres 
regimentados,  pero  mucho  menos  se  explica  que  esa  misma 
fuerza  acrecida  permanezca  guardando  puertas  y  ocupando 
íntegramente  el  edificio  legislativo,  una  vez  realizadas  las 
violencias  incalificables  que  se  han  consumado  con  la  más 
reprobable  de  las  ostentaciones  de  que  haya  recuerdo  en 
los  anales  políticos  de  la  República. 

Es  este  un  acto  que  á  nuestro  juicio  no  encuadra  dentro 
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de  los  príncipíos  de  absoluta  independencia  que  fundamen- 
tan la  creación  y  la  existencia  de  un  Poder  Legislativo,  y 
mucho  menos  que  tolere  una  disposición,  siquiera,  de  nin- 
guna Constitución  del  mundo. 

En  estas  condiciones,  los  miembros  de  la  mayoría  de  la 
Cámara,  que  subscriben,  entienden,  Excmo.  Señor,  que  n^ 
les  es  posible  cumplir  con  los  deberes  de  su  mandato,  y  en 
consecuencia  consideran  que  este  estado  de  cosas  importa 
en  el  hecho  la  caducidad  del  Poder  Legislativo,  por  obra 
del  Poder  Ejecutivo  en  connivencia  con  la  minoría  de  la 
Cámara.  Nada  ha  faltado  para  que  el  espectáculo  que  ofrece 
en  estos  momentos  la  Provincia,  toque  los  lindes  de  io 
vergonzoso  é  intolerable.  A  los  ofrecimientos  y  á  las  com- 
placencias deshonrosas  han  sucedido  las  asechanzas  primero 
y  después  las  violencias  que  aún  persisten. 

Puede  V.  E.  auscultar  la  opinión  de  esta  gran  Provincia 
que  acumula  la  cuarta  parte  de  la  población  de  la  Repú- 
blica y  atesora  un    tercio  de  sus  producciones. 

Todos  claman  por  una  reacción  saludable  que,  modifi- 
cando los  fundamentos  actuales  del  régimen  político,  dé  ca- 
bida á  todas  las  energías  libres  y  expontáneas  de  las  po- 
blaciones bonaerenses. 

Hay  una  mcisa  de  más  cíe  un  niillón  de  habitantes  que 
murmura  retraída  y  de  la  que  no  son  eco  los  periódicos 
cuyos  órganos  locales  se  sienten  atraídos  por  prebendas 
oficiales:  ei  mismo  Excmo.  Gobierno  de  la  Nación  conoce 
esas  aspiraciones  populares. 

Queremos,  pues,  dar  á  V.  E.  la  ocasión  de  realizar  un 
acto  que  será  conmemorado:  la  colaboración' prudente  del 
(Tobierno  Federal  en  el  encarrilamiento  de  las  instituciones 
provinciales. 

Efectivamente,  la  intervención  que  solicitamos  carecería 
de  eficacia  sino  fuera  decretada  con  la  amplitud  requerida, 
para  corregir,  de  una  vez,  males  que  no  derivan  de  la  piel 
sino  de  la  entraña. 
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Porque,  queremos  confesarlo:  en  la  Provincia  de  Buenos 
Aires  todo  está  subvertido,  desde  el  régimen  municipal  — 
hoy  subordinado  al  Gobernador — que  promueve  coñfictos 
con  el  auxilio  de  las  policías  para  intervenir  las  comunas, 
nombrando  comisionados  sin  que  reúnan  las  condiciones 
"legales. 

Se  han  dado  casos  que  estamos  dispuestos  á  probar,  de 
comisarios  que  han  amenazado  á  Intendentes  y  á  Legisla- 
dores, con  graves  daños,  si  no  presentaban  su  renuncia  ó 
se  adherían  á  la  variable  política  del  Gobernador. 

Los  abusos  policiales  en  detrimento  de  los  privilegios 
parlamentarios,  determinaron  á  la  Cámara  de  Diputados  á 
cortar  sus  relaciones  con  el  P.  E.;  pues  bien,  á  pesar  de 
esto  el  Gobierno  envió  expontáneamente  sus  fuerzas  á  la 
minoría,  que  carecía  de  facultades  para  admitir  tal  socorro. 
Y  por  lo  que  tí)ca  á  la  actuación  del  Gobernador  Ugarte 
en  la  política  interna  y  externa,  basta  recordar  que,  atri- 
buyéndose el  papel  de  gestor  oficioso  de  los  partidos,  pre- 
tendió imponer  una  lista  de  convencionales  para  modificar 
á  su  antojo  la  Carta  fundamental  de  la  Provincia. 

Esto  sería  lo  más  grave  que  pudiera  sobrevenir,  pero  hay 
algo  peor,  y  es  el  afán  del  P.  E.  en  perpetuar  los  padro- 
nes adulterados  de  los  principales  distritos  electorales. 

He  ahí  el  peligro  permanente  para  las  instituciones,  y 
que  se  destaca  como  raro  contraste  al  lado  de  las  saluda- 
bles reformas  de  la  última  ley  de  elecciones  nacionales.  En 
una  palabra,  se  trata  de  una  situación  ubicada  fuera  de  las 
constituciones  nacional  y  provincial:  continuarla,  equivaldría 
á  impedir  cualquier  aliento  de  vida  cívica  en  la  primer  pro- 
vincia argentina. 

Pedimos,  pues,  la  intervención  amplia,  robusteciendo  nues- 
tro pedido  con  el  extracto  de  algunos  hechos  que  corrobo- 
ran el  juicio  inferido  de  los  antecedentes  que  preceden. 
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V. 


Pasamos  por  alto  los  actos  de  favoritismo  oficial  y  los 
deslices  administrativos  del  P.  E.,  pecados  todos  que  pue- 
den ser  considerados  mínimos,  en  comparación  con  los  j'a 
enumerados.  Pero  debemos  insistir  en  la  significación  de  los 
hechos  conexos  que  se  han  venido  sucediendo  desde  que 
el  'señor  Ugarte  ascendió  al   poder. 

El  hecho  más  elocuente  que  revela  la  característica  del 
gobernante  fué  la  notoria  pretensión  de  imponer  á  los  elec- 
tores de  la  Provincia  una  lista  de  convencionales  para  mo- 
dificar ad  libitum,  nada  menos  que  la  Constitución  de  la 
Provincia.  Después  se  le  ocurrió  formar  mayorías  legisla- 
tivas con  ofertas  depresivas  para  los  partidos  independientes. 

A  raíz  del  fracaso,  el  Gobernador  inició  una  serie  de 
•persecuciones  á  los  legisladores  de  la  oposición,  estable- 
ciendo vigilancias  odiosas  sobre  los  ausentes  y  llegando 
hasta  violar  el  artículo  93  de  la  Constitución  respecto  al 
diputado  Carrasco,  que  no  firma  la  presente  por  estar  de- 
tenido á  consecuencia  de  un  incidente  personal  en  el  que 
se  vio  envuelto  y  del  cual  debió  darse  aviso  á  la  Cámara 
respectiva,  según  la  disposición  precitada,  pero  cuya  adhe- 
sión á  este  pedido  está  manifestada  por  una  carta  que  adjun- 
tamos á  V.  E. 

Excusado  es  volver  sobre  el  atropello  perpetrado  en  el 
recinto  legislativo;  no  agregaremos  sino  que,  transcurrida 
la  media  hora  reglamentaria  sin  formarse  quorum,  la  mi- 
noría operrí  seis  horas  después  con  el  auxilio  del  batallón 
Guardia  de  Cárceles  y  Escuadrón  de  Seguridad,  pero,  lo 
dejamos  dicho,  no  se  trata  de  casos  aislados  de  intervención 
y  que  al  remediarlos  dejarían  latente  el  mal  que  hoy  aqueja 
á   la  Provincia. 

Se  trata  de  un  caso  general  en  que  la  causa  única  de  los 
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trastoroos   radica  en   un    sistema    inveterado  contra  el  que 
protesta  la  opinión,   encamado   actualmente  por  un  gober 
nante  desvinculado  de  tradiciones  políticas/  empeñado  ter- 
camente en   subordinar  á  su  voluntad  omnímoda  los  pueblos, 
los  partidos,  los  hombres. 


VI. 


En  conclusión,  Excmo.  Señor,  pensamos  como  legisla- 
dores y  ciudadanos  de  Buenos  Aires  que  cuando  los  pue- 
blos llegan  á  situaciones  políticas  tan  extremas  como  las 
que  acabamos  de  bosquejar,  no  se  trata,  no  puede  tratarse 
de  detalles  políticos  6  administrativos.  Y  así.  es  en  realidad; 
la  opinión  de  la  República  viene  desde  hace  tiempo  siendo 
alarmada  por  las  crisis  periódicas  que  han  afligido  á  Bue- 
nos Aires.  Los  hombres  más*  caracterizados  del  país,  la 
prensa  nacional,  los  partidos  políticos  y  los  gobernantes  emi- 
nentes, han  meditado  más  de  una  vez  sobre  el  problema 
de  garantizar  para  la  Provincia,  gobiernos  estables  de  opi- 
nión. Muchos  han  creído  encontrar  la  solución  en  la  refor- 
ma de  la  carta  fundamental,  pero  aún  estos  mismos  han 
fracasado  por  la  intervención  del  elemento  perturbador  que 
ho}''  motiv^a  este  pedido   de  amparo  constitucional. 

El  (irobernador  de  Buenos  Aires,  apenas  asumió  el  mando 
implantó  un  sistemo  tan  personal  de  Gobierno  que  á  poco 
de  ser  ejercitado  puso  en  evidencia  que  sólo  perseguía  crear 
en  el  mecanismo  institucional  de  Buenos  Aires  una  auto- 
ridad desconocida  que  estuviera  sobre  los  partidos,  sobre  los 
pueblos,  sobre  la  Constitución  del  Estado.— Esto  es  de  no- 
toriedad nacional,  y  esta  es,  en  realidad,  la  verdadera  causa 
.  fundamental  de  la  grave  y  ojalá  definitiva  crisis  porque 
atraviesa  la  Provincia — Es  nuestra  convicción  que  dentro 
del  Estado  no  hay  .autoridad  con  voluntad  y    poder  moral 
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para poner  remedio  á  la  profnnda  desorganización  política 
que  tanto  perjudica  á  ios  gandes  intereses  de  la  Provincia. 

Es  también  nuestra,  convicción  que  el  autoritarismo  del 
Gobernador,  deiíconociendo  la  existencia  del  Poder*  Legis- 
lativo y  extralimitando  sus  facultades  constitucionaies,  ha 
desnatiualizado  la  forma  republicana  de  gobierno,  ya  que 
no  es  posible  concebir  ésta  sin  la  existencia  independiente 
de  los  tres  poderes  establecidos  por  la  Constitución  de  la 
Provincia. 

Es,  pues,  la  autoridad  nacional,  la  única  que  puede  re- 
mover los  obstáculos  que  impiden  que  esta  Provincia  se 
gobierne  de  acuerdo  con  su  Constitución  y  sus  leyes. 

A  esto  efecto  y  para  garantir  la  forma  republicana  de 
gobierno,  solicitamos  que  V.  £.  decrete  la  intervención  á 
la  Provincia  de  Buenos,  de  conformidad  con  los  artículos 
50  y  6®  de  la  Constitución   Nacional 

Saludan  á  Y.  E.  con  su  más  distinguida  consideración. 

Pablo  L.  Palacios, 

Presidente. 

Mariano  Maldonadó,  Manuel  F.  Gnecco, 

Vicepresidente  2«.  Vicepresidente  1*. 

Carlos  /.  Salas  ^Car/os  Gon- 
zález Bonorino  —  Ignacio  M. 
Rivas—JoséG,  A  Imada — Ma- 
leo S.  Casco  ^Mariano/,  Afa 
chado—F,  Uzal—José  Goma- 
les Bofiorino —  Isidoro  Baez — 
Guillermo  A.  Martínez ^Ru- 
fino  M.  Martínez  —  Esléban 
Miranda — Dionisio  G,  de  Ke- 
ravenanl^José  M.  Mendiá — 
fnan  de  la   C.  Ptiig  -  Francis- 
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co  de  las  Carreras — Alejan- 
dro Amor et ti —  Tomás  Bello 
— F.  Bunge  -  Ricardo  Ama- 
deo-*  Adolfo  F.  Gómez-^ Ma- 
nuel F,  de  la  Fuente^  Car* 
meló  Destouches — César  Gon- 
zales  Segura-^Juan  E.  Gibellt 
—  y.  Huisi — Eduardo  Tor- 
mey — Francisco  Roca -^  Juan 
B.  Etcheverri—Juan  S.  Mulle 
— Alberto  Ros  ende  Mitre —J, 
Tomás  Sojo^M,  F.  Castilla. 


Debe  observarse  que  el  diputado  señor  Pedro  Martínez 
Meló  no  subscribe  la  presente  porque  no  se  le  ha  podido  en- 
contrar, lo  que  hace  suponer  que  ha  sido  secuestrado  en' 
la  Provincia,  pues  de  otra  nianera  habría  subscripto  este 
documento  como  subscribió  el  telegrama  dirigido  á  V.  E. 
en  la  noche  del  4  del  corriente,  dando  cuenta  del  atropello 
legislativo,  y  siendo  uno  de  los  opositores  que  fué  llevado 
por  la  fuerza  al  recinto  de  la  Cámara. 

A  mayor  abundamiento  se  acompaña  el  telegrama  diri- 
gido por  la  señora  espoí»  del  señor  diputado  Martínez  Meló, 
Jo  que  hace  más  verosímil  la  presunción   apuntada. 

Pablo  L.  Palacios, 

PreBidente   de  la  H.  C.  de   I»)- 

Carlos  Brizuela, 

Proscretiirio   de  la  H.  C.  de  D.D. 


CL 
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BuiMios  Aires,  Febrero  10  de  ím\. 

A   S.  E.  el  señor ,  Ministro  del    Interior,    doctor  Joaquín  V. 
(xonzález.    . 

Los  Diputados  Nacionales  elegidos  por  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  que  subscriben,  en  presencia  de  los  hechos 
profundamente  perturbadores  del  sistema  republicano  que 
se  viene  desarrollando  en  la  Provincia  han  creído  de  su 
deber  y  en  apoyo  del  pedido  de  intervención  formuladc 
por  la  mayoría  de  la  H.  Cámara-  de  Diputados,  presentar 
á  V.  E.  una  exposición  de  hechos  y  antecedentes  que  ser- 
virán para  ilustrar  el  criterio  ie  V.  E.  en  un  asunto  que' 
reviste  tanta  gravedad  y  trascendencia  para  los  destinos  de 
la  Provincia. 

Aquella  situación  se  ha  agravíulo  en  estos  últimos  tiem- 
pos, merced  á  hechos  y  á  procedimientos  gubernativos  qué, 
aunque  son  ya  generalmente .  conocidos,  nos  creemos  en  el 
caso  de  repetirlos,  píira  demostrar  á  V.  E.  la  necesidad  de 
aquel  recurso  constitucional. 

Nuestra  carta  fundamental  ha  establecido  que  el  Gobierno 
Federal  debe  garantir  á  cada  provincia  el  goce  y  ejercicio 
de  sus  instituciones,  siempre  que  ellas  dicten  para  sí  una 
Constitución  bajo  .el  sistema  representativo  republicano,  de 
acuerdo  con  los  principios,  declaraciones  y  garantías  de  la 
Constitución  Nacional,  y  que  asegure  su  administración  de 
justicia,  su  régimen  municipal  y  la  educaci<>n  primaria.  Líi 
Provincia  de  Buenos  Aires  ha  cumplido  ampliamente  con 
estas '  exigencias  de  nuestra  carta  fundamental,  y  en  conse- 
cuencia, Excmo.  Señor,  ella  tiene  derecho  en  estos  momen- 
tos á  que  se  haga  efectiva  la  garantía  que  le  acuerda  aquella 
Carta  para  gozar  y  ejercitar  regularmente  sus  instituciones. 
No  hace  mucho  tiempo  que  un  gobernante  eminente  de- 
nunciaba ante  la  opinión  pública  del  país,  las  profundas  per- 
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turbaciones  que  ha  venido  sufriendo  la  Provincia  por  la 
falta  de  lealtad  y  de  patriotismo  con  que  se  ha  dejado  de 
aplicar  su  Constitución;  y  si  entonces,  bajo  los  auspicios  de 
una  acción  respetuosa  de  las  funciones  públicas,  se  notaban 
ya  los  sintonías  de  una  desorganización  que  hacía  meditar 
sobre  los  destinos  de  la  Provincia,  no  es  aventurado  soste- 
ner que  hoy  esa  desorganización  llegiido  á  su  meixrmum,  Ka 
dejado  de  ser  un  problema  de  meditación  para  convertirse 
en  una  necesidad  de  correctivo  inmediato. 

La  Constitución  de  Buenos  Aires  establece  íin  régimen 
municipal  completamente  independiente  de  los  altos  pode- 
re3  de  la  l^ovincia,  emanado  directamente  de  la  volunta^ 
popular  y  sustraído  por  completo- de  la  influencia  personal 
de  k)S  gobiernos.  .Y  bien,  Excmo.  Señor,  el  concepto  de  ese 
régimen  municipal  se  desconoce,  la  autoridad  moral  de  las 
corporaciones  se  deprime  y  la  independencia  personal  de  los 
ciudadanos  que  ejercen  las  funciones  municipales  se  ataca, 
por  los  medios  más  vergonzosos:  el  soborno,  las  complacen- 
cias, las  acechanzas,  las  amenazas  y  las  violencias  de  hecho 
consumadas  por  Icis  policías,  como  en  Juárez  y  Pergamino, 
todo,  Excmo.  Señor,  se  estima  permitido  por  el  gobierno 
actual  para  conseguir  influencia  política  en  los  departamen- 
tos y  para  alcanzar  los  resultados  de  esta  guerra  sin  cuartel 
que  se  ha  declarado  á  las  instituciones  y  á  los  derechos  cí- 
vicos. 

La  Constitución  de  la  Provincia  establece  en  su  artículo 
183  que  los  Jueces  de  Paz  deberán  nombrarse  por  el  P.  E.,  á 
propuesta,  en  terna,  de  las  municipalidades.  Y  bien,  exce- 
lentísimo Señor,  en  la  misma  forma  que  se  desnaturaliza  y 
se  corrompe  el  régimen  municipal,  el  actual  gobierno  ha 
trasgredido  y  sigue  trasgrediendo  esta  disposición. 

Los  Jueces  de  Paz  designados  sin  la  propuesta  de  la  mu-» 
nicipalidad,  son  numerosos,  y  si  por  alguna  razón  los  trata- 
distas y  las  constituciones  han  alejado  del  arbitrio  exclusivo 
de  los  Ejecutivos  la  formación  del  Poder  Judicial,  es  preci- 
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sámente,  para  no  desnaturalizar  su  alta  investidura,  colocán- 
dolo en  la  categoría  de  un  mero  resorte  de  influencia  política. 
No  es  este,  Excmo.  Señor,  el  criterio  constitucional  del  Go- 
bierno de  aquel  Estado. 

La  ley  de  comisionados  municipales  establece  perentoria- 
mente que  en  los  casos  en  que  se  produzcan  acefalias,  debe- 
rán estar  desempeñadas  las  funciones  más  urgentes  de  ca- 
rácter municipal  por  ciudadanos  que,  entre  otras  condiciones, 
deben  revestir  la  de  estar  avecindados  en  el  distrito  inter- 
venido. Es  fácil  alcanzar  el  propósito  de  esta  prescripción , 
tratándose  de  funciones  tan  vinculadas  al  desarrollo  de  los 
progresos  locales.  Y  bien,  Excmo.  Señor,  la  mayor  parte 
de  los  comisionados  actualmente  en  ejercicio  y  designados 
por  el  gobierno  no  tienen  interés  de  ningún  género  en  las 
localidades,  ni  son  vecinos  de  ellas.  El  mismo  criterio  de 
preponderancia  política  ha  presidido  á  la  designación  de 
estos  ciudadanos,  la  misma  falta  de  concepto  constitucional 
ha  determinado  esta  flagrante  violación  de  la  ley. 

La  Constitución  de  la  Provincia  establece  la  independen- 
cia del  Poder  Legislativo,  sus  atribuciones,  las  inmunidades 
y  privilegios  de  que  gozan  sus  miembros.  Y  bien,  excelen- 
tísimo Señor,  el  señor  Gobernador  olvidando  hasta  las  más 
elementales  nociones  del  decoro  político  y  explotando  la 
debilidad  de  algunos  legisladores,  los  ha  reunido  en  su  des- 
pacho haciéndoles  subscribir  compromisos  de  solidaridad,  y 
no  ha  dejado  siquiera  de  emplear  la  amenaza  para  conseguir 
que  desapareciera  el  último  resto  de  independencia  perso- 
nal ó  el  último  escrúpulo  de  una  voluntad  vacilante.  Es  asi 
como  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires  no  funciona  libre  y 
regularmente  el  Poder  Legislativo,  habiéndose  convertido 
una  de  sus  ramas  en  una  dependencia  vergonzosa  del  Eje- 
cutivo. 

La  Honorable  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  extraor- 
dinaria y  por  dos  tercios  de  sus  miembros  presentes,  re- 
solvió Ccistigar  á   un   ciudadano  por  haber  atentado  contra 
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las  inmunidades  de  uno  de  los  diputados,  y  el  Poder  Eje* 
cutivo,  defendiendo  la  libertad  personal  del  agresor  —  su 
partidario  político  —  se  negó  á  cumplimentar  la  orden  de 
la  mayoría  de  la  Cámara. 

En  ejercicio  de  sus  propias  atribuciones,  resolvió  la  Ho- 
norable Cámara  el  nombramiento  de  varias  comisiones  in- 
vestigadoras, y  el  Poder  Ejecutivo  se  negó  á  reconocer  esas 
comisiones  y  á  suministrarles  los  informes  que  requerían^ 
Últimamente  uno  de  los  miembros  de  la  Cámara  de  Di- 
putados ha  sido  detenido  por  las  autoridades  policiales  por 
«disparo  de  arma  de  fuego»,  siendo  asi  que,  según  el  ar- 
tículo 93  de  la  Constitución,  «ningún  Diputado  ó  Senador 
puede  ser  detenido  por  ninguna  autoridad  sino  en  el  caso 
de  ser  sorprendido  infraganti  en  la  ejecución  de  algún  cri- 
men, dándose  inmediatamente  cuenta  á  la  Cámara  res- 
pectiva». A  pesar  de  esa  prescripción  terminante  ni  el  Po- 
der Ejecutivo  ni  ninguna  de  las  autoridades  dependientes 
del  mismo  ha  dado  cuenta  á  la  Cámara  respectiva.  Es  así 
como  el  Poder  Ejecutivo  deshace  las  mayorías  opositoras  y 
pretende  reducirlas  al  silencio  por  el  terror. 

Una  ley  de  la  Legislatura  dispuso  en  el  último  año  la 
reforma  de  la  carta  fundamental,  como  resultado  de  esfuer- 
zos meritorios  por  parte  de  los  hombres  más  caracterizados 
del  país,  y  no  ha  podido  recibir  estricta  aplicación  por  cau- 
sas diversas  que  no  son  del  caso  enunciar  en  esta  presenta- 
ción. Esa  ley  debió  ser  el  acto  fundamental  de  la  adminis- 
tración iniciada  el  i**  de  Mayo  del  año  próximo  pasa- 
do, pero  el  Gobernador  de  la  Provincia,  obedeciendo  á  sus 
tendencias  de  exclusiva  preponderancia  política,  pretendió 
substituirse  á  los  partidos  y  á  los  electores,  formulando 
Hstíis  y  fraguando  elecciones.  Y  es  de  esta  manera  que  el 
fracaso  de  la  Convención  debió  consumarse,  inutilizándose 
la  más  fundamental  de  las  iniciativas  que  hayan  abrigado  y 
perseguido  con  patriótica  insistencia  las  distinguidas  perso- 
nalidades que  últimamente  desempeñaron  el  Gobierno. 
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•  La  esperanza  de  una  organización  seria  para  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  que  permitise  su  desenvolvimiento  político 
y  administrativo  de  acuerdo  con  su  importancia  dentro*  de 
la  República,  se  desvaneció  en  el  momento  mismo  en  que 
el  (iobernador  Ugarte  marcaba  en  una  forma  tan  insólita 
el  rumbo  que  debía  hacer  fracasar  definitivamente  aquella 
iniciativa  patriótica. 

T-ós  últimos  acontecimientos  producidos  no  son  más  que 
la  consecuencia  dé  esa  falta  de  discreción  de  alto  pensa- 
miento político,  que  demostró  desde  los  primeros  actos  de 
su  gobierno,  y  que  hoy  imponen  á  la  Nación  el  deber  de 
acudir  con  su  acción  reguladora  á  restablecer  en  la  Provin- 
cia el  imperio  de  las  instituciones. 

Los  sucesos  que  han  provocado  el  pedido  de  intervención 
por  la  mayoría  de  los  Diputados  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  basta  ofrecerlos  á  la  consideración  de  V.  E.,  para 
que  de  ellos  surja  el  convencimiento  de  que  es  imposible 
que  esta  situación  continúe  sin  menoscabo  de  nuestra  carta 
fundamental. 

Una  minoría  de  la  Cámara  de  Diputados,  la  misma  que 
el  Gobernador  reunió  en  la  sala  de  su  despacho,  la  misma  que 
aceptó  las  imposiciones  de  solidaridad  política,  la  misma  que 
públicamente  declara  no  reconocer  otra  dirección  en  la  ges- 
tión de  su  tarea  legislativa  que  la  voluntad  y  el  pensamiento 
del  Gobernador  Ugarte,  se  ha  reunido  en  el  recinto  de  la 
Legislatura  á  altas  horas  de  la  noche  con  el  apoyo  del  I^a- 
tallón  (ruardia  de  Cárceles  sin  llenar  las  formas  externas 
exigidas  por  el  Reglamento  de  la  Cámara,  y  ha  pretendido 
obligar  á  los  miembros  de  la  ma3'Oría  á  formar  un  quorum 
qiie  les  permitiese  consumar  todas  las  violencias  que  son  del 
dominio  público  y  que  han  merecido  la  más  justificada  de 
las  recriminaciones,  por  parte  de  la  opinión. 

No  es  posible,  Excmo.  Señor,  llegar  á  una  subversión 
más  profunda  de  las  prescripciones  constitucionales,  ni  es 
posible  tampoco  demostrar  con  mayor    elocuencia,  como  es 
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cierto  que  hay  una  absoluta  imposibilidad  para  que  en  la 
Provincia  de  Buenos  Aires  impere  én' estos  momentos  el 
í^oce  y  el  ejercicio  de  las  instituciones  que  la  Constitución 
Nacional  garante  á  todos  los  Estados. 

En  el  mes  de  Marzo  próximo  deben  realizarse  las  elec- 
ciones pc^ra  la  renovación  parcial  de  la  Legislatura,  y  el 
señor  (xobernador  ha  necesitado  llevar  á  cabo  todo  género 
de  violencias  para  que  la  mayoría  de  la  Cámara  no  controle 
sus  actos  abusivos  ni  desbarate  sus  pro3'ectos  de  absolu- 
tismo político. 

Y  ahora,  Excmo.  Señor,  nos  preguntamos  si  no  es  esto 
un  desconocimiento  completo  de  las  nociones  de  Gobierno, 
si  no  es  esto  una  subversión  manifiesta  del  sistema  repre- 
sentativo y  republicano  que  garante  la  Constitución  Nacio- 
nal. Donde  el  régimen  municipal  no  se  practica,  donde  la 
administración  de  justicia  se  desnaturaliza,  donde  todas  las 
leyes  orgánicas  sufren  las  más  violentas  transgresiones,  donde 
minorías  legislativas  incorporan  ciudadano^  para  que  par- 
ticipen de  las.  deliberaciones  públicas,  donde  el  P.  E.  acepta 
y. cumple  sanciones  recaídas  en  esta  forma,  donde  los  bata- 
llones ocupan  el  recinto  de  las  leyes,  donde  las  mayorías 
legislativas  son  expulsadas  irrespetuosamente  del  lugar  en 
que  deben  cumplir  sus  deberes  públicos,  donde  las  autori- 
dades de  una  Cámara  nombradas  por  ministerio  de  la  Cons- 
titución son  destituidas  violando  sus  disposiciones,  donde  ni 
una  sola  de  las  instituciones  del  Gobierno  funciona  regular- 
mente, ripuede  decirse,  Excmo.  Señor,  que  existe  un  sistema., 
representativo  republicano  de  (robierno? 

Los  que  subscriben  han  creido  que  es  para  ellos  un  deber 
de  conciencia  y  de  patriotismo,  hacer  ante  V.  E.  la  mani- 
festación de  hechos  que  precede,  en  la  seguridad  de  que 
los  altos  poderes  de  la  Xación,  inspirándose  en  los  justos 
anhelos  de    la    opinión,    decretará    la  intervención    nacional 
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que  exige  la  situación  actual  de  aquel  Estado,  y  que  pedí- 
mos  en  nombre  de  sus  más  levantados  intereses. 

Saludan  á  V.  E.  con  su  más  distinguida  consideración. 

Félix  Rivas.—José  Foiirouge, — 
Hor.  C,  Varela,^p.  a.  Pastor 
Lacasa. — A  ndrónico  Casfro.— 
Carlos  Olivera,— Juan  Angeí 
Martínez, — Manuel  G.  Bono^ 
riño, — R,  S,  Naón, —  Manuel 
de  Iriondo, — Ezequiel  de  la  Ser^ 
na,  —  Pastor  Lacasa,  — Julián 
Romero. — p,  a,  Adolfo  Mnjica^ 


Biicnns  Aíros,  Febrero  1«  de  1903. 

En  vista  de  las  comunicaciones  de  fecha  7  y  lo  del  cor 
riente,  subscriptas,  la  una  por  Diputados  á  la  Honorable 
Legislatura  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  la  otra  por 
Diputados  de  la  misma  provincia  al  Honorable  Congreso  de 
la  Nación,  y  de  los  informes  que  obran  en  el  Poder  Ejecu- 
tivo, los  cuáles  demuestran  una  perturbación  efectiva  en  el 
régimen  normal  de  las  instituciones  republicanas  dentro  del 
territorio  de  aquella  provincia,  por  abusos  de  la  fuerza  pú- 
blica y  actos  que  vician  la  composición  de  la  Cámara  de 
Diputados,  y 

CONSIDERANDO: 

\^  Que  tales  hechos  afectan  en  sus  caracteres  esencic\Ies 
la  existencia  del  Poder  Legislativo,  sin  el  cuál  no  existe  ia 
forma  republicana    de  gobierno,   tal  como    lo    establc^ce    la 
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Constitución  de  la  Nación  y  se  halla  garantida  por  el  Gobier- 
no Federal  (artículos  i»,  5°,  6°  y  106),  á  cada  una  de  las 
provincias. 

2**  Que  de  acuerdo  con  la  primera  parte  del  artículo  6** 
de  la  misma  Constitución,  el  Gobierno  Federal  interviene  en 
el  territorio  de  las  provincias,  sin  necesidad  de  requisición 
de  sus  autoridades,' pues  la  conservación  de  la  forma  republi- 
cana está  encomendada  á  los  poderes  nacionales,  los  que  en 
tal  caso  son  los  únicos  que  pueden  determinar  si  aquella  ha 
sido  alterada  ó  nó,  con  prescindencia  de  lo  que  al  efecto 
hubiesen  declarado  los  poderes  locales,  porque  lo  contrario 
importaría  entregar  á  estos  una  facultad  que  expresamente 
ha  sido  acordada  al  gobierno  federal. 

3°  Que  al  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación  le  está  encomen- 
dado el  mantenimiento  del  orden  establecido  por  la  Constitu- 
ción de  la  República  y  en  el  receso  del  Honorable  Congreso 
puede  hacer  uso  de  todas  aquellas  facultades  concurrentes 
á  ese  fin  que  corresponden  al  Gobierno  Federal,  teniendo  para 
este  caso  como  para  todos  aquellos  en  que  ejerce  funciones 
propias,  pleno  poder  para  darles  cumplimiento,  asi  como  para 
determinar  el  alcance  de  las  mismas,  según  lo  requieran  las 
necesidades  públicas. 

4<>  Que  es  urgente  eliminar  las  causas  que  producen  la  situa- 
ción anormal  en  que  se  halla  el  Gobierno  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  por  razón  de  los  hechos  denunciados,  y  evitar 
que  ellos  asuman  caracteres  más  gfraves  desde  el  punto  de 
vista  del  ó'-den  público  y  del  ejercicio  regular  de  las  institucio- 
nes republicanas  de  la  misma. 
El  Presidente  provisorio  del  Senado  en  ejercicio  del  Poder 

Ejecutivo  y  en  acuerdo  general  de  ministros — 

DECRETA: 

Artículo  1° — Declárase  intervenida  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  de  conformidad  con  la  primera  parte  del  artículo  6^  de 
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la  Constít Lición  nacípnal  y  á  objeto  tic  asegurar  d  íüncioTia- 
míeiita  tionriid  del  Poder  Lep^íslatívo  de  \i\  rnisma. 

Art.  2''  ^  Por  ol  Ministerio  del  InttTÍur  se  extendémn  l¿is 
instrucciones  á  quedeliera  sujetarse  la  intervención. 

Art  ^''— El  Mirn'scerio  de  líi  Guerra  librará  tas  ñnléhesr que 
fuesen  necesarias  para  el  cumplimiento  de  este  decreto. 

'  .-VrL  4*' — Lí^  g^astijs  que  demande  la  ojecucióii  dé  este 
iicuerdo  se  liarán  de  rentas  jtfCHeralcs  y  con  imputación  al 
mismc^ 

Art.  5"— Comuniqúese,  etc. 

/   J'   (/ouztíUz.^/.fNs  A  f.  Drago ^ 

-rPublu  Rkt'heri.^OHofre  Bet" 

bcder.  —  Emilio   Civit: — J,  R, 

Fermindt-.  —  Marco    Avella- 

neda. 


! 


Buenos  Aires,  Febrero   17  de  \\)0',\. 


A  S.  E.  el  Señor  Gobernador  de   la  Provincia  de    Buenos 
Aires. 

1.a  Plata. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  k  V.  E.  adjuntándole  copia 
legalizada  del  decreto  dictado  en  acuerdo  de  ministros,  por  el 
que  se  declara  intervenida  la'  Provincia  de  Buenos  Aires,  con 
motivo  de  los  incidentes  que  han  tenido  lugar  en  la  Honorable 


I 
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Cám¿ir¿i  de  Diputados  y  <Ie  que  V.  E.  se  sirvió  informar  al 
Poder  Ejecutivi>. 

El  (Tobierno  de  la  Nación  confía  en  que  por  este  medio  se 
contribuirá  á  restablecer  la  regularidad  del  funcionamiento  de 
os  poderes  públicos  de  la  Provincia,  y  asegurar  el  régimen 
normal  de  sus  instituciones. 

Saludo  á  \'.  E.  C(^n  mi  distinguida  consideración. 

Joaquín  V.  GonzAí.kz. 

A  los  Señores  ( robernadores  de  Provincia. 

Oficial. 

lenizo  el  honor  de  dirigirme  á  \ .  E.  comunicándole  que 
p«>r  decreto  de  fecha  i()  del  corriente,  dictado  en  acuerdo 
general  de  ministras  ha  sido  declarada  intervenida  la  Pro- 
vincia de  Ikíenos  Aires,  de  conformidad  con  la  primera 
píirte  del  artículo  6"  de  la  Constitución  Nacional,  á  objeto  de 
asegurar  el  funcionamiento  norm¿d  del  Poder  Legislativo  de 
la   misma. 

Saludo  á  V.  E.  con  toda  consideréición. 

J.    V.    (tONZALEZ. 


Hílenos  Aires,   Febrero  1(>  de  \%y.\. 

A  S.  E.   el  Señor  Ministn^  de  la  Guerra. 

Tengo  el  honor  de   dirigirme  á  V.  E.   adjuntándole,    para 
los  tinos  á  c^ue  luiya  lugar,  copia  legalizada   del  decreto  dio- 
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la  Constitución  nacional  y  á  objeto  de  asegurar  el  funciona- 
miento normal  del  Poder  Leg^islativo  de  la  misma. 

Art.  2°  -  Por  el  Ministerio  del  Interior  se  extendcíain  las 
instrucciones  á  que  deberá  sujetarse  la  intervención. 

Art  3" — El  Ministerio  de  la  Guerra  librará  las  órdenes  que 
fuesen  necesarias  para  el  cumplimiento  de  este  decreto. 

Art.  4° — Los  gastos  que  •  demandé  la  ejecución  de  este 
acuerdo  se  harán  de  rentas  generales  y  con  imputación  al 
mismo. 

Art.  5" — Comuniqúese;  etc. 

Ukihuku. 

y.    l\   González, — Luis  AL  Drago ^ 

-—Pablo  Ricchtri, —  Onofre  Bel- 

beder,  —  Emilio    Civil: — /.  R. 

Fernández,  —   Mareo    Ave  I  la- 

neda. 


HuenoM  Aires,  Febrcn»  17  de  líMj;>. 


A  S.  E.  el  Señor  (robernador  de   la  Provincia  de   Buenos 
Aires. 

La  Plata. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  adjuntándole  copia 
legalizada  del  decreto  dictado  en  acuerdo  de  ministros,  por  el 
que  se  declara  intervenida  la'  Provincia  de  Buenos  Aires,  con 
motivo  de  los  incidentes  que  han  tenido  lugar  en  la  Honorable 


1 
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Cámara  de  Diputados  y  de  que  V.  E.  se  sirvió  informar  al 
Poder  Ejecutivo. 

El  (robierno  de  la  Nación  confía  en  que  por  este  medio  se 
contribuirá  á  restablecer  la  regularidad  del  funcionamiento  de 
os  poderes  públicos  de  la  Provincia,  y  asegurar  el  régimen 
normal  de  sus  instituciones. 

Saludo  á  y.  E.  con  mi  distinguida  consideración. 

Joaquín  V.  Gonzále¿. 

A  los  Señores  (robernadores  de  Provincia. 

O^ci'a/. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  comunicándole  que 
por  decreto  de  fecha  i6  del  corriente,  dictado  en  acuerdo 
general  de  ministros  ha  sido  declarada  intervenida  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  de  conformidad  con  la  primera 
parte  del  artículo  6"  de  la  Constitución  Nacional,  á  objeto  de 
asegurar  el  funcionamiento  normal  del  Poder  Legislativo  de 
la  misma. 

Saludo  á  V.  E.  con  toda  consideración. 

J.  V.  González. 


Ruchos  Aires,  Febrcrn  1(>  de  1Í)0:J. 

A  S,  E.   el  Señor  Ministro  de  la  Guerra. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.   adjuntándole,    para 
los  fines  á  que  haya  lugar,  copia  legalizada   del  decreto  dic- 
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tado  con  fecba  16  del  corriente  en  acuerdo  general  de  minis- 
tros, declarando  intervenida  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 
Saludo  á  V.  E.  con  mi  distinguida  consideración. 

J.  V.  González. 


Buenos  Aires,  Febrero  17  de  liM)3. 

De  conformidad  con  lo  resuelto  en  el  Decreto  de  fecha  16 
del  corriente,  dictado  en  acuerdo  general  de  ministros,  el 
Presidente  provisorio  del  Senado  ;en  ejercicio  del  Poder  Eje- 
cutivo— 

DECRETA  : 

Artículo  I  o  Nómbrase  Interventor  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  al  ciudadano  doctor  Luis  B.  Molina. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

'  Uriburu. 

y.  l\  Gouzdlfz. 


Buenos  Aires,  Febrero  17  d(»  1ÍX);{. 
A  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Hacienda  de  la  Nación. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  adjuntándole  á  la 
presente,  copia  legalizada  del  Decreto  de  fecha  16  del  co- 
rriente, dictado  en  acuerdo  general  de  ministros,  por  el  que 
se  declara  intervenida  la  provincia  de  Buenos  Aires. 

Reitero  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  distinguida  conside- 
ración. 

J.  V.  González. 
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BumoH  Aires,  Fobroro  18  do  1ÍK)3. 

Al  señor  Presidente  de  la  Contaduría  General  de  la  Nación. 

Remito  á  Vd.,  para  su  conocimiento  y  demás  efectos,  co* 
pías  legalizadas  del  Decreto  dictado  con  fecha  i6  del  corrien* 
te,  en  acuerdo  general  de  ministros,  declarando  intervenida 
la  provincia  de  Buenos  Aires,  y  el  nombramiento  del  señor 
Interventor. 

Saludo  á  Vd.  atentamente. 

A  Claros.. 


Buenos  Aireu,  Febrero  18  de  1903. 
Al  señor  doctor  Luis  B.  Molina. 

Tengo  la  satisfacción  de  comuniccir  á  usted  que  el  señor 
Presidente  de  la  República  ha  tenido  á  bien  nombrarlo  Inter- 
ventor Nacional  en  la  provincia  de  Buenos  Aires,  por  decreto 
de  fecha  1 7  del  corriente,  cuya  copia  legalizada  se  acompaña 
Adjunto  remito  á  usted  también  otra  copia  legalizada  del  de- 
creto que  declara  intervenida  dicha  provincia,  como  asimis- 
mo los  antecedentes  que  obran  en  manos  del  Poder  Ejecu- 
tivo. 

En  la  confianza  deque  su  patriotismo  é  ilustración  recono- 
cidos, serán  puestos  sin  reserva  al  servicio  de  los  elevados 
propósitos  que  han  determinado  al  Poder  Ejecutivo  á  decre- 
tar la  Intervención,  me  es  grato  ofrecer  á  usted  las  segurida- 
des de  mi  consideración  más  distinguida. 

J.  V.  González. 
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H^u^lOs  Aires,  Ftíbroro  18  de  llKJo. 

•  De,  conformidad  coa  lo  resuelto  en  el  decreto  de  fecha  i6 
^el  corriente,    dictado  en  acuerdo   general    de  ministros,    el 
Presidente  provisorio  del  Senado  en  ejercicio  del  Poder  Eje- 
cutivo^- '  .    • .  . 

DECRETA: 

Artículo  1"  Nómbrase  Secretario  de  la  Intervención  en  la 
Provincia  de  Buenos  Aires,  al  doctor  don  Carlos  A.  Estra- 
da; Prosecretarios,  á  los  doctores  don  Lorenzo  C.  Ferrari  y 
don  Ernesto  Vergara  Biedma;  Oficial  á  don  Roberto  C.  Bun- 
ge  y  Auxiliar  á  don  Aláximo  Reyna. 

Art.  2'*  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. 

I'KlBURr. 
J.  1\  (ronzálrz. 


Buenos  Aíits.   Febrero  Uídr  UHj;;. 

.  Habiéndose  decretado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  por  acuerdo  de  ministros  de  fecha 
1 6  del  corriente  mes;  y  debiendo  proveerse  de  los  fondos  ne- 
cesarios para  el  pago  de  los  gastos  que  con  este  motivo  se 
originen.  El  Presidente  del  Senado  en  ejercicio  del  Poder  Eje- 
cutivo— 

DECKKrA: 

Articulo  I**  El  Ministerio  de  Hacienda  dispondrá  se  gire 
contraía  sucursal  del  Banco  de  la  Nación  Argentina  en  La 
Plata,  á  la  orden  del  señor  Interventor  Nacional  en  la  citada 


— H 
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provincia,  doctor  Luis  li,  Molina,  Ja, cantidad  de  quince  mil 
pesos  moneda  nacioiial  (§  ni  n,  15.000),  para  los«  gastos  que 
se  originen  en  el  desempeño  de  su  misión. 

Art.  2"  Impútese  al   aéuerdo  de  fecha   16  del  corriente,  y 
pase  A  sus  efectos  al  Ministerio  de  Hacienda. 

Uriburu. 
y.   í '.  González. 


BuíMins  Aires,  Febrero  U»  de  UHjiJ, 

Señor  ^linistro:  He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  de 
V.  É.,  fecha  de  ayer,  en  la  que  se  sirve  comunicarme  que  el 
señor  Presidente  de  la  República  me  ha  designado  Interven- 
tor en  la  provincia  de  Buenos  Aires,  por  decreto  fecha  17 
del  corriente,  cuya. copia  legalizada  se  acompaña. 

Al  aceptar  tan  honroso  cargo,  cúmpleme  manifestar  á  \\  E. 
que  no  he  de  omitir  esfuerzo  ni  sacrificio  en  el  sentido  de 
hacer  prácticos  los  elevados  propósitos  qite  han  determinado 
al  Poder  Ejecutivo  á  decretar  la  Intervención. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 

A  S.  E.  el   señor  Ministro   del   Interior,   doctor  Joaquín   V. 
González. 


La  IMata,  Febrero  áU  de  UK);L 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del  Interior. 

Me  recibido  en  la  fecha  la   comunicación    telegráfica    de 
V.  E.,  anunciándome  que  el   17  del  corriente   fué  nombrado 
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Interventor  en  esta  Provincia  el  señor  doctor  don  Luis  B. 
Molina,  y  que  en  el  día  de  hoy  sale  para  esta  ciudad  en  el 
tren  de  las  3.20  p.  m. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  distinguida  consideración. 

M.  Ugarte. 
Mariano  A,  Pinedo, 

Ministro  de  Gobierno. 


La  Plata,  Febrero  20  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Gobernador  de  la  Provincia,  don  Marce- 
lino Ugarte. 

Ya  ha  sido  comunicado  á  V.  E.  el  decreto  del  Poder 
Ejecutivo  de  la  Nación,  de  fecha  16  del  corriente  mes,  de- 
clarando intervenida  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  de  con- 
formidad con  la  primera  parte  del  artículo  60  de  la  Cons- 
titución Nacional,  á  objeto  de  asegurar  el  funcionamiento 
normal  de  su  Poder  Legislativo. 

En  la  alta  misión  de  que  he  sido  investido,  puede  creer 
V.  E.,  como  asimismo  todo  el  pueblo  de  la  Provincia,  que 
sabré  cumplir  fielmente  con  el  espíritu  de  justicia  que  ha 
inspirado  esta  resolución  del  Excmo.  Presidente  provisorio 
del  Senado  en  ejercicio  del  Poder  Ejecutivo. 

Saludo  al  señor  Gobernador  con  mi  consideración  más 
distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A,    Estrada^ 

Secretario. 
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La  Plata,  Febrero  21  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del  Interior,    doctor    Joaquín  V. 
González. 

Tengo  el  honor  de  comunicar  ¿  V.  E.  que  esta  Interven- 
•ción  ha  quedado  instalada  ayer  mismo.  Su  primer  acto  ofi- 
cial h^  sido  la  nota  al  Excmo.  señor  Gobernador  de  la 
Provincia,  cuya  copia  adjunto  legalizada. 

He  creído  conveniente  dedicar  toda  mí  atención  al  estu- 
dio de  los  antecedentes  que  me  fueron  suministrados  por 
V.  E.  y  que  se  relacionan  con  el  conflicto  que  ha  dado 
origen  al  Superior  Decreto  de  fecha  i6  del  corriente. 

Espero  para  el  próximo  Miércoles,  primer  día  hábil  á 
contar  desde  hoy,  encontrarme  en  condiciones  de  tomar  las 
medidas  preliminares  conducentes  á  realizar  los  fines  de  la 
alta  misión  que  me  ha  sido  confiada  por  el  Poder  Eje- 
cutivo. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  consideración  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A.    Estrada, 

S.'c reta  rio. 


La  Plata,  Febrero  21  de  11K)3. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro    del  Interior,    doctor  Joaquín  V. 
González. 

Tengo  el  placer  de  acompañar  copia  legalizada  de  la  no- 
ta del  señor  Gobernador  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 

II.  3 
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contestando  la    de    esta    Intervención,  de  fecha  20  del  co- 
rriente, que  oportunamente  remití  á  V.  E. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  más  distinguida  consideración. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A.   Estrada, 


La  Plata,  Febrero  21  do  11X)í{. 

Al  señor  Interventor   Nacional,  doctor  Luis  B.  ^Molina. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  comunicación  de 
V.  E.,  comunicándome  que  ha  entrado  en  el  desempeña 
de  las  funciones  correspondientes  á  la  alta  investidura  de 
Interventor  Nacional  en  la  Provincia  de  ikíenos  Aires,  á. 
objeto  de  asegurar  el  funcionamiento  normal  del  Poder  Le- 
gislativo. Agrega  V.  E.  que  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes sólo  obedecerá  á  las  inspiraciones  de  la  justicia,  debien- 
do por  mi  parte  reiterarle  que  me  será  agradable  poderle 
suministrar  todos  los  antecedentes  que  pudieran  concurrir 
al  mejor  desempeño  de  su  misión,  sin  que  deba  ocultar  á 
V.  E.  la  satisfacción  con  que  el  P.  E.  ha  recibido  sus  ele* 
vadas  manifestaciones. 

Saludo  á  V  E.  con  mi   más  distinguida  consideración. 

M.   irOARTE. 

Mariano  A,  Pinedo,. 
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La  Platft,  Febrero  25  de  liH)a. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del    Interior,  doctor    Joaquín  Y.  \ 

González. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  adjuntando  copia 
legalizada  del  Decreto  número  i  dictado  por  esta  Interven- 
ción, así  como  de  las  demás  comunicaciones  expedidas  en 
la  fecha. 

Reitero  á  V.  E.  las  segnridades  de  mi  consideración  más 
distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A,   Estrada^ 

Seo  nM  a  rio. 


La  Plata,  Febrero  25  de  1903. 

CONSIDERANDO: 

I"  Que  en  virtud  del  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  la 
Nación,  de  fecha  1 6  de  Febrero  del  corriente  año,  se  halla 
intervenida  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  de  conformidad 
con  la  primera  parte  del  articulo  6^  de  la  Constitución  Na- 
cional, á  objeto  de  asegurar  el  funcionamiento  normal  del 
Poder  Legislativo  de  la  misma; 

2"  Que  entre  las  causas  que  han  motivado  la  Interven- 
ción, se  encuentran  las  enunciadas  en  las  comunicaciones 
de  fecha  7  y  lo  del  corriente,  subscriptas,  la  una  por  Diputa- 
dos á  la  IL  Legislatara  de  esta  Provincia  y  la  otra  por  Di- 
putados de  ella  al  H.  Congreso  de  la  Nación,  y  las  que 
se  desprenden  de  diversos  informes  y  documentos  que  obran 
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en  esta  Intervención,  entre  los  cuales  se  halla  el  acta  lega- 
lizada de  la  sesión  de  la  H.  Cámara  de  Diputados,  del  4 
del  corriente,  de  cuyas  constancias  resulta  que  fué  desti- 
tuida su  mesa; 

3**  Que  constituyendo  una  garantía  de  imparcialidad  que 
los  datos  sean  obtenidos  directamente  por  la  Intervención, 
y  siendo  uno  de  los  objetos  de  ésta,  estudiar  y  resolver  en 
estricta  justicia  todo  lo  concerniente  á  la  legalidad  de  la 
referida  sesión  y  á  los  hechos  ocurridos  en  la:  misma,  por 
lo  cual  se  hace  necesario  no  reconocer,  por  ahora,  á  nin- 
guna de  las  mesas  de  la  H.  Cámara,  pues  entrar  en  rela- 
ciones oficiales  con  cualquiera  de  ellas  importaría  prejuzgar 
y  dar  por  resuelto  precisamente  uno  de  los  puntos  que  de- 
be ser  materia  del  pronunciamiento  definitivo; 
El  Interventor  Nacional, 

RESUELVE: 

1°  Constituirse  en  el  local  de  la  11.  Camarade  Diputados 
y  tomar  posesión  del  mismo. 

2®  Poner  bajo  sus  órdenes  inmediatas  á  todo  el  cuerpo 
de  empleados  de  la  H.  Cámara. 

3°  Dejar  en  suspenso  á  los  miembros  de  ambas  mesas, 
hasta  tanto  se  declare  por  la  Intervención  cuál  de  ellas  es 
la  legal. 

4'*  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A,   Estrada, 

Sc«' rotarlo. 
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La  Plata,  Febrero  25  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Vice- Gobernador  y  Presidente  del  H.  Se- 
nado,  doctor  Adolfo  Saldias. 

Como  V.  E.  tiene  conocimiento,  desde. el  20  del  corrien- 
te se  halla  en  ejercicio  la  Intervención  Nacional  en  esta 
Provincia,  á  objeto  de  asegurar  el  funcionamiento  normal 
del  Poder  Legislativo. 

Necesitando,  para  precisar  hechos  y  determinar  respon- 
sabilidades, conocer  todos  los  antecedentes  que  se  refieren 
al  funcionamiento  de  la  Legislatura  en  sesiones  extraordi- 
narias, ruego  á  V.  E.  se  sirva  remitir  á  esta  Intervención 
el  libro  de   actas  del  H.  Senado. 

En  la  seguridad  de  que  encontrare  en  V.  E.  un  patrió- 
tico cooperador  para  conseguir  los  justicieros  fines  que  tu- 
vo en  vista  el  Superior  Gobierno  Nacional  al  investirme 
con  las  altas  prerrogativas  de  mi  cargo,  aprovecho  la  opor- 
tunidad para  saludar  á  V,  E.  con  mi  consideración  mas 
distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A,  Estrada, 

jjcofotario. 


La  Pla^a,  Febrero  25  de  llíoa. 

Al  señor  Interventor  Nacional  en  la  Provincia,  doctor  Luis 
B.  Molina. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  de  V.  E.,  por 
Ja  cual  comunica  que  se  halla  en  ejercicio  la  Intervención  Na- 
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cional,  con  objeto  de  asegurar  el  funcionamiento  normal  del 
Poder  Legislativo,  y  que  necesitando,  para  precisar  hechos  y 
determinar  responsabilidades,  conocer  todos  los  antecedentes 
que  se  refieren  al  funcionamiento  de  la  Legislatura  en  sesio- 
nes extraordinarias;  solicita  la  remisión  del  libro  de  actas  del 
Honorable  Senado. 

En  vista  de  la  alta  investidura  de  V.  E.,  como  representante 
del  poder  federal,  remito  á  V.  E.  el  libro  pedido  y  el  diario 
de  sesiones  de  este  año,  salvando  las  responsabilidades  del 
caso  ante  el  Cuerpo  que  represento,  en  presencia  del  artículo 
33  del  Reglamento  del  Honorable  Senado. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

Adolfo  Saj.días. 
M,  L,  del  Carril, 

Scrrrtarin. 


I.íi  Plata,  Febrero  25  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la 
Provincia,  doctor  Dalmiro  Alsina. 

Tengo  el  honor  de  poner  en  conocimiento  del  señor  Presi- 
dente, que  desde  el  pasado  viernes  se  halla  instalada  y  en 
ejercicio  la  Intervención  Nacional  en  la  provincia  de  Buenos 
Aires,  á  objeto  de  asegurar  el  funcionamiento  normal  de  su 
Poder  Legislativo,  de  acueixio  con  el  Decreto  de  i6  del  co- 
rriente, cuya  copia  legalizada  acompaño. 

Entre  los  antecedentes  que  obran  en  esta  Intervención,  y 
que  han  motivado  el  mencionado  Decreto,  figura  el  acta  de 
la  sesión  del  día  15  de  Noviembre  ppdo.de  la  H.  Cámara  de 
Diputados,  de  cuyas  constancias  resulta  que  fueron  declara- 
dos cesantes  los  miembros  de  la  misma,  José  A.  López,  Eran- 
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cisco  Lando  y  Benjamín  Paez.  Como  estos  señores  íniciarori 
oportunamente  el  recurso  de  inconstitucionaiidad  ante  esa 
Suprema  Corte,  contra  la  resolución  que  los  exoneró  de  sus 
cargos,  y  como  le  es  indispensable  á  esta  Intervención,  para 
llenar  su  cometido,  tener  á  la  vista  todos  los  antecedentes  del 
caso,  solicito  del  señor  Presidente  la  remisión  de  los  autos 
respectivos. 

En  la  seguridad  de  que  la  Suprema  Corte  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires  contribuirá  con  su  elevado  patriotismo  á  fa- 
cilitar la  tarea  de  esta  Intervención,  aprovecho  la  oportunidad 
para  saludar  al  señor  Presidente  con  mi  consideración  más 
distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.  Estrada, 


La  Plata,  Febrero  25  do  1903. 

Al  señor  Juez  del  Crimen  del  Departamento  del  Norte,  doc- 
tor Ramón  S.  Castillo. 

Estando  intervenida  la  Provincia  de  Buenos  Aires  de  acuer- 
do  con  la  primera  parte  del  artículo  6°  de  la  Constitución  Na- 
cional, á  objeto  de  asegurar  el  funcionamiento  normal  de  su 
Poder  Legislativo,  y  siendo  indispensable  á  esta  Intervención 
tener  á  la  vista  la  causa  que  se  le  sigue  al  Diputado  don  Ri- 
cardo D.  Carrasco,  solicito  de  V.  S.  la  remisión  de  los  autos, 
á  la  brevedad  posible. 

Saludo  á  V.  S.  con  mi  más  distinguida  consideración. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.  Estrada, 

S(  rn-tanu. 
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La  Plata,  Fé»brero  25  de  1903. 

Al  señor  Juez  del  Crimen,  doctor  Francisco  Ortiz. 

Estando  intervenida  la  provincia  de  Buenos  Aires  de  con* 
formidad  con  la  primera  parte  del  artículo  6°  de  la  Constitu- 
ción  Nacional,  á  objeto  de  asegurar  el  funcionamiento  normal 
de  su  Poder  Legislativo,  y  teniendo  necesidad  esta  Interven- 
ción de  estudiar  los  antecedentes  que  se  refieren  al  pedido  de 
desafuero  del  Diputado  don  Acacio  Ramos,  solicito  de  V.  S. 
que  á  la  brevedad  posible  se  sirva  remitirme  los  autos  res- 
pectivos. 

wSaludo  á  V.  S.  con  mi  más  distinguida  consideración. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A,  Estro  da. 

StvrclJirio. 


En  la  ciudad  de  La  Plata,  á  los  cuatro  días  del  mes  de 
Marzo  de  mil  novecientos  tres,  siendo  las  cuatro  y  cuarenta 
p.  m.,  se  presentó  en  la  Secretaría  de  la  II.  Cámara  de  Dipu- 
tados el  señor  Secretario  de  la  Intervención  doctor  Carlos  A. 
Estrada,  acompañado  del  señor  Prosecretario  doctor  Ernesto 
Vergara  Biedma,  y  manifestó  ante  el  señor  Secretario  que 
firma,  haber  recibido  la  denuncia  el  señor  Interventor,  de  que 
en  estas  oficinas  se  hacen  copias  de  los  registros  electorales 
existentes;  pidió  conocerlas  y  pudo  verificar  la  exactitud  de 
la  denuncia,  habiendo  presentado  el  señor  Oficial  primero. 
Frías,  el  trabajo  de  copia  que  hacían  en  ese  momento  los  em- 
pleados Nicasio  J.  Ramírez  y  Horacio  A.  Castro,  de  los  regis- 
tros de  Saavedra  y  Chascomús. 

Interrogados  los    señores  Castro  y  Ramírez  por  orden  de 


quien  hadan  ese  trabajo,  manifestaron  que  lo  hacían  por  or- 
den del  Oficial  primero,  el  cual,  interrogado  á  su  vez,  mani- 
festó haber  recibido  la  orden  del  señor  Secretario  Santiago 
J.  Mena. 

Preguntado  el  señor  Frías  si  había  otro  registro  fuera  del 
mueble,  contestó  que  había  otro  qué  copiaba  el  señor  Cave- 
11o.  Preguntado  éste  per  orden  de  quien  hacía  el  trabajo,  ma- 
nifestó que  por  orden  del  Oficial  primero,  el  cual,  á  su  vez, 
hizo  presente  que  había  recibido  orden  del  señor  Mena  para 
ejecutarlo. 

Todos  los  registros  de  que  se  hace  mención  fueron  ence- 
rrados en  el  mueble  en  que  estaban  depositados,  el  cual  fué 
lacrado  y  sellado  con  el  sello  de  la  Intervención  y  de  la  Se- 
cretaría de  la  Cámara,  entregándose  la  llave  al  señor  Secre- 
tario de  la  Intervención  doctor  Estrada. 

El  señor  Secretario  de  la  Intervención  doctor  Estrada,  ma- 
nifestó que  á  nombre  y  por  orden  del  señor  Interventor,  en 
vista  de  los  hechos  ocurridos  consignados  en  esta  misma  acta,, 
hacia  entrega  de  la  Superintendencia  del  local  de  la  Cámara 
de  Diputados,  y  nombraba  como  Jefe  superior  del  Cuerpo  de 
empleados  al  Pro-Secretario  de  la  Intervención,  doctor  Er- 
nesto Vergara  Biedma, 

En  prueba  de  lo  cual  firmaron  la  presente  acta. 

Carlos  A,  Estrada-- Ernesto  ÍVr- 
gara  Biedma — Horacio  A.  Cas^ 
co — Rufino  Frías-^N,  A,  Ra- 
mirez — Pedro  A,  Cavello, 


Ante  mí-— 


Ricardo  M.  Garcui, 

Scon'l:iri<». 
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La  VinUi,  Marzo  4  de  ÍWii. 
CONSIDERANDO: 

Oue  es  necesario  tomar  medidas  tendientes  á  evitar  que  se 
repitan  hechos  como  los  que  han  motivado  el  sumario  que 
esta  Intervención  manda  instruir  en  la  Cámara  de  Diputados, 
á  propósito  de  los  hechos  producidos  en  las  oficinas  de  la 
misma,  y  de  que  instruye  el  acta  levantada  en  la  fecha. 

El  Interventor  Nacional— 

DECRETA: 

Artículo  r'  Nómbrase  Superintendente  de  la  Cámara  de 
Diputados,  al  Prosecretario  de  la  Intervención  doctor  Er- 
nesto Verg-ara  Biedma. 

Art.  2°  Todo  el  cuerpo  de  empleado  queda  bajo  sus  ór- 
denes inmediatas, 

Art.  3'^  Comuniqúese,  publiquese  y  archívese. 

Luis   H.  IVíolina, 
Car/os  A.    Estrada, 

SiMTi'tíiri»». 


La  Plata,  Marzo  4  do   U»03. 

Habiendo  esta  Intervención  comprobado  la  denuncia  que  se 
le  hizo  en  la  fecha,  de  que  en  las  oficinas  de  la  Cámara 
de  Diputados  se  estaban  sacando  copias  de  varios  registros 
electorales,  y 
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CONSIDERANDO: 


Que  dada  la  gravedad  del  hecho  es  ineUidible  practicar 
las  averiguaciones  necesarias,  á  fin  de  establecer  las  respon- 
sabilidades  del  caso, 

El   Interventor  Nacional — 

DKCRETA: 

Artículo  I  o  Instruyase  el  correspondiente  sumario,  á  cuyo 
efectr.  se  designa  al  Prosecretario  de  esta  Intervención  doctor 
Lorenzo  C.  Ferrari. 

Art.  2"  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luís  B.  Molina. 
Carlos   A.  Estrada, 

SoriotMi-ii». 


La  Plata,  Marzo  5  do  l!K);l 

Estudiados  todos  los  antecedentes  que  han  motivado  esta 
Intervención,  de  lo  que  resulta: 

I"  Que  el  15  de  Noviembre  del  año  ppdo.,  se  reunió  la 
H.  Cámara  de  Diputado,  bajo  la  presidencia  del  señor  Pablo 
L.  Palacios,  en  su  local  de  sesiones  y  en  quorum  legal,  á 
objeto  de  ocuparse  del  pedido  de  convocatoria  á  sesiones 
extraordinarias,  hecho  por  varios  señores  diputados  y  se- 
nadores de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art  81  de  la 
Constitución  de   la   Provincia; 

2''  Que  la  sesión  quedó  abierta    con   asistencia  de  treinta 
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y  nueve  señores  diputados,  y  habiéndose  dado  lectura  al 
pedido  de  convocatoria  presentado,  se  aceptó  sin  discusión. 
Después,  y  previo  informe  de  una  con-.isión  nombrada  al 
efecto,  la-H.  Cámara  resolvió  por  mayoría  de  dos  tercios 
de  votos  declarar  cesantes  por  inasistencia  notable  a  los  di- 
putados José  A.  López,  Francisco  Lando  y  Benjamín  Páez. 
Acto  continuo  la  H.  Cámara  ¿iprobó  un  proyecto  de  decla- 
ración presentado  por  el  señor  diputado  Amadeo  )•  otro  del 
señor  diputado  Rosende  Mitre,  por  el  cual  se  nombraban 
varias  comisiones  con  diversos  objetos; 

3**  Que  con  fecha  24  del  mismo  mes,  el  H.  Senado  se  reunió 
en  su  local  de  sesiones  y  trató  el  pedido  de  convocatoria 
ya  aceptado  por  la  H.  Cámara  de  Diputados,  y  también  el 
formulado  por  el  Poder  Ejecutivo.  Leídas  las  convocatorias 
se  resolvió,  después  de  un  cambio  de  ideas,  votar  conjun 
tamente  la  presentada  por  el  Poder  Ejecutivo  y  la  sancio- 
nada por  la  H.  Cámara  de  Diputados,  quedando,  en  con- 
secuencia, abierto  el  período  de    sesiones  extraordinarias; 

4"  Que  con  fecha  26  de  Noviembre,  la  H.  Cámara  de  Di- 
putados celebró  su  segunda  sesión  extraordinaria  con  asis- 
tencia de  diputados  de  todas  las  fraccioi^^s  p(^líticas,  dán- 
dose por  aprobada  el  acta  de  la  sesión  del  15  de  Noviembre, 
en  la  que  se  había  declarado  cesantes  á  los  tres  señores 
diputados  anees  nombrados; 

.5"  Que  ambas  Ccunaras  lian  seguido  funcií  nando  hasta 
que  los  hechos  producidos  en  la  H.  Cámara  de  Diputados, 
en  la  sesión  del  4  de  Febrero,  dieron  lugar  á  que  el  Po- 
der Ejecutivo  Nacional  decretara  la  Intervención  á  esta 
Provincia; 

6**  Que  los  señores  Francisco  Lando,  José  A.  López  y 
Benjamín  Páez,  que  fueron  declarados  cesantes  en  la  men- 
cionada sesión  del  15  de  Noviembre  de  1902,  se  presenta- 
ron á  la  Suprema  Corte  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
con  fecha  15  de  Diciembre  del  mismo  año,  interponiendo 
el  recurso  de    inconstitucionalidad   contra    dicha  resolución. 
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fundándose  en  el  art.  157,  inciso  i**  de  la  Constitución  de 
la  Provincia,  y  en  los  artículos  336,  339X344  del  Código 
de  Procedimientos; 

7<*  Que  la  Suprema  Corte,  por  auto  de  Febrero  10  ppdo., 
y  no  obstante  lo  dictaminado  por  el  Procurador  General, 
se  declaró  competente  «para  conocer  de  la  demanda  ins- 
taurada, solamente  en  cuanto  se  relaciona  con  la  violación 
de  las  cláusulas  constitucionales  invocadas,  por  carecer 
de  jurisdicción  para  juzgar  los  actos  meramente  internos  y 
privativos  en  tal   concepto  de  las  Cámaras  Legislativas»; 

8'  Que  cuando  la  Suprema  Corte  se  declaró  competente, 
habían  cesado  ya  las  causas,  como  es  de  pública  notoriedad, 
que  dieron  lugar  a  la  interposición  det  referido  recurso, 
puesto  que  los  señores  diputados  expulsados*  se  considera- 
ron bien  reincorporados  á  la  Cámara,  como  lo  demuestra 
el  hecho  de  haber  prestado  juramento  y  ocupado  sus  bancas 
en  la  sesión  del  4  de   Febrero;   y 

CONSIDERANDO: 

I  o  Que  esta  Intervención  ha  sido  decretada  de  confor- 
midad con  la  primera  parte  del  art.  6«  de  la  Constitución 
Nacional,  á  objeto  de  asegurar  el  funcionamiento  normal 
del  Poder  Legislativo  de  la  Provincia    de  Buenos  Aires. 

2^  Que  su  esfera  de  acción,  por  lo  tanto,  está  circuns- 
cripta y  debe  limitarse,  de  acuerdo  con  dicho  decreto  y  las 
instrucciones  recibidas,  á  resolver  únicamente  aquellos  puntos 
que  se  relacionan   con    el  conflicto  legislativo; 

3'^  Que  este  conflicto  tiene  su  origen  en  la  sesión  del 
15  del  Noviembre  del  año  ppdo.,  celebrada  á  objeto  de  re- 
solver sobre  la  convocatoria  á  sesiones  extraordinarias,  hecha 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  81  de  la  Constitución 
de  la  Provincia; 

4'^  Que  esa  sesión,  ya  se  la  llame  preparatoria  ó  prelimi- 
nar, ó  se  la  designe  con  otro  nombre  cualquiera,  ha   revés- 
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tklo  todos  los  caracteres  de  una  sesión  constitucional,  como 
lo  demuestra  la  aprobación  por  parte  del  H.  Senado  de  la 
convocatoria  aceptada  por  la  H.  Cámara  de  Diputados,  j' 
también  el  hecho  de  que  ambas  Cámaras  legislativas  han 
seguido  funcionando  en  las  condiciones  á  que  se  refiere  el 
artículos.^ I  ya  citado,  puesto  que  el  Poder  Ejecutivo  ha 
promulgado  diversas  leyes  dictadas  durante  este  período  de 
sesiones  extraordinarias; 

5**  Que  aún  cuando  esto  no  hubiera  sucedido,  ó  sea,  aún 
en  el  supuesto  de  que  el  H.  Senado  no  hubiera  aprobado 
la  convocatoria,  aquella  sesión  habría  sido  siempre  una  reu- 
nión perfectamente  constitucional,  como  que,  de  no  ser  así, 
resultaría  que  las  Cámaras  no  podrían  reunirse,  cuando  están 
en  receso,  para  resolver  respecto  á  la  convocatoria  pedida 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  segunda  parte  del 
artículo  8 1  de  la  Constitución,  lo  cual  equivaldría  á  soste- 
ner que  la  Carta  fundamental  de  la  Provincia  acuerda  á 
las  Cámaras  facultades  y  les  impone  también  obligaciones 
negándoles  á  la  vez  los  medios  necesarios  para  usarlas  ó 
cumplirlas,  lo  que  es  manifiestamente  absurdo; 

6®  Que  si  bien  es  cierto  que  son  atacables  de  nulidad  las 
resoluciones  tomadas  por  la  Cámara  en  oposición  al  art.  8i 
de  la  Constitución,  no  es  menos  evidente  que  siempre  que 
aquella  se  reúne  lo  hace  bajo  el  imperio  de  su  reglamento^ 
y  tiene  la  facultad  incontrovertible  de  aplicarlo,  sin  limita- 
ción ni  traba  alguna.  Esto  aparte  de  ser  un  principio  in- 
concuso de  Derecho  Parlamentario,  se  halla  expresamente 
establecido  en  el  art.  89  de  la  Constitución  de  la  Pn^vincia; 

7"  Que  la  II.  Cámara,  por  lo  tanto,  ha  podido  tomar,  en 
su  sesión  del  15  de  Noviembre,  medidas  de  orden  interno 
y  de  carácter  disciplinario,  sin  contrariar  la  disposición  del 
mencionado  art  81   de  la  Constitución   de  la  Provincia; 

8"  Que  al  declarar  cesantes  á  los  señores  diputados  Fran- 
cisco Lando,  José  A.  López  y  Benjamín  Páez,  la  H.  Cá- 
mara no  ha  hecho    otra  cosa    que  aplicarles    el  art.   1 1   del 
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Reglamento,  concordante  con  el  art.  95  de  la  Constitución, 
pues,  como  lo  ha  cí>m probado  esta  Intervención,  dichos  se- 
ñores han  incurrido  con  exceso  en  el  número  de.  faltas  que 
requiere  el  citado  art.  1 1  del  Reglamento,  para  que  un  di- 
putado pueda  ser  declarado  cesante. 

g"  Que  esa  resolución  de  la  H.  Cámara  ha  sido  tomada 
de  acuerdo  con  el  art.  95  de  la  Constitución,  ó  sea,  por 
dos  tercios  úc  votos  de  los  presentes,  pues  no  tienen  con- 
sistencia l(^s  argumentos  contrarios  á  esta  interpretación, 
tanto  más  cuanto  que  ha  quedado  asi  claramente  estable- 
cido al  discutirse  el  artículo  en  la  Convención  Constitu- 
yente, (Debates  de  la  Convención  Constitu)'ente  de  «Buenos 
Aires.  Tomo   11.   P/ig.  449); 

10.  Que  aún  dando  por  sentado  que  algunas  de  las  ci- 
taciones para  la  sesión  del  15  de  Noviembre,  hayan  lle- 
gado tarde  á  su  destino,  ese  hecho  no  podría  invalidar  la 
reunión,  pues  es  fuera  de  duda,  como  lo  ha  comprobado 
esta  Intervención,  que  todos  los  señores  diputados  fueron 
citados,  y  que  si  n(^  concurrieron  los  de  la  fracción  lla- 
mada oficialista,  no  puede  atribuirse  á  falta  de  citación, 
sino  al  deliberado  propósito  de  evitaf  que  hubiera  quorum, 
como  se  desprende  del  hecho  de  no  haber  asistido  ningún 
señor  diputado  perteneciente  á  dicha   fracción; 

11.  Que  tal  resolución,  por  consiguiente,  se  halla  reves- 
tida de  todos  los  requisitos  legales  necesarios  para  su  va- 
lidez, por  más  que  sea  criticable  el  celo  de  exagerado  par- 
tidismo en  que  ella  ha  sido  inspirada; 

12.  Que,  de  acuerdo  con  lo  que  queda  establecido,  la 
II.  Cámara  de  Diputados  no  ha  podido  ocuparse,  en  la  sesión 
del  15  de  Noviembre,  sino  del  asunto  de  la, convocatoria  y 
de  cuestiones  disciplinarias  ó  de  orden  interno,  que  emanen 
de  la  facultad  privativa  de  la  Cámara  para  aplicar  su  Re- 
glamento.  (Artículos  81  y  89,  Constitución  de  la  Provincia). 

13.  Que  esta  intervención,  de  acuerdo  con  lo  establecido 
en   el   considerando  2®   del  decreto  del  Poder   Ejecutivo  Na- 
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ctonal,  de  Febrero  i6  del  corriente  año,  debe  necesaria- 
mente estudiar  y  pronunciarse  sobre  el  punto  relativo  á  la 
competencia  que  la  Suprema  Corte  de  la  Provincia  se  atri- 
buye' para  conocer  del  recurso  de  inconstitucionalidad  inter- 
puesto por  los  tres  señores  diputados  exonera:los;  estudio  y 
pronunciamiento  que  se  hace  tanto  más  indispensable,  cuanto 
que,  como  lo  dice  el  citado  decreto,  la  coiiservéición  de  la 
forma  republicana  está  encomendada  á  los  Poderes  Nacio- 
nales, siendo  estos  los  únicos  que  pueden  determinar  si 
aquella  ha  sido  alterada  ó  no,  con  prescindencia  de  lo  que 
al  efecto  hubiesen  declarado  los  poderes  locales,  porque  lo 
contrario  importaría  entregar  á  éstos  una  facultad  que  expre- 
samente ha  sido  acordada  al  Gobierno  Federal; 

14.  Que  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Provincia 
tiene,  entre  otras,  las  siguientes  atribuciones:  ejerce  la  ju- 
risdicción originaria  y  de  apelación  para  conocer  y  resol- 
ver acerca  de  la  constitucionalidad  ó  inconstitucionalidad  de 
leyes,  decretos,  ordenanzas  ó  reglamentos  que  estatuyan  so- 
bre materia  regida  por  la  Constitución  y  se  controvierta 
por  parte  interesada  (artículo  157 — inciso  i*»— Constitución 
de  la  Provincia)  y  que  en  el  caso  de  la  exoneración  de 
los  Diputados  Lando,  López  y  Páez  no  se  trata  de  nin- 
guna ley,  decreto,  ordenanza  ó  reglamento,  sino  de  una  re- 
solución de  orden  interno  de  la  H.  Cámara  de  Diputados, 
dictada  en  uso  de  facultades  que  le  son  privativas  y  que 
escapan  al  control  del  Poder  Judicial,  como  que  ella  es 
Juez  exclusivo  de  las  elecciones,  derechos  y  títulos  de  sus 
miembros  (artículo  82— Constitución  de  la  Provincia); 

15.  Que  aún  cuando  la  Suprema  Corte  se  haya  decla- 
rado competente  para  conocer  de  la  demanda  instaurada 
«sólo  en  cuanto  se  relaciona  con  la  violación  de  las  cláu- 
sulas constitucionales  invocadas,  por  carecer  de  jurisdicción 
para  juzgar  los  actos  meramente  internos  y  privativos  en 
tal  concepto  de  las  Cámaras  legislativas*,  tal  resolución  im- 
porta  establecer  un  caso 'de  competencia   ageno  á   los  que 


—  49  — 

taxativamente  se  determinan  en  el  mencionado  artículo 
157 — inciso  I® — de  la  Constitución,  por  cuanto  la  Corte  ven- 
•dría  á  constituirse,  así,  en  Juez  de  la  composición  de  la 
H.  Cámara,  contrariando  el  principio  de  la  división  de  los 
Poderes  é  invadiendo,  de  ese  modo,  atribuciones  privativas 
■de  las    Cámaras; 

1 6.  Que  la  expulsión  de  los  miembros  de  la  H.  Cámara 
•de  Diputados  es  un  acto  de  orden  interno  que  afecta  á 
su  composición,  y  que  los  Tribunales  de  Justicia  no  tienen 
jurisdicción  para  juzgar  actos  de  esa  naturaleza,  desde  que, 

por  disposición  expresa  de  la  Constitución,  corresponde  á 
cada  Cámara  conocer  exclusivamente  de  los  derechos  y  tí- 
tulos de  sus  miembros; 

17.  Que  la  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte  Federal 
•es  terminante  al  respecto,  pues  tiene  resuelto  que  los  Tri- 
bunales de  Justicia  carecen  de  jurisdicción  para  juzgar  de 
Ja  legalidad  ó  ilegalidad  de  la  composición  del  Congreso, 
desde  que  por  disposición  expresa  de  la  Constitución,  cada 
•Cámara  es  Juez  único  de  las  elecciones,  derechos  y  títulos 
de  sus  miembros  (causa  Várela- Anzó,  Tomo  14,  Serie  2'\ 
V^S'  257)  (causa  Reclamación  de  la  Provincia  de  Mendoza, 
Tomo   2®,  Serie    i*,  pág.  259); 

18.  Que  es  una  regla  elemental  de  nuestro  Derecho  Pii- 
•blico  que  cada  uno  de  los  tres  altos  Poderes  que  forman 
-el  Gobierno  aplica  é  interpreta  la  Constitución  por  sí  mis- 
mo, criando  ejercita  las  facultades  que  ella  les  confiere  res- 
J>ectwamente  (caso  Provincia  de  Santa    Fé — B.   Llerena. — 

Fallos  de  la  Suprema  Corte  Federal — Tomo  III,   Serie  4"» 
pág.  434); 

19.  Que,  según  lo  tiene  manifestado  la  misma  Suprema 
-Corte  de  la  Provincia,  «si  bien  los  Reglamentos  son  las 
leyes  orgánicas  de  cada  Cámara,  ellos  no  surten  los  efectos 
-ordinarios  de  las  leyes  comunes,  para  que  su  observancia  ó 
inobservancia  pueda  ser  objetada  fuera  de  la  Cámara  que 
Jos  ha  dictado.    Ellos  tienen  el    objeto  y  el  propósito   res- 

II.  4 
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tringido  de  garantir  sus  propios  privilegios.— Y  esta  facul- 
tad es  tan  lata,  que  comprende  la  de  suspender  en  los  ca- 
sos que  juzgue  oportunos,  los  efectos  de  los  Reglamentos 
existentes» — (Fallos  de  la  Suprema  Corte  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires. — Entrega  39,   Serie  4*,  pág.   555); 

20.  Que  el  Congreso  en  sus  actos  de  castigo  no  procede 
por  las  leyes  comunes  sino  por  la  ley  parlamentaria,  que 
no  se  funda  en  el  derecho  sino  en  la  necesidad  y  conve- 
niencia  de  conservar  intacta  su  libertad  de  acción  (Coke 
institutos  23.  Debates  parlamentarios  255)  (Cushing,  Asam- 
bleas Legislativas,  f.  793); 

21.  Que  el  derecho  y  privilegio  del  Parlamento  es  tan 
extenso,  que  no  sólo  lo  que  ocurre  en  la  casa  misma  del 
Parlamento  entra  er  su  jurisdicción,  sino  todo  suceso  que 
.se  relacione  con  sus  privilegios  (Lex  Parlam.  63. —  Kat* 
sel    1874); 

22.  Que  los  juicios  y  terminaciones  del  Parlamento  son 
finales  y  decisivos,  y  no  pueden  ser  revocados  ni  suspen- 
didos por  ningún  otro  Tribunal  (Debates  Parlamentarios, — 
Cushing  1 10); 

23.  Que  las  cuestiones  de  naturaleza  política  no  pueden 
ser  prorrogadas  por  el  Poder  Judicial,  y  las  Cortes  debe- 
rán dejar  su  conocimiento  y  resolución  á  los  Depcirtamcn- 
tos  Legislativo  y  Ejecutivo  del  Gobierno  (Black's  Constitu- 
tione.— Law,  second  edition— página  85,  número  55)  (Hea- 
bury  y  Madison — Grauch  137,  170— Palabras  del  Presidente 
de  la  Corte,  Marshal)  (Storj',  comentarios  de  la  Constitu- 
ción Americana   &   207); 

24.  Que  las  Cortes  no  deben  usurpar  funciones  propias 
de  las  ramas  políticas  del  Gobierno,  ni  inmiscuirse  en  su 
jurisdicción,  y  los  asuntos  públicos  de  un  listado  ó  de  la 
Nación  tales  como  están  trazadas  las  bases  de  la  acción 
ejecutiva  y  legislativa  sufrirían  entorpecimientos  graves  si 
los  Tribunales  de  Justicia  invadiesen  las  otras  ramas  del 
Poder,  prejuzgando  sobre    cuestiones   que  sólo   éstas  deben 
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decidir,  ó  procurando  rever   decisiones    ya  hechas  (Georgia 
V  Stanton,  6  Wall,  50 j; 

25.  Que  si  bien  puede  haber  duda  cuando  se  trata  de 
personas  que  no  pertenecen  al  Parlamento,  es  evidente  que 
cuando  se  trata  de  los  miembros  del  Parlamento  la  juris- 
dicción de  las  asambleas  sobre  ellos  es  exclusiva  y  abso- 
luta, á  tal  punto  que  en  virtud  de  la  facultad  que  tiene  de 
interpretar  sus  reglamentos,  la  justicia  no  puede  intervenir 
directa  ni  indirectamente,  aún  cuando  su  interpretación  sea 
errónea  (casos  de  lord  Shaftesbury,  de  Eliot  y  de  Brad- 
laugh); 

26.  Que  ningún  Tribunal  de  Justicia  puede  ser  autoriza- 
do á  interpretar  ninguna  cláusula  de  la  Constitución,  de 
manera  que  destruya  sus  fines  obvios,  cuando  otra  inter- 
pretación igualmente  concordante  con  las  palabras  y  el  sen- 
tido de  ellas  los    robustezca  y    proteja  (Pri gg.    Comm.    16 

Pet.  539); 

Por  estos  fundamentos. 

El  Interventor  Nacional — 


RESUELVE: 


10  Declarar  que  la  Sesión  de  la  H.  Cámara  de  Diputados 
del  15  de  Noviembre  de  1902,  es  perfectamente  constitu- 
cional; 

2'^  Que  la  aceptación  del  pedido  de  convocatoria  á  se- 
siones extraordinarias  y  la  exoneración  de  los  Diputados 
Francisco  Lando,  José  A'  López  y  Benjamín  Páez  son  ac- 
tos irrevocables; 

3"  Que  son  nulas  todas  las  demás  decisiones  que  se  to- 
maron en  dicha  Sesión; 

4"  Que  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Provincia  ca- 


—  of- 
rece de  competencia  para  conocer  del  recurso  de  inconstí- 
tucionalidad  interpuesto  por  los  Diputados  cesantes; 
5°  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A,    Estrada, 

Secretario, 


La  Plata,  Marzo  5  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del  luterior,    doctor  Joaquín   V. 
González. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  adjuntando  copia 
legalizada  de  los  decretos  dictados  por  esta  Intervención  en 
los  dícis  de  ayer  y  hoy. 

Reitero  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  distinguida  con- 
sideración. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A,    Estrada, 

Secretario. 


La  Plata,  Marzo  9  de  1903. 

Estudiados  todos  los  antecedentes  relativos  á  la  reincor- 
poración de  los  Diputados  declarados  cesantes  en  la  sesión 
del  15   de  Noviembre  de  1902,  de  los  que   resultan: 

1^  Que  con  fecha  4  de  Febrero  del  corriente  año  se 
reunió  la  H.  Cámara  de  Diputados,  en  minoría,  y  después 
de  haber  agotado  los  medios  persuasivos  para  conseguir 
quorum,  resolvió  en  uso  de  las  facultades  acordadas  por  el 
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articule   83  de  la  Constitución  déla  Provincia,  compeler  por 
la    fuerza  á  los   inasistentes; 

2°  Que  conseguido  así  el  número  necesario  para  sesionar, 
se  declaró  abierta  la  sesión  en  mayoría  con  asistencia  de 
43    señores  Diputados,  siendo  la  1.20  a.  m.   del  día  5; 

30  Que  el  Presidente  provisorio  señor  de  la  Riestra  in- 
vitó al  efectivo,  señor  Palacios,  á  ocupar  su  puesto,  á  lo 
que  éste  se  negó  fundado  en  que  no  podía  presidir  la 
Cámara  mientras  permaneciera  en  el  edificio  la  fuerza  ar- 
mada; 

4''  Que  como  consecuencia  de  esta  negativa  se  confirmó 
al  señor  de  la  Riestra  en  la  presidencia  provisoria  y  se  re- 
solvió  destituir  la  mesa  de  la  Cámara; 

5°  Que  acto  continuo  se  declaró  nula  la  sesión  del  15  de 
Noviembre  de  1902,  en  la  parte  que  se  refiere  á  la  exo- 
neración de  los  Diputados  José  A.  López,  Francisco  Lan- 
do y  Benjamín  Páez.  Estos  dos  últimos,  que  se  encontra- 
ban en  antesalas,  fueron  invitados  á  pasar  al  recinto,  y  así 
lo  hicieron,  incorporándose  á  la  Cámara  después  de  pres- 
tar juramento; 

'6^  Que  la  Cámara  resolvió,  además,  no  insistir  en  las 
modificaciones  que  introdujo  en  las  partidas  del  Presupuesto 
de  la  Administración,  Bancos  y  Escuelas,  y  en  el  Proyec- 
to de  Ley  de  Patentes  para  el  corriente  año  y  que  habían 
sido  rechazadas  por  el  H.  Senado,  con  lo  cual  quedaron 
ambos  proyectos  definitivamente  sancionados; 

7^  Que.  por  último,  se  resolvió  proceder  al  ^^''^  ^*  ramien- 
to  de  nuevas  autoridades,  siendo  designados>  ios  Diputados 
señores  de  la  Riestra,  Rey  na  y  GanduUa  para  desempeñar 
los  cargos   de  presidente,  vice   í°  y  vice  2°  respectivamente; 

Y   CONSIDERANDO: 

i''  Que  por  decreto  de  esta  Intervención,  de  fecha  5  de} 
corriente,   ha  quedado  establecido  que  la  exoneración  de  los 
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Diputados  José    A.  López,   Francisco    Lando    y    Benjamín 
Páez  fué  un  acto  irrevocable; 

2°  Qué,  por  consiguiente,  dichos  señores  dejaron  de  ser 
Diputados  desde  el  día  en  que  se  les  declaró  cesantes; 

3*^  Que  siendo  esto  así,  el  hecho  de  su  reincorporación  á 
la  Cámara  importa  por  parte  de  ésta  la  arrogación  de  fa- 
cultades electivas  que  sólo  corresponden  al  pueblo,  pues 
cuando  un  puesto  de  Diputado  queda  vacante  no  puede  ser 
llenado   sino  por  una  nueva  elección; 

4®  Que  por  otra  parte,  aún  en  el  supuesto  de  que  se  tratara 
de  una  reconsideración,  tampoco  ha  podido  ella  prosperar 
desde  el  momento  en  que  se  hacía  en  contravención  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  68  del  Reglamento  de  la  H.  Cá- 
mara; 

5°  Que  la  H.  Cámara  de  Diputados  no  tiene  poder  por 
ningún  voto  ni  declaración,  de  conferirse  á  ella  misma  pri- 
vilegios nuevos  que  no  estén  establecidos  por  las  leyes 
( Wilson — Digesto —1693); 

6'^  Que,  dado  lo  expuesto,  los  señores  Francisco  Lando  y 
Benjamín  Páez,  á  pesar  de  la  resolución  de  la  H.  Cámara 
de  Diputados  y  del  juramento  prestado  por  ellos  en  la  se- 
sión del  4  de  Febrero,  eran   extraños  á  ese  Cuerpo; 

70  Que  una  reunión  de  diputados,  de  la  que  también 
formen  parte  personas  extrañas  que  deliberen  y  voten,  no 
es  una  sesión  constitucional  y  por  lo  tanto  carecen  de  va- 
lidez todas  las  resoluciones  que  en   ella  se  tomen; 

B""  Que  en  la  sesión  del  4  de  Febrero  de  la  H.  Cá- 
mara de  Diputados  han  intervenido  personas  que  no  son 
miembros  de  Ir.  misma,  puesto  que,  como  queda  dicho,  los 
señores  Lando  y  Páez  habían  dejado  de  pertenecer  á  ese 
cuerpo  desde  el  15  de  Noviembre  del   año  pasado; 

Por  estos  fundamentos. 

El  Interventor  Nacional  — 
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DECRETA: 


Artículo  1°  Declárase  nulo  y  sin  efecto  alguno  todo  lo 
actuado  en  la  sesión  de  la  H.  Cámara  de  Diputados,  ce- 
lebrada el  4  de  Febrero  ppdo. 

Art  2*^  Queda  restablecida  la  mesa  que  fué  depuesta  en 
la  referida  sesión. 

Art.  3"  El  Presidente  de  la  H.  Cámara  hará  citar  á  ésta 
para  el  miércoles  1 1  del  corriente^  á  las  2  p.  m.,  á  fin  de 
que  tome  en  consideración  el  Proyecto  de  Ley  de  Patentes, 
como  asimismo  el  Presupuesto  de  la  Administración,  Bancos 
y  Escuelas. 

Art.  4°  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A,   Estrada, 

Secretario. 


La  Plata,  Marzo  9  de  1903. 

A  S.    E.  el  señor   Ministro  del  Interior,  doctor  Joaquín  V. 
González. 

Tengo  el  honor  de  adjuntar  á  V.  E.  copia  legalizada  del 
decreto  expedido  en  la  fecha  por  esta  Intervención,  con 
motivo  de  la  sesión  de  la  H.  Cámara  de  Diputados  cele- 
brada el   4   de   Febrero    ppdo. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  más  alta  consideración. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A,    Estrada, 

Secretario. 
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La  Plata,  Marzo  9  de  1903. 
CONSIDERANDO: 

1°  Que  por  resolución  dictada  »ín  la  fecha,  esta  Inter- 
vención ha  repuesto  la  mesa  de  la  H.  Cámara  de  Diputa- 
dos destituida  en  la  sesión  del  4  de  Febrero  del  corriente  año; 

2°  Que,  en  consecuencia,  los  Secretarios  y  el  personal  su- 
balterno de  dicha  Cámara  deben  continuar  dependiendo,  en 
lo  sucesivo  de  esa  mesa; 

Por  esto,  el  Interventor  Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  i''  El  Prosecretario  de  esta  Intervención,  doctor 
Ernesto  Vergara  Biedma,  nombrado  Superintendente  de  la 
H.  Cámara  de  Diputados,  por  decreto  de  Marzo  4  del  co- 
rriente año,  procederá  á  poner  en  posesión  del  local  de  la 
misma  al  señor  Presidente  don  Pablo  L.  Palacios,  bajo  cuyas 
órdenes  inmediatas  quedarán  los  Secretarios  y  empleados 
subalternos. 

Art.  2"  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A,   Estrada, 

Secretario. 


En  La  Plata,  á  nueve  de  Marzo  de  mil  novecientos  tres, 
el  señor  Prosecretario  de  la  Intervención,  doctor  Ernesto 
Vergara  Biedma,  en  cumplimiento  del  decreto  dictado  por 
aquella  en  la  misma  fecha,    procedió  á    poner  en    posesión 
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del  local  de  la  H.  Cámara  de  Diputados  al  señor  Presi- 
dente don  Pablo  L.  Palacios,  dejando  bajo  sus  órdenes  in- 
mediatas á  los  Secretarios  y  empleados  subalternos  y  ha- 
ciendo entrega  de  las  llaves  de  Secretaría  y  de  una  caja  de 
fierro  que  se  encontraba  en  su  poder. 

Con  lo  cual    terminó    el  acto,  firmando  el   Presidente  de 
la  Cámara  y  el  señor  Prosecretario  de  la  Interv^ención. 

Ernesto    Vergara  Biedma — Pablo 
L,  Palacios. 


La  Plata,  Marzo  10  de  1903. 
Al  señor  Interventor  Nacional,    doctor    Luis  B.  Molina. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  en  que  el 
señor  Interventor  se  ha  servido  comunicar  á  esta  Suprema 
Corte  la  resolución  que  ha  dictado  con  fecha  5  del  corriente. 

Este  Tribunal,  sin  pretender  erigirse  en  Juez  de  las  fa- 
cultades políticas  del  señor  Interventor,  ni  por  lo  tanto  des- 
conocer dicha  resolución,  debe,  no  obstante  hacer  las  res- 
petuosas observaciones  que  aquella  sugiere,  en  salvaguardia 
de  su  acción  reguladora  y  de  la  autoridad  irrevocable  de 
sus  decisiones,  en  el  ejercicio  de  sus  facultades  constitucio- 
nales dentro  de  la  Provincia,  desconocidas  por  V.  E.,  á 
fin  de  que  en  ningún  caso  pueda  invocarse  un  silencio  in- 
justificable, como  precedente,  que  podría  ser  de  funestas 
consecuencias  para   la  autonomía  provincial. 

No  armoniza  la  mencionada  resolución,  en  cuanto  se  ha 
pronunciado  sobre  la  competencia  declarada  de  esta  Corte, 
en  causa  sometida  á  su  decisión,  dentro  del  régimen  cons- 
titucional  de  esta  Provincia,  con  los  preceptos  de  la  Cons- 
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titución  Nacional,  que  estatuyen  que  las  provincias  se  dan 
sus  propias  instituciones  y  se  rigen  por  ella«  (art.  105),  y 
que  en  ningún  caso  el  Presidente  de  la  Nación  puede  ejer- 
cer funciones  judiciales  (art.  95);  si  no  puede  ejercer  éstas  en 
el  orden  nacional  menos  aún  en  el  prov^incial,  regidas  ex- 
clusivamente por  las  leyes  de  procedimientos,  encuadradas 
en   las    cláusulas  pertinentes    de    la  Constitución    respectiva* 

La  decisión  ds  un  tribunal  de  derecho,  sobre  su  com- 
petencia ó  incompetencia,  es  de  carácter  esencialmente  ju- 
dicial, cualquiera  que  sea  el  de  la  causa  sometida  á  su  resolu- 
ción y  en  tal  carácter  no  es  el  P.  E.  de  la  Nación  quien  por 
decretos,  directamente  ó  por  intermedio  de  representantes, 
podría  enervarla  ó  desconocerla,  sin  chocar  con  la  termi- 
nante disposición  del  art.  95  citado  de  la  Constitución  Na- 
cional, tanto  más  cuanto  que  no  han  sido  los  actos  de  esta 
Corte  los  que  han  motivado  la  Intervención,  como  resulta 
de  los  propios  términos  del   decreto  que  la  ordenó. 

En  lo  que  á  este  Tribunal  se  refiere,  la  resolución  de 
V.  E.  acusa,  por  otra  parte,  falta  de  consideración  al  apre- 
ciar sus  actos.  El  Tribunal  no  ha  intentado  siquiera,  como 
se  insinúa  en  uno  de  los  considerandos  de  aquella,  usurpar 
atribuciones  de  los  demás  poderes.  Ha  obrado  al  declarar 
su  competencia  en  la  queja  de  inconstitucionalidad  produ- 
cida, con  la  independencia  y  exclusivo  criterio  que  inspiran 
tcdos  sus  fallos,  como  ha  creído  deber  hacerlo  y  continúa 
cre3'éndolo  en  ejercicio  de  atribuciones  propias,  conferidas 
por  la  Constitución  Provincial,  cuya  aplicación  é  interpre- 
tación le  está  deferida,  con  prescindencia  de  toda  actuación 
extraña. 

La  organización  institucional  de  esta  Provincia,  que  res- 
pecto de  tales  atribuciones  no  ha  seguido  en  un  todo  las 
disposiciones  correlativas  de  la  Constitución  Norte  Ameri- 
cana, ni  la  de  la  ley  parlamentaria  inglesa,  ni  aún  de  la 
Constitución  Nacional,  no  admite  agena  intervención  ni  re- 
visión  de  sus    fallos,  al  decidir  todos   los  casos  ocurrentes 
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sobre  puntos  regidos  por  la  Constitución  de  la  Provincia. 
Este  fué  el  propósito  y  la  voluntad  soberana  del  pueblo  de 
esta  Provincia,  cuando  por  el  órgano  de  sus  constituyentes 
se  fijó  el  alcance  del  art.  156  de  la  Constitución  de  1873 
(hoy  157),  con  el  objeto  manifiesto,  como  lo  expresó  esta 
('orte  en  sus  fallos  (3*  serie — T.  2 — P.  22)  de  suprimir  en 
lo  posible  las  situaciones  de  fuerza  y  dejar  el  extremo  y 
peligroso  recurso  de  las  intervenciones  nacionales,  con  el 
carácter  de  un  poder  sólo  requerible  para  el  cumplimicfito 
de  las  decisiones  judiciales. 

Análogas  razones  inspiraron  á  los  constituyentes  que  san- 
cionaron las  reformas  á  la  Constitución  Federal  de  1853, 
al  suprimir  del  art  97  la  facultad  que  acordaba  á  la  Su- 
prema Corte  Federal,  de  conocer  y  decidir  de  los  conflictos 
entre  los  diferentes  poderes  públicos  de  una  misma  Pro- 
vincia. 

Adoptaron  dichos  constituyentes  los  motivos  dados  al  efecto 
por  la  comisión  revisora,  en  parte  así  expuestos: 

«Esta  adición  que  se  ha  hecho  á  la  Constitución  de  los 
Estados  Unidos,  al  mismo  tiempo  que  en  lo  demás,  se  adap- 
taba su  letra,  puede  ser  de  las  más  fatales  consecuencias 
para  la  independencia  y  gobierno  propio  de  las  provincias, 
sujetando  los  poderes  públicos  en  sus  actos  oficiales  al  juicio 
de  un  poder  nacional,  y  desnaturaliza  las  funciones  que  debe 
llenar  un  poder  público  de  la  Nación,  que  no  está  encargado 
de  hacer  ejecutar  las  leyes  ni  la  Constitución  de  cada  Pro- 
vincia, que  710  conoce   ni  es  su  deber  conocerlas,,. 

«Las  leyes,  los  decretos  del  gobierno,  las  sentencias  de  los 
tribunales,  todos  los  actos  de  sus  poderes  públicos  podrían 
ser  contestados,  suspendidos  en  sus  efectos,  por  cualquiera  de 
los  varios  poderes  del  Estado  que  les  quisiera  crear  un  con- 
flicto con  su  propia  autoridad.  Esta  sería  la  anarquía  en  el 
Estado,  desorden  inmenso  creado  por  el  artículo  97». 

Carecen  así  de  autoridad  en  esta  provincia  las  doctrinas  y 
fallos  extranjeros  y  federales,  en  cuanto  se  refieren  á  las  atri- 
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buciones  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  por  basarse  en  di- 
^erentes  propósitos  y  preceptos  constitucionales  distintos. 

En  presencia  de  esto,  nada  justifica  la  insinuación  de  que 
este  Tribunal  ha  tratado  de  ustirpar  atribución  algujia  de 
otros  poderes  ni  constituirse  en  juez  de  la  composición  de  la 
Cámara  de  Diputados:  él  ha  deslindado  )''  fijado  en  el  caso 
claramente  sus  atribuciones,  abandonando  al  juicio  exclusivo 
de  la  referida  Cámara  las  infracciones  á  su  Reglamento,  en 
relación  con  la  disciplina  de  sus  miembros;  y  atrayendo  á  sí 
por  mandato  de  la  Carta  fundamental  de  la  Provincia,  como 
tribunal  único  de  constitucionalidad  por  ella  creado,  el  cono- 
cimiento privativo  de  todo  aquello  que  importe  un  descono- 
cimiento de  preceptos  constitucionales  al  resolver^  decidir  ó 
decretar  dicha  Cámara  la  expulsión  de  miembros  de  la  misma 

No  es  el  propósito  de  la  Suprema  Corte  ni  esta  la  oportu- 
nidad de  discutir  los  fundamentos  de  la  resolución  ó  decreto 
de  V.  E.,  pero  no  debe  pasar  sin  rectificar  un  error  de  apre- 
ciación deslizado  en  sus  considerandos,  en  cuanto  el  silenciarlo 
importaría  admitir  que  este  Tribunal  aparezca  en  contradic- 
ción consigo  mismo,  al  declarar  de  su  competencia  el  caso 
sometido  por  los  mencionados  diputados,  y  tener  declarado 
lo  contrario,  según  se  s.firma,  en  el  fallo  citado,  en  el  consi- 
derando 19  de  V.  E.,  que  se  registra  en  la  página  555,  tomo 
4°,  serie  4^  de  sus  acuerdos  y  sentencias. 

Nada  más  erróneo:  en  el  caso  citado  se  trataba  de  un  con- 
flicto suscitado  entre  las  dos  ramas  de  la  Legislatura,  funda- 
do en  haberse  apartado  tena  de  ellas  de  su  Reglamento,  re- 
considerando un  asunto  después  de  terminado,  y  en  ese  caso 
esta  Corte  declaró  *que  era  cotnpeteyíte  para  conocer  áe  los 
conflictos  suscitados  entre  las  dos  ramas  del  poder  legislativo, 
cuando  aquellos  comprometefi  la  cofistitucionalidad  del proce- 
dimiento:  que  si  bien  los  reglamentos  de  las  Cámaras  Legis- 
lativas son  las  leyes  orgánicas  de  cada  cuerpo,  ellos  no  sur- 
ten los  efectos  ordinarios  de  las  leyes,  para  que  su  inobser- 
vancia  pueda  ser  objetada  fuera  de  la  Cámara  que  los  ha  dic 
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tado, y  que  la  facultad  de  dictar  las  reglas  á  que  han  de 
sujetarse  las  Cámaras  en  su  régimen  interno,  comprende  la 
de  suspender  por  su  sola  decisión  y  en  los  casos  que  juzgue 
oportunos  los  efectos  de  aquellas  reglas  sin  que  pueda  decirse 
que  tal  desviación  extralimita  las  facultades  constitucionales 
y  autoriza  á  la  otra  Cámara  para  impugnar  el  procedimiento 
observado». 

En  el  Cciso  que  se  hallaba  pendiente  ante  esta  Corte  al  dic- 
tarse la  resolución  de  V.  E.,  consecuente  este  Tribunal  con 
su  doctrina  consignada  en  el  fallo  citado,  no  ha  tratado  de 
juzgar  la  observancia  ó  inobservancia  del  Reglamento,  ó  el 
ejercicio  de  los  privilegios  de  la  Cámara  de  Diputados,  sino 
que,  como  punto  previo  á  resolver,  ha  establecido  su  compe- 
tencia para  conocer  de  la  queja  interpuesta  por  tres  de  sus 
miembros,  en  ctmnlo  pudiera  comprometer  la  constitucionali- 
dad  del  procedimiento  observado  para  su  expulsión, 

Lamentando  este  Tribunal  verse  obligado  á  contestar,  por 
mi  intermedio,  en  los  términos  expuestos,  la  comunicación  re- 
ferida del  señor  Interventor,  y  pidiéndole  quiera  ordenar  la 
devolución  de  los  antecedentes  que  le  fueron  remitidos,  tengo 
el  honor  de  saludarle  con  mi  consideración  más  distinguida. 

Dalmiro  Alsina, 
Enrique  B,  Prack, 

Secretario. 


La  Plata,  Marzo  10  de  ld03. 

A  S.  E.  el   señor  Ministro  del  Interior,    doctor  Joaquín  V. 
González. 

Tengo  el  honor  de  adjuntar  á  V.  E.  copia  legalizada  del 
Decreto  dictado  por  esta  Intervención  con  fecha  de  ayer,  or- 
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denando  se  ponga  en  posesión  del  local  de  la  H.  Cámara  de 
Diputados,  al  Presidente  de  la  misma  señor  Pablo  L.  Pala- 
cios, así  como  del  acta  levantada  con  ese  motivo. 

Reitero  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  considera- 
ción. 

Luis  B.  Molina. 

Carlos  A,  Estrada, 


TeJfymnui. 

La  Plata,  Marzo  11  d«»  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del  Interior. 

Comunico  á  V.  E.  que,  acatando  las  órdenes  de  la  Inter- 
vención, se  reunió  esta  tarde  la  H.  Cámara  de  Diputados, 
sancionándose  las  leyes  de  impuestos  y  cálculo  de  recursos,  y 
se  trató  una  parte  del  Presupuesto,  levantándose  la  sesión  á 
las  5.15  p.  m.  Por  un  arreglo  previo  entre  Diputados  se  re- 
solvió no  insistir  en  las  modificaciones  introducidas  por  la 
misma  Cámara  en  su  sesión  anterior. 

Todo  se  ha  producido  en  el  mayor  orden.  Concurrieron 
sesenta  y  nueve  Diputados,  tomando  parte  en  las  delibera- 
ciones sesenta  y  cinco.  El  Viernes  continuará  la  sesión  para 
seguir  tratando  el  Presupuesto. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  más  distinguida  consideración. 

Luis  H.  Molina. 
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La  Plata,  Marzo  12  do  1903. 

Resultando  de  lo  tictuado  que  algunos  empleados  de  la 
1 1.  Cámara  de  Diputados  se  han  ocupado,  desde  el  día  4  del 
corriente,  en  sacar  copias  de  Padrones  Electorales  correspon- 
dientes á  varios  partidos,  obedeciendo  á  órdenes  emanadas 
del  señor  Secretario  Santiago  J.  Mena  sin  que  tuviera  de  ePo 
conocimiento  esta  Intervención,  bajo  cuya  dependencia  inme- 
diata se  encontraba  entonces  todo  el  cuerpo  de  empleados  de 
la  H.  Ccimara;  y  que  ha  sido  práctica  constante  sacar  esas 
copias  que  eran  dadas  á  los  señores  Diputados,  Senadores  ú 
otras  personas  que  las  solicitaban,  sin  legalizarlas  ni  confron- 
tarlas; 

Y    CONSIDERANDO  : 

Que,  si  bien  el  hecho  no  reviste  importancia,  dado  que 
ninguna  disposición  de  la  ley  prohibe  séicar  tales  copias,  esta 
Intervención  no  puede  dejar  de  castigar  la  falta  cometida  por 
el  Secretario  señor  Santiago  J.  Mena,  que  ha  dado  la  orden 
de  hacer  ese  trabajo,  sin  ponerlo  en  conocimiento  de  la  auto 
ridad  de  ijue  a  la  sazón  dependía; 

El   Interventor  Nacional  — 

RESUPJLVE  : 

Apercibir  por  ello  seriamente  al  señor  Santiago  J.  Mena, 
Secretario  de  la  II  Cámara  de  Diputados,  debiendo  comuni- 
cársele por  nota  esta  resolución. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  ^1.  Estrada, 
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La  Plata,  Marzo  12  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la 
Provincia,  doctor  Dalmiro  Alsina. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  de  esa  Supre- 
ma Corte,  de  fecha  lo  del  corriente,  en  la  cual  manifiesta  que 
obra  en  su  poder  la  resolución  de  esta  Intervención,  de  5  del 
présente  mes. 

En  ella  expresa  ese  Alto  Tribunal,  que  sin  pretender  eri- 
gfirse  en  Juez  de  las  facultades  políticas  de  esta  Intervención, 
ni  por  lo  tanto  desconocer  dicha  resolución,  debe,  no  obstan- 
te, hacer  las  observaciones  que  aquella  le  sugiere,  en  salva- 
gxiardia  de  su  acción  reguladora  y  de  la  autoridad  irrevoca- 
ble de  sus  decisiones,  en  el  ejercicio  de  sus  facultades  consti- 
tucionales dentro  de  la  Provincia,  desconocidas  por  esta  In- 
tervención, á  fin  de  que  en  ningún  caso  pueda  invocarse  un 
silencio  injustificable,  como  procedente,  que  podría  ser  de 
funestas  consecuencias  para  la  autonomía  de  esta  Provincia. 

Funda  su  protesta  esa  Suprema  Corte,  diciendo  que  no 
armoniza  la  resolución  impugnada  con  los  preceptos  de  la 
Constitución  Nacional,  que  estatuyen  que  las  provincias  se 
dan  sus  propias  instituciones  y  se  rigen  por  ellas  (art  105 
Constitución  Nacional,  y  que  en  ningún  caso  el  Presidente 
de  la  Nación  puede  ejercer  funciones  judiciales  (art.  Q5). 
Aquel  precepto  es  indiscutible  é  indiscutido,  pero  no  lo  es 
menos  que  la  Constitución  de  cada  Provincia  debe  ser  dic- 
tada de  acuerdo  con  los  principios,  declaraciones  y  garan- 
tías de  la  Nacional  (art.  50),  y  que  en  consecuencia  las 
autoridades  de  cada  Provincia  están  obligadas  á  confor- 
marse á  ella,  no  obstante  cualquier  disposición  en  contra- 
rio que  contengan  las  leyes  ó  Constituciones  Provinciales 
(art.  31). 

Respecto  al  segundo  punto,  ó  sea,  aquel  en  que  se  dice 
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-que  el  Presidente  de  la  Nación  no  puede  ejercer  funciones 
judiciales,  esa  Suprema  Corte  olvida  que  no  es  el  Presi- 
dente de  la  Nación  el  que  interviene  en  las  provincias  sino 
el  Gobierno  Federal  (art.  6**),  y  que  si  esta  Intervención 
fué  decretada  por  el  Poder  Ejecutivo  Nacional,  ha  sido  por 
-encontrarse  en  receso  el  Honorable  Congreso,  en  cuyo  ca- 
^o  aquel  puede  hacer  uso  de  todas  las  facultades  concu- 
rrentes al  mantenimiento  del  orden  establecido  por  la  Cons- 
titución de  la  República. 

A  este  propósito,  ha  dicho  un  distinguido  constituciona- 
lista  argentino,  «que  si  en  Norte  América  está  obligado  el 
•Gobierno  Federal  á  amparar  á  un  Estado,  cuando  su  for- 
ma representativa  ha  sido  invertida,  en  la  República  Ar- 
gentina está  el  Gobierno  Federal  obligado  á  amparar  á  las 
Provincias  cuando  la  forma  republicana  ha  sido  corrompi- 
da. En  los  Estados  Unidos  protege-,  en  la  República  Ar- 
rgentina  interviene,  es  decir,  ejerce  en  nombre  de  la  sobe- 
ranía nacional  una  autoridad  plena,  más  ,ó  menos  extensa, 
-dentro  del  territorio  de  la  Provincia.  En  nuestro  país  el 
Comisario  Nacional  encargado  de  llevar  ú  una  Provincia  la 
intervención,  se  sustituye  á  la  autoridad  local,  y  en  repre- 
sentación de  la  soberanía  superior  de  la  Nación  asume  to- 
da la  autoridad  conducente  á  llenar  por  sí  solo  los  fines  de 
la  Intervención.  La  Constitución  necesita  revestir  una  fuerza 
•efectiva  suficiente  para  doblar  todo  cuanto  pueda  contra- 
riarla, para  allanar  con  su  propia  acción  todos  los  estor- 
bos que  puedan  interponerse  á  su  paso.  Por  eso  la  Consti- 
tución Nacional,  que  ha  querido  crear  una  unidad  superior 
á  las  unidades  políticas  formadas  por  las  Provincias,  y  en 
una  ley  constitucional  el  centro  superior  de  atracción  y  di- 
rección de  la  vida  política  y  económica  del  país,  ha  creado 
un  Estado  Nacional;  y  creando  un  Estado  Nacional  ha  for- 
mado un  Gobierno  con  acción  tuitiva  y  coercitiva  sobre  las 
personas  y  las  cosas»  (J.  M.  Estrada.  Curso  de  Derecho 
Constitucional). 

II.  5 
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De  acuerdo  con  estos  principios,  debe  esta  Intervención- 
manifestar  á  esa  Suprema  Corte  que  los  constituyentes  del 
73  no  han  podido  limitar  á  su  albedrío  las  consecuencias, 
en  su  aplicación,  del  art  6**  de  la  Constitución  Nacional. 
Esto  es  de  por  sí  tan  evidente,  que  sería  ocioso  todo  co- 
mentario. En  esa  misma  Convención  se  levantaron  voces 
autorizadas  en  defensa  de  ese  principio  inconcuso.  Allí  se 
dijo  que  las  intervenciones  son  actos  lógicos  y  legítimos  de 
la  soberanía  de  la  Nación,  y  que  si  ésta  es  coexistente  con 
la  Provincial,  es  también  preexistente  á  ella.  De  aquí  la 
consecuencia  que  la  soberanía  nacional  está  arriba  de  la 
provincial,  y  de  aquí  también  fluye  que  el  derecho  de  in- 
tervención tiene  por  objeto  hacer  prácticas  las  garantías^ 
libertades  y  derechos  que  la  Constitución  Nacional  ofrece  á 
las  Ptovincias,  doctrina  que  se  halla  en  pugna  con  la  sus- 
tentada por  esa  Suprema  Corte. 

De  esto  se  deduce,  en  modo  indubitable,  que  al  sancio- 
narse las  reformas  á  la  Constitución  Federal  de  1853,  una 
de  las  cuales  fué  la  supresión  de  la  cláusula  del  art.  97  que 
acordaba  á  la  Suprema  Corte  Federal  la  facultad  «de  co- 
nocer y  decidir  de  los  conflictos  entre  los  diversos  poderes 
públicos  de  una  misma  Provincia»,  no  se  entendió,  ni  se 
pudo  entender  jamás,  que  oC  refería  á  las  facultades  acor- 
dadas al  Gobierno  Federal  por  el  art.  6'^  de  la  Constitu- 
ción, ni  á  lcU5  que  emanan  del  derecho  de  intervención.  Di- 
cha supresión,  por  el  contrario,  vino  á  ampliar  esas  facul- 
tades desde  el  momento  que  dejó  de  hecho  en  las  manos 
del  poder  federal  la  potestad  para  resolver  todos  esos  con- 
flictos. 

Las  atribucionns  acordadas  á  esa  Suprema  Corte  por  el 
art.  157  de  la  Constitución  de  la  Provincia  tienen  una  ex- 
cepción, y  es  la  del  art.  82,  que  determina  que  cada  Cámara  es 
Juez  exclusivo  de  las  elecciones  de  sus  miembros  }''  de  la 
validez  de  sus  tílulos;  artículo  concordante  con  el  56  de  la 
Constitución  Nacional.    Una  interpretación    contraria  desna- 
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turalizaría  nuestro  régimen  de  Gobierno.  La  Suprema  Cor- 
te Federal  tiene  resuelto  que  csiendo  un  principio  funda- 
mental de  nuestro  sistema  político  la  división  del  Gobierno 
en  tres  grandes  departamentos,  el  Legislativo,  el  Ejecutivo 
y  el  Judicial,  independientes  y  soberanos  en  su  esfera,  se 
sigue  forzosamente  que  las  atribuciones  de  cada  uno  les 
son  exclusivas,  pues  el  uso  concurrente  ó  común  de  ellas 
baria  desaparecer  la  línea  de  separación  entre  los  tres  al- 
tos poderes  políticos,  y  destruiría  la  base  de  nuestro  sis- 
tema de  Gobierno»  (Fallos,   i*  serie;  tomo  i°   pág.    i). 

Afianzando  estos  principios,  ha  dicho  Sarmiento  «que 
para  el  libre  juego  de  las  instituciones  se  ha  establecido 
que  ni  el  Poder  Legislativo  ni  el  Ejecutivo  están  someti- 
dos al  Poder  Judicial,  en  lo  que  al  desempeño  de  sus  fun- 
ciones concierne,  siendo  cada  Cámara  la  que  castiga  á  sus 
miembros;  y  que  el  derecho  parlamentario  establece  la  su- 
premacía del  Congreso  en  su  capacidad  judicial  sobre  las 
Cortes  de  Justicia  y  sobre  el  derecho  civil,  pues  la  práctica 
parlamentaria  no  se  rige  por  la  ley  común  sino  por  re- 
glas que  vienen  establecidas  y  emanan  de  la  esencia  misma 
del  Poder  Legislativos, 

Esa  Suprema  Corte  afirma  que  las  doctrinas  y  fallos  ex- 
tranjeros y  federales  carecen  de  autoridad  en  esta  Pro- 
vincia, en  cuanto  se  refieren  á  las  atribuciones  de  ese  Alto 
Tribunal. 

Esta  Intervención,  limitándose  á  dejar  constancia  de  que 
no  participa  en  absoluto  de  esas  ¡deas  en  lo  que  con  aquellos 
se  relaciona,  no  puede  permanecer  silenciosa  por  lo  que 
respecta  á  los  fallos  de  la  Suprema  Corte  Nacional,  y  cree 
deber  manifestar  su  extrañeza  ante  una  cifirmación  que 
viene  á  echar  por  tierra  principios  fundamentales  de  Dere- 
cho Constitucional.  Hace,  pues,  suyas,  las  siguientes  pala- 
baas  del  profesor  Estrada,  ya  citado,  que  condensan  la  doc- 
trina considerada   como  axiomática  en   la  materia: 

«Las    Provincias  están  estrictamente  obligadas  á  respetar 
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la Constitución  Nacioual  en  su  legislación,  en  su  adminis- 
tración y  gobierno;  están  obligadas  también  á  respetar  las 
decisiones  de  los  tribunales  nacionales,  porque  ellas  son  re- 
glas de  jurisprudencia  constitucional  que  esclarecen  y  fijan 
el  sentido  positivo  de  la  ley  fundamental,  á  cuyo  imperio 
están  igualmente  sometidos  los  tribunales  locales,  en  todos 
los  Chintos  que  se  rocen  con  el  derecho  constitucional^ , 

Por  último,  no  ha  entrado  en  el  ánimo  de  esta  Inter- 
vención interpretar  caprichosamente  el  fallo  de  esa  Supre- 
ma Corte,  citado  en  el  considerando  19*^  de  su  resolución 
de  5  del  corriente,  sino  simplemente  dejar  consignados  al- 
gunos de  los  principios  que  en  él  se  establecían,  como  aquel 
de  que  los  Reglamentos  de  las  Cámaras  no  surten  los  efec- 
tos ordinarios  de  las  leyes  comunes.  En  la  causa  que  mo- 
tivó el  fallo  de  esa  Suprema  Corte,  se  trataba  de  un  con-- 
Jlicto  entre  Uis  dos  ramas  legislativas-,  y  en  el  de  la  expulsión 
de  los  Diputados  López,  Lando  y  Páez,  de  la  aplicación  de 
una  cláusula  reglamentaria,  de  una  medida  de  orden  in- 
terno. 

Esta  Intervención  hace  estas  aclaraciones  sólo  como  un 
acto  de  especial  deferencia  al  más  Alto  Tribunal  de  la  Pro- 
vincia, pues  le  habría  bastado  referirse,  por  toda  contesta- 
ción, á  su  resolución  de  fecha  5  del  corriente. 

En  cuanto  á  los  antecedentes  cuya  devolución  se  solicita, 
le  es  grato  á  esta  Intervención  manifestar  que,  dado  el 
acatamiento  de  esa  Suprema  Corte,  no  habrá  inconveniente 
en  remitírselos,  una  vez  terminado  su  cometido. 

Saludo  al  señor  Presidente  con  mi  consideración  más 
distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A,    Estrada, 

Secretario. 


-  69  - 

La  Plata,  Marzo  13  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor    Ministro  del    Interior,    doctor  Joaquín  V, 
González. 

Tengo  el  agrado  de  adjuntar  á  V.  E.  copia  legalizada  de 
la  resolución  recaída  en  el  sumario  levantado  con  motivo 
de  la  copia  de  Padrones  que  se  efectuaba  en  la  H.  Cáma- 
ra de  Diputados,  así  como  de  la  nota  dirigida  en  la  fecha 
á  la  Suprema  Corte  de  la   Provincia, 

Reitero  á  V.  E.  las  segxiridades  de  mi  consideración  más 
distinguida. 

Luis  B.  Molina. 

Carlos   A,   Estrada, 

Secretario. 


La  Plata,  Marzo  17  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro    del    Interior,    doctor  Joaquín  V. 
González. 

De  acuerdo  con  lo  resuelto  por  esta  Intervención,  en  su 
decreto  de  fecha  9  del  corriente,  la  H.  Cámara  de  Dipu- 
tados fué  citada  para  el  día  1 1,  á  las  2  p.  m.,  á  objeto  de 
tomar  en  consideración  el  Proyecto  de  Ley  de  Patentes, 
como  asimismo  el  de  Presupuesto  de  la  Administración, 
Bancos  y  Escuelas. 

La  H.  Cámara  se  reunió  ese  día,  dejando  definitivamente 
sancionado  el  primero  de  esos  proyectos.  Celebró  también 
sesión  el  13,  y  concluyó  de  tratar  el  segundo,  insistiendo 
4:an  sólo  en  algunas  de  las  modificaciones  que  en  él  había 
introducido  por  sanción  anterior.  En  la  misma  sesión  se  de- 
claró que  las  relaciones  con  el  P.  E.  quedaban  restablecidas. 

Citado  el  H.  Senado  para  el  día  de  ayer,  á  fin  de  ocu- 
parse de  esas  modificaciones,  se  reunió  en  minoría,  pues  no 
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habían  concurrido  sino  trece  Señores  Senadores.  En  la  im- 
posibilidad de  formar  quorum,  se  levantó  la  sesión,  debiendo 
citarse  para  el  jueves   19. 

Como  se  ve,  y  no  obstante  no  haberse  reunido  en  ma- 
yoría el  H.  Senado,  el  Poder  Legislativo  funciona  normal- 
mente, pues  ambas  cámaras  sesionan,  tienen  sus  autoridades 
legales  y  no  existen  vicios  en  su  composición,  pudiendo 
cada  una  de  ellas  hacer  uso  de  todos  los  medios  que  la 
Constitución  les  acuerda  para  conseguir  quorum.  Continúa» 
entonces,  el  período  de  sesiones  extraordinarias,  interrum- 
pido por  los  hechos  que  motivaron   esta  Intervención. 

Sus  fines,  por  consiguiente,  se  hallan,  á  mi  juicio,  cum- 
plidos, y  creo  que  el  Poder  Ejecutivo  puede  así  declararlo, 
dando  por  terminada  la  Intervención  en  la  Provincia  de 
Buenos  Aires. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.    Estrada, 

St'crcMario. 


Buenos  Aires,  Marzo  17  de  1903. 

Al  señor  Interventor  Nacional,  doctor  Luis  B.  Molina. 

Impuesto  del  contenido  de  su  nota  fecha  de  hoy,  en  que 
informa  de  los  últimos  actos  legislativos  producidos  por  la 
H.  Cámara  de  Diputados  de  esa  Provincia,  suficientemente 
reconstruida  de  acuerdo  con  los  propósitos  del  Decreto  de 
Intervención  y  de  las  instrucciones  que  lo  amplían  y  espe- 
cifican sus  objetos  prácticos;  y  no  habiendo  sido  puesto  en 
cuestión  la  validez  de  la  Constitución  del  H.  Senado,  ni  en 
su  totalidad  ni  en  ninguno  de  los  títulos  de  los  miembros 
que  lo  componen,  tengo  el  agrado  de  significarle  que  el 
señor  Presidente  de  la  República  es  de  opinión  que  V.  E. 
debe  dar  por  concluida  su  misión,  procediendo  á  las  dispo- 


71    — 


liciones  que  requiera  su   traslado  á  esta  capital,  apenas  le 
sea  posible,  con  el  personal  á  sus  órdenes. 

Saludo  á  V.  E..  con  mi  más  distinguida  consideración. 

J.  V.  González. 


La  Plata,  Marzo  18  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor    Ministro  del   Interior,  doctor  Joaquín   V. 
González. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  las  instrucciones 
de  V.  E.,  en  contestación  á  mi  nota  de  fecha  17  del  co- 
rriente, en  la  cual  manifestaba  á  V.  E.  que  estaba  resta- 
blecido el  funcionamiento  normal  del  Poder  Legislativo.  De 
acuerdo  con  ellas,  doy  por  terminada  la  Intervención  Na- 
cional en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  retirándome  hoy 
mismo  acompañado  de  todo  el  personal  á  mis  órdenes. 

A  la  brevedad  posible,  enviaré  á  V.  E.  el  informe  deta- 
llado de  mis  gestiones  como  Interventor,  para  que  pueda  V.  E. 
juzgar  de  mi3  actos  en  la  delicada  misión  con  que  me 
lionró  el  Poder  Ejecutivo  Nacional. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  más  distinguida  consideración. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A,   Estrada, 

Secretario. 


La  Plata,  Marzo  18  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Gobernador  de  la  Provincia,  don  Marce- 
lino Ugarte. 

Tengo  el  botwr  de  poner  en  conocimiento  de  V.  E.  que 
esta  Intervención  ha  dado  por  terminada  su  misión  y  se  re- 
tira en  el  día  de  hoy,  por  hallarse  cumplidos  los  propósitos 
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que  inspiraron  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación^ 
de  fecha  i6  de  Febrero  ppdo. 

Al  abandonar  esta  capital,  cumplo  con  el  grato  deber  de 
significar  á  V.  E.  mi  reconocimiento  por  la  cooperación 
que  su  Gobierno  ha  prestado  á  la  Intervención,  así  como 
por  las  atenciones  personales  de  que  he  sido  objeto,  por 
parte  del  señor  Gobernador  y  funcionarios  principales  de- 
la  Provincia,  durante  mi  permanencia  en  la  misma. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi   consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.   Estrada, 

Secretario. 


La  Plata,  Marzo  18  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la 
Provincia,  doctor  Dalmiro  Alsina. 

Habiendo  esta  Intervención  restablecido  el  funcionamiento 
normal  del  Poder  Legislativo  de  la  Provincia,  ha  dado  por 
terminada  su  misión. 

Antes  de  abandonar  esta  capital,  cumple  á  mi  lealtad, 
de  acuerdo  con  la  promesa  hecha  en  la  nota  de  fecha  12 
del  corriente,  remitir  á  esa  Suprema  Corte  los  antecedentes 
relativos  á  la  demanda  de  inconstitucionalidad  iniciada  por 
los  señores  Lando,  López  y  Páez  contra  la  resolución  de 
la  H.  Cámara  de  Diputados,  por  la  cual  fueron  éstos  exo- 
nerados de  sus  cargos  de  miembros  de   la  misma. 

Me  complazco,  una  vez  más,  en  presentar  á  ese  alto  Tri* 
bunal  el  homenaje  de  mi    más  distinguida  consideración. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A,    Estrada, 

Secre  tHiio. 
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La  Plata,  Marzo  18  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Vicegobernador  y  Presidente  del  H.  Se- 
nado de  la  Provincia,  doctor  Adolfo  Saldías. 

Restablecido  el  libre  funcionamiento  del  Poder  Legisla- 
tivo de  la  Provincia,  esta  Intervención  ha  dado  por  termi- 
nado su  cometido  y  se  retira  en  el  día  de  la  fecha. 

AI  abandonar  esta  Capital,  me  complazco  en  manifestar 
á  V.  E.  que  quedo  sumamente  grato  á  las  pruebas  de  alto 
patriotismo  de  que  en  todo  momento  ha  dado  muestras 
V.  E.,  como  asimismo  á  las  consideraciones  que  le  he  me- 
recido durante  mi  permanencia  en    la  Provincia. 

Saludo  á  V.  E.  con  las  seguridades  de  mi  consideración 
más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A,   Estrada, 

Socretario. 


La  Plata,  Marzo  18  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la  H.    Cámara  de   Diputados  de  la 
Provincia,  don  Pablo  L.  Palacios. 

Restablecido  el  libre  funcionamiento  del  Poder  Legisla- 
tivo de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  perturbado  en  la 
H.  Cámara  de  Diputados,  ha  quedado  cumplido  el  propósito 
que  inspiró  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación,  de 
fecha  1 6  de  Febrero  ppdo. 

En  consecuencia,  la  Intervención  Nacional  se  retira  hoy 
de  esta  Provincia,  lo  que,  como  un  deber,  pongo  en  cono- 
cimiento del  señor  Presidente. 

Saludo  al  señor  Presidente  con  mi  más  distinguida  con- 
sideración. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A.    Estrada, 

Secretario. 
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La  Plata,  Marzo  18  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Interventor  Federal  en  la  Provincia,  doc- 
tor Luis  B.  Molina. 

Me  es  grato  acusar  recibo  de  la  nota  de  V.  E.,  de  esta, 
fecha,  en  que  tiene  á  bien  participarme  que,  restablecido  el 
libre  funcionamiento  del  Poder  Legfislativo  de  la  Provincia , 
la  Intervención  ha  dado  por  terminado  su  cometido  y  se 
retira  en  el  día  de  la  fecha.  Me  haré  un  deber  en  llevar  á 
conocimiento  del  H.  Senado,  en  la  primera  reunión  que  ce- 
lebre, la  precitada   nota. 

Me  complazco  en  significar  á  V.  E.  mi  agradecimiento 
por  las  muestras  de  deferencia  que  he  recibido  de  V.  E.  en 
mi  carácter  de  Vicegobernador  de  la  Provincia  y  Presidente 
del  H.  Senado. 

Presento  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  mayor  conside- 
ración. 

Adolfo  Saldías. 

Diego  Arana, 

Secretario. 


La  Plata,  Marzo  18  de  1903. 
Al  señor  Interventor  Nacional,  doctor  Luis  B.  Molina. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  del  señor  Inter- 
ventor Nacional  en  la  que  me  hace  saber  que,  restablecido 
el  libre  funcionamiento  del  Poder  Legislativo,  ha  quedado 
cumplido  el  propósito  que  inspiró  al  decreto  del  Poder  Eje- 
cutivo de  la  Nación,  de  fecha  i6  de  Febrero  ppdo^  y  que 
en  consecuencia  se  retira  hoy  de  la  Provincia. 

Me  es  muy  grato,  señor  Interventor,  aprovechar  la  oportu- 
nidad, al  acusar  recibo  de  su   atenta    comunicación,  inter- 
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pretando  los  sentimientos  de  la  H.  Cámara,  agradecer  en 
su  nombre  la  patriótica  é  inteligente  actuación  que  ha  dado 
por  resultado  restablecer  el  regular  funcionamiento  de  la 
Legislatura  y  el  de  las  relaciones  oficiales  con  el  Poder 
Ejecutivo,  actos  que  redundarán  ea  primer  término  en  be 
neficio  de  los  bien  entendidos  intereses  de  la  Provincia. 

Saludo  al  señor  Interventor  con  mi  más  distinguida  con- 
sideración. 

Pablo  L.  Palacios. 
Santiago  /,  Mena, 

Roo  ro  tari  o. 


La  Plata,  Marzo  23  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del    Interior,   doctor  Joaquín  V. 
González. 

Comunico  á  V.  E.  que,  en  la  fecha  esta  Intervención  ha 
enviado  á  la  Contaduría  General  de  la  Nación  la  rendición 
de  cuentas  de  los  fondos  invertidos  por  la  misma,  y  tengo 
la  satisfacción  de  manifestar  á  V.  E.  que,  de  la  suma  de 
quince  mil  pesos  que  se  recibió  para  gastos,  queda  un  so 
brante  de  nueve  mil  cuatrocientos  noventa  y  nueve  pesos 
con  setenta  y  tres  centavos  moneda  nacional,  que  ha  sido 
depositado  en  el  Banco  de  la  Nación  Argentina,  á  la  orden 
de  la  Tesorería  de  la  Nación. 

Con  este  motivo,    reitero  á   V.  E.  las  seguridades  de  mi 
consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 

Carlos    A.    EstradUy 

Secreta  rio. 
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Informe 

Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del  Interior,    doctor  Joaquín  V. 
González. 

Como  tuve  el  honor  de  comunicarlo  á  V.  E.,  por  nota  de 
fecha  1 8  del  corriente,  di  por  terminada,  ese  día,  la  Interven- 
ción Nacional  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  regresé  en 
seguida  á  esta  Capital,  con  todo  el  personal  á  mis  órdenes. 

Los  elevados  propósitos  que  inspiraron  el  decreto  del  Po- 
der Ejecutivo  Nacional,  de  fecha  i6  de  Febrero  ppdo..  han 
sido  fielmente  cumplidos,  y  creo  haber  llenado  la  delicada 
misión  que  se  me  confió,  sin  apartarme,  en  lo  mínimo,  de  la 
senda  que  debía  necesariamente  seguir,  dados  los  fines  para 
que  fué  decretada  la  Intervención. 

La  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  virtud  de  aquel  decreto, 
fué  intervenida  de  conformidad  con  la  primera  parte  del  ar- 
tículo 6"  de  la  Constitución  Nacional,  á  objeto  de  asegurar 
el  funcionamiento  normal  del  Poder  Legislativo  de  la  misma^ 

No  he  tenido,  pues,  otra  preocupación,  ni  he  realizado  acto 
alguno  que  no  fuera  encaminado  á  restablecer  el  libre  fun- 
cionamiento de  la  Legislatura  de  esa  Provincia,  único  objeto 
de  la  Intervención,  como  claramente  se  establece  en  el  refe- 
rido Decreto  y  en  el  pliego  de  instrucciones  que  en  oportu- 
nidad recibí  de  V.  E. 

Puede  felicitarse  la  más  importante  Provincia  argentina  de 
la  forma  en  que  ha  sido  intervenida,  pues  su  autonomía,  rela- 
tiva como  todas  las  autonomías  provinciales  en  la  Repúbli- 
ca, nada  ha  sufrido.  Lejos  de  ello,  el  Poder  Federal  la  ha 
vigorizado  al  hacer  prácticas  las  garantías,  libertades  y  dere- 
chos qué  la  Constitución  Nacional  le  ofrece.  Ni  podría  ser  de 
otro  modo,  pues  la  Nación  garante  á  las  provincias,  no  sólo 
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la  forma  republicana  sino  el  ejercicio  regular  de  las  institu- 
ciones. Aunque  la  forma  se  conserve,  ha  dicho  un  notable 
constitucionalista,  si  el  ejercicio  de  las  instituciones  está  in- 
terrumpido y  el  pueblo  de  una  Provincia  privado  de  su  goce, 
la  Nación  debe  hacer  efectiva  la  garantía  que  ha  prometido 
el  artículo  5^*  de  la  Constitución. 

El  conflicto  legfislativo  que  ha  motivado  la  intervención  no 
podía  tener  solución  dentro  de  las  instituciones  de  la  Provin- 
cia, y  es  por  eso  que  el  Gobierno  Federal  ha  ido  á  dirimirlo. 
Por  eso,  también,  el  infrascripto  se  ha  visto  obligado  á  pro- 
nunciarse sobre  la  competencia  que  la  Suprema  Corte  de 
Buenos  Aires  se  atribuía  para  conocer  del  recurso  de  incons- 
titucionalidad  interpuesto  por  los  diputados  cesantes,  señores 
Francisco  Lando,  José  A.  López  y  Benjamín  Páez.  No  tratar 
y  dejar  de  pronunciarse  respecto  de  ese  punto,  habría  equiva- 
lido á  dejar  en  pié  el  conflicto  mismo  cuya  solución  se  me 
había  encomendado,  y  á  dejar  también  subsistentes  doctrinas 
constitucionales  contradictorias  con  nuestra  carta  fundamen- 
tal. 

El  decreto  de  la  Intervención,  de  fecha  5  de  Marzo  corrien- 
te, lo  mismo  que  la  nota  dirigida  á  la  vSuprema  Corte  de  la 
Provincia,  con  fecha  12  del  mismo,  explican  y  fundan  am- 
pliamente la  necesidad  y  el  derecho  con  que  se  ha  descono- 
cido al  más  alto  Tribunal  de  Justicia  de  ese  Estado  las  facul- 
tades que  él  creía  tener  para  dirimir  cuestiones  que  se  rela- 
cionan con  la  composición  de  las  Cámaras  Legislativas. 

Me  refiero,  pues,  en  un  todo,  á  esos  documentos  cuya  copia 
acompaño. 

Largo  seria,  aparte  de  inútil,  dar  un  detalle  completo  de 
mis  gestiones  como  Interventor,  pues  ya  conoce  V.  E.  todos 
mis  actos  realizados  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  ese 
carácter,  por  haber  dado  cuenta  de  ellos  á  medida  que  se  pro- 
ducían, y  me  eximen  de  esa  tarea  los  documentos  adjuntos» 
que  informarán  literalmente  á  V.  E.  de  la  marcha  completa 
de  la  Intervención. 
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Cumple  á  mi  lealtad  hacer  constar  que  el  Poder  Ejecu- 
tivo Provincial,  lo  mismo  que  las  reparticiones  que  de  él 
dependen,  han  prestado  su  cooperación  á  esta  Intervención 
y  tanto,  que  me  bastó  hacer  algunas  indicaciones,  para  que 
desaparecieran  inconvenientos  y  dificultades  que  no  debía 
tolerar  y  que  podían  haberme  obligado  á  proceder  en  otra 
forma. 

En  la  nota  de  fecha  17  del  corriente,  que  dirigí  á  V.  E.^ 
decía  que,  á  mi  juicio,  los  fines  de  la  Intervención  se  ha- 
llaban cumplidos,  pues  estaba  restablecido  el  libre  funcio- 
namiento del  Poder  Legislativo,  toda  vez  que  ambas  Cá- 
maras sesionaban,  que  tenian  sus  mesas  legales  y  que  no 
existían  vicios  en  la  composición  de  las  mismas,  pudiendo» 
cada  una  de  ellas,  hacer  uso  de  los  medios  acordados  por 
la  Constitución  para  conseguir  quorum. 

Llenados,  pues,  los  propósitos  que  inspiraron  el  decreto 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación,  de  fecha  16  de  Febre- 
ro ppdo.,  y  de  acuerdo  con  las  instrucciones  que  recibí  de 
V.  E.  en  contestación  á  esa  nota,  di  por  terminada  mi  mi- 
sión el  día   18  del  corriente. 

Creo,  señor  Ministro,  que  mis  actos  merecerán  la  aproba- 
ción del  Excmo.  señor  Presidente  de  la  República,  y  tam- 
bién la  de  V.  E.,  como  que  ellos  se  han  ajustado  al  decreto 
mencionado  y  a  las  instrucciones  recibidas,  guiándome  sólo 
el  interés  de  dar  con  la  verdad  y  resolver,  en  estricta  jus- 
ticia,  el  conflicto  que  motivó  la  Intervención. 

Y  antes  de  terminar,  séame  permitido  manifestar  mi  agra- 
decimiento al  Secretario  de  esta  Intervención,  doctor  Carlos 
A.  Estrada,  á  cuyo  celo  é  inteligencia  debo,  en  gran  parte, 
el  éxito  de  mi  misión. 

Debo  recomendar,  también,  á  la  consideración  de  V.  E., 
á  todo  el  personal  á  mis  órdenes,  tanto  civil  como  militar, 
por  haber  cumplido  estrictamente  con  sus  deberes,  facili- 
tando, así,  la  tarea  de  esta  Intervención. 

Agradeciendo,  de  nuevo,  el    alto    honor  que  se    me  hizo 
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al  confiarme  tan  delicada  misión,  y  á  V.  E.  las  amistosas 
atenciones  con  que  me  ha  favorecido  durante  el  desempeño 
de  mi  cometido^  me  es  grato  reiterar  á  V.  E.  las  segurida- 
des de  mi  más  distinguida  consideración. 

Luis  B.  Molina: 


Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1903. 

Habiendo  comunicado  el  señor  Interventor  Nacional  en 
la  Provincia  de  Buenos  Aires,  haber  terminado  la  misión 
que  le  fué  confiada  de  acuerdo  con  el  decreto  de  i6  de 
Febrero  último  y  las  instrucciones  que  se  le  transmitieron,  y 
visto  el  informe   presentado. 

El  Presidente  provisorio  del   Senado  en  ejercicio  del  Poder 
Ejecutivo — 

DECRETA: 

Artículo  r' — Declárase  terminada  la  Intervención  en  la 
Provincia  de  Buenos  Aires. 

Art.  i"" — Apruébanse  los  procedimientos  del  señor  Inter- 
ventor doctor  Luis  B.  Molina,  dándosele  las  gracias  por  los 
servicios  que  ha  prestado  al  país. 

Art.  3'' — Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. 

Uriburu. 
/.   V.  González, 
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Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1903. 

Al  señor  doctor  Luis  B.  Molina. 

Tengo  el  agrado  de  dirigirme  á  Vd.  acompañando  copia 
legalizada  del  decreto  que  ha  recaído  en  el  informe  que  Vd. 
ha  presentado,  con  motivo  de  la  Intervención  que  se  le  con- 
fió efi  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

El  señor  Presidente  provisorio  del  Senado  en  ejercicio 
del  Poder  Ejecutivo,  me  encarga  manifieste  á  Vd.  el  agra- 
decimiento del  Gobierno  por  los  importantes  servicios  que 
ha  prestado  á  la  Nación,  en  la  delicada  misión  que  se  le 
encomendó. 

Con  este  motivo,  me  es  grato  saludar  á  Vd.  con  mi  más 
distinguida  consideración. 

J.  V.  González. 


Pedido  de  intervención 

La  Plata,  Mayo  12  de  1903. 

Al  señor  Presidente   de  la   H.  Cámara  de  Diputados  de  la 
Nación. 

Los  firmantes,  miembros  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires,  haciendo  efectiva  una  reso- 
lución de  este  cuerpo  tomada  por  la  mayoría  de  los  miem- 
bros que  lo  forman,  acuden  ante  el  H.  Congreso  Nacional, 
pidiendo  el  amparo  del  poder  federal,  á  objeto  de  que  ga- 
ranta á  la  H.  Cámara  de  Diputados  el  libre  ejercicio  de  sus 
funciones,  hoy  desconocidas  y  trabadas  por  acción  directa 
del  Gobernador  de  la  Provincia. 
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La  resolución  de  la  Cámara  á  que  nos  referimos,  consta 
-en  el  acta  qqe  acompañamos  y  se  funda  en  los  hechos 
que  pasamos  á  enunciar  y  cuyo  estudio  llevará  al  espíritu 
<iel  H.  Congreso  Nacional,  el  convencimiento  de  que  el 
•orden  institucional  que  debe  regir  en  esta  Provincia,  se  en- 
cuentra subvertido,  desde  que  el  P.  E.,  fuera  del  carril 
^constitucional,  avasalla  instituciones,  leyes  y  hombres  y  al 
Poder  Legislativo  le  desconoce  prerrogativas  y  facultades 
<iue  le  son  inherentes,  según  lo  preceptuado  por  el  art.  82 
-de  nuestra  Constitución,  así  reconocido  por  la  Suprema 
•Corte  de  Justicia. 

Alteradas  las  formas  de  gobierno  que  este  Estado  Fe- 
•deral  se  ha  dado,  de  acuerdo  con  el  artículo  5  de  la  Cons- 
titución Nacional,  ha  llegado  el  caso  de  que  el  Gobierno 
^e  la  Nación  ejerza  las  facultades  que  le  acuerda  el  ar- 
ítículo  6  de  la  Carta  Orgánica  Federal;  y  esto  es  lo  que 
solicitamos,  esperando  que  nuestra  petición  no  será  desoída 
y  que  la  resolución  que  los  poderes  públicos  de  la  Nación 
<iicten.  sea  benéfica  para  los  altos  intereses  de  este  Estado 
provincial,  cuyas  riquezas  naturales,  reclaman  un  período 
^e  tranquilidad  y  gobiernos  observantes  de  la  ley,  para  el 
desarrollo  de  sus  industrias,  y  propender  así  al  adelanto 
•material  y  moral  de  la  República   entera. 

No  creemos  del  caso  hacer  un  extenso  análisis  de  esta 
45ituación  provincial,  porque  ella  ha  sido  estudiada  y  anali- 
zada por  el  Gobierno  de  la  Nación,  hace  recien  próxima- 
mente tres  meses,  cuando  en  razón  de  actos  de  fuerza  rea- 
Jizados  ))or  un  grupo  de  diputados,  amparados  por  el  P.  E., 
-creyó  que,  estando  alterada  la  forma  republicana  de  Go- 
Werno,  debía  intervenir  para  asegurar  el  libre  funcionamiento 
<iel  Poder  Legislativo. 

Por  esto,  los  hechos  que  invocaremos  para  formular  esta, 
petición,  arrancan  desde  que  el  señor  Interventor  Molina, 
dejó  constituida  y  funcionando  esta   Cámara. 


II. 
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Las  elecciones  de  renovación  y  el  Juicio  de  eilas 


Si  un  Senador  ha  sido  bion  elc>;ido  Ó* 
DÓ.  es  una  cuestión  excIuBivaniente  para 
el  Senado  do  los  Estados  Unidos.  (Anok 
12  Fia  686). 


Terminada  la  sanción  de  las  leyes  de  impuestos  y  preisu- 
puesto,  para  lo  cual  el  Interventor  Nacional  citó  á  las  Cá- 
maras en  1 3  de  Marzo  próximo  pasado,  la  de  Diputados  se- 
encontró  frente  al  problema  político  relativo  á  su  renova- 
ción, siendo  la  composición  de  este  cuerpo  la  siguiente: 

38  miembros  opositores  á  la  política  del  señor  Goberna- 
dor y  35  afiliados  á  la  política  seguida  por  éste. 

Convocadas  á  elecciones  las  secciones  5*  y  6*,  éstas  se 
realizaron  el  29  de  Marzo  próximo  pasado. 

El  señor  Gobernador,  persiguiendo  sus  propósitos  de  po- 
lítica personal,  se  apoderó  ese  día  por  la  madrugada  de 
todos  los  atrios  en  que  se  debían  realizar  los  actos  electo- 
rales, no  dejando  entrar  ni  aproximarse  á  ellos  sino  á  sus 
parciales. 

Una  excepción  aparecería  sufriendo  esta  regla,  y  es  que 
la  oposición  aparece  votando  en  el  atrio  de  la  Iglesia  de 
Saladillo,  pero  es  que  allí  se  la  dejó  penetrar  á  él  en  razón- 
de  qué  el  Gobierno  no  tenía  ni  tiene  parciales  en  aquella 
localidad. 

Esta  actitud  de  la  policía  en  Iqs  atrios  obligó  á  los  par- 
tidos opositores  á  instalarse  en  las  escuelas  públicas  más- 
próximas  á  las  iglesias,  de  acuerdo  con  la  ley  electoral,  que 
les  dá  este  recurso  á  los  partidos  que  se  encuentran  tra- 
bados en  el  ejercicio  de  sus  derechos  y  deberes  cívicos. 

El  comicio  doble,  como  se  le  designa  comúnmente,  es  co- 
mo decimos,  admitido  por  nuestra  ley  de  elecciones  (ar- 
tículo )  y  reconocido  así  por  la  Junta  Electoral  creada 
4)or  el   artículo  7"  de  la    ley  citada — cuya  misión  es  escru- 
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tar  los  votos  que  arrojan  las  actas  electorales— en  el  dic- 
tamen que  dio  el  afto  1897,  hecho  que  se  reconoció  suce- 
sivamente, sin  discusión,  hasta  este  año  en  que  dicha  Junta 
olvidando  las  prescripciones  legales  recordadas  y  proce- 
diendo con  toda  parcialidad,  objetó  la  legalidad  de  dichos 
comicios. 

La  Junta,  á  la  cual  sólo  concurrieron  dos  de  los  miem- 
bros que  la  componen,  sirviendo  los  intereses  políticos  del 
señor  Gobernador,  objetó  todas  las  elecciones,  ultrapasando 
sus  funciones,  las  que  le  obligan  á  consultar  todas  las  actas 
que  tengan  los  requisitos  que  la  ley  ha  establecido  como 
esenciales  para  ser  consideradas  legales. 

El  informe  que  por  la  ley  debía  esta  Junta  elevar  á  la 
H.  Cámara  fué,  pues,  aconsejando  la  anulación  de  todas  las 
actas,  tanto  las  que  beneficiaban  al  Gobierno,  como  las  que 
pertenecían  á  la  oposición. 

Para  poder  emitir  este  juicio,  le  fué  preciso  inventar  vi- 
cios y  causas  de  nulidad  que,  á  juicio  de  ella,  invalidan  las 
elecciones. 

Producido  el  informe,  se  citó  á  la  Cámara  en  las  fechas 
marcadas  por  el  Reglamento,  artículo  i^,  para  que  proce- 
diera al  examen  y  calificación  de  las  actas  de  las  eleccio- 
nes, de  las  que  es  Juez  único  y  exclusivo,  según  lo  precep- 
tuado por  el  artículo  82  de  la  Constitución,  el  que  dice  lo 
siguiente: 

cCada  Cámara  es  Juez  exclusivo  de  las  elecciones  de  sus 
miembros  y  de  la  validez  de  sus  títulos.» 

Hecho  por  la  Comisión  de  Poderes  el  estudio  respectivo 
de  las  actas  electorales,  se  encontró  con  que  las  afirmacio- 
nes de  la  Junta  no  eran  exactas. 

Se  puso  este  hecho  de  manifiesto  en  la  discusión  que 
tuvo  lugar  en  la  Cámara,  al  debatirse  estas  elecciones.  Nos 
remitiremos,  pues,  á  ella  para  probar  la  afirmación  que  ha- 
cemos, agrregando  un  ejemplar  de  la  versión  taquigráfica  de 
la  misma. 
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La  Cámara,  después  de  un  debate  sostenido,  en  que  se 
consideraron  las  "actas  de  los  41  distritos  correspondientes 
á  las  dos  secciones  que  elegían,  se  aprobaron  14  de  la 
sección  6*,  lo  que  implicaba  la  aprobación  de  las  elecciones 
en  la  sección  mencionada,  rechazándose  todas  las  demás 
actas,  porque  á  juicio  de  la  Cámara,  eran  deficientes  y  que 
honestamente  no  podían  ni  debían  aprobarse. 

Terminada  la  sesión,  el  señor  Presidente  de  la  Cámara, 
de  acuerdo  con  el  artículo  3°  del  Reglamento,  comunicó 
al  P.  E.  el  resultado  de  ella,  á  fin  de  que  invitara  á  los 
electos  y  reelectos  á  prestar  juramento,  y  de  que  convo- 
cara á  nuevas  elecciones  á  los  distritos  de  la  5*  sección. 


Decreto  del  P.  E.,  desconociendo  las   facultades  de  la 

Cámara 


Xo  es  solamente  un  principio  de  ley 
parlamentaria,  »iuo  que  también  está 
declarado  por  el  m!iyt>r  número  de  nues- 
tras C(»nstiturioiies,  que  cuda  Asamblea 
LeíTÍslaliva  ha  de  ser  el  único  y  exnlu- 
«ivo  juez  de  los  escrutinios,  elecciones 
y  clatiiücariones  de  sus  propias  mlem- 
bro.s. 

(Ci  sHixr..  Asambleas  LegitlativiU.  Ca- 
l'ílnlo  ',i>  1  y  i.  Elecciones. -^M'i  fs.  273.) 


El  señor  Gobernador  de  la  Provincia,  en  lugar  de  pro- 
ceder en  la  forma  que  dejamos  enunciada,  dado  que  es 
lo  único  que  por  la  Constitución  y  las  leyes  le  corresponde 
hacer,  dicta  un  decreto  desconociendo  lo  hecho  por  la  Cá- 
mara; y  basándose  en  subterfugios,  declara  que  no  reconoce 
como  diputados  á  los  proclamados  por  la  resolución  de  la 
Cámara,  de  fecha  22  de  Abril  último,  resolución  tomada  en 
sesión,  á  la  que  concurrieron  73  señores  diputados,  que  for- 
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man  la  totalidad  de  los  actualmente  en  ejercicio,  y  cuando 
sólo  se  requieren  39  para  formar  quorum. 

El  decreto  á  que  aludimos  es,  en  presencia  en  nuestra 
legislación,  un  hecho  completamente  anormal,  fuera  de  la 
ley,  y  que  subvierte  nuestro  sistema   institucional. 

¿Fundado  en  qué  derecho,  en  qué  ley,  resulta  el  señor 
Gobernador  de  la  Provincia  autorizado  para  poner  el  visto 
bueno  á  los  actos  privativos  de  la  Cámara,  cuando  ésta  es, 
por  el  artículo  82  de  la  Constitución,  el  juez  único  y  exclu- 
sivo de  la  elección  de  sus  miembros? 

Las  facultades  del  P.  E.,  como  Poder  Colegislador,  están 
perfectamente  determinadas  en  nuestra  Constitución,  en  la 
que  no  se  encuentra  ningún  texto  que,  por  más  capciosa 
interpretación  que  se  le  quiera  dar,  le  pueda  autorizar  para 
intervenir  en  nada  que  se  refiera  á  la  elección  de  los  miem- 
bros que  forman  las  Cámaras  Legislativcis. 

La  claridad  del  artículo  82,  aleja  toda  discusión  al  res- 
pecto, como  no  da  tampoco  lugar  á  ninguna  duda,  para  que 
se  pueda  escitar  respecto  de  las  facultades  que  tiene  la  Cá- 
mara,  y  de  que   carece  el   P.  E. 

La  claridad  del  texto  y  de  la  doctrina  constitucional,  no 
es  por  otra  parte  una  novedad  de  nuestra  Constitución  por- 
que la  facultad  de  la  Asamblea  para  proceder  como  jueces 
únicos  á  la  elección  de  sus  mi-embros,  viene  de  abolengo. 

En  Cushing,  pasaje  146,  se  lee  lo  que  á  continuación 
transcribim(»s:  Este  derecho,  después  de  haber  sido  recla- 
mado y  ejercido  en  un  tiempo  por  el  Rey  y  Consejo,  en 
otro  por  la  Cámara  de  los  Lores,  después  por  el  Lord  Can- 
ciller, fué  declarado  por  una  resolución  de  la  Cámara  de  los 
Comunes  en  1624,  que  pertenecía  exclusivamente  á  la  Cá- 
mara misma,  y  desde  entonces  ha  sido  admitido  y  recono- 
cido como  «un  antiguo,  natural  é  indudable  privilegio.» 
Wilson,  por  su  parte,  agrega:  «El  derecho  de  la  Camarade 
los  Comunes,  de  determinar  sobre  sus  propias  elecciones,  no 


—  86  — 

ha  sido  nunca  puesto  en  duda,  desde  el  caso  de  Sir  Fran- 
cis  Goodwin,  y  la  acción  no  es  admitida  ante  la  ley  Común.» 

Story,  comentando  la  Constitución  Norteamericana,  la 
que  establece  que  cada  Cámara  será  juez  de  las  elecciones, 
escrutinio  y  calificaciones  do  sus  respectivos  miembros,  aña 
de:  «Si  se  acuerda  esta  facultad  á  otro  poder  que  no  sea 
el  Cuerpo  Legislativo,  la  independencia  de  éste,  su  exis 
^encia  ó  su  acción,  podrán  ser  destruidas  ó  puestas  en  pe- 
ligro. Esta  es  la  razón  porque  es  uso  uniforme  en  Ingla- 
terra y  en  América  el  dar  á  las  Legislaturas  el  poder  de 
verificar  la  validez  de  las  elecciones.»  Y  por  fin.  Cushing, 
velando  por  la  independencia  del  Poder  Legislativo,  dice- 
«La  existencia  de  cualquier  restricción  externa  operando 
sobre  las  dos  Cámaras  del  parlamento,  es  tan  inconsistente 
con  la  libertad  é  independencia  que  son  esenciales  al  ejer- 
cicio propio  de  sus  funciones,  que  si  fuera  continuado  por 
algún  tiempo,  se  haría  tan  revolucionaria  y  destructiva  de 
la  Constitución,  como  lo  sería  la  violenta  expulsión  de  los 
miembros  por   una  fuerza  militar.» 

Esto  mismo  nos  enseñan  todos  los  tratadistas,  sin  discre- 
pancia, y  sería  ofender  la  reconocida  ilustración  de  V.  H. 
hacer  referencia  al  caudal  de  doctrina  que  existe  al  res- 
pecto; pero,  sí,  se  nos  ha  de  permitir  recordar  que  concor- 
dante con  ella,  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Federal,  ha 
resuelto  ya  que  ningún  poder  público  puede  revisar  los  actos 
de  una  Cámara  constituida,  cuando  ésta  ha  procedido  ejer- 
ciendo facultades  que  le  son  atribuidas  exclusivamente  por 
la  ConstituciSn.  (Intervención  de  Santa  Fe,  fallo  tomo  Lili, 
página  420.)  (Intervención  de  Mendoza.  Serie  i*  tomo  II, 
página  253  ^y  siguientes.) 

Pero,  Honorable  Cámara,  existe  aún  para  probar  lo  ar- 
bitrario del  decreto  á  que  aludimos  y  del  cual  acompaña- 
mos copia,  una  sentencia  del  más  alto  tribunal  de  justicia 
de  esta  Provincia,  que  es  la  más  elocuente  y  autorizada  re- 
futación á  los  actos  producidos  por  el  Poder  Ejecutivo,  des- 
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-conociendo  facultades  inherentes  de  esta  Cámara;  sentencia 
á  la  cual  debe  asignarse  gran  valor,  por  cuanto  ella  ha  si- 
do dictc'.da  nada  menos  que  en  el  recurso  que  los  Diputa- 
dos oficialistas  entablaron  ante  ese  alto  tribunal  á  objeto 
•de  que  se  declarasen  mal  electos  á  los  Diputados  procla- 
mados por  la  6*  sección. 

Este  reclamo,  debemos  recordarlo,  es  uno  de  los  funda- 
mentos que  sirven  de  apoyo  al  señor  Gobernador  para  de- 
cretar el  desconocimiento  de  facultades  privativas  de  esta 
Cámara. 

La  Suprema  Corte  de  Justicia  estudia  el  original  pleito 
trabado  por  los  Diputados  oficialistas;  y-  al  rechazarlo  de 
plano,  ha  dicho  lo  siguiente:  «cjue  la  Cámara  es  el  único 
juez  para  pronunciarse  respecto  á  la  validez  de  las  eleccio- 
nes. La  regla  debe  ser  tan  absoluta  como  son  absolutos  los 
términos  usados  por  el  constituyente  para  trazarla,  términos 
-que  no  admiten  excepción  ni  permiten  restricciones  de  nin- 
gún género,  á  la  amplia  facultad  que  le  asigna  á  cada  una 
de  las  Cámaras,  so  pena  de  constituir  á  la  Corte  en  el  ver- 
dadero juez  de  la  elección,  desde  que  bastaría  que  se 
impugncise  una  sola  acta  electoral  para  determinar  su  inter- 
vención y  colocarla  en  la  posibilidad  de  modificar  ó  alte- 
rar substancialmente  la  decisión  del  único  juez  constitu- 
cional». 

Además  del  argumento  que  el  P.  E.  sacaba  de  esta  litis» 
rechazada,  como  decimos,  de  plano,  por  la  Excma.  Corte,  el 
señor  Gobernador  repite  en  su  decreto  el  que  hacían  los 
Diputados  querellantes;  consistiendo  éste  en  qué  la  Cámara 
no  se  encontraba  en  quorum,  en  su  concepto,  toda  vez  que 
entre  los  Diputados  presentes  figuraban  algunos  que  resul- 
taron reelectos. 

Independientemente  de  que  la  presencia  de  los  Diputados 
que  resultaron  reelectos,  desde  que  consta  en  el  acta  res- 
pectiva que  ellos  no  votaban  en  particular  la  proclamación 
de  sus  nombres,  no  invalidaba  el  acto,   por  cuantp    la    Cá- 
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mará  sesionaba  con  73  diputados;  la  refutación  más  clara 
y  terminante  que  se  puede  hacer  á  este  pretendido  argu- 
mento, se  encuentra  en  el  considerando  3^  de  la  sentencia 
citada. 

Además,  como  antecedente  para  refutar  y  dejar  más  en 
claro  la  sin  razón  de  las  pretensiones  del  señor  Goberna- 
dor y  de  los  diputados  oficialistas  que  sostienen  esta  tésisr 
agregamos  copia  de  un  párrafo  del  pedido  de  Intervención, 
presentado  en  1897,  y  en  el  que  se  explica  la  interpreta- 
ción dada  al  artículo  i»  del  Reglamento,  por  la  Cámara,  ea 
uso  de  la  facultad  que  le  acuerda  el  artículo  109  del  mis- 
mo. Lo  extraño  y  sugestivo  que  surge  entre  el  pleito  y  el 
párrafo  á  que  aludimos,  es  que  entre  los  Diputados  que  se 
presentan  querellando  ante  la  Excma.  Corte  Provincial,  fi- 
guran algunos  que  en  1897  afirmaban  ante  el  señor  Mi- 
nistro  del  Interior  lo  contrario  á  lo  que,  como  sostenedo- 
res de  la  política  del  señor  Gobernador  Ugarte,  argu- 
yen hoy. 

Entre  estos  señores  Diputados  deben  citarse  á  don  Mariana 
H.  de  la  Riestra,  leader  ó  por  lo  menos  Wipperin  de  la 
política  gubernativa,  á  don  Pedro  Campos,  al  doctor  Luis^ 
Gandulla,  á  don  Casimiro  Villamayor  y  á  don  Pedro  Mar- 
tínez Meló. 

La  mejor  refutación  que  pudiéramos  hacer  al  decreto  del 
P.  E.  desconociendo  las  facultades  que  pertenecen  á  esta 
Cámara,  no  sería  nunca  tan  autorizada  como  la  refutación 
que  la  Suprema  Corte  ha  formulado  en  su  sentencia,  á  las- 
teorías  que  informan  los  considerandos  del  decreto  que  dis* 
cutimos. 

Por  esto  es  que  nos  remitimos  á  este  fallo,  cuya  impor- 
tancia no  puede  escapar  á  la  penetración  de  V.  H. 

Se  nos  ha  de  permitir  hacer  notar  aquí  que  el  señor  Go- 
bernador  ha  pretendido  equiparar  el  conflicto  actual,  y. por 
él  creado,  al  que  en  1897  produjo  el  ex-Gobernador  doctor 
Bernardo  de  Irigoyen. 


_-^ 
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Sin  embargo,  no  existe  tal  similitud. 

Cuando  el  señor  doctor  Irigoyen  desconoció  el  escrutinio 
practicado  en  aquella  época,  sólo  se  encontraban  presentes 
en  el  recinto  39  ó  40  señores  Diputados,  y  en  el  presente 
caso  la  Cámara  sesionó  con  la  asistencia  de  73  de  sus 
miembros,  ó  sea  la  totalidad  de  los  que  constituían  el 
cuerpo. 

Debemos  recordar,  asimismo,  que  los  señores  Diputados 
oficialistas  no  objetaron  ni  defendieron  ningima  de  las  elec- 
ciones aprobadas,  excepción  hecha  de  la  de  General  Paz  y 
Coronel  Suárez,  llamando  la  atención,  por  lo  tanto,  la  litis 
ante  la  Excma.  Corte,  entablada,  con  el  silencio  que  supie- 
ron guardar  en  la  Cámara. 

Y  es  tanto  más  sorprendente  este  silencio,  si  se  tiene  en 
cuenta  la  protesta  que  ante  el  señor  Gobernador  hicieron 
después,  según  éste  lo  manifiesta  en  los  antecedentes  del 
decreto  creando  el  conflicto  actual. 

Como  prueba  de  la  conducta  mutable  que  en  estas  cues- 
tiones observan  los  señores  Diputados  oficialistas,  debe- 
mos llamar  la  atención  de  la  H.  Cámara  sobre  el  siguiente 
hecho: 

Aprobado  ya  el  escrutinio  y  cuando  se  hacía  la  procla- 
maci/)n  de  los  candidatos,  el  señor  Alberto  Rosende  Mitre, 
que  resultó  reelecto,  presentó  su  renuncia,  y  la  Cámara  re- 
solvió por  votación  de  todos  los  presentes,  menos  el  voto 
del  señor  Pedro  Campos,  no  aceptar  esta  dimisión. 

Los  Diputados  oficialistas  al  votar  el  rechazo  de  la  renun- 
cia presentada,  de  hecho  aceptaban  y  acataban  el  escruti- 
nio que  había  practicado  la  Cámara,  y  del  cual  surgía  electo 
el  señor  Rosende  Mitre. 

¿Cómo  puede  explicarse,  entonces,  la  querella  que  días 
después  iniciaban  ante  la  Excma.  Corte,  como  asimismo  el 
desconocimiento  decretado  por  el  señor  Gobernador,  de  un 
hecho  que  sus  propios  parciales  habían  sancionado  con  sus 
votos? 
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Es,  H.  Cámara,  que  el  señor  Gt)bernador,  persiguiendo 
una  política  estrecha,  pequeña,  egoísta,  propósito  de  gobier- 
no personal  y  absoluto,  ha  perdido  el  rumbo,  y  desde  hace 
un  año  se  debate  en  luchas  estériles  para  el  bien  público,  sub- 
virtiéndolo todo,  y  haciendo  del  gobierno  del  Estado  más 
glande,  más  rico,  y  más  poderoso  del  país,  fuente  inagota- 
ble de  escándalo  y  vergüenza  que  á  todos  alcanza  y  que 
á  todos  deprime. 

Resumiendo  lo  que  dejamos  expuesto,  resulta: 

Que  á  pesar  de  ser  la  Cámara  de  Diputados  Juez  exclu- 
sivo de  sus  elecciones  (art.  82,  cont.  y  fallo  de  la  Suprema 
Corte  Provincial),  el  P.  E.,  sin  facultades  para  ello,  ha  des- 
conocido á  este  cuerpo,  negándole  facultades  que  le  son 
privativas,  incidentales,  é  inherentes  á  su  naturaleza. 

Este  desconocimiento  por  parte  del  P.  E.  arrogándose 
facultades  que  la  Constitución  no  le  ha  acordado,  y  que  el 
fallo  reciente  de  la  Corte  le  ha  negado,  al  establecer  que  la 
Cámara  es  Juez  único  de  la  elección  de  sus  miembros,  ha- 
ce desaparecer  la  independencia  que  existe  entre^  los  pode- 
res, independencia  que  es  de  la  esencia  del  sistema  repu- 
blicano federal. 

Esta  invasión  de  facultades  por  parte  del  P.  E.,  subvierte 
el  régimen  de  gobierno  que  el  estado  de  Buenos  Aires  se 
ha  dado,  de  acuerdo  con  el  art.  5'  de  le  Constitución  Na- 
cional; y  producida  la  subversión,  corresponde  z\  Poder  Fe- 
deral intervenir  á  los  fines  del  art  6^  de  la  misma. 

Por  eso  es  que  pedimos  al  H.  Congreso  ejerza  esta  fa- 
cultad, pu*is  el  régimen  republicano  se  encuentra  alterado 
en  esta  Provincia. 
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Negativa   del   P.  E.    á  prestar  el  auxilio   de  la  fuerza 
para  compeler  á  los  Diputados  inasistentes 

Los  miembro»  preseutea  representan  el 
poder  de  las  Cámaras  legislntivas  para 
bu  propia  conservación,  es  decir,  para 
qne  las  Cámaras  puedan  ejecutai-se  á  sí 
mismas,  compeliendo  á  asistir  á  los  que 
hayan  olvidado  ó  no  quieran  cumplir 
sus  deberes. 

DOMINOO  F.  Sahmikstü. 

Con  fecha  28  del  mes  próximo  pasado,  los  Diputados, 
previa  citación,  se  reunieron  y  nombraron  Presidente  pro- 
visorio. 

Acto  continuo  prestaron  juramento  los  Diputados  reelec- 
tos y  electos  por  la  6*  sección. 

Los  Diputados  de  la  fracción  oficialista  no  concurrieron  á 
esta  citación,  por  lo  que  no  hubo  número  suficiente  para 
formar  quorum  y  para  nombrar  las  autoridades  definitivas 
de  la  Cámara. 

Como  las  citaciones  se.  sucedieran  sin  resultado  alguno,  y 
la  fecha  en  que  debe  inaugurarse  el  período  legislativo,  hu- 
biera llegado,  la  minoría  resolvió  hacer  nuevas  citaciones 
para  conseguir  el  quorum  constitucional.  Todas  l<is  gestio- 
nes iniciadas  á  este  fin  no  dieron  tampoco  resultado,  siendo 
esta  la  razón  por  la  cual  hasta  la  fecha  continúe  la  Cámara 
sin  haber  podido  constituir  su  mesa  directiva,  lii  haberse 
podido  inaugurar  el  nuevo  período  legislativo. 

Estos  hechos  anormales,  hicieron  que  la  minoría  resolvie- 
se hacer  una  última  citación  para  el  día  11,  ad virtiendo  á 
los  inasistentes  que  se  haría  uso  de  la  fuerza  pública  para 
compelerlos  al  cumplimiento  del   deber. 

Y  reunida  la  Cámara,  de  acuerdo  con  la  nueva  citación, 
y  con  asistencia  de  36  de  sus  miembros,  autorizó  á  la  pre- 
sidencia para  recabar  el  auxilio  de  la  fuerza  pública  á  los 
objetos  indicados. 
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Adjuntamos  copia  de  la  nota  que  se   dirigió  al  P.  E. 

Esta  nota  fué  recibida  por  el  señor  Ministro  de  Gobierno, 
y  como  no  se  recibiera  contestación  la  Cámara  creyó  que 
debía  nombrar  una  comisión  compuesta  por  tres  Diputados 
para  que  la  recabara. 

La  contestación  del  señor  Ministro  fué  que  la  Cámara 
conocería  la  opinión  del  P.  E.  el  día  siguiente  antes  de  las 
2  p.  m. 

La  prudencia  y  discreción  con  que  esta  Cámara  ha  pro- 
cedido en  todo  momento,  á  fin  de  mantener  el  funciona- 
miento armónico  de  los  poderes  que  constituyen  el  gobierno 
del  Estado,  hizo  que  se  esperara  esta  respuesta  sin  adoptar 
resolución  alguna,  aún  cuando  ella  debió  sentir  menoscabada 
su  autoridad  y  sus  privilegios,  con  este  inusitado  descono- 
cimiento, de  las  prescripciones  constitucionales  que  rigen  el 
caso,  por  parte  del  señor  Ministro. 

El  plazo  fijado  venció,  dándose  entonces  por  no  recibida 
la  contestación    esperada. 

El  acta  de  la  sesión  que  se  acompañíi,  detalla  los  hechos 
que  sobrevinieron  á  esta  actitud  del  P.  E. 

Levantada  la  sesión  y  resuelto  el  solicitar  la  Intervención 
Nacional,  el  señor  Ministro  de  Gobierno  dirigió  al  Diputado 
doctor  Manuel  F.  Gnecco,  y  no  al  Presidente  provisorio, 
una  nota  en  la  cual  se  le  hacía  saber  que  el  P.  E.  negaba 
el  auxilio  de  la  fuerza  pública  para  compeler  á  los  Dipu- 
tados inasistentes. 

Este  documento  que  no  es  serio  ni  discreto,  y  que  evi- 
dencia que  para  los  hombres  que  forman  el  P.  E.  las  ta- 
reas gubernativas  son  algo  así  como  juego  de  niños,  se 
acompaña  también  como  antecedente,  por  más  que  él  sea  un 
testimonio  elocuente  de  nuestra  regresión  á  una  época  de 
decadencia. 

Y  bien.  Honorable  Cámara;  el  funcionamiento  regular 
de  este  cuerpo,  es  obstruido  por  la  acción  directa  del  señor 
Gobernador,  quien  en  su  afán  de  realizar  planes  absorx^en" 
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tes  de  política  personal,  llega  hasta  negarle  á  esta  (lláinara 
el  auxilio  de  la  fuerza  pública  para  compeler  al  cumpli- 
miento de  sus  deberes  á  Diputados  que  se  asilan  en  la  casa 
de  Gobierno. 

En  esta  situación,  ¿cual  es  el  camino  á  seguir  que  le  queda 
á  la  Cámara  á  quien  el  señor  Gobernador  desconoce  en  «us 
facultades  y  derechos? 

Cuando  un  Gobernador  desciende  y  rebaja  su  alta  inves- 
tidura, hasta  caer  dentro  de  las  disposiciones  del  Código 
Penal,  nada,  absolutamente  nada,  pueden  esperar  de  su  ac- 
ción las  instituciones  que  debe  salvaguardar  y  «menos  aún 
^os  hombres  para  quienes  los  derechos  y  garantías  consa- 
gradas en  nuestra  carta  fundamental,  tendrán  que  ser  ma- 
teria de  escarnio. 

El  Código  Penal  ha  dicho,  en  su  artículo  226,  que  co- 
mete delito  de  rebelión  «aquel  que  impida  la  reunión  de 
las  Cámaras,  que  las  disuelva  ó  impida  que  funcionen  libre- 
mente». Y  desconocidos  por  el  decreto  de  28  de  Abril  los 
privilegios,  prerrogativas  y  facultades  que  correspondan  á 
este  cuerpo  por  disposición  constitucional  y  negada  hasta  la 
fuerza  pública  de  que  puede  y  debe  hacer  uso  para  compe- 
ler á  los  que  obstruyan  con  su  ausencia  su  regular  funcio- 
namiento, hechos  anormales  que  ponen  de  manifiesto  la  sub- 
versión más  intensa  de  todo  principio  de  buen  Gobierno  y 
la  alteración  del  sistema  republicano. 

Esta  Cámara,  fundándose  en  estos  hechos,  ha  creído  que 
debe  solicitar  como  única  solución  el  amparo  de  la  Inter- 
vención Nacional,  á  cuya  sombra  bienhechora  podamos  vol- 
ver al  imperio  de  nuestras  sabias  instituciones  y  al  libre 
ejercicio  del  derecho,  garantizando  el  funcionamiento  del 
poder  legislativo  ó  instaurando  un  nuevo  gobierno,  de  acuerdo 
con  la  voluntad  soberana  de  este  pueblo,  hoy  deprimido  por 
una  política  de  propósitos  inconfesables  é  impuesta  por  un 
mal  gobernante,  sin  noción  siquiera  de  los  altos  deberes 
que  le  señalan  las  leyes  que  juró  respetar  y  hacer  respetar. 
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No  hacemos,  H.  Cámara,  cuestión  de  posiciones  perso- 
nales; no  es  ni  siquiera  un  interés  de  partido  el  que  nos 
inspira  y  nos  alienta. 

Hemos  combatido  la  política  del  señor  Gobernador,  no 
por  un  interés  personal  ó  de  partido,  sino  porque  ella  im- 
porta una  regresión  al  absolutismo  y  porque  su  sistema  admi- 
nistrativo es  deleznable.  • 

Buscamos  y  perseguimos  el  bien  de  nuestra  Provincia,  su 
engrandecimiento  moral  y  material,  y  por  eso  es  que  anhe- 
lamos un  gobierno  serio,  sobrio,  progresista,  capaz  de  rea- 
lizar las  hermosas  promesas  y  garantías  ofrecidas  en  núes 
tras  leyes  escritas. 

CONCLUSIÓN 

Un  año  cumple  el  actual  Gobernador  en  el  desempeño 
de  sus  funciones;  y  en  este  lapso  de  tiempo,  la  situación 
porque  ha  atravesado  la  Provincia  se  ha  caracterizado  por 
la  anormalidad  extrema  á  que  se  ha  ajustado  el  ejercicio 
de  las  instituciones  y  los  derechos  de  los  ciudadanos. 

El  régimen  municipal  ha  desaparecido;  la  política  absor- 
bente del  Gobernador  y  su  círculo  estrecho  lo  han  subver- 
tido; no  se  puede  decir  ya  que  el  régimen  municipal,  entre 
nosotros,  es  la  escuela  de  la  democracia,  porque  lo  que  im- 
pera en  él,  es  una  oclocracia  que  obedece  ciegamente  al 
que  manda,  porque  le  consiente  la  satisfacción  de  sus  bajas 
ambiciones.  Es,  en  una  palabra,  un  simple  remedo  de  ré- 
gimen municipal.  El  sistema  de  intervenir  los  municipios 
sigue  en  auge,  y  todos  los  pueblos  que  pueden  ser  cabeza 
de  un  distrito  electoral  para  las  elecciones  nacionales,  deben 
caer  y  caen  en  poder  del  señor  Gobernador. 

Una  tentativa  de  reforma  de  la  Constitución,  que  es  un 
anhelo  público,  fracasó  pura  y  exclusivamente  porque  el 
señor  Gobernador  tuvo  la  veleidad  de  querer  hacer  una 
Constitución  para  su    uso  y  abuso,  designando  por   sí  con- 
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vencionales  y  hasta  el  número  que  debía  corresponder  á  cada 
partido. 

Fué  tal  la  oposición  que  levantó  esta  pretensión  guber- 
nativa, que  la  agitación  producida  mató  la  reforma  cons- 
titucional. 

Las  tentativas  realizadas  para  destruir  la  oposición  legis- 
lativa, que  se  basa  en  la  mayoría  que  existe  en  la  Cámara 
de  Diputados,  son  públicas. 

Los  abusos  consumados  para  conseguirlo,  dieron  lugar  á 
que  el  Gobierno  de  la  Nación  se  viera  en  el  caso  de  inter- 
venir para  garantizar  el  funcionamiento  del  f*oder  Le- 
gislativo. Y  no  se  crea  que  la  oposición  obstaculiza  la  sanción 
de  las  leyes  de  impuestos,  presupuesto,  ó  que  se  refieran  á 
los  intereses  generales:  no,  Honorable  Cámara. 

La  oposición  es  la  que  ha  concurrido  siempre  á  las  se- 
siones, encontrándose  obstaculizada  por  la  fracción  guber- 
nista. 

La  obstrucción  ha  llegado  á  tal  punto  que,  desde  Mayo 
del  año  anterior  á  la  fecha,  la  Cámara  sólo  ha  podido  ce- 
lebrar veinte  sesiones  en  quorum  legal. 

Por  otra  parte,  las  leyes  que  han  sido  sancionadas  se 
deben  á  los  diputados,  pues  la  iniciativa  del  P.  E.,  ha  bri- 
llado por  su  ausencia. 

La  enumeración  de  estos  hechos  comprueba  la  anormali- 
dad en  que  hemos  vivido. 

En  el  orden  administrativo  poco  se  sabe:  el  Registro 
oficial  del  año  pasado  no  se  conoce,  á  pesar  de  lo  que  al 
respecto  dice  la  ley  respectiva;  de  la  inversión  del  emprés- 
tito de  300.000  libras  tampoco  se  conoce  nada  definitivo 
pues  cuando  se  ha  querido  hacer  una  investigación  legisla- 
tiva, el  P.  E.  se  ha  negado  á  ello,  al  extremo  que  el  nom- 
bramiento de  estas  comisiones  dio  margen  á  un  conflicto 
entre  la  Cámara  y  el  Poder  Ejecutivo. 

Si  estos  hechos  se  ignoran,  en  cambio  se  sabe  que  se  han 
agotado  los  eventuales  del  Ministerio  de    Gobierno   que  se 
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votaron  en  Marzo  para  todo  el  presente  año;  que  prescrip- 
ciones de  la  ley  de  contabilidad  son  violadas;  y  que  en 
virtud  de  un  artículo  de  la  ley  de  presupuesto,  que  es  atenta- 
torio á  la  Constitución  y  á  la  ley  de  contabilidad  y  que 
el  P.  E.  hizo  votar  por  su  mayoría  en  el  Senado,  el  Gobierno 
abona  créditos  que  no  han  sido  reconocidos  ni  autorizados 
:sus  pagos  por  la  Honorable  Legislatura. 

No  es,  pues,  una  época  de  progreso  institucional  por  la 
que  atraviesa  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  cuyos  destinos 
rige  un  hombre  que  por  bien  intencionado  que  se  le  su- 
pusiere, voluntarioso  y  voluble  como  es,  hace  que  á  los  in- 
convenientes y  trastornos  apuntados  se  una  la  anarquía  más 
completa  en  los  fines  y  propósitos  á  que  desea  sujetar  su 
gobierno. 

De  conflicto  en  conflicto,  el  señor  Gobernador  de  Buenos 
Aires  ha  perdido  la  autoridad  de  su  alta  investidura,  y  el 
primer  año  de  gobierno  lo  encuentra,  por  acto  propio, 
sin  haber  podido  dar  cuenta  de  su  administración  á  la  Le- 
gislatura, y  ésta  sin  poder  funcionar  en  razón  de  los  impe- 
dimentos que  se  le  oponen,  viéndose  obligada  á  invertir  su 
tiempo  en  las  querellas  que  debe  sostener  en  defensa  de 
sus  derechos  y  privilegios,  é  impedida  de  realizar  una  acción 
benéfica  en  pro  de  los  intereses  generales   del  Estado. 

Honorable  Cámara:  grave  es  la  situación  porque  atraviesa 
este  Estado  federal,  la  que,  en  razón  de  iniciativas  div^ersas 
debéis  estudiar  con  la  serenidad  y  el  alto  criterio  que  in- 
forma vuestras  decisiones. 

Formulamos  nuestros  más  sinceros  votos  porque  las  ins- 
piraciones del  patriotismo  os  dicten  la  resolución  que  sea 
más  benéfica  á  los  altos  iiitereses  de  la  Provincia,  de  cuya 
Legislatura  formamos  parte. 

Creemos  que  la  Intervención  Nacional  será  benéfica,  por 
eso  la  solicitamos,  repitiendo  con  José  M.  Estrada  que  «ha 
menester  el  derecho  de  intervención  para  constituir  los  go- 
biernos de  los    Estados  y  defenderlos  contra   la  arrogancia 
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■de  los  caudillos,  habituados  á  gobernar  según  su  capricho  y 
á  invertir  la  forma  republicana  de  gobierno,  absorbiendo  eil 
^1  P.  E.  la  suma  de  autoridad. 
Saludan  á  V.  H. 

Carlos    G,    Bonorino  —  Ricardo 
Allende^Juan   B,  Etcheverry 
—  Tomás    Bello  —  Alejandro 
Amoretti — Carlos  L  Salas — M. 
J,  Machado — Mariano   Maído- 
nado — M.  Vaccareza — Pablo  L, 
Palacios —Ricardo  A.  Carrasco 
— E,  Tormey — R,  M,  Mattinez 
—José    Gabriel  A  Imada  —  A, 
Idoyaga  Molina —  Victor  Huisse 
— y.y.  Mulle — Ignacio  M.  Rivas 
— Mateo  S,   Casco —E,  Aubain 
— F,  de  las  Carreras  —  Francis- 
co Uzal—M  J,  de  la  Fuente — 
Isidoro  D.   Bulle— I  Bunge  — 
Francisco   Roca  —  Manuel  F 
Gnecco—José  M,  Mendia—  Al- 
berto Rosende  Mitre — Esteban 
Jicana — César  González  Segura 
Juan    E.    Gibelli  —J.   de  la   C 
Puig—M.   F.    Castilla— D,  de 
Keravenant —  Camilo  Destou- 
ches. 


ir. 
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Decreto  fecha  28  de  Abril,  por  el  cual  el  P.  F..  desco- 
noce lo  resuelto  por  la  H.  Cámara 


Hay  un  membrete  que  dice:  El  Poder  Ejecutivo  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires — La  Plata,  Abril  28  de  1903. — 
Al  señor  Presidente  de  la  Honorable  Cámara  de  Diputa- 
dos.—En  contestación  á  la  nota  del  señor  Presidente,  fecha 
22  del  actual,  el  P.  E.  tiene  el  honor  de  adjuntar  al  señor 
Presidente,  copia  autorizada  del  decreto  dictado  hoy  en 
acuerdo  general  de  Ministros,  por  el  que  no  se  reconoce  co- 
mo miembros  de  esa  H.  Cámara  á  los  proclamados  electos  en 
la  sesión  de  22  del  corriente  y  entiende  que  la  misma  H.  Cá- 
mara no  ha  prestado  su  aprobación  á  las  elecciones  referidas. 

Saluda  al  señor  Presidente  con  toda  consideración. 

M.  Ugarte. 
Mariano  A,  Pinedo. 


Hay  un  membrete  que  dice:  Ministerio  de  Gobierno  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires.— La  Plata,  Abril  28  de  1903. 
— Vista  la  precedente  nota  del  señor  Presidente  de  la  Ho- 
norable Cámara  de  Diputados,  comunicando  al  P.  E.  que  la 
H.  Cámara  ha  aprobado  la  elección  que  se  dice  practicada 
en  la  6'^  Sección  Electoral  el  29  de  Marzo  último  y  pidiendo 
invite  á  los  electos  aprestar  el  juramento  de  ley  é  incorporarse 
el  día  28  del  corriente  mes. — Atenta  la  nota  que  subscriben 
treinta  y  cinco  señores  diputados,  denunciando  al  P.  E.  la 
falsedad  de  los  documentos  relativos  á  la  elección  y  el 
error  en  que  se  ha  incurrido  al  computar  los  votos  en  la 
H.  Cámara  y  dar  por  aprobado  el  acto,  anunciando  además, 
su  resolución  de  presentarse  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
de  la  Provincia.     Leído  el    informe    expedido   por  la  Junta. 
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de  magistrados  encargada  del  escrutinio  y  por  los  presi- 
dentes de  comicio,  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  la 
ley;  las  declaraciones  hechas  por  los  mismos  diputados  ree- 
lectos, al  juzgar  su  propia  elección,  y  los  demás  documentos 
é  informaciones  que  ha  recibido  el  P.  E.,  de  lo  que  resulta: 
Que  se  han  presentado  á  la  consideración  de  la  H.  Cámara 
de  Diputados  dos  clases  de  elecciones;  una  practicada  en 
comicios  públicos  con  mesas  instaladas  en  los  parajes  de- 
signados por  la  ley,  pero  viciadas  por  el  fraude,  y  otra 
simulada  y  clandestina  en  la  que  sólo  han  intervenido 
los  falsificadores  encargados  de  hacer  las  actas  y  regis- 
tros. Siendo  esta  última  la  única  que  ha  aprobado  la 
Honorable  Cámara. 

Y   CONSIDERANDO: 

Que  el  principio  de  que  todo  poder  público  debe  emanar 
del  pueblo,  es  la  base  fundamental  del  Gobierno  Repre-. 
sentativo  Republicano  establecido  por  las  constituciones  de 
la  Nación  y  de  la  Provincia;  y  en  consecuencia  todo  acto 
que  desvirtúe  ése  principio  haciendo  emanar  de  otro  origen 
aquellos  poderes,  es  nulo  y  atentatorio  á  la  soberanía  re- 
tenida por  el  pueblo  al  instituir  su  Gobierno; 

Que  la  razón  antes  expuesta  y  la  necesidad  en  que  se 
encuentra  el  P.  E.  de  mantener  relaciones  con  la  H.  Cá- 
mara para  formar  conjuntamente  con  los  otros  poderes,  el 
gobierno  armónico  y  controlado  que  han  creado  las  leyes 
supremas,  nacionales  y  provinciales,  le  impone  el  deber  de 
no  complicarse  en  usurpaciones  de  la  voluntad  popular, 
fuente  de  toda  autoridad  política; 

Que  en  la  votación  de  la  H.  Cámara,  al  aprobar  en  par- 
ticular las  actas  y  registros  de  la  6*  Sección,  se  ha  com- 
putado el  voto  de  nueve  diputados  que  aparecían  reelectos; 

Que  en  el  presente  caso  si  prevaleciera  la  sanción  comu- 
nicada por  la  presidenda  de  la  H.  Cámara,  se  incorporarían  ¿ 
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ésta,  trece  personas  cuyos  nombres  no  han  sido  votados  en 
ningún  comido  público,  como  lo  ha  puesto  en  evidencia  con 
indiscutible  autoridad  la  Junta  de  Escrutinio,  lo  ha  reconocido 
la  dirección  de  una  de  las  fracciones  políticas  beneficiadas 
por  el  fraude,  y  lo  manifiestan  treinta  y  cinco  señores  di- 
putados en  la  nota  antes  referida; 

Que  si  bien  la  Constitución  Provincial  instituye  á  cada 
Cámara  en  juez  exclusivo  de  la  elección  de  sus  miembros, 
es  evidente  que  se  refiere  á  elecciones  reales;  pero  no  com- 
prende los  actos  simulados  en  sitios  diferentes  de  los  desig- 
nados en  la  ley,  sin  los  escrutadores  legítimamente  nom- 
brados y  sin  concurrencia  del  pueblo  cuando  tales  delitos 
audazmente  cometidos  han  podido  ser  comprobados  plena- 
mente, como  en  el  presente  caso; 

Que  en  consecuencia  falta  en  esta  pretendida  elección  la 
base  de  todas  las  instituciones  democráticas,  y  debe  por  lo 
mismo  ser  tenida  por  nula  aún  cuan  io  se  hubieran  observado 
para  su  aprobación  las  formas  aparentes  de  la  ley,  pues  la 
H.  Cámara  no  puede  substituirse  al  pueblo,  nombrando  por 
sí  misma  diputados  que  no  han  recibido  mandato  popular, 
como  lo  estableció  la  última  Intervención  Nacional,  en  el 
decreto  que  rígularízaba  el  funcionamiento  de  la  Legislatura; 

Que  por  grande  que  sea  la  perfección  de  las  instituciones 
políticas  y  por  numerosas  y  bien  combinadas  que  se  su- 
pongan, los  medios  empleados  para  evitar  abusos  deben 
necesariamente  en  algún  punto  reposar  en  la  rectitud  personal 
del  funcionario   y  en  las  sanciones  definitivas  de   la  opinión; 

Que  así,  aunque  la  Constitución  no  haya  previsto  expre- 
samente el  caso  de  aprobarse  elecciones  que  no  han  existido, 
es  indispensable  para  el  mantenimiento  de  la  libertad  y  de 
la  cultura  política  de  esta  Provincia  repremir  severamente 
tan  peligroso  atentado  que,  propagándose,  nos  llevaría  á 
la  vergonzosa  condición  de  los  pueblos  inferiores,  incapaces 
de  aplicar  instituciones  libres;  que,  por  otra  parte,  del  examen 
detenido  de    los    antecedentes  de  la    sesión  del   22  del  co- 
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rriente  mes,  resulta  que  las  elecciones  de  la  Sección  6^  que 
se  dicen  aprobadas,  fueron  en  realidad  desaprobadas.  En 
efecto:  votaron  por  la  desaprobación  treinta  y  cinco  dipu- 
tados, y  por  la  aprobación  treinta  y  seis, — por  haberse  re- 
tirado el  doctor  Sojo— pero  entre  estos  se  contaban  nueve 
diputados  que  no  podían  votar,  desde  que  eran  candidatos 
reelegidos  en  la  sesión  de  que  se  trataba. 

Descontando,  pues,  esos  nueve  votos  ilegales,  quedan 
veintisiete  por  la  aprobación,  contra  treinta  y  cin^o  por  la 
desaprobación. 

La  elección,  pues,  fué  desaprobada  con  arreglo  á  la  Cons- 
titución, que  ordena  imperativamente  á  cada  Cámara,  que 
se  rija  por  su  Reglamento,  que  dice  en  su  artículo  2^  lo 
siguiente:  «Los  Diputados  reelectos  podrán  votar  sobre  el 
proyecto  en  general  relativo  á  la  aprobación  de  las  actas 
de  elecciones,  pero  entrando  á  la  aprobación  en  particular 
no  podrán  hacerlo  aquel  ó  aquellos  á  quienes  se  refiere  el 
acta». 

Que  ni  aún  se  ha  eliminado  el  voto  del  presunto  reelecto» 
al  considerarse  su  propia  elección,  pues  á  haberse  proce- 
dido en  esa  forma  se  hubiera  producido  el  empate  de  trein- 
ta y  cinco  votos  contra  treinta  y  cinco,  haciéndose  necesa- 
rio el  voto  decisivo  del  Presidente,  que  figuraba  también 
reelecto,  y  que  no  lo  ha  prestado  en  ningún  caso; 

Que  la  observancia  del  Reglamento  era  tanto  más  indis- 
pensable, cuanto  que  se  trataba  de  un  principio  incorporado 
al  derecho  parlamentario  de  todos  los  países  cultos,  en  vir- 
tud del  cuál  ningún  miembro  de  la  Legislatura  puede  vo- 
tar en  su  propio  interés; 

Que  la  doctrina  sostenida  por  el  P.  E.  es  la  misma  que 
invocó  el  ex-Gobernador  de  la  Provincia  doctor  don  Ber- 
nardo de  Irigoyen,  el  año  1899,  P^^^  desconocer  otro  es- 
crutinio fraudulento,  perpetrado  por  la  Cámara  reincidente, 
y  fué  consagrada  como  buena  y  concordante  con  la  Cons- 
titución y  con  el  espíritu  de  las  instituciones    republicanas* 
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por  la  Intervención    Nacional,  al   anular  el   fallo  de  la  Cá- 
mara. 

Por  estas  consideraciones  el  P.  E..  en  acuerdo  de  Mi- 
nistros, 

DECRETA: 

Artículo  1°  Hacer  saber  á  la  H.  Cámara  de  Diputados, 
que  no  reconoce  como  miembros  de  dicho  cuerpo  á  los  pro- 
clamados electos  en  la  sesión  del  veintidós  del  corriente 
mes,,  y  entiende  que  la  misma  H.  Cámara,  no  ha  prestado 
su  aprobación  á  la  elecciones  referidas. 

Art.  2**  Comuniqúese,  etc. 

Ugarte. 

Mariano  Pinedo— Juan  Ortiz  de 
Rozas — Ángel  Etcheverry, 

Es  copia — 

Ernesto  de  la  Fuente. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  rechazando  la 
demanda  entablada  por  varios  diputados 

Autos  y  Vistos. — Resultando: 

1°  Que  varios  miembros  de  H.  Cámara  de  Diputados,  in- 
vocando la  disposición  del  inciso  i  del  artículo  157  de  la 
Constitución,  ocurren  ante  esta  Corte  deduciendo  demanda 
de  inconstitucíonalidad  contra  el  decreto  sancionado  en  ge- 
neral y  particular  por  aquella  corporación,  y  en  virtud  del 
cual  se  aprobó  la  elección  que,  según  lo  expresan,  se  dice 
realizada  el  29  de  Marzo  último  en  la  sexta  sección  elec- 
toral; 
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2^  Que  se  arguye  en  primer  término,  como  fundamento 
de  la  queja  interpuesta,  que  en  este  caso  la  Cámara  no  ha 
podido  ejercitar  la  facultad  que  le  acuerda  el  artículo  8¿ 
de  la  Constitución,  de  juzgar  la  elección  de  sus  miembros, 
por  cuanto  no  existe  materia  de  pronunciamiento  desde 
que  es  público  y  notorio  que  aquéllas  no  se  han  practicado 
con  arreglo  á  la  Constitución  y  á  la  ley  respectiva.  Se  agre- 
ga que  la  Cámara  tomó  como  pretexto  de  su  juicio,  regís 
tros  totalmente  falsos,  cuya  disección  había  hecho  ya  la 
junta  creada  por  el  artículo  7  de  la  ley  de  10  de  Febrero 
de  1896,  demostrando  de  manera  cumplida  que  lejos  de 
servir  de  base  á  un  escrutinio  legal,  debían  figurar  como 
cabeza  de  proceso  á  causas  criminales  formadas  á  los  fal- 
seadores  y  usurpadores  del  sufragio  libre  (fojas  3); 

y  Que  se  alega,  además,  que  la  expresada  sanción  se 
produjo  violándose  el  artículo  2  del  Reglamento  de  la  Cá- 
mara, que  dispone  que  los  diputados  reelectos,  si  bien  pue- 
den tomar  parte  en  la  votación  en  general  de  la  elección 
de  la  sección  por  la  cual  se  les  reelige,  no  pueden  votar  en 
particular  en  la  aprobación  de  las  actas  que  á  ello  se  refiere. 

Que  puesta  á  votación,  la  elección  fué  aprobada  en  ge- 
neral por  37  votos  contra  35.  y  habiendo  tomado  parte  en 
la  sanción  particular  los  diputados  reelectos,  deben  dedu- 
cirse los  votos  respectivos,  y  entonces  resulta  que  sólo  una 
minoría  se  pronunció  por  la  aprobación; 

Que  los  procederes  de  la  Cámara  son  á  todas  luces  con- 
trarios á  su  reglamento,  y  por  lo  tanto  inconstitucionales, 
desde  que  el  articulo  8g  de  la  carta  fundamental  establece 
imperativamente  que  cada  Cámara  se  regirá  por  su  regla- 
mento especial,  y  al  no  haber  procedido' así  ha  faltado  abier- 
tamente á  la  citada  disposición  (fojas  5  vuelta); 

4^  Que  corrida  vista  al  señor  Procurador  General,  este 
magistrado  se  ha  expedido  sosteniendo  la  improcedencia  de 
la  queja,  por  falta  de  personería  de  los  recurrentes  para 
deducirla. 
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Y  CONSIDERANDO: 


1°  Que  debe  ante  todo  decidirse  acerca  de  las  facultades 
del  Tribunal  para  rever  el  acto  producido  por  la  Honora- 
ble Cámara  de  Diputados  y  que  motiva  la  presente  deman- 
da,  en  presencia  del  artículo  82  de  la  Constitución,  que  erige 
á  cada  una  de  las  Cámaras  en  juez  exclusivo  de  la  elec- 
ción de  sus  miembros,  y  de  la  disposición  del  inciso  i<>  del 
artículo  157,  que  acuerda  á  esta  Corte  una  jurisdicción  li- 
mitada que  no  le  permite  reparar  otros  agravios  que  aque- 
llos que  deriven  de  la  infracción  de  preceptos  constitucio- 
nales, es  decir,  del  desconocimiento  de  derechos,  exenciones 
ó  garantías  puestas  por  el  constituyente  fuera  del  alcance 
del  poder  legislador; 

2'^  Que  él  texto  intergiversable  del  artículo  82,  que  con- 
fiere á  cada  una  de  las  ramas  de  la  I,egislatura  la  atribu- 
ción indicada,  consagra  una  doctrina  que  no  admite  ninguna 
reserva,  y  es  de  todo  punto  inconsistente  el  argumento  que 
se  formula,  fundándose  en  que  la  facultad  de  juzgar  no  ha 
podido  en  éste  ejercitarse,  por  no  haberse  realizado  el  acto 
electofal  que  fué  aprobado,  tomándose  por  pretexto  regis- 
tros totaJmente  falsos,  pues  á  ese  resultado  en  ningún  caso 
podría  arribar  el  Tribunal  de  constitucionalidad,  sin  contra- 
riar abiertamente  aquel  precepto,  desde  que  para  ello  ten- 
dría necesariamente  que  avocarse  el  conocimiento  del  pro- 
ceso de  la  elección  y  decidir  en  presencia  de  sus  constan- 
cias si  efectivamente  las  actas  exhibidas  son  ó  no  el  resultado 
del  fraude  ó  de  la  falsificación  del  sufragio  popular,  subs- 
titu3'endo  su  criterio  para  la  apreciación  de  esos  elementos 
de  juicio,  al  de  la  Cámara,  proclamada  por  la  Constitución, 
único  juez  para  pronunciarse  al  respecto.  La  regla  debe  ser 
tan  absoluta  como  son  absolutos  los  términos  usados  por 
el  Constituyente  para  trazarla,  términos  que  no  admiten 
excepción  ni  permiten    restricción    de  ningún    género  á  la 
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amplia  facultad  que  se  asigna  á  cada  una  de  las  Cámaras, 
so  pena  de  constituir  á  la  Corte  en  el  verdadero  juez  de  Ja 
elección,  desde  que  bastaría  que  se  impugnase  una  sola 
acta  electoral  para  determinar  su  intervención  y  colocarla 
en  la  posibilidad  de  modificar  ó  alterar  substancialmente  la 
decisión  del  único  juez  constitucional; 

3''  Que  el  artículo  8g  de  la  Constitución,  al  establecer 
que  cada  Cámara  se  regirá  por  un  reglamento  «especial», 
sólo  ha  tenido  el  propósito  de  independizar  las  dos  ramas 
del  Poder  Legislativo,  dando  á  cada  una  la  facultad  de  dic- 
tar las  reglas  que  juzgue  oportunas  para  su  gobierno  in- 
terno, y  á  fin  de  no  someterlas  á  un  reglamento  uniforme 
que  habría  comprometido  aquella  independencia.  Este  mis- 
mo alcance  se  atribuyó  incidentalmente  al  precepto  enu- 
merado, en  la  causa  que  se  registra  en  el  tomo  4**,  página 
548  de  la  cuarta  serie  de  los  acuerdos  y  sentencias.  No  se 
ha  querido  expresar  en  la  Constitución,  como  equivocada- 
mente se  supone,  que  las  Cámaras  deben  imperativamente 
ajustar  sus  procedimientos  á  reglas  preestablecidas  de  ine- 
ludible observancia  en  todas  sus  sanciones,  y  cuya  violación 
implicase  una  infracción  del  recordado  precepto,  porque 
tal  inteligencia  importaría  admitir  que  el  constituyente  tuvo 
el  propósito  de  que  quedasen  implícitamente  incorporadas 
á  la  Constitución,  todas  las  reglas  ó  medidas  dictadas  por 
cada.  Cámara,  en  mira  sólo  de  mantener  su  disciplina  y  él 
orden  de  los  debates.  Esto  conducirja  á  consecuencias  ina- 
ceptables é  incomp)atibles  con  nuestro  sistema  de  gobierno, 
comprometiendo  la  independencia  de  las  Cámaras,  que  se 
hallarían  supeditadas  por  la  Corte  en  todos  los  casos  en 
que  se  controvertiese  el  alcance  de  las  mismas  reglas  que 
aquellas  han  podido  trazarse,  guiadas  por  su  propio  criterio. 
Las  únicas  disposiciones  de  carácter  reglamentario,  cuya 
observancia  no  es  posible  eludir,  y  las  mismas  Cámaras  no 
podrían  violar  sin  dar  margen  á  la  intervención  del  tribu* 
nal    de   ^onstitucionalidad,    son    aquellas    ya  fijadas  por  Ja' 
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misma  Constitución;  pero  en  el  caso  sometido  á  juicio,  la 
disposición  del  Reglamento  que  se  dice  violada,  no  tiene 
su  origen  en  aquella,  que  nada  ha  previsto  acerca  de  la 
actitud  que  debían  asumir  los  diputados  reelectos  en  la 
aprobación  de  su  propia  elección.  Por  más  que  \ú  prohibi- 
ción del  voto,  en  el  caso  en  que  se  halle  personalmente 
interesado  el  que  ddba  emitirlo,  sea  de  práctica  en  las 
asambleas,  la  cuestión  que  al  respecto  se  suscite  es  del  re- 
sorte del  derecho  parlamentario  y  no  del  constitucional,  por 
lo  que  la  Corte  no  podría  ejercitar  su  acción  en  este  asun- 
to, sin  ultrapasar  sus  atribuciones,  taxativamente  fijadas  por 
la  Constitución; 

4"  Que  esta  declaración  armoniza  con  la  doctrina  consa- 
grada en  el  fallo  de  fecha  10  de  Febrero  del  corriente  año, 
dictado  en  la  queja  por  inconstitucionalidad  interpuesta  por 
los  diputados  Lando,  López  y  Pérez,  del  decreto  de  la  Cá- 
mara á  que  pertenecían,  y  que  dispuso  su  expulsión.  Allí 
se  definieron  claramente,  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia 
invariable  de  esta  Corte,  los  casos  en  qué,  tratándose  de 
leyes,  decretos,  ordenanzas  ó  reglamentc>s,  procedía  su  com- 
petencia como  tribunal  de  constitucionalidad,  estableciendo 
que  sólo  podía  conocer  de  aquellos  actos  cuando  fueren 
violentamente  violatorios  de  una  cláusula  constitucional; 

5*^*  Que  según  la  exposición  de  los  demandantes,  la  H. 
Cámara  de  Diputados  funcionó  con  la  mayoría  absoluta  de 
sus  miembros,  y  en  tal  condición  procedió  á  aprobar  la 
elección  practicada  en  la  sexta  sección  electoral,  aprobación 
que  se  produjo  por  el  voto  de  la  mayoria  de  los  diputados 
presentes. 

Esos  dos  extremos  fijan  la  integridad  del  Juez  Constitu- 
cional y  la  eficacia  de  la  sanción  pronunciada  con  el  apoyo 
de  la  mayoría  numérica  de  los  miembros  que  forman  la 
corporación  reunida  en  condiciones  hábiles  para  funcionar 
constitucionalmente.  Es,  pues,  de  toda  evidencia,  que  la  in- 
tervención de  la  Corte  en  el  caso  que  le  ha  sido  sometido. 


-^ 
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importaría  una  manifiesta  usurpación  de  las  atribuciones  que 
la  Constitución  ha  asignado  expresa  y  claramente  á  otro 
poder;  usurpación  que,  por  emanar  del  tribunal  instituido 
con  la  alta  misión  reguladora  de  otros  poderes  del  Estado, 
acusaría  una  de  las  más  graves  transgresiones  constitucio- 
nales. 

Por  estos  fundamentos,  de  los  que  resulta  que  esta  Cor- 
te, como  tribunal  de  constitucioualidad,  carece  de  atribu- 
ciones para  rever  el  decreto  dictado  por  la  H.  Cámara  de 
Diputados,  que  aprobó  las  elecciones  realizadas  en  la  sexta 
sección  electoral,  se  declara  improcedente  la  demanda  ins- 
taurada. 

Hágase  saber  y  archívese. 

Firmado  — 

D.  Alsina,  DiMET,  Rojas. 
Ante  mí — 

Héctor  C.  Perdriel 


Nota  al  P.  E.  pidiendo  el  auxilio  de  la  fuerza   pública 

La  Plata,  Mayo  11  de  1903. 

Al  señor  Ministro  de  Gobierno,  don  Mariano  A.  Pinedo. 

En  mi  carácter  de  Presidente  provisorio,  y  en  cumpli- 
miento de  lo  resuelto  por  la  minoría  de  la  H.  Cámara  en 
su  reunión  de  la  fecha,  y  en  uso  de  las  facultades  que  le 
confiere  el  artículo  83  de  la  Constitución,  me  dirijo  al  se- 
ñor Ministro  pidiéndole  se  sirva  adoptar  las  medidas  que 
considere  oportunas,  á  efecto  de  que,  por  intermedio  del 
Departamento  de  Policía,  los  señores  Diputados  Firmo  Ber- 
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cetche,  Bartolomé  Oliver,  doctor  José  M^  Vega,  Valentín 
Graciano  y  demás  cfiputados  que  se  encuentran  en  esta 
ciudad,  sean  invitados  á  concurrir  al  recinto  de  la  H.  Cá- 
mara; y  en  caso  de  negativa,  se  haga  uso  de  la  fuerza  pú- 
blica para  hacer  cumplir  la  referida  disposición. 

En  caso  de  que  el  Poder  Ejecutivo  hallara  inconveniente 
en  acceder  á  este  pedido,  seria  lo  mismo  para  esta  Presi- 
dencia pusiera  á  disposición  de  ella  seis  agentes  de  po- 
licía. 

Igualmente  solicito  quieran  impartirse  las  órdenes  telegrá- 
ficas á  los  comisarios  de  policía  del  distrito  de  Mercedes. 
Lincoln,  Lujan  Navarro,  San  Fernando  y  Las  Conchéis,  á 
objeto  de  que  averigüen  si  se  encuentran  allí  los  diputados 
señores  Ubaldo  Ferrer,  Cruz  M.  Sein,  Juan  R.  Pizarro,  Al- 
cibiades  Reyna,  Raymundo  Bordieu  y  Agustín  M.  García; 
y  en  caso  afirmativo,  los  invite  á  nombre  de  la  minoría  de 
la  H.  Cámara,  concurran  inmediatamente  á  la  sesión  per- 
manente que  celebra  la  Cámara,  y  si  se  negaran  á  ello  los 
compela  por  intermedio  de  la  fuerza  pública. 

La  minoría  de  la  H.  Cámara  se  ha  declarado  en  sesión 
permanente  hasta  obtener  el  quorum  constitucional  para 
proceder  al  nombramiento  de  la  mesa  directiva,  colocándose 
así  en  condiciones  de  que  cuanto  antes  pueda  celebrarse  la 
Asamblea  de  apertura  del  período  legislativo. 

La  circunstancia  de  haber  citado  para  el  día  de  la  fecha 
por  cuarta  vez,  á  los  objetos  indicados,  y  teniendo  en  cuen- 
ta que  el  no  funcionamiento  de  la  Legislatura  tiene  nece- 
sariamente que  originar  graves  perjuicios  á  la  marcha  ad- 
ministrativa de  la  Provincia,  ha  obligado  á  la  minoría  á 
adoptar  la  medida  extrema  cuyo  cumplimiento  solicita  y  es- 
pera de  la  acción  de  la   autoridad. 

Rogando  al  señor  Ministro  quiera  hacerme  saber  con  la 
brevedad  que  sea  posible,  á  fin  de  llevarlo  á  conocimiento 
de  la  minoría  de    la  H.    Cámara,  las    medidas    que  adopte 
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para  satisfacer  el  pedido  que  dejo    formulado,  me  es  grato 
saludarlo  con    toda  consideración. 

Firmado — 

Manuel  F.  Gnecco. 

Santiago  J,  Mena, 
Ricardo  M,    Garcia, 

Secretarios. 


Nota  del  P.  E.  por  la  que  niega  el  auxilio  de  la  fuerza 

pública 

La  Plata,  Mayo  12  de  1903. 

Señor  Diputado  don  Manuel  F.  Gnecco. 

Llevada  á  conocimiento  del  señor  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia, la  nota  en  que  Vd.  solicita  el  auxilio  de  la  fuerza 
pública  para  compeler  a  los  señores  diputados  inasistentes, 
á  concurrir  al  recinto  de  la  H.  Cámara,  he  recibido  encargo 
de  contestarla  en  los  términos  siguientes: 

El  P.  E.,  consecuente  con  el  decreto  de  fecha  28  de  Abril 
de  1903,  comunicado  á  la  H.  Cámara  en  nota  de  la  misma 
fecha,  se  cree  en  el  deber  de  abstenerse  de  prestar  el  apoyo 
de  la  fuerza  para  consagrar  actos  simulados  y  sobre  los 
cuales  la  misma  Cámara  no  se  ha  pronunciado  definitiva- 
mente de  acuerdo  con  su  propio  Reglamento. 

Debo  agregar,  además,  que  esa  H.  Cámara  está  viciada 
en  su  composición  por  la  presencia  en  ella  de  personas  que 
no  son  diputados,  por  carecer  de  mandato  popular,  según 
la  teoría  sostenida  por  la  Intervención  Nacional,  en  su  de- 
creto fecha  Marzo  9  del  corriente  año. 

Es  notorio,  por  otra    parte,    que  este  asunto   ha  sido  so- 
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metído  al  Honorable  Congreso  Nacional  por  uno  de  los 
senadores  de  Buenos  Aires,  y  el  Poder  Ejecutivo  cree  que 
debe  esperar  las  resoluciones  de  las  autoridades  supremas 
de  la  Nación,  y  es  en  tal  virtud  que  se  dirige  hoy  al  Exce- 
lentísimo Gobierno  Nacional  comunicándole  los  anteceden- 
tes del  confícto   producido. 

Dejando  asi    contestada    la  nota  del    señor  diputado,    me 
es  grato  saludarlo  con    mi  mayor  consideración. 

Mariano  A.  Pixedo. 


Ley  autorizando  al  P.  E.  para  intervenir  en  la  Provincia 
de  Buenos  Aires 

Hui*iio>  Aires,  Junio  6  de  ÜHCl 

POR    CUAXT«): 

El  Senado  3-  Cámara  y  de  Dipuuid':>s  de  Id  Xación  Argenti- 
na, reunidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuerza  de — 

LEY: 

Artículo  I**  El  P<:Kder  Ejecutivo  intervendrá  en  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  á  efecto  de  garantir  la  org^aniza- 
ci«'in  y  funcionamiento  de  su  Cámara  de  Diputados. 

Art  2"^  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo,  para  hacer  los 
g¿isros  que    demande  la  ejecuci«'»n  de  la  presente  ley. 

ArL  3''  Comuniqúese   al  Poder   Ejecutivo. 

Dada  en  la  Sala  de  Sesiones  del  Congres'^  Argentino,  en 
Buenos  Aires  á  4  de  Junio  de    1903. 

J')SE  E.  Uriburu.  Benito  Villaxueva. 

Aiícl/o  Lahc¡iglt\  A.  M,   TiiIIa/trro, 

S^cr-:\rio   11  S  ^.vio.  Fr  -e  retira   k  la  C.  lo  DD. 
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POR    TANTO: 


Téngase  por  Ley  de  la  Nación,   comuniqúese,  publíquese 
é  insértese  en  el  Registro  Nacional. 

Roca. 
/.    V.   González, 


üecreto  del  P.  E.,  declarando  intervenida  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  y  nombrando  Interventor 

Buenos  Aires,   Junio   8  do  1903. 

En  cumplimiento  de  la  ley  núm.  4175  de  6  del  corriente, 
del  II.  Congreso, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Artículo  1°  Declárase  intervenida  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  H  objeto  de  garantir  la  organización  y  funcio- 
namiento de  la  Cámara  de  Diputados  de  la  misma. 

Ar.  2°  Nómbrase  Interventor  al  doctor  Luis  B.  Molina,  y 
autorízasele  para  designar  el  personal  de  Secretaría  indis- 
pensable para  el  cumplimiento  de  su   cometido. 

Art.  30  Por  el  Ministerio  del  Interior,  se  expedirán  las 
instrucciones  del  caso,  y  el  Ministro  de  la  (xuerra  pondrá 
á  la  disposición  de  la  Intervención  las  fuerzas  que  le  fueren 
requeridas. 

Art.  4"  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Roca. 
J.    V,    González, 
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Nota  del  señor  Ministro  del  Interior  ai  señor  Goberna- 
dor de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  haciéndole^ 
saber  que  el  P.  E.  ha  declarado  intervenida  dicha 
Provincia. 

Buenos  Aires,  Junio  8  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor   Gobernador  de  la    Provincia  de  Buenos 
Aires. 

La  Plata. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  adjuntándole  copia 
legalizada  del  decreto  del  P.  E.  por  el  que  se  declara  in- 
tervenida la  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  cumplimiento 
de  la  Ley  número  4175  del  H.  Congreso,  de  fecha  6  del 
corriente. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  saludar  á  V.  E.  con 
mi  distinguida  consideración. 

J.  V.  González. 


Nota  comunicando  el  nombramiento  de   Interventor 

Buenos  Aires,   Junio  8  de  1903. 

Al  señor   doctor  Luis  B.  Molina. 

Tengo  la  satisfacción  de  comunicar  á  Vd.  que  el  señor 
Presidente  de  la  República  ha  tenido  á  bien  nombrarlo  In- 
terventor Nacional  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  por 
decreto  de  la  fecha  y  en  cumplimiento  de  la  ley  núm.  4175 
del  H.  Congreso,  de  fecha  6  del  corriente. 

El  P.  E.  espera  de  su  reconocido  patriotismo  que  se  servirá 


_J 
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prestar  este  nuevo  é  importante  servicio  al  país,  y  con  este 
motivo    me   es  grato  saludarlo  atentamente. 

J.  V.  González. 


CIRCULAR 


Nota  á  los  Gobernadores  de  Provincia,  connunicándo- 
les  que  la  de  Buenos  Aires  ha  sido  declarada  In- 
tervenida. 

Buenos  Aires,  Junio  8  de  1903. 
A  los  señores  Gobernadores  de  Provincia. 

Oficial — Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  comuni- 
cándole que  por  decreto  de  la  fecha  ha  sido  declarada  in- 
tervenida la  Provincia  de  Buenos  Aires,  á  efecto  de  ga- 
rantir la  organización  y  funcionamiento  de  la  Cámara  de 
Diputados  de  la  misma. 

Saludo  á  V.  E.  con  toda  consideración. 

J.  V.  González. 

Ministro  del  Interior. 


Nota  al  señor  Ministro  de  Hacienda  de  la  Nación 

Buenos  Aires^  Junio  8  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  de   Hacienda  de  la  Nación. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  adjuntándole  á  sus 
afectos  copia  legalizada  del  áecreto  expedido  en  la  fecha, 
por  el  que  se  declara  intervenida  la  Provincia  de  Buenos 
Aires  y  se  nombra  Interventor  al  doctor  Luis  B.  Molina. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  consideración   más  distinguida. 

J.  V.  González. 
ir.  8 
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Nota  al  señar  Ministro  de  la  Guerra 

Buenos  Aires,  Junio  8  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  de  la  Guerra. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  adjuntándole  á  sus 
efectos  copia  legalizada  del  decreto  expedido  en  la  fecha» 
por  el  que  se  declara  intervenida  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  y  se  nombra  Interventor  al  doctor    Luís  B.  Molina. 

Saludo  á   V.  E.  con  mi  consideración  más  distinguida. 

J.  V.  González. 


Nota  al  Presidente  de  la  Contaduría  General  de  la  Nación 

Buenos  Aires,  Junio  8  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la  Contaduría  General. 

Remito  á  Vd.,  para  su  conocimiento  y  demás  efectos^ 
copia  legalizada  de  la  ley  y  decreto  declarando  intervenida 
la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  nombrando  Interventor  al 
doctor  Luis  B.  Molina. 

Saludo  á  Vd.  atentamente. 

A.  Claros. 


Nota  de  aceptación  del    nombramiento  de   Interventor 

Buenos  Aires,  Junio  9  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del    Interior,  doctor   Joaquín  V 
González. 

Señor  Ministro: 

En  contestación    á  la  nota    de  V.  E.,  en  la  que  se  sirve 
comunicarme  que  el  señor   Presidente   de  la  República  me 
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ha  designado  Interventor  Nacional  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  por  decreto  fecha  de  ayer  y  en  cumplimiento  de 
la  ley  núm.  4175  del  H.  Congreso,  de  6  del  corriente,  me 
es  grato  manifestar  mi  agradecimiento  por  el  alto  honor 
que  se  me   hace. 

Y,  al  aceptar  tan  delicada  misión,  cúmpleme  también  de- 
clarar que,  en  el  ejercicio  de  mis  funciones,  obedeceré  siem- 
pre á  las  aspiraciones  de  la  justicia  y  del  patriotismo. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi    consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 


Decreto   nombrando    el    personal    de  Secretaría  de  la 

Intervención 

Buenos  Aires,  Junio  9  de  1903. 

De  acuerdo  con  la  propuesta  elevada  por  el  señor  Inter- 
ventor Nacional,  doctor  Luis  B.  Molina,  del  personal  de 
Secretaría  que  prestará  sus  servicios  en  la  Intervención  Na- 
cional á  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 

El  Presidente  la  República  — 

DECRETA: 

Artículo  1°  Nómbrase  Secretario  de  la  Intervención  en 
la  Provincia  de  Buenos  Aires,  al  doctor  Carlos  A.  Estrada, 
Prosecretario  á  don  Lorenzo  C.  Ferrari,  Oficial  á.  don  Ro- 
berto Bunge  y  Auxiliar  á  don  Máximo  Reyna. 

Art.  2"  Comunique,  publíquese  é  insértese  en  el  Registro 
Nacional. 

Roca. 
/.    K  González. 
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Decreto  mandando  poner  á  la  orden  del  Interventor  la 
suma  de  15.OO0  pesos  moneda  legal*  con  destino  al 
pago  de  los  gastos  que  se  originen  en  el  desem- 
peño de  su  cometido. 

Buenos  Aires,  Junio  12  de  1903. 

Habiéndose  decretado  la  Intervención  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  de  conformidad  á  lo  dispuesto  por 
la  ley  del  H.  Congreso,  núm.  4175, 
El  Presidente  de  la  República  — 

DECRETA: 

Artículo  lo  Pase  al  Ministerio  de  Hacienda  para  que 
ordene  se  gire  á  cargo  de  la  sucursal  del  Banco  de  la  Na- 
ción Argentina  en  la  ciudad  de  La  Plata  y  á  la  orden  del 
Interventor  Nacional  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  la 
cantidad  de  quince  mil  pesos  (m/n.  1 5.000)  moneda  nacional, 
con  destino  al  pago  de  los  gastos  que  se  originen  en  el  des- 
empeño de  su  cometido. 

Art  2»  Impútese  á  la  ley  número  4175,  de  6  de  Junio 
de  1903. 

Roca. 
/.    V.  González. 


Nota  del  Interventor  al  Gobernador  de  la  Provincia 

La  Plata,  Junio  15  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Grobernador    de   la  Provincia    de  Buenos 
Aires,  don  Marcelino  Ugarte. 

Como  V.  E.  lo  sabe  3'a   oficialmente,  el  Poder  Ejecutivo 
de  la  Nación  ha  declarado  intervenida  la  Provincia  de  Bue- 
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nos  Aires,  en  cumplimiento  dé  la  ley  núm.  4175  del  Ho- 
norable Congreso,  de  fecha  6  del  corriente,  á  objeto  de  ga- 
rantir la  organización  y  funcionamiento  de  la  Cámara  de 
Diputados. 

También  sabe  V.  E.  que  he  sido  designado  para  desem- 
peñar la  delicada  misión  de  hacer  prácticos  los  propósitos 
de  dicha  ley. 

Al  entablar,  pues,  mis  relaciones  oficiales  con  el  Gobierno 
de  la  Provincia,  me  complazco  en  manifestar  á  V.  E.  que, 
en  el  ejercicio  de  tan  alto  cargo,  he  de  proceder  con  la 
más  severa  imparcialidad,  respondiendo  así  á  la  confianza 
en  mí  depositada. 

Contando  con  la  patriótica  cooperación  del  señor  Gober- 
nador, presento  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  consideración 
más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A.  Estrada^ 

Secretario. 


Comunicación  al  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  de  la  Provincia 

La  Plata,  Junio  15  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la 
Provincia,  doctor  Dalmiro  Alsina. 

Hallándose  intervenida  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  de 
acuerdo  con  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  de 
fecha  8  del  corriente,  y  en  cumplimiento  de  la  ley  núm.  4175 
del  Honorable  Congreso,  me  es  grato  poner  en  conoci- 
miento del  señor  Presidente  que  la  Intervención  se  halla 
en  ejercicio  á  objeto  de  garantir  la  organización  y  funcio- 
namiento de  la  Cámara  de  Diputados,  de  conformidad  con 
los  propósitos  de  la  referida  ley. 


—  ii8  — 

Renuevo  al  señor  Presidente,  con  este   motivo,  las  segu- 
ridades de   alta  consideración. 

Luis  B.  ^Molina. 
Carlos  A,    Estrada^ 

secretario. 


Comunicación  al  Presidente  del  Senado  de  la  Provincia 

La  Plata,  Junio  15  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Vicegobernador   y   Presidente  del  Hono- 
rable Senado  de  la    Provincia,   doctor  Adolfo    Saldías. 

Pongo  en  conocimiento  de  V.  E.  que,  de  acuerdo  con  el 
decreto  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  de  fecha  8  del  corriente, 
en  cumplimiento  de  la  Ley  número  4175  del  Honorable  Con- 
greso, la  Provincia  de  Buenos  Aires  se  encuentra  intervenida 
á  objeto  de  garantir  la  organización  y  funcionamiento  de 
la  Cámara  de  Diputados,  habiendo  sido  nombrado  por  el 
Excmo.  señor  Presidente  de  la  República  para  realizar  tan 
altos  propósitos. 

Al  cumplir  con  este  grato  deber,  me  complazco  en  sa- 
ludar á  V.  E.  con  mi  consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A,  Estrada, 

Secretario. 


Nota  del  señor  Gobernador,  acusando  recibo  de  la  que 
le  fué  dirigida  por  la  Intervención,  con  fecha  15  de 
Junio. 

La  Plata,  Junio  17  de  1903. 
Al  señor  Interventor  Nacional,   doctor  Luis  B.  Molina. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  de  V.  E.,  fe- 
cha 15  del  corriente,  comunicándome  que  ha  sido  designa 
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do  por  el  P.  E.  de  la  Nación  para  dar  cumplimiento,  en 
carácter  de  Interventor  Nacional,  á  la  Ley  número  4175 
dictada  por  el  H.  Congreso,  á  objeto  de  garantizar  la  or- 
ganización y  funcionamiento  de  la  Cámara  de  Diputados. 

Cuando  el  Gobierno  de  la  Provincia  dictó  el  decreto  de 
fecha  28  de  Abril  ppdo.,  desconociendo  como  miembros  de 
la  Cámara  de  Diputados  á  los  que  aparecían  proclamados 
en  la  sesión  del  día  22  del  mismo  mes,  preveía  yaque  esa 
resolución  traería  como  consecuencia  la  Intervención  Nacional. 

Pero  obedecía  al  deber  que  le  imponen  las  le3'^es,  de  no 
complicarse  en  usurpaciones  de  la  voluntad  popular,  fuente 
de  toda  autoridad.  Y  aún  cuando  las  razones  que  decidie- 
ron de  su  actitud  se  encuentran  ampliamente  desenvueltas 
en  los  documentos  que  se  acompañan  en  copia  legalizada, 
V.  E.  ha  de  permitirle  algunas  consideraciones. 

En  primer  lugar,  hay  error  en  sostener,  como  algunos 
pretenden,  que  la  elección  de  la  sexta  sesión  ha  sido  defi- 
nitivamente aprobada,  ó  que  hay  un  hecho  consumado* 
Existe,  por  el  contrarío,  á  este  respecto,  una  disidencia  fun- 
damental entre  dos  grupos  de  diputados.  Treinta  y  cinco 
que  asistieron  á  la  sesión  opinan  que  han  sido  desaproba- 
das, y  treinta  y  siete  sostienen  lo  contrario,  como  se  com- 
prueba concluyentcmente  con  el  documento  legalizado  que 
se  adjunta. 

V.  E.  está  llamado,  pues,  á  darle  ó  no  á  la  pretendida 
sanción,  carácter  definitivo,  en  nombre  de  la  autoridad  na- 
cional. 

Bien  sé  que  con  arreglo  á  la  Constitución  de  la  Provin- 
cia, cada  Cámara  es  Juez  exclusivo  de  la  elección  de  sus 
miembros,  pero  sé  también  que  es  esencial  para  que  el  jui- 
cio se  produzca,  que  una  elección  buena  ó  mala — pero  siem- 
pre efectiva — haya  tenido  lugar  Los  documentos  que  re- 
mití á  la  Junta  del  art.  7°,  en  poder  hoy  de  la  H.  Cámara 
de  Diputados,  así  como  los  que  fueron  enviados  al  H.  Se- 
nado de  la  Nación,    demuestran    con   el  prolijo  é   imparcial 
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estudio  presentado  por  la  Junta  mencionada,  que  tales  elec- 
ciones no  tuvieron  lugar,  como  ha  sido  reconocido  además 
por  los  comités  políticos  que  resultaban  beneficiados  con 
el  fraude.  La  Cámara,  pues,  no  ha  podido  pronunciarse  so- 
bre la  validez  ó  nulidad  de  un  acto  que  no  ha  tenido  lugar 
Y  si  el  señor  Interventor  promoviera  una  investigación  al  res- 
pecto, quedaría  evidenciada  la  verdad  de  estas  afirmaciones. 
Pero  puede  agregarse  otra  consideración  decisivíL  Bajo  el 
imperio  de  la  representación  proporcional,  todos,  absoluta- 
mente todos  los  candidatos,  han  correspondido  á  la  oposi- 
ción; los  que  acompañan  al  Gobierno  aparecen  sin  un  resi- 
duo minimun  siquiera,  para  obtener  un  Diputado. 

Por  otra  parte,  prescindiendo  ya  de  los  vicios  de  la  elec- 
ción, la  Cámara  no  se  ha  pronunciado  en  la  forma  de  la 
ley.  Al  contréuio,  ha  violado  el  espíritu  y  la  letra  de  su 
propio  reglamento,  dejando  que  los  reelectos  intervinieran 
en  la  votación  y  en  beneficio  propio. 

Este  hecho  está  claramente  demostrado  en  el  escrito  que 
varios  señores  Diputados  dirigieron  á  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  de  la  Provincia,  entablando  un  recurso  sobre  la  in- 
constitucionalidad  de  que  adolecía  la  constitución  de  la  Cá- 
mara de  diputados,  por  haberse  incorporado  á  ella  perso- 
nas que  no  habían  recibido  mandato  popular. 

Conozco  que  aquel  alto  tribunal,  siguiendo  las  doctrinas 
establecidas  por  V.  E.  mismo,  en  la  anterior  Intervención,  se 
ha  declarado  incompetente  para  juzgar  de  los  actos  de  una 
Cámara,  producidos  en  qtwrtim  legal,  pero  aquella  decisión 
no  afecta  en  lo  mínimo  las  facultades  privativas  del  Go- 
bierno Federal  que  ha  decretado  esta  Intervención,  sin  re- 
quisición de  autoridades,  en  ejercicio  del  derecho  propio 
que  tiene  para  intervenir  cuando  la  forma  republicana  se 
encuentra  subvertida. 

V.  E.  ha  de  permitirme  que  señale  la  gravedad  que  ten- 
dría para  el  porvenir  de  las  instituciones,  una  declaración 
formulada  por    las  mismas    autoridades  de  la  nación   esta- 
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bleciendo  que  no  hay  medio  en  nuestro  mecanismo  polí- 
tico, de  restablecer  la  forma  representativa  republicana  de 
Gobierno,  por  graves  que  sean  las  irregularidades  cometi- 
das, cuando  se  haya  pronunciado  cualquiera  de  las  Cáma- 
ras. Con  tal  teoría,  una  oligarquía — como  ya  sucede — po- 
dría prorrogar  indefinidamente  por  designaciones  sucesivas, 
el  mandato  de  los  diputados,  quebrantando  las  bases  esen- 
ciales del  Gobierno  libre. 

El  Gobierno  Federal,  por  otra  parte,  tiene  el  derecho  de 
reconstruir  los  hechos  tal  cual  se  produjeron,  y  hacién- 
dolo resultará  demostrado  claramente  que  la  mayoría  efec- 
tiva y  reglamentaria  rechazó,  en  vez  de  aprobar,  las  elec- 
ciones de  la  sexta  sesión;  de  manera  que  las  trece  personas 
que  han  prestado  juramento,  no  tienen  la  investidura  que 
se  atribuyen. 

Las  doctrinas  sostenidas  por  el  P.  E.  en  esta  emergen- 
cia, coinciden  con  las  que  invocó  el  ex-Gobernador  de  la 
Provincia  doctor  don  Bernardo  de  Irigoyen,  el  año  1899» 
para  desconocer  otro  escrutinio  fraudulento  perpetrado  por 
la  Cámara  reincidente,  y  además  con  las  del  señor  Inter- 
ventor Nacional  don  Marco  Avellaneda,  que  anuló  el  fallo 
de  la  Cámara.  V.  E.  sabe  qne  esta  Intervención  mereció  la 
aprobación  del  Excmo.  Gobierno  Nacional,  y  el  aplauso  de 
la  opinión. 

El  Gobierno  de  la  Provincia  espera  ahora  que  la  eleva- 
ción del  Excmo.  Gobierno  de  la  Nación  hará  prevalecer  tan 
altos  principios,  y  que  á  esos  fines  propenderá  con  eficacia 
la  imparcialidad  del  señor  Interventor,  siéndome  muy  agra- 
dable poner  á  disposición  de  V.  E.  todos  los  medios  de  que 
pueda  disponer,  para  facilitar  el  cumplimiento  de  su  deli- 
cada misión. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  saludar  á  V.  E.  con 
mi  más  distinguida  consideración. 

M.  Ugarte. 
Mariano  A.  Pinedo. 
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Decreto  de  la  Intervención,  anulando  la  elección  prac- 
tica el  día  29  de  Marzo,  en  la  6^  Sección  Electoral, 
y  disponiendo  la  formación  de  nuevos  padrones  en 
las  Secciones  I*,  3%  5*  y  6*. 

La  Plata,  Jnnio  27  de  1903. 
CONSroERANDO: 

I®  Que  esta  Intervención  ha  sido  decretada  en  cumpli- 
miento de  la  Ley  número  4175  del  H.  Congreso,  de  fecha 
6  del  corriente,  á  efecto  de  garantir  la  organización  y 
funcionamiento  de  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires; 

2*»  Que  el  conflicto  que  ha  motivado  nace  del  decreto 
del  P.  E.  Provincial,  de  fecha  28  del  pasado  Abril,  por  el 
que  no  se  reconoce  como  miembros  de  la  H.  Cámara  á 
los  proclamados  electos  en  la  sesión  del  22  del  mismo 
mes; 

3"  Que  la  Intervención,  por  lo  tanto,  debe  pronunciarse 
sobre  el  referido  escrutinio,  previo  estudio  de  las  elecciones 
que  se  dicen  practicadas  en  la   6*    Sección; 

4®  Que  esto  es  un  derecho  indiscutible,  pues  el  Comisio- 
nado Nacional  encargado  de  llevar  á  una  Provincia  la  in- 
tervención, se  substituye  á  la  autoridad  local,  y  en  repre- 
sentación de  la  soberanía  de  la  Nación  asume  toda  la  au- 
toridad conducente  á  llenar  por  sí  sólo  los  fines  de  la 
Intervención; 

5 o  Que  si  bien  es  cierto,  que  el  artículo  82  de  la  Cons- 
titución de  la  Provincia  establece  que  «cada  Cámara  es 
Juez  exclusivo  de  las  elecciones  de  sus  miembros  y  de  la 
validez  de  sus  títulos >,  ello  debe  entenderse  que  es  sólo  con 
relación  á  los  otros  poderes  de  la  Provincia,  pero  no  con 
respecto  al  Gobierno  Federal,  pues  no  podría  sostenerse 
que  éste  carece  de   las  facultades  necesarias    para    cumplir 
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eficazmente  los  mandatos  de  la  Constitución  ó  de  las  leyes 
nacionales,  cuando  disponen  la  Intervención  federal  en  una 
provincia; 

6**  Que  del  prolijo  estudio  que  la  Intervención  ha  hecho 
de  todos  los  antecedentes  relativos  á  la  elección  aprobada 
por  la  H.  Cámara,  resulta  que  la  Junta  creada  por  el  ar- 
tículo 7*^  de  la  Ley  Electoral,  ha  estado  en  lo  cierto  al 
afirmar  que  no  existían  elementos  para  practicar  un  es- 
crutinio; 

70  Que  la  H  Cámara,  entonces,  no  ha  podido  proclamar 
electos  diputados,  á  ciudadanos  que  no  tienen  mandato  po- 
pular, como  que  ello  importa  arrogarse  facultades  electivas, 
desnaturalizando  así  las  bases  fundamentales  del  sistema  re- 
presen tativo  republicano  de  Gobierno; 

8"  Que  una  vez  pronunciada  la  anulación  de  aquel  es- 
crutinio, habrá  que  convocar  á  eleciones  de  Diputados  á 
cuatro  de  las  secciones  en  que  se  halla  dividida  la  Provin- 
cia, pues  la  5*  y  la  6*  carecen  de  representación  en  la  H.  Cá- 
mara y  hay  que  elegir  también  un  Diputado  por  la  i'*^  y 
otro  por  la  3*. 

g^  Que  á  este  fin,  y  con  el  propósito  de  ofrecer  las  más 
amplias  seguridades  al  ejercicio  del  derecho  electoral  para 
la  reconstrucción  de  una  de  las  ramas  del  Poder  Legisla- 
tivo de  la  Provincia,  se  hace  necesario  renovar  los  actuales 
padrones  por  ser  ellos  defectuosos  y  porque  cualquier  acto 
electoral  que  se  realizara  sobre  la  base  de  los  mismos,  ado- 
lecería de  vicios  originarios  que  es  conveniente  eliminar. 

Por  estas  consideraciones,  el  Interventor  Nacional, 


RESUELVE: 

1**  Declarar  nula  y  sin  efecto  alguno  la  elección  practi- 
cada el  día  29  de  Marzo  del  corriente  año,  en  la  6'^  sección 
electoral. 
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2  o  Proceder  á  la  renovación  de  los  actuales  padrones 
electorales  de  las  secciones  i*^,  3*,  5*  y  6*. 

3®  Convocar  oportunamente  á  elecciones  de  diputados  al 
pueblo  de  esas  cuatro  secciones. 

4°  Asumir,  llegado  el  caso,  la  autoridad  local  necesaria 
al  efecto  de  garantir  la  formación  del  empadronamiento  y 
demás  actos  electorales  que  se  realicen  sobre  él. 

5**  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.  Estrada, 

Secretario. 


Decreto  de  la  Intervención,  adoptando  para  las  sec- 
ciones !■,  3%  5*  y  6%  el  Padrón  Nacional  á  levan- 
tarse, de  acuerdo  con  la  Ley  de  Elecciones  Nacio- 
nales, en  los  dias  15.  16  y  17  de  Agosto. 

La  Plata,  Julio  8  de  1903. 
CONSIDERANDO: 

i®  Que  de  acuerdo  con  lo  resuelto  por  esta  Intervención 
con  fecha  27  de  Junio  próximo  pasado,  debe  procederse  á 
la  renovación  de  los  actuales  padrones  electorales  de  las 
secciones  i*,  3*,  5»  y  6*; 

20  Que  esta  operación,  si  se  lleva  á  cabo  de  conformidad 
con  lo  que  dispone  la  Ley  Electoral  de  la  Provincia,  y  da- 
dos los  plazos  demasiado  largos  que  ella  establece  y  las 
erogaciones  muy  crecidas  que  impone,  retardaría  la  norma- 
lización constitucional  de  la  Provincia,  y  se  la  perjudicaría 
también  en  sus  intereses  si  se  optara  por  su  aplicación; 

3*'  Que  concurre  en  el  presente  caso  la  circunstancia  de 
que  va  á  procederse  en  breve  á  levantar    el  padrón  nació- 
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nal  en  la  Provincia,  de  acuerdo  con  la  nueva  Ley  de  Elec- 
ciones Nacionales; 

4**  Que  no  habría  razón,  entonces,  para  obligar  á  la  Pro- 
vincia á  soportar  los  inconvenientes  de  un  doble  empadro- 
namiento, y  menos  si  se  tiene  en  cuenta  que  la  Interven- 
ción podrá  tomar  todas  las  medidas  que  considere  necesarias 
para  garantir  la  formación  de  ese  padrón. 

5^^  Que,  además,  el  sorteo  de  las  comisiones  inscriptas,  ha 
sido  hecho  con  todas  las  formalidades  de  la  ley,  por  la 
Junta  Electoral. 

Por  estas  consideraciones. 

El  Interventor  Nacional — 

resuelve: 

i"  Adoptar,  á  los  fines  del  decreto  de  esta  Intervención, 
de  fecha  27  de  Junio  último,  en  la  parte  que  corresponda 
á  las  secciones  i*,  3*,  5*  y  6*,  el  padrón  electoral  que  se 
levantará  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artículos  33 
y  121,  inciso  4**,  de  la  Ley  de  Elecciones  Nacionales,  en  los 
días  quince,  diez  y  seis  y  diez  y  siete  de  Agosto  próximo. 

2°  Fijar  en  oportunidad  la  forma  y  plazo  en  que  se  ha 
de  proceder  para  la  depuración  de  dicho  padrón,  tratando 
de  abreviar  los  términos  en  lo  posible. 

3^^  Tomar,  cuando  el  caso  llegue,  todas  las  medidas  ne- 
cesarias para  que  el  empadronamiento  se  lleve  á  cabo  con 
la  debida  corrección  é  imparcialidad. 

4**  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A.    Estrada, 

Secretario. 
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Decreto  de  la  Intervención,    determinando  la  forma  y 
plazos  para  la  depuración  del  Padrón  Provincial 

La  Plata,  Junio  21  de  1903. 

Siendo  necesario  á  los  fines  del  decreto  de  esta  Inter- 
vención, de  fecha  8  del  corriente,  establecer  la  forma  y 
plazos  en  que  se  ha  de  proceder  para  la  depuración  del  pa- 
drón electoral  que  se  levantará  en  los  días  quince,  diez  y 
seis  y  diez  y  siete  de  Agosto  próximo, 

El  Interventor  Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  I  o  Las  comisiones  inscriptoras  encargadas  de 
levantar  el  padrón  nacional  en  los  partidos  correspondientes 
á  las  secciones  rS  y,  5*  y  6 Me  la  Provincia,  quedan  bajo 
la  autoridad  y  vigilancia  de  la  Intervención,  á  cuyas  ins- 
trucciones deberán  sujetarse  en  todo  lo  que  se  relacione 
con.  el  empadronamiento. 

Art  2 »  Dichas  comisiones  ordenarán  lo  necesario  para  que 
se  haga  en  esos  partidos  un  duplicado  de  la  inscripción,  en 
los  formularios  que  al  efecto  se  les  remitirá  por  el  P.  E. 
de  la  Provincia. 

Art.  3  *  Tales  duplicados  servirán  exclusivamente  para  la 
formación  de  los  padrones  definitivos  provinciales,  y  se  harán 
sobre  ellos  todas  las  operaciones   tendientes  á  este  fin. 

Art.  4''  Las  listas  de   electores  á  que  se  refiere  el  art.  37 
de   la  Ley  de    Elecciones    Nacionales,   deberán  quedar  ter 
minadas  el  25  de  Agosto  y    serán  publicadas  antes    del  30 
del   mismo  mes. 

Art.  5'  Las  reclamaciones  por  falta  de  inscripción  ó  por 
inscripción  indebida,  se  deducirán  por  escrito,  en  papel  sim- 
ple, ante  las  coinisiones  inscriptoras,  desde  el  r*  hasta  el 
15  de  Septiembre. 
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Art.  6**  Esas  comisiones,  lo  mismo  que  los  jueces  fede- 
rales ante  quienes  podrá  apelarse  de  cualquiera  resolución 
de  aquéllas,  procederán  en  todo  de  conformidad  con  lo 
preceptuado  en  los  artículos  40,  41  y  42  de  la  Ley  de 
Elecciones  Nacionales. 

Art.  70  Resueltas  las  tachas,  las  comisiones  inscriptoras 
formarán  el  padrón  de  cada  sección,  á  los  efectos .  de  las 
elecciones  provinciales,  dividiéndolo  en  series  numeradas  de 
doscientos  cincuenta  electores,  y  procederán  en  lo  demás  con 
sujeción  á  lo  establecido  en  el  art.  43  de  la  Ley  de  Elec- 
ciones ya  citada. 

Art.  8**  La  Junta  Electoral  formará,  previa  las  rectifica- 
ciones del  caso,  los  padrones  definitivos  que  correspondan 
á  las  secciones  electorales  i^,  3\  5^*  y  6%  disponiendo  se 
saquen  tres  copias  de  esos  padrones. 

Art.  9*^  Estas  copias  deberán  ser  remitidas,  una  á  la  In- 
tervención Nacional,  otra  al  H.  Senado  y  la  tercera  á  la 
H.  Cámara  de  Diputados    de  la  Provincia. 

Art.  10.  Se  aplicarán  las  penas  establecidas  por  la  Ley 
de  Elecciones  Nacionales,  á  todos  los  que  violen  sus  dis- 
posiciones. 

Art.   II.  Comuniqúese,  publíquese  y   archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Car  ¿os    A.   Estrada^ 

Secretario. 


Nota  de  la  Junta  Electoral  Nacional  de  la  Provincia^ 
manifestando  que  entiende  que  sus  funciones  y 
atribuciones  no  pueden  ser  extendidas  por  Decreto, 
á  lieclios  ajenos  á  la  Ley  del  Cong^reso,  que  la  ha 
creado. 

La  Plata,  Julio  24  de  1903. 

Al  señor  Interventor  Nacional,  doctor  Luis  B.  Molina. 

Esta  Junta  ha  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  de  V.  E. 
á  la  que    se  sirve  acompañar,    á   sus  efectos,  el  decreto  de 
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esa  Intervención  relativo  á  la  reorganización  del  Padrón 
Electoral  que  deberá  servir  para  las  elecciones  pro  unciales 
en  las  secciones  i*,  3*,  5*  y  6*,  de  esta  Provincia. 

Al  acusar  recibo  de  aquella  comunicación,  esta  Junta 
debe  manifestar  á  V.  E.  que  habiendo  sido  creada  por  una 
ley  del  Congreso  Nacional,  que  ha  determinado  sus  funcio- 
nes y  atribuciones,  entiende  que  no  pueden  ser  aquéllas 
extendidas  á  otros  actos  ajenos  á  dicha  ley,  por  Decreto 
como  el  que  le  ha  sido  remitido  y  que  debe  limitar  su  acción 
á  los  que  aquella  ley  le  confiere. 

Si  en  cualquiera  otra  forma  fuera  solicitado  el  concurso 
de  esta  Junta,  á  los  fines  de  la  Intervención  á  cargo  de 
V.  E.,  le  será  satisfat^torio   prestarlo. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

Marcelino  Escalada. 

Presidente. 

Adolfo  Saldms — Dalmiro  Alsina. 
Ante  mí  — 

C.  García  Tolsa, 


Nota  de  la  Intervención,  contestando  la  anterior  y  es- 
tableciendo el  verdadero  alcance  del  Decreto  de 
fecha  21  de  Julio,  en  lo  referente  á  la  misión  por 
él  confiada  á  la  Junta  Electoral. 

La  Plata,  Julio  25  de  1903. 

Al  señor  Presidente    de    la    Junta   Electoral  Nacional,    don 
Marcelino  Escalada. 

Tengo  el  honor  de  poner  en  conocimiento  de  esa  H.  Junta, 
que  obra  en  mi  poder  su  nota  fecha  de  ayer,  en  la  cual, 
al  acusar  recibo  de  la  de  esta  Intervención,  de  fecha  21  de 
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este  mismo  mes,  manifiesta:  que  habiendo  sido  ella  creada 
por  una  ley  del  Congreso  Nacional,  que  le  determina  sus 
funciones  y  atribuciones,  entiende  que  no  pueden  ser  aquellas 
extendidas  á  otros  actos  ágenos  á  dicha  ley,  por  Decreto, 
como  el  que  le  ha  sido  remitido,  y  que  debe  limitar  su 
acción  á  los  que  aquella  ley  le  confiere. 

Agrega,  que  si  en  cualquier  otra  forma  fuere  solicitado 
el  concurso  de  esa  Junta,  á  los  fines  de  la  Intervención  á 
mi  cargo,  le  será  satisfactorio  prestarlo. 

Lamento,  señor  Presidente,  que  se  haya  atribuido  al  De- 
creto de  esta  Intervención,  de  fecha  21  del  corriente,  otro 
alcance  que  el  que  tiene.  La  Intervención  no  ha  pretendido 
al  dictarlo,  que  esa  Junta  falte  á  sus  deberes,  extralimitando 
sus  funciones  y  atribuciones  claramente  establecidas  por  la 
Ley  de  Elecciones  Nacionales.  Ha  querido  tan  sólo  dar  una 
prueba  de  imparcialidad,  confiando  á  su  alto  patriotismo  el 
contralor  del  empadronamiento  provincial,  que  será  hecho 
según  está  resuelto,  sobre  la  base  del  nacional,  procedimiento 
á  todas  luces  ventajoso  para  la  Provincia,  dadas  las  in- 
gentes sumas  que  de  ese  modo  se  le  ahorran,  y  porque  se 
conseguirá  así  en  breve  espacio  de  tiempo  su  normalización 
constitucional. 

Vale  esto  decir,  que  la  Intervención  no  ha  entendido  am- 
pliar las  facultades  de  esa  Junta  Electoral  Nacional,  sino 
constituir  á  las  personas  que  la  forman  en  junta  especial 
para  que  intervengan  en  los  casos  y  á  los  fines  que  se  de- 
terminan en  el  mencionado  Decreto  de  esta  Intervención, 
de  fecha  21   del    mes  corriente. 

Dado  el  prestigio  de  que  gozan  los  miembros  de  esa 
Junta,  no  habría  tenido  justificación  el  formar  otra,  tanto 
porque  sus  nombres  son  garantía  de  imparcialidad  y  acierto 
como  por  estar  ella  reunida  y  ejerciendo  sus  funciones,  á 
los  efectos  de  la  Ley   núm.  4161. 

La  Intervención,  pues,   no  vaciló  en  proceder  como  lo  ha 
hecho,  y  se  felicita  de   que  la  Junta  Electoral  Nacional,  sal- 
ir. 9 
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vando  sus  escrúpulos  legales,  le  ofrezca  su  concurso  sin 
restricción  alguna,  para  el  mejor  desempeño  de  su  delicada 
misión. 

Al  aceptar  tan  patriótico  ofrecimiento  y  en  la  esperanza 
de  que  las  anteriores  explicaciones  habrán  disipado  las  dudas 
de  esa  H.  Junta,  sobre  los  propósitos  del  mencionado  de- 
creto, me  es  gfrato  saludar  al  señor  Presidente  con  mi  con- 
sideración más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.    Estrada, 

Secretario. 


NOTA  CIRCULAR 


Instrucciones  á  los  presidentes  de  ias  comisiones  ins- 

criptoras 


La  Plata,  Agosto  1«  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la  Comisión  Inscriptora  de ... . 

Para  su  conocimiento  y  demás  efectos,  remito  á  Vd.  copia 
legalizada  del  Decreto  de  esta  Intervención,  de  fecha  2 1  de 
Julio  próximo  pasado,  por  el  que  se  establece  la  forma  y 
plazos  en  que  se  ha  de  proceder  á  la  depuración  del  padrón 
electoral  en  la  Provincia. 

No  dudo  que  la  Comisión  Inscriptora  que  Vd.  preside  ha 
de  poner  en  el  desempeño  de  la  difícil  tarea  que  se  le  en- 
comienda, todo  el  celo  y  patriotismo  necesarios  para  que 
el  censo  electoral  de  ese  Partido  sea  la  expresión  numérica 
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exacta  de  los  ciudadanos  que  se  hallen  en  condiciones  de 
inscribirse. 

Como  lo  establece  el  referido  Decreto,  esa  Comisión  de- 
berá ordenar  lo  que  corresponda  para  que  se  haga  por  las 
subcomisiones  ó  inscriptores  de  cada  cuartel,  un  duplicado 
(ó  copia)  de  la  inscripción.  Esos  duplicados  ó  copias,  debi- 
damente autorizadas,  servirán  de  base  para  la  formación  de- 
finitiva del  padrón  provincial. 

También  deberá  la  Comisión  recomendar  á  los  inscrip- 
tores el  mayor  celo  y  escrupulosidad  en  el  desempeño  de 
su  cometido,  haciéndoles  conocer  todas  las  disposiciones  per- 
tinentes de  la  Ley  de  Elecciones  Nacionales,  como  asimismo 
las  responsabilidades  y  penas  que  ella  establece. 

Creo  conveniente  á  este  fin  transcribir  el  artículo  103  de 
dicha  ley,  que  dice  así:  «Será  culpable  del  delito  previsto 
y  penado  por  el  artículo  doscientos  ochenta  y  uno — primera 
parte— del  Código  Penal,  todo  inscriptor  ó  escrutador,  ó 
persona  que  intervenga  en  la  formación  del  Registro  Cí- 
vico ó  en  los  registros  electorales  que  en  cualquier  forma 
falsifique,  adultere,  destruya,  substraiga  ó  modifique,  antes, 
durante  ó  después  de  la  inscripción,  los  registros,  actas  ó 
documentos  electorales.  Las  personas  que  sin  ejercer  ^argo 
legal  cooperen,  concurran  ó  faciliten  la  falsificación,  adul- 
teración, destrucción,  substracción  ó  modificación  de  dichos 
documentos,  sufrirán  la  pena  establecida  en  el  segundo  pá- 
rrafo del  artículo  citado». 

Será,  pues,  castigado  con  tres  á  seis  años  de  penitenciaría 
é  inhabilitación  perpetua  para  cargos  de  la  misma  clase  y 
multa  de  doscientos  á  dos  mil  pesos,  cualquier  miembro  de 
esa  Comisión  ó  inscriplor  que  cometa  alguno  de  los  delitos 
mencionados.  Y  si  el  delito  fuese  cometido  por  un  particular» 
la  pena  será  de  prisión  por  uno  á  tres  años  é  inhabilita- 
ción por  doble  tiempo  y  multa  de  cien  á  mil  pesos  (ar- 
tículo 281,   Código  Penal). 

El  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  debe  remitir  á  Vd.  en 
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breve,  si  no  lo  ha  hecho  aún,  los  formularios  que  sean  ne- 
cesarios para  llenar  los  fines  del  Decreto  cuya  copia  acom- 
paño. Así  que  los  reciba,  tendrá  Vd.  á  bien  comunicár- 
Tnelo. 

Excuso  decirle  que  puede  dirigirse  á  esta  Interven* non 
•en  consulta,  siempre  que  lo  necesite:  ya  sea  para  aclarar 
dudas  ó  para  tomar  medidas  que  se  relacionen  con  el  em- 
padronamiento y  que  no  estén  expresamente  autorizadas 
por   la  ley. 

En  la  seguridad  de  que  esa  Comisión  ha  de  contribuir 
por  todos  los  medios,  á  que  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
tenga  un  padrón  de  verdad,  me  es  grato  saludar  á  Vd.  aten- 
tamente. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.  Estrada. 

Secretario. 


Decreto  ordenando  el  empadronamiento  de  los  ciuda- 
danos de  diez  y  siete  años  y  complementando  las 
medidas  tomadas  para  asegurar  la  formación  de 
los  padrones  provinciales,  en  las  secciones  1%  3% 
6*  y  6». 

La  Plata,  Agosto  10  de  1903. 
CONSIDERANDO  : 

I  o  Que  ha  llegado  la  oportunidad  de  complementar  las 
medidas  tomadas  para  asegurar  la  formación  de  los  padro- 
nes provinciales,  en  las  secciones   i*,  3^  5*  y  6*. 

2°  Que  con  arreglo  á  la  Ley  de  Elecciones  Nacionales, 
sólo  son  electores  los  ciudadanos  mayores  de   diez  y  ocho 
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años  de  edad,  mientras  que  por  la  de  la  Provincia  lo  son 
también   los 'de  diez  y  siete; 

3°  Que  por  consiguiente  se  impone  que  éstos  sean  ins- 
criptos, pues  si  así  no  se  hiciera  resultaría  incompleto  el 
padrón  provincial; 

4**  Que  además  es  conveniente  fijar  desde  ahora  el  plazo 
dentro  del  cual  podrán  exigir  su  inscripción  los  ciudadanos 
que  no  hubiesen  sido  empadronados  durante  los  días  quince 
diez  y  seis  y  diez  y  siete  del  mes  corriente;  ' 

El   Interventor  Nacional, 


DECRETA : 


Articulo  I**  Las  Comisiones  inscriptoras  de  los  partidos 
que  componen  las  secciones  i»,  3*,  5*  y  6*,  darán  á  las 
subcomisiones  ó  inscriptores  del  Cuartel  las  instrucciones 
necesarias  para  que,  independientemente  del  duplicado  (ó 
copia)  del  padrón  nacional,  hagan  la  inscripción  de  los  ciu- 
dadanos de  diez  y  siete  años  de  edad,  en  pliegos  ó  for- 
mularios separados. 

Art.  2°  Estos  pliegos,  una  vez  firmados  por  los  inscrip- 
tores, serán  remitidos  á  las  comisiones  respectivas,  junto  con 
los  duplicados  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior. 

Art.  3°  Dichas  comisiones  harán  las  listas  de  electores  en 
la  forma  que  se  determina  en  el  artículo  37  de  la  Ley  de 
Elecciones  Nacionales,  y  ordenará  su  publicación  por  me- 
dio de  carteles,  conforme  á  lo  prescripto  en  los  artículos 
28  y    38  de  la  misma  ley. 

Art.  4°  Todo  ciudadano  que  por  cualquiera  causa  no 
hubiese  sido  inscripto  durante  los  días  designados  al  efec- 
to (15,  16  y  17  del  actual),  podrá  pedir  su  inscripción 
hasta  el   25  del  corriente,  á  la  comisión   inscriptora  que  co- 
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rresponda,  y  ésta  deberá  ordenarla  una  vez  llenados  todos 
los  requisitos  de  la  ley. 

Art.  5**  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A,  Estrada. 

Secretario 


Nota  al  señor  Juez  Federal  de  La  Plata,  comunicándole 
haber  sido  designado  para  conocer,  en  grado  de 
apelación,  de  las  resoluciones  de  las  comisiones 
inscriptoras,  en  ios  Juicios  de  tachas. 

La  Plata,  Septiembre  10  de  1903. 

Señor  Juez  Federal  de  La  Plata,  Dr.  Marcelino  Escalada. 

Por  el  artículo  6°  del  Decreto  de  2 1  de  Julio  del  corriente 
año,  de  esta  Intervención,  fué  designado  V.  S.  para  conocer 
en  grado  de  apelación,  de  las  resoluciones  que  las  comi- 
siones inscriptoras  pronuncien  en  los  juicios  por  falta  de 
inscripción,  ó  por  inscripción  indebida,  motivados  por  el 
empadronamiento  provincial. 

Esperando  de  su  patriotismo  que  no  se  negará  á  prestar 
este  servicio  á  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  concurriendo 
á  facilitar  la  realización  de  los  altos  fines  que  se  propuso 
el  Poder  Federal,  al  decretar  la  intervención,  me  es  grato 
saludar  á  V.  S.   con  mi  consideración   más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.  Estrada. 

Secretario, 
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Se  hace  saber  ai  señor  Juez  Federal  de  Bahfa  Blanca, 
que  ha  sido  designado  para  conocer,  en  grado  de 
apelación,  de  las  resoluciones  de  las  comisiones 
inscriptoras  en  los  Juicios  de  tachas. 


Telegrama  oficiaL 

La  Plata,  Septiembre  10  de  1903. 

Señor  Juez  Federal  de  Bahía  Blanca,  Dr.  Gregorio  Uriarte. 

Bahía  Blanca. 

Por  Decreto  de  21  de  Julio  último,  esta  Intervención  ha 
designado  á  V.  S.  para  conocer,  en  grado  de  apelación  de 
los  juicios  sobre  faltas  de  inscripción  ó  inscripción  indebida, 
motivados  por  el  empadronamiento  provincial. 

Al  hacerlo,  se  ha  tenido  en  cuenta  su  notoria  competen- 
cia y  la  alta  autoridad  que  V.  S.  inviste. 

Esperando,  pues,  de  su  patriotismo,  que  no  negará  este 
servicio  á  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  concurriendo  así 
á  facilitar  la  realización  de  los  elevados  fines  que  se  propuso 
el  Poder  Federal  al  decretar  la  Intervención,  me  es  grato 
saludar  á  V.  S.  con  mi  consideración  más  distingruida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A,  Estrada. 

Secretario 


—  136  — 

Contestación  al  telegrama  anterior 

Telegrama  oficial. 

Babia  Blaca,  Septiembre  10  de  1903. 

Señor  Interventor  Nacional,  Dr.  Luis  B.  Molina. 

La  Plata. 

Acuso  recibo  al  telegrama  de  V.  E.,  fecha  de  hoy.  Acepto 
gustoso  la  designación  con  que  V.  E.  se  ha  dignado  hon- 
rarme por  Decreto  de  esa  Intervención,  de  la  cual  recién 
tengo  conocimiento,  y  prometo  desempeñar  dicho  cargo 
dentro  de  las  prescripciones  que  la  ley  me  inviste. 

Saluno  á  V.  E.  con  la  consideración  más  distinguida. 

Gregorio  Uriarte. 

Jueis  Federal. 


Nota  del  señor  Juez  Federal  de  Bahia  Blanca,  ratifi- 
cándose en  los  términos  de  su  telegrama,  de  fecha 
10  de  Septiembre. 

Bahía  Blanca,  Septiembre  11  de  1903. 

Al  señor  Interventor  Nacional,  Dr.  Luis  B.  Molina. 

La  Plata. 

Ratificándome  en  los  términos  de  mi  telegrama  de  ayer, 
me  es  grato  reiterar  á  V.  E.  la  aceptación  de  las  funciones 
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que,  por  Decreto  de  esa  Intervención,  se  me  han  conferido, 
para  entender  en  grado  de  apelación  en  los  reclamos  á  que 
dé  lugar  el  padrón  electoral  de  la  provincia. 

Entiendo,  Excmo,  Señor,  que  habré  de  proceder  con  su- 
jeción á  las  reglas  establecidas  para  el  caso  en  la  Ley  Na- 
cional número  4161;  y  si  así  no  fuese,  ya  quQ  se  trata  de 
una  función  nacional,  aún  cuando  perfectamente  regular 
dentro  de  los  fines  y  facultades  de  la  Intervención,  pido  á 
V.  E.  se  sirva  remitirme  la  documentación  legal  y  formu- 
larme las  indicaciones  que  al  respecto  creyere  oportunas. 

Asimismo,  ruégole  me  adjunte  en  copia  legalizada  el  De- 
creto de  la  referencia. 

Cábeme  el  honor,  con  tal  motivo,  de  saludar  á  V.  E.  con 
mi  consideración  distinguida. 

Gregorio  Uriarte. 


Nota  del  Juez  Federal  de  La  Plata,  contestando  la  que, 
con  fecha  lO  de  Septiembre  le  dirigió  la  Interven- 
ción. 

La  Plata,  Septiembre  11  de  1903. 

Al  señor  Interventor  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  doc- 
tor Luis  B.  Molina. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  de  V.  E.,  fe- 
cha de  ayer,  en  la  que  comunica  haberme  designado  para 
conocer,  en  grado  de  apelación,  de  las  resoluciones  que  las 
comisiones  inscriptorstó  pronuncien  en  los  juicios  por  falta 
de  inscripción  ó  por  inscripción  indebida,  motivados  por  el 
empadronamiento  provincial. 

Muy  satisfactorio  me  hubiera  sido  poder  aceptar  la  patrió- 
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tica  cuanto  dignísima  tarea  que  el  Decreto  de  V.  K  de 
fecha  2  1  de  Julio  próximo  pasado  se  ha  dignado  encomen- 
darme, si  no  creyera  que  al  aceptarla  desnaturalizaría  las 
funciones  peculiares  del  cargo  que  desempeño. 

Temo,  señor  Interventor,  que  las  resoluciones  que  en  tal 
carácter  fuera  llamado  á  pronunciar,  no  tuvieran  por  parte 
de  los  ciudadanos  de  esta  Provincia,  ese  acatamiento  res- 
petuoso que  es  tan  necesario  para  el  prestigio  del  Poder 
Judicial  Federal,  cuando  sus  resoluciones  emanan  de  la  única 
fuente  capaz  de  conferirle  jurisdicción:  la  Constitución  y  las 
leyes  del  Congreso. 

En  el  caso  del  Decreto  de  V.  E.,  las  resoluciones  del 
infrascripto  tendrían  fuerza  obligatoria  en  sí,  pero  podrían 
ser  controvertibles  en  cuanto  á  la  legitimidad  de  su  origen, 
con  mengua  del  Poder  Judicial  Federal,  que,  por  otra  parte, 
carece  en  absoluto  de  imperíum  para  inmiscuirse  directa  ó 
indirectamente  en  actos  eminentemente  políticos  del  Gobierno 
Nacional,  como  son  los  que  V.  E.  desempeña  en  estos  mo- 
mentos en  la  Provincia. 

Me  es  grato  saludar  al  señor  Interventor  con  la  consi- 
deración más  distinguida. 

Marcelino  Escalada. 
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Decreto  nombrando  Juez  «ad  hoc»,  al  doctor  Baldo- 
mero  García  Quirno,  para  conocer,  en  grado  de 
apelación,  de  ios  Juicios  por  falta  de  inscripción  ó 
por  inscripción  indebida,  motivados  por  el  empadro- 
namiento provincial. 


La  Plata,  Septiembre  11  de  1903. 


CONSIDERANDO: 


1°  Que  por  Decreto  de  esta  Intervención,  de  fecha  21 
de  Julio  último,  quedó  establecido  que  podría  apelarse  para 
ante  los  jueces  federales,  de  cualquiera  resolución  de  las 
comisiones  inscriptoras  en  los  juicios  por  falta  de  inscrip- 
ción ó  por  inscripción  indebida,  motivados  por  el  empa- 
dronamiento provincial; 

2"  Que  de  los  dos  jueces  federales  con  que  cuenta  la 
Provincia,  sólo  uno,  el  doctor  Gregorio  Uriarte,  ha  acep- 
tado la  designación,  habiendo  el  otro  declinado  el  honor 
que  se  le   hacía; 

3'*  Que  es  necesario,  entonces,  designar  el  funcionario  que 
ha  de  reemplazar  al  Juez  doctor  Escalada,  y  esto  debe  ha- 
cerse de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  3®  de  la 
Ley  número  4.162  del  Honorable  Congreso  é  inciso  2**  del 
artículo  25  de  la  Ley  de  Elecciones  Nacionales,  dado  que 
conviene  aplicar  en  lo  posible  sus  disposiciones: 

El  Interventor  Nacional — 


DECRETA: 

Artículo  I**  Nómbrase  Juez  ad  hoc,  á  los  efectos  del  ar- 
tículo 6®  del  Decreto  de  2 1  del  pasado  Julio,  al  señor  Pro- 
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curador  Fiscal  Federal  de  La  Plata,  doctor  Baldomcro  Gar- 
cía Quírno. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese   y  archívese. 

Luis  B  Molina. 
Carlos    A,    Estrada, 

Secretario. 


Nota  del  doctor  Garofa  Quirno,  aceptando  ei  cargo  de 
Juez  <ad  hoc».  á  los  efectos  del  articulo  6<^  del  De- 
creto de  21  de  Julio. 


La   Plata,  Septiembre  11  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Interventor    Nacional  en   la  Provincia  de 
Buenos  Aires,    doctor  Luis  B.  Molina. 

He  recibido  la  nota  de  V.  E.  adjuntándome  copia  del 
Decreto  de  la  Intervención,  en  el  cual  se  me  nombra  Juez 
ad  hoc,  á  los  efectos  del  artículo  6**  del  Decreto  de  21  de 
Julio  próximo  pasado. 

Acepto  el  cargo,  y  agradezco  íntimamente  el  honor  que 
V.  E.  me  dispensa. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  más  alta  consideración. 

Baldomero  García  Quírno. 
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Decreto  reglamentando  la  formación  de  los  padrones 

electorales 


La  Plata,  Septiembre  14  de  1903. 


CONSIDERANDO: 


1°  Que  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  artículo  7  del 
Decreto  de  esta  Intervención,  de  fecha  21  de  Julio  último, 
las  comisiones  inscriptoras  deben  hacer  el  padrón  electoral, 
una  vez  resueltas  las  tachas,  en  la  forma  que  el  mismo  ar- 
ticulo establece; 

2^  Que  ello  no  obsta  á  que  se  llenen  también  los  requi- 
sitos que  exige  la  segunda  parte  del  inciso  2®  del  artículo  18 
de  la  Ley  Electoral  de  la  Provincia; 

3°  Que  conviene  además  evitar  demoras,  como  asimismo 
los  gastos  que  la  publicación  del  padrón    demandaría; 

El  Interventor  Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  1°  Cada  Comisión  Inscriptora  procederá,  vencido 
el  período  de  tachas,  á  formar  el  padrón  electoral  del  dis- 
trito respectivo,  por  cuarteles  y  por  orden  alfabético,  ha- 
ciendo la  numeración  sucesiva  de  todos  los  electores  ins- 
criptos. 

Art.  2^  Esas  comisiones  dsben  ajustarse  en  lo  demás  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  7°  del  Decreto  de  esta  Interven- 
ción, ya  citado. 

Art.  30  Del  padrón  así  formado  se  hará  una  sola  copia 
manuscrita,  en  los  cuadernos  que  obran  en  poder  de  las 
comisiones,  y  ella  deberá    ser   remitida  con  las  listas  origi- 
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nales  de  los  inscnptores,  á  la  Junta  Electoial,  á  la  breve- 
dad posible,  en  la  forma  y  á  ios  fines  del  mencionado  ar- 
ticulo 7**  del  Decreto  de  esta  Intervención,  de  21  de  Julio 
próximo  pasado. 

Art.  4*  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B,  Molixa- 
C arlos  A.    Estrada^ 


Decreto,  nombrando  Secretario  y  Escribiente  del  Juz- 
gado especial,  á  cargo  del  doctor  García  Químo 

La  Plata,  Septitr.i're  16  de  1903. 

Vista  la  propuesta  hecha  p^r  el  señor  Juez  aJ  h-c^  doc- 
tor Baldomero  García   Quirno, 

El  Interventor   Xacional — 

DECRETA: 

Artículo  I®  X'!»mbrase  Secretar¡.">  del  Juzgado  esj>ecial  á 
su  cargo,  al  Escribano  sen  :>r  Carlos  García  T^lsa,  y  Elscri- 
bieníe  del  mismo  Juzgado,  al   señ>r  EspirMión  ^^ánchez. 

Art-  2**  Comuniqúese  y  archívese. 

Lurs  B.  Molina- 
Caries   A.    Kstnida, 


_^ 
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Decreto  convocando  á  elecciones  de  Diputados,  al  pue- 
bio  de  las  secciones  1%  3%  5^  y  6\ 


La  Plata,   Septiembre  18  de  1903. 


En  cumplimiento  de  la  Ley  número  4175  del  Honorable 
Congreso,  en  virtud  del  cual  se  halla  intervenida  la  Pro- 
vincia, y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  3®  del 
Decreto  de  esta  Intervención,  de  fecha  27  de  Junio  úl- 
timo. 

El  Interventor  Nacional — 


DECRETA : 

Artículo  1°  Convócase  á  elecciones  de  diputados  al  pue- 
blo de  las  secciones  i%  3^  5*  y  6*,  y  desígnase  para  la  ce- 
lebración del  acto  electoral,  el  Domingo  18  de  Octubie 
próximo. 

Art.  2°  La  i*  Sección  elegirá  un  Diputado  en  reemplazo 
del  señor  Benjamín  Paez;  la  3*  también  un  Diputado  en 
reemplazo  del  señor  José  A.  López;  la  5*  doce  Diputados 
en  reemplazo  de  los  señores  Pedro  A.  Campos,  Ignacio 
Freyre  Bustos,  José  González  Bonorino,  Adolfo  F.  Gómez, 
Luis  GanduUa,  Estanislao  A.  Garay,  Bernardo  de  Laferrére, 
José  López,  Horacio  Martínez,  Alberto  Ramos  Mexía,  Fran- 
cisco Lando,  José  Tomás  Sojo;  y  la  6*  trece  diputados  en 
reemplazo  de  los  señores  José  G.  Almada,  Ricardo  Ama- 
deo, Federico  Bunge,  Carlos  González  Bonorino,  Fernando 
González  Quiroga,  Guillermo  A.  Martínez,  Mariano  Maldo- 
nado,  Mariano    J.    Machado,   Pablo  L.  Palacios,  Sixto    Ro- 
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dríguez,  Alberto  Rosende  Mitre,  Carlos   J.  Salas    y    Fran- 
cisco Uzal. 

Art.  30  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A.    Estrada, 

Secretario. 


Decreto  encargando  del  sorteo  de  las  mesas  recepto- 
ras de  votos,  para  las  elecciones,  á  la  Junta  Elec- 
toral Nacional  del  Distrito  de  la  Provincia. 


La  Plata,  Septiembre  25  de  1903. 

Habiendo  sido  convocado  á  elecciones  de  diputados,  para 
el  Domingo  18  de  Octubre  próximo,  el  pueblo  de  las  sec- 
ciones I*,   3*,  5*  y  6*   de  la  Provincia,  y 

CONSIDERANDO: 

1°  Que  debe  procederse  á  la  designación  de  los  ciuda- 
danos que  han  de  formar  las  mesas  electorales  encargadas 
de  recibir,  registrar  y  contar  en  el  escrutinio  parcial,  los 
votos  de  los  electores; 

2°  Que  tal  designación  hay  que  hacerla  de  acuerdo  con 
lo  preceptuado  en  la  Ley  Electoral,  por  sorteo  entre  todos 
los  inscriptos  de  cada  serie,  que  sepan  leer  y  escribir; 

3"*  Que  de  los  actos  preparatorios  de  una  elección,  el 
sorteo  de  las  mesas  receptoras  de  votos  es  uno  de  los  más 
importantes  y  debe  estar  rodeado,  por  lo  mismo,  de  todas 
las  garantías  posibles; 

40  Que  la  Ley  de  Elecciones  Nacionales  encomienda  es- 


■i^ 
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ta  tarea  á  la  Junta  Electoral  de  Distrito,  compuesta  del 
Juez  Federal,  del  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia y  del  Vicegobernador  de  la  Provincia; 

5°  Que  es  de  alta  conveniencia  que  la  misma  Junta,  da- 
do el  favorable  concepto  de  que  goza,  haga  el  sorteo  de 
que  se  trata; 

6°  Que  á  esto  nada  se  opone,  desde  que  la  Intervenrión 
sólo  aplica  la  Ley  Electoral  de  la  Provincia,  en  cuanto  es 
posible  y  siempre  que  ello  no  contraríe  los  elevados  fines 
que  persigue; 

Por  estas  consideraciones, 

El  Interventor  Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  I"  Encárgase  del  sorteo  de  las  mesas  receptoras 
de  votos,  para  las  elecciones  que  tendrán  lugar  el  Domin- 
go 1 8  del  próximo  Octubre,  á  la  Junta  Electoral  Nacional 
del  Distrito  de  la  Provincia. 

Art  2®  El  sorteo  se  practicará  con  las  mayores  forma- 
lidades y  en  sesión  pública,  así  que  la  terminación  de  los 
registros  electorales  lo  permita  y  en  el  día  ó  días  que  la 
Junta  determine. 

Art.  3®  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese, 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A.    Estrada, 

Secretario. 


n.  10 
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Decreto  desisnando  el  Domingo  P  de  Noviembre  para 
la  celebración  del  acto  electoral  que  debia  tener 
lugar  el  18  de  Octubre. 


La  Plata,  Octubre  8  de  1903. 


CONSIDERANDO: 

1°  Que  la  Junta  Electoral  no  ha  recibido  aún  todos  los 
padrones  correspondientes  á  las  seccionas  i«,  3*,  5*7  6*  de 
la  Provincia; 

2°  Que  siendo  esto  así,  no  podrán  tenerse  con  la  antici- 
pación necesaria  las  copias  que  de  esos  padrones  debe  ha- 
cer dicha  Junta,  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 8°  del  Decreto  de  esta  Intervención,  de  fecha  21  de 
Julio  último; 

30  Que,  por  la    misma  razón,   tampoco   será  posible  ter« 
minar  el  sorteo  de  todas  las  mesas  receptoras    de  votos,  y 
menos  hacer  entrega  del  nombramiento  á  los  escrutadores 
antes  del  día  señalado  para  las  elecciones; 

4**  Que  esta  operación  de  suyo  delicada  requerirá  muchos 
días,  pues  son  grandes  las  distancias  á  recorrer  y  múltiples 
las  medidas  á  tomar,  para  que  la  distribución  de  esos  nom- 
bramientos sea  hecha  con  toda  corrección  y  escrupulosidad. 

5°  Que,  dadas  las  circunstancias  apuntadas,  será  también 
imposible  conseguir  antes  del  25  del  actual,  la  impresión 
de  los  registros  electorales  correspondientes  á  las  cuatro 
secciones  que  han  sido  convocadas  para  elegir  diputados  á 
la  Legislatura; 

Por  estas  consideraciones, 

El  Interventor  Nacional — 
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DECRETA: 


Artículo  I®  Señálase  el  domingo  !<>  de  Noviembre  pró- 
ximo para  que  tengan  lugar  las  elecciones  de  diputados,  á 
que  ha  sido  convocado  el  pueblo  de  las  secciones  i",  3'» 
5*  y  6*,  y  que  debían  verificarse  el  18  del  corriente. 

Art  2**  Ccmiuníquese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A.   Estrada, 

Secretario. 


Decreto  anulando  el  Padrón  Provincial  dpi  distrito  de 
General  Paz 


La  Plata,  Octubre  15  de  1903. 

Vistos  los  antecedentes  relacionad  ds  con  la  denuncia  sobre 
adulteraciones  hechas  en  el.  Registro  Electoral  de  General 
Paz,  de  los  que  resulta: 

1**  Que  en  la  copia  de  dicho  padrón  aparecen  como  anal- 
fabetos varios  ciudadanos  que,  según  las  constancias  de 
los  originales  respectivos,  saben  leer  y  escribir  correcta- 
mente; 

2°  Que  esta  disparidad  éntrela  copia  y  los  originales  del 
padrón,  es  tanto  más  inexcusable  cuanto  que  se  trata  en 
algunos  casos  de  ciudadanos  que,  á  ser  analfabetos,  no 
podrían  desempeña*  publíSV^^^^^  ^^  ^^  notorio  desempeñan 

3^  Que  es  de  t'  ».ncia,  por  lo  mismo,  quo  las  adul- 

teraciones han  sic  .  á  sabiendas  y  con  el  deliberado 

propósito  de  evitar  sos  electores  resultaran  sorteados 

para  formar  parte  de  nesas  receptoras  de  votos; 
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4®  Que  en  él  referido  padrón  figuran  también  como  ciu  - 
dadanos  naturales  varios  extranjeros,  algunos  de  los  cuales 
han  resultado  escrutadores,  y 

CONSIDERANDO: 

i^*  Que  existen,  además,  sospechas  vehementes  de  que  las 
listas  puestas  en  los  parajes  públicos,  á  los  efectos  de  las 
reclamaciones  por  falta  de  inscripción  ó  por  inscripción  in- 
debida, no  hayan  sido  copias  fieles  de  los  originales; 

2"  Que  un  padrón  formado  en  tales  condiciones  dehesar 
anulado,  porque  cualquier  acto  electoral  que  sobre  él  se 
realizara,  adolecería  de  vicios  originarios  que  la  Interven- 
ción está  obligada  á  eliminar, 

3®  Que  se  trata  de  delitos  previstos  por  la  Ley  Electoral 
de  la  Provincia,  y  se  hace  necesario,  estonces,  estimular  la 
acción  pública  para  que  sus  autores  sean  condenados  á  sufrir 
las  penas  que  la  misma  ley  establece; 

Por  estas  consideraciones, 
El  Interventor  Nacional — 

RESUELVE: 

I  o  Anular  el  padrón  provincial  del  distrito  de  General  Paz. 

2^  Declarar  igualmente  nulo  y  sin  efecto  alguno,  el  sorteo 
de  mescis  receptoras  de  votos  que  la  Junta  Electoral  ha 
practicado  para  ese  distrito. 

3*^  Pasar  los  antecedentes  al  Fiscal  que  corresponda,  á  los 
efectos  á  que  hubiere  lugar. 

4^  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

4das  par 

■  B.  Molina. 
I  j's  A.    Estrada, 

\  Secretario. 
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Decreto  encargando  de  la  Jefatura  de  Policía  de  la 
Provincia,  á  los  efectos  electorales,  ai  sefior  coro- 
nel de  la  Nación,  don  Carlos  Smlth. 

La  Plata,  Octubre  23  de  1903. 

Habiendo  llegado  la  oportunidad  prevista  por  el  art.  4** 
del  decreto  de  esta  Intervención,  de  fecha  27  de  Junio  pró- 
ximo pasado,  y  siendo  necesario  asegurar  el  estricto  cumpli- 
miento de  las  leyes  electorales,  como  asimismo  las  medidas 
de  orden  y  garantía,  en  los  comicios  de  i«  de  Noviembre 
próximo, 

El  Interventor  Nacional — 

resuelve: 

i^  Tomará  esos  fines  la  Policía  de  la  Provincia,  la  cual 
quedará  desde  la  fecha  bajo  las  órdenes  y  dirección  exclu- 
sivas de  la  Intervención. 

2**  Encargar  de  su  Jefatura  al  señor  coronel  de  la  Nación, 
don  Carlos  Smith.  bajo  cuyo  mando  estarán  también  las 
fuerzas  que  existan  dentro  de  su  jurisdicción. 

3*^  Designar  el  día  de  mañana,  á  las  2  p.  m.,  para  que 
se  le  ponga  en  posesión  de  su  cargo,  con  las  formalidades 
que  sean  del  caso. 

4,^  Mandar  comisionados  á  los  puntos  que  se  crea  con-* 
veniente,  debiendo  hacerse  en  el  día  la  designación  de  los 
que  desempeñarán  sus  funciones  en  las  secciones  electo- 
rales 5*  y  6*. 

5**  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A:  Estrada, 

Secretario. 
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Decreto   nombrando  comisionados  militares   para  los 
partidos   da  las   secciones  electorales  5^  y  6^ 


La  Plata,  Octubre  22  de  1903. 

De  acuerdo   con    lo  dispuesto  en  el    decreto  de  esta  In- 
tervención, dictado  en  la  fecha. 
El  Interventor  Nacional — 

RESUELVE: 

1°  Nombrar  comisionados  militares  para  los  partidos  de 
la  Sección  5»,  en  la  forma  siguiente:  para  el  Azul,  al  Te- 
niente coronel  Juan  A,  Covaro;  para  Chascomús,  al  Teniente 
Coronel  Carlos  F.  Guido;  para  Castelli,  al  Mayor  Pedro  A. 
Pérez;  para  Dolores,  al  Teniente  Coronel  Martín  G.  de  San 
Martin;  para  General  Lavalle,  al  Mayor  Miguel  Guido;  para 
General  Alvear,  al  Mayor  Pantaleón  Rodríguez;  para  Ge- 
neral Belgrano,  al  Mayor  Marcial  Cuenca;  para  Las  Flores, 
al  Teniente  Coronel  Julián  Rodríguez;  para  Monte,  al  Te- 
niente Coronel  Rodolfo  Cisterna;  para  Maipú;  al  Teniente 
Coronel  Estanislao  López;  para  Pilar,  al  Mayor  Tomás  Sa- 
linas; para.  Rauch,  al  Mayor  Martín  E.  Aldana;  para  Sa- 
ladillo, al  Teniente  Coronel  Ireneo  Vallejos;  para  Tordillo, 
al  Mayor  Justo  J.  Sánchez;  para  Tapalqué,  al  Teniente  Co- 
nel  Pedro  Puigdarríé;  para  Tuyú,  al  Teniente  Coronel 
Alejandro  Razzeti;  y  para  General  Guido,  al  Mayor  Eduardo 
Tello. 

2<*  Para  los  partidos  de  la  Sección  6»,  en  la  forma  si- 
guiente: para  Ayacucho,  al  Teniente  Coronel  Salvador  Martí- 
nez y  Urquiza;  para  Adolfo  Alsina,  al  Mayor  Juan  Alberti; 
para  Balcarce,  al  Mayor  Juan  Croveto;  para  Bahía  Blanca, 
al  Teniente    Coronel    Pedro  Robert;   para  Coronel  Suarez, 
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al  Mayor  Enrique  Oyhamburu;  para  Coronel  Pringles,  al  Te- 
niente Coronel  León  Bengoa;  para  Coronel  Dorrego,  al 
Teniente  Coronel  José  Bouzá;  para  General  Pueyrredón, 
al  Teniente  Coronel  Pablo  Matheu;  para  General  Alva- 
rado,  al  Mayor  Adolfo  E.  Peña;  para  Guaminí,  al  Mayor 
Carlos  Spicka;  para  Juárez,  al  Teniente  Coronel  Pacífico  Ro- 
dríguez; para  General  Lamadrid,  al  Teniente  Coronel  Eliseo 
Arguello;  para  Lobería,  al  Teniente  Coronel  Luis  B.  Ro- 
verano;  para  Laprida,  al  Mayor  Teodolindo  Linares;  para 
Mar  Chiquita,  al  Mayor  Enríque  Abogadro;  para  Necochea, 
al  Teniente  Coronel  Augusto  Rondquand;  para  Olavarría, 
al  Teniente  Coronel  Pedro  Capurro;  para  Patagones  al  Mayor 
Guillermo  Oyarzú;  para  Puán,  al  Mayor  Agustín  Irusta; 
para  Saavedra,  al  Teniente  Coronel  Honorio  Iturre;  para 
Tandil,  al  Teniente  Coronel  Rodolfo  Ossorío;  para  Tres 
Arro3^os,  al  Teniente  Coronel  Ángel  Alegre,  y  para  Villa- 
rino,  al   Mayor  Artemio  Meneses. 

3°  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A.    Estrada, 

Secretario. 


Nota  al  señor  Gobernador,  coraunicándole  el  Decreto 
por  el  cual  se  encarga  de  la  Jefatura  de  Policía  de 
la  Provincia,  á  los  efectos  electorales,  ai  señor  Co- 
ronel de  la  Nación,  cjon  Carlos  Smlth. 

La  Plata,  Octubre  22  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor   Gobernador  de  la  Provincia,  don  Marce- 
lino Ugarte. 

Tengo  el    horfor  de   remitir  á  V.  E.  el  decreto  de  esta 
Intervención,  de  fecha  de  hoy,  tendiente  á  garantir  el  fiel 
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cumplimiento  de  las  leyes  electorales  en  los  comicios  del 
1®  de  Noviembre. 

Por  el  articulo  3®  se  designa  el  dia  de  mañana,  á  las  2  p.  m., 
para  que  el  señor  Coronel  de  la  Nación  don  Carlos  Smith, 
encargado  de  la  Jefatura  de  Policía,  tome  posesión  de  su 
puesto.  En  consecuencia,  espero  que  V.  E.  se  servirá  dar 
las  órdenes  necesarias  para  que  esta  formalidad  se  cumpla 
como  lo  determina  el  referido  Decreto. 

Puede  V.  E.  tener  la  seguridad  de  que,  en  los  breves 
días  que  la  policía  de  la  Provincia  esté  á  cargo  de  esta 
Intervención,  aquélla  seguirá  su  marcha  normal,  sin  otras 
alteraciones  en  su  personal  que  el  exigido  por  las  circuns- 
tancias. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A.  Estrada^ 

•Secretarío. 


Nota  al  señor  Coronel  Caries  Smith,  Jefe  militar  de  la 
Intervención,  haciéndole  saber  que  ha  sido  desig- 
nado para  desempeñar  á  los  efectos  electorales,  la 
Jefatura  de  Pollcfia  de  la  Provincia. 


La  Plata,  Octubre  22  de  1903 

Al  señor   Coronel  de  la  .  Nación,  don  Carlos  Smith. 

Tengo  el  agrado  de  dirigirme  á  Vd..  adjuntándole  copia 
legalizada  del  decreto  expedido  en  la  fecha  por  esta  In- 
tervención, en  virtud  del  cual  ha  sido  designado  para  des- 
empeñar  la  Jefatura  de  Policía  de   la  Provincia,  en  todo 
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lo  que  se  relacione  con  los  comicios  del    i**  de  Noviembre 
próximo. 

Con  tal  motivo,  me  complazco  en  saludar  al  señor  Co" 
ronel  con  mi  consideración  más  distinguida. 

Carlos  A.  Estrada. 


Nota  del  señor  Coronei  Carlos  Smith,  dando  cuenta  de 
haber  tomado  posesión  del  carg^o,  en  ia  forma  y  á 
los  fines  expresados  en  el  Decreto  de  fecha  22  de 
Octubre. 

La  Plata,  Octubre  23  de  1903. 

Al   S.  E.  el  señor   Interventor    Nacional,    doctor    Luis   B. 
Molina. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  de  V.  E., 
fecha  de  ayer,  adjuntándome  copia  legalizada  del  decreto 
expedido  por  esa  Intervención,  por  el  cual  se  me  designa 
para  desempeñar  la  Jefatura  de  Policía  de  la  Provincia,  en 
todo  lo  que  se  relacione  con  los  comicios  del  i®  de  No- 
viembre próximo. 

Con  el  fin  de  dar  cumplimiento  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 3°  del  citado  decreto,  me  trasladé  en  la  fecha  al 
Departamento  Central  de  Policía,  á  la  hora  indicada,  tomando 
inmediatamente  posesión  del  cargo  con  que  V.  E.  me  ha 
distinguido.  Y  tengo  la  satisfacción  de  hacer  presente  á 
V.  E.  que  he  recibido  la  mejor  acogida  por  parte  del  señor  Jefe 
de  Policía,  don  Luis  N.  Doyhenard,  quien  me  manifestó  que 
prestará  todo  su  concurso  para  facilitar  el  éxito  de  la  misión 
que  me  ha  sido  confiada.     Con  tal  propósito  puso  á  mi  dis- 
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posición  dentro  del  Departamento,  el  local  apropiado  para 
el  funcionamiento  de  las  oficinas  que  necesite  establecerse. 
Dejo  así  cumplidas  las  resoluciones  de  V.  E.,  y.  me  com- 
plazco en  reiteiarle  las  seguridades  de  mi  más  alta  conside- 
ración. 

Carlos  Smith. 


Decreto  nombrando  Secretario,  Comisarlo  de  Órdenes 
y  Auxiliares  de  la  Jefatura  de  Polioia,  á  cargo  del 
Coronel  Smith. 

La  Plata,  Octubre  24  de  1903. 

Vista  la  propuesta  hecha  por  el  señor  Coronel  D.  Carlos 
Smith,  encargado  de  la  Jefatura  .  de  Policía,  á  los  efectos 
expresados  en  el  Decreto  de  Intervención,  de  fecha  22  del 
corriente, 

El  Interventor  Nacional 

DECRETA  : 

Artículo  I®  Nómbrase  Secretario  de -esa  Jefatura  al  señor 
Coronel  D.  César  Aguirre,  y  Comisario  de  Ordenes  al  Te- 
niente Coronel  D.  Eduardo  A,  Fernández. 

Art.  2^  Nómbrase  Auxiliares  de.  la  misma  repartición,  al 
Mayor  Eduardo  D.  Vega  y  al  Teniente  i®  D.  Carlos  Smith 
Pedernera. 

Art,  3*>  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.   Estrada, 

S»>oretario. 
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Decreto  estableciendo  los  procedimientos  á  seguirse 
en  ia  celebración  del  acto  electoral  del  r  de  No- 
viembre. . 

La  Plata,  Octubre  28  de  1903. 

Siendo  conveniente  modificar  en  su  aplicación,  algunas 
disposiciones  d^  las  leyes  electorales  de  la  Provincia  ^y  con- 
viniendo también,  dejar  claramente  establecidos  los  procedi- 
mientos á  que  han  de  sujetarse  en  la  realización  del  acto 
electoral  del  domingo  próximo,  los  funcionarios  que  en  él 
intervengan, 

El  Interventor  Nación?! 

DECRETA  : 

Artículo  I  o  Los  comicios  se  instalarán  en  el  atrio  de  la 
Iglesia  Parroquial  (donde  no  la  hubiere,  en  la  casa  muni- 
cipal), y  no  será  reconocida  como .  válida,  ninguna  reunión 
de  escrutadores  en  otro  sitio. 

Art.  2^  En  la  ciudad  de  La  Plata,  los  comicios  funciona- 
rán: el  de  la  sección  i%  en  el  atrio  de  la  Iglesia  San  Pon- 
ciano;  y  los  de  las  tres  secciones  restantes,  en  los  Juzgados 
de  Paz  respectivos. 

Art.  3**  Los  comisionados  de  la  Intervención  entregarán 
al  Presidente  de  cada  comicio  en  el  acto  de  su  instalación, 
el  registro  Electoral,  la  urna  destinada  á  depositar  las  pa- 
peletas de .  votación  en-  cada  mesa  y  los  pliegos  impresos 
para  la  anotación  de  los  sufragantes. 

Art.  4*»  A  los  efectos  de  dar  cumplimiento  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  dichos  comisionados  recabarán  con 
anticipación  del  señor  Presidente  de  la  Municipalidad  ó  Co- 
misionado Municipal  respectivo,  las  urnas  que  sean  necesa- 
rias. 

Art.  ^^  Los  escrutadores  harán  dos  registros  de  sufragan- 
tes, á  cuyo    efecto  los  comisionados    entregarán    para  cada 
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mesa,  dos  pliegos  impresos  que  lleven  el  sello  de  la  Inter- 
vención. 

Art  6**  Cualquier  registro  de  sufragantes  que  se  haga  en 
pliegos  que  no  tengan  dicho  sello,  será  declarado  nulo  y  sin 
valor  alguno. 

Art.  7  o  El  Comisionado  de  la  Intervención  instalará  el 
comido,  é  inmediatamente  dará  cuenta  de  ello  por  telégrafo. 
Hará  saber  también  si  ha  cumplido  con  lo  que  disponen 
los  artículos  3<*,  4°  y  5**  de  este  decreto. 

Art.  8°  Una  vez  terminada  la  elección,  el  Presidente  de 
cada  comicio  comunicará  al  Interventor  Nacional,  telegrá- 
ficamente, un  resumen  del  acta  del  escrutinio  del  mismo  co- 
micio, y  entregará  al  Comisionado  de  la  Intervención  bajo 
sobres  cerrados  y  lacrados,  los  registros,  boletas  y  actas  de 
la  elección. 

Art  9®  Los  comisionados  se  trasladarán  sin  pérdida  de 
momento  á  esta  Capital,  y  entregarán  á  la  Intervencióu  esos 
documentos.  Los  que  con  arreglo  al  artículo  4®  de  la  ley 
electoral  de  la  Provincia  deben  ser  enviados  al  Presidente 
de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  también  serán  entregados 
á  los  referidos  comisionados,  para  que  éstos  á  su  Vez  los 
entreguen   á  dicho  magistrado,  apenas  lleguen  á  La   Plata. 

Art.  10.  Quedan  en  todo  vigor  en  cuanto  no  contraríen 
las  disposiciones  del  presente  decreto,  las  demás  prescrip- 
ciones de  la  Ley  Electoral  de  la  Provincia. 

Art  II.  En  el  día  se  remitirán  á  los  comisionados  déla 
Intervención  instrucciones  complementarias  y  detalladas,  á 
los  fines  de  asegurar  el  cumplimiento  de  este  Decreto  y  la 
legalidad  de  los  comicios  del  i**  de  Noviembre. 

Art.  12.  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A.    Estrada, 

Secretario. 
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CIRCULAR 
Instrucciones  á  los  comisionados  militares 

La  Plata,  Octubre  28  de  1903. 
Señor  Comisionada  Militar: 

Para  su  conocimiento  y  efectos,  he  remitido  á  Vd.  copia 
legalizada  del  Decreto  de  esta  Intervención,  dictado  en  la 
fecha. 

Deberá  Vd.  sujetarse  en  un  todo,  en  la  parte  que  le  co- 
rresponda, á  los  procedimientos  en  él  establecidos,  y  hará 
cumplir  también  sus  demás  disposiciones  en  nombre  de  la 
autoridad  nacional  que  representa. 

Aunque  he  dado  á  Vd.  instrucciones  verbales  precisas, 
sobre  la  manera  de  desempeñar  su  delicada  misión,  es  fuerza 
repetirlas  por  escrito,  ampliándolas,  á  fin  de  dar  cumpli- 
miento á  lo  dispuesto  en  el  artículo  ii  .del  referido  decreto, 
y  para  que  Vd.  tenga  á  la  vista  las  reglas  á  que  ha  de  su- 
jetar sus  procederes  en  todo  lo  que  se  relacione  con  el  acto 
electoral  del  domingo. 

No  olvide  la  recomendación  especial  que  le  hice  antes  de 
su  partida,  á  propósito  de  la  imparcialidad  en  sus  actos. 
Debe  ser  ella  absoluta  y  real,  pues  esta  Intervención  quiere 
que  todos  los  ciudadanos  se  hallen  igualmente  garantidos, 
sin  distinción  de  partidos,  para  que  no  quede  un  sólo  elec- 
tor sin  votar  y  para  que  nadie  diga  que  por  falta  de  ga- 
rantías resultó  ilusorio  el  derecho  de  sufragio. 

Para  mayor  claridad,  dividiré  por  artículos  las  instruccio- 
nes, que  son   las  siguientes: 

Artículo  1*»  Los  comisionados  de  la  Intervención  llamarán 
á  su  despacho  el  día  sábado  3 1  del  corriente  á  los  presiden- 
tes ó  representantes  de  cada  uno  de  los  partidos  políticos  en 
que  se  halle  dividida  la  opinión  en  su  respectiva  localidad^ 
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y  los  invitará  á  ponerse  de  acuerdo  sobre  la  mejor  forma 
de  colocar  los  grupos  el  día  de.  la  elección,  á  fin  de  hacer 
fácil  el  acceso  á  las  urnas.  Entre  un  grupo  y  otro  no  po 
drá  haber  un  espacio  menor  de  cincuenta  metros,  y  ninguno 
será  colocado  á  menos  de  30  metros  de  distancia  de  las  me- 
sas receptoría  de  votos. 

Art  2°  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior, los  comisionados  deberán  facilitar  los  procedimientos 
durante  el  acto  electpral,  y  velarán  porque  puedan  sufragar 
todos  los  ciudadanos  inscriptos  que  quieran  hacerlo. 

Art,  3°  A  las  7.30  a.  m.  del  día  i*»  de  Noviembre,  ó  antes 
de  esa  hora  si  lo  creen  oportuno,  los  comisionados  tomarán 
posesión  del  atrio  de  la  Iglesia,  con  la  fuerza  policial  á  sus 
órdenes  que  estimen  necesaria,  permitiendo  sólo  el  acceso  á 
ese  lugar  á  los  escrutadores  que- tengan  sus  nombramientos- 

Art.  4®  Estos  deben  reunirse  á  las  8.30  de  la  mañana  y 
constituirse  antes  de  las  9.30,  de  acuerdo  con  lo  que  dis- 
ponen los  artículos  37  y  43  de  la  Ley  Electoral  de  la  Pro- 
vincia. 

Art.  5®  Una  vez  designado  el  Presidente  del  Comicio,  los 
comisionados  harán  á  este  funcionario  entrega  de  los  docu- 
mentos y  demás  á  que  se  refiere  el  artículo  3^  del  Decreto 
de  esta  Intervención,  dictado  en  la  feóha.  También  se  en- 
tregará un  ejemplar  dé  este  Decreto  y  otro  de  las  presentes 
instrucciones,  exigiendo  recibo.  ^ 

Art.  6<>  En  el  recinto  del  Comicio  se  colocará  el  número 
de  agentes  que  considere  necesario,  para  mantener  el  orden 
y  asegurar  el  libre  funcionamiento  de  los  comicios. 

Art  7°  El  resto  de  la  fuerza  policial  la  distribuirán  en  la 
vigilancia  de  los  diversos  grupos,  como  lo  crean  conve- 
niente, tratando  de  que  la  distribución  se  haga  de  modo 
que,  en  cualquier  caso,  sea  fácil  sofocar  ó  reprimir  toda 
tentativa  de  alteración  del  orden. 

Art.  8°  Ix»s  comisionados    deberán    comunicar  á  la  Jefa- 


J 
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tura  á  cargo  del    coronel  Smith,  por  telegrama  curgente  y 
recomendado»: 

I  o  La  instalación  del    comido,  el   nombre  de  su  Presi- 
dente y  número  de  mesas  instaladas; 
2°  Las  novedades  de  importancia  que   ocurran  durante 

la  elección; 
3®  La  hora  en  que  termine  el  comicio; 
4°  Él  resultado  de  la  elección,  dando  el  número  de  vo- 
tos que  haya  obtenido  cada  lista. 

Art.  9*^  Terminada  la  elección  y  después  de  recibir  los 
documentos  á  que  se  refiere  el  artículo  8**  del  Decreto  de  la 
fecha,  los  comisionados  procederán  en  la  forma  que  se  deter- 
mina en  el  artículo  g^  del  mismo  Decreto. 

Art  I  o.  Los  comisionados  cuidarán  de  que  no  se  formen 
en  el  día  de  la  elección  cantones  de  gente  armada,  ni  se 
tomen  posiciones  agresivas  por  los  diversos  grupos,  tratando 
siempre  de  evitar  cualquier  choque  ó  desorden,  y  procediendo 
en  todo  momento  con  la  mayor  cultura  y  energía. 

Art.  II.  Podrán  exigir  que  los  ciudadanos  se  presenten 
sin  armas,  y  tienen  las  más  amplias  facultades  para  repri- 
mir cualquier  desordep,  á  cuyo  efecto  desempeñarán  todas 
las  funciones  de  los  comisarios  de  Policía. 

Art.  12.  Durante  el  día  del  Comicio,  hasta  pasada  una 
hora  de  la  clausura  del  mismo,  no  permitirán  que  estén 
abiertas  las  casas  destinadas  al  expendio  de  bebidas  alco- 
hólic£is. 

Art  13.  Tampoco  permitirán  el  uso  de  señales  ó  distinti- 
vos que  puedan  servir  de  divisa  de  partido,  en  el  acto  de 
la  elección. 

Art  14.  Cualquiera  dificultad  que  se  les  presente  y  que 
no  esté  prevista  en  el  mencionado  Decreío  ni  en  estas  ins- 
trucciones, la  resolverán  de  acuerdo  con  las  prescripciones 
de  la  ley  electoral  y  con  arreglo  á  las  instrucciones  verba- 
les que  tienen  recibidas  de  esta  Intervención. 

Art   15.  Al  llegar  á  esta  Capital,  los  comisionados  darán 
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cuenta  por  escrito  de  todo  lo  ocurrido  en  la  respectiva  loca- 
lidad, durante  el  desempeño  de  su  misión,  informando  muy 
especialmente  sobre  todas  las  particularidades  ó  defídendas 
que  hayan  notado  en  la  celebradón  del  acto  electoral. 

Luis  B.  Molina. 
Carlas  A.  Estrada, 

SecreUrío. 


Decreto  disponiendo  que  los  comisionados  mliitares 
de  las  secciones  5*  y  6^  se  hafiran  cargo  de  las  Po- 
licías locales  respectivas. 

La  PUU,  Octubre  29  de  1903. 

Habiendo  llegado  ya  á  su  destino  todos  los  comisionados 
militares  de  las  secdonee  5*  y  6*, 

El  Interventor  Nacional — 


DECRETA: 

Artículo  I®  Háganse  cargo  de  las  Policías  locales  res- 
pectivas, á  los  efectos  de  asegurar  el  cumplimiento  de  las 
leyes  electorales  y  la  libertad  y  pureza  de  los  comicios 
próximos. 

Art.  2^  Los  comisarios  quedan  bajo  sus  órdenes  inmedia- 
tas, en  todo  lo  que  se  relacione  con  esas  leyes  y  comi- 
cios. 

Art.  3^  Los  comisionados  militares  tomarán  las  medidas 
represivas  del  caso  contra  los  comisarios,  si  éstos  se  inmis- 
cuyen en  cualquier  forma  que  sea,  en  los  actos  electorales, 
ó  no  cumplen  estrictamente  sus  órdenes. 
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Art  40  Dense  las .  instrucciones  que  sean  necesarias,  para 
[  fiel  cumplimiento  del  presente  decreto. 
Art  5^  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 


Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.  Estrada, 

Scoretorio. 


CIRCULAR 

Instrucciones  para  el  cumplimiento   del    Decreto  que 

antecede 

La  Plata,  Octubre  90  de  1903. 

Señor  Comisionado  Militar  de 

Habiendo  resuelto  el  señor  Interventor,  por  decreto  de 
ayer,  que  Vd.  se  haga  cargo  de  la  Policia  de  esa  localidad, 
á  los  efectos  electorales,  hágole  saber  que  en  el  día  de  la 
fecha  deberá  proceder  á  tomar  posesión  de  su  puesto,  en- 
tendiéndose que  ello  no  significa  ni  puede  significar,  tomar 
ingerencia  en  los  asuntos  de  orden  administrativo  ó  ajenos 
á  la  política. 

El  Comisario  6  quien  lo  represente,  dará  á  Vd.  esa  po- 
sesión á  los  fines  indicados,  poniendo  bajo  sus  órdenes  to- 
das las  fuerzas  de  policía  de  esa  localidad.  Él  tiene  ya  so- 
bre el  particular  órdenes  terminantes,  para  proceder  en  la 
forma  y  á  los  objetos  que  se  expresan  en  el  citado  decreto, 
que  supongo  habrá  Vd.  recibido  ya. 

Durante  la  celebración  del  acto  electoral,  el  Comisario 
no  podrá  estar,  ni  acercarse  siquiera,  al  atrio  ó  paraje  don- 

II.  11 
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de  tenga-  lugar:  :1a  deodón,  ni  á  ningún  grupo  é  ciudadano 
que  se  prepare  á  ejercttar  el  dereciio  de  sufragio. 

A  fin  de  facilitar  el  cumplimiento  de  esto,  convendría 
que  Vd.  dé  las  órdenes  necesarias  para  que  el  Comisaria 
permanezca  ése  día  en  el  local  de  la  Comisaria,  desde  una 
hora  ant^  de  empezar  la  elección  hasta  una  hora  después 
de  terminada,  ó  sea  hasta  las  cinco  de  la  tarde. 

Saluda  á  Vd. 

Carlos  Smith, 

Jefe. 

César   Aguirre, 

Secretario. 


Decreto  nombrando    comisionados  para  los    partidos 
de  las  secciones  electorales  I*  y  3* 

La  Plata,  Octubre  30  de  1909. 

De  acuerdo  éon  ^  lo  establecido  en  la  i*  parte  del  ar- 
tículo 4**  del  Decreto  de  esta  Intervención,  de  fecha  22  del 
actual,  y  siendo  conveniente  mandar  comisionados  á  todos 
los  partidos  de  las  secciones  i*  y  3*, 

El  Interventor  Nacional — 

RESUELVE: 

1®  Nombrar,  en  ese  carácter,  para  los  partidos  de  la  i* 
Sección:  al  señor  Manuel  Andrade,  para  Campana;  al  señor 
Manuel  Jordán,  para  General  Rodríguez;  al  señor  Gregorio 
Solía,  para  General  Sarmiento;  al  señor  Juan  Ramóii  Mo- 
lina, para  Las  Conchas;  al  señor  Faustino  Allende,  para 
Las  Héras;  al  señor  Emilio  E.  Raffo,  para  Lujan;  al  señor 
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Mariano  Molina,  para  San  Justo;  al  señor  Eduardo  D.  Es- 
teves,  para  Morón;  al  señor  Ignacio  Aguilar,  para  Merlo; 
al  señor  Eusebio  Cabrera,  para  Moreno;  al  señor  Saturnino 
Ferreyra,  para  Marcos  Paz;  al  señor  Carlos  Montes,  para 
Navarro;  al  señor  Sebastián  R!  Raffo,  para  Mercedes;  al 
señor  Juan  Martín  Estrada,  para  San  Isidro;  al  señor  Mi- 
guel Vidal,  para  San  Martín;  al  señor  Luis  A.  Saenz  Peña, 
para  San  Fernando;  y  al  señor  Héctor  R.  Beza,  para  Sui- 
pacha. 

2C  Para  los  Partidos  de  la  Sección  3":  al  Mayor  Emilia 
Sifredi,  para  Almirante  Brown;  al  Mayor  Miguel  Anti,  para 
Brandzen;  al  Teniente  Coronel  Carlos  Bequi,  para  Barracas 
al  Sud;  al  Mayor  Olegario  Quiroga,  para  Cañuelas;  al  se- 
ñor Ricardo  Montaña,  para  Florencio  Várela;  á  los  Tenien- 
tes Coroneles  Enrique  Zimmermann  Saavedra,  Pastor  R, 
Saraví,  Juan  B.  Benvenuto  y  Gregorio  Ratto,  para  las 
secciones  i*,  2*,  3*  y  4*  de  La  Plata,  respectivamente;  al 
Teniente  Coronel  Benjamín  García  Aparicio,  para  Lomas 
de  Zamora;  al  Mayor  José  D.  Ledesma,  para  Lobos;  al  Ma- 
yor Luis  Gorígora,  para  Magdalena;  al  señor  Avelino  Sán- 
chez Viamonte,  para  Quilmes;  y  al  Mayor  Juan  C.  Graciano, 
para  San  Vicente. 

3°  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A,    Estrada^ 

Secretario. 
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Decreto   modificando  algrunos  de  los  nombramientos 
de  comisionados  para  las  secciones  I*  y  3* 

La  Plata  Octubre  31  de  1903. 

No  siendo  posible,  por  diversas  razones,  que  todos  los 
comisionados  de  esta  Intervención,  designados  por  Decreto 
de  ayer,  para  las  secciones  electorales  i*  y  3»,  se  hagan 
cargo  de  sus  puestos,  y  conviniendo  introducir  algunos 
cambios  en  cuanto  al  Partido  en  que  otros  han  de  desem- 
peñar sus  funciones. 

El  Interventor  Nacional — 

RESUELVE: 

1^  Nombrar  comisionados  para  la  Sección  i*:  al  señor 
José  Márquez  para  Campana,  en  reemplazo  del  señor  Ma- 
nuel Andrade;  al  señor  Edmundo  F.  Constant  para  Grene- 
ral  Rodríguez,  en  reemplazo  del  señor  Manuel  Jordán;  al 
doctor  Alfredo  del  Campillo  para  Matanza,  en  reemplazo 
del  señor  Mariano  Molina. 

2®  Para  la  Sección  3*:  al  Teniente  Coronel  Francisco 
Lemos,  para  Barracas  al  Sud,  en  reemplazo  del  Teniente 
Coronel  Carlos  Bequi;  al  Teniente  Coronel  Gregorio  Ratto 
para  Lobos,  en  reemplazo  [del  Mayor  José  S.  Ledesma;  y 
al  Mayor  Francisco  Arigós  para  la  Sección  4*,  de  La  Plata, 
en  reemplazo  del  Teniente  Coronel  Gregorio  Ratto. 

30  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A,  Estrada, 

Secrotario. 
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Decreto  fijando  el  alcance  del  articulo  !<"  de  las  ins- 
trucciones, de  fecha  28  de  Octubre,  á  los  efectos 
del  turno  para  votar  y  del  nombramiento  de  fisca- 
les para  las  mesas. 

La  Plata,  Octubre  31  de  llK)3. 

Atento  la  consulta  hecha  por  varios  comisionados  mili- 
tares de  las  secciones  5*  y  6**,  sobre  el  alcance  del  artícu- 
lo I®  de  las  instrucciones  de  fecha  28  del  corriente,  y  siendo 
necesario  fijarlo  con  precisión,  á  fin  de  evitar  dificultades, 
que  podrían  traer  serios  conflictos  durante  la  celebración 
del  acto  electoral, 

» 
El  Interventor  Nacional — 


DECRETA: 

Artículo  I**  A  los  efectos  del  turno  para  votar,  y  del 
nombramiento  de  fiscales  para  las  mesas,  las  agrupaciones 
ó  partidos  que  tengan  una  misma  lista,  serán  considerados 
como  un  sólo  partido. 

Art.  2^,  Cada  partido  podrá  nombrar  un  representante 
para  cada  mesa,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  46 
de  la  Ley  Electoral  de  la  Provincia. 

Art.  30  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A.   Estrada, 

SecretArio. 
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CIRCULAR 


Instrucciones  á  los    comisionados    de   las    secciones 
electorales  1*  y  3* 


La  Plata,  Octubre  31  de  1903. 


Señor  Comisionado: 


En  el  desempeño  de  la  misión  que  se  le  ha  confiado, 
deberá  Vd.  sujetarse  en  un  todo,  en  la  parte  que  le  corres- 
ponda, á  los  procedimientos  establecidos  en  el  Decreto  de 
esta  Intervención,  de  fecha  28  del  corriente,  que  obra  en 
su  poder,  y  hará  cumplir  también  sus  demás  disposiciones 
en  nombre  de  la  autoridad  nacional  que  representa. 

Aunque  con  esto  y  las  instrucciones  verbales  que  le  he 
dado,  tiene  Vd.  bastante  para  llenar  cumplida  y  dignamente 
su  cometido,  me  parece  conveniente  recordarle  que  sus 
funciones  no  tienen  la  amplitud  de  las  acordadas  á  los  co- 
misionados militares  de  las  secciones  5*  y  6*. 

En  consecuencia,  Vd.  se  limitará  á  cumplir  con  lo  dis- 
puesto en  el  Decreto  mencionado  é  instrucciones  verbales 
que  tiene  recibidas  de  esta  Intervención,  aplicando  en  cuanto 
sea  posible  y  en  lo  que  esté  de  acuerdo  con  el  carácter  y 
fines  de  su  misión,  las  disposiciones  contenidas  en  el  pliego 
de  instrucciones  impreso  que  va  adjunto. 

Llamóle  muy  especialmente  la  atención  sobre  los  artícu- 
los 2S  40,  5^  60,  8",  9°,  10,  14  y   15. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A.   Estrada, 

Secretario. 
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;C1RCULAR 

Telegrama  Oficial— Urgente. 

La  Plata,  Octubre  31  de  1903. 

Señor  Comisionado  Militar  de 

El  señor  Interventor  dispone  que  no  funcione  el  Stand 
de  Tiro  durante  las  elecciones  del  domingo,  á  cuyo  efecto 
procederá  Vd.  á  recoger  las  armas  de  guerra,  depositán- 
dolas en  la  Comisaría,  las  que  se  devolverán  al  siguiente 
día. 


Saluda  a  Vd. 


Carlos  SmitU, 

Jefe. 

C^sar  Aguirre, 

Secretario. 


T^iegrama  oficial'^  Urgente, 

La  Plata,  Octubre  31  de  1903. 

Señor  Ministro  de  la  Guerra. — Casa  de  Gobierno. 

Buenos  Aires. 

Tengo  encargo  del  señor  Interventor  de  llevar  á  conoci- 
miento de  V.  E.  que,  durante  el  acto  ele*:toral  del  domingo, 
y  como  medida  de  precaución,  se  recogerán  las  armas  de  gue- 
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rra  que  existen  en  el  Stand  de  Tiro,  las  que  serán  devueltas 
al  dia  siguiente. 

Dios  guarde  á  V.  E, 

Carlos  Smith. 
César  AguirrCy 

Sccretürio. 


CIRCULAR 

Telegrama  oficial—Urgente, 

La  Plata,  Octubre  31  de  1903. 

Señor  Comisionado  Militar  de. . . . 

Como  la  ley  no  lo  prohibe,  le  recuerdo  que  está  autorizado 
por  el  señor  Interventor  para  permitir  hasta  dos  escribientes 
en  cada  mesa,  si  Vd.  se  convence  que  es  ello  necesario,  pues 
deben  ponerse  los  medios  tratando  de  evitar,  eso  sí,  los  abu- 
sos, para  que  no'  quede  sin  votar  un  sólo  ciudadano  inscripto, 
que  quiera  hacerlo. 

Saluda  á  Vd. 

Carlos  Smith. 

Jefe. 

Cesar  Aguirre, 

Secretario. 
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CIRCULAR 

Telegrama  oficial  -  Urgente, 

La  Plata,  Octubre  31  de  1903. 
Señor  Comisionado  Militar  de. . . . 

Sólo  en  el  caso  previsto  por  el  artículo  i**  del  Decreto  de 
la  Intervención,  de  fecha  28  del  actual,  podrán  instalarse  los 
comicios  fuera  del  atrio  de  la  iglesia  parroquial.  Si  el  atrio 
es  insuficiente,  la  instalación  se  liará  en  sus  alrededores' inme- 
diatos, pues  es  fuerza  que  se  cumpla  extrictamente  lo  dis- 
puesto sobre  esc  particular,  por  el  referido  Decreto. 

Es  el  único  modo  de  que  la  elección  se  lleve  á  cabo  á  la 
vista  de  todos,  con  las  garantías  y  fiscalización  que  desea  el 
señor  Interventor. 

Saluda  á  Vd. 

Carlos  Smith, 

Jefe. 

César  Aguirre, 

Secretario. 


El  dia  de  la  elección 

CIRCULAR 

Telegrama  oficial 
Urgente  —Recomendado 

La  Plata,  Noviembre  1^  de  1903. 
Señor  Comisionado  Militar  de 


Hago  saber  á  Vd.  para  evitar  posibles  abusos,  y  para  evi- 
tar también  consultas  innecesarias,  que  el  señor  Interventor 
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no  modificará  en  lo  mínimo  ninguna  de  las  disposiciones  de 
los  decretos  que  Vd.  conoce,  ni  de  las  instrucciones  que  tiene 
recibidas  de  la  Intervención. 

Debe,  pues,  cumplirlas,  extrictamente,  sin  vacilaciones  ni 
dudas. 

Carlos  Smith, 

Jcfo. 

César  Aguirre, 

Secretnrio. 


Telegrama  del  Interventor,  dando  cuenta  del  resultado 
de  las  elecciones 

Oficial—  Urgente. 

La  Plata,  Noviembre  1®  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del  Interior,    doctor    Joaquín  V. 
González. 

Buenos  Aires. 

Tengo  el  honor  de  hacer  conocer  á  V.  E.  el  resultado  de 
las  elecciones  verificadas  hoy  en  esta  Provincia: 

I*  Sección — Partidos  Unidos:  2.053  votos. 

3*  Sección— Partidos  Unidos:  3.533  votos. 

5*  Sección  —  Partidos  Unidos:  5.249. — Republicanos:  2.039. 

6*  Sección — Partidos  Unidos:  8.380. — Republicanos:  2.416. 

La  agrupación  denominada  «Partidos  Unidos»  ha  obtenido» 
pues,  un  total  de  13.629  votos,  y  4.455  el  Partido  Republica- 
no, en  las  Secciones  5*  y  6*. 

Han  votado,  asimismo,  otras  fracciones  políticas,  y  me  es 
satisfactorio  poder  manifestar  á  V.  E.  que  han  tenido  acceso 
á  las  urnas  todos  los  ciudadanos  que  han  deseado  ejercitar  el 
derecho  de  sufragio,  habiéndose  realizado  el  acto  electoral  en 
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perfecto  orden  y  de  acuerdo  con  los  decretos  é  instrucciones 
de  esta  Intervención,  que  V.  E.  conoce. 
Dios  guarde  á  V.  E. 

Luis  B.  Molina. 


Telegrama  al  Interventor,  felicitándole  por  la  forma  en 
que  se  condujo  el  personal  dependiente  de  la  in- 
tervención, en   las  elecciones  del   1®  de  Noviembre- 

O fldal  — Urgente 

Ministerio  del  Interior. 

^    Buenos  Aires,  Noviembre  2  de  1903. 

Señor  Interventor  Nacional,  doctor  Luís  B.  Molina. 

La  Plata. 

En  contestación  al  telegrama  de  V.  E.  en  que  me  comu- 
nica el  resultado  de  las  elecciones  verificadas  ayer  en  esa 
Provincia,  me  es  grato  expresarle  en  nombre  del  señor  Pre- 
sidente de  la  República  y  en  el  mió  propio,  las  más  sinceras 
felicitaciones  por  la  forma  en  que  se  ha  conducido  el  perso- 
nal dependiente  de  la  Intervención,  de  acuerdo  con  las  me- 
didas adoptadas  por  V.  E.,  las  que  han  contribuido  eficazmen- 
te á  realizar  los  propósitos  del  Gobierno  de  la  Nación,  de  pre- 
sidir esos  actos  políticos  con  todas  las  garantías  posibles  de 
legalidad  y  corrección. 

Saludo  á  V.  E.  con  mi  consideración  más  distinguida. 

J.  V.  González, 

Ministro  dol  Interior. 
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Informe  del  Coronel  Smlth,  encargado   á  los   efectos 
electorales,  de  la  Jefatura  de  Policía  de  la  Provincia 


La  Plata^  Noviembre  6  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Interventor  Nacional  en  la  Provinda  de  Bue- 
nos Aires,  doctor  don  Luis  B.  Molina. 

Elevo  á  V.  E.  toda  la  documentación  relativa  á  la  actua- 
ción de  los  comisionados  militares,  con  motivo  de  las  eleccio- 
nes habidas  en  las  Secciones  i",  3*,  5*  y  6*  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires. 

Como  se  impondrá  V.  K,  por  esa  documentación,  el  día  3 1 
de  Octubre  todos  los  comisionados  militares  se  habían  hecho 
cargo  de  las  comisarías  de  policía  y  personal  afecto  á  ellas, 
en  las  secciones  5*  y  6*,  á  los  efectos  de  garantir  el  orden  y 
la  libertad  y  pureza  de  sufragio,  como  lo  dispuso  V.  E.  en  el 
Decreto  de  fecha  30  de  Octubre. 

El  1°  de  Noviembre,  los  comisionados  constituyeron  las 
mesas,  eliperon  éstas  sus  presidentes  y  en  seguida  al  Presi- 
dente del  Comicio  para  empezar  luego  la  votación  á  la  hora 
y  en  la  forma  determinada  por  los  decretos  de  V.  E.  y  la  ley 
electoral  de  la  Provincia. 

Terminado  el  acto,  hiciéronse  los  escrutinios  de  ley,  reco- 
giendo los  comisionados  los  registros,  boletas  y  demás  docu  • 
mentos  referentes  á  la  elección.  A  su  regreso  á  esta  ciudad, 
entregaron  á  V.  E.  los  originales  de  los  registros,  actas,  bo-' 
letas  y  el  informe  á  que  se  refiere  el  artículo  1 5  de  las  ins- 
trucciones de  fecha  28  de  Octubre:  asimismo  hicieron  entrega 
á  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Provincia,  de  los  dupli- 
cados de  los  registros  y  actas  de  la  elección,  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  por  V.  E. 

Todos  los  comisionados  han  hecho  presente  por  escrito  ó 
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verbalmente  al  que  subscribe,  que  el  proceder  de  la  Policía  de 
la  Provincia,  ha  sido  sumamente  correcto  durante  el  acto  elec- 
toral, tanto  en  las  secciones  5*  y  6*  dónde  fué  intervenida, 
como  en  la  i*  73»,  donde  simplemente  tenían  instrucciones 
de  cooperar  al  mantenimiento  del  orden. 

Los  comicios  han  sido  absolutamente  tranquilos  y  se  ha  ga- 
rantido la  libertad  y  pureza  del  sufragio,  hasta  donde  es  po- 
sible hacerlo,  pues  sabido  es  que  todos  los  partidos,  sin  dis- 
tinción de  colores  políticos,  han  hecho  y  hacen  todo  cuanto 
pueden  para  introducir  votos  fraudulentos,  burlando  las  dis- 
posiciones más  sabias  y  justas  de  las  leyes  electorales. 

En  el  comido  de  fecha  i®  del  corriente,  si  el  fraude  no  era 
imposible,  ha  sido  por  lo  menos  tan  difícil  que  puede  V.  E. 
estar  seguro  de  que  ha  presidido  una  de  las  elecciones  más 
legales  entre  las  que  se  han  realizado  en  nuestro  país,  duran- 
te los  últimos  veinte  años.  A  ello  han  contribuido  las  acerta- 
das disposiciones  de  V,  E.  en  las  que  se  ha  tratado  de  pre- 
verlo todo,  el  empeñoso  afán  de  los  comisionados  militares  y 
civiles  y  el  correcto  proceder  de  la  Policía  de  la  Provincia 
que  ha  sabido  mantenerse  dentro  de  los  límites  marcados  por 
la  ley  y  los  decretos  de  V,  E. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

Carlos  Smith, 

CoDnel. 
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Decreto  da  1^  Intervención,  avocándoee  el  escrutinio 
de  las  elecciones  verificadas  el  dia  1"*  de  Noviembre 

La  Plata,  Noviembre  9  de  1903. 
CONSIDERANDO: 

1°  Que  urge  practicar  el  escrutinio  dé  las  elecciones  que 
tuvieron  lugar  el  día  i®  del  corriente  mes; 

2°  Que  la  ley  electoral  de  la  Provincia  somete  esta  tarea  á 
una  Junta  compuesta  por  el  Presidente  de  la  Suprema  Corte, 
el  Fiscal  de  Estado  y  el  Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas, 
dejando  librado  á  la  H.  Cámara  dé  Diputados  el  juicio  defi- 
nitivo de  las  elecciones; 

3®  Que  en  el  presente  caso,  dados  los  hechos  que  motiva- 
ron la  Intervención  Nacional  y  haber  ésta,  antes  de  ahora» 
anulado  un  escrutinio  practicado  por  dicha  Cámara,  está  más 
de  acuerdo  con  la  unidad  del  procedimiento  observado  por 
la  Intervención  el  que  ella  misma  practique  directamente  el 
escrutinio  y  también  el  sorteo  de  las  elecciones  de  que  se 
trata; 

40  Que  para  evitar  posibles  dificultades  y  demoras,  el  co- 
misionado federal  puede  suspender  en  sus  efectos,  por  lo  que 
respecta  al  escrutinio,  las  disposiciones  pertinentes  de  la  ley 
electoral  de  la  provincia. 

El  Interventor  Nacional — 


RESUELVE: 

1°  Avocarse  el  escrutinio  de  las  elecciones  verificadas  el 
I»  del  actual. 
2^  Constituirse  en  el    recinto  de  la  H.  Cámara  de  Dipu- 
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tados,  el  ^día  12  del  comente  á  las  2  p.  m.,  para  llevar  á 
cabo  dicha   o^jeración. 

3'*  Practicarla  en  presencia*  de  los  señores  diputados  y 
demás  personas  que  deseen  concurrir  al  acto. 

4®  Hacer  oportunamente  el  correspondiente  sorteo  tam- 
bién en   sesión  pública,  designando  dia  y  hora  al  efecto. 

5*  Comuniqúese,  publíquese  y  archívese. 

Luís  B.  Molina. 
Carlos    A.   Estrada, 

Secretario.  ' 


Acsta  del  escrutinio,  y  decreto  aprobándolo  y  fijando 
dia  y  hora   para  practicar  el  sorteo 


En  la  ciudad  de  La  Plata,  á  doce  de  Noviembre  de  rtiil 
novecientos  tres,  siendo  las  dos  p.  m,,  el  señor  Interventor 
Nacional,  doctor  Luis  B.,  Molina,  se  constituyó  en  lít  Sala 
de  Sesiones,  de  la  H.  Cámara  de  Diputados,  acompañado 
de  su  Secret2uío  doctor  Carlos  A.  Estrada,  del  Prosecretario 
doctor  Lorenzo  C.  Ferrari  y  de  los  señores  doctor  Roberto 
J.  Bunge  y  don  Máximo  Reyna,  Oficial  y  Auxiliar  de  la 
Intervención,  respectivamente,  á  objeto  de  practicar  el  es- 
crutinio de  las  elecciones  de  diputados,  efectuadas  el  día 
primero  del  mes  corriente  en  las  secciones  primera,  tercera, . 
quinta  y  sexta. 

Procedió  á  la  apertura  de  los  paquetes  que  contenían  los 
papeles  .de  la  elección    de  la   sección    primera,    é    hizo   su 
estudio  con  el  resultado  siguiente:.  «Partidos  Unidos:^.  (2055) . 
dos  mil  cincuenta  y  cinco  votos  por  su  candidato  el    señor 
Benjamín  Paez. — «Partido  Republicano»,  (2)  dos  voto^,  ppr  el 
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doctor  Emilú'  Besio  y  Almeyra.—€  Comité  Popular»,  (93) 
noventa  y  tres  votos  por  el  doctor  José  María  CasuUo,  ha- 
biendo obtenido  además  (21)  veintiún  votos  el  señor  Tristón 
M.  Almandos  y  (i)  uno  los  señores  Ramón  Grómez  y  Leo- 
poldo Murcho  por  listas  sin  denominación. 

Acto  continuo  procedió  á  la  apertura  de  los  paquetes 
que  contenían  los  papeles  de  la  elección  de  la  sección  ter- 
cera, cuyo  estudio  dio  el  siguiente  resultado:  c  Partidos  Uni- 
dos», por  su  candidato  señor  Julián  Martínez  hijo,  (3524) 
tres  mil  quinientos  veinticuatro  votos;  por  los  señores  Al- 
berto Otamendi,  Rodolfo  Dónovan  y  Adolfo  E.  Lascano  (2) 
dos  votos;  por  el  señor  Carballeda  Bazín  (i)  un  voto. — c Lista 
Popular»,  por  el  señor  José  A.  López  (68)  sesenta  y  ocho 
votos.  — «Centro  Popular»,  por  el  señor  Enrique  Vignatti 
(8)  ocho  votos  y  por  el  señor  Leandro  Diaz  (i)  voto. — «Partido 
Radical»,  en  blanco  (6)  seis  votos;  por  el  señor  Manuel  A. 
Pórtela  (i)  un  voto.  —  «Partido  Socialista»,  por  el  señor 
Enrique  Vignatti  (i)  un  voto. — «Partido  Autonomisma  Na- 
cional», po|  el  señor  Teófilo  W.  Fernández  (i)  un  voto. — 
Sin  denominación,  por  el  doctor  Adolfo  Zuviría  Aparicio 
(6)  seis  votos;  por  los  señores  Arturo  Guzmán  y  Francisco 
Villafañe  (i)  un  voto;  en  blanco  (i)  un  voto. 

Antes  de  verificar  la  apertura  de  los  paquetes  de  Lomas 
de  Zamora,  dio  lectura  á  la  protesta  formulada  por  el  señor 
José  M.  Pardal,  solicitando  la  total  anulación  del  acto  elec- 
toral de  ese  partido,  y  resolvió  desestimarla  porque  en  dicha 
protesta  sólo  se  mencionan  cuatro  votos  como  posiblemente 
fraudulentos,  y  porque  del  informe  del  Comisionado  de  la 
Intervención,  Teniente  Coronel  Benjamín  García  Aparicio, 
no  resultan  causas  suficientes  para  proceder  como  lo  pide 
el  señor  Pardal. 

Suspendido  el  acto,  siendo  las  ocho  y  quince  p.  m.,  se 
reanuó  á  las  nueve  y  treinta  p.  m.  del  mismo  día.  A  la 
una  a.  m.  del  día  siguiente  fué  nuevamente  suspendido  para 
continuar    el  mismo  día  trece  de    Noviembre  á  las  2  p.  m.. 
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ocupándose  del  escrutinio  de  dicha  Sección  hasta  las  siete  p.  m. 
Terminado  el  escrutinio  de  la  tercera  Sección  electoral, 
procedió  á  realizar  la  apertura  de  los  paquetes  que  conte- 
nían  los  papeles  que  se  refieren  á  la  Sección  quinta. 

Su  estudio  dio  el  siguiente  resultado:  «Partidos  Unidos», 
por  los  señores  doctor  César  A.  Campo,  Francisco  Lando, 
Alberto  Idoyaga  Molina,  Estanislao  A.  Garay,  Domingo 
Negri  y  Bernardo  I^ferrére  (5242)  cinco  mil  doscientos  cua- 
renta y  dos  votos;  por  los  señores  Horacio  Martinez,  Gui- 
llermo A.  Martinez,  Ignacio  Freyre  Bustos  y  José  Gon- 
zález Bonorino  (5241)  cinco  mil  doscientos  cuarenta  y  un 
votos;  por  el  señor  José  López  (4943)  cuatro  mil  novecientos 
cuarenta  y  tres  votos;  por  el  señor  Pedro  A.  Campos  (4562) 
cuatro  mil  quinientos  sesenta  y  dos  votos,  por  el  doctor 
Conrado  de  Frankemberg  (512)  quinientos  doce  votos;  por 
el  señor  Ramón  Basualdo  (298)  doscientos  noventa  y  ocho 
votos;  por  el  señor  Emilio  Pourtalé  (169)  ciento  sesenta  y 
nueve  votos;  por  el  señor  Marcos  Diaz  (28)  veintiocho  votos, 
y  por  el  señor  León  Castañeda  Vega  (12)   doce  votos. 

Las  boletas  del  «Partido  Republicano»  arfojaron  el  si- 
guiente resultado:  por  el  señor  ingeniero  Juan  B.  Quadri 
(2042)  dos  mil  cuarenta  y  dos  votos;  por  los  señores  doc- 
tores Sylla  J.  Monsegur  y  Martín  Mr  Sosa  (204 1 )  dos  mil 
cuarenta  y  un  votos;  por  los  señores  Martín  G.  Colman, 
Luis  C.  Balcarce  hijo  y  Emilio  Herrera  (2040)  dos  mil  cua- 
renta votos;  por  el  señor  Germán  F.  Balcarce  (2039)  dos  mil 
treinta  y  nueve  votos;  por  el  señor  Ramón  E.  Alcorta  (2038) 
dos  mil  treinta  y  ocho  votos;  por  los  señores  ingeniero  Fe- 
derico A.  Toledo,  José  M.  Micheo,  Eufemio  Zavala  y  García 
y  doctor  Francisco  Emparanza  (2013)  dos  mil  trece  votos; 
por  los  señores  Néstor  Caran»  Alvaro  Roldan,  Mauricio  Ni- 
creustein  y  Fernando  Amadeo  Vieyra  (27)  veintisiete  votos; 
por  el  señor  Roberto  S.  Kane  (5)  cinco  votos;  por  el  señor 
Leonardo  C.  Carman  (4)  cuatro  votos;  por  los  señores  En- 
rique Goyena,  José  Diaz,  Andrés  Arrien  y  Ricardo  Surado 

u.  •  12 
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(2)  dos  votos,  y  (i)  un  votos  por  los  señores  Francisco 
Laferrére,  Santiago  Repetto,  Pedro  Belderrein,  Miguel  A. 
de  Uribelarrea,  doctor  Nicarnor  A.  de  Elía,  José  E.  Uri- 
buru  hijo,  José  A.  Pacheco  y  Anchorena,  Victorio  Ancho- 
rena,  León  Castañeda  Vega,  Andrés  López,  Daniel  Ortiz, 
Francisco  Duarte,  Alberto  Idoyaga  Molina,  Carlos  Rosales, 
Tomás  Izquierdo,  Liberato  Ruiz  y  José  Peralta. 

De  las  del  c Partido  Autonomista  Nacional  de  la  Pro- 
vincia», resultó:  por  el  señor  Adolfo  E.  Gómez  (499)  cua- 
trocientos noventa  y  nueve  votos;  por  el  señor  Gumersindo 
Giles  (474)  cuatrocientos  setenta  y  cuatro  votos;  por  el  señor 
José  Ferrer  (407)  cuatrocientos  siete  votos;  por  el  señor 
Samuel  Flaqué  (40  ij  cuatrociento  un  votos;  por  los  señores 
Ciríaco  Ayala  y  Pablo  Milani  (376)  trecientos  setenta  y 
seis  votos;  por  los  señores  Raúl  Videla  Dorna,  doctor  José 
A.  Viale,  Melitón  Zemborán,  Juan  R.  Ludueña  y  Félix  Duce 
(297)  doscientos  noventa  y  siete  votos;  por  el  señor  Pedro 

A.  Costa  (280)  doscientos  ochenta  votos;  por  los  señores 
doctor  Antonio  Gil,  Domingo  Lozano,  Ignacio  G.  Cuerva 
y  Esteban  íacio  (232)  doscientos  treinta  y  dos  votos;  por 
el  señor  Enrique  Guerrero  (217)  doscientos  diez  y  siete  votos; 
por  los  señores  José  A.  Rodríguez,  Domingo  Cabrera,  Adolfo 

B.  Baldassane,  Juan  J.  Areco,  Ercibio  Barbosa,  Emiliano^ 
Aguirre,  Enrique  Sierra,  Casimiro  Montes  y  Nicolás  D. 
Herrera  (213)  doscientos  trece  votos;  por  los  señores  Al- 
fredo Buty  y  Juan  N.  Casco  (190)  ciento  noventa  votos; 
por  los  señores  Antonino  Cambaceres  y  Juan  C.  Baigorria 
(165)  ciento  sesenta  y  cinco  votos;  por  los  señores  doctor 
Carlos  Dunzelsmann,  Narciso  Ferrer  y  José  María  Paz  ((7) 
sesenta  y  siete  votos;  por  los  señores  Máximo  Coria;  Fran- 
cisco Serantes,  Antonino  Diaz,  Eduardo  F.  Toscano  y  Ra- 
món Milani  (25)  veinticinco  votos;  por  el  doctor  Eduardo 
Zenavilla  {21)  veintiún  votos,  y  (12)  doce  por  el  señor  Tomás 
Gómez. 

La    «Liga  Cívica  Provincial   Independiente»,    obtuvo  los 
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votos  siguientes:  (303)  trescientos  tres  votos,  por  los  señores 
Demetrio  Rodríguez,  ingeniero  Felipe  Cuenca  y  Fermín 
Casas  Olmos;  (302)  trescientos  dos,  por  el  señor  Enrique 
Frers;  (142J  ciento  cuarenta  y  dos,  por  el  señor  Pedro  Ague- 
rregaray  hijo;  (141)  ciento  cuarenta  y  uno,  por  los  señores 
Manuel  Sanabria,  doctor  Enrique  Lynch  Arribálzaga  y 
Héctor  Quesada;  (103)  ciento  tres,  por  los  señores  Enrique 
Madero,  Paulino  C.  Rodriguez,  Enrique  Dunleix,  Paulino 
Rodríguez  Ocón  é  Isidoro  Saynó;  (102)  doscientos  dos,  por 
el  señor  José  B.  Iturburu;  (99)  noventa  y  nueve,  por  el  señor 
Luts  J.  Vázquez;  (58)  cincuenta  y  ocho,  por  los  señores 
Jorge  Saavedra,  Enrique  Guerrero,  Sebastián  Raffo,  Alberto 
S.  Arias,  Silvio  Sosa  y  doctores  Pedro  Bourel,  Rouvier 
Garay  y  Juan  M.  Olmos;  (2)  dos,  por  el  señor  Ventura  R. 
Martínez,  y  (i)  uno,  por  los  señores  H.  Molina,  A.  Acosta,. 
Alberto  Zemborain,  Leonardo  González,  Osmán  Paz  Rosi, 
ingeniero  Eduardo  Seradíno,  Enrique  Bellatti,  Martin  Sosa,. 
Juan  B.  Quadri,  Domingo  Negri  y  doctores  Jorge  C.  Gi- 
ménez, José  M.  Mira,  José  M.  Fernandez  y  Pedro  Belderreín. 
El  «Partido  Nacional»  ha  sufragado  en  la  forma  siguiente: 
por  los  señores  Ernesto  T.  Martínez  y  León  Castañeda  Vega 
(41)  cuarenta  y  un  votos;  por  el  señor  Martín  Sansiñena  (28) 
veintiocho  votos;  por  los  señores  Mariano  García,  Juan  De- 
not,  Fernando  Massa,  Benito  Martínez  y  Saturnino  F.  Justo 
(26)  veintiséis  votos;  por  los  señores  Mariano  García  y  Ma- 
riano Etcheverry  (21)  veintiún  votos;  por  el  señor  Ranfión 
Etcheverry  {zd)  veinte  votos;  por  el  señor  Norberto  Crotto 
(17)  diez  y  siete  votos;  por  los  señores  doctor  Jacinto  Fe- 
rreyra,  Mateo  Basualdo,  Luciano  Faramíñán,  Adolfo  Fer- 
nandez Rojas,  Federico  Aragón  y  doctores  Tomás  R.  Garda 
y  Julio  Peña  (15)  quince  votos;  por  los  señores  Marcos  Or- 
doñez,  Emiliano  Astorga  y  Federico  Aragón  (14)  catorce 
votos;  por  el  señor  José  García  (5)  cinco  votos;  por  los  se- 
ñores Felipe  Senillosa,  Ignacio  Iramain,  Pedro  J.  Negri, 
Publio  Risso  Patrón  y  doctores  Román  Pacheco,  Fernando 
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Saguier,  Filemón  Torres  Carranza,  Marcelo  T.  de  Alvear, 
Carlos  de  la  Colina  y  Ramón  Haróstegui  (2 )  dos  votos,  y 
{i)  uno  por  el  señor  Manuel  Venturino. 

El  tPartido  Autonomista  Nacional»,  dio  por  resultado: 
(25)  veinticinco  votos  por  los  señores  Daniel  Gowsan,  Alberto 
Unánue,  Francisco  Casalins,  Ensebio  H.  Milani,  Luis  Ghi- 
glione,  Francisco  Monasterio,  Luis  M.  Pérez,  Alfredo  Lanús, 
Pedro  Lasalle,  Camilo  T.  de  Alvear,  Samuel  Wilson  y 
Belisario  Hueyo. 

El  «Comité  Hipólito  de  Irigoyen»,  obtuvo  (24)  veinticuatro 
votos  por  los  señores  doctor  César  A.  Campos,  Horacio 
Martínez,  José  López,  Francisco  Lando,  Alberto  Idoyaga 
Molina,  Estanislao  A.  Garay,  Guillermo  A.  Martínez,  Igna- 
cio Freyre  Bustos,  Domingo  Negri,  José  González  Bonorino, 
Bernardo  de  Laferrére  y  Pedro  A.  Campos. 

Y  por  último,  el  «Partido  Provincial  Independiente»,  re- 
sultó con  (12)  doce  votos  á  favor  de  los  señores  Manuel 
Ostenero,  César  Iglesias,  Arturo  García  Aparicio.  Felipe  A. 
Oteriño,  Carlos  Costa;  Adrián  Philip,  Lorenzo  Farrulla,  Es- 
teban J.  Romero,  Aquiles  González  Olíver.  Fenelón  Costáis» 
Alfredo  Milani  y  Juan  F.  Caminos. 

Han  sufragado,  pues,  en  la  quinta  sección  (8474)  ocho 
mil  cuatrocientos  setenta  y  cuatro  ciudadanos:  á  los  «Par- 
tidos Unidos»  corresponden  (5245)  cinco  mil  doscientos  cua- 
renta y  cinco  votos;  al  «Partido  Republicano»  (2043)  dos 
mil  cuarenta  y  tres  votos;  al  «Partido  Autonomista  Nacio- 
nal de  la  Provincia»  (779)  setecientoá  setenta  y  nueve  votos; 
á  la  «Liga  Cívica  Provincial  Independiente»  (303)  trescien- 
tos tres  votos;  al  «Partido  Radical»  (43)  cuarenta  y  tres 
votos;  al  «Partido  Autonomista  Nacional»  (25)  veinticinco 
votos;  al  «Comité  Hipólito  de  Irigoyen»  (24)  veinticuatro 
votos,  y  (12)  doce  al  «Partido  Provincial  Independiente». 

En  su  oportunidad,  el  señor  Interventor  se  ocupó  de  las 
siguientes  protestas: 

El  Presidente  del  Comité    de  La  Plata  del  «Partido  Re- 
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publicano»,  protesta  con  fecha  doce  del  actual  déla  incons- 
^tucionalidad  de  las  elecciones  de  las  secciones  primera  y 
tercera.  El  señor  Interventor  resolvió  desestimarla,  pues  el 
el  hecho  de  haber  convocado  á  elecciones  en  las  mismas, 
indica  que  la  considera  perfectamente  constitucional.  Hizo 
notar  igualmente  que  los  antecedentes  corroboran  el  hecho 
recordando  entre  otros  la  elección  del  diputado  señor  López 
Cabanillas  por  la  sexta  sección,  que  tuvo  lugar  durante  la  in- 
tervención del  señor  Avellaneda,  así  como  la  del  señor 
Fernando  Cordero  que  ocupa  actualmente  una  banca  en  el 
H.  Senado  de  la  Provincia. 

Desestimó  también  la  protesta  formulada  por  el  Presi- 
dente del  €  Comité  Popular»  de  Ranchos,  señor  Rodríguez 
España,  en  virtud  de  la  nimiedad  de  sus  fundamentos  y 
de  los  términos  del  informe  del  Comisionado  de  la  Inter- 
vención, señor  Mayor  Martin  E.  Aldana. 

Leída  una  reclamación  de  «General  Belgrano»,  firmada  por 
los  señores  Fermín  Llanos  en  representación  del  t  Partido  Re- 
publicano», Martín  Sansiñena  por  el  «Partido  Radical»,  P.  R. 
Ludueña  por  el  «Partido  Autonomista  Nacional»,  Benito 
Martínez  presidente  del  «Comité  Radical»,  y  José  Ferrer,  el 
señor  Interventor  resolvió  desestimarla,  teniendo  en  cuenta 
el  informe  del  Comisionado  Militar  Sr.  Mayor  Marcial  Cuen- 
ca. Recordó  además  que  había  recibido  telegramas  subscrip- 
tos por  los  representantes  de  todos  los  partidos  políticos  en 
lucha,  elogiando  el  correcto  proceder  de  dicho  Comisionado. 

Reanudada  la  tarea  el  mismo  día,  á  las  nueve  y  treinta 
p.  m.,  dio  comienzo  á  la  apertura  de  los  paquetes  que  conte- 
nían los  documentos  relativos  á  la  elección  de  la  sexta  sección 
electoral.  Suspendido  el  acto  á  las  doce  p.  m.,  se  reanudó  el 
día  siguiente  14  de  Noviembre  alas  dos  p.  m. 

El  resultado  de  la  elección  de  dicha  sección  es  el  que  sigue: 
«Partidos  Unidos»,  (8.376)  ocho  mil  trescientos  setenta  y  seis 
votos  por  los  señores  Sixto  Rodríguez,  Arturo  Scotto  y  En- 
rique Guerrero;  (8.375)  ocho  mil  trescientos  setenta  y  cinco 
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por  los  señores  Ricardo  Lezica  Alvear,  Mariano  Maldonado. 
Mariano  J.  Machado,  Alberto  Rosende  Mitre,  Francisco  Uzal 
y  doctor  Luis  Gandulla;  (8.366)  ocho  mil  trescientos  sesenta 
y  seis  por  el  señor  Pablo  L.  Palacios;  (35)  treinta  y  cinco  vo- 
tos por  el  señor  Rufino  Frías,  y  (10)  diez  votos  por  el  señor 
Daniel  Gowland. 

«Partido  Republicano»:  por  los  señores  Domingo  Olivera 
y  Justo  Ball  (2.415)  dos  mil  cuatrocientos  quince  votos;  por 
el  señor  Arturo  Campos  (2.414)  dos  mil  cuatrocientos  catorce 
votos;  por  los  señores  Domingo  Heguilor,  Eduardo  Bunter  é 
ingeniero  Orlando  E.  Williams  (2.270)  dos  mil  doscientos  se- 
tenta votos;  por  los  señores  doctores  Ernesto  Idoyaga  Molina, 
Enrique  Thedy  y  J.  F.  González  Romasanta  (2.124)  dos  mil 
ciento  veinticuatro  votos;  por  el  señor  Emilio  E.  Coquet  (2.1 23) 
dos  mil  ciento  veintitrés  votos:  por  el  doctor  Juan  Carlos  Cruz 
(1.979)  mil  novecientos  setenta  y  nueve  votos;  por  el  doctor 
Enrique  Castilla  (1.978)  mil  novecientos  setenta  y  ocho  votos; 
por  los  señores  Ernesto  Idoyaga,  Adolfo  Blaye,  José  M.  Cobo, 
Federico  Martínez  de  Hoz  y  Nereo  Croveto  (291)  doscientos 
noventa  y  un  votos;  por  el  doctor  Eduardo  Jonter,  Enrique 
del  Castillo,  Antonio  P.  Roca,  ingeniero  Fernando  Viller, 
doctor  Juan  P.  de  las  Cruces  y  doctor  Domingo  J.  Eguilar 
(145)  ciento  cuarenta  y  cinco  votos;  por  los  señores  Daniel  J. 
Dónovan  y  Julio  M.  Macías  (2)  dos  votos,  y  (i)  un  voto  por 
los  señores  Federico  Bunge,  Hipólito  Irigoyen,  Agustín  C. 
Castro,  Hipólito  Bordenave,  Máximo  Roffmann,  Amadeo 
Loza,  Cándido  Techera,  Camilo  Aredes,  Benigno  Ball.  Juan 
P.  Ducasso,  Horacio  Ball,  Carlos  Ball  y  Juan  E.  Medina. 

La  «Unión  Política  del  Sud*  obtuvo  los  siguientes  sufra- 
gios: por  los  señores  Gundemaro  Castilla,  Bernardo  Arriaga 
hijo  y  Benito  E.  Martínez  hijo,  (271)  doscientos  setenta  y  un 
votos;  por  los  señores  Manuel  B.  Arza  y  Jorge  Wein  (262) 
doscientos  sesenta  y  dos  votos;  por  el  señor  Pedro  Castaing 
(254)  doscientos  cincuenta  y  cuatro  votos;  por  el  señor  Marcos 
Villafañe  (251)  doscientos  cincuenta  y  un  votos;  por  los  seño- 
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res  Pedro  Llanos,  doctor  Juan  Sosa,  Pablo  Ríos,  doctor  Juan 
Ross  y  Lorenzo  Ruiz  (163)  ciento  sesenta  y  tres;  por  el  se- 
ñor Luis  C.  Croveto(i4o)  ciento  cuarenta  votos;  por  los  se- 
ñores Miguel  Vidal,  Manuel  Ramos  Vivot,  Agustín  P.  Saf- 
fores.  Pastor  C.  Bordón,  Fernando  Cabrera  y  doctor  Floren- 
cio Torres  (108)  ciento  ocho  votos;  por  los  señores  Enrique 
Cos  y  Florencio  Giles  (20)  veinte  votos,  y  (7)  siete  por  el  señor 
Manuel  Giménez. 

El  «Partido  Radical»  dio  el  resultado  que  sigue:  Í237)  dos- 
cientos treinta  y  siete  votos  por  el  señor  David  Fahy;  (234) 
doscientos  treinta  y  cuatro  votos  por  el  señor  Ricardo  Gui- 
ñazú;  (208)  doscientos  ocho  votos  por  el  señor  Pablo  JA.  Ga- 
rrciza;  (199)  ciento  noventa  y  nueve  votos  por  el  señor  Ismael 
Anasagasti;  (178)  ciento  setenta  y  ocho  votos  por  el  señor  Ma- 
nuel Grapho;  {171)  ciento  setenta  y  un  votos  por  el  señor  Ar- 
turo Bello;  (169)  ciento  sesenta  y  nueve  votos  por  el  señor 
Andrés  R.  Devoto;  (167)  ciento  sesenta  y  siete  votos  por  el 
señor  Francisco  Bernal;  (157)  ciento  cincuenta  y  si3te  votos 
por  el  señor  Emiliano  Ferreyra;  (155)  ciento  cincuenta  y  cin- 
co votos  por  el  señor  Eduardo  Aubain;  (154)  ciento  cincuenta 
y  cuatro  por  el  señor  Enrique  Hudson;  (151)  ciento  cincuenta 
y  un  votos  por  el  señor  Hipólito  G.  de  Karavenaut;  (136)  cien- 
to treinta  y  seis  votos  por  el  señor  I^iis  Romero;  (59)  cin- 
cuenta y  nueve  votos  por  el  señor  Manuel  Crespo;  (28)  vein- 
tiocho votos  por  el  señor  Carlos  E.  Smith;  (25)  veinticinco 
votos  por  los  señores  Felipe  Martínez,  Fernando  Massa,  Adol- 
fo Moutier  y  el  doctor  José  Nicolás  Matienzo;  (19)  diez  y 
nueve  votos  por  los  señores  Juan  Chau,  Alberto  Campos,  Ven- 
tura Martínez,  doctor  Julián  Márquez,  doctor  Pedro  A.  Luro, 
Jorge  Stegman,  Ricardo  Martínez  Rufino,  Carlos  Vega  Bel- 
grano  y  doctor  Manuel  Pérez;  ( 1 8)  diez  y  ocho  votos  por  los 
señores  Pedro  Castaing,  Rufino  Pastor,  Benito  E.  Martínez, 
ingeniero  Luis  Rodríguez,  doctor  Domingo  de  Oro,  doctor 
Ramón  Gómez,  doctor  Luis  Piñeyro,  Diego  Fernández  Espi- 
ro, Marcos  Villafañe  y  Emilio  F.  JReceque;  (8)   ocho  votos 
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por  los  señores  Ernesto  T.  Martínez,  doctor  Carlos  Rodríguez 
Etchart,  León  Vega,  Carlos  Onrubia  y  Pedro  Rodríguez;  (4) 
cuatro  votos  por  los  señores  Isciac  Rom,  Fermín  Muñoz  y 
Juan  F.  Cabrera;  (3)  tres  votos  por  los  señores  Manuel  B- 
Lezama  y  Manuel  Brítos;  (2)  dos  votos  por  los  señores  Juan 
P.  Sotelo,  Florencio  Colazo,  Adolfo  M.  Rivera,  Pedro  Cepe- 
da, Felipe  Ponchan,  Pedro  Borachini,  José  Morete,  Edecio 
Moyano  é  Ireneo  Cisneros;  y  (i)  un  voto  por  los  señores  Ela- 
dio Rodríguez,  José  Basanta,  Eduardo  Rodríguez,  Leónidas 
Aguirre,  Pedro  E.  Rozas,  Horacio  E.  Falco,  Januario  Mén- 
dez, Juan  J.  Fair,  Juan  Elicetche  y  P.  García. 

El  €  Partido  Radical  de  Coronel  Pringles»  obtuvo  (33) 
treinta  y  tres  votos  á  favor  de  los  señores  Hipólito  Irigoyen, 
Delfor  del  Valle,  doctor  José  S.  Arévalo,  doctor  Marcelo  T^ 
de  Alvear,  doctor  Martín  M.  Torino,  doctor  J.  M.  Cande,  doc- 
tor Carlos  Pradere,  doctor  Juan  J.  Bourón,  doctor  Ángel  Pi- 
zarro  Lastra,  doctor  Mariano  R.  Candioti,  doctor  Juan  C. 
Belgrano,  coronel  Martín  Irigoyen  y  doctor  José  de  Ape- 
llaniz. 

I^  lista  €  A.  Liberal  U.»  obtuvo  (8)  ocho  votos  por  el  se- 
ñor Juanjosé  Villate. 

Listas  sin  denominación:  (i)  un  voto  por  cada  uno  délos 
señores  Sixto  Rodríguez,  Alberto  Scotto,  Ricardo  Lezica 
Alvear,  Pablo.  L.  Palacios,  Mariano  Maldonado,  Federico 
Bunge,  Enrique  Guerrero,  Alberto  Ramos  Mexía,  Carlos  Gron- 
zález  Bonorino,  Mariano  J.  Machado,  Orlando  E.  Williams» 
Francisco  Uzal,  doctor  Luis  Gandulla,  Bonifacio  Vallejos,  Ra- 
món Olaciregui,  Rufino  Rojas,  doctor  Ricardo  Ortiz  de  Ro- 
zas, ingeniero  Saturnino  Leyva,  Enrique  Julio,  doctor  Eduar- 
do Bombel,  doctor  Jorge  Ziddle,  doctor  Tomás  Barsi,  doctor 
Adrián  M.  Veres,  doctor  Narciso  Malíes,  doctor  Aristóbulo 
Barrionuevo  y  doctor  Manuel  Lucero. 

Han  sufragado,  pues,  en  esta  sección  (11.371)  once  mil 
trescientos  setenta  y  un  ciudadanos,  de  cuyos  votos  corres- 
ponden:   Í8.378)  ocho   mil  trescientos    setenta  y  ocho  á  los 
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tPartidos  Unidos»;  ("2416)  dos  mil  cuatrocientos  diez  y  seis 
al  €  Partido  Republicano»;  (271)  doscientos  setenta  y  uno  al 
cPartido  Radical»;  (271)  doscientos  setenta  y  unoá  la  *Unión 
Política  del  Sud»;  (33)  treinta  y  tres  al  «Partido  Radical  de 
Coronel  Pringles»,  y  (2)  dos  á  listas  sin  denominación. 

A  su  debido  tiempo  ocupóse  el  señor  Interventor  de  la  pro- 
testa elevada  por  el  señor  Manuel  Grapho,  de  Laprida,  con 
motivo  de  la  resolución  del  Comisionado  Militar  de  la  ínter, 
vención,  señor  mayor  Teodolindo  Linares,  ocupando  escri- 
bientes para  la  confección  de  los  registros.  Desestimó  tal  re- 
clamación teniendo  en  cuenta  el  informe  de  dicho  Comisiona- 
do, que  cumplió  en  este  caso  órdenes  directas  de  la  Intervención. 

Desestimó  igualmente  la  protesta  levantada  ante  Escribano 
Públioo,  por  encargo  del  señor  Emilio  J.  Jerez,  de  Olavarría* 
reclamando  de  la  intromisión  en  el  atrio,  de  personas  extra- 
ñas al  acto  electoral.  Tal  afirmación  no  ha  sido  atestiguada. 
Hizo  notar,  además,  la  circunstancia  de  haber  recibido  la  In- 
tervención telegramas  firmados  por  los  representantes  de  los 
partidos  en  lucha,  encomiando  la  conducta  del  Comisionado 
de  la  Intervención,  cuyo  informe  fué  leído. 

Terminado  el  escrutinio  de  la  sexta  Sección,  resolvió  el  se- 
ñor Interventor,  de  acuerdo  con  el  artículo  43  de  la  ley  de 
elecciones  de  la  provincia,  no  computar,  á  los  efectos  del 
cuociente,  los  (8)  ocho  votos  déla  lista  «A  Liberal  U.>á  fa- 
vor del  señor  Juan  J.  Villate,  por  ser  éstos  singulares. 

El  cuociente  electoral  de  la  sección  quinta,  viene  á  ser  eisí: 
706.16,  correspondiéndole  por  lo  tanto  á  los  cPartidos  Uni- 
dos» (7)  siete  diputados  por  cuociente  y  (i)  uno  por  mayor 
residuo;  al  c Partido  Republicano»  {2)  dos  diputados  por  cuo- 
ciente y  (i)  uno  por  mayor  residuo;  y  (i)  un  diputado  al  «Par- 
tido Autonomista  Nacional  de  la  Provincia». 

El  de  la  sexta  Sección  es  874.69,  viniendo  á  corresponderle 
á  los  «Partidos  Unidos»  (9)  nueve  diputados  por  cuociente  y 
(i)  uno  por  residuo;  y  al  «Partido  Republicano»  (2)  dos  y  (i) 
uno  por  residuo. 


—    i86  — 

Acto  continuo  el  señor  Intefventor  llamó  la  atención  acer- 
ca de  los  motivos  que  tenía  para  adjudicar  á  los  cPartidos 
Unidos»  (i)  una  banca  por  mayor  residuo  y  no  ala  «Liga 
Cívica  Provincial  Independiente»,  en  contra  de  lo  que  algu- 
nos habían  supuesto,  por  exceder  el  total  de  votos  de  esta 
agrupación  al  residuo  de  los  «Partidos  Unidos». 

Observó  que  no  podría  tener  en  cuenta  ningún  antecedente 
que  se  invocara  en  ese  sentido,  pues  tales  antecedentes  no 
podían  primar  sobre  el  criterio  de  la  Intervención,  bagado  en 
la  disposición  legal,  clara  é  intergiversable,  que  debe  por  lo 
tanto  aplicarse  en  contra  de  cualquier  precedente. 

A  este  propósito  recordó  el  artículo  1 1  de  la  Ley  de  Elec- 
ciones de  la  Provincia,  cuyos  incisos  ^^  y  4",  dicen: 

3°  Dividirá  por  el  cuociente  electoral  el  número  de  «votos 
obtenidos  por  cada  lista». 

4"  Los  nuevos  cuocientes  indicarán  el  número  de  candida- 
tos de  cada  lista  que  resultan  electos.  «Si  la  suma  de  todos 
estos  cuocientes  no  alcanzase  al  número  total  de  la  represen- 
tación, se  adjudicará  un  candidato  más  á  cada  una  de  las  lis- 
tas, cuya  división,  según  el  inciso  3°,  haya  arrojado  mayor 
residuo  hasta  completar  la  representación.  En  caso  de  resi- 
duos iguales,  se  procederá  por  sorteo». 

Debe  corresponder,  pues,  un  candidato  sin  cuociente  á  cada 
una  de  las  listas  que  haya  arrojado  mayor  residuo.  Esto  no 
puede  significar  que  deba  adjudicarse  un  Diputado  á  una  agru 
pación  que  no  tenga  cuociente. 

Y  aunque  uno  de  los  candidatos  de  la  «Liga  Cívica  Pro- 
vincial Independiente»  haya  obtenido  un  número  de  votos  su- 
perior al  del  residuo  de  los  «Partidos  Unidos»,  estos  votos  no 
pueden  considerarse  como  un  residuo. 

Leyó  algunos  párrafos  del  discurso  del  señor  ingeniero  Emi- 
lio Mitre,  autor  de  dicha  ley,  entre  ellos  el  siguiente:  «Los 
residuos  déla  operación  electoral,  sobre  que  versa  el  artícu- 
lo II,  provienen,  como  .se  sabe,  déla  división  délos  votos 
obtenidos  por  caJa  fracción  electoral,  por  el  cuociente  elec- 
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toral.  Es  decir,  que  son  varias  divisiones  en  que  los  dividen- 
dos son  distintos  y  el  divisor  es  siempre  el  mismo». 

No  hay  cuociente — continuó —sin  división,  ni  residuo  sin 
cuociente.  De  manera  que  no  puede  considerarse  residuo  un 
número  de  votos  acumulados  en  una  lista. 

Hizo  notar,  á  mayor  abundamiento,  que  el  total  de  votos 
obtenidos  por  la  «Liga  Cívica  Provincial  Independiente»,  ni 
siquiera  ha  alcanzado  á  la  mitad  del  cuociente  electoral. 

Agregó,  finalmente,  que  esta  aplicación  de  la  teoría  del 
cuociente  es  la  que  prevalece  en  la  ciencia  y  en  las  prácticas 
políticas,  porque  de  otro  modo  se  desvirtuaría  fundamental- 
mente el  concepto  base  de  la  ley,  que  otorga  representcición 
únicamente  á  las  agrupaciones  que  hayan  alcanzado,  por  lo 
menos,  el  número  de  votos  que  el  cuociente  indica. 

Por  estas  consideraciones,  resolvió  adjudicar  el  diputado  que 
faltaba  para  completar  la  representación  de  la  Sección  5*  á 
los  «Partidos  Unidos»  por  mayor  residuo. 

Leyó  luego  el  siguiente  Decreto  de  la  Intervención: 

La  Plata,  Noviembre  14  de  1803. 

Habiendo  practicado  esta  Intervención  el  escrutinio  de  las 
elecciones  de  diputados,  verificadas  el  i®  del  corriente  mes. 

El  Interventor  Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  lo  Apruébase  dicho  escrutinio,  y  declárase  en  con- 
secuencia que  los  señores  Benjamín  Páez  y  Julián  Martínez  (h^ 
resultaron  electos  diputados  por  la  r*  y  3'*  sección,  respecti- 
vamente. 

Art.  2°  Declárase  que  por  la  5*  sección  corresponde:  á  la 
ista  de  los  «Partidos  Unidos»  ocho  diputados  que  deberán 
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sortearse  entre  los  siguientes  candidatos:  señores  César  A. 
Campos,  Francisco  Lando,  Alberto  Idoyaga  Molina,  Estanis- 
lao A.  Garay,  Domingo  Negri,  Bernardo  de  Laferrére,  Ho- 
racio Martínez,  Guillermo  A.  Martínez,  Ignacio  Freyre  Bus- 
tos, José  González  Bonorino,  José  A.  López. 

A  la  lista  del  Partido  Republicano  tres  diputados,  que  de- 
berán sortearse  entre  los  candidatos:  señores  Francisco  Em- 
paranza,  Emilio  Herrera,  Ramón  Alcorta,  Eufemio  Zavala  y 
García,  Germán  F,  Balcarce,  ingeniero  Juan  B.  Quadri,  José 
M.  Micheo,  Martín  G.  Coimán,  Luis  J.  Balcarce  hijo,  Martín 
M.  Sosa,  ingeniero  Federico  A.  de  Toledo  y  doctor  Sylla  O* 
Monsegur. 

A  la  lista  del  Partido  Autonomista  Nacional  de  la  Provin- 
cia, un  diputado,  habiendo  resultado  electo  por  tener  la  ma- 
yoría de  votos  de  esa  lista,  el  candidato  señor  Adolfo  E.  G^- 
mez. 

Art  3°  Declárase  que  por  la  6*  sección  corresponde:  á  la 
lista  de  los  Partidos  Unidos  diez  diputados,  que  deberán  sor- 
tearse entre  los  candidatos  siguientes:  señores  Sixto  Rodrí- 
guez, Arturo  Scotto,  Ricardo  Lezica  Alvear,  Pablo  Palacios» 
Mariano  Maklonado,  Federico  Bunge,  Enrique  Guerrero,  Al- 
berto Ramos  Mexia,  Carlos  González  Bonorino,  Mariano  J. 
Machado,  Alberto  Rosende  Mitre,  Francisco  Uzal  y  doctor 
Luis  Gandulla. 

A  la  lista  del  Partido  Republicano  tres  diputados,  que  de- 
berán sortearse  entre  los  candidatos:  señores  Arturo  Campos, 
Domingo  Olivera,  Eduardo  Hunter,  Enrique  Castilla,  Anto- 
nio Rocca  hijo,  Ernesto  Idoyaga  Molina,  Justo  Ball,  inge- 
niero Orlando  E,  Williams,  Juan  Carlos  Cruz,  Emilio  Coquet, 
Enrique  Thedy,  José  F.  González  Romasanta  y  Domingo  He- 
guilor. 

Art.  40  Desígnase  el  día  16  del  actual,  alas  2  p.  m.,  para 
practicar  en  el  recinto  de  la  H.  Cámara  el  sorteo  á  que  se  re" 
fieren  los  artículos  anteriores. 

Art.  5®  El  Presidente  provisorio  de  dicha  Cámara  citará  á 
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los  señores  diputados  en  ejercicio,  para  el  día  i8  del  corrien- 
te, á  fin  de  que  los  electos  se  incorporen  á  la  misma  previo 
el  juramento  de  ley,  y  se  constituya  además  su  mesa  direc- 
tiva. 

Art.  6°  Comuniqúese,  publíqucse  y  archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos    A,   Estrada, 

Secretario. 

Con  lo  que  se  dio  por  terminado  el  acto,  siendo  las  doce 
p.  m.  del  día  catorce  de  Noviembre. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A,    Estrada, 

Secretario, 

Lorenzo  C.  Ferrari,  Prosecretario. — 
Roberto  /,  Bunge,  Oficial. — Máxi- 
mo Reyna,  Auxiliar. 


Acta  del  sorteo 

En  la  ciudad  de  La  Plata,  siendo  las  dos  p.  m.,  del  día  diez 
y  seis  de  Noviembre  de  mil  novecientos  tres,  el  señor  Inter- 
ventor Nacional  doctor  Luis  B.  Molina  se  constituyó  en  la 
sala  de  sesiones  de  la  H.  Cámara  de  Diputados,  acompañado 
de  su  Secretario,  doctor  Carlos  A.  Estrada,  del  Prosecretario 
doctor  Lorenzo  C.  Ferrari  y  de  los  señores  doctor  Roberto 
J,  Bunge  y  don  Máximo  Reyna,  Oficial  y  Auxiliar  déla  In- 
tervención,   respectivamente,    con  el   objeto    de  practicar  el 


sorteo  de  los  candidatos  á  diputados  por  las  secciones  quinta 
y  sexta. 

El  acto  se  realizó  de  completo  acuerdo  con  la  siguiente  ver- 
sión taquigráfica: 

Señor  Ivterventor: — Se  va  á  dar  lectura  del  acta  levantada 
el  sábado  último. — (Se  lee). 

Señor  Interventor: — Se  da  por  aprobada  el  acta  que  acaba 
de  leerse. 

Se  va  á  proceder  al  sorteo  en  la  forma  siguiente:  Primero: 
Se  establecerá  por  sorteo  el  número  que  corresponde  á  cada 
candidato  que  debe  entrar  en  el  sorteo  general,  }''  en  seguida 
se  practicará  el  sorteo  que  determinará  su  elección  ó  elimi- 
nación como  Diputado.  En  la  sección  5*  entran  al  sorteo 
los  señores  César  A.  Campos,  Francisco  Lando,  Alberto 
Idoyaga  Molina,  Estanislao  A.  Garay,  Domingo  Negri,  Ber- 
nardo de  Laferrére,  Horacio  Martínez,  Guillermo  A.  Marci- 
nez,  Ignacio  Freiré  Bustos,  José  González  Bonorino  y  José 
López,  por  la  lista  de  los  «Partidos  Unidos»,  á  la  cual  co- 
rresponden  ocho  Diputados. 

Para  comenzar,  vamos  á  ver  qué  número  le  corresponde  á 
cada  candidato,  para  entrar  después   al  sorteo  final. 

Así  se  hace  y  da  el  siguiente  resultado:  Al  doctor  César 
A.  Campos  el  número  (6)  seis;  al  señor  Francisco  Lando  el 
número  (9)  nueve;  al  señor  Alberto  Idoyaga  Molina  el  nú- 
mero (4)  cuatro;  al  señor  Estanislao  A.  Garay  el  número 
(7)  siete;  al  señor  Domingo  Negri  el  número  (11)  once;  al 
señor  Bernardo  de  Laferrére  el  número  (5)  cinco;  al  señor 
Horacio  Martínez  el  número  (2)  dos;  al  señor  Ignacio  Freyre 
Bustos  el  número  (8)  ocho;  al  señor  Guillermo  A.  Martínez 
el  número  (1)  uno;  al  señor  José  González  Bonorino  el  nú- 
mero (10)  diez,  y  al  señor  José  López  el  número  (3)  tres. 

Se  va  á  hacer  el  sorteo  de  acuerdo  con  la  Ley  de  Elec- 
ciones de  la  Provincia,  por  eliminación.  Correspondiendo  á 
esta  lista  ocho  Diputados,  se  sacarán  (3)  tres  bolillas,  y  los 
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nombres  que  correspondan  á  esos  números  quedarán  elimi- 
nados. 

Los  señores  Diputados  nacionales  3'  provinciales  que  de- 
seen comprobar  este  acto,  pueden  aproximarse.  ¿No  quiere 
alguno  pasar? 

Se  procederá  al  sorteo  en  la  forma  indicada. 

Se  extraen  de  la  urna  las  bolillas  con  los  números  (6) 
seis,  (5)  cinco  y  (7)  siete,  que  corresponden  á  los  nombres 
de  los  señores  César  A..  Campos,  Bernardo  de  Laferrére  y 
Estanislao  A.   Garay,  respectivamente. 

Señor  Interventor:  —  Han  sido  eliminados  los  señores  Cé- 
sar A.  Campos,  Bernardo  de  Laferrére  y  Estanislao  A.  Ga- 
ray, resultando  por  lo  tanto  electos  los  señores  Francisco 
Lando,  Alberto  Idoyaga  Molina,  Domingo  Negri,  Horacio 
Martínez,  Ignacio  Freyre  Bustos,  Guillermo  A.  Martínez, 
José  González  Bonorino  y  José  López. 

Se  va  á  proceder  al  sorteo  de  la  lista  del  «Partido  Repu- 
blicano», en  la  misma  forma. 

El  candidato  señor  Emilio  Herrera  ha  presentado  su  re- 
nuncia en  los  siguientes  términos: 

«Tuyú,  Noviembre  8  de  1903. 

Al  señor  Interventor  Nacional,  doctor  Luis  B.  Molina. 
Señor  Interventor: 

Adjunto  á  Vd.  la  nota  que  el  Comité  del  «Partido  Repu- 
blicano», por  intermedio  del  señor  Dr.  Iturralde  me  envía. 
Pido  á  Vd.  se  digne  proceder,  haciendo  eliminar  mi  nom- 
bre de  la  lista  de  candidatos  entre  los  cuales  se  han  de 
designar  por  sorteo  los  Diputados  electos  que  correspondan 
ii  dicho  partido. 

Saludo  á  Vd.  con  toda  consideración  y  respeto. 

Emilio  Herrera». 
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Adjunta  la  siguiente  comunicación  del  «Partido  Republi- 
cano«: 

PARTIDO   REPUBLICANO 
COMITÉ   NACIONAL 

Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  ld03. 
Señor  Emilio  Herrera. 

Distinguido  correligionario: 

No  habiendo  podido  tratar  su  renuncia  el  Comité,  por- 
que las  ocupaciones  de  los  trabajos  electorales  le  impidie- 
ron reunirse,  ruégele  quiera  Vd.  reiterarla  dirigiéndose  al 
señor  Interventor  Nacional  para  que  su  nombre  no  sea  in- 
cluido en  el  sorteo  que  debe  practicarse  entre  los  candida- 
tos electos,  con  arreglo  al  número  que  corresponda  al  €  Par- 
tido Republicano».  Convendría  que  al  elevar  Vd.  su  renuncia 
hiciera  presente  que  fué  presentada  al  Comité  antes  de  la 
elección,  como  que  la  mandara  á  éste  para  darle  curso. 

Saluda  á  Vd.  atentamente, 

Pedro  C.  Iturralde*. 

Habiendo  sido  presentada  esta  renuncia  con  fecha  ocho 
de  Noviembre,  la  Intervención  ha  resuelto  aceptarla  y  queda 
por  lo  tanto  el  señor   Herrera  eliminado. 

Se  va  á  proceder  al  sorteo  por  eliminación,  entre  los  (ii) 
once  candidatos  que  quedan  de  esta  lista.  Hay  que  poner 
en  la  urnn  (ii)  once  bolillas  (se  hace),  número  (i)  uno,  nú 
mero  )2)  dos,  número  (3)  tres,  número  (4)  cuatro,  número 
(5)  cinco,  número  (6)  seis,  número  (7)  siete,  número  (8)  ocho, 
número  (9)  nueve,  número  (10)  diez,  número  (11)  once. 
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Se  saca  bolilla  para  el  señor  Francisco  Emparanza,  y  le 
corresponde  el  número  (6)  seis;  para  el  señor  Ramón  Al- 
corta  el  número  (lo)  diez;  para  el  señor  Eufemio  Zavala  y 
García  el  número. (2)  dos;  para  el  señor  Germán  F.  Bal- 
caree  el  número  (9)  nueve;  para  el  señor  Juan.B.  Quadri 
el  número  (1)  uno;  para  el  señor  José  M.  Micheo  el  número 
(4)  cuatro;  para  el  señor  Martín  G.  Colman  .el  número  (8) 
ocho;  para  el  señor  Luis  G.  Balcarce,  hijo,  el  número  (5) 
cinco;  para  el  señor  Martín  M.  Sosa  el  número  (11)  once»' 
para  el  señor  Federico  A.  de  Toledo  el  número  (3>  tres  y 
para  el  señor  Sylla  J.  Monsegur  el  número  (7)  siete. 

Se  va  á  proceder  al  sorteo  de  esta  lista,  en  la  misma 
forma  que  la  anterior,  quedando  eliminados  los  nombres  co- 
rrespondientes á  los  ocho  primeros  números  que  se  extrai- 
gan, y  electos  los  tres  restantes. 

Así  se  hace,  extrayéndose  de  la  urna  el  número  (9)  nueve» 
correspondiente  al  señor  Germán  F.  Balcarce;  el  número  (8) 
ocho,  al  señor  Martín  G.  Colman;  el  número  (3)  tres,  al  se- 
ñor Federico  A.  de  Toledo;  el  número  (i)  uno,''al  señor  Juan 
B.  Quadri;  el  número  (11)  once,  al  señor  Martín  M.  Sosa; 
el  número  (10)  diez,  al  señor  Ramón  Alcorta;  el  número 
(4)  cuatro,  al  señor  José  M.  Micheo,  y  el  número  (5)  cinco 
al  señor  Luis  G.  Balcarce,  hijo,  que  quedan  eliminados. 

Señor  Interventor:  —  Resultan,  pues,  electos  Diputados^ 
los  señores  Francisco  Emparanza,  Eufemio  Zavalí^  y  Garcia 
y  Sylla  J.  Monsegur. 

Se  va  á  proceder  al  sorteo  por  eliminación,  entre  los  can- 
didatos de  la  sección  sexta.  Entran  al  sorteo  por  los  «Par- 
tidos Unidos»  trece  candidatos,  y  va  á  ponerse  por  lo  tanto 
igual  número  de  bolillas  en  la  urna. 

Se  colocan  en  la  urna  las  bolillas  con  los  números  (i)  uno, 
(2)  dos,  (3)  tn.s,  (4)  cuatro,  (5)  cinco,  (6)  seis,  (7)  siete,  (8) 
ocho,  (9)  nueve,  (10)  diez,  (11)  once,  (12)  doce  y  ^13)  trece. 

Se  saca  bolilla  para  el  señor  Sixto  Rodríguez  y  le  corres- 
ponde el  número  (7)  siete;  para    el  señor  Arturo    Scotto  el 

II.  13 


—   194  — 

número  (4)  cuatro;  para  el  señor  Ricardo  Lezica  Alvear  el 
número  (8)  ocho;  para  el  señor  Pablo  L.  Palacios  el  número 
(6)  seis;  para  el  señor  Mariano  Maldonado  el  número  (3) 
tres;  para  el  señor  Federico  Bunge  el  número  (5)  cinco;  para 
el  señor  Enrique  Guerrero  el  número  (11)  once;  para  el 
señor  Alberto  Ramos  Mexía  el  número  (13)  trece;  para  el 
señor  Carlos  González  Bonorino  el  uúmero  (9)  nueve;  para 
el  señor  Mariano  J.  Machado  el  número  (12)  doce;  para  el 
señor  Alberto  Rosende  Mitre  el  número  (2)  dos;  para  el 
señor  Francisco  Uzal  el  número  (10)  diez,  y  para  el  doctor 
Luis  GanduUa  el  número  (i)  uno. 

Señor  Interventor:  — ^^  Se  va  á  proceder  al  sorteo  en  la 
misma  forma  anterior,  quedando  eliminados  los  nombres  que 
correspondan  á  los  tres  primeros  números  que  se  extraigan 
de  la  uma^  y  electos  diputados  los  restantes. 

Así  se  hace,  sacándose  los  números  (5)  cinco.  (12)  doce, 
y  (10)  diez,  que  corresponden  á  los  nombres  de  los  señores 
Federico  Bunge.  Mariano  J.  Machado  y  Francisco  Uzal,  que 
quedan   eliminados. 

Señor  Jnterventor:  —  Resultan,  pues,  electos  Diputados  los 
señores  Sixto  Rodríguez,  Arturo  Scotto,  Ricardo  Lezica 
Alvear,  Pablo  L.  Palacios,  Mariano  Maldonado,  Enrique 
Guerrero,  Alberto  Ramos  Mexía,  Carlos  González  Bono- 
rino, Alberto  Rosende  Mitre  y  Luis  Gandulla. 

El  señor  Antonio  Rocca,  hijo,  candidato  del  cPartido  Repu- 
blicano», ha  presentado  su  renuncia  en  estos  términos: 

Laprida^  Noviembre  3  de  1903. 

Señor  Interventor  Nacional  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
doctor  Luis  B.  Molina. 

Figurando  mi  nombre  en  la  lista  del  «Partido  Republi- 
cano», para  Diputado  por  la  sexta  sección  electoral,  vengo 
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ante  el  señor  Interventor  á  interponer  indeclinable  renuncia 
de  dicho  cargo,  para  el  caso  de  resultar  favorecido  en  él 
escrutinio  y  sorteo  que  se  han  de  practicar  sobre  dicha  elec- 
ción, á  fin  de  que  pueda  entrar  en  mi  reemplazo  otro  can- 
didato del  mismo  partido. 
Saludo  al  sieñor  Interventor  muy  atentamente. 

Antonio  Rocca,  hijo. 

La  Intervención  ha  resuelto  aceptar  esta  renuncia.  Entran 
por  lo  tanto,  á  sorteo,  los  señerés  Arturo  Campos,  Domingo- 
Olivera,  Eduardo  Hunter,  Enrique  Castilla,  Ernesto  Idoyaga 
Molina,  Justo  Ball,  Orlando  E.  Williams,  Enrique  Thedy, 
Juan  Carlos  Cruz,  José  F.  González  Romasanta,  Emilio  Co- 
quet  y  Domingo  Heguilor.  Son  doce,  y  se  pondrán,  por  lo 
tanto,  doce  bolillas  en  la  urna. 

Así  se  hace.  Se  saca  bolilla  para  el  señor  Arturo  Campos 
y  le  corresponde    el   número  (ii)    once;  para  el  señor  Do- 
mingo Olivera  el  número  (9)  nueve;  para  el  señor  Eduardo 
Hunter  el   número   (7)  siete;  para  el  señor  Enrique  Castilla 
el  número  (3)  tres;  para   el  señor  Ernesto  Idoyaga   Molina 
el  número  (6)  seis;  para  el  señor  Justo  Ball  el   número  (i) 
uno;  para  el  señor  Orlando  E.  Williams  el  número  (8)  ocho; 
para  el  señor  Juan  Carlos  Cruz  el  número  (10)  diez;  para 
el  señor  Emilio  Coquet  el    número  (12)  doce;  para  el  señor 
Enrique  Thedy  el   número  (5)  cinco;  para  el  señor  José  F 
González    Romasanta  el   número  (4)  cuatro;  para  el   señor 
Domingo  Heguilor  el  número  (2)  dos. 

Señor  Interventor:  —  Corresponden  á  esta  lista  tres  Di- 
putados y  se  va  á  proceder  al  sorteo,  quedando  eliminados 
los  nombres  que  correspondan  á  los  nueve  primeros  núme- 
ros que  salgan,  y  electos  los  demás. 

Así  se  hace,  sacándose  los  números  (7)  siete,  (12)  doce, 
(11)  once,  (9)  nueve,  (5)  cinco,  (3)  tres,  (6)  seis,  (i)  uno,  (2) 
dos,  que  corresponden  á  los  nombres  de  los  señores  Eduardo 
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Hunter,  Emilio  Coquet,  Arturo  Campos,  Domingo  Olivera, 
Enrique  Thedy,  linrique  Castilla,  Ernesto  Idoyaga  Molina. 
Justo  Ball  y  Domingo  Heguilor,   que  quedan  eliminados. 

Señor  Ivtervenior:  —  Resultan  pues,  electos  Diputados  los 
señores  Orlando  E^  Williams,  Juan  Carlos  Cruz  y  José  F. 
Gronzález  Romasanta.  á  quienes  han  correspondido  los  nú- 
meros (8)  ocho,  (jo)  diez,  (4)   cuatro,  respectivamenti*. 

Habiéndose  practicado  el  sorteo,  quedan  definitivamente 
electos  Diputados  y  así  se  declara:  Por  la  i"  sección,  el 
señor  Benjamin  Páez;  por  la  3*  sección,  el  señor  Julián 
Martínez,  hijo;  por  la  5*  sección,  los  señores  Francisco  Lan- 
do, Alberto  Idoyaga  Molina,  Domingo  Negri,  Horacio  Mar- 
tínez, Guillermo  A.  Martínez,  Ignacio  Freyre  Bustos,  José 
González  Bonorino  y  José  López,  por  la  h'sta  de  los  «Par- 
tidos Unidos»:  por  la  lista  del  «Partido  Republicano»,  los 
señores  Francisco  Emparanza,  Eufemio  Zavala  y  García  y 
Sylla  J.  Monsegur;  y  por  la  lista  del  «Partido  Autono- 
mista Nacional  de  la  Provincia»»  el  señor  Adolfo  E.  Gómez, 

Por  la  6*  sección,  decláranse  electos  á  los  señores  Sixto 
Rodríguez,  Arturo  Scotto,  Ricardo  Lezica  Alvear,  Pablo  L. 
Palacios,  Mariano  Maldonado,  Enrique  Guerrero,  Alberto 
Ramos  Mexía,  Carlos  González  Bonorino,  Alberto  Rosende 
Mitre,  Luís  Gandulla,  por  la  lista  de  los  «Partidos  Unidos»; 
y  por  la  del  «Partido  Republicano»,  los  señores  Orlando 
E.  Williams,  Juan  Carlos  Cruz  y  José  F.  González  Roma- 
santa. 

Con  lo  que  se  dio  por  terminado  el  acto,  siendo  las  cua- 
tro p.  m. 

Luis  B.  Nolina. 
Carlos  A.  Estrada, 

Secretario. 

Lorenzo  C.  Ferrari^  Prosecretario. — 
Roberto  J,  Bunge,  OÍ\z\?\.-- Máxi- 
mo Reyna,  Auxiliar. 
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Proclamación  de  los  diputados  olectps 

La  Plat|^  Noviembre  16  de  1903. 

Dado  el  resultado  del  escrutinio  y  sorteo,  practicados 
por  esta  Intervención  de  conformidad  con  los  decretos  de 
la  misma,  de  fecha  9  y  .14  del  corriente  mes. 

El  Interventor  Nacional — 

DECRETA: 

Artículo  i®  Declárase  electos  diputados  por  la  i'*  y  3* 
sección  electoral  de  la  Provincia,  á  los  ciudadanos  Benja- 
mín^ Páez  y  Julián   Martínez,  hijo,   respectivamente. 

Árt  2®  Declárase  electos  diputados  por  la  5*  sección,  á 
los  ciudadanos  Francisco  Lando,  Alberto»  Idoyaga  Molina, 
.  Domingo  Negri,  Horacio  Martínez,  Ignacio  Freyre  Bustos, 
Guillermo  A.  Martínez,  José  González  Bonorino,  José  Ló- 
pez, Eufemio  Zavala  y  García,  Francisco  Emparanza,  Sylla 
J.  Monsegur  y  Adolfo  E.  Gómez, 

Art  3**  Declárase  electos  diputados  por  la  6*  sección,  á 
los  ciudadanos  Sixto  Rodríguez,  Arturo  Scotto,  Ricardo 
Lezica  Alvear,  Pablo  L.  Palacios,  Mariano  Maldonado,  En- 
rique Guerrero,  Alberto  Ramos  Mexía,  Carlos  González 
Bonorino,  Alberto  Rosende  Mitre,  Luis  Gandulla,  Orlan- 
do E.  Williams,  Juan  Carlos  Cruz  y  José  F.  González  Ro- 
masanta. 

Art.  4**  Comuniqúese,  publíquese  y    archívese. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A.    Estrada, 

Secretario. 
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Nota  remitiendo  ai  Presidente  Provisorio  de  ía  Cámara 
de  Diputados  ios  últimos  decretos  de  ia  Interven- 
ción» cómo  asimismo  las  actas  del  escrutinio  y  sor- 
teo por  ella  practicados. 


La  Plata   Noviembre  17  de  1908. 

Al  señor  Presidente    Provisorio  de  la    Honorable   Cámara 
de  Diputados  de  la  Provincia,  doctor  Manuel  F.  Gnecco. 

Tengo  el  honcr  de  remitir  al  señor  Presidente,  en  co- 
pias legalizadas,  los  Decretos  de  esta  Intervención  de  fe- 
cha  9,  14  y  16  del  corriente  mes,  como  asimismo  las  actas 
del  escrutinio  y  sorteo  practicados  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  primero  de  esos  decretos. 

También  acompaño  todos  los  registros,  boletas  y  demás 
documentos  relacionados  con  las  elecciones  del  !•  del  ac- 
tual. 

Saludo  al  señor  l^residente  y  á  la  H,  Cámara  con  mi  con- 
sideración más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.    Estrada, 

Secretario. 


instalación  de   ia   Honorable   Cámara  de   Diputados  y 
constitución  de  su  mesa  directiva 


La  Plata,  Noviembre  18  de  1903. 
Señor  Intervjentor  Nacional,  doctor  Luis  B.  Molina. 

Tengo  el  honor   de  dirigirme  al   señor    Interventor,   co- 
municándole que  esta    H.    Cámara   en    virtud  del  Decreto 
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de  V.  E.  del  14  del  que  rige  ha  quedado  constituida  en  la 
fecha,  habiéndose  designado  al  que  firma  para  el  cargo  de 
Presidente,  y  á  los  .señores  Carlos  González  Bonorino  y 
Agustín  García  para  los  de  Vicepresidente  i^  y  2^  repec» 
tivamente. 

Saludo  al  señor  Interventor   con  mi  más  alta    considera- 
ción. 

A.  M.  Reyna. 

Ricardo  M,  García^ 

Secretario. 


Nota^contestación  á  la  anterior,  en  que  el  Presidente 
de  la  Cámara  de  Diputados  comunica  haberse  cons- 
tituido su  mesa  directiva. 

La  Plata,  Noviembre  18  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la    Honorable   Cámara  de   Diputa- 
dos de  la  Provincia,  doctor  Alcibíadies  M.  Reyriá, 

Me  es  grato  acusar  recibo  de  la  nota  del  señor  »Presi* 
dente,  en  que  comunica  haberse  constituido  la  mesa  direc- 
tiva de  la  Honorable  Cámara. 

Dios  guarde  al  señor  Presidente. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.  Estrada, 

Secretario. 
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Nota  del  Interventor;  pidiendo  la  autorización  necea- 
rla para  dar  por  terminada  su  misión,  en  razón  de 
estar  cumplidos  los  propósitos  que  motivaron  la 
Intervención. 


La  Plata,  Noviembre  20  de  1903. 

A  S.  E.  el   señor  Ministro  del  Interior,    doctor  Joaquín  V. 
González. 

En  virtud  de  lo  resuelto  por  Decreto  de  esta  Interven- 
ción, de  fecha  14  del  actual,  el  Presidente  provisorio  de  la 
H.  Cámara  citó  á  los  señores  diputados  en  ejercicio  y  tam- 
bién á  los  electos,  para  el  día  18  dercorriente,  á  objeto  de 
.  que  los  últimos  se  incorporaran,  previo  el  juramento  de  ley. 
En  la  misma  sesión  debía  constituirse  la  mesa  directiva  de 
dicha  Cámara,  conforme  á  lo  establecido  en  el  ref«ido  De- 
creto/ - 

De  acuerdo  con  esa  convocatoria,  la  H.  Cámara  de  Di- 
putados se  reunió  el  día  designado  y  procedió,  después  de 
incorporados  los  electos,  á  constituir  su  mesa.  Quedó  ésta 
en  la  siguiente  forma:  Presidente,  el  doctor  Alcibíadeá  M. 
Rey  na;  Vicepresidente  i^,  el  señor  Carlos  González  Bono- 
rino,  y  Vicepresidente  2**,  el  señor  Agustín  V.  García,  lo 
que  fué  comunicado  inmediatamente  al  infrascripto. 

Hice  saber  esto  á  V.  E.,  por  telegrama  de  fecha  18,  y 
lo  he  puesto  también  en  conocimiento  del  P.  E.  de  la  Pro. 
vincia  y  del  H.  Senado  de  la  misma  á  los  efectos  consti- 
tucionales del  caso. 

Los  fines,  pues,  de  la  Intervención  han  sido  llenados, 
como  que  la  H.  Cámara  de  Diputados  se  halla  organizada 
y  está  ya  constituida  la  mesa  que  ha  de  dirigir  sus  se- 
siones. 

Sólo  espero,  entonces,  la  autorización  necesaria  de  V.  E- 
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para  dar  por  terminada  la  alta  misión  con  que  tuvo  á  bien 
honrarme  el  señor  Presidente  de  la  República,  por  Decreto 
de  fecha  S  de  Junio  del  corriente  año. 

Reitero  á  V.  E.,  con  este  motivo,  las  seguridades  de  mi 
consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A.  Estrada, 

Secrouirio. 


Contestación  á  la  nota  anterior 

Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  1903. 

Al  señor  Interventor  Nacional   en  la  Provincia    de  Buenos 
Aires,  doctor    Luis  B.  Molina. 

\jSi  Plata. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  en  que  V.  E. 
me  comunica  la  incorporación  á  la  H.  Cámara  de  Diputa- 
dos de  esa  Provincia,  de  los  ciudadanos  electos  durante  el 
período  de  la  Intervención  Nacional,  y  la  constitución  de 
la  mesa  directiva  de  la  mencionada   Cámara. 

Habiéndose  cumplido  los  propósitos  que  motivaron  la 
Intervención,  el  señor  Presidente  de  la  República  cree  lle- 
gado el  momento  de  que  V.  E.  dé  por  terminada  su  misión, 
y  regrese  á  esta  Capital  con  el  personal  á  sus  órdenes  tan 
pronto  como  lo  considere  conveniente. 

Saludo  atentamente  á  V.  E. 

J.  V.  González. 
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Nota  del  Interventor  al  Gobernador  de  la  Provincia, 
haciéndole  saber  que  da  por  terminada  su  mi- 
sión. 


La  Plata,  Noviembre  23  de  1903. 

A  S,  E.  el  señor  Grobérnador  de  la  Provincia,   don  Maree- 
Uno  Ug»rte. 

Con  la  organizációti  de  la  H.  Cámara  de  Diputados,  cuyo 
jibre  funcionamiento  se  halla  evidenciado,  por  el  hecho  de 
haber  designado  su  mesa  directiva,  quedan  cumplidos  én 
un  todo  los  propósitos  qué  motivaron  la  Intervención  que 
he  tenido  el   honor  de  presidir. 

En  consecuencia,  y  obedeciendo  á  instrucciones  recibidas 
del  Excmo.  señor  Presidente  de  la  República,  doy  por  ter- 
minada mi  misión  en  esta  Provincia,  habiendo  fijado  mi 
partida  para  el  día  de  mañana,  á  las  4  p.  m. 

Antes  de  retirarme,  debo  manifestar  á  V.  E.  que  quedo 
grato  á  las  facilidades  que  he  encontrado  en  el  Grobiemo 
de  la  Provincia  y  que  han  sido  parte  coadyuvante  para  el 
éxito  de  mis  delicadas  funciones. 

Saludo  á  V.  E.  con   mi  consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos   A.   Estrada^ 

Secretario 
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Nota  del  Interventor  al  Presidente  del  H.  Senado  de  la 
Provincia,'  haciéndole  saber  que  da  por  terminada 
su  misión. 


La  Plata,  Noviembre  23  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Vice  Gobernador  y  Presidente  del   HL  Se- 
nado de  la  Provincia,  doctor  Adolfo  SaWías, 

Organizada  definitivamente  la  H.  Cáixiara  de  Diputados, 
y  garantido  sU  libre  funcionamiento,  como  lo  demuestra  el 
hecho  de  haber  elegido  su  mesa  directiva,  quedan  llenados 
los  fines  de  la  Intervención  en  esta   Provincia. 

Kn  consecuencia,  y  dando  por  terminada  mi  misión,  he 
fijado  el  día  de  mañana  á  las  4  p.  m.,  para  retirarme,  lo 
que  me  es  grato  comunicar  a  V.  E.,  como  asimismo  maní* 
festarle  mi  reconocimiento  por  las  atenciones  de  todo  gé- 
nero que  he  recibido  de  V.  E. 

Reitero  una  vez  más,  á  V.  E.,  las  seguridades  de  mi 
mayor  ccnáideración. 

Luis  B.  Molina. 
Carlos  A,  Estrada, 

Secretario. 
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Nota  del  Interventor  ak  Presidente  de  la  Suprema  Cprte 
de  Justicia  de  la  Provincia/ haciéndole  saber  que 
da  por  terminada  su  misión. 

La  Plata,  Noviembre  23  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la 
Provincia,  doctor  Dalmiro  Alsina..   . 

Me  es  grato  participar  ,al  señor  Presidente,  que  he  dado 
por  terminada  mi  misión  en  esta  Provincia,  pues  se  hallan 
cumplidos  los  propósitos  que  motivaron  la  Intervención  á  la 
misma. 

Me  complazco  también  en  hacer  saber  al  señor  Presidente, 
que  he  fijado  el  día  de  mañana  para  retirarme  de  esta 
Capital. 

Saludo  al  señor  Presidente  con  mi  consideración  más  dis- 
tinguida. 

Luis  B.  Molina. 

Carlos'  A.    Estrada, 

Secreturio. 


Nota  del  interventor  al  Presidente  de  la  H.  Cámara  de 
Diputados  de  la  Provincia,  liacióndole  saber  que 
da  por  terminada   su  misión. 

La  Plata,  Noviembre  23  de  1903. 

Al  señor  Presidente  de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados, 
doctor  Alcibíades  M.  Reyna. 

Con  la  incorporación  á  esa  H.  Cámara,  de  los  diputados 
electos  en  los  comicios  del    i*»  del  corriente  y  la   constitu- 
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cióii  de  su  mesa  directiva,  han  quedado  cumplidos  los  pro- 
pósitos que  trajeron  á  esta  Provincia  la  Intervención  que 
presido. 

Dando,  pues,  por  terminada  mi  misión,  he  fijado  mi  re- 
greso para  el  dfa  de  mañana  á  las  4  p.  m.,  lo  que  me 
complazco  en  poner  en  conocimiento  tlel   señor  Presidente. 

Aprovecho  la  oportunidad,  para  reiterar  al  señor  Presidente 
las  seguridades  ,de  mi  consideración  más  distinguida. 


Luis  B.  Molina. 
Carlos   A,   Estrada, 

Secretario. 


Nota  del  Interventor,  haciendo  saber  que  con  fecha  23 
de  Noviembre  ha  dado  por  terminada  su  misión  y 
fijado  para  su  regreso  el  dia  24  del  mismo  mes. 


La  Plata,  Noviembre  23  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor    Ministro  del  Interior,  doctor  Joaquín  V. 
González. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  de  V.  E.  de  fecha 
21  del  corriente,  en  contestación  á  la  mía  del  20,  en  la 
cual  solicitaba  la  autorización  necesaria  de  V.  E.  para  dar 
por  terminada  mi  misión  en  esta  Provincia,  pues  estaban 
cumplidos  los  propósitos  que  motivaron  la  Intervención  á 
la  misma. 

Como  V.  E.  me  manifiesta  que  el  señor  Presidente  de  la 
República  cree  llegado  el  momento  de  hacerlo,  y  que  puedo 
regresar  á  esa   Capital  con  el   personal  á  mis  órdenes  tan 
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pronto  como  lo  considere  conveniente,  me  es  grato  comu- 
nicar á  V.  £.  que  en  virtud  de  esa  autorización  he  dado 
por  terminado  mi  cometido,  y  que  he  fijado  para  mi  par- 
tida el  día  de  mañana,  á  las  4  p.  m.,  todo  lo  cual  he  puesto 
en  conocimiento  de  los  Poderes  de  la  Provincia. 

Con  tal  motivo,  reitero  á  V.  E.  las   seguridades  de  mi 
consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 

Carlos   A.   Estrada, 

Secretario. 


INFORME 

Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro   del  Interior,  doctor  Joaquín  V. 
*  González. 

Señor  Ministro: 

Terminada  mi  misión  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
vengo  á  dar  cuenta  á  V.  E.  de  mis  procederes  en  el  desem- 
peño de  tan  delicado  cometido. 

No  se  me  ocultaron,  Excmo.  señor,  al  aceptar  por  se- 
gunda vez  el  alto  cargo  de  Interventor  Nacional  en  dicha 
Provincia,  ni  las  dificultades  de  la  tarea,  ni  las  serías  res* 
ponsabilidades  que  contraía.  La  Provincia  de  Buenos  Aires 
pasaba  por  momentos  de  verdadera  agitación  política,  y  no 
era  fácil,  dado  el  apasionamiento  de  las  agrupaciones  en 
lucha,  solucionar  el  conflicto  que  había  motivado  la  ínter- 
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vención,  sin  herir  intereses  que  se  consideraban  legítimos 
por   una  y  otra  parte. 

Felizmente,  ha  sido  posible  salvar  todas  las  dificultades 
y  todos  los  obstáculos,  asi  de  orden  institucional  como  po- 
lítico, de  modo  que  la  Intervención  no  ha  producido  sino 
bienes  á  la  Provincia^ 

El  imperio  de  las  instituciones  queda,  pues,  restablecido, 
y  los  partidos,  después  del  triunfo  alcanzado,  en  los  co- 
micios animados  de  nobles  propósitos  y  anhelos,  en  el  sen- 
tido de  mejorar  las  condiciones  políticas  y  económicas  de 
la  primera  provincia  argentina. 


La  Intervención  fué  decretada  en  cumplimiento  de  la  Ley 
número  4175  del  Honorable  Congreso,  de  fecha  6  de  Junio 
del  corriente  año,  á  efecto  de  garantizar  la  organización 
y  funcionamiento  de  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires.  El  conflicto  que  la  motivara  nació 
del  decreto  del  Poder  Ejecutivo  provincial,  de  28  de  Abril 
del  mismo  año,  por  el  que  no  se  reconocía  como  miembros 
de  la  H.  Cámara  á  los  proclamados  electos  en  la  sesión 
del  22   de  ese  mes. 

Era,  pues,  indispensable  para  solucionar  dicho  conflicto 
averiguar  previamente  si  las  elecciones  que  se  decían  prac- 
ticadas en  la  6*  sección  electoral,  como  asimismo  el  escru- 
tinio hecho  por  la  Cámara,  revestían  los  caracteres  de  lega- 
lidad necesarios  para  que  los  proclamados  electos  fueran 
reconocidos  como  miembros  de  ese  cuerpo. 

Tal  derecho  no  podía  desconocerse  al  Comisionado  Na- 
cional, porque  ello  habría  importado  desconocer  el  derecho 
mismo  con  que  el  H.  Congreso  dictó  la  ley,  en  virtud  de 
la  cual  se  hallaba  intervenida   la  Provincia.    %s,  por    otra 
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parte,  axiomático,  que  el  Interventor  se  sustituye  á  la  autoridad 
local,  y  en  representación  de  la  soberanía  de  la  Nación,  ¿wt/w^ 
toda  la  atitoridad  conducente  á  llenar  por  sí  sólo  los  fines 
de  la  Intervención.  Si  bien  el  artículo  82  de  la  Constitu- 
ción de  la  Provincia,  establece  que  «cada  Cámara  es  juez 
exclusivo  de  las  elecciones  de  sus  miembros  y  de  la  validez 
de  sus  títulos»,  ello  debe  entenderse  que  es  sólo  con  rela- 
ción á  los  otros  poderes .  de  la  Provincia  pero  no  con  res- 
pecto al  Gobierno  Federal,  pues  no  se  podría  sostener  que 
éste  carece  de  las  facultades  necesarias  para  cumplir  eficaz- 
mente los  mandatos  de  la  Constitución  ó  de  las  leyes  na- 
cionales, cuando  disponen  la  intervención  federal  en  una 
Provincia.- 

Fundado  en  estas  consideraciones,  que  se  hallan  expre- 
sadas en  el  Decreto  dictado  con  fecha  27  de  Junio  próxi- 
mo p£isado,  hice  un  estudio  prolijo  de  todos  los  anteceden- 
tes relativos  á  la  elección  aprobada  por  la  H.  Cámara,  y 
resolví  declarar  nula  y  sin  efecto  alguno  esa  elección  que 
se  decía  practicada  el  día  29  de  Marzo  del  corriente  año 
en  la  6*  sección  electoral,  por  encontrar  que  la  Junta  del 
artículo  7"  de  la  ley  de  la  Provincia,  había  estado  en  lo 
cierto  cuando  afirmó  que  no  existían  elementos  para  prac- 
ticar un  escrutinio.  La  H.  Cámara,  pues,  al  proclamar  electos 
diputados  á  ciudadanos  que  no  tenían  mandato  popular,  se 
arrogaba  facultades  electivas  que  sólo  al  pueblo  correspon- 
den, y  desnaturalizaba  así  las  bases  fundamentales  del  sis- 
tema representativo  republicano  de  gobierno. 

Una  vez  pronunciada  la  anulación  de  ese  escrutim'o,  había 
que  convocar  á  elecciones  de  diputados  á  cuatro  de  las 
seis  secciones  electorales  en  que  se  halla  dividida  la  Pro- 
vincia, pues  la  5'  y  la  6*  quedaban  sin  representación  en 
la  H.  Cámara  y  era  necesario  integrar  las  de  la  i*  y  3*, 
eligiendo  un  diputado  por  cada  una  de  ellas. 

Pero  antes  de  convocar  á  elecciones  se  imponía  la  forma- 
ción de  nuevos  padrones,  como  que  cualquier  acto  electoral 
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qije  se  hubiera  realizado  sobre,  los  existentes-r-de  suyo  de» 
fectuosos  — habría  adolecido  de  vicios  originarios  que  la  In- 
tervención estaba  obligada  á  eliminar.  Se  resolvió,  pues, 
por  el  mencionado  decreto  de  fecha  27  de  Junio,  proceder 
á  la  renovación  de  los  padrones  electorales  de  las  secciones 
1%  3*,  5*  y  6*,  y  convocar  en  oportunidad  á  elecciones 
de  diputados  al  pueblo  de  esas  cuatro  secciones. 


II 


Por  decreto  de  Fecha  8  de  Julio,  la  Intervención  resolvió 
adoptar  para  la  renovación  de  los  padrones  provinciales, 
el  padrón  electoral  nacional  que  se  levantaría  de  acuerdo 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  33  y  212,  inciso  4%  déla 
ley  de  elecciones  nacionales,  en  los  días  15,  16  y  17  de 
Agosto  ppdo.,  y  en  la  parte  que  correspondiera  á  las  sec^ 
cicHies  I*,  3»,  5*  y  6*.  Se  conseguía  con  ello,  no  sólo  una 
gran  economía,  sino  también  la  más  pronta  normalización 
constitucional  de  la  Provincia,  dado  que  se  evitaban  las 
crecidas  erogax:iones  que  su  ley  electoral  impone  y  todos 
los  inconvenientes  y  demoras  que  traen  aparejados  ios  plazos 
demasiado  largos  que  la  misma  establece.  Me  refiero  por 
lo  demás,  al  citado  decreto,  en  el  que  se  expresan  las  ra^ 
zones  que  sirvieron  de  fundamento  á  la  resolución  de  que 
me  ocupo. 

Llamo  la  atención  también  sobre  el  decreto  dictado  el  2 1 
de  Julio,  c*stableciendo  la  forma  y  plsizos  en  que  debía  pro- 
cederse  á  la  depuración  del  padrón  electoral  que  se  levan- 
taría en  Agosto.  Menos  en  lo  que  se  refiere  á  los  términos 
que  fué  necesario  abreviar,  he  aplicado  la  ley  de  elecciones 
nacionales,  porque  de  otro  modo  no  habría  sido  posible  con- 
seguir padrones  que  fueran  la  expresión  exacta  del  número 
de  electores  con  que  cuentan  las  cuatro  secciones. 

Las  comisiones  inscriptoras,  lo    mismo  que  las  subcomi- 

II.  u 
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siones  ó  inscríptores  de  cuartel  han  llenado  debidamente 
su  cometido,  y  me  es  altamente  satisfactorio  poder  decir 
que  emprendieron  y  llevaron  á  cabo  la  tarea  con  verdadero 
celo  patriótico. 

La  Intervención  mantuvo  con  ellas  correspondencia  cons- 
tante, resolviendo  sin  demora  todas  las  consultas  que  se 
le  hacían  y  salvando  cuantas  dificultades  se  presentaban.  El 
voluminoso  archivo  de  documentos  que  se  relacionan  con 
la  formación  del  Registro  Electoral,  que  acompaño,  de- 
muestra la  labor  de  esta  Intervención  y  es  prueba  de  lo 
mucho  que  es  necesario  hacer  para  consegxiir  padrones  que 
llamaría  perfectos,  si  en  esto  pudiera  alcanzarse  la  perfección. 
En  la  Provincia  no  hay  dos  opiniones  al  respecto:  todos 
convienen  en  que  son  los  mejores  que  ella  ha  tenido. 

Tales  padrones,  por  otra  parte,  tienen  un  doble  sello,  pues 
han  sido  adoptados  por  tú  Gobierno  de  la  Nación,  como 
padrones  nacionales. 

Por  el  artículo  6'*  del  decreto  á  que  me  refiero  se  esta- 
bleció que  de  las  resoluciones  de  las  comisiones  inscriptoras 
en  los  juicios  de  tachas,  podría  apelarse  para  ante  los  jueces 
federales  respectivos.  Como  el  señor  Juez  de  La  Plata,  doctor 
Marcelino  Escalada,  se  excusó  de  entender  en  tales  juicios, 
la  Intervención  dispuso  por  decreto  de  ii  de  Septiembre 
que  lo  reemplazara  á  esos  efectos  el  Procurador  Fiscal  Fe- 
deral, doctor  Baldomero  García  Quirno  á  quien  nombró 
Juez  ad  hoc,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  articulo  3** 
de  la  Ley  número  4192  del  Hononble  Congreso,  é  inciso  2*^ 
del  artículo  25  de   la  ley  de  elecciones  nacionales. 

El  doctor  Garcia  Quirno  aceptó  el  alto  cargo,  y  me  com- 
plazco en  manifestar  á  V.  E.  que  lo  desempeñó  con  celo 
y  patriotismo. 
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Con  fecha  i8  de  Septiembre  convoqué  á  elecciones  de 
diputados  ai  pueblo  de  las  secciones  i*.  3%  5*  y  6*,  desig- 
nando para  la  celebración  del  acto  electoral  el  domingo 
1 8   de   Octubre  último. 

La  1*  sección  debía  elegir  un  diputado  en  reemplazo  del 
señor  Benjamín  Páez;  la  3*  también  un  diputado  en  reem- 
plazo del  señor  José  A.  López;  la  5*  doce  diputados  en 
reemplazo  de  los  señores  Pedro  A.  Campos,  Ignacio  Freiré 
Bustos,  José  González  Bonorino,  Adolfo  F.  Gómez,  Luis 
Gandulla,  Estanislao  A.  Garay,  Bernardo  de  Laferrére,  José 
López,  Horacio  Martinez,  Alberto  Ramos  Mexía,  Francisco 
Lando  y  José  Tomás  Sojo;  y  la  6'*  trece  diputados  en  reem- 
plazo de  los  señores  José  E.  Almada,  Ricardo  Amadeo, 
Carlos  González  Bonorino,  Fernando  González  Quiroga,  Gui- 
llermo A.  Martinez,  Mariano  Maldonado,  Pablo  L.  Palacios, 
Sixto  Rodríguez,  Alberto  Rosende  Mitre,  Carlos-  J.  Salas 
Francisco   Uzal,   Federico   Bunge    y   Mariano   J.   Machado. 

Convocado  á  elecciones  el  pueblo  de  esas  cuatro  seccio- 
nes electorales,  era  necesario  proceder  á  la  designación  de 
los  ciudadanos  que  habían  de  formar  las  mesas  encargadas 
de  recibir,  registrar  y  contar  en  el  escrutinio  parcial  los 
votos  de  Tos  electores.  Tal  designación  debía  hacerse  de 
acuerdo  con  lo  preceptuado  en  la  ley  electoral,  por  sorteo» 
entre  todos  los  inscriptos  de  cada  serie  que  supiesen  leer  y 
escribir. 

Siendo  el  sorteo  de  las  mesas  receptoras  de  votos,  uno 
de  los  actos  preparatorios  más  importantes  de  una  elección 
y  teriendo  en  cuenta  que  la  ley  de  elecciones  nacionales 
encomienda  esa  tarea  á  la  Junta  Electoral  de  distrito,  com- 
puesta del  Juez  Federal,  del  Presidente  de  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  y  del  Vice  Gobernador  de  la  Provincia,  la  ínter- 
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vención  creyó  debía  encargar  de  dicho  sorteo  á  la  misma 
Junta  dado  el  favorable  concepto  de  que  goza,  pues  no 
le  ofrecían  suficientes  garantías  de  imparcialidad  las  auto- 
ridades á  las  cuales  la  ley  electoral  de  la  Provincia  confía 
•esa  operación. 

El  sorteo  se  practicó  conforme  á  lo  dispuesto  por  la  In- 
tervención, en  acto  público  y  con  tod<is  líis  formalidades  del 
caso.  No  hubo  sino  elogios  para  la  Junta  por  la  corrección 
é  imparcialidad  con  que  llevó  á  cabo   su  tarea. 

Con  fecha  8  de  Occubre  dicté  un  nuevo  decreto,  fijando 
el  domingo  i**  de  Noviembre  para  que  tuvieran  lugar  las 
elecciones  á  que  había  sido  convocado  el  pueblo  de  la 
Provincia,  y  que  debían  verificarse  el    1 8   de  Octubre. 

Esa  prórroga  se  impuso  por  las  siguientes  circunstancias: 

La  Junta  Electoral  no  había  recibido  hasta  el  día  en  que 
se  dictó  el  decreto,  todos  los  padrones  correspondientes  á 
las  secciones  i*,  3*,  5*  y  6^,  ni  era  posible  tener  por  eso 
mismo,  con  la  anticipación  necesaria,  las  copias  que  de 
esos  padrones  debía  hacer  dicha  Junta,  de  acuerdo  con  lo 
establecido  en  el  artículo  8^*  del  decreto  de  la  Intervención 
de  fecha  2 1  de  Julio  último.  Tampoco  era  posible  por  la 
misma  razón,  terminar  el  sorteo  de  todas  las  mesas  recep- 
toras de  votos  ni  hacer  entrega  del  nombramiento  á  todos 
los  escrutadores,  antes  del  día  señalado  para  las  elecciones, 
pues  esa  operación  de  suyo  delicada,  requería  muchos  días, 
dadas  las  grandes  distancias  que  había  que  recorrer  y  las 
medidas  que  era  necesario  tomar  para  que  la  distribución 
de  los  nombramientos  se  hiciera  con  toda  corrección  y  es- 
crupulosidad. A  esto  se  agregaba,  por  las  circunstancias 
apuntadas,  que  también  era  imposible  conseguir  antes  del 
25  de  Octubie  la  impresión  de  los  registros  electorales  res^ 
pectivos. 

Quedó,  pues,  establecido  por  el  decreto  á  que  he  hecho 
referencia,  que  las  elecciones  á  que  había  sido  convocado 
el  pueblo  de  las  secciones  !•,  3\  5*  y  6*  de  la  Provincia, 
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se  verificarían  el  Domingo   i^  de  Noviembre    del  corriente 
año. 


IV 


Cuando  estaban  ya  hechas  las  copias  de  todos  los  pa- 
drones, entre  los  cuales  se  encontraba  el  de  t General  Paz», 
la  Junta  Electoral  Nacional,  encargada  de  la  formación  de 
esos  mismos  padrones  recibió  la  denuncia  de  que  en  el  de 
aquel  distrito  se  habían  cometido  irregularidades  y  adulte- 
raciones que  lo  viciaban  de  nulidud.  La  Junta  comprobó  la 
existencia  de  las  adulteraciones  denuuciadas,  y  pasó  los 
antecedentes  á  la  Intervención  para  que  ésta  se  pronun- 
ciase como  correspondiera,  por  tratarse  de  delitos  previstos 
por  la  Ley  Electoral  de  la  Provincia. 

La  Intervención  estudió  detenidamente  el  caso  y  re- 
solvió: 

I**  Anular  el  padrón  provincial  del  distrito  de  General 
Paz. 

2®  Declarar  igualmente  nulo  y  sin  efecto  alguno  el  sor- 
teo de  mesas  receptoras  de  votos,  que  la  Junta  Electoral 
había  practicado  para  ese  distrito. 

3**  Pasar  los  antecedentes  al  Fiscal,  á  los  fines  de  la  ave. 
riguación  del  autor  ó  autores  de  los  delitos  cometidos,  y 
la    aplicación  de  las  penas   correspondientes. 

En  el  decreto  de  fecha  15  de  Octubre,  que  se  dictó 
con  tal  motivo,  se  hallan  consignados  los  fundamentos  de 
esa  resolución. 

Eran  tan  groseras  las  adulteraciones  y  tan  vehementes 
las  sospechas  de  que  las  listas  puestas  en  los  parajes  pú- 
blicos á  los  efectos  de  las  reclamaciones  por  falta  de  ins- 
cripción, ó  por  inscripción  indebida,  no  habían  sido  copias 
fieles  de  los  originales,  que  no  vacilé  en  declarar  nulo  di- 
cho padrón. 
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Como  no  había  tiempo  material  para  la  formación  de  uno 
nuevo,  la  Intervención  no  tomó  medida  alguna  en  ese  sen- 
tido. Quedó,  pues,  el  distrito  de  General  Paz  sin  poder 
concurrir  á  las  eleccionas  del   i''  de  Noviembre. 


Diez  días  anteé  de  esa  fecha  creí  lUegada  la  oportuni- 
dad prevista  por  el  articulo  4®  del  decreto  de  la  Interven- 
ción de  27  de  Junio,  y  resolví  asumir  la  autoridad  local  nece- 
saria, para  asegurar  el  extricto  cumplimiento  de  las  leyes 
electorales,  como  asimismo  las  medidas  de  orden  y  garan- 
tía en  los  comicios. 

Por  esto,  y  de  acuerdo  con  las  instrucciones  recibidas  de 
V.  E.,  dicté  con  fecha  22  de  Octubre  el  correspondiente 
decreto  encargando  de  la  Jefatura  de  Policía,  á  los  fines 
antes  indicados,  al  señor  Coronel  de  la  Nación  don  Carlos 
Smith.  No  importaba  ello  menoscabar  en  lo  mínimo  las  fa- 
cultades y  atribuciones  administrativas  del  Jefe  de  Policía 
de  la  Provincia  señor  Luis  M.  Doyhenard,  pues  el  señor 
Coronel  Smith  sólo  se  encargaba  de  las  funciones  políticas 
de  esa  misma  Jefatura,  con  el  único  objeto  de  que  las  po- 
licías locales  respectivas  estuvieran  bajo  su  autoridad  exclu- 
siva, en  todo  lo  que  se  relacionara  con  los  comicios  del  i" 
de   Noviembre. 

Así,  pues,  nada  sufrió  la  marcha  administrativa  de  la 
Policía,  que  continuó  con  su  Jefe  señor  Doyhenard  y  todo 
el  personal  á  sus  órdenes,  sin  más  limitaciones  que  las  im- 
puestas por  la  naturaleza  y  fines  de  las  funciones  encomen- 
dadas al  señor  Coronel   Smith. 

Por  el  mismo  decreto  se  resolvió  mandar  comisionados  á 
los  partidos  que  la  Intervención  creyera  conveniente,  esta- 
bleciéndose   que    ese  día  se  haría  la    designación    para  los 
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distritos  de  las  secciones  5*  y  6\ — De  acuerdo,  pues,  con 
lo  dispuesto  en  dicho  decreto,  nombré  comisionados  milita- 
res, en  la  sección  5*  ál  Teniente  Coronel  Juan  A.  Covaro, 
para  el  Azul;  al  Teniente  Coronel  Carlos  F.  Guido,  para 
Chascomús;  al  Mayor  Pedro  A.  Pérez,  para  Castelli;  al  Te- 
niente Coronel  Martín  G.  de  San  Martín,  para  Dolores;  al 
Mayor  Miguel  Guido,  para  General  Lavalle;  al  Mayor  Pan- 
taleón  Rodríguez,  para  General  Alvear;  al  Mayor  Marcial 
Cuenca,  para  General  Belgrano;  al  Teniente  Coronel  Julián 
Martínez,  para  Las  Flores;  al  Teniente  Coronel  Rodolfo 
Cisterna,  para  Monte;  al  Teniente  Coronel  Estanislao  Ló- 
pez, para  Maipú;  al  Mayor  Tomás  Salinas,  para  Pila;  ál  Ma- 
yor Martín  E.  Aldana,  para  Rauch;  al  Teniente  Coronel 
Ireneo  Vallejos,  para  Saladillo;  al  Mayor  Justo  L  Sánchez, 
para  Tordillo;  al  Teniente  Coronel  Pedro  Puigdarrié,  para 
'i^apalqué;  al  Teniente  Coronel  Alejandro  Razzeti.  para  Tu-  ' 
yú;  y  al  Mayor  Eduardo  Tello,  para  Guido. 

En  la  sección  6»,  al  Teniente  Coronel  Salvador  Martínez 
y  Urquiza,  para  Ayacucho;  al  Mayor  Juan  Alberti,  para 
Adolfo  Alsina;  al  Mayor  Juan  Croveto,  para  Balcarce;  al 
Teniente  Coronel  Pedro  Robert,  para  Bahía  Blanca;  al  Ma- 
yor Enrique  Oyhamburu,  para  Coronel  Suárez;  al  Teniente 
Coronel  Leóa  Bengoa,  para  Coronel  Pringles;  al  Teniente 
Coronel  José  Bouzá,  para  Coronel  Dorrego;  al  Teniente  Co- 
ronel Pablo  Matheu,  para  General  Pueyrredón;  al  Mayor 
Adolfo  E.  Peña,  para  General  Alvarado;  al  Mayor  Carlos 
Spika,  para  Guaminí;  al  Teniente  Coronel  Pacífico  Rodrí- 
guez, para  Juárez;  al  Teniente  Coronel  Eliseo  Arguello, 
para  General  Lamadrid;  al  Teniente  Coronel  Luis  B.  Ro- 
verano,  para  Lobería;  al  Mayor  Teodolindo  Linares,  para 
Laprida;  al  Mayor  Enrique  Avogrado,  para  Mar  Chiquita; 
al  Teniente  Coronel  Augusto  Rouquaud,  para  Necochea;  al 
Teniente  Coronel  Pedro  Capurro,  para  Olavarria;  al  Mayor 
Guillermo  Oyarzú,  para  Patagones;  al  Mayor  Agustín  Irus- 
ta,  para    Puan;  al    Teniente    Coronel    Honorio  Iturre,    para 
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Saavedra;  al  Teniente  Coronel  Rodolfo  Ossorid.  para  Tan- 
dil; al  Teniente  Coronel  Ángel  Alegre,  para  Tres  Arroyos; 
y  al  Mayor  Artemio  Meneses,  para  Villarino. 

Creí  deber  mandar  comisionados  militares  á  todos  los 
partidos  que  componen  las  secciones  5*  y  6*,  porque  sólo 
en  las  filas  del  ejército  nacional  podían  encontrarse  las 
personas  que  desvinculadas  de  toda  agrupación  política  y  con 
las  condiciones  de  imparcialidad  n^esarias,  fueran  capaces 
de  llevar  á  la  práctica  las  promesas  y  garantías  ofrecidas 
por  la  Intervención.  Aún  suponiendo  que  hubiera  sido  fá- 
cil encontrar  en  la  provincia  misma,  hombres  imparciales  y 
sin  vinculaciones  con  los  partidos  en  lucha,  nunca  habrían 
tenido  ellos  la  autoridad  ni  el  prestigio  de  los  jefes  del 
ejército. 

Aparte  de  esto,  tuve  un  especial  cuidado  en  designar 
para  cada  distrito  al  jefe  que  por  sus  condiciones  de  carác- 
ter é  inteligencia,  le  correspondía.  Me  fué  fácil  hacerlo,  y 
los  resultados  demuestran  cuan  previsora  fué  la  medida, 
porque  conocí  hasta  en  los  menores  detalles  la  situación 
política  y  las  modalidades  de  cada  localidad.  En  cuanto  á 
las  condiciones  de  los  jefes,  me  atuve  á  los  informes  que 
me  suministraba  el  jefe  militar  de  la  Intervención,  señor 
Coronel  don  Carlos  Smith,  que  conoce  perfectamente  á  to- 
dos y  bajo  cuya  intervención  exclusiva  se  había  confeccio- 
nado la  lista  de  esos  mismos  jefes. 

Antes  de  su  partida  y  encontrándose  todos  reunidos  en 
mi  despacho,  les  di  las  instrucciones  verbales  necesarias  para 
el  mejor  desempeño  de  la  delicada  misión  que  se  les  con- 
fiaba, recomendándoles  la  más  absoluta  imparcialidad  en  sus 
actos  y  el  mayor  empeño  y  decisión  para  asegurar  la  liber- 
tad y  la  pureza  del  sufragio,  tratando  también  por  todos 
los  medios  de  que  no  quedara  sin  votar  ningún  ciudadano 
inscripto  que  quisiera  hacerlo. 

Después,  di  á  cada  uno  en  el  momento  de  la  despedida, 
todos  los    datos:  — nombres    de    caudillos,  carácter  de  éstos, 
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elementos  con  que  contaban  los  partidos,  etc.,  etc., — que 
podían  servirles  para  desempeñar  mejor  su  cometido  en  la 
localidad  respectiva. 

Di  también  instrucciones  complementarias  por  escrito,  tan 
minuciosas  como  eficaces,  para  realizar  sin  dificultad  los 
propósitos  de  la  Intervención.  Y  me  es  muy  satisfactorio 
poder  manifestar  á  V.  E.  que  todos  los  comisionados,  sin 
excepción,  las  cumplieron  estrictamente,  mereciendo,  no  sólo 
las  felicitaciones  del  Interventor,  por  la  corrección  de  sus 
procederes,  sino  también  el  aplauso  de  todos  los  partidos 
que  concurrieron  á  los  comicios  del   i"  de  Noviembre. 

Para  hvs  secciones  i*  y  3*  nombré  asimismo  comisiona- 
dos, muchos  de  ellos  militares,  pero  sin  la  amplitud  de  fa- 
cultades acordadas  á  los  comisionados  militares  de  las  sec- 
ciones 5*  y  6^  Y  esto  se  explica,  porque  en  aquellas  dos 
secciones  no  se  elegía  más  que  un  Diputado  por  cada  una 
de  ellas,  y  se  sabía  además  que  los  partidos  no  irían  á  la 
elección,  salvo  el  denominado  «Partidos  Unidos».  Pero  la 
Intervención,  por  eso  mismo,  debía  tomar  sus  precauciones 
á  fin  de  evitar  que  se  hiciera  un  simulacro  de  elección. 
Nada  más  fácil  que  volcar  padrones,  cuando  no  hay  un 
partido  que  vigile  el  acto  electoral  y  se  oponga  á  los  frau- 
des que  pretenda  hacer  el  contrario. 

Los  comisionados  de  la  Intervención  en  las  secciones  i* 
y  3»,  llenaron  pues,  cumplidamente  su  misión  evitando  que 
eso  se  produjera,  y  consiguiendo  en  cambio  que  la  elección 
se  llevara  á  cabo  en  las  más  perfectas  condiciones  de  le- 
galidad y  pureza. 

VI 

Una  vez  llegados  á  sus  destinos  todos  los  comisionados 
militares  de  las  secciones  5*  y  6%  la  Intervención  dictó  un 
decreto  con  fecha  29  de  Octubre,  disponiendo  que  se  hi- 
cieran cargo  de  las  Policías  locales    respectivas,  a  los  efec- 
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tos  de  asegurar  el  cumplimiento  de  las  leyes  electorales  y 
la  libertad  y  pureza  de  los  comicios  del  i"  del'  corriente 
mes.  En  el  mismo  decreto  se  estableció  que  los  comisarios 
quedaban  bajo  sus  órdenes  inmediatas,  en  todo  lo  que  se 
relacionara  con  esas  leyes  y  comicios.  Se  estableció  tam- 
bién que  los  comisionados  militares  podían  tomar  las  medi- 
das represivas  del  ciso  contra  los  comisarios,  si  éstos  se 
inmiscuían,  en  cualquier  forma  que  fuera,  en  los  actos  elec- 
torales, ó  no  cumplían  estrictamente  las  órdenes  de  aque- 
llos. 

Los  comisionados,  pues,  tomaron  posesión  de  las  respec- 
tivas comisarías  y  desempeñaron  desde  ese  momento  todas 
las  funciones  políticas  de  los  comisarios.  El  acatamiento  de 
éstos  fué  completo,  al  extremo  de  que  no  hubo  más  auto- 
ridad  que  la  de  los  comisionados  militares  en  todo  lo  que 
directa  ó  indirectamente  se  relacionaba  con  los  comicios 
del   1°  del    actual. 

La  Intervención  resolvió  también,  por  decreto  de  28  de 
Octubre,  atribuir  á  sus  .comisionados  las  funciones  de  ca- 
rácter electoral  que  la  ley  de  la  provincia  confiere  á  los 
presidentes  de  las  municipalidades.  Estableció  así,  que  ellos 
entregarían  al  presidente  de  cada  comido  en  el  acto  de  su 
instalación,  el  registro  electoral,  la  urna  destinada  á  depo- 
sitar las  papeletas  de  votación  en  cada  mesa,  y  los  pliegos 
impresos  para  la  anotación  de  los  sufragantes.  Que  el  co- 
misionado instalaría  el  ccmicio,  y  que  de  manos  de  su  pre- 
sidente debía  recibir  una  vez  terminado  el  acto  electoral, 
los  registros,  boletas  y  actas  de  la  elección,  bajo  sobres  ce 
rrados  y  lacrados,  para  entregarlos  á  la  Intervención.  Los 
pliegos  impresos  llevaban  el  sello  de  ésta,  y  se  estableció 
que  cualquier  registro  de  sufragantes  que  se  hiciera  en 
pliegos  que  no  tuvieran  dicho  sello,  sería  declarado  nulo  y 
sin  valor  alguno. 

En  lo  demás,  se  aplicarían    las    disposiciones    pertinentes 
de  la  Ley  Electoral  de  la  Provincia. 
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VII 


Muchas  otras  medidas  se  tomaron  por  la  Intervención, 
tendientes  todas  á  garantir  del  modo  más  eficaz  la  liber- 
tad y  legalidad  de  los  comicios.  De  ellas  tiene  conocimien- 
to V.  E.,  por  habérselas  comunicado  en  oportunidad,  pero 
séame  permitido  recordar  una  que  dio  los  mejores  resultados, 
por  cuanto  resolvía  un  punto  de  capital  importancia,  cual  era  el 
de  la  eliminación  de  los  comisarios  durante  la  celebración  del 
acto  electoral.  Se  dispuso,  á  ese  fin,  que  los  comisionados 
militares  dieran  las  órdenes  necesarias  para  que  aquellos 
permanecieran  el  día  de  la  elección,  desde  una  hora  antes 
de  empezar  ésta  hasta  una  hora  después  de  haber  termi- 
nado, en  el  local  de  las  respectivas  comisarías,  de  las  cua- 
les no  podrían  salir  bajo  pretexto  alguno.  Así  se  hizo,  y 
todos  acataron  y  dieron  fiel  cumplimiento  4  la  orden.  Las 
elecciones  se  verificaron  el  día  i"  del  corriente  mes,  en  el 
mayor  orden  y  con  el  máximum  de  perfección  posible  en 
esta  clase  de  actos.  Y  no  se  crea  que  exagero,  pues  la 
opinión,  con  rara  unanimidad  así  lo  ha  declarado.  Todos 
los  partidos  que  fueron  á  la  lucha  se  muestran  satisfechos 
y  han  llegado  hasta  á  calificar  de  «modelo»  á  las  elec- 
ciones que  ha  tenido  el  honor  de  presidir  la  Intervención 
Nacional. 

Por  mi  parte,  quie/o  dejar  constancia  de  que  el  éxito  al- 
canzado se  debe  a  la  manera  correcta  y  enérgica  con  que 
procedieron  en  el  desempeño  de  sus  funciones  todos  los  co- 
misionados de  la  Intervención.  Efectuadas  las  elecciones» 
había  que  practicar  el  escrutinio  de  las  mismas  y  el  sorteo 
correspondiente,  para  saber  quienes  resultaban  electos  Dipu- 
tados á  la  Legislatura.  La  Ley  Electoral  de  la  Provincia 
encomienda  esta  tarea  á  una  junta  compuesta  por  el  Presi- 
dente de  la  Suprema  Corte,  el  Fiscal  de  Estado  y  el  Pre- 
sidente del  Tribunal  de  Cuentas,  dejando  librado  á   la   Ho- 
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norable  Cámara  de  Diputados  el  juicio  definitivo  de  las 
elecciones.  Pero  en  el  presente  caso,  dados  los  hechos  que 
motivaron  la  Intervención  Nacional,  y  el  haber  ésta  anulado 
un  escrutinio  practicado  por  dicha  <^ámara,  estaba  más  de 
acuerdo  con  la  unidad  del  procedimiento  observado  por  la 
Intervención,  el  que  ella  misma  practicase  directamente  el 
escriitinio  y  también  el  sorteo  de  dichas  elecciones.  Había 
conveniencia,  además,  en  evitar  posibles  dificultades  y  de- 
moras. Fundado  en  tales  consideraciones,  resolví  por  decreto 
de  fecha  9  de  este  mes: 

I®  Avocarme  el  escrutinio  de  las  elecciones  verificadas  el 
I**  del  actual. 

2^  Constituirme  en  el  recinto  de  la  H.  Cámara  de  Dipu- 
tados, el  día  12  del  corriente  á  las  2  p.  m.,  para  llevar  á 
cabo  dicha  operación. 

3**  Practicarla  en  presencia  de  los  señores  Diputados  y 
demás  personas  que  desearan  concurrir  al  acto. 

4"  Hacer  además  el  correspondiente  sorteo,  también  en 
sesión  pública,  designando  día  y  hora  al  efecto. 


VIII 


El  día  doce,  en  cumplimiento  de  ese  decreto,  me  consti- 
tuí en  la  sala  de  sesiones  de  la  H  Cámara  de  Diputados, 
acompañado  de  mi  Secretario  doctor  Carlos.  A.  Estrada,  del 
Prosecretario  doctor  Lorenzo  C.  Ferrari  y  de  los  señores 
CiOctor  Roberto  J.  Bunge  y  don  Máximo  Reyna,  Oficial  y 
Auxiliar  de  la  Intervención,  respectivamente,  á  objeto  de 
practicar  el  escrutinio  de  las  elecciones  efectuadas  el  i^.del 
mes  corriente,  en  las  secciones  i*,  3*,   5*  y  6*. 

Después  de  tres  días  de  ímproba  labor  di  por  terminada 
la  operación  del  escrutinio,  que  se  llevó, á  cabo  en  la  forma  y 
con  los  resultados  de  que  instruye  el  acta  respectiva  que 
acompaño. 
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Por  decreto  de  fecha  14  designé  el  día  16  del  actual  á 
las  2  p  m.,  para  practicar  en  el  recinto  de  la  H.  Cámara 
el  sorteo  del  caso,  y  dispuse  que  el  Presidente  provisorio 
de  dicha  Cámara  citara  á  los  señores  Diputados  en  ejercí- 
ció,  para  el  18  del  corriente,  á  fin  de  que  los  electos  se 
incorporasen  á  la  misma,  previo  el  juramento  de  ley,  y  se 
constituyera  además  su  mesa  directiva. 

El  día  señalado  me  constituí  nuevamente  en  la  sala  de 
sesiones  de  la  H.  Cámara  y  practiqué  el  sorteo  en  presen- 
cia de  los  señores  Diputados  y  un  numeroso  público,  en  la 
forma  y  cojí  los  resultados  de  que  ilustra  el  acta  labrada 
en  esa  fecha,  que  también   acompaño. 

Declaré,  pues,  electos  Diputados  por  la  i*  y  3^*  sección 
electoral  de  la  Provincia,  á  los  ciudadanos  Benjamín  Paez  y 
Julián  Marti nez,  hijo,  respectivamente. 

Por  la  5*  sección,  á  los  ciudadanos  Francisco  Lando,  Al- 
berto Idoyaga  Molina,  Domingo  Negri,  Horacio  Martínez, 
Ignacio  Freyre  Bustos,  Guillermo  A.  Martínez,  José  Gonzá- 
lez Banorino,  José  López,  Eufemio  Zavala  y  Grarcia,  Fran- 
cisco Emparanza,  Sylla  J.  Monsegur  y  Adolfo  E.  Gómez. 

Por  la  6*  sección,  á  los  ciudadanos  Sixto  Rodríguez,  Ar- 
turo Scotto,  Ricardo  Le zica  Alvear,  Pablo  L.  Palacios,  Ma- 
riano Maldonado,  Enrique  Guerrero,  Alberto  Ramos  Mexía, 
Carlos  González  Bonorino,  Alberto  Rosende  Mitre,  Luís 
GanduHa,  Orlando  K  Williams,  Juan  Carios  Cruz  y  José  F* 
González  Romasanta. 

De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  decreto  de  la  Inter- 
vención, de  fecha  14  del  corriente,  la  H.  Cámara  de  Dipu- 
tados se  reunió  el  día  18  y  procedió,  después  de  incorpo- 
rados los  electos,  á  designar  su  mesa  directiva.  Quedó  ella 
constituida  en  la  siguiente  forma:  Presidente,  el  doctor  Al- 
cibiades  M.  Reyna;  Vicepresidente  i",  el  señor  Carlos  Gon- 
zález Bonorino,  y  Vicepresidente  2",  el  señor  Agustín  V. 
García,  lo  que  fué  inmediatamente  coinqnicado  al  infras- 
cripto. 
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Con  esto,  quedaban  cumplidos  en  un  todo  los  propósitos 
que  motivaron  la  Intervención  que  he  tenido  el  honor  de 
presidir.  Así  se  lo  manifesté  á  V.  E.  en  oportunidad,  pi- 
diéndole la  autorización  necesaria  para  dar  por  terminada  la 
alta  misión  con  que  tuvo  á  bien  honrarme  el  Excmo.  señor 
Presidente  de  la  República,  por  decreto  de  fecha  8  dé  Junio 
del  corriente  año. 

Recibida  la  autorización,  di  por  terminado  mi  cometido 
con  fecha  23,  y  fijé  para  mi  regreso  con  el  personal  á  mis 
órdenes,  el  día  24  de  este  mes  á  las  4  p.  m.,  todo  lo  cual 
puse  en  conocimiento  de  V.  E.,  y  también  de  los  poderes 
de  la  Provincia. 

Mucho  podría  agregar  á  lo  que  dejo  expuesto,  pero  lo 
creo,  innecesario,  tanto  porque  V.  E.  ha  tenido  conocimiento 
de  todos  mis  actos  realizados  en  la  Provincia  de  Buenos 
Aires  en  mi  carácter  de  Interventor,  por  haberle  dado  cuenta 
de  ellos  á  medida  que  se  producían,  cuanto  porque  los  de- 
cretos, notas,  actas,  telegramas  y  demás  documentos  que 
acompaño,  informarán  literalmente  á  V.  E.  de  la  marcha  de 
la  Intervención  durante  los  cinco  meses  y  medio  que  ha 
necesitado  para  llevar  á  cabo  su  tarea. 

Espero,  señor  Ministro,  que  mis  actos  merecerán  la  apro- 
bación del  Excmo.  señor  Presidente  de  la  República,  y  tam- 
bién la  de  V.  E,,  como  que  ellos  se  han  ajustado  á  la  ley 
en  virtud  de  la  cual  fué  decretada  la  Intervención,  y  á  las 
instrucciones  recibidas  de  V.  E. 

Y  al  terminar,  séame  permitido  recomendar  á  la  conside- 
ración de  V.  E.,  al  Secretario  doctor  Carlos  A.  Estrada,  que 
ha  dado  pruebas  en  todo  momento  de  una  imparcialidad 
ejemplar,  y  á  cuyo  celo  é  inteligencia  se  debe  en  mucho 
el  éxito  de  la  Intervención. 

También  debo  encomiar  la  correcta  actitud  é  importantes 
servicios  prestados  por  el  señor  Coronel  don  Carlos  Smith, 
en  Su  doble  carácter  de  Jefe  Militar  de  la  Intervención,  y 
Jefe  á  los  efectos  electorales,  de  la  Policía  de  la  Provincia. 
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Recomiendo  asimismo  á  la  consideración  de  V.  E.  á  los 
señores  doctor  Lorenzo  C.  Ferrari,  doctor  Robertp  J.  Bunge 
y  don  Máximo  Reyna,  Prosecretario,  Oficial  y  Auxiliar  de 
la  Intervención,  respectivamente,  por  haber  cumplido  con 
sus  deberes  y  dado  muestras  de  una  laboriosidad  digna  de 
todo  encomio. 

En  cuanto  al  personal  militar  á  mis  órdenes,  también  me 
es  satisfactorio  poder  manifestar  á  V.  E.  que  su  conducta 
merece  elogios. 

Agradeciendo  nuevamente  el  honor  que  se  me  hizo  al 
confiarine  tan  delicada  misión,  y  á  V.  E.  todas  las  atencio- 
pies.  con  que  me  ha  favorecido,  me  es  grato  reiterar  á  V.  E. 
las  seguridades  de  mi  consideración  más  distinguida. 

Luis  B.  Molina. 
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Decreto  del  P.  E.  Nacional,  declarando  terminada  la 
Intervención  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires  y  apro- 
bando la  conducta  del  Interventor. 


Buenos  Aires,  'Noriembre  27  de  1903. 

Habiendo  comunicado  el  señor   Interventor    Nacional  en 
la  Provincia   de  Buenos   Aires,  haber   terminado   la  misión 
que  le   fué  confiada,  de  acuerdo  con  el  decreto  de  Junio  8 
del  corriente  año  y  las   instrucciones  que  se    transmitieron 
y  visto  el  informe  presentado  en  esta  fecha, 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA : 

Artículo  I  o  Declárase  terminada  la  Intervención  en  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires. 

Art  2^  Apruébase  la  conducta  del  señor  Interventor,  doc 
tor  Luis  B.  Molina,  y  dénsele  las  gracias  por  los  importantes 
servicios  que  ha  prestado  al  país,  en  el   desempeño  de  sus 
deliradas  funciones. 

Art.  3®  Comuniqúese,  publíquese,  insértese  en  el  Registro 
Nacional  y  archívese. 

Roca. 
J,   V.  González. 
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Nota  al  doctor  Luis  B.  Molina,  adjuntándole  copia  lega- 
galizada  del  Decreto  anterior  y  agradeciéndole  los 
servicios  prestados  al  pais  en  el  desempeño  de  sus 
funciones. 

Buenos  Aires,  Noviembre  27  de  1903. 
Al  doctor  Luis  B.  Molina. 

Tengo  el  agrado  de  dirigirme  á  Vd.,  acompañando  á  la 
presente  copia  legalizada  del  decreto  que  ha  recaído  en  el 
informe  que  ha  presentado,  con  motivo  de  la  Intervención 
que  se  le  confió  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

En  nombre  del  señor  Presidente  de  la  República  y  en 
el  mío  propio,  agradezco  á  Vd.  los  importantes  servicios  que 
ha  prestado  al  país  en  la  delicada  misión  que  se  le  enco- 
mendó, á  la  cual  ha  sabido  consagrar  su  rectitud  y  patrio- 
tismo. 

Aprovecho  la  oportunidad,  para  reiterarle  los  sentimien- 
tos de  mi  mayor  consideración. 

J.  V.  González. 


Nota  al  gobernador  de  la  Provincia  .de  Buenos  Aires, 
adjuntándole  copia  del  Decreto  de  fecha  27  de  No- 
viembre, por  el  cual  se  declara  terminada  la  Inter- 
ción  Nacional  en  esa  Provincia. 

Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1903. 

A  S.  E.  el  señor   Gobernador   de  la   Provincia  de   Buenos 
Aires. 

La  Plata. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.  acompañando  copia 
legalizada  del  decreto  de  fecha  27  del  actual,  por  el  que  se 

II.  15 
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declara  terminada  la  Intervención  Nacional  en  esa  Pro\in- 
cia,  en  vista  de  la  comunicación  recibida  del  señor  Inter- 
ventor, doctor  Luis  B.  Molina,  de  haber  dado  cumplimiento 
á  la  misión  que  le  fué  confiada,  de  acuerdo  con  el  decreto 
de  Junio  8  del  corriente  año. 

Saludo  á  V.  E.  con  toda  consideración. 

J.  V.  GtONzAlez. 


Nota  al  señor  Ministro  de  la  Guerra  expresándole  la 
satisfacción  con  que  se  ha  podido  hacer  constar  la 
conducta  imparclal  y  correcta  observada  por  todo 
el  personal  militar  de  la  Intervención. 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1903. 

Excmo.  señor  Ministro  de  la  Guerra. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á  V.  E.,  ahora  que  la  In- 
tervención Nacional  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  ha 
terminado,  para  cumplir  el  grato  deber  de  expresarle  la  sa- 
tisfacción con  que  este  Ministerio  ha  podido  hacer  constar 
la  conducta  imparcial  y  correcta  bajo  todo  punto  de  vista, 
observada  por  todo  el  personal  militar  de  la  misma  en  las 
difíciles  comisiones  que  se  le  confiaran,  especialmente  la  de 
presidir  las  mesas  receptoras  de  votos  durante  las  elecciones 
de  Diputados,  el  día  i®  de  Noviembre  próximo  pasado. 

Ruego  á  V.  E.,  si  lo  estima  conveniente  haga  conocer 
de  aquellos  señores  la  anterior  manifestación,  fundada  en 
los  informes  que  el  señor  Interventor  ha  transmitido  direc- 
tamente á  este  Ministerio. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

J.  V.  González. 


APÉNDICE 


1889 


Mendoza 


DEPARTAMENTO  DEL  INTERIOR 


Decreto  nombrando  Comisionado  Nacional  en  la 
Provincia  de  Mendoza 

Buenos  Aires,  Enero  7  de  1889. 

Teniendo  noticias  de  haber  sido  alterado  el  orden  en  la 
provincia  de  Mendoza,  y  estando  interrumpidas  las  comuni- 
caciones telegráficas, 

El  Vicepresidente  de  la  República,    en  ejercicio  del  Poder 
Ejecutivo  y  en  Acuerdo  General  de  Ministros 

DECRETA : 

Artículo  I  o  Nómbrase  Comisionado  Nacional  en  la  Pro- 
vincia de  Mendoza,  al  Senador  Nacional,  doctor  don  Manuel 
Derqui. 

Art.  2"  Quedan  á  las  órdenes,  del  Comisionado  todas  las 
fuerzas  existentes  en  las  provincias  de  San  Juan  y  Mendoza. 
Art.  30  Por  el  Ministerio  del  Interior  se  le  extenderán  las 
instrucciones  para  el  desempeño  de  su  misión,  debiendo  el 
Ministerio  de  la  Guerra  librar  las  órdenes  necesarias  á  los 
efectos  del  artículo  anterior. 

Art.  4®  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 

Pellegrini. 
E,    Wilde,  —  E.  Raeedo.  —  F, 
Posse, 


—    232    — 

Decreto  reponiendo  en  sus  funciones  al  Gobernador 
de  la  Provincia,  señor  Tiburcio  Benegas. 

Buenos  Aires,  Enero  16  de  1889. 

Habiendo  don  Tiburcio  Benegas  requerido  la  intervención 
del  Gobierno  Nacional,  á  efecto  de  ser  repuesto  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  de  Gobernador  constitucional  de  la 
Provincia  de  Mendoza,  de  cuyo  puesto  había  sido  derrocado 
por  una  sedición  armada  que  le  había  obligado  á  presentar 
su  renuncia,  cuyo  acto  ejecutado  bajo  la  presión  de  la  violen- 
cia era  nulo  y  sin  valor  ni  efecto  legal,  desde  que  recobrada 
su  libertad  no  lo  ratificaba  y  por  el  contrario  pedía  ser  res- 
tablecido en  el  ejercicio  de  sus  funciones;  habiéndose  dirigi- 
do al  mismo  tiempo  al  Gobierno  Nacional  el  doctor  don  Ma- 
nuel Bermejo,  comunicando  que  habiendo  el  señor  Tiburcio 
Benegas  elevado  su  renuncia  del  puesto  de  Gobernador  de 
la  Provincia,  la  legislatura  había  tenido  á  bien  aceptarla  y 
lo  había  designado  para  ejercer  las  funciones  de  Goberna- 
dor interino,  agregando  en  documentos  posteriores  qiie  la 
renuncia  del  señor  Benegas  había  sido  un  acto  espontáneo  y 
libre;  y  que  aceptada  por  la  legislatura  en  uso  de  facultades 
propias,  quedaba  por  el  hecho  despojado  el  señor  Benegas 
de  su  carácter  de  Gobernador,  siendo  el  único  legal  el  nom- 
brado por  la  legislatura  en  calidad  de  interino:  Consideran- 
do que  la  Constitución  Nacional  al  acordar  al  Gobierno  de  la 
Nación,  en  su  artículo  6°,  la  facultad  de  intervenir  en  las 
provincias  á  requisición  de  sus  autoridades  constituidas  á 
objeto  de  sostenerlas  ó  reponerlas  cuando  hubieran  sido  de- 
rrocadas por  la  sedición,  le  confiere  implícitamente,  por  ser  ello 
necesario  para  el  ejercicio  de  la  facultad  expresada,  la  de 
conocer  y  decidir  si  la  autoridad  requirente  es  autoridad  cons- 
titucional de  la  provincia,  á  efecto  de  acceder  al  pedido  si 
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fuera  reconocida  como  tal  autoridad  ó  negarse  en  caso  con- 
trario. 

Que  en  el  presente  caso  para  decidir  si  el  señor  Tiburcio 
Benegas  continuaba  siendo  Gobernador  constitucional,  como 
hasta  entonces  se  le  había  reconocido,  ó  si  había  sido  despo- 
jado de  tal  carácter  en  mérito  de  la  renuncia  presentada  y 
reemplazado  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  el  doctor 
Manuel  Bermejo,  designado  al  efecto  por  la  legislatura,  de 
bía  el  Gobierno  de  la  Nación  en  uso  de  esa  facultad  y  en 
cumplimiento  del  artículo  6**  de  la  Constitución,  entrar  á  co- 
nocer y  decidir  si  la  renuncia  elevada  por  el  señor  Benegas 
fué  un  acto  válido  destinado  á  producir  todos  sus  efectos  le- 
gales, ó  nó. 

Que  á  estos  fines  fué  declarada  intervenida  la  provincia 
de  Mendoza,  nombrado  Interventor  el  señor  Senador  doctor 
don  Manuel  Derqui,  ordenándose  que  asumiera  el  mando  de 
la  provincia,  mientras  se  decidía  el  conflicto  é  informara  al 
Gobierno  Nacional  sobre  todos  los  hechos  ocurridos,  para 
proceder  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  6°  de  la 
Constitución. 

Vistos  el  informe  y  documentos  elevados  por  el  señor  In- 
terventor, y  los  directamente  remitidos  al  Gobierno  Nacional 
por  varios  miembros  de  la  legislatura  de  la  provincia,  y  re- 
sultando de  todos  ellos: 

Que  el  día  6  del  corriente  mes  un  grupo  de  gente  armada 
atacó  el  domicilio  privado  del  señor  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia de  Mendoza,  haciendo  fuego  sobre  puertas  y  ventanas, 
y  penetrando  violentamente  al  interior,  redujo  á  prisión  al 
señor  Gobernador  y  á  su  Ministro  de  Gobierno,  conduciendo 
preso  al  primero  bajo  escolta  armada  á  un  corralón,  donde 
fué  colocado  bajo  vigilancia  de  un  centinela;  que  en  tal  si- 
tuación se  le  exigió  que  presentara  su  renuncia  del  cargo  de 
Gobernador  de  la  Provincia,  á  lo  que  accedió,  redactándola 
en  los  términos  que  consta  del  original  agregado; 

Que  dado  estoa  antecedentes,  es  evidente  y  fuera  de  toda 


discusión  que  al  redactar  esa  renuncia  el  Gobernador,  estaba 
bajo  la  presión  del  acto  de  violencia  armada  y  privado  de  su 
libertad; 

Que  actos  ejecutados  en  tal  situación  son  nulos  y  no  pue- 
den producir  en  ningún  caso  efectos  legales,  á  menos  de  ad- 
mitir la  violencia  y  la  fuerza  como  medios  legítimos  para  es- 
tablecer ó  modificar  relaciones  de  derecho  en  el  orden  públi- 
co ó  privado; 

Que,  respecto  á  la  Legislatura  de  la  Provincia,  habiéndose 
reunido  extraordinariamente  para  tomar  en  consideración  la 
renuncia  elevada,  nombró  de  su  seno  una  comisión  para  que 
se  apersonara  al  Gobernador  preso,  y  en  vez  de  indagar  por 
qué  orden  y  bajo  qué  autoridad  estaba  preso  el  Gobernador 
de  la  Provincia,  inmune  por  la  naturaleza  de  su  cargo  y  sin 
más  juez  para  juzgar  sus  actos  que  la  legislatura  misma,  se 
limitó  á  preguntarle  en  presencia  de  su  prisión  y  violencia 
ejercida,  si  sus  actos  eran  espontáneos  y  libres. 

Que  proceder  tan  anormal,  tan  vejatorio  de  la  autoridad 
misma  de  la  legislatura  que  se  mostraba  impotente  para  or- 
denar la  libertad  inmediata  del  Gobernador,  como  era  su  de- 
ber, prueban  que  ese  Poder  obraba  también  bajo  la  presión 
de  la  violencia  que  dominaba  en  ese  momento  en  la  ciudad 
de  Mendoza,  á  menos  de  admitir  que  asentía  á  la  prisión  del 
Gobernador,  haciéndose  cómplice  de  la  sedición,  lo  que  no  es 
permitido  avanzar; 

Que  en  tal  situación  sus  actos  están  afectados  del  mismo 
vicio  que  anula  la  renuncia  elevada  por  el  Gobernador. 

Que  reconocidos  como  nulos  y  de  ningún  valor  legal,  la 
renuncia  arrancada  al  Gobernador  y  los  actos  de  la  legisla- 
tura áque  ella  dio  lugar,  resulta  único  Gobernador  consti- 
tucional de  la  provincia  de  Mendoza,  el  señor  Tiburcio  Be- 
negas. 

En  mérito  de  todo  lo  expuesto  y  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  6°  de  la  Constitución  Nacional, 
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El  Vicepresidente  de  la  República  en    ejercicio   del  Poder 
Ejecutivo  Nacional — 

RESUELVE: 

1°  Que  el  Interventor  Nacional  reponga  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  como  Gobernador  de  la  Provincia  de  Mendoza, 
al  señor  Tiburcio  Benegas,  declarando  terminada  con  este 
acto  la  Intervención  Nacional. 

2°  Dense  las  gracias  al  Interventor,  Senador  doctor  don 
Manuel  Derqui,  por  la  inteligencia,  actividad  é  imparcialidad 
con  que  ha  procedido  en  el  desempeño  de  la  misión  que  le 
fué  confiada. 

3®  Comuniqúese,  publíquese  con  todos  sus  antecedentes  y 
dése  al  Registro  Nacional. 

C.  Pellegrini. 

E.   Wilde. 


Es  copia- 


M.  Zorrilla. 


REPÚBLICA   ARGENTINA 
MINISTERIO   DEL     INTERIOR 


Buenos  Aires,  Enero  19  de  1889. 


Al  señor  Interventor  en   la  Provincia  de  Mendoza,    doctor 
don  Manuel  Derqui. 

Al  pie  del  informe  pasado  por  V.  E.  á  este  Ministerio  so- 
bre los  sucesos  ocurridos  en  la  provincia  de  Mendoza,  ha  re- 
caido  el  decreto  que  en  copia  legalizada  se  adjunta  á  esta 
comunicación,  á  los  efectos  consiguientes. 
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Felicitando  á  V.  E.  por  el  criterio  imparcial  con  que  ha 
procedido,  me  es  grato  saludarlo  con  mi  más  distinguida  con- 
sideración. 

(Firmado)  — 

E.  WlLDE, 


Decreto  del  Interventor  haciendo  efectiva  la  resolu- 
ción del  P.  E.  que  repone  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  al  Gobernador. 

INTERVENCIÓN  NACIONAL 

Mendoza,  Enero  28  de  1889. 

En  cumplimiento  de  lo  resuelto  por  el  Excmo.  Gobierno 
de  la  Nación,  con  fecha  iSdel  corriente, 

El  Interventor  Nacional — 

DECRETA : 

Artículo  I**  Queda  repuesto  en  el  cargo  de  Gobernador 
constitucional  de  la  provincia  de  Mendoza,  el  señor  Tiburcio 
Benegas. 

Art  2*»  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Ofi- 
cial. 

M.  Derqui. 

Marco  M.  Avellaneda, 

Secretario. 
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INTERVENCIÓN   NACIONAL 

Mendoza,  Enero  23  de  1889. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  del  Interior,  doctor  don  Eduardo 
Wilde. 


Recibo  con  esta  fecha  la  nota  de  V.  E.  acompañando  copia 
autorizada  de  la  resolución  del  1 8  del  corriente,  expedida  por 
el  Excmo.  Gobierno  de  la  Nación,  por  la  que  se  da  solución 
al  conflicto  que  motivó  su  intervención  en  esta  provincia.  En 
contestación  me  es  grato  elevar  á  conocimiento  de  V.  E.  que 
se  ha  dado  cumplimiento  á  dicha  resolución,  reponiendo  al 
Gobernador  de  esta  Provincia,  don  Tiburcio  Benegas. 

Al  agradecer  los  honrosos  conceptos  con  que  el  Excmo. 
Gobierno  de  la  Nación  aprecia  mi  actitud  y  mis  procederes 
en  el  desempeño  de  mi  misión,  cúmpleme  recomendar  á  su 
consideración  la  inteligencia  y  contracción  con  que  el  Secre- 
tario de  la  Intervención,  don  Marco  M.  Avellaneda,  ha  coo- 
perado al  éxito  de  la  misión  que  me  fué  confiada. 

Saludo  al  señor  Ministro  con  mi  consideración  distinguida. 

M.  Derqui. 


Buenos  Aires,  Enero  29  de  1889. 
Publíquese  y  archívese. 

Manuel  M,  Zorrilla. 


Y 
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